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Este libro tiene su antecedente en el que escribí hace ya varios años sobre Historia y 
Economía de la Unión Europea. Sin embargo, son libros diferentes por dos razones: la 
primera de ellas se debe a que la parte de Historia de la UE, que ocupaba aproximada- 
mente un tercio de la extensión del libro anterior, en el presente se reduce a unas pocas 
páginas: la mitad del Capítulo 2 (será objeto de desarrollo en un libro futuro); la segun- 
da de las razones obedece a que la dinámica de la UE es tan vertiginosa que en un plazo 
breve de tiempo deja obsoleta cualquier publicación sobre la misma. 


El libro se divide en cuatro partes, avanzando desde los aspectos conceptuales e his- 
tórico-institucionales hasta los de contenido más económico. 


La primera parte, bajo el título de Aspectos preliminares, comprende los dos prime- 
ros capítulos. Tiene por finalidad situar al lector ante el aparato conceptual que se utili- 
za en el resto del libro. Así, se estudia la integración, como parte del nuevo modelo de 
relaciones internacionales que se inicia en las postrimerías de la Segunda guerra mun- 
dial, los hitos básicos de la evolución histórica comunitaria y se ofrece un bosquejo so- 
bre el marco institucional de la Unión Europa. 


La segunda parte versa sobre el Mercado único y consta de cuatro capítulos (3 a 6). 
Se estudia el mercado interior y la UEM, aspectos ambos que constituyen el entramado 
básico de la integración comunitaria; esto es, las libertades económicas circulación (bie- 
nes, servicios, capitales y personas), las reglas sobre la competencia y la Unión Econó- 
mica y Monetaria. 


La tercera de las partes trata sobre el Presupuesto, la cohesión y otras políticas 
internas y comprende otros cuatro capítulos (7 a 10). Esta parte versa sobre las perspec- 
tivas financieras —y el presupuesto de la Unión— que son las que marcan los objetivos 
básicos de la planificación temporal comunitaria y determinan la financiación de las 
grandes políticas de gasto que desarrolla la UE (la de cohesión económica y social, la 
agraria y pesquera), así como el resto de las políticas internas (investigación y desarro- 
llo, medio ambiente, política social, salud pública y defensa de los consumidores). 


Finalmente, la cuarta parte se dedica a la Acción exterior de la Unión Europea, es 
decir, a su proyección internacional. Comprende dos últimos capítulos (11 y 12) en los 
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que se analizan el marco general de las relaciones externas de la Comunidad, la política 
comercial y las relaciones internacionales y de cooperación económica. 


El libro se acompaña con un apartado de Anexos que contiene materiales de tipo 
estadístico o de otro orden que se han considerado de interés para completar el conteni- 
do de la mayor parte de los capítulos. 


Es preciso aclarar dos cuestiones. La primera es que las citas a artículos de los trata- 
dos comunitarios proceden, salvo que se haga referencia expresa a otro tratado, del Tra- 
tado consolidado de Niza. La segunda precisión consiste en que una buena parte de los 
documentos oficiales de la Unión Europea que he utilizado han sido obtenidos de Inter- 
net. Es de justicia resaltar la excelente labor de divulgación y de sistematización que 
realiza la Comisión sobre la prolífica y compleja información comunitaria. 


En el apartado de agradecimientos, deseo comenzar por mis alumnos que con sus 
preguntas, comentarios y trabajos, me han hecho reflexionar sobre muchas de las cues- 
tiones aquí planteadas. El agradecimiento se hace extensivo a mis compañeros del De- 
partamento de Estructura Económica y Economía del Desarrollo de la Universidad 
Autónoma de Madrid y, muy particularmente, al profesor Ramón Tamames que, en bue- 
na parte, ha sido el responsable de mi dedicación docente e investigadora a cuestiones 
comunitarias. Y, por supuesto, también a mi familia: a mi mujer y mis hijas, no sólo por 
el tiempo que les haya podido quitar, que no ha sido poco, en la dedicación que se mere- 
cen y también por aguantar, con demasiada paciencia, mis tediosas explicaciones sobre 
los progresos que iba realizando. 


El borrador de los dos últimos capítulos de este libro fue escrito en la Universidad 
rumana de Timisoara (West University of Timisoara), donde pasé los meses de octubre y 
noviembre de 2005 como profesor invitado por la Escuela de Altos Estudios Europeos 
Comparados que dirige el profesor Grigore Silasi. Mi estancia en el entonces país candi- 
dato a miembro de la UE me permitió comprender mucho mejor la difícil transición 
hacia la democracia y a la economía de mercado de los países del Este europeo así como 
constatar la importancia de la incorporación de los 12 últimos Estados en la UE. Nunca 
agradeceré de manera suficiente al profesor Silasi su generosa hospitalidad, que hago 
extensiva a los profesores —muchos de ellos de otras universidades europeas— del ex- 
celente Programa que dirige y a los de la Facultad de Economía de dicha Universidad. 


Rosa María Fernández Egea, profesora de Derecho Internacional Público en la Uni- 
versidad Autónoma de Madrid, no sólo me ha hecho multitud de observaciones en las 
partes que ha leído, sino que también me ha ayudado en la redacción en tres de sus 
capítulos: Las relaciones económicas entre los países. Los procesos de integración (Ca- 
pítulo 1), La construcción del mercado interior comunitario. Las libertades económicas 
de circulación y reglas sobre la competencia (Capítulo 3) y Libre circulación de bienes, 
servicios y capitales (Capítulo 4). En los capítulos citados, compartimos la autoría. 


Jaime de Pablo, profesor de Economía Aplicada en la Universidad de Almería, tanto 
por razones de oficio como por su generosidad manifiesta, ha seguido desde sus inicios 
el desarrollo de este libro, ha leído el original advirtiéndome de numerosas erratas y 
también ha introduciendo diversas mejoras en el mismo. 


Cuatro de los capítulos han sido leídos y en la mayor parte de los casos objeto de 
extensos comentarios por reconocidos especialistas en sus respectivas materias. Es es- 
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tricta ajusticia agradecer las valiosas contribuciones realizadas en el Capítulo 7 por los 
funcionarios de la Comisión Europea: Enrica Chiozza (Dirección General de Política 
Regional), Fernando Domínguez Perals (Dirección General de Comercio) y Sergio Se- 
rrano Samper (Dirección General de Transporte); en el Capítulo 8, a Enrica Chiozza y a 
Laureano Lázaro (Técnico de la Administración Civil del Estado y ex profesor de las 
universidades Complutense y Autónoma de Madrid); en el Capítulo 9, a Tomás García 
Azcárate (Jefe de la Unidad de Frutas y Hortalizas de la Comisión Europea y profesor 
de la Universidad Libre de Bruselas) y Albert Massot Martín (Administrador principal 
del Parlamento Europeo); y en el 12, a mi compañero de Departamento, el profesor José 
M. García de la Cruz (profesor de la Unión Europea en la Universidad Autónoma de 
Madrid). En la mayor parte de los casos, las numerosas precisiones y observaciones rea- 
lizadas han sido incorporadas al texto final resultando éste notablemente reforzado y 
mejorado. 
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ABREVIATURAS 


Significado 


Administraciones Públicas 

Arancel Aduanero Común 

Países de África, del Caribe y del Pacífico 

Agrupaciones Europeas de Interés Económico 

Asociación Europea de Libre Comercio (también EFTA) 

Ayuda Oficial al Desarrollo 

Association of South East Asian Nations 

Acta Única Europea 

Banco Central Europeo 

Banco Europeo de Inversiones 

Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo 

Comité de Ayuda al Desarrollo. Más conocido por sus siglas en inglés DAC 
(Development Assistance Committee) 

Community Assistance for Reconstruction, Development and Stability in the 
Balkans 

Comunidad Europea 

Comunidad Europea del Carbón y del Acero 

Comunidad Europea de Defensa 

Comunidad Económica Europea 

Comunidad Económica de la Energía Atómica (también, Euratom) 

Comunidad de Estados Independientes 

Comité Económico y Social 

Conferencia Intergubernamental 

Council for Mutual Economic Assistance (Consejo Económico de Ayuda 
Mutua) 

Comité de Representantes Permanentes 

Comunidad Política Europea 

Diario Oficial de las Comunidades Europeas 

Diario Oficial de la Unión Europea 

Documento Único Aduanero (o Administrativo) 

Estados Africanos y Malgache Asociados 

Consejo de Ministros de Economía y Finanzas 

European Currancy Unit 

Espacio Económico Europeo 

Espacio Europeo de Investigación 

European Free Trade Association (también, AELC) 

Fondo Europeo Agrícola para el Desarrollo Rural 

Fondo Europeo Agrícola de Garantía 

Fondo Europeo de Cooperación Monetaria 

Fondo Europeo de Desarrollo 

Fondo Europeo de Desarrollo Regional 

Fondo Europeo de Inversiones 

Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agrícola 


Abreviaturas 


FEP 
FMI 
FSE 
GATT 
GNO 
GO 
IDT 
IFOP 
IME 
ISPA 
IVA 
JAI 
MAC 
MCC 
MERCOSUR 
NC 
NIC 
NUTS 


OCDE 
OCM 
OECE 
OMC 
OTAN 
PAC 
PCP 
PE 
PECO 
PESC 
PHARE 
PIB 
PPC 
PTU 
RNB 
SAE 
SAPARD 
SCE 
SEBC 
SME 
SsPG 
TA 
TACIS 
TC 


ABREVIATURAS  XiX 


Significado 


Fondo Europeo de Pesca 

Fondo Monetario Internacional 

Fondo Social Europeo 

General Agreement on Tariffs and Trade 

Gastos no obligatorios 

Gastos obligatorios 

Investigación y Desarrollo Tecnológico 

Instrumento Financiero de Orientación Pesquera 

Instituto Monetario Europeo 

Instrument for Structural Policies for Pre-Accession 

Impuesto sobre el Valor Añadido 

Justicia y Asuntos del Interior 

Marcos de Apoyo Comunitarios 

Mercado Común Centroamericano 

Mercado Común del Sur 

Nomenclatura Combinada 

Nuevo Instrumento Comunitario 

Nomenclature of Territorial Units for Statistics (Nomenclatura de Unidades 
Estadísticas Territoriales) 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 

Organización Común de Mercado 

Organización Europea para la Cooperación Económica 

Organización Mundial de Comercio 

Organización del Tratado del Atlántico Norte 

Política Agraria Común 

Política Común de Pesca 

Parlamento Europeo 

Países de Europa Central y Oriental 

Política Exterior y de Seguridad Común 

Poland and Hungary Assistance for the Restructuring of the Economy 

Producto Interior Bruto 

Paridad de Poder de Compra 

Países y Territorios de Ultramar 

Renta Nacional Bruta 

Sociedad Anónima Europea 

Special Accession Programme for Agriculture and Rural Development 

Sociedad Cooperativa Europea 

Sistema Europeo de Bancos Centrales 

Sistema Monetario Europeo 

Sistema de Preferencias Generalizadas 

Tratado de Ámsterdam 

Technical Assistance to the Commonwealth of Independent States 

Tribunal de Cuentas 
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Abreviaturas 


TGE 
TCECA 
CEE 
TEUE 
TIC 

T 
TUBE 
UAC 
UE 
UEM 
UEP 
UNICE 
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Significado 


Tratado de la Comunidad Europea 

Tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 
Tratado de la Comunidad Económica Europea 

Tratado por el que se instituye una Constitución para Europa 
Tecnologías de la Información y la Comunicación 
Tribunal de Justicia (de las Comunidades Europeas) 
Tratado de la Unión Europea 

Unión Aduanera Común 

Unión Europea 

Unión Económica y Monetaria 

Unión Europea de Pagos 

Unión de Confederación de Industrias 
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CAPÍTULO 1. Las relaciones económicas entre los países. 
Los procesos de integración 


CAPÍTULO 2. El proceso de integración y el marco institucional 
de la Unión Europea. Una visión general 
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SUMARIO 


1.1. Las relaciones económicas entre los países 
1.1.1. Economía cerrada versus economía abierta 
1.1.2. El nuevo orden económico internacional de la segunda 
post-guerra mundial 


1.2. Los procesos de integración económica 
1.2.1. Áreas de libre cambio 
1.2.2. Unión aduanera 
1.2.3. Mercado común 
1.2.4. Unión económica y monetaria 
1.2.5. Espacio económico unificado y unión política 


En este capítulo introductorio se repasan muy brevemente las relacio- 
nes económicas entre los países distinguiendo entre economía cerrada 
y economía abierta así como el fundamento teórico de una y otra. Se 
expone un esquema conceptual sobre los procesos de cooperación y de 
integración económica que tienen lugar a partir de la Segunda Guerra 
Mundial distinguiendo, en el caso de la integración, sus diferentes fases. 
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1.1. LAS RELACIONES ECONÓMICAS ENTRE LOS PAÍSES 


Las relaciones económicas entre los países pueden adoptar un amplio abanico de posibi- 
lidades, aunque, en esencia, pueden reducirse a dos modelos: economía cerrada y eco- 
nomía abierta. 


1.1.1. Economía cerrada versus economía abierta 


La economía cerrada es aquella en la cual un país no mantiene relaciones económicas 
con el exterior o éstas son muy poco significativas; es lo que se conoce como economía 
autárquica. En cambio, una economía totalmente abierta es aquella que realiza transac- 
ciones de bienes, servicios, capitales, etc. con otros países sin prácticamente ninguna 
limitación. 

Es obvio que ninguna economía históricamente ha sido absolutamente cerrada o to- 
talmente abierta. Por muy cerrada que sea la economía de cualquier país frente al exte- 
rior, siempre mantiene algún resquicio de apertura por escasa que sea. De igual modo, 
por muy abiertas que sean las relaciones económicas externas de un país, no lo serán 
totalmente. 


Entre esos dos modelos extremos —autarquía y economía absolutamente abierta—, 
se mueve la realidad económica de todos los países: ni son totalmente cerrados a las 
relaciones económicas externas ni tampoco lo son totalmente abiertos. El grado de aper- 
tura externa que tiene un país en un momento dado depende de muchos factores, entre 
los cuales destaca el de su competitividad. 


En resumen, entre esos modelos extremos, economía absolutamente cerrada y abso- 
lutamente abierta, existe todo un recorrido que es en el que se sitúa cualquier realidad 
económica. El grado de apertura de un país, para un período determinado, se suele me- 
dir por la relación porcentual que guarda la suma de sus exportaciones e importaciones 
de bienes y servicios respecto de su PIB. 


El grado de apertura se expresa así: 


C A 
“PIB 





Siendo: 


C, = Coeficiente de apertura. 
X = Valor de las exportaciones de bienes y servicios. 
M = Valor de las importaciones de bienes y servicios. 


En determinados momentos históricos, la economía cerrada —la autarquía económi- 
ca— ha tenido cierto relieve por cuanto se ha aplicado por un buen número de países 
sobre todo en períodos de guerra o de graves dificultades económicas. Esto es lo que 
ocurrió en la mayoría de países europeos en buena parte del período que transcurre entre 
la Primera y la Segunda Guerra Mundial (1914-1945), en particular, a partir de la crisis 
económica de los años treinta. En un pasado no lejano lo intentó Albania, e incluso en 


estos momentos lo mantiene Corea del Norte y, en menor medida y por otras razones, 
Cuba. 


(O) ITES-Paraninfo 


Capítulo 1. LAS RELACIONES ECONÓMICAS ENTRE LOS PAÍSES. LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN — 5 


GRÁFICO 1.1. Economía cerrada. 












D 





En el supuesto de una economía cerrada que produjese un solo producto o servicio, el precio del + 
mismo se expresa por P,,. Como puede apreciarse, en el Gráfico 1.1, dicho precio coincide con la | 
intersección de las curvas de oferta (S) y la de demanda (D). Toda la cantidad producida y deman- 
dada del bien o servicio tiene lugar en el interior del país y equivale a la cantidad OX,,. El país en 

cuestión no realiza ninguna exportación o importación al exterior. 


Uno de los países que practicó una economía autárquica en su modelo de desarrollo 
fue la España franquista, durante las décadas de los cuarenta y de los cincuenta del si- 
glo xXx. Las consecuencias económicas y sociales fueron muy negativas y el franquismo 
no tuvo otra opción que abrir la economía española al exterior a partir del Plan de Esta- 
bilización de 1959. Un país tan extenso y rico como Estados Unidos, que teóricamente 
podrían sobrevivir sin apenas relaciones económicas con el exterior, en modo alguno se 
le ocurriría emprender una vía autárquica para su economía. 


Una economía cerrada no puede mantenerse en esa situación por un período de 
tiempo dilatado, salvo que esté dispuesta a sufrir consecuencias graves. En las econo- 
mías cerradas, al no tener que competir con el exterior, los precios de los bienes y servi- 
cios no reflejan las tensiones de mercado; son irreales porque, generalmente, van aso- 
ciados al mercado negro y al racionamiento. Al desaparecer el objetivo de equilibrio 
externo se pierde el incentivo por la competencia. Los objetivos de equilibrio interno 
también carecen de control: la inflación se dispara; el déficit del sector público, al ser 
monetizado, pierde su significado y el pleno empleo sólo se consigue a través de la ma- 
nipulación estadística. En fin, el mercado se envilece por falta de competencia externa y 


falta de innovación tecnológica. 


La economía cerrada es compatible con un régimen político autoritario pero es im- 
pensable en democracia. Ahora bien, esto no significa que los países con regímenes dic- 
tatoriales tengan obligatoriamente que ser países cerrados al exterior en sus economías. 
La dictadura de Pinochet en Chile, por ejemplo, sentó las bases de un modelo económi- 
co abierto hacia el exterior, que ha mantenido y reforzado la democracia y que, actual- 
mente, se ha convertido en un paradigma para toda América Latina. 
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El gráfico 1.2 representa la misma situación anterior pero en este caso se trata de una economía 
totalmente abierta al exterior sin ningún tipo de restricción (sin ninguna protección a las importacio- 
nes). En este caso, el precio del bien o servicio viene dado por P,,,, que es el precio mundial bajo el 
supuesto de que a dicho precio el país puede importar la cantidad que desee. 

Como puede apreciarse, al precio P,, (que es más bajo a P,, del caso anterior) la cantidad produ- 
cida en el interior se reduce a OX; (intersección del precio P,, con la curva de oferta S) mientras que 
la demanda se incrementa hasta OX,, (intersección del precio P,, con la curva de demanda D). La 
cantidad importada viene dada por M que expresa la diferencia entre OX,,, y Ox; 

Para el consumidor, el paso de una economía cerrada a otra abierta tiene como efecto la re- 
ducción del precio (de P,, a P,,) y, como consecuencia, el incremento en la cantidad demandada, 
que viene expresada en el Gráfico 1.2 por D, (diferencia entre X;,, y X,). En cambio, para la produc- 
ción interna, el efecto de una economía abierta es el de reducir la cantidad producida (de X,, a X;); 
las restricciones a la producción doméstica vienen dadas por el precio internacional (P,,) a partir 
del cual resulta más barato importar que abastecerse en el interior. 





En el presente, las relaciones económicas que los países mantienen entre sí pueden 
ser más o menos abiertas, pero, en modo alguno, aisladas del exterior por las graves 
repercusiones que tienen sobre los costes de producción, desaprovechamiento de las 
economías de escala, obsolescencia tecnológica, etc. Pero que la autarquía se haya con- 
vertido en una reliquia histórica, no quiere decir que los países carezcan de mecanismos 
de protección de su sistema productivo frente al exterior. El proteccionismo más o me- 
nos encubierto, por lo menos para ciertos sectores como el agrario, lo practican todos 
los Estados y mayormente los más desarrollados. 


Desde el plano teórico, la defensa del libre comercio es uno de los aspectos más 
relevantes en la doctrina de los economistas clásicos. Parten del supuesto de que el 
comercio libre a escala internacional permite una adecuada división del trabajo condu- 
ciendo a un óptimo de eficiencia global. Adam Smith expone esta cuestión de forma 
magistral: 
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Entregar el monopolio del mercado interior al producto de la industria del propio 
país, en cualquier arte o elaboración que sea, es hasta cierto punto enseñar a los parti- 
culares de qué manera deben emplear sus capitales; en casi todos los casos tiene que 
resultar una reglamentación inútil o dañosa. Si los productos nacionales pueden produ- 
cirse en el mercado tan baratos como los de la industria extranjera, la ordenanza o ley 
es evidentemente inútil. Si no pueden llegar a eso, será por lo general, dañosa. Máxima 
de todo cabeza de familia prudente es no empeñarse nunca en elaborar dentro de la 
casa lo que le resultará más caro que comprándolo. El sastre no trata de fabricarse sus 
propios zapatos. El zapatero no intenta confeccionar sus propias ropas sino que recurre 
al sastre. El cultivador de la tierra no trata de hacer ni una cosa ni otra, sino que em- 
plea a ambos artesanos. Todos ellos descubren que les interesa dar empleo a toda su 
actividad de la manera en que llevan alguna ventaja a sus convecinos, y luego compran 
con una parte de su producto, es decir con el precio de una parte de ese producto, todo 
aquello que necesitan y pueden comprar. 


Lo que en el gobierno de toda familia particular constituye prudencia, difícilmente 
puede ser insensatez en el gobierno de un gran reino. Si un país extranjero puede sumi- 
nistrarnos un artículo más barato de lo que nosotros mismos lo podemos fabricar, nos 
conviene más comprarlo con una parte del producto de nuestra propia actividad em- 
pleada de la manera que llevemos alguna ventaja. Como las actividades generales de 
un país guardan siempre proporción con el capital que les da empleo, no se verán por 
eso disminuidas, como tampoco se ven disminuidas las de los artesanos arriba mencio- 
nados; tendrán únicamente que encontrar el modo como puedan emplearse de la mane- 
ra más ventajosa!. 


Por su parte, David Ricardo fundamenta su teoría del comercio internacional sobre las 
ventajas de los costes comparados. Al mercado le corresponde realizar, de forma más o 
menos automática, los ajustes necesarios para que se restablezcan los equilibrios en los 
intercambios y en los pagos internacionales. Á este respecto señala lo que sigue: 


En un sistema de intercambios perfectamente libre, cada país dedicará lógicamente 
su capital y su trabajo a aquellas producciones que son las más beneficiosas para él. 
Pero este propósito de perseguir la ventaja individual está admirablemente unido a la 
conveniencia general del conjunto. Estimulando la industria, premiando la invención y 
utilizando del modo más eficaz las facultades especiales concedidas por la naturaleza, 
se distribuye el trabajo con la mayor eficacia y economía; y aumentando al mismo tiem- 
po la cantidad total de bienes, difunde un bienestar general y liga con el vínculo común 
del interés y del intercambio a todos los pueblos del mundo civilizado. Este es el princi- 
pio que determina que el vino se elabore en Francia y Portugal, el trigo se cultive en 
América y Polonia y otras mercancías se fabriquen en Inglaterra”. 


Smith, habla implícitamente de ventajas absolutas, mientras que Ricardo lo hace 
de ventajas comparativas. El primero pone el énfasis en las ganancias derivadas de 
la especialización (división del trabajo) y, como consecuencia de la misma, se incre- 
mentan los intercambios; la teoría ricardiana fundamenta el intercambio en las ventajas 


l! Smith, A.: La riqueza de las naciones. Ed. Aguilar, Madrid, 1961, págs. 395 y 396. 
2 Ricardo, R.: Principios de Economía Política y de Tributación. Ed. Seminario y Ediciones, S.A. Madrid, 


1973, pág. 110. 
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relativas. De manera que mientras en Smith todo el que produzca más que otro (indivi- 
duo o país) debe especializarse en dicha actividad, en la teoría de Ricardo la cuestión 
reside en especializarse en aquellas actividades que, aún teniendo menor ventaja absolu- 
ta que las que tienen otros, las diferencias son menores —si bien pueden tener mayores 
ventajas relativas—; de esta forma, los dos producen en ambas actividades en las pro- 
porciones más adecuadas para el intercambio dando como resultado una ganancia para 
ambos. 


El siglo XIX es la panacea del liberalismo en la práctica económica. También lo es 
de lo que se ha dado en llamar capitalismo salvaje por estar impregnado del principio 
darwiniano de la selección natural del más fuerte. La internacionalización de la econo- 
mía era prácticamente total al no existir prácticamente ningún tipo de obstáculo a la 
libre circulación de los bienes y servicios, a las inversiones e incluso a la movilidad de 
las personas. Y lo que es más significativo: se consideraba que tal estado de cosas era lo 
normal calificando toda desviación como una aberración. En Francia, Inglaterra y en 
otros países, se hizo realidad la famosa pregunta que a finales del siglo XVII hiciera el 
ministro de Luis XIV, Colbert, al comerciante Legendre: ¿Qué podemos hacer para ayu- 
daros? Laissez-nous faire (dejarnos hacer), fue la respuesta de Legendre”. 


En el siglo XIX el sistema económico se basaba en una desigual distribución social 
de la renta y la riqueza. De ahí infiere Keynes que las clases pudientes ahorraban y acu- 
mulaban más que las pobres debido no sólo a su mejor posición económica sino también 
a que tenían más imbuido el espíritu de ahorro que el de consumo. Los ricos nuevos del 
siglo XIX —escribe— no estaban hechos a grandes gastos, y preferían el poder que les 
proporcionaba la colocación de su dinero a los placeres de su gasto inmediato”. 


El triunfo del liberalismo en buena medida se debió a la concatenación de una serie 
de factores. Por una parte, existía una corriente doctrinal que partía de Adam Smith y 
que fue recogida por otros economistas clásicos que preconizaba los principios de libre 
empresa, libertad de contratación y despido y de la no-intervención —o la menos posi- 
ble— del Estado en la economía. De otra parte, esos principios económicos liberales se 
combinaron con la doctrina filosófica utilitarista que arranca de Hume y Locke que an- 
tepone el individuo a la sociedad, siendo su máxima expresión el contrato. También hay 
que tener presente el mayor relajo y tolerancia que se había producido en los principios 
religiosos. Si a todo ello añadimos las corruptelas y mala gestión de los gobiernos del 
siglo XVII, que predispusieron a los empresarios en contra de los administradores públi- 
cos y, en general, contra toda acción del Estado que no fuese la de garantizar el cumpli- 
miento de esas condiciones, se daban los ingredientes necesarios para el triunfo del /ais- 
sez-faire; un modelo muy criticado por Keynes por considerar que no contaba con base 
científica alguna y que, desde el punto de vista económico, no pasaba de una hábil regla 
práctica. 


Esta ha sido —dice Keynes—, en los últimos cincuenta años, la opinión de todos 
los economistas importantes. 


3 Como señala Keynes, de quien procede esta información, el primer escritor que en 1751 usó la frase lais- 
sez-faire, la incorporó a la jerga económica y a partir de ahí se popularizó, fue el marqués de Argenson. Keynes, 
John Maynard «El final del laissez-faire», incluido en el libro Ensayos sobre intervención y liberalismo. Ed. 
Orbis, Barcelona, págs. 69 y 70. 

* Keynes, J. M.: Las consecuencias económicas de la paz. Ed. Crítica, Barcelona, 1987, pág. 18. 
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Una parte del trabajo más importante de Alfred Marshall —por poner un ejemplo— 
se dedicó a la explicación de los principales casos en los que el interés privado y el 
interés social no estaban en armonía. Sin embargo la actitud cauta y nada dogmática 
de los mejores economistas no ha prevalecido contra la opinión general de que un lais- 
sez-faire individualista es lo que ellos debieran enseñar y lo que de hecho enseñaron?. 


Desde el punto de vista del comercio internacional, la cumbre del libre cambio se 
logra con el Tratado anglo-francés (Cobden-Chevalier) de 1860. A quien más benefició 
este sistema liberal fue a Inglaterra, por entonces centro mundial del comercio, del 
transporte y de las finanzas. Y más adelante, en las décadas precedentes a la Primera 
Guerra Mundial, también a Alemania que había pasado ya a constituir la espina dorsal 
de la economía europea. 


Sin embargo, la euforia librecambista fue cediendo poco a poco para finalizar con el 
estallido de la Primera Guerra Mundial. La política militarista, los problemas raciales, la 
monopolización creciente de la económica, las mayores reivindicaciones sociales y las 
diferencias de renta y riqueza entre los estados, fueron generando una escalada progresiva 
de proteccionismo en varios de los países europeos que, durante el período de entregue- 
rras (1914-1945), derivó en el más puro bilateralismo con el establecimiento de todo tipo 
de barreras al comercio. Mientras tanto, otros modelos más intervencionistas como el 
corporativismo fascista, la planificación económica centralizada y la explosión del keyne- 
sianismo, fueron ganando terreno y relegando las teorías liberales a determinados y redu- 
cidos ámbitos académicos*. 


Las teorías liberales han estado relegadas hasta la crisis de los años setenta del si- 
glo XX. En los años ochenta vuelven a resurgir de nuevo, y con gran fuerza, como antí- 
doto a dicha crisis acrecentando aun más su influencia con la desmembración del impe- 
rio soviético en los noventa. 


1.1.2. El nuevo orden económico internacional 
de la Segunda post-guerra mundial 


Al finalizar la segunda gran contienda internacional, los vencedores —sobre todo Esta- 
dos Unidos— intentaron reconstruir un nuevo orden económico internacional enmarca- 
do, bien en el entorno a las Naciones Unidas y sus agencias económicas especializadas, 
o bien basado en amplios acuerdos intergubernamentales. Así surgieron las tres princi- 
pales organizaciones económicas que informan ese nuevo orden: en 1944, el Fondo Mo- 
netario Internacional (FMD),, con el objeto de poner orden en las cuestiones monetarias y 
cambiarias y el Banco Mundial (BM), para las financieras; y, en 1947, el Acuerdo Ge- 
neral sobre Aranceles de Aduanas y Comercio (GATT), para ir liberalizando de manera 
progresiva el comercio. 


En modo alguno se pretendió restaurar el viejo capitalismo liberal del siglo XIX. 
Uno de los aspectos más novedosos de este nuevo orden, tras la experiencia de las crisis 


5 Keynes, John M.: Ensayos sobre intervención y liberalismo. Op. cit. pág. 74. ak ed 
6 La llama liberal la mantienen viva economistas muy populares como Walter Eucken, Luigi Einaudi, Frie- 
drich A. von Hayek, Milton Friedman, James Buchanan, etc. 
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Cuadro 1.1. DEL GATT A LA OMC 


El Acuerdo General sobre Aranceles y Comer- 
cio, más conocido por las siglas anglosajonas 
GATT (General Agreement on Tariffs and Tra- 
de). Se creó en 1947 —anicialmente formado 
por 23 países— en el marco del nuevo orden 
económico internacional que surge en las pos- 
trimerías de la Segunda Guerra Mundial. Su fi- 
nalidad principal ha consistido en profundizar 
en la liberación comercial internacional y en el 
establecimiento de unas reglas sobre su regula- 
ción. ] 

El GATT se fundamenta en tres principios 
básicos (que son heredados por la OMC): 


— El de no-discriminación del producto por su 
origen, también conocido como cláusula de 
la nación más favorecida. En contra de lo 
que su nombre sugiere, esta cláusula implica 
que cualquier ventaja o preferencia comer- 
cial que un país signatario conceda a otro u 
otros, se entenderá automáticamente al resto 
de las partes contratantes. Existen diversas 
excepciones a este principio general de la 
nación más favorecida, entre las que desta- 
can las zonas de libre cambio, las uniones 
aduaneras y el Sistema de Preferencias Ge- 
neralizadas (SGP). 


— Reciprocidad de trato en el comercio. Este 
principio establece que cuando una parte ha- 
ce una concesión a otra, debe recibir de ésta 
una compensación equivalente que, en apli- 
cación de la cláusula de la nación más favo- 
recida, se generaliza al resto de los socios 


del GATT. Admite excepciones en favor de 
los países menos desarrollados. 


— Transparencia. Se establecen unos códigos 
de conducta internacionales —sobre el dum- 
ping, subvenciones, salvaguardia, etc.— que 
las partes signatarias del Acuerdo vienen 
obligadas a respetar. Éstas han de dar publi- 
cidad a todas las medidas que adopten que 
estén relacionadas con el comercio exterior. 


La Organización Mundial de Comercio 
(OMC) ha sido creada por la Ronda Uruguay 
del GATT y comenzó a funcionar el primero de 
enero de 1995. Sustituye y engloba al GATT-47 
del cual hereda su organización, personal, re- 
gulación, etc. En virtud de los acuerdos al- 
canzados en la Ronda Uruguay, en el ámbito de 
competencias de la OMC, también entran el co- 
mercio de invisibles: el Acuerdo General sobre 
Comercio de Servicios (GATS: General Agree- 
ment on Trade in Services) y el Acuerdo sobre 
los Derechos de Propiedad Intelectual relacio- 
nados con el Comercio (ADPIC o TRIPS: Trade 
Related Intelectual Property Rights). De mane- 
ra que la OMC se estructura en tres grandes 
áreas: GATT, GATS y TRIPS. 


La OMC goza de personalidad jurídica inde- 
pendiente y de presupuesto propio. El órgano 
soberano de la misma es la Conferencia Minis- 
terial en la que cada país miembro tiene un vo- 
to. Para dirimir los conflictos que surjan entre 
las partes se ha establecido un Organo de Solu- 
ción de Diferencias. 


económicas del pasado —y señaladamente la que se desencadena en 1929—, que el 
mercado por sí solo no había podido resolver, fue la intervención del sector público en 
la actividad económica. En adelante, siguiendo la teoría keynesiana, el sector público 
va a tener un papel destacado en la economía, en algunos casos interviniendo directa- 
mente en la actividad productiva —el Estado empresario—, pero, sobre todo, estable- 
ciendo una serie de controles y regulaciones en el mercado con el objeto de evitar sus 
grandes e imprevisibles oscilaciones. 


Desde el punto de vista del comercio internacional, este nuevo orden económico 
pretendía suprimir los obstáculos más importantes a la libre circulación de los bienes 
con el fin de acabar con el bilateralismo. Esta es precisamente la misión que inicial- 
mente estaba llamada a cumplir el GATT, un marco general en el que prima la denomi- 
nada cláusula de la nación más favorecida que, a pesar de su pretensión de generalidad 
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admite, entre otras excepciones, la creación de áreas aduaneras y zonas de libre comer- 
cio. En este nuevo marco, las relaciones económicas entre los países occidentales se 
fueron incrementando poco a poco y, con ello, haciéndose cada vez más interdependien- 
tes. Una interdependencia que comienza en el mercado de bienes pero que con el tiempo 
se va a extender también al de los servicios —principalmente a los subsectores de co- 
mercio, transporte, telecomunicaciones y tecnológico— y al de los capitales. 


Del enfrentamiento y la guerra comercial del período de entreguerras se pasa, desde 
mediados del siglo XX en adelante, a unas relaciones económicas internacionales que, 
como señala Tinbergen, pueden enmarcarse, en un contexto de cooperación”. Una coo- 
peración que en unos casos puede ser de tipo regional y en otros mundial y en ambos 
supuestos compatibles entre sí. Al primero corresponden, por ejemplo, las que tienen 
lugar en el marco de la OCDE; al segundo se adscriben las que se enmarcan en el ámbi- 
to del GATT o de las Agencias especializadas de las Naciones Unidas tales como el 
FMI y el BM. 

Las relaciones de cooperación no excluyen sino que, por el contrario, favorecen que 
un número limitado de países establezcan entre sí otras relaciones económicas más es- 
trechas que pueden desembocar en procesos de integración económica que, como vere- 
mos más adelante, admiten, a su vez, varias modalidades. La cooperación y la integra- 
ción son procesos de economía abierta; sin embargo, existe entre ellos al menos, una 
diferencia sustancial: mientras que la cooperación está abierta a todos los países y sitúa 
las relaciones en un contexto de no-discriminación, la integración se limita a un grupo 
reducido de países que se conceden entre sí ventajas recíprocas de las que quedan ex- 
cluidas los que no forman parte de la misma. 


La integración es un caso particular de la cooperación. En la primera, las relaciones 
económicas que establecen los países son más intensas que en la segunda porque los 
compromisos que adquieren los participantes son también mayores. La integración es el 
tipo de relación económica más estrecha que los países pueden establecer entre sí man- 
teniendo su independencia. Y puede llegar a ser tan fuerte que desemboque en un proce- 
so de fusión de sus economías, conformando entonces un espacio económico único. 


Pero ese espacio unificado, para ser completo, no puede limitarse sólo a la esfera 
económica sino que deberá también extenderse a la social y la política. En los procesos 
de integración y de fusión, el elemento motor ha sido históricamente el económico. Pri- 
meramente se han ido formando espacios económicos y tras ellos, bien de manera pací- 
fica y las más de las veces de forma violenta, se han creado espacios políticos. Así se 
han formado la mayoría de los mercados nacionales y de los Estados nación que hoy 
existen. 


LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 


Los procesos de integración económica se insertan en lo que hemos denominado rela- 
ciones de economía abierta, que superan en intensidad a la cooperación. La integración 
económica implica la aceptación de unas reglas de disciplina más fuertes que las deriva- 


7 Tinbergen, Jan: Integración Económica Internacional. Ed. Sagitario, Barcelona, 1968, págs. 155 y si- 
guientes. 
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das de otros compromisos internacionales como es el caso, por ejemplo, de la coopera- 
ción. Significa el intento de superar el mercado nacional, un marco de actuación que, en 
un proceso de globalización, resulta cada vez más insuficiente para los Estados, las em- 
presas y los ciudadanos. Al mismo tiempo, una área de integración significa también un 
cierto grado de discriminación para los demás, para los no integrados en la misma. 


Para que pueda hablarse de una área de integración, como señala Bela Balassa, tiene 
que existir una relación económica apreciable entre los países que la forman porque, por 
ejemplo, suprimir las barreras arancelarias entre Islandia y Nueva Zelanda no tiene por 
qué significar que se produzca integración económica alguna puesto que entre ambos paí- 
ses, presumiblemente, apenas existen intercambios*. 


La actual Organización Mundial de Comercio, como anteriormente el GATT, esta- 
blece, como principio general, la libertad de comercio y la aplicación de la cláusula de 
la nación más favorecida. Sin embargo, también admite la posibilidad de que un grupo 
de sus miembros establezcan entre sí áreas de integración económica bien sea bajo la 
forma de uniones aduaneras o de zonas de libre cambio. 


Desde el punto de vista teórico, apenas existen estudios que evalúen con cierta pre- 
cisión los efectos globales que se derivan de la integración económica. La mayor parte 
de los que trabajos que existen se limitan al análisis de las relaciones comerciales limi- 
tadas al comercio de bienes (a las uniones aduaneras) donde sí se ha avanzado de forma 
considerable; no obstante, actualmente el comercio de servicios y las inversiones direc- 
tas han adquirido ya una dimensión internacional que no debe obviarse. Desde el plano 
teórico, la integración económica se ha considerado como una parte más del comercio 
internacional, cuando es evidente que es mucho más que eso; por ejemplo, considerar a 
la Unión Europea sólo como una unión aduanera es un desatino y demuestra una consi- 
derable ignorancia de su significado. 


En definitiva, una adecuada teoría de la integración económica debe superar el aná- 
lisis tradicional de las uniones aduaneras ya que éste no explica —por no tomar en con- 
sideración— todo un conjunto de relaciones económicas relacionadas con el comercio 
——<aso de los servicios, la propiedad intelectual, las inversiones, etc.— y aspectos tan 
significativos como la movilidad de las personas o la cohesión económica y social. 


La evidencia empírica demuestra que los procesos de integración provocan efectos 
positivos para los socios y más bien negativos para los demás. Entre los primeros, uno 
de los más significativos e inmediatos es el de la creación de comercio como conse- 
cuencia de la reducción de costes y de las economías de escala que se generan al aumen- 
tar la dimensión del mercado. También se incrementa la competencia, la innovación 
tecnológica, la variedad y calidad de los bienes y servicios, etc. Es decir, un proceso de 
integración, si es profundo, puede movilizar todos los factores productivos y originar un 
efecto expansivo muy favorable para las empresas y para los consumidores del área. 


Del lado opuesto, los efectos negativos también pueden darse en los procesos de 
integración ya que, al implicar relaciones de privilegio entre sus socios, pueden contri- 
buir a compartimentar los mercados, en particular el de bienes y de servicios. En otras 
palabras, las áreas de integración económica lejos de facilitar las relaciones económicas 


$ Balassa, Bela: The theory of Economic Integration. George Allen and Unwin LTD, London, 1973, pág. 1. 
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Todo proceso de integración pretende incre- 
mentar las relaciones económicas entre los paí- 
ses que forman el área debido a la creación de 
economías de escala derivadas de un mercado 
de dimensiones superiores al nacional. En los 
procesos de integración que realmente funcio- 
nan, todos los miembros resultan beneficiados 
puesto que no es un juego de suma cero; pero 
evidentemente no todos los socios se beneficien 
por igual. 


El instrumento metodológico más preciso 
para medir el efecto integración, es la balanza 
de pagos. Ésta recoge todas las transacciones 
(con y sin contrapartida) realizadas entre resi- 
dentes de un país con los del resto del área. 
Analizando las relaciones económicas de cada 
uno de los países con el resto del área, se pue- 
den estimar los resultados cuantitativos de la in- 
tegración. El saldo que ofrezca la suma de las 
cuentas corrientes y de capital equivale al efecto 
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integración. A su vez, dicho saldo, puede des- 
compone en otros dos: de cohesión (transferen- 
cias) y de efecto mercado interior (transaccio- 
nes económicas). 


El efecto cohesión viene dado por el saldo 
financiero que presenta el país en cuestión con 
el área de referencia. Es decir, por la diferencia 
entre las contribuciones que dicho país realiza al 
presupuesto comunitario (que se recogen como 
un pago por transferencias en su balanza) y los 
retornos que recibe a cambio (que aparecen com- 
putados en las partidas de ingresos de las sub- 
balanza de transferencias corrientes y de capital). 

El efecto mercado interior, equivale a la di- 
ferencia entre el efecto integración y el de cohe- 
sión. Dicho efecto es el derivado de los inter- 
cambios de bienes, de servicios y de rentas —de 
trabajo y de capital— y viene determinado por 
el saldo de la correspondiente balanza de bie- 
nes, de servicios y de rentas. 


internacionales las pueden obstaculizar al provocar desviaciones de comercio, de capita- 
les, etc. Todo ello, depende, claro está, del grado de defensa que se imponga en el nuevo 
mercado interior integrado. 


El balance global de los efectos positivos y negativos de los procesos de integración 
es claramente favorable a los primeros aunque sólo sea por un aspecto: el dinamismo 
económico y social que introducen. Como escribe Robson, a pesar de que es evidente 
que la integración no es la panacea para todos los males de la economía, ... hay muchas 
razones convincentes para suponer que sólo del mero esfuerzo que implica la integra- 
ción económica, se derivan beneficios económicos?. 


En los procesos de integración es importante conocer si existe una potencia econó- 
mica claramente hegemónica o, por el contrario, el proceso se establece entre países de 
similar dimensión económica. En la casi totalidad de los ejemplos actualmente existen- 
tes, sí existe esa potencia hegemónica que es la que marca el ritmo y profundidad de la 

“integración. En el caso del ALCAN o NAFTA, Estados Unidos supone un potencial 
económico que equivale a las tres cuartas partes del área; en el caso de la Unión Euro- 
pea, donde abundan los países pequeños y medianos, Alemania tiene un peso significati- 
vo que, no obstante, es contrarrestado por Francia, Italia y el Reino Unido. 


Las modalidades más importantes de integración, siguiendo la tipología establecida 
por la literatura al uso, son las siguientes: áreas de libre cambio o de libre comercio, 
uniones aduaneras, mercado común, uniones económicas y monetarias e integración 





2 Robson, Peter: The Economics of international Integration. George Allen € Unwin. London, 1984, 


pág. 4. 
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total!%, Estas formas de integración no son excluyentes entre sí. Es más, suelen consti- 
tuir un proceso que va saltando de una etapa a otra aun cuando no sea absolutamente 
imprescindible; no obstante, la sucesión de etapas es, en algunos casos, una condición 
necesaria para que pueda entrarse en la siguiente: por ejemplo, debe existir un mercado 
común como condición previa al establecimiento de una unión económica y monetaria. 


En el Anexo 1.1 se presenta un esquema general que incluye la mayor parte de los 
procesos de integración regional actualmente existentes en el mundo. De él parece des- 
prenderse que prácticamente todos los países forman parte de algún proyecto regional 
de integración''. Sin embargo, en la práctica, con la excepción de la Unión Europea y 
algún otro caso aislado, la mayoría de estos procesos apenas funcionan y son más bien 
ejemplos de buenas intenciones que realidades concretas. No obstante, constituyen un 
germen de organización que más tarde o más temprano puede activarse. 


1.2.1. Áreas de libre cambio 


Un área de libre cambio se define como aquella en que un conjunto de países deciden 
suprimir entre sí sus barreras arancelarias y no arancelarias al comercio, pero mante- 
niendo cada uno su independencia (sus propias barreras externas) en las relaciones co- 
merciales con los países no pertenecientes a dicha área. El compromiso se limita al co- 
mercio entre los países que deciden formar el acuerdo pero frente a terceros cada uno de 
sus miembros sigue aplicando las reglas externas que tenga establecidas con carácter 
general. Igualmente, este tipo de integración no exige de armonización de la fiscalidad 
indirecta conservando cada socio la que tenga establecida. 


Las zonas de libre cambio pueden presentar problemas de compatibilidad con las 
reglas de la OMC en la medida que favorecen el comercio entre los Estados que confor- 
man dicha área, frente a las mercancías de terceros Estados que sí deben abonar los 
derechos arancelarios correspondientes. El GATT acepta esta situación siempre y cuan- 
do las condiciones arancelarias para los países que no participan en la zona de libre 
cambio no sean superiores, ni las reglamentaciones comerciales sean más restrictivas, 
que las existentes entre los Estados que forman la zona de librecambio antes de su crea- 
ción. Con ello se pretende que el establecimiento de una zona de libre cambio no impli- 
que crear más obstáculos al comercio para los terceros países. 


La constitución de zonas de libre cambio deberá ser notificada a la OMC y someti- 
das a un examen de su compatibilidad con las reglas comerciales internacionales en el 
seno del Comité sobre Acuerdos Comerciales Regionales. 


En la mayoría de los casos, las áreas de libre cambio restringen su ámbito de inte- 
gración exclusivamente al del comercio de bienes. El problema reside —y este es uno 
de los puntos más débiles de esta forma de integración— en el control que realmente 


19 Con ciertas reservas, también cabría considerar como una modalidad de integración los acuerdos comer- 
ciales preferenciales, en virtud de los cuales dos o más países pueden concederse mutuamente —o de forma 
unilateral— rebajas arancelarias con la finalidad de incrementar su comercio. Sin embargo, dichos acuerdos se 
suelen establecer por un período concreto y bajo unas condiciones restrictivas que poco tienen que ver con una 
verdadera integración. 


11 A . . £ 2 . . . 
Para una mayor profundización véase Fernández Rozas, J. C.: Sistema del comercio internacional. Cívi- 
tas, Madrid, 2001. 
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puedan realizar sobre el origen de los productos. Éstos pueden proceder de otro socio o 
bien utilizar a éste por parte de terceros países —si sus barreras arancelarias son más 
reducidas — como puerta de entrada al área. En fin, las áreas de libre cambio deben 
contar con unos servicios de aduana muy eficaces para poder detectar con precisión la 
procedencia de los productos. 


Por otra parte, al ser una fórmula exclusivamente económica sin más pretensión que 
liberalizar el comercio, el entramado institucional suele ser muy débil y, por lo general, 
sometido al procedimiento intergubernamental (cada país cuenta con un voto requirién- 
dose unanimidad para tomar decisiones). De ahí que, salvando las excepciones, sean 
procesos de integración bastante inestables. 


Los ejemplos de áreas de libre cambio son relativamente abundantes. Por citar algu- 
nos, valgan de referencia los siguientes: Asociación Europea de Libre Comercio (AELC 
o EFTA), Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALOC), la asociación en- 
tre Australia y Nueva Zelanda (ANZERTA). El ejemplo más reciente e importante por 
su significación económica, es el Tratado de Libre Comercio en América del Norte (en- 
tre Estados Unidos, Canadá y México, más conocido por las siglas inglesas, NAFTA). 


En la medida en que cada país mantiene su independencia en las relaciones con ter- 
ceros, se hace complejo el control colectivo del área y, en consecuencia, ésta se ve so- 
metida a una continua inestabilidad. En unos casos, las tendencias son centrífugas y 
pueden acabar en su disolución, y en otros son centrípetas, pudiendo transformarse en 
uniones aduaneras o integrándose en otras ya formadas. 


Por la experiencia histórica existente, esta forma de integración, bien acaba desapa- 
reciendo, como ha ocurrido en el caso del Consejo de Asistencia Mutua Económica 
(CAME o COMECOM) formado por el bloque de la Unión Soviética, países del Este de 
Europa y otros —aunque se trataba de un proceso de integración sui géneris—; O bien 
degradándose, como ha ocurrido en Latinoamérica con el ALALC y en Europa con la 
EFTA, muchos de cuyos países ingresaron en las Comunidades Europeas en décadas 
pasadas (Reino Unido, Irlanda, Dinamarca y Portugal) o más recientemente (Austria, 
Finlandia y Suecia). 


1.2.2. Unión aduanera 


Una unión aduanera es un espacio económico en el que los bienes circulan libremente. 
Dicho objetivo también lo persiguen las zonas o áreas de libre cambio, pero las diferen- 
cias entre ambas son considerables. La unión aduanera puede considerarse como la pri- 
mera fase de un proceso de integración que aspira a convertirse en un mercado común y, 
posteriormente, en una unión económica y monetaria. 


Una unión aduanera se caracteriza, en el plano interno, por la supresión de las barre- 
ras arancelarias y no arancelarias entre que los Estados que la forman; y en el externo, 
por la creación de un sistema arancelario común frente a terceros países. Esto último 
quiere decir que a los productos importados por cualquiera de los países que conforman 
la unión aduanera, se les aplica el mismo arancel —y otras medidas no arancelarias— 
con independencia del país de destino. Este mecanismo de protección exterior común a 
todos los Estados que forman la unión aduanera, es precisamente una de las principales 
diferencias con las áreas de libre cambio en la que cada uno de los países miembros de 
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la misma conservan sus propias barreras comerciales frente a terceros. De esta forma, el 
arancel aduanero común constituye el instrumento fundamental de la integración sobre 
el que las partes pierden sus competencias nacionales que pasan a las instituciones su- 
pranacionales. 


En el plano externo, las uniones aduaneras pueden presentar problemas de compati- 
bilidad con las reglas del GATT por cuanto la creación de un arancel común establece 
un principio de preferencia del comercio interior frente al exterior. Dicho organismo 
reconoce a las uniones aduaneras como partes contratantes, de forma que la cláusula de 
nación más favorecida y las reglas de no-discriminación se aplican como si el área de 
integración se tratase de una sola parte contratante del GATT. No obstante, establece 
una serie de condiciones para asegurar la compatibilidad entre tales uniones aduaneras y 
el Acuerdo General. Además de ciertos requisitos de transparencia, se exige que las 
condiciones arancelarias para los Estados que no forman parte de la unión no sean más 
elevadas ni las reglamentaciones comerciales sean más restrictivas que las que existían 
entre los Estados con anterioridad a la creación de la unión aduanera. También se prevé 
la renegociación de las consolidaciones arancelarias cuando conlleve a la aplicación de 
aranceles superiores a los registrados en el programa de concesiones de la OMC. Este 
caso es el que ha se ha presentado con las sucesivas ampliaciones de la Unión Europea. 


Entre los procesos de integración que surgieron tras la Segunda Guerra Mundial, 
varios de ellos optaron por seguir la vía de las uniones aduaneras y el único que hasta el 
presente ha tenido éxito ha sido la Comunidad Europea. Algunos de los procesos de 
integración en América Latina — como la Comunidad Andina y MERCOSUR—, tam- 
bién han ensayado esta vía pero con mucho menor éxito que el europeo. 


1.2.3. Mercado Común 


En los procesos de integración, el mercado común se concibe como la fase que sigue a 
la unión aduanera. Si el objetivo de la unión aduanera es que los productos circulen 
libremente entre los Estados que conforman el área de integración —mediante la supre- 
sión de las barreras internas al comercio y la adopción de una arancel externo común—, 
la fase de mercado común añade a ésta la extensión de dichas libertades de circulación 
no sólo a los productos sino también a los servicios y a los factores de producción (capi- 
tal y trabajo). Así pues, no hay un verdadero mercado común si no existe unión aduane- 
ra, pero si puede haber unión aduanera sin que haya mercado común. 


El mercado común supera a la zona de libre cambio y a la unión aduanera por cuan- 
to supone una mayor integración económica y comercial. Por este motivo, la noción de 
mercado común se fundamenta en la libre circulación de las cuatro libertades económi- 
cas. El mercado común requiere, por tanto, además de la supresión de barreras internas 
al comercio y el establecimiento de una aduana común, la realización de un proceso de 
liberalización y de armonización legislativa y de regulación común. Se trata de un pro- 
ceso en continua construcción puesto que con frecuencia surgen nuevos obstáculos que 
es necesario ir corrigiendo. 


La consecución de un mercado común requiere también del establecimiento de 
unas reglas claras y precisas sobre la concurrencia. Su finalidad es la de garantizar a los 
operadores en el mercado las mismas oportunidades de actuar en el mismo y hacerlo en 
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igualdad de condiciones. Por esta razón, es necesario crear un marco institucional de 
orden supranacional que es el que tiene que asumir tales competencias; unas institucio- 
nes que estén dotadas de un verdadero poder independiente de los Estados en los niveles 
ejecutivo, legislativo y judicial. Y todo ello arropado por un presupuesto, también su- 
pranacional, que les dote de los recursos necesarios para realizar su función. 


En el ámbito internacional son muy pocos los ejemplos de integración económica 
que han establecido un verdadero mercado común o interior. La excepción la constituye 
la Unión Europea que está consiguiendo eliminar todos los obstáculos físicos, técnicos y 
fiscales subsistentes entre sus Estados miembros. 


1.2.4. Unión económica y monetaria 


La unión económica y monetaria puede definirse como un espacio económico donde 
exista plena libertad de circulación de productos y factores de producción y una moneda 
común. La UEM es el tercer peldaño de la integración, siendo la unión aduanera y el 
mercado común las dos que, por este orden, le preceden. Significa, de alguna forma, el 
cierre de la integración económica. 


En sentido técnico-económico, la unión monetaria implica la convertibilidad total e 
irreversible de las monedas que se integren en la misma, la fijación irrevocable de sus 
relaciones de paridad —sin admitir ningún margen de fluctuación de los tipos de cam- 
bio— y la liberación total de los movimientos de capital. También implica la gestión en 
común de una moneda única y de sus políticas asociadas: la monetaria y cambiaria, que 
pasan del ámbito nacional al supranacional. 


Si bien un buen número de los mercados nacionales son ejemplos de unio- 
nes económicas y monetarias que se han constituido a lo largo de la historia, la Eurozo- 
na de la Unión Europea es el ejemplo histórico más importante que, por su dimensión y 
diversidad, se ha dado en un proceso de integración. 


1.2.5. Espacio económico unificado y unión política 


La unión económica y monetaria significa la culminación de la integración económica, 
pero no el final del proceso de integración que debe culminar con la integración política. 
Es obvio que todo el proceso que conduce a la unión económica y monetaria y las fases 
que le preceden comporta decisiones políticas. De hecho, si el proceso de integración se 
parase en la unión económica y monetaria, lo más probable es que con el tiempo acaba- 
se fracasando puesto que la integración política pasaría a convertirse en un obstáculo de 
primer orden para el buen funcionamiento del entramado económico. 


El paso hacia la integración política no es fácil puesto que si la económica es ya de 
por sí bastante compleja, la política lo es mucho más al implicar mayores cesiones de 
soberanía de los Estados a los entes supranacionales que conforman el área. Y aun más 
si la finalidad es la fusión total (la unión política y económica) que históricamente —en 
la formación de los Estados nacionales y en los federalismos— se ha presentado como 
un proceso lento y complicado. En ocasiones ha ocupado períodos de tiempo muy dila- 
tados —a veces de siglos— y no siempre se ha conseguido de forma pacífica. 
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Para que exista un auténtico espacio económico común, deben darse una serie de 
requisitos que podemos catalogar de imprescindibles y entre los cuales están: 


e Consecución real de las libertades económicas básicas: libre movilidad, sin nin- 
gún tipo de cortapisas, de las personas, de los bienes y servicios y de los capitales. 


e Moneda única. 


e Unidad fiscal, que es compatible con diversos grados de descentralización, sobre 
todo en el gasto. 


Políticas comunes —horizontales y verticales— en una serie de sectores. 
e Cohesión económica y social, etc. 


Si el sistema fiscal no es uniforme y no existe una única barrera protectora común 
frente al exterior, difícilmente puede haber libre de circulación de los productos o de los 
servicios si éstos no están liberalizados internamente. Si las personas no pueden mover- 
se libremente para elegir el lugar de su residencia o de trabajo y no se benefician por 
igual de todos los derechos políticos, económicos y sociales, tampoco puede hablarse de 
libre circulación de las personas. Y lo mismo puede decirse si no existe libre circulación 
de los capitales y una moneda única. 


Uno de los aspectos esenciales para llegar al espacio económico unificado, aunque a 
veces se soslaye o ignore, es el de una cultura más o menos homogénea, que exista una 
cierta cohesión social para hacer posible el proceso y un idioma común que en modo 
alguno prejuzga o se opone a la existencia y convivencia pacífica con lenguas naciona- 
les o regionales. 


Cuando alguno de los elementos antes señalados falla, se generan barreras que obs- 
taculizan la movilidad de los bienes y servicios y de los factores de producción. Un 
espacio económico común es compatible con la descentralización administrativa, sobre 
todo, en lo relativo a las unidades de gasto público: Desde luego que las tareas que son 
sólo de interés local o nacional deben dejarse a cargo de órganos del mismo carácter: 
principio democrático éste generalmente aceptado”. 


Todos los elementos señalados tienen implicaciones políticas directas por lo cual ha 
de existir una autoridad que las diseñe y conduzca. Las dos grandes alternativas que 
existen para la integración política, son la confederación y la federación de Estados. 


La confederación es un tipo de asociación entre Estados en los que todos ellos con- 
servan su soberanía frente al exterior y también comparten en común soberanía en cier- 
tas esferas. El poder central es en este caso bastante débil puesto que permite a los Esta- 
dos conservar su propia independencia lo que obliga a que la toma de las grandes 
decisiones se haga, de hecho, por unanimidad. La confederación es, pues, una forma de 
integración política muy frágil que tiende bien a desaparecer o evolucionar hacia la for- 
ma federada. 


Por su parte, la federación, es un sistema político por el cual los Estados federados 
deciden transferir a una autoridad central —el gobierno federal— parte de su soberanía 
en áreas fundamentales de la economía, de las relaciones internacionales y la defensa. 
En la federación, el poder se distribuye entre el Estado federal —que es el que asume 


* Tinbergen, J.: Integración Económica Internacional, op. cit., pág. 156. 
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las competencias más relevantes— y los Estados federados —que continúan conservan- 
do una serie de competencias de menor relieve—. 


Las federaciones surgen entre Estados que tienen lazos históricos, económicos y 
culturales relativamente comunes. De ahí que, normalmente, la federación proceda de 
Estados previamente confederados y raramente de un estado unitario que decide descen- 
tralizarse. Los ejemplos clásicos de federaciones son Estados Unidos y Alemania. Los 
ejemplos de transformación de Estados unitarios en federados son más raros aunque 
también existen, como es el caso de Brasil. 


El federalismo es un pacto entre Estados que combina los ingredientes de unidad y 
diversidad. En el primer caso, porque se procura una coordinación de las políticas para 
hacerlas más eficientes; en el segundo, por se respetan las peculiaridades de los Estados 
federados (idioma, cultura, etc.). El poder político se estructura a dos niveles: el federal, 
que se ocupa de los intereses comunes y para lo cual se le asignan una serie de compe- 
tencias del máximo nivel tales como la moneda, la fiscalidad —o al menos los impues- 
tos más relevantes—, la defensa, la representación internacional, el régimen aduanero, 
las grandes directrices de política económica, etc.; y el de los Estados federados que 
conservan, en exclusiva o de manera compartida, una serie de competencias de tipo le- 
gislativo, administrativo y financiero. 


El instrumento jurídico que regula la distribución del poder en el Estado federal es 
la constitución. La constitución es la norma de convivencia que establece los valores y 
las competencias que corresponden a cada ámbito, bien mencionando expresamente las 
que asume el poder federal y dejando en manos de los Estados las restantes (como son 
los casos de Alemania, Estados Unidos de América, etc.); o bien, al contrario, enume- 
rando las competencias de los Estados y dejando las demás en manos del Estado federal 
(caso de Canadá). Los entes federados participan en el poder central a través de una 
cámara legislativa de carácter territorial. 
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Anexo 1.1. PRINCIPALES ESQUEMAS REGIONALES 
DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 


Subregión o zona Países miembros 


America 


Asociación 
Latinoamericana de 
Integración (ALADI) 


Grupo Andino 


Mercado Común del 
Sur (MERCOSUR) 


Mercado Común 
Centroamericano 
(MCC) 


Comunidad del 
Caribe (CARICOM) 


Acuerdo de Libre 
Comercio de 
América del Norte 
(ALCAN) 


Europa 


Unión Europea (UE) 


Espacio Económico 
Europeo (EEE) 


Asociación Europea 
de Libre Comercio 
(AELC o EFTA) 


Asia y pacifico 


Asociación de 
Naciones de Asia 
del Sur y del Este 
(ANASE o ASEAN) 
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Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, 
Chile, Ecuador, México, Paraguay, 
Perú, Uruguay y Venezuela. 


Bolivia, Colombia, Ecuador y 
Venezuela. 


Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay (Chile y Bolivia tienen 
status de observadores). 


Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 
Honduras y Nicaragua. 


Antigua/Barbuda, Bahamas, 
Barbados, Belice, Dominica, 
Granada, Guayana, Jamaica, 
Monserrat, Santa Lucia, San 
Cristobal/Nieves, San Vicente y 
Granadinas, y Trinidad y Tobago. 


EE.UU, Canadá y México. 





Alemania, Austria, Bélgica, 


Dinamarca, España, Finlancia, Francia, 


Grecia, Holanda, Irlanda, Italia, 
Luxemburgo, Portugal, Reino Unido y 


Suecia más los 12 de la nueva ampliación. 


UE-27 más Islandia, Liechtenstein y 
Noruega. 


Islandia, Liechtenstein, Noruega y 
Suiza. 





Filipinas, Indonesia, Malasia, 
Singapur, Sultanato de Brunei, 


Tailandia y Vietnam. 






Objetivos finales 


Promoción del comercio recíproco 
y ampliación de mercados. A largo 
plazo, mercado común. 


Mercado común. 


Mercado común. 


Área de libre cambio. 


Unión aduanera, cooperación y 
liberalización económica. A largo 
plazo, mercado común y unión 
monetaria. 


Zona de libre comercio. 


Unión económica monetaria. 


Área de libre cambio. 


Área de libre cambio. 


Favorecer la paz y la estabilidad de 
la región e impulsar el crecimiento 
económico, asistencia mutua 

y establecimiento de acuerdos 
comerciales preferenciales. 
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Asia y pacifico 


Cooperación e Países del ASEAN más Japón, Eliminación de los obstáculos al 
Económica de Asia y | Japón, EE.UU, Australia, Nueva comercio e inversiones. 

Pacífico (APEC) Zelanda y República de Corea. 

Acuerdo Comercial Australia y Nueva Zelanda. Área de librecambio y fomento del 


de Acercamiento 
Económico entre 
Australia y Nueva 


comercio de servicios. 





Zelanda (ANZERTA) 

Africa 

Comunidad ' Benin, Burkina Faso, Costa de Marfil, | Mercados regionales unificados para 

Económica de Africa | Mali, Mauritania, Níger y Senegal. productos locales no procesados; 

Occidental (CEAO) régimen preferencial arancelario 
para productos manufacturados y 
establecimiento de arancel exterior 
común. 

Comunidad Paises CEAO más Cabo Verde, Área de libre comercio y libre 

Económica de Gambia, Ghana, Guinea, Guinea circulación de factores productivos. 

los Estados del Bisseau, Liberia, Nigeria, Sierra 

Africa Occidental Leona y Togo. 

(CEDEAO) 

Zona Comercial Angola, Burundi, Comores, Djibouti, Establecimiento por fases del 

Preferencial para los | Etiopia, Kenia, Lesotho, Malawi, mercado común. A largo plazo, unión 

Estados del Africa Mauricio, Mozambique, Namibia, económica. 

Oriental y Meridional | Ruanda, Somalia, Suazilandia, 

(ZCP) Sudan, Tanzania, Uganda, Zambia y 

Zimbabwe. 

Unión Aduanera del | Botswana, Lesotho, Namibia, Unión aduanera. 

Africa del Sur (UAAS | Sudáfrica y Swazilandia. 

o SACU) (1) 

Oriente medio 

Consejo de Arabia Saudita, Barehin, Emiratos Mercado común. 

Cooperación del Árabes Unidos, Omán y Qatar. 

Golfo (COG) 

Mercado Común Egipto, Irak, Jordania, Libia, Mercado común. 

Árabe (MCA) Mauritania, Siria y Yemen. 

Organización Irán, Paquistán, Turquía, Afganistán y | Cooperación regional para el 

de Cooperación algunas repúblicas ex soviéticas. desarrollo económico. 

Económica (OCE) 





(1) South Africa Customs Union. 


Fuente: La mayor parte de la información procede de José M. García de la Cruz y Daniel Gayo Lafée «Regionalismo o 
globalidad en el comercio internacional». Boletín de Información Comercial Española (BICE), n.* 2496, abril, 1996. 
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SUMARIO 


2.1. Proceso histórico de la construcción Europea 
2.1.1. Antecedentes históricos 
2.1.2. De las Comunidades Europeas a la Unión Europea: 
los Tratados 
2.1.3. De las Comunidades de los 6 a la UE de los 27 


2.2. El marco institucional de la Unión Europea. Una visión general 
2.2.1. El Consejo Europeo 
2.2.2. Comisión Europea 
2.2.3. Consejo de Ministros 
2.2.4. Parlamento Europeo 
2.2.5. Tribunal de Justicia 
2.2.6. Tribunal de Cuentas 
2.2.7. Órganos consultivos de la Unión 


Este capítulo pretende ofrecer unas breves pinceladas que permitan sí- 
tuar al lector en los capítulos que siguen. Consta de dos partes: la pri- 
mera constituye una apretada síntesis del desarrollo histórico que ha 
seguido la Unión Europea desde sus inicios hasta el presente; la segun- 
da presenta un esquema resumido sobre el marco institucional de la 


Unión. 
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' PROCESO HISTÓRICO DE LA CONSTRUCCIÓN EUROPEA |: 


Parte |. ASPECTOS PRELIMINARES 





2.1.1. Antecedentes históricos 


La actual Unión Europea tiene antecedentes históricos que pueden remontarse a varios si- 
elos. No obstante, el grueso de los mismos se producen en la primera mitad del siglo XX. 


2.1.1.1. Pacifistas y belicistas ante el problema europeo 


Paralelamente al nacimiento y consolidación de los estados nacionales en Europa y al 
incremento de los conflictos entre ellos —sobre todo a partir del siglo XIXx— fueron sur- 
giendo voces —ciertamente con escaso éxito— que proponían formulas diversas, todas 
ellas favorables a algún tipo de integración, que evitaran las guerras entre los Estados 
europeos. Estos son los utópicos, los que sirviéndose de su palabra o de sus escritos 
soñaban con una Europa en paz, unida, libre y próspera basada en la afinidad de su cul- 
tura y de sus costumbres. Valga aquí mencionar sólo algunos de ellos: A. Briand, Víctor 
Hugo, C. Kalergi, Kant, J. M. Keynes, Ortega y Gasset, Proudhon, Saint Simon, etc. Son 
de diferentes países y épocas pero las ideas y las soluciones que proponen van en la 
misma dirección: evitar los conflictos bélicos y fortalecer la economía. 


Su semilla, largo tiempo dormida, ha terminado germinando y hoy hay que reivindi- 
carlos como auténticos promotores de la construcción europea. 


Otros personajes, con poder y ambición sin medida y con un ejército en sus manos, 
trataron de conseguir la unidad europea por la fuerza de las armas. Estos fueron los ca- 
sos de Napoleón, Hitler, Stalin, etc. 


En los inicios del siglo XIx Napoleón se propuso la conquista Europa para hacer de 
ella una Europa a la imagen francesa. Lejos de conseguirlo contribuyó a diluir la idea de 
unidad y a reforzar la de estado nación que dos décadas anteriores ya propugnara la revo- 
lución francesa de 1789. El triunfo de la burguesía y la difusión de sus ideas liberales se 
apoderaron del poder público en muchos países europeos imponiendo una concepción del 
estado y de su burocracia muy centralista. Pero al intentar controlar políticamente espa- 
cios territoriales poco cohesionados, se establecieron fronteras políticas bastante inesta- 
bles que fueron el germen de futuros y frecuentes conflictos bélicos entre países limítrofes. 


El período que media entre la Primera y Segunda Guerra Mundial (desde 1914 a 
1945) transcurrió en una atmósfera muy viciada por exacerbados nacionalismos a la que 
contribuyó de forma muy destacada las secuelas de la Primera Guerra Mundial y la cri- 
sis económica de 1929. En la esfera política, bajo la amenaza del peligro bolchevique 
que se había instalado en la URSS, surgieron regímenes fascistas que se extendieron por 
Europa como una mancha de aceite: Alemania, Bulgaria, Eslovaquia, Italia, Rumania, 
etc. En el ámbito económico se impuso un modelo nacionalista que frente al exterior 
practicó el más puro bilateralismo en las relaciones comerciales. 


Esta mezcla de dictadura política y de nacionalismo económico, originó una serie de 
reivindicaciones territoriales entre los Estados fronterizos que desembocó en la anexión 
de Austria por parte de la Alemania de Hitler y en la posterior invasión de Polonia. Y a 
partir de aquí, en el desencadenamiento de la Segunda Guerra Mundial. 


El nazismo alemán tenía un proyecto muy definido sobre la unidad europea. Arran- 
caba ya del siglo xIX y debe mucho a la figura de Friedrich List, el economista que 
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abogaba por la organización de un espacio económico europeo cerrado y protegido fren- 
te a la hegemonía inglesa y rusa. El jurista Carl Smitt le proporcionó el bagaje teórico 
elaborando una teoría del nazismo justificativa del estado totalitario. 


Con estos ingredientes, Hitler pretendía establecer en Europa un «orden nuevo» a 
través de conquistas territoriales —sobre todo hacia el Este— que acabase con el desor- 
den y anarquía de los pequeños estados europeos. Se desencadena la Segunda Guerra 
Mundial, la última gran conflagración en territorio europeo que puso de manifiesto, una 
vez más, la inviabilidad de unificar Europa por la fuerza de las armas. 


2.1.1.2. Impulsos internos y externos sobre la integración europea 


Las condiciones de destrucción física y moral y la ruina económica de los viejos Esta- 
dos europeos como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial, paradójicamente aca- 
baron creando un clima propicio que, en adelante, permitiría estrechar lazos económicos 
y políticos entre los estados, en particular, entre los de Europa Occidental. El impulso 
que favoreció ese clima procedió de un doble frente: del interior, es decir, de la propia 
Europa; y también del exterior, de Estados Unidos. 


Los impulsos internos 


El impulso interno europeo en favor de crear algún tipo de cooperación entre los estados 
que evitase en el futuro los frecuentes conflictos bélicos, resurge de nuevo, pero esta vez 
con mayores implicaciones de los políticos que en el pasado que, salvo raras excepcio- 
nes, se habían mantenido al margen o claramente beligerantes contra la idea unificado- 
ra. Ahora, al objetivo de búsqueda de la paz, se añade otro nuevo: la oposición a los 
fascismos de todo signo y color. 


El punto de encuentro para debatir esas ideas y tratar de encontrar alguna solución, 
fue el Congreso de Europa celebrado en La Haya en 1948. Los expertos en historia 
comunitaria concuerdan en considerar que dicho Congreso es uno de los hitos clave 
donde se fragua el futuro de la integración europea. Fue convocado por iniciativa del 
Movimiento por la Europa Unida de W. Churchill —y presidido por él— con el objeto 
de debatir con rigor la forma de cómo articular la unificación europea. A dicho Congre- 
so asistieron unas 800 personas procedentes de 19 países entre los que se encontraban 
políticos ejercientes o retirados (primeros ministros, ministros y parlamentarios), artis- 
tas, economistas, empresarios, escritores, juristas, sindicalistas, etc. Los congresistas, 
que representaban corrientes ideológicas muy diferentes (desde la democracia cristiana 
hasta el socialismo democrático), acudieron al mismo con el ánimo de hacer algo positi- 
vo para la posteridad porque ningún país europeo, por sí sólo, podía resolver sus proble- 
mas: o se consensuaba algún tipo de cooperación o se acabaría imponiendo alguna solu- 
ción forzada por alguna potencia externa. 


Las ideas de unidad y de solidaridad entre los estados europeos que hasta entonces se 
habían considerado utópicas, comenzaron a cobrar fuerza —por parte de los gobiernos y 
de los movimientos de resistencia surgidos de la Segunda Guerra Mundial — para oponer- 
se a los totalitarismos nazi, fascista y estalinista. Europa comenzó a tomar conciencia que 
había perdido definitivamente la hegemonía política, económica y militar en favor de los 
Estados Unidos de América y de la Unión Soviética; que era un continente devastado por 
las guerras y que los estados nacionales, aisladamente, eran muy débiles para afrontar el 
reto del nuevo orden económico que en esos momentos se estaba definiendo. 
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Tras la Segunda Guerra Mundial, la división de Europa era un hecho: los países 
europeos del Este comenzaron a ser satelizados por la URSS; en el Occidente el panora- 
ma era también confuso: tanto los perdedores de la Guerra (Alemania e Italia), como los 
teóricos vencedores de la misma (Francia y el Reino Unido). Todos ellos quedaban a 
merced de Estados Unidos. 


En esta situación, con el beneplácito de Estados Unidos, la iniciativa correspondía a 
Francia y al Reino Unido. Efectivamente, en el período que transcurre entre 1945 y 
1949, la mayoría de dichas iniciativas correspondieron conjuntamente a ambos países y 
todas ellas se inscriben en el marco de la cooperación. Fruto estos esfuerzos conjuntos 
se consiguieron acuerdos concretos de cooperación en defensa (Tratados de Dunkerque 
y de Bruselas), en política (Consejo de Europa) y en economía (OECE). 


Francia se mostraba reticente ante los proyectos de cooperación que proponía el 
Reino Unido por considerar que su alcance era muy limitado. Esa fue la razón por la que 
a partir de los años cincuenta tomase la iniciativa de propuestas de integración a las que 
siempre se invita a participar al Reino Unido país que tomará parte activa en todas las 
negociaciones pero que finalmente acabará rechazando. Otra novedad importante de los 
proyectos franceses consistía en que se incorporara a Alemania —a la República Fede- 
ral—, país que cada vez va a tener un papel más destacado en el proceso de construcción 
europea hasta convertirse en el verdadero motor de la misma conjuntamente con Francia. 


Tanto la cooperación como la integración europea son, en buena medida, también 
producto de la bipolarización que resulta de la Segunda Guerra Mundial y de la Guerra 
Fría que le sucedió. En ese contexto hay que interpretar el apoyo de Estados Unidos a la 
reconstrucción europea y la creación de la OTAN. Los países de Europa Occidental co- 
mienzan primero a cooperar y más tarde a integrarse no por los afectos que existían 
entre sus pueblos sino por las necesidades que demandaban los intereses económicos. 
Vista desde la perspectiva actual, es evidente que si bien los intereses económicos conti- 
núan prevaleciendo, también están surgiendo los afectos y si hoy tanto se habla de Euro- 
pa, aunque sea para criticarla, es porque la integración europea es ya una realidad aun 
cuando quede mucho camino por andar. 


Los impulsos externos 


Desde el punto de vista externo, el impulso a la integración europea, proviene de Estados 
Unidos. El papel que jugó este país en los inicios del proceso fue de una importancia capital, 
primero ayudando a su reconstrucción y, después, impulsando y apoyando el proyecto. 


Estados Unidos contemplaba con preocupación la lenta recuperación de las econo- 
mías europeas en la inmediata posguerra y las posibles repercusiones negativas que po- 
dría tener sobre el comercio mundial y sobre la propia estabilidad política internacional. 
La reconstrucción de Europa a los dos años del cese de las hostilidades era mucho más 
lenta de lo esperado, debido, fundamentalmente, a que los mercados europeos estaban 
absolutamente desarticulados. Para restablecer la confianza de los países europeos en 
sus posibilidades económicas, era necesario un basto programa de ayuda para la recons- 
trucción de su infraestructura y una considerable apertura de sus mercados exteriores. 
Esta es la misión que vino a cumplir el Plan Marshall. 


El Congreso de los Estados Unidos aprobó, en abril de 1948, la Foreing Assistance 
Act —más conocida como Plan Marshall, en honor del proponente, entonces secretario 
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de Estado en la Administración Truman—, ley en virtud de la cual Europa recibiría una 
cuantiosa ayuda material y financiera durante el período comprendido entre 1948 y 
1951. El Congreso americano condicionó su concesión a que los países beneficiarios 
constituyesen una organización que liberalizase las relaciones comerciales y que se 
comprometieran a realizar la convertibilidad de sus monedas. Podrían ser beneficiarios 
de tal ayuda todos los países europeos —ya fuesen vencedores y vencidos en la Segunda 
Guerra Mundial— con la excepción de España que había sido excluida expresamente 
por su ambivalencia en la Segunda Guerra Mundial y porque el régimen franquista con- 
tinuaba sobreviviendo. 


Al debatirse entre los países europeos qué tipo de relación debían establecer y qué 
competencias debería tener el nuevo organismo a crear, los franceses e italianos aboga- 
ron por constituir una unión aduanera, opción a la que se opusieron frontalmente los 
británicos que no deseaban que las relaciones rebasaran la mera cooperación económi- 
ca. Esta fue la postura que triunfó y así surgió la Organización Europea para la Coopera- 
ción Económica (OECE)' que fue el organismo receptor de la ayuda Marshall canaliza- 
da desde Estados Unidos —y Canadá— a través de una agencia federal creada al efecto: 
la American Economic Cooperation Administration”. 


La OECE fue constituida en París el 16 de abril de 1948 (en 1960 pasó a denominarse 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico —OCDE—). Su función 
básica era la de distribuir la ayuda del Plan Marshall. De acuerdo con los compromisos 
alcanzados, debía procurar que los intercambios comerciales entre los países europeos se 
incrementaran y también se facilitasen los pagos, lo cual requería lograr unos mayores 
niveles de cooperación económica y política entre los países receptores de las ayudas. 


La OECE fue también un foro importante para el diálogo entre los países de Europa 
Occidental y el germen en el que se fraguaron los dos grandes proyectos de integración 
en dicha área: las Comunidades Europeas y la EFTA. 


2.1.2. Delas Comunidades Europeas a la Unión Europea: 
los tratados 


2.1.2.1. Los procesos de integración en Europa Occidental 


La integración en Europa Occidental, es un fenómeno que se inicia a comienzos de los 
años cincuenta y se acelera a partir de los sesenta. A estos efectos, los países miembros 





1 La OECE —actual OCDE— fijó su sede en París. El convenio de constitución fue firmado por los 
siguientes países: Alemania Occidental (representada por los comandantes de las respectivas zonas de 
ocupación —americana, británica y francesa—), Austria, Bélgica, Dinamarca, Francia, Grecia, Irlanda, 
Islandia, Italia, Holanda, Luxemburgo, Noruega, Reino Unido y Turquía. En 1955, entraría a formar 
parte la R.F. de Alemania y en 1959, España. Doce años después, el 14 de octubre de 1960, previa firma 
del correspondiente Tratado, también en París, la OECE pasó a denominarse OCDE (Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económico), debido a la incorporación de Estados Unidos y Canadá. Actual- 
mente agrupa a una treintena de países entre los que están los más desarrollados del mundo. 

2 El responsable de la Agencia Federal fue Paul Hoffman. En una conferencia pronunciada en París 
el 31 de octubre de 1949, hizo un llamamiento en favor de construir un mercado común en Europa Occi- 
dental. Una referencia más extensa sobre las propuestas de Hoffman, puede verse en Tamames, Ramón: 


La Unión Europea. Ed. Alianza. Madrid, 1994, pág. 14. 
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de la OECE y beneficiarios del Plan Marshall se dividieron en dos áreas cuyas diferen- 
cias esenciales radicaron en la forma de enfocar la integración (rememoración del Con- 
greso de La Haya de 1948). Por una parte, surgió lo que podríamos denominar el enfo- 
que continental, comunitario o de supranacionalidad encabezado por Francia; y por 
otra, el enfoque intergubernamental o atlantista encabezado por el Reino Unido. 


El primero de ellos, el comunitario, del que inicialmente formaron parte seis Estados 
(los tres del BENELUX —Bélgica, Holanda y Luxemburgo— Alemania Federal, Fran- 
cia e Italia), comenzó en 1952 con la creación de la Comunidad Europea del Carbón y 
del Acero (CECA) y prosiguió, en 1958, con la constitución de otras dos nuevas comu- 
nidades: la Comunidad Económica Europea (CEE) y la Comunidad Europea de la Ener- 
gía Atómica (CEEA o Euratom). Los socios fundadores de las Comunidades Europeas 
(CECA, CEE y Euratom), perseguían la construcción de un mercado común en sus co- 
rrespondientes esferas. 


El segundo de los procesos —el atlantista—, el iniciado por el Reino Unido (con el 
apoyo de Suecia), limitaba sus objetivos a constituir un área de libre comercio. Así sur- 
gio la Asociación Europea de Libre Cambio (AELC o EFTA), cuyo tratado fue firmado 
en Estocolmo el 4 de enero de 1960 y de la que formaron parte, además del Reino Uni- 
do y Suecia, Austria, Dinamarca, Noruega, Portugal y Suiza. En 1961, entró Finlandia; 
en 1970, Islandia y en 1991, Liechtenstein. 


Los objetivos que perseguían los proyectos comunitarios y atlantistas eran bien dife- 
rentes. Las Comunidades —mediante la creación de la CEE— perseguían construir un 
mercado común dotándolas de unas instituciones supranacionales. La EFTA pretendía 
— además de impedir el desarrollo de la CEE, contra la cual se creó— constituir un 
área de libre cambio que facilitase el comercio entre sus socios sin otras ambiciones 
mayores. 


La EFTA entró en crisis casi desde sus inicios. El primero que la abandonó para 
ingresar en las Comunidades fue su propio promotor —el Reino Unido, junto con Dina- 
marca, 1973— al que posteriormente siguieron otros miembros (Grecia en 1981, Portu- 
gal en 1986 y Austria, Suecia y Finlandia en 1995). Actualmente la EFTA continua 
siendo un área de librecambio formada por sólo cuatro Estados (Islandia, Noruega, Sui- 
za y Liechtenstein), todos ellos —excepto Suiza— muy ligados a la UE a través del 
Espacio Económico Europeo (EEE). 


En consecuencia, el único proceso de integración europeo —y prácticamente mun- 
dial— que ha tenido éxito de los que surgieron en la segunda mitad del siglo XxX, es el 
comunitario. No obstante las diferentes fases de euforia y ralentización por las que ha 
transitado —de eurooptimismo y de europesimismo, que han estado muy ligadas al ci- 
clo económico—, el tiempo está demostrando la solidez y eficacia del proceso, particu- 
larmente en materia económica. 


2.1.2.2. Las comunidades originarias: los tratados constitutivos 


La integración comunitaria se inicia en un solo sector: el del carbón y del acero, lo que 
dará lugar a la creación, como antes se ha dicho, de la CECA en 1952. Con la CECA se 
pone en práctica lo que se conoce como modelo Monnet-Schuman de integración, que 
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consiste en iniciar la integración por la base (por los cimientos, piedra a piedra), por 
sectores concretos e ir incorporando de manera sucesiva nuevas parcelas —económicas, 
políticas y sociales— al proceso. Este método de integración, al que se le ha calificado 
de federalismo funcionalista, tiene como objetivo final conseguir una unión económica 
y política. Pero a diferencia de la concepción federalista convencional, que pretende 
construir desde los inicios un marco general o superestructura política y económica de 
tipo federal, el modelo Monnet-Schuman es más pragmático: va integrando sectores, 
incrementado competencias, creando instituciones supranacionales y articulando un pre- 
supuesto propio. 


Dicho procedimiento es el que informa, hasta el presente, todo el proceso de integra- 
ción comunitario como reflejan los correspondientes tratados y la legislación derivada. 
Aparentemente es un camino lento para conseguir una meta tan lejana; pero sólo lo es 
en apariencia. La UE en su poco más de medio siglo de historia, ha conseguido objeti- 
vos que en algunos de sus Estados miembros han requerido de siglos. Lo más importan- 
te es que el método Monnet-Schuman funciona, a diferencia de otros proyectos más am- 
biciosos que han resultado fallidos como ocurrió, en 1954, con la Comunidad Europea 
de Defensa (CED), para la que la Europa de entonces no estaba preparada. Incluso ac- 
tualmente, y por razones bien diferentes, la ratificación del Tratado constitucional, de 
pretensiones modestas aunque en un contexto económico y político poco favorable, está 
encontrando dificultades. 


A partir de la experiencia CECA, los mismos seis Estados que la formaron crearon, 
por los tratados de Roma de 1957, otras dos nuevas comunidades: la Comunidad Econó- 
mica Europea (CEE) y la Comunidad Europea de la Energía Atómica (CEEA o Eura- 
tom) que comenzaron a funcionar en 1958. Así pues, a partir de 1958, existen tres co- 
munidades*. Por ello generalmente se habla de Comunidades Europeas. 


Entre los tres tratados fundacionales (CECA, CEE y Euratom) existen diferencias 
importantes no sólo en sus objetivos sino también en su contenido y desarrollo. Efecti- 
vamente, el Tratado CECA y el Tratado Euratom son tratados sectoriales —para el car- 
bón y el acero y la energía nuclear, respectivamente— o, como los denomina E. Noel, 
Tratados-leyes, por contener en el propio tratado la práctica totalidad de la norma- 
tiva que deberá aplicarse o los respectivos sectores objeto de su atención. En cambio, el 
Tratado de la Comunidad Europea es un Tratado-marco que fija los objetivos y define 
las grandes políticas y orientaciones, dejando a la legislación derivada la tarea de su 


desarrollo?. 


El tratado CECA —que expiró en 2002—, además de ser un instrumento para crear 
un mercado común en el sector del carbón y el acero, fue, sobre todo, un tratado de paz. 
En este extremo se insiste en la mayor parte de los considerandos de su Preámbulo, 
porque ese fue su objetivo básico y su mensaje político. Entre sus finalidades socioeco- 
nómicas, tal y como prevé su art. 3, estaban las siguientes: velar por el abastecimiento 
común de esta fuente de energía, que todos los operadores gozasen de igualdad de acce- 
so a las fuentes de producción, fijación de unos precios que permitiesen la amortización 


3 Desde el año 2002, la CECA ha dejado de existir al expirar el correspondiente Tratado que fue 
firmado por 50 años. Sus competencias han pasado a la Comunidad Europea. 
4 Nóel, Émile Las instituciones de la Comunidad Europea. Documentación Europea. Oficina de Pu- 


blicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas. Luxemburgo, 1994, pág. 23. 
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y remuneración de las inversiones realizadas, explotación racional de los recursos, 
mejora de las condiciones de vida de los trabajadores, desarrollo de los intercambios 
internacionales y mejora de la producción y de la calidad en condiciones de competi- 
tividad. 


El Tratado por el que se establece la Comunidad Europea para la Energía Atómica, 
también conocida como Euratom, pretende impulsar y coordinar los programas de in- 
vestigación para el desarrollo industrial de la energía atómica para usos pacíficos. En 
los momentos de crearse esta Comunidad, el carbón ya había entrado en crisis y comen- 
zaba a ser sustituido por el petróleo, recurso del que carecían los Estados miembros. En 
cambio, la energía atómica era un sector naciente que podría contribuir a incrementar de 
forma importante el grado de autoabastecimiento energético de la Comunidad; sin em- 
bargo, requería de unas inversiones y de un desarrollo tecnológico que los países no 
podían abordar de manera aislada. Por ello el Euratom se marca como objetivos la in- 
vestigación en este terreno y la difusión de los conocimientos técnicos; incentivar a los 
inversores para que contribuyan a crear una industria europea de la energía atómica; 
regular las fuentes de abastecimiento, etc. Con el fin de controlar el uso pacífico —y no 
militar— de la energía atómica, la Comisión debe gestionar el abastecimiento del mate- 
rial de fisión nuclear, controlar las instalaciones nucleares, dictar normas para la protec- 
ción contra las radiaciones, etc. 


Por su parte, el Tratado sobre la CEE es de naturaleza diferente a los dos anteriores. 
Aquí no se pretende regular un sector en concreto sino crear un mercado común entre 
los Estados miembros para todos los sectores que permita conseguir objetivos económi- 
cos y sociales más ambiciosos. La Comunidad —dice el art. 2— tendrá por misión me- 
diante el establecimiento de un mercado común y por la aproximación progresiva de las 
políticas de los Estados miembros, promover un desarrollo armónico de las actividades 
económicas en el conjunto de la Comunidad, una expansión continua y equilibrada, una 
estabilidad creciente, una elevación acelerada del nivel de vida, y relaciones más estre- 
chas entre los Estados que la forman. 


Para alcanzar tales objetivos, el Tratado prevé (art. 3) la eliminación de las aduanas 
entre los países miembros así como cualquier otra restricción al comercio de bienes; 
establecer una tarifa aduanera común frente al exterior; abolir los obstáculos a la libre 
circulación de personas, servicios y capitales; instaurar una política común en agricultu- 
ra y transportes; establecer normas que garanticen la competencia entre los operadores; 
coordinar las políticas económicas entre los Estados, aproximar las legislaciones nacio- 
nales, crear un Fondo Social Europeo (FSE) y un Banco Europeo de Inversiones (BEl) y 
asociar los países y territorios de ultramar. Así pues, este Tratado contempla el esquele- 
to básico de todo el proceso de integración. Aunque su ámbito sea esencialmente econó- 
mico, también recoge los principios sociales y políticos del proyecto común. 


El Tratado de la CEE (TCEB), por ser un tratado general que abarca todo el conteni- 
do y mensaje de la integración comunitaria, es el más importante de los tratados funda- 
cionales y se constituye con vigencia ilimitada —y también el Euratom—. Es muy fre- 
cuente referirse a la Comunidad Europea —nombre que desde 1993 adquiere la 
Comunidad Económica Europea— como compiladora de toda la integración europea y 
tomar como fecha del inicio de la misma el de la entrada en vigor de dicho Tratado: el 
primero de enero de 1958. 
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2.1.2.3. Hacia la Unión Europea: los tratados modificativos 


Los tratados constitutivos o fundacionales se han ido modificando a lo largo del tiempo. 
En 1987, por el Acta Única Europea; en 1993, por el Tratado de la Unión y más recien- 
temente por el Tratado sobre la Constitución Europea, aun pendiente de entrar en vigor 
al no haberse ratificado favorablemente por todos los Estados. Estos son los que deno- 
minamos tratados modificativos. No obstante, conviene hacer la salvedad que el Trata- 
do de la Unión (TUE) es, a su vez, un tratado constitutivo (el de la Unión) y modificati- 
vo (las revisiones que realiza en los tres tratados fundacionales de las Comunidades). 


Las modificaciones que se han introducido en los tratados constitutivos, han obede- 
cido a la propia dinámica de la integración que ha requerido de su actualización; pero, 
sobre todo, se ha debido a la profundización que ha ido adquiriendo dicho proceso y a la 
ampliación geográfica del mismo. En el transcurso del tiempo, se han ido añadiendo 
nuevas fases a la integración (caso, por ejemplo, de la unión económica y monetaria), se 
han ampliado e incrementado las competencias comunitarias, se han creado nuevas ins- 
tituciones y se han incorporado nuevos Estados miembros. 


El artífice del relanzamiento en la construcción europea desde mediados de los 
ochenta del siglo pasado, fue el francés Jacques Delors que presidió la Comisión Euro- 
pea entre 1985 y 1995. Su papel ha sido similar al que jugó su compatriota J. Monnet en 
los inicios del proceso. Durante la etapa Delors se va a producir una actividad frenética 
en el proceso de desarrollo comunitario, que se concreta en dos nuevos tratados: el AUE 
y el TUE, en la incorporación de España y Portugal (1986), la ampliación Centro-Norte 
de 1995 (Austria, Finlandia y Suecia) y la preparación de la ampliación hacia el Este. 


La primera de las revisiones de los tratados constitutivos fue la realizada por el Acta 
Única Europea (AUE) que entró en vigor el 1 de julio de 1987. Sus principales objetivos 
fueron los de completar el mercado común (que pasa a denominarse mercado interior), 
reforzar la cohesión económica y social, agilizar el proceso de toma de decisiones del 
Consejo e institucionalizar el Consejo Europeo, añadir nuevas competencias a la Comu- 
nidad (medio ambiente y política científica y tecnológica) e iniciar la política social y la 
cooperación política. 


El Tratado de Maastricht (que inicia la fase de los tratados sobre Unión Europea 
— TUE”), entró en vigor el primero de noviembre de 1993. El TUE de Maastricht ha 
sido posteriormente revisado por los tratados de Ámsterdam (1999) y de Niza (2003). 
Este último es el que está actualmente en vigor. 


Es difícil exagerar la importancia que en la construcción europea ha tenido el TUE 
de Maastricht, pero ha sido mucha. De él puede decirse que significa el cierre de la 
integración económica y el inicio de la integración política. Por dicho Tratado se crea la 
Unión Europea que es el paraguas jurídico-político que ampara al conjunto del proceso 
de integración incorporando a la misma la cooperación que en determinadas parcelas ya 
venían realizando los Estados miembros. Esa es la razón de la estructura de pilares que 
adopta el Tratado: un pilar comunitario o de supranacional, en el que la actuación de las 
instituciones comunes es plena; y dos pilares intergubernamentales (de cooperación): el 
de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) y el de Justicia y Asuntos del 
interior (JAD), donde las competencias de las instituciones comunes son limitadas. 
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El Tratado de Maastricht hace una revisión muy profunda de los tratados constituti- 
vos, especialmente del de la Comunidad Económica Europea —TCEE— que pasa a de- 
nominarse Tratado de la Comunidad Europea (TCE). La Comunidad Europea que surge 
de dicho Tratado sale muy reforzada en sus competencias: se actualiza la mayor parte 
de su articulado; se proclama el principio de economía de mercado y de libre competen- 
cia; se introducen una serie de novedades tales como el polémico principio de subsi- 
diariedad, la ciudadanía de la Unión y a la unión económica y monetaria (UEM); se 
refuerza considerablemente la función legislativa del Parlamento Europeo (PE) a través 
del procedimiento de codecisión (con el Consejo) y se añaden nuevas competen- 
cias —sobre todo de apoyo a políticas estatales— en educación, formación profesional 
y juventud; cultura; salud pública; protección de los consumidores y redes transeuro- 
peas, etc. 


Si bien son muchas las novedades de tipo político y económico que presenta el Tra- 
tado de Maastricht, la principal y la razón que lo justifica, es la creación de la Unión 
Económica y Monetaria (UEM). La UEM implica añadir una fase más al proceso de 
integración comunitaria: la que sigue al mercado común. Ello significa la convertibili- 
dad total e irreversible de las monedas que constituyan la misma, la creación de una 
moneda única en sustitución de las nacionales (el euro), la cesión de las competencias 
en política monetaria y cambiaria a las instituciones comunitarias, la creación de un 
Banco Central Europeo (BCE) y la coordinación de las políticas económicas nacionales 
que pasan a tener la consideración de interés común y son coordinadas en el seno del 
Consejo. 


Las modificaciones introducidas por los tratados de Ámsterdam y Niza en el TUE 
no han sido muy significativas y menos aún en los aspectos económicos. Por ello pue- 
den calificarse de tratados menores. En ambos casos, el objetivo fundamental ha sido 
realizar la reforma del marco institucional —principalmente de los ejecutivos— para 
ajustarlo a una Unión que se iba prácticamente a doblar en número de miembros con la 
incorporación de los países del Este. 


El Tratado de Ámsterdam (TA), entró en vigor el primero de mayo de 1999. Su ob- 
jetivo principal fue el ya indicado de acometer la reforma institucional para adaptarla a 
las exigencias de la nueva ampliación hacia el Este. La citada reforma no llegó a reali- 
zarse, por lo que, desde este punto de vista, el TA puede calificarse de fracaso. Tampo- 
co añade nada relevante en aspectos económicos, salvo incorporar la política de empleo 
como una acción comunitaria complementaria a las nacionales. En otros campos, las 
principales novedades pueden resumirse en las siguientes: le otorga una mini-personali- 
dad a la UE al permitirle tener capacidad jurídica para establecer acuerdos en el marco 
de los dos pilares intergubernamentales (para cuya aprobación se requiere la unanimi- 
dad del Consejo); introduce el concepto de Cooperación reforzada”; comunitariza bue- 


? La cooperación reforzada se introduce en el Tratado de la Unión Europea (Título VI) y en el 
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea (Art. 11). De esta forma se regula y eleva a la categoría 
de tratado, pasando a formar parte de los fundamentos jurídicos de la UE, determinados acuerdos especí- 
ficos de integración en diversos ámbitos que ya venían funcionando entre Estados y que, generalmente, 
eran recogidas por los tratados en cláusulas específicas en sus protocolos. Son ejemplos de cooperación 
reforzada los siguientes: la política social (Acuerdo Social), el Acuerdo de Schengen), el Sistema Mone- 
tario Europeo (SMB), etc. 
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na parte del tercer pilar de la Unión (el de la JAI) incorporando el Convenio de Shengen 
en el orden jurídico común (controles en frontera, asilo, visados, inmigración y coopera- 
ción judicial civil); se profundiza en la libre circulación de las personas; se incrementan 
los supuestos sujetos a la codecisión y se realizan ciertos retoques técnicos-legislativos 
(simplificaciones, derogaciones, etc.). 


El Tratado de Niza, que es por el que actualmente se rige la UE, entró en vigor el 
primero de febrero de 2003. Su razón de ser obedece al fracaso del de Ámsterdam en 
conseguir la reforma institucional que era necesaria para la ampliación hacia el Este. 
Salvo abordar dicha reforma, el Tratado apenas aporta nada nuevo, si se exceptúan dos 
cuestiones referidas a mejoras técnicas: precisar y refundir las disposiciones sobre coo- 
peración reforzada y ampliar la mayoría cualificada a determinados supuestos someti- 
dos a derecho de veto que, en la mayoría de los casos, pasan al procedimiento de code- 
cisión. También se aprovecha la Conferencia Intergubernamental (CIG) para proclamar 
la Carta de los Derechos Fundamentales que había sido elaborada por una Convención, 
que no obstante, por la oposición del Reino Unido, no se incorpora al texto del Tratado?. 


La reforma de las instituciones que se efectúa en Niza apenas afecta al contenido 
de las mismas sino al reparto del poder. De lo que en el fondo se trata es de distri- 
buir por Estados los escaños del PE, los votos del Consejo y el número de comisarios 
(Tabla 2.1). Es una reforma forzada que estuvo también a punto de fracasar por falta de 
acuerdo entre los Estados. A propuesta de Alemania se consiguió un acuerdo de última 
hora que prácticamente no satisfizo a ningún país. 


En fin, el Tratado de Niza se concibió desde sus inicios con cierta provisionalidad. 
Alemania ya anunció que pediría su revisión para precisar una serie de cuestiones que 
son las que aborda el Tratado sobre la Constitución. De manera que el Consejo Europeo 
en su reunión de Laeken (Bélgica) los días 14 y 15 de diciembre de 2001, catorce me- 
ses antes de la entrada en vigor del Tratado de Niza, convocó la Convención Europea 
sobre el futuro de Europa nombrando Valéry Giscard d'Estaing como Presidente de la 
misma”. 

Nuevamente la UE se ve ante el reto de tener que revisar sus tratados ya que el de la 
Unión Europea (TUE), no obstante sus sucesivas reformas y mejoras técnicas, no res- 


6 Las Conferencias Intergubernamentales (CIG) son negociaciones entre los Estados miembros, al 
margen de los procedimientos institucionales de la Unión, con el objeto de elaborar o de modificar —ha- 
bitualmente ambas cosas— tratados. La iniciativa puede partir de cualquier Estado miembro o de la 
Comisión quien la remitirá al Consejo. Si tras ser consultado el Parlamento (y la Comisión si la iniciati- 
va es estatal o bien al BCE, si pretende modificar instituciones de ámbito monetario) el Consejo emite 
un dictamen favorable la Conferencia será convocada por el presidente del Consejo. 

7 La Convención encargada de preparar un borrador de Constitución, estuvo compuesta por repre- 
sentantes de los parlamentos nacionales, de los gobiernos nacionales, del Parlamento Europeo y de la 
Comisión. El 20 de junio de 2003, el Presidente de la Convención hizo entrega al Consejo Europeo 
reunido en Salónica (Grecia) de un proyecto de Tratado por el que se instituye una Constitución para 
Europa, también conocida como Constitución Europea, Constitución de la Unión Europea o, simplifica- 
damente, por las siglas TCUE. La CIG convocada al efecto en dicha cumbre del Consejo Europeo, no la 
pudo adoptar debido a la oposición de España y Polonia. Un año después, tras el cambio de gobierno que 
se produjo en España como resultado de las elecciones de 14 de marzo de 2004 y también del cambio de 
actitud del gobierno polaco, con la introducción de unos leves retoques, la CIG pudo adoptar el TCUE 


en Bruselas, el 18 de junio de 2004. 
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Estado 


Alemania 
Reino Unido 
Francia 
Italia 
España 
Polonia 
Rumanía"” 
Países Bajos 
Grecia 

R. Checa 
Bélgica 
Hungría 
Portugal 
Suecia 
Bulgaria” 
Austria 
Eslovaquia 
Dinamarca 
Finlandia 
Irlanda 
Lituania 
Letonia 
Eslovenia 
Estonia 
Chipre 
Luxemburgo 
Malta 


TOTAL 


ASPECTOS PRELIMINARES 











10 
10 
10 
10 


RR a a 


h 


87 
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TABLA 2.1. 


Votos 


Desde 
mayo 
2004 

29 
29 
29 
29 
27 
27 
14 
13 
12 
12 
12 
12 


o PB > Ea E LAS 


MENE 


1 :L £ A 
() La representación de estos dos países en las Instituciones no se computan hasta que no sean miembros de la UE. 


Reforma Institucional del Tratado de Niza. 


Hasta 
mayo 


Miembros 
en Comisión 


Desde 
mayo 
2004 


—l A — al dl A ll Ad A dl A dl A dl o de ai dl A dl A dl A dl E 








O en 
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mayo mayo 
2004 2004 





Miembros en 


CES yComité 
Regiones 





Hasta | Desde 
mayo mayo 
2004 2004 
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Población 


En % 
sobre total 
UE (2001) 


17,05 
12,31 
12,25 
11,97 
8,18 
8,03 
4,67 
3,27 
2,18 
243 
2,12 
2,09 
2,07 
1,83 
1,71 
1,67 
1,12 
1,10 
1,07 
0,77 
0,76 
0,50 
0,41 
0,30 
0,15 
0,08 
0,07 


100,00 
(481,2 mill.) 
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ponde a una UE que se va aproximando a los 30 miembros. Entre otras muchas cuestio- 
nes pendientes, debe resolverse el problema institucional que, a pesar de haberlo inten- 
tado en los tratados de Ámsterdam y Niza, no se ha logrado una solución satisfactoria. 


Existen, pues, una serie de razones que justifican la necesidad de revisar el TUE y la 
principal, es para suprimirlo. A ese reto ha intentado dar respuesta el Proyecto de Trata- 
do por el que se instituye una Constitución para Europa (TCUE), que fue firmado en 
Roma por los Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados miembros el 29 de octubre 
de 2004. Cumplido este primer requisito, para que la Constitución Europea pueda entrar 
en vigor requiere su ratificación por todos los Estados de acuerdo con sus respectivas 
normas constitucionales, proceso que está teniendo lugar en los momentos. Sus posibili- 
dades de entrar en vigor no son fáciles ya que, a pesar de haber sido ratificado ya por 
una mayoría de Estados, otros dos —Francia y Holanda— no lo han hecho porque los 
resultados de los respectivos refrendos han resultado negativos. 


Los principales argumentos favorables a este nuevo Tratado internacional que con- 
tiene la Constitución para Europa —y que conoceremos por las siglas TCUE—, pueden 
señalarse las siguientes: 


En primer lugar, una Constitución, aun cuando esté contenida en un tratado interna- 
cional —como es el caso—, es un paso mucho más profundo que ninguno de los trata- 
dos precedentes por importantes que éstos sean, entre otras razones porque está llamada 
a tener un período de vigencia mucho más dilatado que los anteriores tratados. 


En segundo lugar, es necesario simplificar, en un solo texto, los numerosos, exten- 
sos y farragosos tratados en vigor. 


En tercer término, porque debe delimitarse y clarificar lo mejor posible las compe- 
tencias que se le atribuyen a la UE y las que continuan en poder de los Estados, que 
están muy confusas en el TUE. 


En cuarto lugar, es absolutamente prioritario adaptar el marco institucional a una 
Unión de Estados que ha devenido más amplia y compleja debido a las sucesivas am- 
pliaciones y que el Tratado de Niza, con sus complicadas reglas de mayoría y minoría 
de bloqueo, lejos de solucionar, ha complicado. 


En último lugar, también es necesario incorporar al texto constitucional la Carta de 
los derechos fundamentales que fue proclamada en el Tratado de Niza pero que carece 
de fuerza jurídica. 


El extenso texto del TCUE consta de un Preámbulo, de cuatro partes y de varios 
Protocolos y Declaraciones anexas. En el Preámbulo, se menciona la herencia cultural, 
religiosa y humanista de Europa, la democracia, etc. El contenido de las cuatro partes en 
que se estructura, es el siguiente: la Parte I, que es la más novedosa y más propiamente 
constitucional, consta de nueve títulos y es donde residen las disposiciones esenciales 
(definición y objetivos, derechos fundamentales, competencias, etc.); la Parte Il, que se 
distribuye en siete títulos, recoge la Carta de los derechos fundamentales tal y como fue 
proclamada en Niza; la Parte III, también con siete títulos, se ocupa de las políticas de la 
Unión (en esencia, reproduce el contenido simplificado y actualizado del Tratado de 
Niza), del funcionamiento de las instituciones y de las disposiciones comunes; y la Parte 
IV, contiene las disposiciones generales y finales. El Tratado por el que se modifica el 


Euratom, se recoge en un protocolo. 
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Por este nuevo Tratado Constitucional la Unión Europea, adquiere personalidad jurí- 
dica propia, que no la había obtenido por el TUE. De igual modo, la Constitución Euro- 
pea deroga los tratados hasta ahora vigentes, tanto de la Unión como de las Comunida- 
des Europeas. Unión Europea será la denominación única que prevalecerá en el futuro 
en sustitución de las actuales Comunidades Europeas (recuérdese que desde 2002 la 
CECA se encuentra extinguida). A dicha Unión los Estados miembros le confieren com- 
petencias para alcanzar objetivos comunes y también se le encomienda la coordinación 
de las políticas de los Estados miembros con el fin de lograr dichos objetivos. En tanto 
la Constitución no entre en vigor, las competencias corresponden a la actual Comunidad 
Europea (CE). 


2.1.3. De las Comunidades de los 6 a la UE de los 27 


El proceso de integración comunitario no está cerrado ni en el tiempo ni en el espacio”. 
Para admitir un nuevo socio, se requiere que el candidato sea un país geográficamente 
europeo, que se ajuste a la economía de mercado y que se rija por principios democráti- 
cos”. Es decir, la Unión Europea es susceptible de ampliación a nuevos socios como de 
hecho ha venido sucediendo casi desde sus orígenes y proseguirá en un futuro. Cuando 
se produce una ampliación, se establecen períodos transitorios de ajuste para que los 
nuevos socios puedan asumir de manera ordenada el acervo comunitario; esto es, las 
normas establecidas por los Tratados y la legislación derivada. 


Los éxitos económicos de las Comunidades han llevado a las sucesivas ampliacio- 
nes. El primer país que lo intentó fue el Reino Unido, ya en 1961, acompañado por 
Dinamarca, Irlanda y Noruega. Se iniciaron las correspondientes negociaciones con es- 
tos países pero se interrumpieron dos años después debido al veto de Francia al Reino 
Unido. El general De Gaulle se opuso al ingreso de este país por desconfiar del compro- 
miso europeo del mismo al estar estrechamente supeditado a los intereses de EE.UU. 


El éxito cada vez mayor de la CEE y el lánguido desarrollo de la EFTA, fue lo que 
propició la aproximación de la mayor parte de los países de ésta a las Comunidades. De 
forma sucesiva en el tiempo han ido ingresando en las Comunidades Europeas la mayo- 
ría de los países que formaban parte de la EFTA —actualmente todos, salvo Noruega, 
Suiza, Islandia y Liechtenstein—. Lo cual, dicho sea de paso, ha dado lugar a que hoy 
convivan en la Unión Europea las dos concepciones tradicionalmente distintas sobre el 
proceso de integración: la de los países fundadores y los del Sur que aspiran, al menos 
en teoría, a completar todo el proceso, incluida la unión política; y otra, que engloba a la 


$ Cualquier Estado europeo que se rija por principios democráticos, puede solicitar su ingreso como 
miembro en la Unión Europea. Para ello tiene que dirigirse al Consejo que habrá de pronunciarse por 
unanimidad tras consultar a la Comisión y contar con el dictamen conforme del Parlamento Europeo. 

? El concepto de geográfico tiene más bien una connotación física, es decir, que el país esté situado 
en Europa. Sin embargo, un país que cumpla todos los requisitos para entrar en la UE puede ver dificul- 
tada su admisión por razones culturales (por ejemplo, religiosas) que es otro concepto de la dimensión de 
Europa que es más restrictivo que el geográfico. Desde este punto de vista, la Unión Europea podría 
ampliarse hasta los límites geográficos dentro de los cuales se compartan ciertos valores comunes. Al 
final la decisión es política ya que se exige unanimidad de los Estados para admitir a un nuevo miembro. 
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Cuadro 2.1. ACERVO COMÚN 


El acervo comunitario es el conjunto de dere- 
chos y obligaciones que se ha ido generando en 
el proceso de construcción europea y que los 
Estados que forman la Unión Europea han de 
asumir obligatoriamente ya que les vincula a to- 
dos ellos. El acervo común es dinámico puesto 
que se está construyendo continuamente. Los 
nuevos Estados que se adhieran a la UE también 
están obligados a asumir en su totalidad dicho 
acervo, traspasarlo a su orden jurídico interno y 
aplicarlo desde la entrada en vigor del corres- 
pondiente tratado de adhesión. 


El acervo común comprende: 

— Todo el contenido de los tratados. 

— La legislación derivada en aplicación de los 
tratados. 

— Las sentencias del Tribunal de Justicia. 

— Los actos en materia de Política Exterior y 
Seguridad Común y de Justicia y Asuntos 
del Interior. 

— Las declaraciones y resoluciones adoptadas 
en el marco de la Unión. 

— Los acuerdos internacionales celebrados 
por la Comunidad así como los celebra- 


dos por los Estados miembros entre sí en el 
ámbito de las actividades de la Unión. 


mayoría de los países procedentes de la EFTA y significativamente al Reino Unido y 
Suecia, que básicamente están interesados en la expansión del mercado. 


Tras ser vetado el ingreso del Reino Unido por Francia en dos ocasiones (1961 y 
1967), hubo de esperar a que Francia cambiase de presidente para poder reactivar de 
nuevo las negociaciones. El Acta de adhesión como nuevos socios del Reino Unido jun- 
to con Dinamarca'”, Irlanda y Noruega fue firmada en Bruselas el 22 de enero de 1972 
entrando en vigor el 1 de enero de 1973, excepto para Noruega que no ratificó el citado 
Tratado. Fue la primera ampliación de las Comunidades y se conoce como la amplia- 
ción Atlántica. 


A partir de la década de los ochenta, comienza la ampliación hacia el Sur, también 
denominada Mediterránea, con la incorporación primero de Grecia y posteriormente de 
España y Portugal. 

Las solicitudes de ingreso de los tres aspirantes a socios no fueron coincidentes en el 
tiempo: estuvieron condicionadas por el momento de acceso de cada uno de ellos a regí- 
menes democráticos. La solicitud de Grecia se produjo el 12 de junio de 1975; la de 
Portugal, el 28 de marzo de 1977 y la de España, el 25 de julio de 1977. 


Las negociaciones con Grecia, que ingresaría como miembro en 1981, fueron relati- 
vamente cortas y fáciles. Lo que más le interesaba a este país era la consolidación de los 
emigrantes que tenía repartidos por los Estados miembros, en especial en Alemania. 


Las negociaciones de las Comunidades con España y Portugal —en particular con 
España— fueron de otra índole a las griegas!'. Dichas negociaciones se desarrollaron 





10 También se integró Groenlandia (dependiente de Dinamarca) aunque este territorio abandonó las 
Comunidades Europeas el 3 de marzo de 1984 pasando a la categoría de Países y Territorios de Ultramar 
(PTU). 

11 Del desarrollo de tales negociaciones me he ocupado en «España en la Unión Europea. Antece- 
dentes, negociaciones y consecuencias económicas de la integración», en Díaz José R.; Fernández, Do- 
nato; González, Manuel J.: Martínez-Lillo, Pedro A. y Soto, Álvaro Historia de la España actual: 1939- 
2000. Ed. Marcial Pons, Madrid, 2001, págs. 419 a 463. 
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entre 1978 y 1985 y fueron muy largas y complicadas. Ello se debió, fundamentalmente, 
a tres razones: en primer lugar, a que tuvieron lugar en un período de crisis económica; 
en segundo lugar, a las considerables diferencias de desarrollo económico que existían 
entre los candidatos y la media comunitaria; y en tercer lugar, al problema agro-presu- 
puestario de las Comunidades. Una vez solucionados estos problemas, los correspon- 
dientes Tratados y Actas de adhesión de España y Portugal a las Comunidades, se firma- 
ron el 12 de junio de 1985 entrando en vigor el 1 de enero de 1986. 


En 1990, tras la unificación alemana, se produce la incorporación de Alemania del 
Este!?. Cinco años después, en 1995, la hoy Unión Europea, experimenta otra nueva 
ampliación, la Nórdica, con la incorporación de otros tres países: Austria, Finlandia y 
Suecia. 


La última ampliación comunitaria es la que está teniendo lugar en estos momentos. 
Abarca a 12 Estados, diez de los cuales se integraron el 1 de mayo de 2004 y otros dos 
—Bulgaria y Rumania el 1 de enero de 2007**. El Consejo Europeo en su reunión de 
Copenhague de junio de 1993, teniendo en cuenta que la mayoría de los Estados candi- 
datos procedía de regímenes políticos totalitarios y de economía planificada, adoptó pa- 
ra éstos las condiciones que deberían cumplir para adherirse a la UE: los Criterios de 
Copenhague'*. Dichos criterios fueron de tres tipos: en primer lugar, contar con institu- 
ciones estables que garantizasen la democracia, aplicar el Estado de Derecho, respetar 
los derechos humanos y la protección de las minorías; en segundo lugar, tener una eco- 
nomía de mercado que pudiera hacer frente a la presión de la competencia; y en tercer 
lugar, contar con capacidad suficiente para absorción de todo el acervo común, incluida 
la UEM. 


En 2007, con la incorporación de Bulgaria y Rumania, la Unión Europea ha experi- 
mentado la mayor y más complicada ampliación de su historia. Esta ampliación tiene 
importantísimas repercusiones políticas, económicas y sociales en la UE debido a las 
diferencias de desarrollo entre los Estados miembros de la UE, que se han incrementado 
de manera muy considerable (véase anexo al Capítulo 2). 


Para un futuro también se prevé la incorporación de los países balcánicos occidenta- 
les y de manera más inmediata, la de Croacia y Macedonia. Turquía es otro de los can- 
didatos y es el que más problemas presenta para su admisión como miembro. Actual- 
mente Turquía, no reúne los requisitos políticos y económicos requeridos para acceder a 
Estado miembro. Por añadidura existen también diferencias culturales y religiosas que 
complican aún más la situación. A todo ello hay que añadir el problema de Chipre. 


"2 La caída del Muro de Berlín se produjo el 9 de noviembre de 1989. La entrada en vigor del Trata- 
do sobre la unificación alemana por el cual la ex-República Democrática se integra en la Federal para 
dar lugar a la actual Alemania, origina una ampliación de las Comunidades Europeas el 3 de octubre de 
1990. 

13 En la Cumbre de Copenhague de 21 y 22 de junio de 1993, el Consejo Europeo se mostró partida- 
rio de ampliar la Unión Europea a los países de la Europa del Este. 

14 Tales criterios eran exigibles para Bulgaria, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Polonia, Repú- 
blica Checa, República Eslovaca y Rumania (los llamados países socialistas). No lo eran para Chipre, 
Eslovenia y Malta. 
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En conclusión, el núcleo central de países que formaron originariamente la CECA, 
la CEE y el Euratom, ha ido atrayendo a los de su entorno. Del lado comunitario —y 
también de los candidatos—, las razones de las ampliaciones, no son coincidentes: en 
unos casos, han primado las políticas: reunificación de Alemania, España, Grecia, Por- 
tugal y la ampliación hacia el Este; en otros, las económicas: Austria, Dinamarca, Reino 
Unido, países nórdicos y algunos otros. 


EL MARCO INSTITUCIONAL DE LA LAU. ERRORES 
UNA VISIÓN GENERAL / a 


Desde los inicios del proceso de integración comunitaria ha existido una gran preocupa- 
ción por conseguir un marco institucional sólido y que tuviese carácter supranacional. 
No obstante los problemas que históricamente han existido, gran parte del éxito de la 
Unión Europea se debe al buen funcionamiento del mismo pues ha posibilitado el ejer- 
cicio de sus competencias supranacionales. 


La Comisión, el Consejo, el Parlamento Europeo y el Tribunal de Justicia, han cons- 
tituido históricamente el esqueleto institucional básico de las Comunidades. El Acta 
Única Europea (AUE), que entró en vigor en julio de 1987, añade la figura del Consejo 
Europeo, que el Tratado de la Unión Europea (TUE) de Maastricht, de 1993, inserta co- 
mo una institución política en el marco de la Unión Europea —y no de las Comunida- 
des— y este último Tratado también eleva a la categoría de institución al Tribunal de 
Cuentas. Finalmente, el Tratado por el que se instituye una Constitución para Europa 
(TCUE), aun pendiente de ratificación en el momento de escribir estas líneas, además de 
reconocer como otra de sus instituciones al Consejo Europeo, agrega también al Banco 
Central Europeo (BCE). 


El sistema institucional comunitario es de difícil clasificación. En sentido estricto, 
no se ajusta a la división clásica de poderes que es propia de los estados democráticos. 
Su especificidad reside en ese peculiar entramado de relaciones triangulares que confor- 
man la Comisión (intereses comunitarios), el Consejo (intereses nacionales) y Parla- 
mento (intereses de los ciudadanos). La primera, la Comisión, mediante el cuasi mono- 
polio de propuesta de actos legislativos, ejerce de motor de la Unión en tanto que las 
otras dos realizan la función legislativa. El marco institucional comunitario se completa 
con una serie de órganos, entre los que cabe destacar el Consejo Económico y Social y 
el Comité de las Regiones. 


A continuación vamos a estudiar muy brevemente cada una de las instituciones y 
órganos tal y como se regulan por el TUE de Niza, que es el que está en vigor con 
independencia de que hagamos alguna referencia puntual al TCUE. 


2.2.1. Consejo Europeo 


El Consejo Europeo está compuesto por los Jefes de Estado o Presidentes de Gobierno y 
por el presidente de la Comisión. Es una institución intergubernamental que representa 
los intereses políticos de la Unión a su más alto nivel y cuya principal función consis- 
te en dar las orientaciones —políticas— y los impulsos necesarios para su desarrollo, 
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incluida la política exterior y de seguridad común (PESC). Aunque sin serlo legalmente, 
cumple la misión de una especie de gobierno confederado de la UE que se reúne al 
menos dos veces al año bajo la presidencia del Jefe de Estado o de Gobierno del Estado 
miembro que en ese período semestral ejerza la presidencia. 


Las importantes funciones políticas que el TUE ya le asigna al Consejo Europeo, se 
ven considerablemente acrecentadas por el TCUE que añade una serie de novedades 
que caben ser calificadas como muy significativas en el camino hacia la integración po- 
lítica. Son destacables las siguientes: en primer lugar, se crea la figura de Presidente del 
Consejo Europeo —que será elegido por dos años y medio—, que de hecho ejercerá 
como Presidente político de la Unión; en segundo lugar, el Consejo Europeo se integra 
en el cuadro institucional común de la Unión (como consecuencia lógica de la supresión 
del sistema de pilares del TUE), desapareciendo el turno rotatorio semestral de la presi- 
dencia; en tercer lugar, el Consejo Europeo si bien continuará teniendo principalmente 
funciones políticas, también se le dota de un considerable poder ejecutivo al poder 
adoptar Decisiones europeas; y en cuarto y último lugar, se crea la figura de Ministro 
de Asuntos Exteriores de la Unión, en sustitución del Alto Representante de la Política 
Exterior y de Seguridad Común, que estará vinculada al Consejo Europeo al tiempo 
que ejercerá como Vicepresidente de la Comisión y presidirá el Consejo de Asuntos 
Exteriores. 


2.2.2. Comisión Europea 


La Comisión es la institución que más genuinamente representa los intereses comunita- 
rios. Entre sus funciones está la de supervisar la aplicación de la normativa común bajo 
el control del Tribunal de Justicia. Tiene atribuido, prácticamente en régimen de mono- 
polio, el derecho de iniciativa legislativa y también se encarga de la gestión administra- 
tiva de la Unión. 


La Comisión es un órgano colegiado en el que cada Estado miembro tiene un Comi- 
sario que es designado, entre nacionales de los Estados miembros, por un período de 
cinco años —que podrá ser renovable—. La Comisión puede ser censurada por el PE 
por incumplimiento de sus obligaciones. Si dicha moción prospera, la Comisión cole- 
giadamente se ve obligada a dimitir aunque continuará desempeñando sus funciones 
hasta que sea nombrada otra nueva. 


La Comisión tiene por objeto garantizar y el funcionamiento del mercado común, y 
en concreto (art. 211 CE): 


— Velar por la correcta aplicación de la normativa contenida en los tratados. 

— Formular recomendaciones o emitir dictámenes de acuerdo con lo previsto por el 
TCE o bien por propia iniciativa. 

— Disponer de un poder de decisión propio y participar —a través de propuestas— 
en la formación de los actos del Consejo y del Parlamento en las condiciones 
previstas por el TCE. 

— Ejercer las competencias que el Consejo le atribuya para la ejecución de las nor- 
mas por él establecidas. 
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La Comisión funciona como el gobierno de gestión de la Unión Europea. Tiene un 
presidente y uno o dos vicepresidentes y los comisarios tienen encomendadas unas de- 
terminadas funciones de gobierno y de administración. Toma sus acuerdos por mayoría 
simple del número de miembros que la componen y sólo podrá reunirse válidamente 
cuando esté presente el número de miembros que fije su reglamento interno. 


El TCUE introduce importantes novedades en la Comisión, más en relación con su 
orientación política y composición que en sus competencias que básicamente no se alte- 
ran. Las más importantes se refieren a las figuras de su Presidente, al Ministro de Asun- 
tos Exteriores de la Unión y a la designación de los restantes comisarios. 


2.2.3. Consejo de Ministros 


El Consejo de Ministros, es una institución comunitaria que representa los intereses de 
los Estados miembros y sobre el que históricamente ha recaído el poder de decisión. 
Está compuesto por un representante de cada uno de los Estado miembro con rango mi- 
nisterial que deberá estar facultado para comprometer a plenamente a su gobierno en los 
asuntos que se traten. El TUE le asigna las siguientes funciones: 


— Poder de decisión. 


— Asegurar la coordinación de las políticas económicas generales de los Estados 
miembros. 


— Atribuir a la Comisión competencias de ejecución de los actos que el mismo 
adopte, sin perjuicio de que pueda reservarse, en determinados casos específicos, 
el ejercicio directo de tales competencias. 


La presidencia del Consejo se ejerce por rotación entre los Estados durante un pe- 
riodo de seis meses según el orden que aquél determine por unanimidad. Sus reunio- 
nes las prepara el Comité de Representantes Permanentes (COREPER) de los Estados 
miembros que se encarga, además, de realizar las tareas que el Consejo le confíe. 
También cuenta con una Secretaría General que es la que se ocupa del trabajo admi- 
nistrativo. 


El Consejo toma sus acuerdos por mayoría (que puede ser simple —cuestiones de 
procedimiento y aprobación de su Reglamento interno— o cualificada —que es la regla 
general—) o por unanimidad de los miembros que lo componen, ateniéndose en cada 
caso a lo que dispongan los tratados. La regla general que se utiliza es la de la mayoría 
cualificada, salvo disposición en contrario del TCE; no obstante, los supuestos para los 
que todavía es necesaria la unanimidad, a pesar de la considerable reducción que se ha 
ido introduciendo en las sucesivas revisiones del TUE, se extienden a un buen número 
de casos. 


Para la aplicación de la mayoría cualificada, el número de votos de que dispone cada 
Estado se recoge en la Tabla 2.1. En dicha Tabla figuran tanto los votos asignados a los 
mismos antes de la entrada en vigor de la reforma de Niza como los que les corresponde 
tras la ampliacion al Este. A partir del 1 de noviembre de 2004, le número de votos 
mínimo requerido para dicha mayoria cualificada, es de 232 votos (el 72,3%); adicio- 
nalmente se exigen otras dos condiciones: que sea aprobada por la mayoría simple de 
los Estados miembros y que los votos favorables representan como mínimo el 62% de la 
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población total de la Unión. Esto es lo que se conoce como la regla de la triple mayoría 
y que hace sumamente complicado tomar decisiones con agilidad. 


Por su parte, para la minoria de bloqueo se requieren 91 votos (26,4%) y que los 
Estados la solicitan representen una poblacion de al menos el 38% del total de la Unión. 
El doble criterio exigido por Niza para el bloqueo de una decision del Consejo, requiere 
el acuerdo de un minimo de tres de los cuatro Estados grandes uno de los cuales ha de 
ser Alemania; de no ser Alemania uno de ellos, habrá de reunirse un minimo de cuatro 
Estados, tres de ellos grandes (Francia, Italia y Reino Unido). 


En el TCUE, el Consejo de Ministros experimenta importantes modificaciones tanto 
en sus funciones legislativas y presupuestarias como en el proceso de toma de deci- 
siones. 


Por lo que respecta a las primeras, el Consejo ejercerá conjuntamente con el Parla- 
mento Europeo tales funciones; esto es, la colegislación en igualdad de condiciones. 
Además de esa función legislativa, el Consejo también tendrá funciones de definición y 
de coordinación de políticas —mayormente económicas— en las condiciones estableci- 
das en la Constitución, competencia esta última que en buena lógica debería correspon- 
der a la Comisión puesto que al hacerlo el Consejo se convierte en juez y parte en los 
supuestos que haya que establecer sanciones (como ocurre con el Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento). 


En lo relativo a la toma de decisiones, la configuración de la regla de la mayoría, 
para superar las deficiencias de Niza, ha sido uno de los asuntos más polémicos y deba- 
tidos por el TCUE. Se ha establecido, como regla general, el principio de la doble 
mayoría. La mayoría cualificada en el Consejo (y también para Consejo Europeo cuan- 
do haya de aplicarla) se establece en un mínimo del 55% de Estados miembros que reú- 
nan al menos un 65% de la población. La minoría de bloqueo se fija en el 35% de la 
población y deberá comprender un mínimo de cuatro Estados miembros. 


2.2.4. Parlamento Europeo 


El Parlamento Europeo (PE) es la institución que representa a los ciudadanos de la 
Unión por lo que la cuota que corresponde a cada Estado miembro debe guardar cierta 
relación con su población. Ejerce, conjuntamente con el Consejo, las funciones legislati- 
va y presupuestaria, así como las de control político y consultivas, en las condiciones 
establecidas por el TCE. 


Históricamente los ciudadanos de los Estados pequeños y medianos han estado me- 
jor representados en el PE que los grandes y así sucederá también en el futuro puesto 
que según establece el TCUE, dicha representación será decrecientemente proporcional 
a la población; con independencia de cual sea ésta, cada Estado contará con un míni- 
mo de 6 diputados y un máximo de 96. El número de escaños por Estado en la UE-15 y 
los establecidos por el Tratado de Niza para la UE-27, se recoge en la Tabla 2.1. 


Desde de Junio de 1979, los eurodiputados son elegidos por sufragio universal direc- 
to, libre y secreto y para un mandato de cinco años. Es la única institución comunitaria 
plenamente democrática y sin embargo ha tenido —y aun tiene a pesar del incremento 
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EA NANO iS DE LA UNIÓN 


Además de los Tratados existe la normativa co- 
munitaria derivada que también es fuente de de- 
rechos y de obligaciones. Tiene una aplicabili- 
dad propia que es necesaria para el correcto 
funcionamiento de las Comunidades. De lo con- 
trario, primaría la normativa de los Estados so- 
bre la supranacional. 


Para el cumplimiento de sus obligaciones, 
en los ámbitos de la CE y del Euratom, el Con- 
sejo y el Parlamento conjuntamente, o bien el 
Consejo o la Comisión, adoptarán reglamentos 
y directivas, tomarán decisiones y formularán 
recomendaciones o emitirán dictámenes en las 
condiciones previstas por los Tratados. Estos 
son los actos jurídicos comunitarios. Aunque 
formalmente no existe jerarquía entre ellos, tie- 
nen diferente alcance y destinatarios y también 
hay una diferencia esencial entre los mismos: 
los reglamentos, las directivas y las decisiones 
son de obligado cumplimiento, en tanto que las 
recomendaciones y los dictámenes no lo son. 


— Reglamento. Es un acto jurídico que tiene 
alcance general, de aplicabilidad directa y 
obligatoria en todos sus términos en el or- 
den jurídico de los Estados miembros sin 
necesidad de incorporarlo a las legislaciones 


nacionales. Se utilizan especialmente para 
las políticas comunes. 


Directiva. Es un acto jurídico que obliga al 
Estado miembro destinatario en cuanto al 
resultado que deba conseguirse, dejando en 
manos de las autoridades nacionales la elec- 
ción de la forma y los medios necesarios a 
tal fin. A diferencia del reglamento, la direc- 
tiva no tiene alcance general: sus destinata- 
rios los Estados miembros. Se utiliza, entre 
otros supuestos, para la armonización. 


Decisión. Es un acto jurídico Ge obligatorio 
cumplimiento en todos sus elementos y pa- 
ra todos los destinatarios. A diferencia del 
reglamento, la decisión tiene destinatarios 
concretos. 


Recomendación. Es un acto no vinculante 
pero que sí tiene un peso político o moral. Se 
suele utilizar para invitar a los Estados miem- 
bros a actuar de una determinada forma. 


Dictamen. Es un acto comunitario de carác- 
ter no vinculante. A través de ellos las insti- 
tuciones comunitarias suelen manifestar su 
Opinión y contribuye a fundamentar la toma 
de decisiones. 


de sus competencias— unas competencias que en modo alguno se corresponden con su 
15 
estatus >. 


Como resultado de tales elecciones, los eurodiputados forman grupos parlamenta- 
rios de acuerdo con sus ideologías y con independencia de cual sea el Estado miembro 
de procedencia. 


En la adopción de los actos legislativos la participación del Parlamento se ajusta a 
tres procedimientos: Dictamen, Cooperación y Codecisión. Dichos procedimientos su- 
ponen una gradación creciente en las competencias que históricamente ha ido adquirien- 
do el PE; el TCE establece en cada caso concreto el procedimiento que debe seguirse. 
Además de los tres procedimientos antes citados para la adopción de los actos legis- 
lativos, existe un cuarto procedimiento: el Presupuestario. Para la aprobación del 
presupuesto de las Comunidades Europeas, se sigue una mecánica muy similar al proce- 


15 Hasta el presente los diputados europeos son elegidos por sufragio directo siguiendo un sistema 
proporcional. Referido a la UE-15, el distrito electoral lo constituye todo el territorio nacional en Aus- 
tria, Dinamarca, España, Francia, Luxemburgo; las regiones, en Bélgica, Italia y Reino Unido; y una 
fórmula mixta en Alemania. 
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dimiento de codecisión. En virtud del mismo, el PE tiene poder de decisión en la adop- 
ción del presupuesto comunitario. 


Además de las citadas, el PE tiene encomendadas otras funciones que pueden resu- 
mirse en las siguientes: 


— Emitir informes sobre cualquiera de los temas que afecten a la Unión Europea. 


—Comparecencia del Consejo Europeo y del Consejo de Ministros en las condicio- 
nes fijadas por los reglamentos internos de ambas instituciones. 


— Control político sobre la Comisión: aprobar la investidura del presidente y de- 
más miembros de la Comisión, interpelaciones (orales o escritas) y moción de 
censura. 

— Solicitar a la Comisión que presente propuestas sobre cualquier asunto que, a 
juicio del PE, requiera la elaboración de un acto comunitario. Si la Comisión no 
presenta propuesta viene obligada a comunicar las razones al PE. 


— Constituir, a petición de una cuarta parte de sus miembros, comisiones de inves- 
tigación para examinar infracciones o mala administración en la aplicación del 
derecho comunitario. 


— Recibir peticiones de los ciudadanos de la Unión o de las personas físicas o jurí- 
dicas que tengan su domicilio en cualquier Estado miembro sobre asuntos pro- 
pios de los ámbitos de actuación de las Comunidades que les afecten directa- 
mente. 


— Nombrar al Defensor del Pueblo. 
— Moción de censura colectiva a la Comisión. 


Si bien el PE ha ido ganando competencias en los sucesivos tratados, la mayoría de 
edad la adquiere con el TCUE que generaliza, para la mayoría de los actos legislativos, 
el procedimiento de codecisión con el Consejo de Ministros, además de incrementar sus 
funciones de control político y consultivas. 


2.2.5. Tribunal de Justicia 


El Tribunal de Justicia (TJ) fue desde sus inicios una institución común para las tres 
Comunidades. Su función es la de asegurar el respeto del Derecho en la interpretación y 
aplicación de los tratados comunitarios y la normativa derivada. 


Está compuesto al menos por un juez por Estado miembro y podrá actuar en salas o 
en pleno de conformidad con las normas establecidas al respecto en el Estatuto del Tri- 
bunal de Justicia. El TJ estará asistido de ocho abogados generales, número que puede 
ser modificado, a solicitud de dicho Tribunal, por unanimidad del Consejo'*. Ambos, 
jueces y abogados, serán designados, de común acuerdo, por los Gobiernos de los Esta- 
dos miembros entre personalidades de reconocida competencia que reúnan las condi- 
ciones requeridas para el ejercicio profesional en sus respectivos países y que ofrezcan 


16 La función de los abogados generales consistirá en presentar públicamente, con toda imparciali- 
dad e independencia, conclusiones motivadas sobre los asuntos que, de conformidad con el Estatuto del 
Tribunal de Justicia, requieran su intervención. 
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absolutas garantías de independencia. El mandato de los jueces y abogados generales 
tiene una duración de 6 años procediéndose cada tres a la renovación por mitad —pu- 
diendo ser reelegidos—. Entre los jueces elegirán al Presidente del Tribunal cuyo man- 
dato es de tres años pudiendo ser reelegido. 


Los miembros del TJ gozarán de total independencia en cumplimiento de sus obli- 
gaciones y sus deliberaciones serán secretas. Las decisiones se toman por mayoría sim- 
ple y sus sentencias, firmadas por todos los jueces participantes en la deliberación, son 
vinculantes para sus destinatarios: Estados, Instituciones comunitarias y personas físicas 
y jurídicas. 


El Tribunal es de instancia única y por ello no cabe recurso alguno contra sus deci- 
siones. Normalmente el TJ se reúne en sesión plenaria y desde luego siempre que lo 
solicite un Estado miembro o una institución comunitaria que sea parte en un proceso. 
No obstante, en las condiciones previstas por su reglamento interno, podrá constituir 
salas compuestas de tres, cinco o siete jueces para proceder a determinadas diligencias 
de instrucción o conocer de un asunto concreto. 


Entre las funciones encomendadas al TJ, están las siguientes: 


— Controlar el cumplimiento del Derecho comunitario por parte de los Estados 
miembros (se puede establecer recurso por incumplimiento). 


— Controlar la actividad de las instituciones comunitarias, tanto de los actos que 
emanen de ellas (recurso de anulación y cuestión prejudicial de validez) así co- 
mo de sus inacciones (recurso de omisión). 


— Declarar la responsabilidad extracontractual de la CE (recurso por responsabili- 
dad extracontractual). 


— Respetar el Derecho comunitario (cuestión prejudicial de interpretación). 


El Tribunal controlará la legalidad de los actos adoptados conjuntamente por el PE y 
el Consejo, por el Consejo, la Comisión y por el BCE siempre que no sean recomenda- 
ciones o dictámenes y también controlará los actos del PE destinados a producir efectos 
jurídicos frente a terceros. 


Al TJ podrán dirigirse cualquier institución comunitaria, los Estados miembros y to- 
da persona física o jurídica residente o domiciliada en un Estado miembro de la UE”. 
El TJ también será competente para pronunciarse sobre los recursos interpuestos por el 
Tribunal de Cuentas y por el BCE con el fin de salvaguardar prerrogativas de ambas 
instituciones. 


El Tribunal también examinará los asuntos que, a título prejudicial, le sean traslada- 
dos por los tribunales nacionales. La finalidad de tal consulta versa sobre la interpreta- 
ción O la apreciación de la validez de las disposiciones de derecho comunitario. 


17 En el caso de los Estados, antes de recurrir al TJ (porque, por ejemplo, estime que otro Estado 
miembro ha incumplido alguna de los preceptos que le obligan los Tratados), debe someter primero el 
asunto a la Comisión quien emitirá un informe una vez oídas las observaciones que deseen formular 
ambos Estados por escrito y oralmente; si la Comisión no emitiese su dictamen en un plazo de tres me- 
ses, la falta del mismo no será obstáculo para poder recurrir al TJ (art. 237 ¡IGE) 
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El TJ, según el art. 234 del TCE, será competente para pronunciarse con carácter 
prejudicial sobre las siguientes cuestiones: 


— La interpretación de los Tratados. 


— Sobre la validez e interpretación de los actos adoptados por las instituciones de 
la Comunidad y por el BCE. 


— Sobre la interpretación de los estatutos de los organismos creados por un acto 
del Consejo, cuando dichos estatutos así lo prevean. 


Se agrega al TJ un Tribunal de Primera Instancia cuyos miembros serán nombrados 
por los Estados miembros de común acuerdo por un período de seis años, también reno- 
vables parcialmente cada tres y pudiendo ser reelegidos. Este tribunal se encargará de 
conocer en primera instancia de determinadas categorías de recursos previamente deter- 
minados por el Consejo por unanimidad a instancias del TJ y previa consulta al PE. Las 
sentencias del Tribunal de primera instancia son recurribles, con carácter excepcional, 
ante el TJ. 


El TCUE también ofrece algunas novedades sobre el Tribunal de Justicia que pasará 
a denominarse Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE). El TJUE comprenderá 
el Tribunal de Justicia propiamente dicho, el Tribunal General y los tribunales especiali- 
zados adjuntos al Tribunal General que se creen. El TCUE incluye un protocolo sobre el 
Estatuto del TJUE. 


2.2.6. Tribunal de Cuentas 


El Tribunal de Cuentas está constituido por un miembro por Estado, designados por el 
Consejo previa consulta al Parlamento. La designación se hace entre personalidades que 
pertenezcan o hayan pertenecido en sus respectivos países a instituciones de fiscaliza- 
ción externa o que estén especialmente cualificados para esta función. El mandato es 
por seis años, renovable y entre sus miembros eligen al presidente cuyo mandato es de 
tres años (también renovable). 


El TC actúa de forma colegiada y con total independencia en defensa del interés 
general de la UE (no solicitará ni aceptará instrucciones de ningún Gobierno ni de nin- 
gún organismo), gozando de los mismos privilegios e inmunidades que los miembros 
del TJ. El cese sólo podrá declararlo del TJ a instancias del propio Tribunal de Cuentas. 


Su función estriba en controlar la gestión y la legalidad financiera del presupuesto 
comunitario y de cualquier otra actividad comunitaria que pueda originar ingresos o 
gastos. Es decir, del control de la totalidad de los ingresos y gastos del presupuesto co- 
munitario y de otro cualquier organismo creado por la UE siempre que su acto constitu- 
tivo no excluya dicho examen. 


La fiscalización de los ingresos se efectuará sobre la base de las liquidaciones, y la 
de los gastos, sobre los compromisos asumidos y los pagos realizados. El control se 
llevará a cabo sobre la documentación contable y, en caso necesario, en las dependen- 
cias de cualquier entidad que gestione ingresos y gastos en nombre de la CE, ya corres- 
ponda a otras instituciones comunitarias, a los Estados miembros o a cualquier persona 
física o jurídica que perciba fondos del presupuesto; cuando el control se efectúe en los 
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Estados miembros, se hará en colaboración con las instituciones nacionales dedicadas a 
tal fin. 


Por lo que respecta al Banco Europeo de Inversiones (BED), el derecho de acceso del 
TC a las informaciones que posee el citado Banco, se regirá por un acuerdo celebrado 
entre el TC, BEI y la Comisión; en ausencia de dicho acuerdo, el TC tendrá acceso a las 
informaciones necesarias para realizar las tareas de control. 


El TC tendrá la obligación de informar de cualquier irregularidad que detecte y 
anualmente elaborará un informe tras el cierre del ejercicio presupuestario que se publi- 
cará en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas (DOCE). El TCUE no presenta 
cambios destacables en esta institución. 


2.2.7. Órganos consultivos de la Unión 


Los principales órganos consultivos de la Unión son el Comité Económico y Social 
(CES) y el Comité de las Regiones (CR). Ambos son órganos de asistencia del Parla- 
mento Europeo, del Consejo y de la Comisión Europea. El primero opera en la CE y en 
el Euratom y el segundo sólo en el ámbito de la CE. 


El número total de representantes en dichos órganos es el mismo y se distribuye por 
Estado miembros de la forma que se recoge en la Tabla 2.1. Las normas sobre su com- 
posición serán revisadas periódicamente por el Consejo para tener en cuenta la evolu- 
ción económica, social y demográfica en la Unión, sin que su número pueda exceder de 
350. Dichos representantes son nombrados por el Consejo por unanimidad por un perío- 
do de cinco años pudiendo ser renovados y entre sus miembros elegirán a su presidente 
y a la mesa por un periodo de dos años y medio'*. Sus miembros, que no podrán serlo al 
mismo tiempo del PE, no estarán vinculados por ningún mandato imperativo y ejercerán 
sus funciones con absoluta independencia en interés general de las Comunidades. 


El CES fue creado por el TCEE y representa intereses sociales. En este caso, lo que 
se pretende es que estén representados los intereses económicos y sociales de la socie- 
dad civil: empresarios, trabajadores, agricultores, transportistas, comerciantes y artesa- 
nos, así como de las profesiones liberales y del interés general. Para que estos colectivos 
estén adecuadamente representados en el CES, el Consejo consultará a la Comisión y 
también puede recabar la opinión de las organizaciones europeas que sean representati- 
vas de aquellos. El CES ha de ser preceptivamente consultado en los casos previstos por 
los tratados y en todos aquellos que los consideren oportuno. Por su parte, el CES podrá 
también emitir dictámenes dentro del orden de sus competencias o cuando lo estime 
conveniente. 


Por su parte, el Comité de las Regiones es una institución que se crea por el Tratado 
de Maastricht en el marco de la cohesión económica y social donde las regiones co- 
mienzan a adquirir un relieve singular. Dicho Comité pasa a asumir las funciones que 
con anterioridad desempeñaba el CES en el ámbito de la política regional. Su composi- 


18 Para realizar el nombramiento, cada Estado miembro propone al Consejo una lista que habrá de 
contener el doble de candidatos que los puestos atribuidos a cada uno de ellos. De esta forma, la mitad 
son titulares y la otra mitad suplentes. 
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ción y características son también similares a las del CES del cual proviene. Tiene 
igualmente carácter consultivo para los aspectos que versen sobre asuntos territoriales y 
está compuesto por igual número de miembros que el CES aunque, en este caso, sus 
representantes proceden de los entes regionales y locales. El Comité de las Regiones 
será consultado en los casos expresamente previstos por los tratados. Lo mismo que su- 
cede con el CES, el Comité de las Regiones también puede emitir dictámenes por propia 
iniciativa. 

Salvo alguna cuestión de detalle sobre plazos, el TCUE no añade nada nuevo en 
relación con estos dos órganos. 
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Anexo 2.1. TERRITORIO Y POBLACIÓN UE-25 


Superficie Población (2001) ab Tasa Tasa 
(km?) EDITE bruta de bruta de 


España 505.182 21.780.869 | 22.327.661 

Alemania 357.020 40.356.014 | 42.175.657 10,3 
Austria 83.859 3.949.825| 4.190.297 9,5 
Bélgica 30.518 5.087.176 | 5.309.245 10,3 
Chipre — 359.248 371.119 Te 
Dinamarca 43.094 2.670.135| 2.727.505 10,7 
Eslovaquia 49.035 2.611.124 2.768.929 97 
Eslovenia 20.273 976.802| 1.019.631 9,8 
Estonia 45.228 624.961 731.084 13,4 
Finlandia 304.529 2.552.893 | 2.666.839 9,4 
Francia 543.965 29.111.526 | 30.789.154 9,2 
Grecia 131.626 5.448.582 | 5.557.795 9,6 
Hungría 93.029 4.804.113 5.312.629 13,4 
Irlanda 70.273 2.002.778 | 2.024.954 e 
Italia 301.333 28.068.608 | 29.819.637 99 
Letonia 64.589 1.068.336| 1.250.867 13,9 
Lituania 65.300 1.608.687 1.837.170 11,9 
Luxemburgo 2.586 223.020 228.580 9,1 
Malta == 198.099 201.768 7,8 
Países Bajos 33.873 8.045.914| 8.212.118 87 
Polonia 312.685 18.486.430 | 19.704.178 9,6 
Portugal 91.906 5.066.308 | 5.408.377 10,4 
Reino Unido 243.820 29.177.721 | 30.495.363 10,3 
República Checa 78.860 4.974.740 | 5.236.715 10,9 
Suecia 410.934 4.446.656| 4.529.014 10,4 
Unión Europea mu 220.425.122 | 231.625.266 9,9 


Fuentes: INE y Eurostat. 
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Anexo 2.2. TASA DE ACTIVIDAD Y PARO UE-25 (2004) 


Tasa de actividad Tasa de paro 





España 8,2 15,0 
Alemania 10,0 9,2 
Austria 43 4.2 
Bélgica 7.6 8,9 
Chipre 3,8 46 
Dinamarca 4,8 6,0 
Eslovaquia 17,4 17.7 
Eslovenia 6,3 Zi 
Estonia 10,2 9,9 
Finlandia 9,2 8,9 
Francia 8,4 10,3 
Grecia 5,9 14,2 
Hungría 6,1 5,6 
Irlanda 5,1 44 
Italia 6,8 11,6 
Letonia 10,6 10,4 
Lituania 1257, 12,2 
Luxemburgo 3,0 4,6 
Malta St 8,7 
Países Bajos 3,6 3,9 
Polonia 19,0 20,4 
Portugal 00 ME 
Reino Unido O 4,3 
República Checa 6,2 9,9 
Suecia 6,1 Da 

8,4 10,0 


Unión Europea 


Fuentes: IEA y Eurostat. 
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Anexo 2.3. TASA MIGRATORIA (UE-25) 


Cos 10 5105 10610] 100 1000200 2012002208 
2,6 1,8 15% 0,2 eS 170 1, 16113 3,9 3,9 
























Belgium 
Denmark 
Germany 00 
Greece 2 
Spain 17,8 
France 0,9 
Ireland 7,9 
Italy 10,4 
Luxembourg 4,7 
Netherlands 0,4 
Austria 4,7 
Portugal 6,1 
Finland 1 
Sweden 3,2 
United Kingdom 44 
EU15 5,4 






EU25 


Fuente: Eurostat. 
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Anexo 2.5. PIB PER-CÁPITA EN TÉRMINOS DE PARIDAD 


ASPECTOS PRELIMINARES 


DE PODER DE COMPRA (PPP) DE LOS ESTADOS 


DE LA UE-27 (UE-25 = 100) Y OTROS PAÍSES 


1595 | 1998 [1667 | 1998 | 1566 |2000 [20012002 [2005 | 20042005 | 2008 









































EU (25 countries) | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 | 100 

EU (15 countries) | 111. | 111 1 111 | 110 Mo | 110 HO | 110 | 110- | 109%. 1098 | 1092 
Belgium 191181 MA SA So Ide oi de iS eS 
Czech Republic 701] 74.1 6% | 60 | 65 64 66 67 68 70 aras 
Denmark 125111264 41268 1250 27 ele 120 2 121 1225112211223 
Germany 122.120 118 [1166 1415 M3 (111 Mo 109 | 109 17108] 107 
Estonia 350 ST AOS EA TOA (AA 43 44 46 49 51 537 557 
Greece 72 71 72 71 71 Le L3 TA 81 82 823712835 
Spain 87 87 87 89 91 93 94 96 99 982 982 98* 
France 116 15 (1155. (6 118 (15.115 Me ue lo | Mo. 10 
Ireland 991 11103 1149 | 118 11281 12/1180 11184 14186 11418 (1481459 
Italy 115 | 114 | 112 | 113 | 112 | 110 | 110% | 108> | 1062 | 1052 | 1042 | 10382 
Cyprus 86? | 84 83? 84? 85 86 89 83 82 81 822 838 
Latvia 301 311 38%. 3451 394 35 3% 39 41 43 452 | 48% 
Lithuania A 87 39 3 38 40 42 45 48 502 ne? 
Luxembourg 178 117 [184 1192 2071 217 [211 21 | 213 | 220] 994a | Dogs 
Hungary 499 | 490 50? Se 02 53 56 58 60 61 62 63* 
Malta - — — — = | 77 E 73 73 72 71 AO 08 
Netherlands 120120 120% 1.21 120 | 121 128 | 127 | 126 | 1258 | 1242 | 42932 
Austria 128. 129 1126 [125 | 1296 1127 11989 191 (1291 | 122. 190 1 4972 
Poland 41P| 422 | 44b | 459 | 45 46 45 45 46 47 488 498 
Portugal 75 75 dd 78 80 80 80 79 77 LO SAS 
Slovenia 68? | 69 vila 723 74 73 74 TS 76 78 798 81? 
Slovakia 440 | 46» | 479 | 48b| 47 48 48 51 52 52 DADOS 
Finland 106 | 106 111 114 | 112 | 114 | 114 | 114 | 113 | 114 | 1162 | 1162 
Sweden 181 061316 114 M8 Me HS iia Ml dE AE 
United Kingdom 110 111 113 | 113 | 113 | 114 | 114 | 118 | 1198 | 4192 | 3208 1208 
Bulgaria 319 | 289] 269 | 26b | 26 EN 28 29 30% ¿[8095 MS18: 130% 
Croatia 37 | 40 | 419 | 4099] 209] 43b 42) 44) 45» 468 | 472 482 
Romania — — — |. 26 26 25 26 28 30 32 SS E 84 
Turkey 30% 31615338] 32% | 29 30 26 26? | 288 | 29. | 29 | ga 
Iceland 1211124 11251 127 | 1271 185 124 a1A 116. M6 1 1208 
Norway | 132 139 bl 141 Al ISS 160 " 57 | 148 | 146 | 153 | 1562 1967 





— No disponible; * Predicción; * Valor estimado. 


Fuente: Eurostat. 
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SUMARIO 
3.1. El mercado común o interior en el contexto de la integración co- 
munitaria 


3.1.1. Acotación necesaria 
3.1.2. La construcción del mercado común 
3.1.3. Del mercado común al mercado interior de 1993 


3.2. Normativa comunitaria sobre la competencia 
3.2.1. Concepto y ámbito de aplicación 
3.2.2. Tipología de reglas comunitarias sobre la competencia 
3.2.3. Una valoración global sobre el mercado interior 


En este capítulo estudiamos los aspectos generales que afectan a la 
construcción del mercado común o interior de la Unión Europea. En 
concreto, los elementos esenciales que lo constitiyen: las libertades eco- 
nómicas de circulación y las reglas sobre la competencia. En los dos 
capítulos que siguen, nos centraremos en el estudio específico de cada 
una de las libertades de circulación. 
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3.1. EL MERCADO COMÚN O INTERIOR EN EL CONTEXTO 


DE LA INTEGRACIÓN COMUNITARIA 


3.1.1. Acotación necesaria 


Con frecuencia se producen confusiones al hacer equivalentes las expresiones Comuni- 
dad Europea con mercado común y éste con mercado interior. Comunidad Europea y 
mercado común no significan lo mismo y, en cambio y prescindiendo de matices, sí lo 
son —al menos desde el punto de vista económico— mercado común y mercado 
interior. 


Las diferencias entre mercado común y mercado interior legalmente sí parecen exis- 
tir como se desprende de la lectura de los arts. 94 y 95 del TCE. El primero relativo al 
mercado común: el Consejo adoptará por unanimidad directivas para la aproximación 
de las disposiciones legales de los Estados miembros que incidan directamente en el 
establecimiento o funcionamiento del mercado común; y el segundo, de mercado inte- 
rior: el Consejo, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 251 —-—procedi- 
miento de codecisión que fue introducido por el Tratado de Maastricht—, adoptará las 
medidas relativas a la aproximación de las disposiciones legales de los Estados miembros, 
que tengan por objeto el establecimiento y el funcionamiento del mercado interior”. 


Durante mucho tiempo el concepto de Comunidad Económica Europea se identificó 
con Mercado Común —se usaban indistintamente—. Lo que debía ser una parte —el 
mercado común—, se hacía equivaler con el todo —la Comunidad—, como si ese todo 
no pasara de ser —o no aspirase a ser— más que un mercado común. Aunque el con- 
cepto de mercado común no aparece definido en el TCEE —<ue es el que lo introdu- 
ce—, es obvio que no significaban lo mismo. El Art. 1 de dicho Tratado dice que las 
Altas Partes Contratantes instituyen entre sí una Comunidad Económica Europea; el 
art. 2, que La Comunidad tiene por misión, mediante el establecimiento de un mercado 
común y la aproximación progresiva de las políticas económicas de los Estados miem- 
bros, promover un desarrollo armonioso de las actividades económicas en el conjunto 
de la Comunidad, y el art. 8, en su apartado 1 que El mercado común será progresiva- 
mente establecido a lo largo de un período transitorio de doce años. 


En el caso de la presunta diferenciación entre mercado común y mercado interior, la 
confusión deriva de la Segunda parte del Tratado TCEE —<que se ocupa de los Funda- 
mentos de la Comunidad—, en la que aparecen mezcladas las libertades de circulación 
con otras políticas internas (la agraria y la de transportes). Los cuatro títulos de esta 
parte del Tratado se distribuyen así: el Título I, regula la libre circulación de las mercan- 
cías; el II, la agricultura; el III, la libre circulación de las personas, servicios y capitales 
y, el IV, los trasportes. Por su parte, las reglas sobre la competencia venían reguladas 
por la Tercera parte del Tratado bajo la denominación La política de la competencia de 
la Comunidad. 


Es obvio que el mercado común constituye uno de los fundamentos esenciales de la 
construcción europea, como también lo era en el TCEE la política agraria, una especie 


' En el proyecto de Tratado sobre la Constitución para Europa (TCUE) estos dos artículos se con- 
vierten en los artículos 111-64 y THI-65; en ambos se mantienen los mismos procedimientos —unanimidad 
y codecisión, respectivamente— pero en cambio en los dos se hablan de «establecimiento o funciona- 
miento de mercado interior», desapareciendo del primero la expresión mercado común. 
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de mercado común específico —con sus propias reglas de funcionamiento— dentro del 


mercado común general, pero que no seguía los principios liberales que inspiraban a 
éste último. 


En sentido estricto, un mercado común es el resultado de la libre circulación de mer- 
cancías, personas, servicios y capitales en el marco de unas reglas definidas sobre la 
competencia. Esta cuestión queda ya aclarada perfectamente por el AUE (art. 8 A), que 
introduce la noción mercado interior y lo define como: ... un espacio sin fronteras 
interiores, en el que la libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales 
estará garantizada de acuerdo con las disposiciones del presente Tratado. 


El TCUE clarifica definitivamente esta cuestión. Y lo hace en el capítulo I de la 
Parte III que se denomina Mercado interior. Dicho Capítulo, en sus Secciones 1 a 5, 
regula conjuntamente las cuatro libertades y las normas sobre la competencia. En cam- 
bio, la política agraria y la de transportes, que siempre aparecían mezclada con las liber- 
tades de circulación, se trasladan al Capítulo II (Secciones 4 y 7, respectivamente) que 
versa sobre Políticas de otros ámbitos específicos. 


3.1.2. La construcción del mercado común 


En la lógica de la integración europea, el mercado común es la resultante de la unión 
aduanera y de los restantes principios de libre circulación, todo ello enmarcado en un 
régimen de concurrencia que no falsee la competencia. Para su consecución, la acción 
de la Comunidad implicará conseguir, entre otros, los siguientes objetivos: 


— Eliminación, entre sus miembros, de los derechos de aduana y de las restriccio- 
nes cuantitativas al comercio de las mercancías así como cualquier otra medida 
de efecto equivalente. 


— Establecimiento de una tarifa aduanera común y de una política comercial co- 
mún frente a terceros. 


— Abolición entre los Estados miembros de los obstáculos que se opongan a la li- 
bre circulación de las personas, los servicios y los capitales. 


— Establecimiento de un régimen que asegure la libre concurrencia. 


— Aproximación de las legislaciones nacionales en la medida que sea necesaria pa- 
ra garantizar el buen funcionamiento del mercado común, etc. 


En definitiva, el mercado común se hace posible mediante la aplicación de tres 
instrumentos: el establecimiento de una unión aduanera, cuyo objeto es el de conseguir 
la libre circulación de los bienes; la armonización legislativa, para garantizar la libre 
circulación de las personas, los servicios y los capitales; y unas reglas claras sobre la 
competencia que permitan a los operadores actuar en igualdad de condiciones en el 
mercado. Estos son requisitos imprescindibles para que pueda establecerse un mercado 


común. 


El Tratado de Roma por el que se creaba la CEE entre los primeros seis Estados 
miembros, previó la formación de un mercado común de forma progresiva durante un 
período transitorio de doce años dividido en tres etapas de cuatro años de duración cada 


una. 
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Por lo que respecta a las mercancías, el elemento más significativo —aunque no 
único— que permite su libre circulación, es la unión aduanera. La unión aduanera im- 
plica, por una parte, la supresión de todo tipo de barreras internas (ya sean de carácter 
arancelario o no arancelario) al intercambio de bienes y, por otra, el establecimiento de 
un arancel aduanero común entre los países que la forman. 


En cuanto a la libre circulación de las personas, los trabajadores de los países miem- 
bros han de tener derecho a poder circular libremente, residir y trabajar en el territorio 
de otro país miembro en igualdad de condiciones que los nacionales y con idénticos 
derechos políticos, económicos y sociales. Por lo tanto, no podrá existir discriminación 
en cuanto a la remuneración, condiciones de trabajo, impuestos, beneficios por enferme- 
dad, desempleo, etc. 


En lo relativo a la libertad de establecimiento y de prestación de servicios, cualquier 
persona física o jurídica debe gozar de iguales derechos que los nacionales de cualquier 
país miembro para poder abrir un establecimiento o para poder prestar unos servicios en 
el ámbito comunitario con independencia del lugar de residencia. 


Finalmente, por lo que respecta a la libre circulación de capitales, los países miem- 
bros han de abolir todo tipo de restricciones a los movimientos de capital así como cual- 
quier discriminación basada en la nacionalidad o en el lugar de residencia de las perso- 
nas físicas y jurídicas. 


Todas estas libertades de circulación, que serán estudiadas específicamente en los 
dos capítulos siguientes, no sólo no se consiguieron en el período transitorio (1958-70) 
sino que han encontrado fuerte resistencia a su liberalización en años posteriores debido 
a la crisis económica que se desencadenó en los setenta y que acentuó las tendencias 
económicas nacionalistas de los Estados. 


Efectivamente, para la unión aduanera, se previeron cláusulas de prórroga y de 
aceleración por si fuese necesario hacer uso de las mismas. Así ocurrió dada la bue- 
na coyuntura económica de la década de los sesenta, lo que permitió dar por con- 
cluida la misma dieciocho meses ante de la finalización del período transitorio. Por lo 
tanto, en julio de 1968, finalizó el período transitorio y teóricamente entró en funcio- 
namiento la unión aduanera. Sin embargo, eso fue más bien la expresión de un buen 
deseo que una realidad. A mediados de 1968, lo único que se había logrado era la 
tarifa exterior común y la eliminación de las barreras arancelarias internas y los con- 
tingentes; en cambio se había avanzado poco en la eliminación de las barreras no 
arancelarias. 


Tampoco se avanzó mucho en el resto de las libertades económicas. Por todo ello, la 
entrada en funcionamiento del mercado común (período definitivo), previsto para 1970, 
fue más de derecho que de hecho. 


3.1.3. Del mercado común al mercado interior de 1993 


La CEE no consiguió completar el mercado común en sus primeros doce años ni tampo- 
co logró entrar en la siguiente fase de integración: la de la unión monetaria, que la Co- 
munidad tenía previsto comenzar a partir de 1970. 
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Cuando, a mediados de los años ochenta, la crisis económica comenzó a superarse, 
la Comunidad había acumulado un considerable retraso tecnológico respecto de Estados 
Unidos y Japón. La Comisión, entonces presidida por J. Delors, tomó la iniciativa de 
ganar parte del terreno perdido presentando un proyecto que fuese capaz de ilusionar a 
los europeos. Este era el reto que planteaba el Libro Blanco sobre el Mercado Interior y 
el AUE —que le daba cobertura jurídica— cuyos objetivos eran los de concluir el mer- 
cado único para finales de 1992. 


El Libro Blanco sobre el Mercado Interior, es uno de los documentos más importan- 
tes que elaboró la Comisión en la etapa Delors?. Es un texto unicomprensivo de la pro- 
blemática que en esos momentos afectaba a la CEE al abordar con profundidad y con- 
creción los problemas pendientes de resolver para conseguir el mercado interior, la 
forma de llevarlo a cabo y el calendario preciso para conseguirlo. Para darle cobertura 
legal y agilizar el proceso de toma de decisiones, se procedió a la revisión y actualiza- 
ción de los Tratados originarios a través del AUE que fue aprobada en 1986. El art. 8A 
del AUE, estipula que La Comunidad adoptará las medidas destinadas a establecer 
progresivamente el mercado interior en el transcurso de un período que terminará el 31 
de diciembre de 1992. 


3.1.3.1. Las vías de armonización y de reconocimiento mutuo. 


El Libro Blanco identificaba los problemas que impedían la consecución del mercado 
interior y las 282 propuestas de directivas que, según la Comisión, eran necesarias para 
superarlos. El trabajo normativo que incorporaba el Libro Blanco era el más denso de 
los que ha tenido que abordar la Comunidad a lo largo de su historia y había que hacerlo 
en un calendario concreto que concluía a finales de 1992. La maquinaria legislativa co- 
munitaria hubo de trabajar a pleno rendimiento: la Comisión tenía que elaborar todas las 
propuestas de directivas, el Parlamento Europeo evacuar sus preceptivos dictámenes y 
el Consejo de Ministros aprobarlas. Igualmente esa carga legislativa se trasladó a los 
Estados por cuanto tenían que traspasar, a sus respectivas legislaciones nacionales, las 
directivas comunitarias. 


Los problemas que supone poner en funcionamiento la libre circulación de produc- 
tos y de factores —en particular por lo que respecta a las barreras técnicas—, en prin- 
cipio puede tratar de resolverse de dos formas: bien mediante la armonización vía di- 
rectivas o bien por el procedimiento de reconocimiento mutuo de las legislaciones 
nacionales. La armonización a través de directivas exige establecer unos mínimos y ha- 
cerlo caso por caso siendo prácticamente imposible abarcar todos los matices. En cam- 
bio, la vía del reconocimiento mutuo de legislaciones nacionales, en los supuestos en los 
que sea posible, resuelve esta cuestión de manera global ya que son transversales. 


2 El 12 de marzo de 1985, Jacques Delors expuso en un discurso ante el Parlamento Europeo en 
Estrasburgo el programa económico sobre el mercado interior. El Libro Blanco de la Comisión, elabora- 
do bajo la dirección de lord Cockfild, se publicó el 14 de junio de 1985 y fue aprobado por el Consejo 
Europeo en Milán en su reunión de 28 y 29 de junio de 1985. Comisión de las Comunidades «La conse- 
cución del mercado interior. El libro Blanco de la Comisión para el Consejo Europeo. Junio 1985». 
COM (85) final. Bruselas, 9 de septiembre de 1986. 
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La labor armonizadora que exigía el mercado interior era tan prolija y 2. que, 
probablemente, nunca se hubiese conseguido operando sólo a través de directivas”. Por 
ello, sin renunciar a este procedimiento, se utilizó en los casos que era factible (sobre 
todo en las cuestiones técnicas) el llamado principio de reconocimiento mutuo de las 
legislaciones nacionales. 


El principio de reconocimiento mutuo es, pues, una de las grandes novedades y 
aciertos que incorpora el Libro Blanco —y el AUE— ya que permite superar de forma 
eficaz los problemas de armonización. Es un enfoque que agiliza y reduce de forma 
considerable la tarea armonizadora y, simultáneamente, potencia el reconocimiento mu- 
tuo de las legislaciones nacionales en una serie de campos. Así lo reconoce la Comisión 
en estos términos: Gracias a un frecuente recurso al principio de reconocimiento mu- 
tuo, bloques enteros de leyes han sido sustituidos por sistemas abiertos, comunes 0 
compatibles entre Estados miembros, con el fin de hacer así realidad la libre circula- 
ción de mercancías y servicios. La circulación de capitales se ha logrado con notable 
rapidez, y, por lo tanto desempeña un papel motor”. 


El papel que en este aspecto ha jugado el Tribunal de Justicia ha sido esencial. El 20 
de febrero de 1978, el citado Tribunal promulgó una famosa sentencia conocida como 
Cassis de Dijon. Se trataba de resolver un contencioso sobre la importación, por parte 
de una empresa alemana, de cassis —licor de frutas— procedente de Francia. La resolu- 
ción del citado Tribunal comunitario venía a decir que si la legislación de un país miem- 
bro era adecuada para controlar alguna cuestión de interés técnico por la cual un pro- 
ducto se pudiera producir, distribuir y consumir en dicho país, ello debía ser garantía 
suficiente para que los productos elaborados de acuerdo con dicha legislación, pudieran 
circular libremente por el ámbito comunitario. 


La Comisión introdujo en el Libro Blanco el principio de reconocimiento mutuo de 
las legislaciones nacionales, en el entendimiento de que el mercado común también se 
basa en dicho reconocimiento en los aspectos en los que no exista armonización o ésta 
sea difícil de realizar siguiendo la vía de las directivas, como ocurre, por ejemplo, con 
las cuestiones técnicas, las titulaciones universitarias, los servicios financieros, etc. El 
AUE incorpora dicho principio estipulando que el Consejo podrá decidir, de acuerdo 
con el procedimiento previsto, que determinadas disposiciones en vigor en un Estado 
miembro —siempre que no sean de carácter fiscal, ni relativas a la libre circulación de 
las personas o a los derechos e intereses de los trabajadores por cuenta ajena— sean 
reconocidas como equivalentes a las aplicadas por otro Estado miembro. 


De esta forma, se pudo contar en la normativa sobre el mercado interior con un pro- 
cedimiento ágil y eficaz para solucionar multitud de obstáculos técnicos. 


3 El reglamento, al tener aplicabilidad directa sin pasar por el tamiz de los Estados, es un instrumen- 
to mucho más ágil en su ejecución que la directiva. Aunque desde la entrada en vigor del AUE el regla- 
mento puede utilizarse para la armonización, cuando se trata de aproximar legislaciones nacionales se 
e dando primacía a la directiva para no herir la susceptibilidad de los parlamentos nacionales. 

* Comisión de las Comunidades Europeas «Del Acta Única al post-Maastricht. Los medios de nues- 
tras ambiciones». COM (92) 2000 final. Bruselas, 11 de febrero de 1992. 
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Cuadro 3.1. CASSIS de DIJON 


Este supuesto ha sido muy importante para cla- 
rificar muchas cuestiones sobre la libre circula- 
ción de mercancías y salvar obstáculos técnicos. 


Se trata de una cuestión prejudicial que plan- 
tea el tribunal económico administrativo del 
Land Hesse (Hessisches Finanzgericht) al Tribu- 
nal de Justicia de Luxemburgo sobre la interpre- 
tación que debe dárseles a los arts. 30 (medida de 
efecto equivalente a una restricción cuantitativa) 
y 37 (monopolio estatal de carácter comercial) 
del TCEE (actuales arts. 28 y 31 del TCE) como 
consecuencia de que la Administración Federal 
del Monopolio de Alcoholes (Bundesmonopol- 
verwaltung Fiir Branntwein) se oponía a que la 
empresa Rewe-Zentral AG (radicada en Colo- 
nia) importase cassis de Dijon (Francia) para 
ser distribuido en Alemania, alegando que no 
tenía la graduación alcohólica exigida por la 
normativa alemana (un mínimo de 25 grados, en 
tanto que en Francia se comercializaba con una 
graduación que oscilaba entre 15 y 20 grados). 


El monopolio alemán de alcoholes argu- 
mentaba que de permitirse dichas importaciones 
podría incrementarse la comercialización de be- 
bidas espirituosas de baja graduación alcohóli- 
ca, con el consiguiente perjuicio que supondría 
para la población el aumento de su consumo. 


La resolución del Tribunal de Justicia de 
Luxemburgo, de 28 de abril de 1978 en el asun- 
to 120/78 —sentencia del Tribunal de Justicia 
de 20 de febrero de 1979—, determinó que esta 
cuestión debe limitarse exclusivamente al ámbi- 
to del art. 30 del TCEE. Habida cuenta que la 
libre circulación de mercancías constituye una 
de las reglas fundamentales de la Comunidad, 
<«... no hay pues ningún motivo válido para im- 
pedir que las bebidas alcohólicas, siempre que 
hayan sido producidas y comercializadas legal- 
mente en uno de los Estados miembros, sean in- 
troducidas en cualquier otro Estado miembro, 
sin que pueda ser opuesta a la venta de estos 
productos, una prohibición legal de comerciali- 
zar bebidas que contengan un grado de alcohol 
inferior al límite fijado por la reglamentación 
nacional». 


En consecuencia, la noción de medidas de 
efecto equivalente a las restricciones cuantitati- 
vas a la importación, que figura en el artículo 30 
del Tratado CEE, debe ser extendida también a 
la fijación de una proporción mínima de alcohol 
para las bebidas espirituosas destinadas al con- 
sumo humano que sean fijadas por la legisla- 
ción de un Estado miembro. 


Misteriosamente el principio de reconocimiento mutuo de legislaciones nacionales 
ha desaparecido con el TA que ha suprimido del TCE el art. 100 B del Tratado de 
Maastricht. 


5 El reconocimiento mutuo de legislaciones nacionales, que desde la Óptica económica es un princi- 
pio bastante defendible por su eficacia, no lo es tanto desde la jurídica por considerar que lleva a la 
desregulación de determinadas materias. Al primar al ordenamiento jurídico nacional que más ventajas 
ofrezca al usuario, dicho principio podría conducir a una perversión de la competencia (que debe darse 
entre personas físicas y jurídicas pero no entre sistemas normativos) ya que serían los agentes económi- 
cos los que, en último extremo, decidirían el tipo de ordenamiento jurídico aplicable. 

Este principio, que también fue recogido por el Tratado de Maastricht, no lo incorporó el de Amster- 
dam ni el de Niza entre las disposiciones referentes a la aproximación de legislaciones (artículos 94 a 97 
TCE). Tampoco se ha pronunciado el TJ sobre su aplicación como alternativa a la armonización, aunque 
si ha dicho (sentencia de 4 de diciembre de 1986, as. Comisión contra Alemania) que el reconocimiento 
mutuo no puede ser más que la consecuencia de una armonización previa de las normas imperativas de 


protección del interés general. 
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3.1.3.2. Principales obstáculos para la consecución 
del mercado interior 


Cuando se creó la CEE, se presumió que el principal problema para garantizar la libre 
circulación de las mercancías era el desmantelamiento de las barreras arancelarias inter- 
nas y por ello se regularon de manera minuciosa; en cambio, no se prestó la misma 
atención a las barreras no arancelarias. 


El paso del tiempo iba demostrando que las barreras no arancelarias eran uno 
de los mayores problemas pendientes de resolver para la consecución del mercado 
común. 


Las barreras físicas, técnicas y fiscales 


El mercado interior comunitario no aprovechaba sus posibilidades reales debido a la es- 
trechez de los mercados nacionales. Este era el reto que se planteó el Libro Blanco sobre 
el Mercado Interior en el que se efectuaba un inventario sobre barreras no arancelarias 
subsistentes y las vías para eliminarlas. 


El citado Informe clasificaba dichas barreras en tres tipos: las de orden físico, las de 
orden técnico y las de orden fiscal. 


A) Barreras físicas 


Las barreras físicas estaban constituidas por los pasos fronterizos que todavía subsistían 
entre los Estados miembros con el fin de controlar estadísticamente las mercancías y los 
viajeros, para recaudar el IVA y los impuestos de consumos específicos, con fines sani- 
tarios, etc. Si bien tales controles eran en muchos casos un mero trámite, no dejaban de 
entorpecer el normal funcionamiento del mercado que se veía sometido a una considera- 
ble burocracia y a un incremento de costes innecesarios. Pero, en la mayoría de los ca- 
sos, tales prácticas superaban el mero trámite burocrático y se convertían en un impedi- 
mento real a la libre circulación de bienes y de personas con el objetivo encubierto de 
proteger los mercados nacionales de la competencia de los otros socios. 


Como el objetivo del Libro Blanco sobre el Mercado Interior —y del AUE— era el 
de conseguir una Europa sin fronteras, había que suprimir físicamente los pasos fronte- 
rizos, simplificar los trámites burocráticos y realizar los controles que fuesen necesarios 
—técnicos, sanitarios, etc.— en el interior de los Estados. Simultáneamente había que 
reforzar la frontera exterior comunitaria con el fin de controlar la importación de mer- 
cancías, la inmigración, el tráfico ilícito, etc. 


En 1988 se introdujo el Documento Unificado Administrativo (DUA), tanto para las 
transacciones intra y extracomunitarias de bienes, lo que simplificó considerablemente 
los trámites anteriores. A partir de la entrada en vigor del mercado interior el uno de 
enero de 1993, el DUA solamente se utiliza para las transacciones extracomunitarias; 
para los intercambios intracomunitarios surgió un nuevo documento, denominado In- 
trastat, que ha permitido eliminar casi por completo la burocracia anterior. 
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A pesar de los logros conseguidos, todavía persisten ciertos controles fronterizos 
que afectan sobre todo a las personas físicas y que se realizan por motivos de seguridad 
pública y de control de la inmigración. Dichos controles se minimizan entre los Estados 
firmantes del acuerdo de Schengen. 


B) Barrera técnicas 


Las barreras técnicas son el cúmulo de obstáculos de todo orden que un país impone de 
acuerdo con su legislación interna y que se convierten en un factor restrictivo de la libre 
circulación de bienes, personas, servicios y capitales. En el comercio entre los países 
comunitarios, las legislaciones nacionales sobre importación obligaban en muchos casos 
a que los productos cumpliesen unos determinados requisitos técnicos. Actuando me- 
diante directivas, la armonización requerida nunca se hubiese conseguido dada la ca- 
suística de normas existentes. Por ello, el recurso al principio de reconocimiento mutuo 
de legislaciones nacionales ha jugado un papel de primer orden para eliminar los obs- 
táculos técnicos. 


C) Barreras fiscales 


Las barreras fiscales son obstáculos muy importantes para garantizar los principios de 
libre circulación. A través de los impuestos, que asignan precios artificiales a los bienes 
y servicios, se puede distorsionar el mercado y falsear la competencia. Para garantizar el 
correcto funcionamiento de un mercado común, los impuestos tienen que ser neutrales 
en los intercambios. 


Deben resolverse dos tipos de problemas: en primer lugar, hay que eliminar los de- 
rechos de aduana a la importación y las exacciones de efecto equivalente entre Estados 
miembros; y en segundo lugar, hay que armonizar los sistemas impositivos nacionales 
comenzando por la imposición indirecta que es la que mayor incidencia tiene sobre el 
comercio de bienes y servicios. 


Por lo que respecta a los derechos de aduana y restantes exacciones equivalentes a la 
misma, quedaron prohibidas por los artículos 23 y 25 TCEE. En cuanto a la armoniza- 
ción, la cuestión es mucho más compleja. Ni la resolvió el TCEE ni tampoco las medi- 
das propuestas por el Libro Blanco sobre el Mercado Interior, aunque los avances han 
sido indudables. La razón de fondo que explica esta situación estriba en que la fiscali- 
dad está sujeta al principio de unanimidad del Consejo, lo cual requiere un consenso 
entre los Estados miembros. De los tres grupos de problemas que deberían resolverse 
para conseguir el mercado interior en 1993, el de la armonización fiscal es el peor re- 
suelto. De esta importante cuestión nos ocupamos en el siguiente subepígrafe. 





La armonización de la fiscalidad 


El art. 90 del TCE establece que: Ningún Estado miembro gravará directa o indirecta- 
mente los productos de los demás Estados miembros con tributos internos, cualquiera 
que sea su naturaleza, superiores a los que graven directa o indirectamente los produc- 
tos nacionales similares. Y del mismo modo: Los productos exportados al territorio de 
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uno de los Estados miembros no podrán beneficiarse de ninguna devolución de tributos 
internos superior al importe de aquellos con que hayan sido gravados directa o indirec- 
tamente (art. 91). Las exoneraciones y reembolsos a las exportaciones que, en su caso, 
hubiera lugar se limitarán exclusivamente a la imposición indirecta (impuestos sobre el 
volumen de negocios, sobre consumos específicos y otros impuestos indirectos) y no a 
la directa. 


La aplicación de sistemas impositivos diferentes por los Estados miembros de la UE 
es uno de los elementos que, en mayor medida, puede distorsionar el correcto funciona- 
miento de un mercado competitivo. Aún cuando en el caso comunitario se han arbitrado 
algunas soluciones para que esto no suceda, en modo alguno es una cuestión resuelta 
totalmente ya que las medidas adoptadas, sin dejar de ser importantes, siempre han teni- 
do un cierto grado de parcialidad y de compromiso. Esta situación se explica porque, 
para adoptar normas en materia de fiscalidad, se exige la unanimidad del Consejo de 
Ministros ya que los Estados consideran la fiscalidad como una cuestión de soberanía 
nacional a la que no están dispuestos a renunciar. El punto de vista de la Comisión, es 
clarificador: 


Debido al requisito de unanimidad, en estos últimos años ha sido difícil avanzar en 
distintos ámbitos en los que era necesario actuar con urgencia para garantizar el ade- 
cuado funcionamiento del mercado interior y el ejercicio sin restricciones de las liber- 
tades del Tratado. Desde la plena realización del mercado interior y del establecimien- 
to de la Unión Económica y Monetaria, no ha sido posible dar ningún nuevo paso para 
suprimir los obstáculos fiscales a la actividad transfronteriza. En el ámbito de la segu- 
ridad social, los Estados miembros todavía no se han puesto de acuerdo sobre ninguna 
medida basada en el primer guión del apartado 3 del artículo 137, que prevé medidas 
en los ámbitos de la seguridad social y la protección social de los trabajadores*. 


La armonización de la fiscalidad en el territorio comunitario es necesaria para ga- 
rantizar la neutralidad impositiva, elemento imprescindible para garantizar el correcto 
funcionamiento del mercado común”. Otro aspecto no menor, aunque diferente, es que 
la UE no cuenta con una fiscalidad propia. 


La necesidad de armonización fiscal, afecta tanto a la imposición directa como a la 
indirecta. Una unión aduanera, por ejemplo, requiere de una armonización de la Imposi- 
ción indirecta ya que la ausencia de la misma repercute negativamente sobre el inter- 


% Comisión Europea. Comunicación de la Comisión. Contribución suplementaria de la Comisión a 
la Conferencia Intergubernamental sobre las Reformas Institucionales. Votación por mayoría cualifica- 
da en los aspectos relacionados con el mercado único de los ámbitos de la fiscalidad y la seguridad 
social. COM (2000) 114 final. Bruselas, 14 de marzo de 2000, págs. 5 y 6. 

7 La Comisión señala que, a efectos de intensidad reguladora de la normativa comunitaria que afecta 
al merado común, cabe diferenciar tres rangos: de coordinación, disposiciones mínimas y armonización 
completa. En la primera, la norma comunitaria define las relaciones entre los Estados pero no modifica 
los regímenes nacionales. En el segundo caso, la normativa comunitaria se limita a crear en las legisla- 
ciones nacionales una base mínima y común. En el tercero —la armonización—, la norma comunitaria 
es necesaria cuando el objetivo pretendido no puede lograrse con ninguna de las anteriores (el ejemplo 
más claro es la regulación del IVA). Comisión de las Comunidades Europeas. COM (2000) 114 final. 
Bruselas, 14 de marzo de 2000, pág. 5. 
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cambio Intracomunitario de bienes y servicios. Pero en un mercado común, dicha armo- 
nización ha de extenderse también a la imposición directa puesto que afecta a la libre 
circulación de los factores de producción (trabajo y capital). 


En el caso comunitario, como veremos a continuación, se han producido avances 


indiscutibles aunque insuficientes en la armonización indirecta y muy reducida en la 
directa. 


Armonización de la fiscalidad indirecta 


En un mercado común, los impuestos que graven el consumo de bienes y servicios de- 
ben ser neutrales para garantizar el principio de libre circulación. Esto es, los impuestos 
indirectos no deben incidir en los precios finales de consumo introduciendo en los mi- 
mos elementos de artificialidad que manipulan la competencia. Por esta razón la Comu- 
nidad exige a sus miembros la aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) ya 
que dicho impuesto permite clarificar la carga impositiva que grava los bienes y servi- 
cios y evita que se pueda hacer dumping en el mercado intracomunitario. 

Algunos productos que tienen características especiales y a los que nos referiremos 
más adelante, son gravados por impuestos especiales. 


A) Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) 


En 1960 se constituyó un Comité Fiscal y Financiero, presidido por el hacendista Fritz 
Neumark, que tenía por misión proponer soluciones adecuadas a los problemas fiscales 
que podrían derivarse de los intercambios intracomunitarios de bienes y servicios, habida 
cuenta de las disparidades existentes entre los sistemas fiscales nacionales. 


El. Informe Neumark, publicado en 1962, centró el grueso de sus preocupaciones 
sobre la imposición indirecta y señalaba que, para eliminar la incidencia de los proble- 
mas fiscales sobre los intercambios de bienes y servicios, era necesario que se estable- 
ciese un impuesto sobre el volumen de negocio neto, que fuese uniforme en sus elemen- 
tos estructurales (hecho imponible, sujeto pasivo, exenciones, base imponible, etc.) para 
todos los países comunitarios; que el tipo impositivo fuese también uniforme, o incluso 
único, en todos los Estados y que el régimen de tributación se estableciese inicialmente 
en destino. Debido a la dificultad que entrañaba arbitrar el nuevo modelo, el Informe 
proponía que se siguieran una serie de etapas para su implantación total, en especial en 
lo relativo a la armonización. 


La Comunidad introdujo el IVA con carácter obligatorio en 1967%. El IVA es un 
impuesto general que grava el valor en que se incrementa el bien o servicio a lo largo de 
su ciclo de producción y de distribución. Grava, pues, el volumen de negocios neto —el 
valor añadido— de forma proporcional y con independencia del número de transaccio- 


nes que se realicen. 





$ Se hizo siguiendo el modelo francés. Francia era el único Estado comunitario que tenía este 
impuesto desde 1958. El resto de los socios contaban con impuestos en cascada sobre el volumen de 


negocios. 
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Para que el impuesto sea totalmente operativo y pueda garantizar la neutralidad im- 
positiva en los intercambios intracomunitarios, ha de estar armonizado en sus elementos 
estructurales y, particularmente, en la base imponible y en el tipo impositivo. Estos as- 
pectos fueron abordados en 1977 (bases imponibles) y 1992 (tipos impositivos), aunque 
de manera insuficiente como veremos a continuación. 


Las fechas de 1967, 1977 y 1992 marcan tres hitos importantes en la evolución his- 
tórica seguida por el IVA en el ámbito comunitario. 


La primera de las fechas antes citada, la de 1967, fue la de la implantación del IVA 
en la Comunidad. Tomando en consideración las recomendaciones del Informe Neu- 
mark, lo esencial en aquellos momentos era la introducción del IVA en los Estados 
miembros dejando para fases posteriores las cuestiones más espinosas relativas a su ar- 
monización. Así quedó de manifiesto en las dos primeras directivas sobre el IVA”. La 
primera, se limitaba a la exigencia de dicho impuesto en todo el territorio comunitario. 
La segunda, ofrece un esbozo muy inicial de armonización sobre la base y el hecho 
imponible, exenciones, etc. Pero era tan flexible que puede decirse que dejaba plena 
libertad a los Estados miembros para el establecimiento de dichos elementos. 


La segunda fecha de interés fue la de 1977, año en el que se inicia el proceso armo- 
nizador con la aprobación de la sexta directiva sobre el IVA (Directiva del Consejo 77/ 
388/CEE, de 17 de mayo de 1977). Aunque la armonización afectó al conjunto de ele- 
mentos que constituyen el armazón básico del citado impuesto (sujeto pasivo, hecho 
imponible, ámbito de aplicación, exenciones, deducciones, recaudación, etc.), el ele- 
mento central de la misma fue la armonización de la base imponible (no así del tipo 
impositivo para cuya armonización habría que esperar todavía otros quince años). Una 
de las razones primordiales que explican la necesidad de armonizar la base imponible 
obedecía a la introducción del nuevo sistema de recursos propios del presupuesto comu- 
nitario —que había sido aprobado en 1970, aunque tardaría una década en ponerse en 
funcionamiento— que basaba el grueso de su recaudación en un porcentaje que se esta- 
blecía sobre una base uniforme del IVA. 


La tercera fecha, la de 1992, es también importante en la historia comunitaria del 
IVA porque es cuando se aborda la armonización de los tipos impositivos. Con anterio- 
ridad, cada Estado había tenido plena autonomía para fijar su número y niveles, por lo 
que la gama era muy variada. 


La armonización de tipos impositivos se regula por la Directiva 92/77/CEE de 19 de 
octubre de 1992, por la que se prevé que a partir del 1 de enero de 1993 los Estados 
miembros habrían de aplicar un tipo normal que no podría ser inferior al 15%". Ade- 
más de ese tipo normal, para determinados bienes y servicios (productos agrarios, sumi- 
nistro de agua, transporte de viajeros y otros), los Estados podían introducir uno o dos 
tipos reducidos siempre que fuesen iguales o superiores al 5%, y también se les auto- 


? La primera Directiva sobre el IVA (67/227/CEE de 11 de abril de 1967) preveía su entrada en 
funcionamiento a más tardar en 1972; sin embargo, los diversos problemas de adaptación que ello origi- 
naba en los Estados miembros, obligó a retrasar su entrada en vigor hasta 1973. La segunda directiva 
(Directiva 67/228/CEE), es de la misma fecha. 

1% La Directiva, que modificaba parcialmente la Directiva 77/388/CEE, establecía un régimen pro- 
visional que llegaba hasta el 31 de diciembre de 1996. 
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rizaba a aplicar un tipo superreducido (exención) para determinados bienes de primera 
necesidad ””. 


Con la Directiva de octubre de 1992, las cosas han variado poco respecto de lo que 
ya había. Tanto el número de tipos como sus proporciones (niveles), continúan siendo 
muy diferentes entre los Estados. Desde la perspectiva actual, no es sólo la ausencia de 
una armonización real de los tipos impositivos lo que está en juego, lo está toda la Di- 
rectiva que se ha quedado obsoleta y exige de una revisión completa. El punto de vista 
de la Comisión al respecto no reviste dudas: 


La libre circulación de mercancías y servicios es un caso específico porque las 
cuestiones ligadas a la libre circulación de mercancías han sido tratadas de manera 
pormenorizada, en particular, por la Sexta Directiva sobre el IVA, que creó una base 
común para recaudar el impuesto sobre el valor añadido. Sin embargo, desde su apro- 
bación en 1977, con excepción de las modificaciones introducidas en 1992 para supri- 
mir los controles físicos en las fronteras, el sistema común del IVA no ha experimentado 
ninguna evolución significativa (...). La Directiva ya no responde a las necesidades de 
los operadores, que necesitan normas sencillas, modernas y más uniformes dentro del 
mercado único. Unas normas inadecuadas pueden afectar al mercado único de la mis- 
ma manera que la falta de normas””. 


La entrada en vigor, en 1993, del mercado interior, tenía otra implicación más: la 
supresión de los controles fiscales en frontera. Los conceptos de importación y de ex- 
portación de bienes entre los países comunitarios desaparecían y pasaban a ser sustitui- 
do por el de «adquisición intracomunitaria de bienes». Esto significaba que las opera- 
ciones intracomunitarias relativas al comercio de bienes y de servicios deberían ser 
gestionadas de la misma forma que se hace en los mercados nacionales, es decir, aplicar 
el principio de tributación en origen: el adquirente del bien o servicio viene obligado a 
soportar el IVA y tiene derecho a las correspondientes deducciones en la cuota por la 
parte que le haya sido repercutida (es decir, el IVA sería repercutido sobre el consumidor 
final del Estado demandante). 


El procedimiento de tributación en origen obligaba a una considerable armonización 
de los tipos impositivos (para evitar agravios comparativos entre Estados miembros) y 
también exigía arbitrar un complejo mecanismo de distribución de ingresos por IVA 
entre los mismos (para que las cuotas devengadas y deducidas en origen revertiesen al 
país donde se hubiese producido el consumo final). El mecanismo de redistribución de 
cuotas, junto con las amplias diferencias que aún subsistían entre los tipos de gravamen 
que aplicaban los Estados, fueron las dos principales razones por las que no pudo im- 
plantarse el IVA en esos momentos. En lugar del principio de tributación en origen, se 
arbitró un sistema provisional —en principio previsto hasta 1996, pero que tácitamente 
ha sido prorrogado de manera indefinida— consistente en seguir con el principio de 
tributación en destino, si bien trasladando los controles sobre el IVA, que antes se ha- 
cían en frontera, al interior de los Estados. 





11 La Comisión desea la supresión del tipo nulo o superreducido del que se benefician el Reino Uni- 


do e Irlanda para la ropa y el calzado para niños y que sea de aplicación el tipo normal. 
12 Comisión de las Comunidades Europeas. COM (2000) 114 final. Bruselas, 14 de marzo de 2000, 
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En conclusión, hasta 1993, siguiendo el principio de tributación en destino, las ex- 
portaciones eran desgravadas en frontera aplicando el tipo impositivo del país exporta- 
dor y nuevamente gravadas por el país importador aplicando el tipo de IVA vigente en 
el mismo. Al suprimirse físicamente las fronteras, la solución que se ha adoptado con- 
siste en trasladar los controles al interior de los Estados (a las empresas) dejando inalte- 
rado el principio de tributación en destino. 


Desde el 1 de enero de 1993, la tramitación del IVA en los intercambios intracomu- 
nitarios está regulada por la Directiva 91/680/CEE de 16 de diciembre. Esta Directiva 
es la que establece el régimen transitorio hasta el 31 de diciembre de 1996, pero que 
todavía continúa. Se mantiene el principio de tributación en destino, aún cuando admite 
ciertas excepciones en las que se aplica el principio de tributación en origen'”. 


El modelo transitorio de IVA que actualmente rige para los intercambios comunita- 
rios se concreta en los siguientes aspectos: 


— Desaparece el vínculo que anteriormente existía entre la entrada del bien en el 
territorio de otro Estado miembro y su correspondiente gravamen. 


— Si bien las ventas efectuadas por un Estado a otro son gravadas en éste último, el 
IVA deja de cobrarse en frontera: el vendedor de un Estado miembro (exporta- 
dor) aplicará un tipo cero al cliente de otro Estado miembro (importador); es 
decir, no le cargará el IVA pero si vendrá obligado a declarar las ventas —que 
están exentas y con derecho a devolución por el IVA soportado— que ha reali- 
zado identificando el número fiscal que corresponda a sus clientes. Por su parte, 
el comprador (importador), aplicará al bien adquirido el tipo de IVA correspon- 
diente al Estado miembro importador y en las mismas condiciones de periodici- 
dad que si hubiese comprado en el interior pudiendo pedir la deducción del IVA 
soportado a medida que vaya efectuando sus ventas. 


— Para que una adquisición pueda calificarse de intracomunitaria, debe existir 
transporte físico del bien entre el país exportador y el importador; que la entrega 
se efectúe por un sujeto pasivo del impuesto y que la adquisición del bien se 
realice por otro sujeto pasivo plenamente identificado a efectos del IVA!*. 


Los Estados miembros tienen que llegar a un acuerdo para poner fin a este régimen 
tributario y al principio de tributación en destino que, previsiblemente, será sustituido 
por el de tributación en origen. Tal vez ese acuerdo no se logre mientras esté en vigen- 
cia la regla de la unanimidad. 


13 Están sujetos al régimen de tributación en origen las operaciones que de forma particular realicen 
personas físicas o jurídicas acogidas al régimen especial de agricultura, ganadería y pesa; las que efec- 
túen sujetos pasivos sin derecho a deducir el impuesto; las Operaciones y las ventas a distancia que no 
superen una determinada cantidad y las compras de carácter personal que directamente realicen las per- 
sonas físicas. 

'* El Reglamento 92/218/CEE de 27 de enero de 1992, regula la cooperación entre Administracio- 
nes Tributaria de los Estados miembros y de la Comisión en materia de IVA para evitar el fraude que 
podría generarse como consecuencia de la supresión de los controles fiscales en las fronteras interiores. 
A tal efecto se crea un sistema electrónico de almacenamiento y transmisión de datos entre las citadas 
administraciones que permite a cualquiera de los Estados miembros obtener de otro, de manera automá- 
tica e inmediata, información sobre identificación a efectos de IVA de cualquier agente económico así 
como el valor de todas las entregas intracomunitarias que haya recibido de los demás. 
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Todo esto no deja de ser un contrasentido. El único impuesto que realmente sigue 
una normativa comunitaria es el IVA y, sin embargo, es de competencia nacional ya que 
son los Estados los que lo gestionan y recaudan, fijan los tipos y mediante su derecho de 
veto pueden truncar cualquier posibilidad de cambio y de transferir sus competencias al 
ámbito comunitario. En tanto que se han logrado eliminar los obstáculos físicos y una 
buena parte de los técnicos, dichos obstáculos continúan subsistiendo en materia fiscal. 


Sin negar la importancia que para la consecución del mercado interior ha tenido la 
armonización del IVA en todas sus vertientes (base y tipos impositivos), dada su con- 
cepción comunitaria lo más razonable sería que pasase a ser un impuesto de competen- 
cia común. Esto permitiría unificar —en lugar de armonizar— las bases imponibles y 
tipos impositivos lo que garantizaría una auténtica neutralidad en los intercambios intra- 
comunitarios de bienes y servicios. Si dicho impuesto (en su caso, junto con los impues- 
tos especiales) pasara a ser de competencia comunitaria, el presupuesto de la CE alcan- 
zaría una dimensión financiera que le permitiría cumplir con los principios económicos 
que le corresponden a un sistema federal. 


B) Impuestos especiales 


Los impuestos especiales —o accisas, como también se les conoce— son tributos que se 
aplican sobre el consumo de determinados productos que, por razones diversas —por 
ser bienes de lujo, perjudiciales para la salud u otras—, se pretende disuadir de su con- 
sumo vía incremento de precios a través de la fiscalidad. 


Los productos a los que se aplica este tipo de imposición indirecta son al consumo 
de bebidas alcohólicas, tabaco y carburantes. La base imponible sobre la que se gira el 
tipo impositivo, no es ad valorem, sino física (unidad de producto). Por dicha razón se 
denomina específico ya que no se aplica —salvo excepciones— un tanto por ciento so- 
bre un valor (base imponible), sino un determinado monto por unidad que debe ser revi- 
sado periódicamente para que el impuesto se mantenga actualizado'”. 


Los tipos impositivos específicos que han venido aplicando los Estados miembros 
han sido tradicionalmente muy diferentes entre sí, dependiendo, fundamentalmente, si 
tienen o no producción interna. Dichos impuestos han dependido —y en parte conti- 
núan— de los intereses que en cada caso defiendan: mientras que, por ejemplo, el vino 
apenas se ha gravado en los países mediterráneos —países productores— ha estado su- 
jeto a una fuerte imposición en los Estados atlánticos y nórdicos (que son principal- 
mente consumidores). Algo similar ocurría con el tabaco y en mucha menor medida con 
los carburantes, en este último caso porque casi todos ellos son muy dependientes de las 


importaciones. 


El mecanismo tradicionalmente aplicado a los intercambios intracomunitarios de los 
productos sometidos a impuestos especiales, ha sido similar al del IVA (principio de 
tributación en destino): las exportaciones eran desgravadas en frontera y las importacio- 
nes se sometían al gravamen imperante en el país importador. 


Los primeros intentos de armonización comunitaria se remontan a 1972, si bien con 
escaso éxito debido a la falta de acuerdo entre los Estados, excepto para el tabaco (taba- 





15 En el caso del tabaco elaborado, el impuesto especial podrá ser: ad valorem, específico o mixto. 
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cos manufacturados y cigarrillos) donde sí se logró. El grado de armonización alcanzan- 
do como consecuencia del mercado interior de 1993, a pesar de los deseos de la Comi- 
sión, ha sido menor que el IVA. Existe una armonización muy parcial en la estructura 
de dichos tributos —base imponible— y en los tipos mínimos que se cargan!” Estos 
últimos difieren considerablemente entre los Estados incluso para productos idénticos. 
En los intercambios intracomunitarios se ha adoptado el acuerdo de que el impuesto se 
devenga en el momento del consumo del bien, por lo que éste se percibe en el país de 
destino y a los tipos impositivos vigentes en el mismo. 


Armonización de la fiscalidad directa 


La imposición directa no está armonizada en la UE, salvo en los supuestos que afecten 
de manera importante a las libertades de circulación. El TCE no prevé de manera espe- 
cífica dicha armonización y ello se debe a que los impuestos directos —salvo excepcio- 
nes—, no suelen ser un obstáculo importante para el correcto funcionamiento del mer- 
cado interior. 


En algunos casos, la imposición directa sí puede interferir en el funcionamiento de 
las libertades de circulación, sobre todo de las personas y de los movimientos de capital. 
Por ello, los casos de armonización, cuando se han producido —reacuérdese que la fis- 
calidad está sometida a la regla de la unanimidad del Consejo— han sido escasos, len- 
tos, parciales y específicos. 


Se han adoptado dos grupos de medidas armonizadoras de la imposición directa: en 
1990 y en 2003. 


Por lo que respecta al primer grupo, las dos primeras directivas, ambas de 23 de 
julio de 1990 —actualmente en proceso de revisión—, fueron la Directiva 90/434 sobre 
el régimen fiscal aplicable a las fusiones, escisiones, aportaciones de activos y canje de 
acciones; y la Directiva 90/435, que regula el régimen fiscal común aplicable a las so- 
ciedades matrices y filiales situadas en Estados miembros diferentes. 


La Directiva 90/434 —que ha sido parcialmente modificada por la Directiva 2005/19/ 
CE— determina que las plusvalías obtenidas por las operaciones de fusión, escisión, apor- 
taciones de activos y canjes de acciones entre empresas, no tributarán en el momento de 
llevarse a cabo la operación sino cuando dicha plusvalía se realice. La segunda de dichas 
Directivas, tiene por finalidad eliminar la doble imposición de dividendos que las filiales 
transfieran a las empresas matrices cuando éstas se sitúen en otro Estado miembro. 


El segundo grupo de directivas de armonización fueron las adoptadas en 2003 bajo 
la denominación de paquete de medidas fiscales orientadas a la lucha contra la compe- 
tencia fiscal perjudicial. Está compuesto por otras dos directivas (sobre fiscalidad del 
ahorro y pagos de intereses y cánones, respectivamente) y un Código de conducta sobre 
fiscalidad de las empresas. 


16 Las principales directivas de armonización (todas ellas de 19 de octubre de 1992), son las siguien- 
tes: la 92/78, que modifica las Directivas 72/624 y 79/32 relativas a los impuestos distintos al de volu- 
men de negocios que gravan el consumo de las labores de tabaco y la 92/80 sobre aproximación de 
impuestos en tabaco elaborado (excluidos cigarrillos). La Directiva 92/81, de armonización de las es- 
tructuras del impuesto especial sobre hidrocarburos y la 92/82 de 19 de octubre de 1992, de aproxima- 
ción de los tipos impositivos del impuesto especial sobre hidrocarburos. La Directiva 92/83, relativa a la 
armonización de las estructuras de los impuestos especiales sobre el alcohol y las bebidas alcohólicas. 
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La Directiva 2003/48/CE del Consejo, de 3 de junio de 2003 se ocupa de la regula- 
ción de la fiscalidad de los rendimientos del ahorro de las personas físicas (en forma de 
pago de intereses de cualquier clase) que tengan su residencia fiscal en un Estado de la 
UE y los perciben de otro Estado miembro. En dicho caso, las disposiciones legales 
aplicables a tales intereses son las que rijan en el Estado de residencia fiscal del percep- 
tor!”. No obstante, excepcionalmente y durante un período provisional, algunos Estados 


nerparoS (Austria, Bélgica y Luxemburgo), están autorizados a practicar una retención 
1 
a cuenta””. 


Por su parte, el régimen fiscal común aplicable a los pagos de intereses y cánones 
efectuados entre sociedades localizadas en diferentes Estados miembros (por ejemplo 
un establecimiento permanente situado en un Estado miembro distinto del de la socie- 
dad de la que depende), viene regulado por la Directiva 2003/49/CEE del Consejo, tam- 
bién de 3 de junio de 2003. Esta Directiva elimina la imposición en origen de pagos en 
concepto de interés y cánones con el fin de evitar la doble imposición'”. Se parte del 
supuesto de que, en un mercado interior, las transacciones entre sociedades situadas en 
diferentes Estados deben seguir las mismas reglas que las aplicadas a las transacciones 
entre este tipo de sociedades en el interior de los Estados. De esta forma se pone fin a 
las retenciones a cuenta sobre el pago de intereses y cánones entre empresas que desa- 
rrollan actividades transfronterizas. 


También existe un Código de conducta sobre fiscalidad de las empresas. Es un ins- 
trumento mediante el cual los Estados miembros se comprometen a no adoptar medidas 


eS fiscales que resulten perniciosas para la competencia leal entre las empresas que reali- 
E cen actividades transfronterizas. El Código no es vinculante jurídicamente aunque sí 
prevé un mecanismo de seguimiento por parte de la Comisión. 


Ny ME 
$ . . . . 
b 9 Otras barreras al mercado interior: moneda e idiomas 
X 4, La eliminación de las barreras físicas, técnicas y fiscales no resuelve todos los proble- 
mas del mercado interior comunitario. Existen otros tipos de barreras que también pue- 
den dificultarlo como son la ausencia de una moneda única o de un idioma común. 


17 Los Estados miembros han instaurado un mecanismo automático de intercambio información: 
identidad, residencia y número de cuenta del beneficiario efectivo del beneficiario; nombre y dirección 
del agente pagador; información relativa al pago de intereses, etc. 

18 Dicha retención será crecientemente progresiva en el tiempo (del 15% durante los tres primeros 
años del período de transición, del 20% durante los tres años siguientes y del 35% en los restantes) y a 
transferir al Estado miembro de residencia del beneficiario el 75% de dichas retenciones. 

El período transitorio durará hasta que la Confederación Suiza, el Principado de Andorra, el Princi- 
pado de Liechtenstein, el Principado de Mónaco, la República de San Marino y Estados Unidos, garanti- 
cen un intercambio efectivo y completo de información, respecto de los pagos de intereses. Todos ellos 
—excepto Estados Unidos— habrán de tomar medidas equivalentes a las de la Comunidad Europea, 
para permitir un control efectivo de los rendimientos del ahorro. Estas medidas incluyen una retención a 
cuenta a un tipo predefinido y con reparto de ingresos. 

19 Se entiende por intereses el rendimiento de los créditos de cualquier clase y, en particular, el ren- 
dimiento de bonos y obligaciones. Y por cánones las remuneraciones de cualquier clase percibidas por el 
uso o la cesión de derecho de autor, programas y sistemas informáticos, patentes, marcas, diseño o mo- 
delo, planos, etc. 
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Por lo que respecta a la moneda, el problema se ha resuelto prácticamente en la UE 
con la creación del euro, producto de la UEM de 1999. Aunque el euro no está todavía 
implantado en todos los Estados miembros, es la moneda común de la UE y es acervo 
común para los nuevos socios. 


La pluralidad de monedas que existían antes de 1999 constituía una barrera de pri- 
mer orden para los intercambios intracomunitarios debido a los elevados costes de tran- 
sacción y primas de riesgo para las monedas, en especial para las más débiles. 


La integración monetaria en la UE ha sido una necesidad por razones económicas y 
una exigencia para el buen funcionamiento del mercado único. No obstante, al no estar 
integrados todos los Estados miembros en la UEM, es lo que todavía justifica en parte 
que se continúe hablando de la subsistencia de ciertas barreras monetarias en la UE. 


En cuanto a los idiomas, actualmente conviven en la UE 22 idiomas oficiales. Desde 
la óptica económica, para que exista plena movilidad real de bienes, servicios y factores 
de producción en el mercado interior, es necesario que el idioma también sea común. 
Pero como este no es el caso de la UE, ni tal vez lo será nunca, la perfecta movilidad de 
los factores tampoco se dará. 


Establecer un idioma común en él ámbito de la UE es una de las cuestiones más 
espinosa de resolver, un objetivo inalcanzable desde el plano legal y por ello nunca se 
abordará. Es obvio que desde el punto de vista social, la pluralidad de idiomas es enri- 
quecedora de la cultura de los pueblos, por lo que es loable y necesario que se amparen 
y se protejan todos, incluidos los regionales que en la UE afectan a unos 40 millones de 
personas. El problema surge cuando un idioma —<que es el refugio del nacionalismo— 
se utiliza como barrera para impedir o falsear las libertades de circulación —sobre todo 
en el mercado del trabajo—, como desgraciadamente ocurre. Bélgica y España consti- 
tuyen buenos ejemplos al respecto. 


Los tratados abordan la cuestión de los idiomas pero lo hacen de manera tan sutil que, 
en la realidad, aportan poco: no se pronuncian, como es lógico, por ninguna de las lenguas 
de los Estados. Por añadidura, éstos pueden vetar cualquier decisión que se pretenda to- 
mar al respecto. En este sentido, el art. 290 TCE, establece que: El régimen lingúístico de 
las instituciones de la Comunidad será fijado por el Consejo, por unanimidad, sin perjui- 
cio de las disposiciones previstas en el reglamento del Tribunal de Justicia. 


La sola mención de proponer un idioma único, aunque sólo sea desde el plano teóri- 
co, levanta ampollas en todos los ámbitos. Con los idiomas comunitarios sucede como 
con un racimo de uvas: si se arranca una se corre el peligro de que todo el racimo se 
desmorone. Por ello no existe otra alternativa que la de convivir con múltiples idiomas. 


En la realidad, las instituciones comunitarias, en su tarea diaria, funcionan con po- 
cos idiomas (denominados de trabajo): principalmente con inglés y francés”. La in- 
fluencia de Estados Unidos ha ido imponiendo el inglés como idioma internacional de 
los negocios. En el caso de la UE, es también manifiesta la creciente influencia del cita- 
do idioma tanto en la administración comunitaria como en todo el tejido social. 


22 No obstante, la burocracia comunitaria se ve obligada a traducir una buena parte de sus documen- 
tos y todas las normas legales a los idiomas oficiales de los Estados miembros. Adicionalmente, todo 
ciudadano de la Unión tiene el derecho a poder dirigirse por escrito a cualquiera de las instituciones en 
cualquiera de las lenguas oficiales y ha de recibir la respuesta en la misma lengua. 
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En conclusión, el ciudadano comunitario, además del idioma oficial de su Estado, 
vendrá de alguna forma obligado a usar el inglés (y algún otro idioma comunitario) para 


poder defenderse en un mercado que, a pesar de las barreras subsistentes, está cada vez 
más integrado. 


NORMATIVA COMUNITARIA SOBRE LA COMPETENCIA 
3.2.1. Concepto y ámbito de aplicación 


La supresión de las barreras a las libertades de circulación, ya sean físicas, técnicas O 
fiscales, con ser necesarias, no son suficientes. La mayoría de las medidas destinadas a 
su eliminación van dirigidas a los Estados miembros pero no son éstos los únicos que 
pueden establecer restricciones y limitaciones en el un mercado, también pueden ha- 
cerlo los operadores privados mediante prácticas que impidan el correcto funciona- 
miento del mismo. Para resolver estos casos existen unas reglas sobre la competencia 
que ya fueron establecidas por el TCEE. 


La competencia en la UE es una política común de carácter instrumental cuya regu- 
lación y seguimiento corresponde a las instituciones de la UE puesto que afecta a la 
esencia misma del proceso de integración. Desde este punto de vista, puede decirse que, 
en sentido estricto, la lógica del mercado común reside en establecer unas reglas que 
sean claras, precisas y aplicables a todos los operadores de la actividad económica. 


Desde el plano teórico, la competencia es un concepto un tanto abstracto que puede 
definirse como el mecanismo que permite que los precios reflejen las tensiones entre la 
oferta y la demanda y asigne los recursos. Como mejor se aprecia si existe competencia 
en los mercados es por sus resultados: por la presencia en el mismo de varias o múlti- 
ples unidades productoras, por la posibilidad que tenga el consumidor de elegir entre 
diferentes bienes y servicios, por la calidad y cantidad de éstos; por la existencia de 
precios diferenciados, etc. 


La competencia posibilita que el mercado asigne los recursos de forma bastante 
eficaz obligando a las empresas a procesos de innovación constantes para garantizar 
su supervivencia. Pero todo eso es más teórico que real. La tendencia natural de la 
oferta es hacia una mayor concentración mediante prácticas que permitan a las empre- 
sas el control del mercado y si es posible, poseerlo en régimen de exclusividad o de 
monopolio, opción que, en muchos casos, ha sido favorecida y propiciada por los pro- 
pios Estados. 

Esta es la razón por la cual la CE haya tratado de establecer, desde sus orígenes, 
unas reglas sobre la competencia que pretenden ser precisas con el objeto de que el mer- 
cado interior funcione correctamente y para lo cual es esencial que todos los operadores 
en el mismo gocen de igualdad de condiciones. 


En suma, la competencia es una de las políticas comunes de la CE. Tiene un carácter 
horizontal, instrumental o transversal; es decir, afecta a todas las políticas que tienen 
incidencia en el mercado interior. 


Los supuestos que regulan las normas comunitarias, como veremos, se circunscriben 
al ámbito comunitario, cuando se vean afectados dos o más Estados. 
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Si las prácticas anticompetitivas se limitan exclusivamente a un ámbito estatal que 
no tienen repercusión comunitaria, su regulación —más precisamente su control puesto 
que la regulación es común— corresponde a los Estados; y si tales prácticas se producen 
en el ámbito internacional sin implicaciones para el mercado interior de la UE, su com- 
petencia entra en el ámbito de las reglas de la OMC. 


3.2.2. Tipología de reglas comunitarias sobre la competencia 


El TCEE prestó gran interés en establecer unas reglas mínimas que garantizasen de for- 
ma eficaz el ejercicio de la competencia en la Comunidad. Como veremos, se dirigen a 
las empresas y a los Estados. 


A pesar de su aparente claridad, las reglas sobre la competencia comunitaria son 
difíciles de aplicar ya que lo que se considera legal e ilegal a veces es de difícil delimi- 
tación. Las empresas y los Estados buscan los mínimos resquicios que la normativa les 
ofrece para intentar falsear la competencia, razón por la cual la Comisión, que es el 
órgano competente para luchar contra estas prácticas ilegales, frecuentemente se ve 
obligada a investigar las numerosas denuncias que se presentan y que en muchos casos 
terminan en el TJ. 


Las normas sobre la competencia están reguladas por los arts. 81 a 89 del TCE?”'. 
Pueden distingue entre disposiciones aplicables a las empresas (arts. 81 a 86) y disposi- 
ciones aplicables a los Estados (ayudas estatales, arts. 87 a 89). 


En relación con las empresas, son de especial relevancia los artículos 81 y 82 que 
tienen en común el ocuparse de regular las prácticas no competitivas llevadas a cabo por 
las mismas”?. De forma más concreta, el art. 81 regula los acuerdos anticompetitivos y 
demás prácticas colusorias entre las empresas; y el art. 82, prohíbe el abuso de posición 
dominante de una o de varias de ellas. De las ayudas estatales a las empresas se ocupan 
los arts. 87 a 89 del TCE; al conceder tales ayudas —a través de subvenciones directas o 
indirectas—, los Estados pueden contribuir a distorsionar la competencia al favorecer a 
determinadas empresas en perjuicio de otras. 


A pesar del tiempo transcurrido y de los múltiples cambios que se han producido en 
la estructura económica de la UE, las normas sobre la competencia que establece el 
TCEE no han sido revisadas por los tratados modificativos, aunque sí han sido objeto de 
desarrollo por la legislación derivada en la forma que veremos. De todos estos aspectos 
nos ocupamos seguidamente. 


21 Con el fin de velar por la correcta aplicación de los arts. 81 y 82 del TCE, la Comisión dispone de 
poderes para asumir decisiones, realizar investigaciones e imponer sanciones. Ejerce dichos poderes 
bien de oficio o previa denuncia de parte. Antes de tomar la decisión, lo eleva al Comité Consultivo de 
acuerdos y posiciones dominantes; dicho Comité está compuesto por representantes de la competencia 
de los Estados miembros. 

2 El Derecho Comunitario de la Competencia ha optado por utilizar un concepto autónomo y bas- 
tante amplio de empresa, que no coincide necesariamente con la definición dada por el ordenamiento 
interno de cada país comunitario. Sin embargo, ninguna norma comunitaria lo ha definido. No obstante, 
se podrá entender como empresa cualquier entidad, sea cual sea la consideración que reciba en el orden 
jurídico interno, que lleve a cabo de forma ocasional una actividad económica. 
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3.2.2.1. Prácticas restrictivas o colusorias 


El art. 81 TCE prohíbe aquellos acuerdos o prácticas restrictivas que puedan concertar 
entre sí dos o más empresas que contravengan las reglas de la competencia intracomuni- 
taria. Dichos acuerdos pueden ser de carácter horizontal o vertical. Los primeros son los 
celebrados entre empresas que operan en una misma rama de actividad y que, por lo 
tanto, son competitivas en el mercado. Los segundos son los contratos celebrados entre 
empresas que operan en diferentes escalones de la actividad productiva como, por ejem- 
plo, entre una empresa y sus suministradores y/o distribuidores; en este caso, pueden 
verse perjudicados los intereses de otras empresas o de los consumidores”, 


Se excluyen de las prácticas restrictivas, por no ser contrarias a la competencia, los 
acuerdos establecidos entre las empresas que forman una misma unidad económica co- 
mo ocurre, por ejemplo, entre una empresa matriz y sus filiales, así como de las filiales 
entre sí —siempre que no gocen de autonomía para actuar en el mercado— y el acuerdo 
se refiera a funciones relacionadas con el grupo empresarial. 


Las prácticas colusorias que están prohibidas por el art. 81 TCE no sólo se limitan a 
los acuerdos —ya sean escritos y orales, vinculantes o no vinculantes— entre dos o más 
empresas, sino que también pueden darse a través de las decisiones de asociaciones em- 
presariales”*, o mediante las prácticas concertadas de carácter informal”, El art. 81 del 
TCE recoge una lista de los acuerdos que quedan prohibidos por el Tratado por restrin- 
gir O falsear la competencia (Cuadro 3.2). 


Los supuestos recogidos por el art. 81 del TCE —con las excepciones previstas— 
son prácticas prohibidas ya se trate de actividades productivas, de distribución, presta- 
ción de servicios, etc., y con independencia de la forma jurídica y dimensión económica 
de la entidad que las realice. Dichas conductas han de afectar al comercio entre los Es- 
tados miembros y tener por objeto o por efecto impedir, restringir o falsear el juego de 
la competencia dentro del mercado común. 


Esto último es importante para determinar dos cuestiones: la primera, que las actua- 
ciones concertadas deben afectar al comercio intracomunitario, es decir, que repercutan 


23 Los acuerdos verticales no vienen expresamente recogidos en el art. 81 TCE, aunque el Tribunal 
de Justicia los ha considerado dentro del ámbito de aplicación de su primer párrafo. En la actualidad son 
los más frecuentes y la Comisión ha publicado un Libro Verde sobre las restricciones verticales donde se 
proponen cambios en su regulación. Principalmente se pretende flexibilizar la regulación, dar más im- 
portancia al mercado en la normativa y reformar el sistema de exenciones por categorías. Aún no ha sido 
convertido en norma comunitaria vinculante para los Estados pero algunos Tribunales de la competencia 
nacionales, como el español, ha empezado ya adoptar estas directrices. 

24 Puede tratarse de acuerdos tomados por el conjunto de los asociados o por los órganos directivos 
de la asociación de empresas y tampoco tienen que ser vinculantes para quedar prohibidos por el art. 81 
TCE. Unas meras recomendaciones a los asociados, si son seguidas, constituirán una práctica colusoria. 

25 Para decidir que ha habido una práctica colusoria, la Comisión habrá de probar que hubo un con- 
tacto efectivo entre las partes, ya sea oral o escrito (elemento fáctico) y que dicha conducta influye en el 
mercado suprimiendo la incertidumbre de la empresa con la que se concierta o alterando la actuación 
comercial de la misma (elemento intencional). El último elemento es el más difícil de probar, pero a la 
Comisión le bastará con demostrar que no cabía otra explicación posible a la actuación de dichas empre- 


sas, salvo la concertación. 
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«1. Serán incompatibles con el mercado co- 
mún y quedarán prohibidos todos los acuerdos 
entre empresas, las decisiones de asociaciones 
de empresas y las prácticas concertadas que 
puedan afectar al comercio entre los Estados 
miembros que tengan por objeto o efecto impe- 
dir, restringir o falsear el juego de la competen- 
cia dentro del mercado común y, en particular, 
los que consistan en: 


a) Fijar directa o indirectamente los precios 
de compra o venta u otras condiciones de 
transacción. 


b) Limitar o controlar la producción, el mer- 
cado, el desarrollo tecnológico o las inver- 
siones. 


c) Repartirse el mercado o las fuentes de abas- 
tecimiento. 


d) Aplicar a terceros contratantes condiciones 
desiguales para prestaciones equivalentes, 
que ocasionen a éstos una desventaja com- 
petitiva. 


e) Subordinar la celebración de los contratos a 
la aceptación, por parte de otros contratan- 
tes, de prestaciones suplementarias que, por 
su naturaleza o según los usos mercantiles, 


Cuadro 3.2. PRÁCTICA COLUSORIA (art. 31 del TCE) 


no guarden relación alguna con el objeto de 
dichos contratos. 


2. Los acuerdos o decisiones prohibidos por el 
presente artículo son nulos de pleno derecho. 


3. No obstante, las disposiciones del Aparta- 
do 1 podrán ser declaradas inaplicables a: 


— Cualquier acuerdo o categoría de acuerdos 
entre empresa. 


— Cualquier decisión o categoría de decisiones 
de asociaciones de empresas. 


— Cualquier práctica concertada o categoría de 
- prácticas concertadas. 


que contribuyan a mejorar la producción o la 
distribución de los productos o a fomentar el 
progreso técnico o económico, y reserven al 
mismo tiempo a los usuarios una participación 
equitativa en el beneficio resultante, y sin que: 


a) Impongan a las empresas interesadas res- 
tricciones que no sean indispensables para 
alcanzar tales objetivos. 


b) Ofrezcan a dichas empresas la posibilidad 
de eliminar la competencia respecto de una 
parte sustancial de los productos de que se 
trate». 


en más de un Estado miembro; la segunda, ha de tratarse de una afectación sensible de 
la competencia. Si la afectación es pequeña, será irrelevante para el Derecho comunita- 
rio de la competencia, según ha determinando el Tribunal de Justicia en varias ocasio- 


nes y también la propia Comisión”*. 


Existen sectores en que si bien el número de empresas no es muy numeroso, ello no 
impide que haya competencia entre las mismas y tampoco que traten de llegar a acuer- 
dos en determinados aspectos relativos al precio de los productos y servicios que 
ofrecen. Eso ocurre, por ejemplo, en sectores tales como el del automóvil, bancario, 
eléctrico, telecomunicaciones, transporte aéreo, etc. 


26 Comunicación de la Comisión de 9 de diciembre de 1997 (97/C 372/04), relativa a los acuerdos 
de menor importancia no contemplados en el Apartado 1 del artículo 85 (actual 81) del TCE. Aquellos 
acuerdos celebrados entre pequeñas y medianas empresas cuyos efectos económicos no sean muy signi- 
ficativos (no superen el 5% de la cuota comunitaria de mercado en los acuerdos horizontales y un 10% 
en los verticales) no caerán en la prohibición del art. 81 TCE. Tampoco lo harán aquellas otras activida- 
des que, por su propia naturaleza, no conculquen la competencia, como es el caso de determinadas for- 
mas de cooperación, acuerdos de subcontratación (cuando una empresa subcontratista proporciona bie- 
nes, servicios o trabajo a la contratista), agentes comerciales (contratos celebrados por una empresa con 
agentes comerciales que actúen en nombre de aquella), etc. 
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No obstante, no todas las prácticas restrictivas de la competencia están prohibidas. La 
normativa prevé que, en supuestos muy concretos, pueden ser admitidas algunas de es- 
tas prácticas —en principio colusorias—, siempre y cuando contribuyan a mejorar la 
producción o la distribución de los productos, a incrementar el progreso técnico o eco- 
nómico y cuando de ellas pueda derivarse beneficio para los usuarios. 


Tales acuerdos o prácticas concertadas son admitidos por el art. 81.3 TCE cuando 
comporten ventajas (para las empresas, para los consumidores o para la economía en 
general) mayores que el posible perjuicio a la competencia. Para ello el Reglamento 
17/62 del Consejo, de 6 de febrero de 1962, previó un procedimiento de exención que 
exigía la previa autorización de la Comisión. Este sistema de control centralizado de 
notificación a la Comisión y autorización previa y expresa de ésta para poder beneficiar- 
se de una exención, dada la multitud de acuerdos que se presentaban, se convirtió en un 
mecanismo muy burocrático y poco riguroso. Esa es la razón de que haya sido sustituido 
por el Reglamento (CE) 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los arts. 81 y 82. 


El nuevo Reglamento entró en vigor el 1 de mayo de 2004 —fecha de la ampliación 
de la UE a 10 nuevos Estados— y significa un salto cualitativo muy importante en la 
aplicación del art. 81.3 del TCE. La principal novedad que presenta es la sustitución del 
sistema centralizado y ex ante de notificación a la Comisión (y sujeto a la exclusiva 
autorización de ésta) de los acuerdos, por otro descentralizado y ex post en el que la 
Comisión pierde el monopolio de autorización”. Dicho Reglamento prevé que las pro- 
pias empresas autoevalúen si los acuerdos que desean establecer para poder beneficiarse 
de una exención, son compatibles con las reglas sobre la competencia. La Comisión, las 
autoridades nacionales competentes y, en su caso, la justicia, son las que a posteriori 
realizan el control determinando si tales acuerdos se ajustan o no a lo previsto por la 
normativa. 


Otra novedad de interés que presenta este Reglamento es el procedimiento de eva- 
luación de tales acuerdos. Para determinar su compatibilidad con el derecho de la com- 
petencia, se pasa de un enfoque eminentemente legalista a otro en el que priman los 
efectos económicos derivados de los acuerdos”*. 


El nuevo Reglamento reduce considerablemente la burocracia anterior y agiliza este 
tipo de acuerdos entre empresas. Como un buen número de ellos se da entre PYME 
cuya incidencia sobre la competencia intracomunitaria suele ser reducida, la Comisión 
—Jiberada de su anterior cometido— puede centrar su atención sobre los acuerdos reali- 
zados entre grandes empresas que son los realmente importantes. Adicionalmente, la 
descentralización que prevé el citado Reglamento, también posibilita un mayor juego a 
las autoridades y órganos jurisdiccionales nacionales en la ejecución del Derecho de 
competencia comunitaria. Todo ello exige una estrecha coordinación e intercambio de 
información entre la Comisión y las autoridades nacionales encargadas de la competen- 


27 Este Reglamento no se aplica a los casos regulados por otros Reglamentos, que con arreglo al 
Apartado 3 del art. 81 del Tratado CE, ya concedían exenciones para algunos tipos de acuerdos, decisio- 


nes y prácticas concertadas o categorías de los mismos. 
28 Prieto Kessler, E. La política de defensa de la competencia en la Unión Europea. Información 


Comercial Española (ICE), número 820, enero-febrero 2005, págs. 99 a 110. 
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cia. Con el fin de evitar interferencias y garantizar una aplicación uniforme y del dere- 
cho europeo de competencia, las autoridades nacionales se inhibirán automáticamente 
cuando la Comisión inicia un procedimiento. 


3.2.2.2. Abuso de posición dominante en el mercado 


El art. 82 TCE se ocupa del abuso de posición dominante en el mercado de una o varias 
empresas. La posición dominante de una empresa puede derivarse bien de su situa- 
ción monopólica en el mercado o bien porque controle una parte sustancial del 
mismo. El Tribunal de Justicia ha definido la posición dominante así: situación de po- 
der económico de la que disfruta pudiendo actuar dentro de un margen importante con 
independencia de sus competidores, de sus clientes y, en último término, de los consu- 
midores”. 


Las dos cuestiones claves que deben tenerse en cuanta son, por una parte, la posi- 
ción de dominio; y por otra, el abuso de la misma, que es lo que prohíbe la legislación 
comunitaria. 


Por lo general, la posición dominante se asocia a empresas de gran dimensión que 
actúan en el mercado en régimen de monopolio o de oligopolio y que, en virtud de su 
poder, pueden abusar del mismo al imponer a los consumidores precios desorbitados, 
obligar a contratos de exclusividad, diferenciar precios para un mismo producto o servi- 
cio en distintos mercados sin razones que lo justifiquen, realizar prácticas que tengan 
por finalidad eliminar a las empresas competidoras, etc. 


Por lo tanto, una empresa que ostente una posición de dominio será aquella que pue- 
da actuar de forma relativamente independiente sin necesidad de tener en cuenta a los 
demás agentes que actúan en el mercado, cualquiera sea el nivel que ocupen en la cade- 
na productiva (Cuadro 3.3). 


Resulta difícil determinar cuando una empresa tiene posición dominante puesto que 
ello depende, básicamente, del concepto de mercado relevante que se tome como refe- 
rencia. Además, ha de tenerse en cuenta otros factores como son los relativos a la es- 
tructura del mercado, la estructura interna de la empresa (recursos financieros, recursos 
tecnológicos, etc.), los gustos del consumidor, etc. El TJ ha dictaminado que cuando los 
operadores económicos ostentan una cuota de mercado importante respecto de los de- 
más competidores, se puede presumir que dicha empresa se encuentra en posición de 
dominio. En cualquier caso, no hay que confundir tener una amplia cuota de mercado 
con posición dominante””. 


Sin embargo, no es la posición dominante en el mercado lo que prohíbe el art. 82 
TCE, sino el abuso que de ella pueda hacer la empresa —o grupo— que la posea. Así lo 
ha considerado por el TJ que entiende por abuso ... la conducta de una empresa en po- 
sición dominante que llega a influenciar en la estructura del mercado cuando, como 


22 STICE de 13 de febrero de 1979, as. Hoffmann La Roche (85/76). 


SO . 
Si bien se puede afirmar que una empresa monopolista goza de poder de mercado, no es tan obvio 
que una empresa con poder de mercado haya de ser monopolística. 
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EE es ns 
(art. 82 del TCEE) 





Será incompatible con el mercado común y que-  b) Limitar la producción, el mercado o el de- 
dará prohibida, en la medida en que pueda sarrollo tecnológico en perjuicio de los 
afectar al comercio entre los Estados miembros, consumidores. 
la explotación abusiv r Í : 7 
a só a BApuE ae te de una o y c) Aplicar a terceros contratantes condiciones 
E AE Eon: COnnania ente desiguales para prestaciones equivalentes, 
e ea4o comun o en una parte sustancial del que ocasiones a éstos una desventaja com- 
90. petitiva. 
Tales prácticas restrictivas podrán consis- d) Subordinar la celebración de contratos a la 


tir, particularmente, en: 


a) Imponer directa o indirectamente precios 
de compra, de venta u otras transacciones 
no equitativas. 


aceptación, por los otros contratantes, de 
prestaciones suplementarias que, por su na- 
turaleza, o según los usos mercantiles, no 
guarden relación alguna con el objeto de 


dichos contratos. 


resultado de la propia presencia de la empresa en cuestión, el grado de competencia se 
debilita y que, recurriendo a métodos distintos de los que configuran la competencia 
normal en las transacciones comerciales de bienes o servicios, tiene el efecto de amena- 
zar el mantenimiento del grado de competencia aún existente en el mercado o el incre- 
mento de tal competencia”. 


En definitiva, una empresa que ocupe una posición dominante en el mercado, abusa- 
rá cuando se comporte como si no existiera competencia. A sensu contrario, una empre- 
sa con poder de mercado que actúe como si existiese competencia, no abusará de su 
posición de dominio”. 

El concepto de abuso de posición dominante engloba a todos los tipos que puedan 
darse, ya sean de obstaculización (los que tienen por finalidad excluir a los competido- 
res o impedirles su entrada en el mercado) o de disfrute (abuso de clientes y consumido- 
res)””. Para prohibir esta práctica, la posición dominante debe manifestarse en una parte 
sustancial del mercado y no meramente en un mercado local. Además, debe existir abu- 
so manifiesto derivado de la posición de dominio como, por ejemplo, imponiendo pre- 
cios anormalmente altos o anormalmente bajos, discriminar entre clientes, etc. 


31 As. Hoffmann La Roche (85/76), cit. 

32 En realidad lo que se trata de evitar con esta normativa es que el usuario se vea perjudicado en el 
precio de los bienes y servicios que demanda, que es lo que suele pasar cuando se ostenta una posición 
de dominio. 

33 Los abusos van dirigidos principalmente a los competidores y se materializan en actuaciones tales 
como las ventas con pérdidas o la negativa de suministros. Este tipo de abuso, también conocido como 
«anticompetitivo», será siempre perseguido. 

El abuso de disfrute es el que puede llevar a cabo una empresa monopolística que impone, por ejem- 
plo, precios exorbitantes a los consumidores. Según la doctrina del TJ tales abusos deberán de ser perse- 
guidos únicamente en los mercados que tengan fuertes barreras de entrada (telefonía, mercado aéreo, 
etc.); si se trata de un mercado en el cual cualquier competidor puede introducirse, esta situación de 


poder será poco duradera. 
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3.2.2.3. Concentraciones de empresas versus práctica colusoria 
y posición dominante 


La competencia creciente entre las empresas derivada tanto del nuevo marco que ha 
supuesto la creación del mercado interior comunitario como del no menos importante de 
la globalización, acelera los procesos de fusión y absorción entre las mismas con el ob- 
jeto de ajustar su estructura a la nueva situación. Tales procesos, ya sean para reforzar 
su posición en el mercado, diversificar actividades o mejorar tecnológicamente los siste- 
mas productivos, etc., son cada vez más frecuentes. Es obvio que esta mayor concentra- 
ción empresarial refuerza su poder económico de mercado lo que puede afectar de ma- 
nera importante a la competencia. 


El TCEE, no estableció previsiones que regulasen las concentraciones empresaria- 
les”*. Cuando se tomó conciencia de la necesidad de controlar tales operaciones, los Es- 
tados comenzaron aplicando sus propias legislaciones antritrust, lo que no fue del todo 
satisfactorio. Con objeto de paliar este vacío normativo, el TJ extendió la aplicación de 
los arts. 81 y 82 del TCE a los supuestos de concentración empresarial que tuvieran 
afectos limitadores sobre la competencia en el comercio intracomunitario. No obstante, 
tampoco resultó una solución apropiada puesto que dichos artículos habían sido previs- 
tos pensando en otro tipo de conductas anticompetitivas. 


Quedaba patente la necesidad de establecer algún instrumento jurídico específico 
para este tipo de operaciones, que se materializó en el Reglamento 4064/89, sobre el 
control de concentración entre empresas” . Este Reglamento, en su art. 3, define como 
concentración de empresas toda operación que tenga como consecuencia una modifica- 
ción permanente de las estructuras patrimoniales —y la mayoría de las veces también 
jurídicas— de las empresas participantes, perdiendo de esta manera su anterior indepen- 
dencia. Y esto se produce bien mediante fusión entre dos o más empresas que antes eran 
independientes o bien cuando una adquiera el control de una parte o de la totalidad de 
otra —u Otras— empresa. 


Los supuestos de concentración de empresas no pueden pues asimilarse a los acuer- 
dos colusorios previstos por el art. 81 del TCE o a la prohibición de abuso de posición 
dominante del art. 82. Ha de diferenciarse con claridad entre un acuerdo establecido por 
un conjunto de empresas o por un cártel con fines anticompetitivos (supuesto prohibido 
por el art. 81 del TCE) y concentración de empresas. En el caso de concentración de 
empresas, se produce un verdadero cambio en la estructura de las mismas, se hace con 
publicidad y, para materializarse, normalmente necesitan la autorización de la Comi- 
sión. Es decir, no es un acuerdo puntual para realizar prácticas anticompetitivas entre 
empresas independientes. 


Tampoco puede confundirse la concentración de empresas con el abuso de posición 
dominante del art. 82 del TCE. En el caso de abuso de posición dominante se trata de un 
comportamiento unilateral por parte de una empresa (aunque el TJ también ha admitido 
casos de posición dominante colectiva), mientras que en la concentración participan dos 


4 En cambio, si lo hacía el TCECA en su artículo 66. 
35 Reglamento (CEE) n.* 4064/89 del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, sobre el control de las 


Operaciones de concentración entre empresas. Posteriormente modificado por el Reglamento (CE) n.? 
1310/97 del Consejo, de 30 de junio de 1998. 


(O) ITES-Paraninfo 


Capítulo 3. LA CONSTRUCCIÓN DEL MERCADO INTERIOR 83 


o más empresas. Es importante dicha diferenciación por cuanto el art. 82 lo único que 
prohíbe es el abuso, en tanto que en las concentraciones de empresas lo que se pretende 
evitar es que se consiga una posición de dominio o que se refuerce la ya existente. 


Así, pues, a partir de 1989 en que se aprueba dicho Reglamento 4064/89, las con- 
centraciones de empresas de dimensión comunitaria, se rigen por las reglas en él conte- 
nidas. Tendrán dimensión comunitaria aquellos procesos —fusiones y absorciones— 
que rebasen un determinado umbral en su volumen de negocios o que al menos dos de 
ellas superen una determinada cuota en el mercado comunitario*, 


La Comisión es la autoridad competente para controlar las operaciones de concen- 
tración de empresas. Tiene potestad para examinar los expedientes y decidir antes de 
que se produzca la operación si procede o no su aprobación de acuerdo con las normas 
de la competencia imperantes en la UE y según el procedimiento que establece el propio 
Reglamento””. Atendiendo a los umbrales establecidos para considerar los acuerdos de 
concentración como de dimensión comunitaria, se establece una división de funciones 
entre la Comisión y los Estados miembros para determinar cual de las dos instancias es 
competente: si la operación tiene dimensión comunitaria, será la Comisión; y si no la 
alcanza, el Estado miembro correspondiente**, Esto no ocurre cuando se vulneran los 
arts. 81 y 82 TCE que, al ser un ámbito de competencia concurrente, pueden ser aplica- 
dos tanto por los Estados como por la Comisión, puesto que ambos artículos gozan de 
efecto directo. 


Las operaciones de concentración en el mercado comunitario son cada vez más fre- 
cuentes y complejas. Para abordarlas se requiere de un conocimiento pormenorizado de 
los sectores en los que se dan y las circunstancias que las motivan; y ello exige un análi- 
sis económico riguroso que pueda prever sus posibles efectos económicos sobre el mer- 
cado (en defensa de los consumidores). En este contexto ha de situarse la revisión 
que del Reglamento 4064/89 realiza el Reglamento 139/2004, que también entró en 
vigor el 1 de mayo de 2004, coincidiendo con la ampliación comunitaria a 10 nuevos 
Estados. 


En este caso se trata más bien de una actualización técnica del anterior para incluir 
aquellos aspectos que la dinámica de las concentraciones —horizontales— ha ido de- 
mandando. Si la cuestión sustantiva del Reglamento 4064/89 era evitar que dichas con- 


36 Dicho umbral se fija a partir de 5.000 millones de ecus —euros— del volumen de negocios total, 
en el ámbito mundial, del conjunto de las empresas afectadas; y cuando dicho volumen de negocios en el 
mercado intracomunitario, de por lo menos dos de ellas, supere los 250 millones de ecus, salvo que cada 
una de las empresas realice más de las dos terceras partes de sus ventas en un mismo Estado miembro. 

37 Antes de efectuar la operación de concentración, las empresas implicadas tendrán que notificarla 
a la Comisión y ésta realizará el análisis correspondiente. Si del mismo resultan serias dudas de la com- 
patibilidad de la concentración con las reglas del mercado común, se iniciará el procedimiento de control 
que culminará en una decisión de la Comisión que podrá ser positiva (si decide que es compatible) o 
negativa (si es incompatible). En la práctica, los plazos establecidos por el Reglamento suelen ser alarga- 
dos y será la negociación entre las partes y la Comisión el mecanismo más frecuente para resolver el 
asunto. mm 

38 En el Reglamento se prevé, sin embargo, la posibilidad de reenvío, tanto de la Comisión a un 
Estado miembro como de los Estados miembros a la Comisión, para que conozca de un determinado 


asunto. 
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centraciones creasen o reforzasen una posición de dominio en un mercado relevante, 
dicho principio también se observa en el nuevo Reglamento 139/2004, si bien algo dul- 
cificado puesto que, en este caso, lo que pretende es evitar es que las concentraciones 
obstaculicen de manera significativa la competencia. Lo importante a preservar es que 
se mantenga un alto grado de competencia tras la concentración y si bien ello pasa, co- 
mo condición necesaria, por controlar la posición de de dominio, ésta no es una condi- 
ción suficiente: debe probarse que la misma merma significativamente la competencia. 
De no hacerlo, puede autorizarse la concentración. 


3.2.2.4. Las ayudas públicas y la competencia 


El sector público de los Estados miembros es una parcela muy importante de la activi- 
dad económica que en buena parte ha estado tradicionalmente al margen de la compe- 
tencia. Aunque la liberalización impuesta por la normativa comunitaria y la creciente 
globalización también han afectado a las actividades económicas desarrolladas por el 
sector público, aún permanecen resquicios del pasado. Muchas empresas públicas y pri- 
vadas reciben, de manera directa o indirecta, subvenciones de las administraciones pú- 
blicas de los Estados que contravienen abiertamente las reglas de la competencia esta- 
blecidas por la UE. 


Consideraciones previas 


Antes de tratar específicamente de las ayudas públicas a las empresas, es conveniente 
aclarar algunos aspectos de interés como son el tratamiento de las empresas públicas y 
el tratamiento fiscal interno de las importaciones y exportaciones. 

En relación con las empresas públicas, el Derecho de la Competencia también 
les afecta, en particular, a las que se beneficien de derechos especiales o exclusivos. El 
art. 86 del TCE establece al respecto: 


1. Los Estados miembros no adoptarán ni mantendrán, respecto de las empresas 
públicas y aquellas empresas a las que concedan derechos especiales o exclusivos, nin- 
guna medida contraria a las normas del presente Tratado, especialmente las previstas 
en los artículos 12 y 81 a 89, ambos inclusivos. 


2. Las empresas encargadas de la gestión de servicios de interés económico gene- 
ral o que tengan el carácter de monopolio fiscal quedarán sometidas a las normas del 
presente Tratado, en especial a las normas sobre competencia, en la medida en que la 
aplicación de dichas normas no impida, de hecho o de derecho, el cumplimiento de la 
misión específica a ellas confiada. El desarrollo de los intercambios no deberá quedar 
afectado en forma tal que sea contraria al interés de la Comunidad”. 


Es decir, no podrán existir empresas públicas en régimen de monopolio comercial o 
fiscal. Y las empresas que prestan servicios de interés general que de forma directa o 


32 Se utiliza un concepto amplio de empresa pública. La Directiva 80/723 de la Comisión sobre la 
trasparencia de las relaciones financieras entre los Estados miembros y las empresas públicas, las define 
de la siguiente manera: cualquier empresa sobre la que las autoridades públicas puedan ejercitar direc- 
ta o indirectamente una influencia dominatante en virtud de su propiedad sobre la misma, su participa- 
ción financiera en la misma o de las reglas que la gobiernan. 
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indirecta dependan del Estado, deben ajustar su actuación en el mercado a las reglas de 
la competencia. 


Las empresas que ofrezcan servicios económicos de interés general, han de someter- 
se también a las reglas de la competencia. Es evidente que una empresa que ha de com- 
petir en el mercado no le sea apetecible ocuparse de servicios de interés público que no 
sean rentables; para salvar esta situación se han ideado una serie de mecanismos de par- 


ticipación de las empresas privadas con objeto de garantizar estos servicios a todos los 
ciudadanos”, 


En cuanto a la fiscalidad, un Estado no podrá gravar de forma directa o indirecta, los 
productos de otro Estado miembro con tributos internos superiores a lo que lo hace con 
los nacionales de naturaleza similar. Ni tampoco podrá devolver, en el supuesto de ex- 
portación a otro Estado miembro, una cantidad superior en concepto de tributos internos 
superior a la que haya sido gravado el citado producto (art. 90 TCB). 


Ayudas públicas prohibidas y ayudas compatibles con las reglas sobre 
la competencia 


Son incompatibles con el mercado común, en la medida que afecten a los intercambios 
comerciales con los demás Estados, toda ayuda pública —ya sea del Estado o de cual- 
quier administración pública— que falsee la competencia (art. 87 TCE)*. El concepto 
de ayuda que maneja el Tribunal de Justicia es muy amplio puesto que incluye las medi- 
das, cualquiera sea la forma que adopten, que cumplan los siguientes requisitos”: 


— que comporte una ventaja patrimonial o económica a la empresa, 
— Que provenga de fondos públicos, ya sea de forma directa o indirecta*, 
— que favorezca a determinadas empresas o sectores productivos** y 


9 Son tres los mecanismos existentes en la actualidad: el contrato programa, por el cual una empre- 
sa se compromete a cubrir unos servicios mínimos a cambio de una contraprestación (los realice o no, 
simplemente por el hecho de garantizarlos); la obligación de servicio público, las empresas que alcancen 
un determinado porcentaje de cuota de mercado estarán obligadas a prestar servicios públicos; y final- 
mente, el fondo de compensación, al cual contribuyen todos los operadores económicos y que servirá 
para contratar a una empresa que realice los servicios mínimos. 

M1 El art. 87.1 TCE establece al respecto: Salvo que el presente Tratado disponga otra cosa, serán 
incompatibles con el mercado común, en la medida en que afecten a los intercambios comerciales entre 
Estados miembros, las ayudas otorgadas por los Estados miembros o mediante fondos estatales, bajo 
cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empre- 
sas o producciones. 

2 Dichas medidas pueden ser legislativas, reglamentarias o de cualquier tipo. No importa la forma 
que revistan ni el objetivo perseguido con ellas; sólo importa las consecuencias para la competencia 
comunitaria. 

% Por ejemplo, cuando se haga vía condonación de deuda pública o mediante una exención fiscal. 
No importará si la medida proviene del Estado o de otras Administraciones territoriales públicas diferen- 
tes (o incluso de organismos públicos o privados), lo relevante es que se trate de fondos públicos. 

4 Si se trata de una medida de carácter general, no constituirá una ayuda pública en el sentido del 
art. 87 TCE. Las medidas adoptadas con el propósito de beneficiar al conjunto de la actividad económica 
de un Estado miembro, cuyos destinatarios no sean identificables o que las ayudas no vayan destinadas a 
fines empresariales, no quedarán sujetas a estas disposiciones. 
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— que tenga efectos sobre los intercambios de los Estados miembros, falsee o pue- 
da falsear la competencia*. 


No todas las ayudas públicas están prohibidas. En determinados supuestos algunas 
son admisibles, lo que, como es obvio, complica la delimitación entre lo prohibido y lo 
admitido. El TCE establece (art. 87.2) una serie de ayudas que se consideran compati- 
bles y otras que pudieran serlo con las reglas del mercado común (art. 87.3). 


Se podrán conceder ayudas de carácter social a los consumidores, siempre que no 
discriminen por el origen de los productos. También están permitidas las ayudas otorga- 
das, en casos excepcionales, para hacer frente a desastres nacionales; las que tengan por 
objeto favorecer el desarrollo de determinadas regiones con un bajo nivel de desarrollo; 
las concedidas en el marco de un proyecto de interés común europeo; las destinadas a 
promover la cultura y la conservación del patrimonio siempre que no alteren la competen- 
cia; y las que, a propuesta de la Comisión, decida el Consejo por mayoría cualificada. 


Como norma general, los Estados miembros tendrán que notificar a la Comisión las 
ayudas que pretendan otorgar, para que ésta dé su autorización, salvo que se trate de los 
casos previstos en el art. 87.2 del TCE, en los que basta con la notificación. La Comi- 
sión goza de plena discrecionalidad para decidir si considera compatible o no una ayuda 
con el TCE, si bien, su decisión puede ser recurrida ante el Tribunal de Justicia. Este 
procedimiento de notificación y control viene esbozado en el propio TCE (art. 88), sien- 
do ilegales las ayudas que no fueran notificadas, y se aplicará tanto a las ayudas nuevas 
como a las ya existentes*, 


En realidad, el panorama es tan confuso que en la práctica las ayudas estatales conti- 
núan existiendo a todos los niveles, tanto si son legales como si no lo son. La Comisión 
suele ser muy recelosa con tales ayudas y no todas las considera compatibles con el 
mercado común por considerar que son medidas proteccionistas de los Estados. 


En suma, las ayudas públicas nacionales cuentan con un amplio campo de discrecio- 
nalidad que hace complejo su control y determinar el grado en que falsean la competen- 
cia. Por dicha razón, son frecuentes los conflictos que se producen entre la Comisión y 
los Estados que, en muchas ocasiones, acaban en el TJ. 


3.2.3. Una valoración global sobre el mercado interior 


Un mercado interior nunca acaba de hacerse del todo porque la economía y la sociedad 
son dinámicas: depende mucho de los cambios tecnológicos y de factores incontrolados. 
Partiendo de esta premisa, el mercado interior de cualquier espacio económico está en 
permanente construcción. 


Al mercado interior comunitario le sucede lo mismo, aunque con problemas añadi- 
dos derivados de su complejidad y de su continua expansión. 


* En principio, toda medida que proporcione una posición más ventajosa a una empresa o varias 
frente a sus competidoras, supone un menoscabo a la competencia. Ahora bien, dicho falseamiento ha de 
ser relevante para ser tomado en cuenta. 

16 Que un Estado miembro otorgue una ayuda ilegal puede ser motivo de incumplimiento y objeto 
de una sentencia condenatoria al Estado por el Tribunal de Justicia, teniendo que devolver las empresas 
las ayudas ilegalmente obtenidas. 
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En la UE se ha establecido el marco legal y sus reglas de funcionamiento, incluidas 
las de la competencia, pero esto no es suficiente. Todos los operadores en el mercado, 
desde las instituciones comunitarias a los Estados, pasando por los empresarios, trabaja- 
dores y consumidores, tienen que implicarse en su consecución. Las libertades de circu- 
lación están relacionadas entre sí de manera que si se produce algún obstáculo en alguna 
de ellas repercute en todas las demás. Los principales obstáculos en el mercado comuni- 
tario, se centran en los servicios y en la movilidad de las personas, lo cual no quiere 
decir que no existan también en la circulación de mercancías y capitales, aunque en 
menor medida. 


Desde 1993 hasta la fecha, se han evidenciado importantes ventajas derivadas del 
mercado interior que se han traducido en una disminución de costes como consecuencia 
de la supresión de barreras internas; se ha incrementado la cantidad, calidad y variedad 
de los productos y servicios ofertados y los mercados son más transparentes; etc. En fin, 
el mercado se está haciendo cada vez más comunitario y menos nacional, lo que juega 
en favor de las economías de escala en la producción y en la distribución. Pero junto con 
estas luces, también hay sombras. 


Los beneficios globales derivados del mercado interior comunitario son difíciles de 
cuantificar, aunque son importantes. El Informe Cecchini (Los costes de la no-Europa) 
elaborado por la Comisión y publicado en 1988, realizaba una estimación provisional 
del ahorro de costes como consecuencia de la puesta en funcionamiento del mercado 
interior cifrándola en unas ganancias entre 13.000 y 24.000 millones de ecus —hoy 
euros— en concepto de la supresión física de las fronteras, en otros 17.000 millones por 
la liberalización de la contratación pública; y en un crecimiento del 2% en el PIB en 
concepto de economías de escala. A todas luces fueron estimaciones pesimistas como 
posteriormente se ha puesto de manifiesto. 


Según la Comisión, entre 1992 y 2003, el valor añadido acumulado adicional debido 
a los efectos derivados del mercado interior ha sido de 877 miles de millones de euros, 
se han creado unos 2,5 millones empleos, las exportaciones comunitarias a terceros paí- 
ses han pasando de un 6,9% de PIB comunitario, en 1992, al 11,2% en 2001; y las inver- 
siones directas de terceros países en la UE se han más que duplicado. 


No obstante esos favorables resultados, el mercado interior no ha alcanzado sus po- 
tencialidades, incluso podría decirse que se encuentra relativamente estancado”. Cierta- 
mente los resultados no se manifiestan a corto plazo sino al cabo de una serie de años. 
Entre los principales problemas que todavía subsisten, caben destacar los siguientes: 


— No se ha producido la convergencia de precios que cabía esperar, ni siguiera 
entre los Estados de la eurozona. En 2003, tomando como media la UE-25, el 
índice de precios relativos entre el país más caro y más baratos de la UE-15 exis- 
tía la misma diferencia que en 1995: 65 puntos porcentuales; y si comparamos 
los países más caros de la UE-15 con los más baratos de la UE-25, tales diferen- 
cias alcanzaban el 100%, es decir, se doblaban. Esto pone de manifiesto que la 


17 Véase al respecto Comisión Europea. Communication from the Commission to the council, the 
European Parliament, the European economic and Social Committee and the Committee of the Regions. 
Second implementation report of the internal market strategy 2003-2006. COM (2005) final, Bruselas, 


2005. 
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divergencia de rentas entre los Estados miembros es muy importante y llevará 
muchos años para que se reduzca de manera significativa. 


El intercambio intracomunitario de bienes ha pasado de 950 mil de millones de 
euros en 1996 a unos 1,4 billones en 2003; sin embargo, en términos relativos 
—£n porcentaje respecto del comercio total— se ha estancado. El comercio in- 
tracomunitario de servicios —que representa aproximadamente un tercio del de 
bienes— ha pasado, para el mismo período, de algo mas de 200 mil millones de 
euros a casi 500 mil—, apreciándose una mejoría que en modo alguno se corres- 
ponde con su peso en las economías nacionales de sus Estados. 


Desde los inicios de los años noventa, la mayor parte de las inversiones directas 
entre los Estados de la UE se están canalizando hacia el sector de los servicios: 
de un 4% de la inversión total en 1992, se ha pasado a más de un tercio en 2003. 
Sin embargo, tales inversiones son muy variables en función de la coyuntura 
económica y los mercados nacionales: desde mediados de los noventa en torno a 
la mitad de las mismas se dirigen hacia los países del Este. En cualquier caso, 
dado que el mercado de servicios continúa muy compartimentado por Estados, ta- 
les inversiones van a atender demandas internas, lo que le resta competitividad. 


Las adquisiciones del sector público en bienes y servicios y la contratación pú- 
blica, representan entre un 11 y 20% del PIB de los Estados, lo que supone como 
media en torno al 16% del PIB de la en la UE (unos 1, 5 billones de euros en 
2002, casi el doble del PIB de España). Si bien se ha producido cierta apertura 
de tales compras en el mercado común, debido a la falta de publicidad (más de 
las 80% de las ofertas no se publican en el Diario Oficial de la UE), la inmensa 
mayoría se realizan en los respectivos mercados nacionales, lo que origina que 
se esté pagando alrededor de un tercio más de lo que conseguiría en el mercado 
interior competitivo. 


Gracias al procedimiento del principio de reconocimiento mutuo de legislacio- 
nes nacionales, se ha conseguido superar miles de obstáculos técnicos que de 
otra forma —mediante directivas de armonización— no se hubiera logrado. Sin 
embargo, se constata que en los casos en los que no existe legislación específica 
comunitaria y que por tanto es susceptibles de aplicación el principio de recono- 
cimiento mutuo de legislaciones, más de la mitad de los productores y de las 
autoridades nacionales encargadas de su aplicación, no están familiarizados con 
el mismo. La Comisión estima que la mala aplicación de dicho principio tiene 
una incidencia en la reducción del comercio de bienes de unos 150 mil millones 
de euros por año. 


La ampliación de la UE hacia el Este, si bien ofrece grandes oportunidades al 
mercado interior, también añade riesgos para el correcto funcionamiento del 
mismo, tanto para eliminar obstáculos subsistentes como para evitar que surjan 
Otros nuevos. A este respecto, cabe señalar que cumplir con los objetivos de la 
Estrategia de Lisboa para realizar las reformas estructurales necesarias, sea esen- 
cial para el futuro de la UE. 


Una buena parte de la responsabilidad de la falta de profundización y transparencia 


en el mercado interior, proviene de propios Estados miembros. Estos muestran fuerte 
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resistencias a liberalizar ciertas actividades, principalmente las relacionadas con sus 
propios sectores públicos y con determinados servicios. También se aprecia una falta de 


colaboración entre ellos y con la Comisión para adquirir un compromiso firme en la 
realización del mercado interior*. 


Los Estados se muestran reacios a liberalizar ciertos servicios que, aun siendo estra- 
tégicos, no tiene sentido que estén cerrados a la competencia intracomunitaria, como 
ocurre, por ejemplo, con el energético —excepto gas y electricidad—, el derecho de 
establecimiento y la libre prestación de servicios, las patentes, etc. Ello no es óbice para 
que el control estatal se mantenga en servicios fundamentales para la sociedad como la 
educación, la sanidad y otros similares que, en una buena proporción, no son comercia- 
lizables en el mercado. 


Los Estados son igualmente remisos a la hora de trasladar a sus respectivamente 
legislaciones internas, como es su obligación, las directivas comunitarias. El objetivo a 
largo plazo marcado por el Consejo Europeo en diferentes ocasiones ha sido llegar a que 
se traspasen, como es lógico, el 100% de las mismas aunque transitoriamente se ha 
aceptado llegar al 98,5%. No sólo no se ha conseguido este último sino que a la altura 
de 2003 un 3,6% de las directivas aun no lo estaban y muchas de las traspasadas estaban 
mal traspuestas o de forma incompleta. 


28 No deja de ser sorprendente que, por ejemplo, España que como miembro de la UE tiene la obli- 
gación de velar por la realización del mercado interior comunitario, esté fragmentando de manera impor- 
tante su propio mercado nacional mediante una descontrolada descentralización autonómica en la que ya 
se han creado —y se continúan incrementando— múltiples barreras de tipo administrativo —sobre todo 
con la proliferación de legislaciones— y lingúístico entre sus Comunidades Autónomas. 
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4.1.1. La unión aduanera en la Unión Europea: concepto y al- 
cance 


4.2. El sector de los servicios 
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4.2.2. Proceso comunitario de liberalización de los servicios 
4.2.3. Propiedad industrial (patentes y marcas) 


4.3. Libre circulación de capitales 
4.3.1. La regulación de los movimientos de capital 


En este capítulo nos ocupamos de la libre circulación de bienes, servi- 
cios y capitales. No todas estas libertades económicas se encuentran al 
mismo nivel de desarrollo: se ha avanzado mucho en la circulación de 
mercancías y en capitales y mucho menos en servicios y personas. 
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4.1. LIBRE CIRCULACIÓN DE MERCANCÍAS 


Para lograr la libre circulación de las mercancías en un mercado común es necesario 
realizar la unión aduanera. La unión aduanera comporta dos aspectos: por una parte la 
supresión de todo tipo de barreras internas (arancelarias y no arancelarias) y, por otra, 
un sistema común de protección frente al exterior (un arancel aduanero común). 


4.1.1. La unión aduanera en la Unión Europea: 
concepto y alcance 


El objeto de la unión aduanera comunitaria es el de posibilitar la libre circulación de las 
mercancías salvando los obstáculos que se opongan a la misma. La unión aduanera se 
regula por el art. 23 del Tratado CE: 


1. La Comunidad se basará en una unión aduanera, que abarcará a la totalidad 
de los intercambios de mercancías y que implicará la prohibición, entre los Estados 
miembros, de los derechos de aduana de importación y exportación y de cualesquiera 
exacciones de efecto equivalente, así como la adopción de un arancel aduanero común 
en sus relaciones con terceros países. 


2. Las disposiciones del artículo 25 y las del Capítulo 2 del presente título se apli- 
carán a los productos originarios de los Estados miembros y a los productos proceden- 
tes de terceros países que se encuentren en libre práctica en los Estados miembros». 


La unión aduanera comporta la prohibición en el territorio comunitario de todo tipo 
de derechos de aduana o tasa que tenga un efecto equivalente —tales como las fisca- 
les—, así como la adopción de un arancel común que será aplicado a las importaciones 
procedentes de terceros países. 


Por lo que respecta al comercio intracomunitario de mercancías, éstas han de ser 
originarias de la Comunidad o que, procediendo de terceros países, se encuentren en 
libre práctica en cualquiera de los Estados miembros siempre que hayan satisfecho sus 
correspondientes derechos aduaneros y cualquiera otra exacción de efecto equivalente y 
que no se hayan beneficiado (total o parcialmente) de devoluciones impositivas (art. 24 
del TCE). Las mercancías que no cumplan estas condiciones, estarán sometidas al Aran- 
cel Aduanero Común (AAC) para acceder al mercado interior comunitario. 


La unión aduanera se hizo entre los primeros seis Estados que formaron la CEE. 
Para los nuevos Estados que han ido accediendo a miembros con posterioridad, es acer- 
vo común y lo único que se negocia es el período transitorio de ajuste a la misma. 


La Unión Aduanera Comunitaria (UAC) o territorio aduanero común, se correspon- 
de, en general, con el de los Estados miembros aunque existen algunas excepciones. 
Existen territorios que siendo soberanía de un Estado no forman parte de la UAC y tam- 
bién Estados, que no siendo miembros de la UE, sí forman parte de la UAC (véase Cua- 
dro 4.1). 
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Cuadro 4.1. 


El Reglamento (CEE) n.* 2913/92 del Consejo 
de 12 de octubre de 1992 por el que se aprueba 
el Código aduanero comunitario (texto consoli- 
dado a 1 de mayo de 2004), dice lo siguiente: 





Artículo 3 


1. El territorio aduanero de la Comunidad 
comprende: 


— el territorio del Reino de Bélgica; 

— el territorio del Reino de Dinamarca, salvo 
las Islas Feroe y Groenlandia; 

— el territorio de la República Federal de Ale- 
mania, excepto la isla de Helgoland y el te- 
rritorio de Biisingen (Tratado de 23 de no- 
viembre de 1964 entre la República Federal 
de Alemania y la Confederación Suiza); 

— el territorio de la República Helénica; 

— el territorio del Reino de España, excepto 
Ceuta y Melilla; 

— el territorio de la República Francesa, ex- 
cepto los territorios de Ultramar y de San 
Pedro y Miquelón y de Mayotte; 

— el territorio de Irlanda; 

— el territorio de la República Italiana, excep- 
to los municipios de Livigno y Campione 
d'Italia, así como las aguas nacionales del 
lago de Lugano comprendidas entre la ori- 
lla y la frontera política de la zona situada 
entre Ponte Tresa y Porto Ceresio; 

— el territorio del Gran Ducado de Luxemburgo; 

— el territorio europeo del Reino de los Países 
Bajos; 

— el territorio de la República de Austria; 


AE 





— el territorio de la República Portuguesa; 
— el territorio de la República de Finlandia: 


— el territorio del Reino de Suecia; 


— el territorio del Reino Unido de Gran Breta- 


ña e Irlanda del Norte, así como las Islas 
del Canal y la Isla de Man; 
— el territorio de la República Checa; 


— el territorio de la República de Estonia; 
— el territorio de la República de Chipre; 
— el territorio de la República de Letonia; 


— el territorio de la República de Lituania; 
— el territorio de la República de Hungría; 


— el territorio de la República de Malta; 


— el territorio de la República de Polonia; 
— el territorio de la República de Eslovenia; 
— el territorio de la República Eslovaca. 


2. Habida cuenta del Convenio que le es 
aplicable y aunque esté situado fuera del terri- 
torio de la República Francesa, se considerará 
asimismo que forma parte del territorio adua- 
nero de la Comunidad el territorio de Principa- 
do de Mónaco, tal como se define en el Conve- 
nio aduanero firmado en París el 18 de mayo de 
1963. 


3. Se incluyen en el territorio aduanero de 
la Comunidad el mar territorial, las aguas con- 
tinentales y el espacio aéreo de los Estados 
miembros y de los territorios contemplados en 
el Apartado 2, con exclusión del mar territorial, 
las aguas continentales y el espacio aéreo 
correspondientes a territorios que no forman 


parte del territorio aduanero de la Comunidad 


con arreglo a lo dispuesto en el Apartado 1. 


Nota: A los territorios anteriores debe añadirse a partir de 2007 los de Bulgaria y Rumanía. 


4.1.1.1. 
y no arancelarias). 


Supresión de las barreras internas (arancelarias 


Los derechos de aduana a la importación y las barreras no arancelarias (restricciones 
cuantitativas y exacciones de efecto equivalente) que existían entre los seis Estados 
miembros que formaron la CE originaria, habrían de ser suprimidos, de forma progresi- 
va, a lo largo de un período transitorio de doce años: 1958-70. 


Por lo que respecta a los derechos de aduana, las reducciones arancelarias para cada 
producto operarían a través de los derechos vigentes el 1 de enero de 1957. El calenda- 
rio de reducciones previsto en el Tratado era el siguiente: durante la primera etapa del 
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período transitorio —los primeros cuatro años—, la reducción arancelaria debería al- 
canzar al menos el 25% del derecho base; al final de la segunda etapa debería conse- 
guirse una reducción mínima de otro 25% del citado derecho, y el restante 50% al 
final de la tercera. En realidad, el ritmo del desarme arancelario seguido fue superior 
ya que se aplicó la cláusula de aceleración prevista por el TCEE lo que permitió ade- 
lantar la unión aduanera en dieciocho meses (a julio de 1968). A partir de dicha fecha 
quedaron prohibidos entre los Estados miembros los derechos de aduana a la importa- 
ción y exportación y las exacciones de efecto equivalente, incluidos los derechos de 
aduana de carácter fiscal. 


En cuanto a las barreras no arancelarias, el Tratado establecía que los Estados 
miembros se abstendrán, en sus intercambios recíprocos, de restringir los contingentes y 
las medidas de efecto equivalente existentes en la fecha de entrada en vigor del mismo y 
deberían ser suprimidos, a más tardar, al final del período transitorio. Una vez finaliza- 
do el mismo, en los intercambios intracomunitarios quedarán prohibidas tanto las res- 
tricciones cuantitativas a la importación como las medidas de efecto equivalente. 


En las barreras no arancelarias, debe distinguirse entre las restricciones cuantitativas 
al comercio —los contingentes que existían a la entrada en vigor del Tratado el 1 de 
enero de 1958— y las medidas de efecto equivalente, aún cuando sus consecuencias 
sobre el comercio sean similares. 


Las restricciones cuantitativas, esto es, los contingentes bilaterales que existían entre 
los Estados con anterioridad a la creación de la CEE, previamente a su liberalización 
total, habrían de ser transformados, en proporciones crecientes, en contingentes globales 
que fuesen accesibles, sin discriminación, a los restantes Estados miembros y totalmente 
suprimidos al finalizar el período transitorio'. Desde la perspectiva temporal, el desarme 
contingentario fue similar al arancelario, si bien las bases de partida eran diferentes. 
Mientras que en el desarme arancelario todo estaba por hacer, en el contingentario ya se 
había avanzado mucho en el marco de la OECE y la mejor prueba de ello fue que los 
contingentes desaparecieron —con la excepción de los agrarios— en su casi totalidad a 
partir de 1962. 


Algo bien distinto sucedería con las medidas de efecto equivalente. Estas son un 
sofisticado conjunto de instrumentos de todo orden que, forma directa o indirecta, to- 
man o impulsan los Estados con el objeto de proteger sus respectivos sectores producti- 
vos. Sus efectos son similares al de las restricciones cuantitativas —de ahí su denomina- 
ción de efecto equivalente— aunque se han demostrado mucho más complicadas de 
erradicar de lo que inicialmente se había previsto. 


Entre las medidas de efecto de equivalente caben citar, entre otras, las siguientes: 
normas y prácticas de tipo administrativo de los Estados con el objeto de obstaculizar 
las importaciones; uso abusivo de las excepciones previstas por el Tratado para, supues- 


' Únicamente se admitían (y se continúan admitiendo, art. 30 TCE) restricciones —o incluso prohi- 
biciones— a la importación, exportación o al tránsito por razones de orden público, moralidad o seguri- 
dad pública; con el objeto de proteger la salud de las personas y animales; preservación de los vegetales 
y protección del patrimonio artístico y de la propiedad industrial y comercial. No obstante, las prohibi- 
ciones o restricciones antes señaladas no deberán constituir, en ningún caso, una discriminación arbitra- 
ria ni una restricción encubierta del comercio entre los Estados miembros. 
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tamente, preservar la salud pública; injustificados y prolijos controles en frontera para 
verificar los certificados de origen, rellenar múltiples formularios, percibir el IVA, etc.; 
compras del sector público que privilegian a los proveedores nacionales frente al resto 
de los comunitarios; incitar a los consumidores, mediante publicidad encubierta, para 
que consuman, con preferencia, productos nacionales, etc. La supresión de todas estas 
prácticas (prohibidas por la legislación comunitaria pero de las que se ha venido hacien- 
do uso reiterado), es lo que ha intentado poner coto las medidas previstas por el Libro 
Blanco de la Comisión sobre el Mercado Interior de 1985 y el AUE, de las que hemos 
dado cuenta en el capítulo precedente. 


4.1.1.2. La defensa frente al exterior: el Arancel 
Aduanero Común (AAC) 


Paralelamente al desmantelamiento interno de los aranceles, barreras no arancelarias y 
armonización de las exacciones fiscales, la Comunidad fue articulando un mecanismo 
de protección externo para las importaciones procedentes de terceros países, conocido 
como Arancel Aduanero Común (AAC). Su finalidad es gravar las importaciones de 
mercancías procedentes de dichos países y que entren en el territorio aduanero común?. 


Para fijar el nivel de protección en el caso de los aranceles, se partió de los derechos 
efectivamente aplicados el 1 de enero de 1957 en cada uno de las posiciones arancela- 
rias y se estableció, como regla general, que la protección nominal del AAC equivaldría 
a la media aritmética que resultase de los derechos de los cuatro territorios aduaneros 
existentes en la Comunidad originaria (R.F.Alemania, Benelux, Francia e Italia). No 
obstante, los productos se clasificaron en varias listas arancelarias para cada una de las 
cuales se fijó el límite máximo del derecho arancelario común. 


De igual modo que el desarme arancelario interno, el AAC se fue introduciendo de 
manera progresiva a lo largo del período transitorio previsto de 12 años, también dividi- 
do en tres tramos de cuatro años cada uno. Los derechos arancelarios que venían apli- 
cando los Estados se fueron aproximando al nivel fijado por la AAC mediante incre- 
mentos o reducciones —según los casos— de un 30% en cada una de las etapas primera 
y segunda y el restante 40% al final de la tercera?. 


2 Hasta 1995 la protección externa comunitaria se establecía, básicamente, a través de dos modalida- 
des: la Tarifa Exterior Común (TEC) y las Exacciones Variables en Frontera. El primero es un derecho 
ad-valorem expresado en tantos por ciento, de aplicación a todos los bienes importados, y en particular, 
a las materias primas y productos industriales. El segundo, como su nombre indica, estaba sujeto a unos 
parámetros fijados por la Comunidad. A este segundo grupo —en buena parte derogado— correspondían 
los prélevement y otras figuras de efecto equivalente que eran de aplicación cuando una disposición 
comunitaria así lo justificase y que permitían alcanzar un nivel de protección tan elevado como se desea- 
se. Los prélevements, tenían carácter supletorio de la TEC y se utilizaban para gravar la importación de 
productos agrarios y sus transformados que fuesen competitivos con la producción comunitaria para los 
que la protección a través de aranceles resultaba insuficiente. Como consecuencia del Acuerdo sobre 
Agricultura de la Ronda Uruguay del GATT, la UE hubo de arancelizar los prélevements y todas las 
medidas restrictivas a la importación agraria que no tuviesen su equivalente arancelario. 

3 Cuando el derecho aplicado por un Estado —o más propiamente por un territorio aduanero— no 
difiriese en más de un 15% por encima o por debajo del derecho establecido para el arancel común, éste 
sería aplicado al final de los primeros cuatro años. 
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El ritmo de aproximación al AAC se benefició también de la cláusula de aceleración 
lo que hizo posible que su entrada en vigor tuviese lugar el 1 de julio de 1968, en lugar 
del 1 de enero de 1970. 


Un arancel, por reducidos que sean sus derechos, siempre implica algún grado de 
protección de la producción interna, que en el caso que nos ocupa, recibe el nombre de 
principio de preferencia comunitaria. La defensa de la producción interna comunitaria 
frente a la competencia externa, se establece, fundamentalmente, a través del Arancel 
Aduanero Común aunque también existen otras figuras de tipo no arancelario. Debido a 
la pluralidad de acuerdos internacionales que tiene la UE, que en su mayoría contem- 
plan reducciones o eliminación de aranceles, la cláusula de la nación más favorecida de 
la OMC en la práctica sólo se aplica a las importaciones de los países desarrollados 
—Australia, Canadá, Estados Unidos, Nueva Zelanda, Japón, etc.—, si bien son con és- 
tos con los que realiza casi la mitad de los intercambios comunitarios. 


La política arancelaria es parte de la política comercial y ésta es de exclusiva com- 
petencia comunitaria. Por dicha razón los Estados miembros no pueden ejercer ninguna 
competencia nacional en materia arancelaria, debiendo limitar su actuación a la aplica- 
ción de las normas comunitarias. La recaudación arancelaria, si bien la realizan las ad- 
ministraciones nacionales, lo hacen por cuanta de la Comunidad y transfieren a ésta los 
recursos correspondientes que pasan a nutrir los ingresos del presupuesto común bajo la 
denominación de recursos propios tradicionales. 


4.1.1.3. Arancel integrado de las Comunidades 
Europeas (Taric) 


La UAC requiere de un control arancelario y estadístico sobre su comercio interior y 
exterior de mercancías. Acogiéndose a la opción que permite la Nomenclatura del Siste- 
ma Armonizado de crear otras subdivisiones siempre que se respeten en su integridad el 
código numérico de seis cifras del mismo, la Comunidad ha establecido una Nomencla- 
tura Combinada (NC) y un arancel integrado denominado Taric*. 


La NC se utiliza para el arancel aduanero común y para las estadísticas del comercio 
exterior de la Comunidad. Dicha Nomenclatura incorpora y respeta en su totalidad la 
Nomenclatura del Sistema Armonizado, de cuyo convenio internacional la Comunidad 
es signataria. La NC añade otras dos subdivisiones al Sistema Armonizado que sirven a 
los propósitos de la Comunidad y que reciben el nombre de Subpartidas NC (se aproxi- 
man a las 10.000). Cada una de las subpartidas de la NC se designa por un código de 
ocho cifras, correspondiendo las seis primeras al Sistema Armonizado y la séptima y 
octava a la NC, 


Partiendo de la NC, se establece un arancel integrado de las Comunidades Europeas 
que recibe el nombre de Taric y de cuya gestión, difusión y actualización se encarga la 
Comisión”. La finalidad del Taric es la de recoger determinadas medidas comunitarias 


* Reglamento (CEE) 2658/87 del Consejo de 23 de julio de 1987 relativo a la nomenclatura arance- 
laria y estadística y al arancel aduanero común. 

? Arancel integrado de las Comunidades Europeas (Taric) ha sido establecido con arreglo al artículo 
2 del Reglamento (CEE) 2658/87 del Consejo, de 23 de julio de 1987, relativo a la nomenclatura arance- 
laria y estadística y al arancel aduanero común. 
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específicas relativas a importaciones y —en su caso— exportaciones que no pueden re- 
cogerse en la NC. El Taric añade a la NC otras dos subdivisiones (conocidas como sub- 
partidas Taric) que designan el código y nombre de las mercancías, tipos derechos de 
aduana aplicables —los convencionales o los autónomos cuando éstos sean inferiores a 
los anteriores— en función del origen de la mercancía, así como las medidas de política 
comercial”. De manera que el código Taric le añade a las ocho cifras de la NC, otras dos 
(la novena y décima) y, excepcionalmente, podrán utilizarse códigos adicionales de cua- 
tro caracteres numéricos para la aplicación de medidas comunitarias específicas no co- 
dificadas o codificadas parcialmente, en la posición del noveno y décimo dígitos”. Su- 
mados el código de dos dígitos y el numérico, el total de posiciones arancelarias del 
Taric se sitúa en unas 18.000. 


En los casos en que una partida o subpartida del Sistema Armonizado no haya sido 
subdividida por no resultar necesaria, los códigos séptimo y octavo de la NC aparecerán 
con 00. Y del mismo modo, cuando no haya subdivisiones del NC, los códigos corres- 
pondientes al Taric, aparecen también con 00. 

La base de datos Taric se actualiza por la Comisión constantemente introduciendo 
todas las variantes que se produzcan en arancelesó (Cuadro 4.2). 


4.1.1.4. El Documento Único Administrativo (DUA) e Intrastat 


El Documento Único Administrativo o Aduanero (DUA), es el instrumento base que 
registra las importaciones y exportaciones de bienes entre la CE y terceros países, cual- 
quiera sea el medio de transporte utilizado. Fue establecido en 1988 e inicialmente tam- 
bién se utilizó para el comercio entre los Estados miembros hasta que, en 1993, fue 
sustituido por Intrastat. 


El DUA es un formulario —sellado y firmado por el exportador— que consta de 
varias copias que tiene por finalidad registrar el recorrido que realiza la mercancía des- 
de el Estado exportador al importador (y en su caso el de tránsito), facilitándole a cada 
uno de ellos la información correspondiente. En dicho formulario se recoge, por razones 
de control, fiscales y estadísticas, la identificación del exportador, código comunitario, 
código del país de origen, de destino y de tránsito; identificación y características de la 
mercancía exportada (tipo, referencia, cantidad, marca, peso, etc.); valor de la opera- 
ción (valor total, financiador, divisa, tipo de cambio, etc.); medio de transporte utilizado 
(oficina de origen del bien, tipo de transporte, identidad y nacionalidad del medio, etc.), 
impuestos satisfechos (clase de impuesto, base imponible, tipo gravamen, suma 


total, etc.). 


6 El Taric incluye las normas del Sistema Armononizado, de la NC y las especificas adoptadas por 
la Comunidad, tales como: suspensiones arancelarias, cuotas, relación de países beneficiarios de siste- 
mas preferenciales —incluyendo tarifas y cuotas—, el SPG aplicable a países menos desarrollados, me- 
didas antidumping y compensatorias, precios mínimos de referencia, importaciones restrictivas y prohi- 
bidas —código CITIES—, etc. 

7 Los Estados miembros podrán insertar subdivisiones o códigos complementarios que respondan a 
necesidades nacionales. Dichas subdivisiones o códigos complementarios estarán provistos de códigos 
numéricos que los identificarán, de conformidad con el Reglamento (CEE) n.” 2454/93. 

8 Dicha base está disponible en Internet y puede consultarse en: 

http://ec.europa.eu/taxation _customs/dds/es/tarhome.htm 
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CANTINA LINA ON MES 


El ejemplo que se expone a continuación corresponde al desglose de la partida 0101 
(caballos, asnos, mulos y burdéganos vivos) del capítulo 01 (Animales vivos) 
de la Sección | de la nomenclatura arancelaria Taric (animales vivos y productos 
del reino animal). 


[seeiónt | animas vivos y producios del eno animal 
Animales vivos 
Subpartida - 
A 

















Sistema 
Armonizado 
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Código adicional Taric 


Por su parte, Intrastat es el documento que desde el 1 de enero de 1993 en que se 
suprimieron las fronteras interiores de la Comunidad, registra los intercambios intraco- 
munitarios de mercancías. 


Intrastat es un sistema de recogida de información con el objeto de elaborar las esta- 
dísticas de los intercambios de bienes entre Estados miembros. El sistema es provisional 
en tanto dure el período transitorio del IVA, cuando éste alcance el período definitivo 
aquél también deberá ser modificado”. 


Los operadores que actúen en el mercado intracomunitario de bienes, tienen la obli- 
gación de aportar la información requerida por el sistema Intrastat siguiendo el procedi- 
miento de autodeclaración. Dicho sistema registra el flujo de mercancías consideradas 


? Según EUROSTAT, el sistema Intrastat adolece de graves defectos, como por ejemplo, el de infra- 
valorar el comercio intracomunitario y la no-coincidencia de los datos cuando se cruzan la información 
de las importaciones y exportaciones intracomunitarias —aunque es normal que existan ciertas discre- 
pancias habida cuenta de los diferentes umbrales de asimilación para cada Estado—. Por ejemplo, los 
datos de 1993, primer año de su aplicación, reflejan una caída del 9% en las importaciones y un 5% en 
las exportaciones en comparación al comercio intracomunitario de 1992. No obstante, el mecanismo 
Intrastat que se fundamenta en la autodeclaración, puede producir estos problemas pero al cruzar la in- 


formación estadística y fiscal entre los Estados miembros, también se convierte en un arma eficaz para 
luchar contra el fraude. 
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como comunitarias, esto es, las producidas enteramente en un Estado miembro y las que 
se encuentren en libre práctica en el mismo. La declaración estadística se realiza en fun- 
ción del origen y del flujo que siga la mercancía, con independencia de la localización 
del agente con el que se opera o de la dirección que siga la factura?”. 


Los criterios para establecer la obligación de declarar, dependen del tipo de mer- 


cancía, del sujeto obligado a realizarla y de la pertenencia al territorio estadístico co- 
munitario. 


Por lo que respecta a la mercancía, quedan incluidas todas las que cumplan las ca- 
racterísticas siguientes: 


— Las que sean expedidas (o introducidas) desde un país miembro siempre que 
puedan circular libremente sin ningún tipo de obstáculos así como las que estén 
sujetas a ciertos controles o formalidades como son los casos del tabaco, las be- 
bidas alcohólicas y demás operaciones especiales”. 


— Las comunitarias y no comunitarias que se encuentran en tránsito directo o 
interrumpido””. 


— Las mercancías comunitarias expedidas o introducidas desde o en el territorio 
estadístico comunitario, cuando por motivos de transporte, deban atravesar el te- 
rritorio de terceros países o de zonas comunitarias no incluidas en el territorio 
estadístico comunitario. 


— Las que se expidan desde el territorio de un Estado miembro a otro Estado 
miembro para ser exportadas a un tercer país. 


— La pesca de altura procedente de países miembros. 


Para que una operación sea objeto de obligación de declaración estadística por el 
sistema Intrastat, se exigen dos requisitos: primero, que el operador (persona física o 
jurídica) sea residente de un país comunitario; y segundo, que sea sujeto pasivo del IVA 
por adquisiciones o ventas intracomunitarias u Operaciones asimiladas. 


10 Quedan excluidas las operaciones de mercancías en las que no medie contrato de compra o venta 
y que tengan carácter temporal. En dicho supuesto, las mercancías tienen que volver al Estado en el que 
salieron dentro de un plazo máximo de dos años (este supuesto se aplica a ferias, exposiciones, etc.). 
11 Entre las operaciones especiales, se encuentra los siguientes casos: 
— Comercio triangular. Son aquellas operaciones en las que no hay coincidencia entre los expedi- 
dores y receptores de las mercancías con los receptores y expedidores de los medios de pago. 
— Trabajo por encargo. Son operaciones que tiene lugar cuando el operador de un Estado miembro 
le solicita al de otro Estado miembro que realice una determinada actividad productiva. El solici- 
tante proporciona la materia prima para la transformación y el solicitado devuelve el producto 
final. En este tipo de operaciones, los conceptos fiscal y estadístico se separan: el valor de factu- 
ración, y por tanto el considerado a efectos de IVA, es el del trabajo por encargo, mientras que le 
valor estadístico es el valor completo como si se hubiera fabricado enteramente en el Estado 
miembro donde se realizó el encargo. 
— Reparaciones. Su tratamiento es el mismo que el trabajo por encargo, etc. l 
12 Si hubieran entrado como mercancía no comunitaria y posteriormente se despacha en libre prácti- 
ca a otro Estado miembro, se declarará como expedición en el momento de su salida; si se encuentran en 
tránsito directo y se exportan a un tercer país, se declarará como introducida desde el momento en que 


entró en el territorio. 
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A partir del 1 de enero de 1993 en que entra en 
vigor el mercado interior hay que distinguir en- 
tre intercambios intracomunitarios de mercan- 
cías (comercio entre Estados miembros) y mer- 
cado exterior (el realizado con terceros países). 
En el primer caso, se utiliza el documento In- 
trastat y en el segundo con el DUA. No obstan- 
te, existen determinadas excepciones que deben 
tenerse en cuenta. Son las siguientes: 


— Territorios que forman parte de la soberanía 


Parte II. EL MERCADO ÚNICO 


Por lo que respecta al ámbito territorial, la obligación estadística de declarar viene 
determinada por la sujeción del operador al IVA. Existen territorios comunitarios donde 
no se aplica el régimen común de IVA, por lo que, a estos efectos, tienen la considera- 
ción de país tercero. Dichos territorios, a su vez, pueden o no formar parte de la UAC; 
para los que forman parte de la unión aduanera, el procedimiento aplicable para la intro- 
ducción de mercancía en el territorio de la Comunidad sometido al IVA común, podrá 
hacerse al amparo del tránsito comunitario interno. 


En cuanto al sujeto pasivo, el responsable del cumplimiento de la obligación infor- 
mativa, es el titular de la operación; no obstante, puede estar representado por un tercero 
siempre que cuente con capacidad legal y esté registrado en el censo constituido para 
dicho fin. Aunque, en general, existe un paralelismo entre el obligado estadístico y el 
fiscal (a efectos de IVA), existen algunas supuestos en los que dicho paralelismo no se 
da, como son los casos, por ejemplo, de las operaciones sometidas a impuestos especia- 
les, cuando exista representante fiscal y otras'”. 


Cuadro 4.3. CASOS DE APLICACIÓN DEL DUA E INTRASTAT 


Dichos territorios tampoco están sujetos al 
régimen común de IVA y por lo tanto es 
exigible el DUA para su comercio con la 
UAC. Son los casos de las Islas Helgoland 
(Alemania), Ceuta y Melilla (España), Li- 
vigno, Campione d'Italia y aguas nacionales 
del Lago de Lugano (Italia). 


— Territorios que no son soberanía de ningún 
Estado miembro (son territorios indepen- 
dientes) pero sí forman parte de la UAC. En 


de un Estado miembro y también de la UAC 
pero que tienen reconocido un régimen fis- 
cal especial y distinto al del Estado al que 
pertenecen. En dichos territorios no se apli- 
ca el régimen común de IVA por lo que, a 
efectos de comercio de bienes se consideran 
como terceros países y sus intercambios con 
el UAC se exige del DUA. Estos son los ca- 
sos de las Islas Canarias (España), Departa- 
mentos de Ultramar (Francia), Islas Man 
(Reino Unido) y Monte Athos (Grecia). 


— Territorios que forman parte de la soberanía 


de un Estado miembro pero no de la UAC. 


este supuesto, al aplicar el régimen común 
de IVA, en sus intercambios de bienes con 
la UAC no es exigible el DUA sino Intras- 
tat. Son los casos de Mónaco y San Marino. 
Desde 1997 Andorra también se considera 
incluida en la UAC; sin embargo, tiene una 
situación especial respecto a la CE ya que el 
acuerdo comercial existente que entró en vi- 
gor el 1 de enero de 1991) establece una 
unión aduanera parcial: es total para los ca- 
pítulos 25 a 97 del Sistema Armonizado pe- 
ro todavía no se extiende —aunque existen 
previsiones para ello— a los productos agra- 
rios (Capítulos 1 a 24). 


13 , na ; 
Con algunas excepciones, no hay la obligación de informar para las personas que no estén obliga- 


das a presentar declaración de IVA. 
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4.2. EL SECTOR DE LOS SERVICIOS 


Es un hecho evidente que la economía de los países desarrollados se ha terciarizado. 
Actualmente es el principal sector de la economía puesto que es el que mayor renta y 
empleo proporciona (más del 60% en cada caso) y el único que históricamente está ga- 
nando terreno, a diferencia de lo que ocurre con el agrario e industrial. Y todo ello a 
pesar de que un conjunto importante de los servicios se sigue computando en otros sec- 
tores productivos. 


En esta sección nos ocuparemos de las características del sector de los servicios, de 
su liberalización y cómo se ha acometido ésta en el caso de la UE distinguiendo entre la 
que podemos llamar liberalización clásica o vertical —por actividades concretas— y 
general u horizontal. 


4.2.1. Características generales del sector 


El sector de los servicios ha tenido en todos los países una larga tradición de normas 
restrictivas y de controles severos para evitar la competencia exterior. En unos casos 
tales restricciones se han tratado de justificar apelando a la estabilidad de los mercados; 
en otros, por razones de seguridad; y en fin, en otros, arguyendo el carácter estratégico 
que muchos servicios tienen en la economía, en particular, los prestados por el sector 
público. En consecuencia, las barreras que se oponen a la liberalización de los servicios, 
son, en su mayoría, de orden técnico (regulaciones legales). 


Desde el punto de vista metodológico, el concepto de sector terciario es una cues- 
tión que en gran medida está pendiente de resolver. Una buena prueba la constituye su 
propia definición que frecuentemente se formula de forma negativa: el sector servicios 
es la actividad económica que no tiene por objeto la extracción o transformación mate- 
rial de un bien de consumo o de inversión debido a que su oferta tiene por finalidad 
satisfacer necesidades inmateriales. Sin embargo, nadie discute que dicho sector contri- 
buye al buen funcionamiento del sistema productivo, de forma que la eficacia del mis- 
mo depende, en gran medida, de aquella con la que se presten los servicios. 


Existen servicios que cumplen funciones distintas en la actividad económica. Así 
podemos hablar de servicios de producción, que son los que se generan por el propio 
sector y que, en su mayor parte, constituyen un input para los restantes sectores produc- 
tivos sin perjuicio de que una parte no despreciable se destinen a la demanda final; a 
este tipo corresponden los servicios bancarios, financieros y de seguros; los contables; 
jurídicos; y los de ingeniería e inmobiliarios. Los hay también de distribución, que son 
los que cumplen en el sistema la función de conexión entre la producción y el consumo 
(comercio, transportes y comunicaciones). Y también existen servicios finales que, co- 
mo su propio nombre indica, son los que se destinan directamente a la demanda final, 
como son los casos de los de sanidad; los educativos y culturales; los de defensa y segu- 
ridad; los de hostelería, espectáculos y esparcimiento; etc. 

Mientras que los servicios de producción y de distribución son, en muchos casos, 
privados y su precio se forma en el mercado (aunque algunos de ellos han tenido históri- 
camente precios administrados), en los finales no siempre ocurre así. Estos últimos, en 
un buen número de ramas, pueden ser objeto o no de mercado dependiendo de la titula- 
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ridad privada o pública de la institución que los preste, como sucede con los educativos, 
sanitarios, seguridad ciudadana, etc. 


Todo esto es sólo una muestra de la complejidad que ofrece el sector para su libera- 
lización. Como en otros tantos campos, la UE ha ido a remolque de Estados Unidos país 
que ha sido pionero en la desregulación de muchos servicios que ya inició en los años 
sesenta del pasado siglo. Hasta la Ronda Uruguay del GATT, la comercialización de los 
servicios no había sido objeto de discusión a efectos de su liberalización. 


4.2.2. Proceso comunitario de liberalización de los servicios 


Hasta el presente los servicios comunitarios se han venido liberalizando por subsectores 
o por actividades concretas mediante un consenso entre los Estados. Este procedimiento 
se ha demostrado muy lento y de escasa eficacia en relación con la importancia econó- 
mica y dinamismo del sector. Para agilizar dicho proceso, la Comisión ha propuesto un 
procedimiento de liberalización global del sector (Directiva Bolskenstein) que, como 
veremos, ha originado un considerable rechazo por parte de los sindicatos y de otras 
fuerzas políticas y sociales. 


4.2.2.1. Metodología clásica de liberalización 


La liberalización de los servicios se ha revelado muy compleja de resolver debido al 
arraigo histórico de unos mercados protegidos que, en determinados subsectores, han 
venido actuando en régimen de monopolio y con infraestructura de financiación públi- 
ca. Si bien el TCEE ya preveía dicha liberalización observando todo tipo de precaucio- 
nes, de hecho no se puso en marcha hasta mediados de los años ochenta del pasado siglo 
en el marco de las medidas tendentes a la consecución del mercado interior. 


La liberalización se concibe de manera sectorial: servicio a servicio. Según el art. 52 
del TCE, la Comisión, previa consulta al Consejo Económico y Social (CES) y al Parla- 
mento Europeo (PE), someterá al Consejo una propuesta de programa general para la 
supresión de las restricciones existentes a la libre prestación de los servicios; para cada 
tipo de servicio, dicho programa fijará las condiciones generales y las etapas concretas 
para su liberalización. El Consejo decidirá, en cada caso, mediante directivas que serán 
aprobadas por mayoría cualificada. 


El orden previsto para la liberalización tiene en cuenta, con carácter prioritario, 
aquellos servicios que más directamente influyen sobre los costes de producción o los 
que con su liberalización se contribuya a facilitar los intercambios de mercancías. Un 
criterio importante a la hora de decidir sobre la liberalización de un servicio es si éste es 
o no comercializable en el mercado; y entre las prioridades están los que antes hemos 
denominado servicios de producción y de distribución. 


El incremento de la competencia entre los servicios ya liberalizados o que están su- 
jetos a calendario de liberalización, se está traduciendo en una importante reducción de 
costes de los mismos, en un incremento en la calidad de su prestación y diversificación 
y en una mayor agilización en su prestación y atención al cliente. Paralelamente, la libe- 
ralización también está provocando concentración de las empresas sometidas a mayor 
competencia: banca y seguros, telecomunicaciones, compañías aéreas, etc. 
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A pesar del avance que ya se ha conseguido en la liberalización, hasta el momento 
no puede hablarse de un verdadero mercado común de servicios. Subsisten normativas 
nacionales de carácter restrictivo cuya desregulación resulta complicada dado el entra- 
mado de intereses nacionales que se oponen a la misma. No obstante, debe resaltarse 
que la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las reglamentaciones técni- 
cas nacionales a los servicios, está contribuyendo de manera muy positiva a su liberali- 
zación. 


Otra importante limitación la constituye el sector público de servicios que tampoco 
está liberalizado y ofrece fuerte resistencia a la misma. Los servicios públicos ofertados 
directamente y también los realizados por empresas privadas —por ejemplo a través de 
concesiones— en buena parte continúan reservados en exclusiva a los prestadores na- 
cionales. 


4.2.2.2. Los subsectores de servicios liberalizados 


Entre los subsectores más importantes de servicios que ya están liberalizados o en pro- 
ceso de liberalización, se encuentran los siguientes: banca y seguro, telecomunicacio- 
nes, transportes (en sus diversas modalidades: terrestre, marítimo y aéreo), energía eléc- 
trica y gas, etc. Pasamos a continuación a exponer, a grandes rasgos, la situación en que 
se encuentra el proceso de liberalización de tales subsectores. 


Servicios financieros 


La liberalización de los servicios financieros está prácticamente conseguida, sobre todo 
por lo que respecta a los bancarios y de seguros. Restan algunos flecos en el mercado de 
valores y capital riesgo que están a punto de completarse siguiendo las recomendacio- 
nes Informe Lambalussy”*. 


En servicios bancarios, la normativa comunitaria sobre la libertad de establecimien- 
to y libre prestación de servicios se remonta a los primeros años setenta. La primera 
directiva bancaria es la 73/183, de 28 de junio de 1973, por la que se establece la supre- 
sión de las restricciones a la libertad de establecimiento y libre prestación de servicios 
en materia de actividades por cuenta propia de los bancos y otros establecimientos fi- 
nancieros. 


No obstante, la liberalización bancaria se inicia a gran escala a partir de 1988, coin- 
cidiendo con la liberalización de los movimientos de capital, en cuyo marco se dicta 
otra importante directiva bancaria —la segunda—: la 89/646, de 15 de diciembre de 
1989 que se ocupa de la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y ad- 
ministrativas relativas al acceso y ejercicio de la actividad de las entidades de crédito. 





Desde el 1 de enero de 1993 cualquier banco de un Estado miembro puede operar en 
toda la UE sirviéndose de sucursales o directamente desde la central. Si bien se ha pro- 
ducido un gran número de normas comunes relativas a aspectos bancarios concretos ta- 
les como inversión colectiva, fondos propios, ratio de solvencia, etc., la armonización 


14 L amfalussy, Alexandre. Final Report of the Committee of wise men on the regulation of european 
securities markets. Brussels, 15 February 2001. 
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bancaria comunitaria se limita a la regulación de los aspectos básicos de la actividad; 
para el resto de los casos se aplica el principio de reconocimiento mutuo de las legisla- 
ciones nacionales por el cual la regulación y el control corresponden al país de origen. 
Para el ejercicio de la actividad bancaria existe la licencia comunitaria única que permi- 
te que una entidad de un país miembro, de acuerdo con las normas del citado país, pue- 
da realizar sus actividades en otro Estado miembro sin necesidad de autorización previa 
por parte de este último. 


Por lo que respecta a los seguros, éstos fueron liberalizados en 1993 fecha a partir de 
la cual existe la autorización administrativa única que permite a las entidades asegura- 
doras ejercer libremente su actividad en el ámbito de la UE”. 


Existe coordinación de normas nacionales en materia de inversión, diversificación, 
provisiones técnicas y supervisión. El control corre a cargo del Estado miembro donde 
radique la entidad aseguradora, excepto cuando los tomadores necesiten de una protec- 
ción específica —determinados supuestos del seguro de vida—, cuya supervisión co- 
rresponde al Estado miembro de residencia del tomador'*. 


Transportes 


El transporte es una de las políticas comunes de la UE prevista ya por el TCEE aunque 
apenas se ha desarrollado hasta el proceso liberalizador de los noventa. Aunque recibió 
un tratamiento específico en los arts. 74 a 84 del TCEE (actuales arts. 70 a 80 del TCE), 
dicha regulación fue parcial ya que se limitaba al transporte terrestre (ferrocarril, carre- 
tera y vías fluviales navegables), quedando excluido expresamente de la misma el trans- 
porte marítimo y el aéreo cuya regulación se dejaba en manos del Consejo para que la 
adoptase en el momento que lo estimase adecuado. No obstante, desde el inicio de los 
años setenta hay sentencias del TJ en el sentido que ambos tipos de transportes también 
formaban parte de la política común. 


Por lo que respecta al transporte terrestre, hasta los años noventa dicha política se 
limitaba a una serie de normas armonizadoras y a la regulación de la licencia comunita- 
ria para transporte por carretera. El verdadero proceso de liberalizador comenzó en 1993 
con una serie de normas comunes que versan sobre las condiciones de prestación de 
servicios en un Estado miembro por transportistas no residentes, medidas seguridad (re- 
gulación de jornada, mercancías peligrosas, etc.), medio ambiente (normas contra el rui- 
do y otras) y todas aquellas directamente relacionadas con el mercado interior (libertad 
de establecimiento, reglas contra la competencia desleal, etc.). 


En el caso del transporte aéreo, este servicio ha estado tradicionalmente cartelizado 
a escala internacional de manera que las líneas aéreas eran de propiedad pública y exis- 
tía para las mismas reservas del mercado nacional. Es decir, no existía libre prestación 
de servicios aéreos incluso en el interior de los países. 


15 Hay que distinguir entre el seguro de vida y los demás (genéricamente denominados seguros de 
daños), con el objeto de atender a las especificidades que presentan cada una de estas dos grandes ramas, 
po la del seguro de vida, dada su importancia para el ahorro y la previsión a largo plazo. 

Existe legislación comunitaria para cuentas anuales y consolidadas de las empresas de seguros, 
así como para el seguro de defensa jurídica, de crédito y obligatorio para automóviles. 
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Estados Unidos fue el primero que liberalizó el transporte aéreo interno en la década 
de los ochenta. Ello provocó una fuerte competencia entre las compañías lo que originó 
un proceso de fuerte concentración de las mismas. En el caso comunitario, la liberaliza- 
ción se inició en los noventa permitiendo que las compañías aéreas de cualquiera de los 
Estados miembros pudieran operar libremente en el mercado interior de otro Estado y 
con libertad de tarifas. 


La liberalización total del transporte aéreo comunitario —con algunas limitaciones 
menores— es una realidad desde abril de 1997. Como consecuencia de la misma, han 
finalizado los contingentes bilaterales de acceso a otros mercados de la UE, la rigidez de 
las tarifas, las restricciones sobre designación de capacidad, etc. También se han armo- 
nizado las reglas en materia de seguridad, acceso al sistema de reserva electrónica de 
billetes, etc. Todo ello ha supuesto importantes transformaciones en este tipo de trans- 
porte: se ha incrementado el servicio en las rutas más rentables, se han reducido las 
tarifas y se están produciendo acuerdos entre diversas empresas para resistir la compe- 
tencia. 


En el caso del transporte marítimo, los avances han sido menores. Si bien desde 
1992 hay libre prestación de servicios, todavía existen ciertas restricciones que están 
retrasando su liberalización definitiva. 


Telecomunicaciones 


Las telecomunicaciones, lo mismo que otros subsectores de servicios, han funcionado 
tradicionalmente en régimen de monopolio ya fuese prestado por empresas públicas, 
privadas o mixtas (que ha sido lo más habitual). Por lo común han sido empresas inte- 
gradas verticalmente que se han encargado de la explotación de la infraestructura, de la 
construcción industrial de los equipos y de la prestación del servicio final, normalmente 
bajo un sistema de precios administrados (tarifas). 


En el complejo mundo de las telecomunicaciones se ha producido una auténtica re- 
volución tecnológica que lo ha convertido en un subsector estratégico de la economía 
por su decisiva contribución a la globalización. Hasta hace pocas décadas las telecomu- 
nicaciones se identificaban con la llamada telefonía vocal (transmisión de voz); sin em- 
bargo, los avances tecnológicos que se han producido a partir de la década de los setenta 
con la introducción de la fibra óptica, la digitalización, la telefonía celular, etc., han 
ampliado su campo de manera que, actualmente, el subsector abarca lo que en sentido 
genérico se conoce como transporte de información: telefonía, radio, transmisión de da- 
tos informáticos y medios audiovisuales. 


Las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación (TIC), están gene- 
rando una auténtica transformación en el sistema productivo que está dejando obsoleta 
la vieja clasificación sectorial de la economía. En el ámbito de las empresas, se está 
produciendo un intenso proceso de fusiones y absorciones y una considerable deslocali- 
zación de las mismas. En las relaciones laborales, ha posibilitado la aparición de nuevas 
formas de organización del trabajo que en algunas actividades ya permite su desarrollo 
en cualquier lugar sin necesidad de desplazamiento (teletrabajo). En los procesos de in- 
versión, se ha procedido al desmantelamiento de los viejos complejos industriales y a su 
concentración en espacios reducidos pero muy capitalizados y descentralizados. 


(O ITES-Paraninfo 


106 


Parte ll. EL MERCADO ÚNICO 


Por lo que atañe al consumidor, las TIC les ofrece una serie de posibilidades en el 
uso de la información (por ejemplo, telecompra) que le permite el acceso a servicios de 
muy diversa índole y en cualquier lugar del mundo. 


Las TIC están originando una considerable diversificación de la oferta, incremen- 
tando la capacidad y velocidad de los servicios prestados, aumentando su calidad y re- 
duciendo sus costes. La respuesta de la demanda está siendo también muy importante 
aunque más lenta y aún está lejos de la saturación. 


En buena medida la revolución tecnológica en las telecomunicaciones se ha debido 
a su creciente liberalización. En el ámbito internacional, la brecha liberalizadora la 
abrió Estados Unidos en los primeros años setenta seguida por el Reino Unido una déca- 
da después. En ambos casos, se inició en la telefonía dando entrada a un segundo opera- 
dor (paso del monopolio al duopolio), aunque posteriormente se fueron concediendo 
nuevas licencias lo que ha permitido incrementar la competencia de forma importante. 


A partir de las experiencias americana y británica, la liberalización se ha ido exten- 
diendo a la mayoría de los países industriales: Japón, Australia, Nueva Zelanda, etc. En la 
UE, salvo la excepción del Reino Unido, el proceso liberalizador no se inicia hasta el 
comienzo de los años noventa, de manera que la competencia tanto en el interior de los 
Estados como entre éstos, era prácticamente inexistente ya que las legislaciones naciona- 
les consideraban a este subsector como un servicio básico que justificaba su control público. 


Prescindiendo de algunos antecedentes sobre normas técnicas de armonización que 
se remontan a finales de la década de los setenta, los primeros intentos de la liberaliza- 
ción de las telecomunicaciones en la UE se inician en la segunda mitad de los ochenta 
en el marco del programa para la consecución del mercado interior. El punto de referen- 
cia es 1987, año en que la Comisión publicó el Libro Verde sobre el Desarrollo del 
Mercado Común de Servicios y Equipos de Telecomunicaciones. 


El proceso se inició adoptando una serie de directivas que permitieron la desregula- 
ción parcial y gradual del subsector. La liberalización total del mismo (tanto de infraes- 
tructura como de servicios) se produjo en enero de 1998 y contempla tres aspectos: los 
terminales, el servicio propiamente dicho y la infraestructura. 


Por lo que respecta a la liberalización de los terminales, los equipos físicos de tele- 
comunicaciones son un producto industrial y por lo tanto no tienen por qué estar ligados 
a la prestación del servicio (caso, por ejemplo, del alquiler o compra del teléfono a la 
empresa que presta el servicio). Es decir, desligar la compra del equipo físico —que es 
un producto industrial — de la prestación de servicios, es una forma de ir introduciendo, 
aunque sea de manera parcial, competencia en el sector. Esto se consiguió con la direc- 
tiva sobre terminales de 1988 cuyo objetivo esencial era el de incrementar la competen- 
cia en el mercado. Dicha directiva se complementa con otra de 1991 sobre reconoci- 
miento mutuo normas técnicas. 


En cuanto a liberalización de los servicios de información, se fue dando entrada a 
nuevos servicios de valor añadido (acceso a bases de datos, servicios transaccionales, 
correo electrónico, etc.). Para ello se promulgó, en 1990, una directiva sobre servicios 
que daba posibilidad de acceso a nuevos operadores en el mercado para que pudiesen 
suministrar la transmisión de datos y telefonía de voz alquilando las líneas”. 


7 Directiva 90/388/CEE de la Comisión de 28 de junio de 1990. 
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A Ns 


Es una acción comunitaria que se enmarca en el 
contexto de la realización del mercado interior y 
fue introducida por el Tratado de Maastricht. Se 
regula por los arts. 154 a 156 del TCE. 


Dicha acción tiene por finalidad favorecer la 
interconexión de las redes nacionales y los enla- 
ces entre las regiones insulares y periféricas con 
las regiones centrales. El programa se concreta 
en el desarrollo de la infraestructura del trans- 
porte, de las telecomunicaciones y de la energía 
de manera que pueda permitir a los ciudadanos, 
a los operadores económicos y a los entes regio- 
nales y locales poder beneficiarse de los logros 
del mercado interior. Su objetivo es el de poten- 
ciar la cohesión económica y social. 


La Comunidad contribuye al desarrollo de 
tales redes mediante: 


— la elaboración de un conjunto de orientacio- 
nes relativas a los objetivos prioritarios que 
serán consideradas como proyectos de inte- 
rés común. 


— la armonización de las normas técnicas en 
los supuestos que sean necesarias. 


— el apoyo a los proyectos de interés común 
que sean elaborados por los Estados garanti- 
zando créditos o bonificando tipos de interés. 


— la aportación de financiación a las inversio- 
nes a través del Fondo de cohesión. 


Las orientaciones y proyectos de interés co- 
mún relativos al territorio de un Estado miembro, 
requieren la aprobación de dicho Estado. No obs- 
tante, los Estados miembros coordinarán entre sí, 
en colaboración con la Comunidad, las políticas 
que apliquen en el ámbito nacional y que puedan 
tener una influencia significativa en la intercone- 
xión e interoperatividad de las redes. 


Finalmente, por lo que respecta a la infraestructura, la liberalización —que se pro- 


dujo en 1994— afectó a la infraestructura tradicional de comunicaciones —las telefóni- 
cas— y también permitió el acceso a otras redes concebidas para usos distintos: energé- 
ticos (eléctricas y de gas), agua, ferroviarias e incluso carreteras. Todas estas redes de 
servicios públicos, que cuentan con importantes inversiones en infraestructura (en su 
mayoría financiadas con recursos públicos o repercutidas al usuario a precios de mono- 
polio), una vez acondicionadas técnicamente, constituyen verdaderas alternativas a las 
tradicionales para convertirse en autopistas de la información en la canalización de la 
voz, la imagen, el sonido y los datos. 


Para hacer factible la liberalización de las infraestructuras de las telecomunicacio- 
nes, en 1990 se promulgó una directiva sobre apertura y condiciones de acceso a las 
redes de servicios públicos así como la armonización de las mismas a escala comunita- 
ria'*. Lo que pretende con la misma es la separación nítida entre la gestión de la infraes- 
tructura y los servicios por ella prestados, permitiendo el acceso, en igualdad de condi- 
ciones, de los operadores de las telecomunicaciones a las redes públicas?”. 


Energía eléctrica y gas 


El sector energético no está aún liberalizado en la UE, salvo las ramas de electricidad y 
gas. Cada Estado tiene su propia política energética a pesar que el común denominador 


18 Directiva 90/387 del Consejo de 28 de junio de 1990. 

12 Si bien las licencias que se concedan son de carácter nacional, han de tener presente el marco 
comunitario y su limitación se basará únicamente en criterios de orden técnico (caso, por ejemplo, de 
impacto ambiental) estableciendo una garantía de competencia real entre operadores. 
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de la UE es su dependencia del exterior. Es recurrente recordar la necesidad de crear un 
mercado común energético cada vez que se presenta una nueva crisis en este subsector. 
Así ocurrió en la década de los setenta y así sucede actualmente con el nuevo incremen- 
to de los precios del petróleo debido a la concentración de la oferta en una serie de 
países que también tienen en común su inestabilidad política. Pero los Estados no apren- 
den la lección a pesar de la insistencia de la Comisión. 


Los primeros pasos se dieron en 1995 con la publicación del Libro Blanco sobre 
«Una política energética para la Unión Europea»?””. Lo que la Comisión pretende es 
reestructurar la política energética de la Unión, fundamentándola en tres pilares estraté- 
gicos: hacerla más competitiva, asegurar las fuentes de suministro y proteger el medio 
ambiente. 


La brecha hacia un mercado común de la energía la ha abierto la liberalización total 
de la eléctrica y del gas. En 2003 se adoptó un paquete legislativo que permite a los 
consumidores europeos de electricidad y gas poder elegir la empresa suministradora de 
ambas fuentes de energía: desde julio de 2004 para los clientes no domésticos y desde 
julio de 2007 para los domésticos”'. Para ello se ha diseñado un sistema de acceso a las 
redes de transporte y distribución y a las instalaciones de gas natural licuado; también se 
ha creado un organismo regulador que es el encargado de calcular y aprobar las tarifas 
de acceso. 


4.2.2.3. Liberalización integral de los servicios: 
la directiva Bolkestein 


Tal y como hemos visto anteriormente, hasta el presente y una vez que los Estados se 
han puesto de acuerdo, la vía seguida por la UE ha sido la de ir liberalizando individual- 
mente los servicios (servicio a servicio). Este es un camino muy lento y con no muy 
buenos resultados. Por ello la Comisión ha intentado buscar un procedimiento que sea 
más ágil, homogéneo y general. Esta es la filosofía en la que se inspira la controvertida 
propuesta de Directiva del ex Comisario holandés Frits Bolkestein”?. El objetivo de la 
misma es el de establecer un marco jurídico general de liberalización (un enfoque hori- 
zontal en lugar del vertical) que, salvo excepciones, sea de aplicación a todas las activi- 
dades económicas relacionadas con los servicios. 


El —hasta ahora— proyecto de Directiva se enmarca en el programa de reformas 
previsto por la Estrategia de Lisboa del año 2000 que persigue introducir mayor compe- 
titividad en la Unión Europea con el fin de relanzar el crecimiento económico. 


20 Véase Comisión de la Unión Europea. Una política energética para la Unión Europea. COM(95) 
682 de 13 de diciembre de 1995. 

21 Véase al respecto Directiva 2003/54/CE de 26 de junio de 2003, sobre normas comunes para el 
mercado interior de la electricidad y Directiva 2003/55/CE de 26 de junio de 2003, sobre normas comu- 
nes para el mercado interior del gas. Dichas directivas sustituyen a otras anteriores que preveían una 
liberalización parcial de ambas fuentes energéticas. 

2 Comisión Europea. «Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo relativa a los 
servicios en el mercado interior». COM(2004) 2 final. Bruselas, 13-1-2004. 

2 Una amplia referencia sobre el significado y alcance de la Estrategia de Lisboa puede verse en 
Matías Clavero, G. La estrategia de Lisboa sobre la sociedad del conocimiento: la nueva economía. In- 
formación Comercial Española, n.* 820, enero-febrero de 2005, págs. 169-193. 
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La Directiva Bolkenstein pretende que los servicios puedan prestarse en el ámbito 
de la Unión con la misma facilidad que se hace en un Estado miembro. Conseguir dicho 
objetivo requiere de un proceso liberalizador que sea rápido y eficaz, que permita al 
suministrador de tales servicios no depender de la voluntad de los Estados ni verse so- 
metido a las medidas restrictivas que suelen imponer. 


La propuesta de Directiva de la Comisión no ha entrado con buen pié: ha sido am- 
pliamente criticada por sociedad —principalmente por los sindicatos— y considera- 
blemente modificada por el Parlamento Europeo (PE) en su primera lectura (16 de 
febrero de 2006). Para apreciar la magnitud de los cambios introducidos por el PE, 
expondremos primero la propuesta de la Comisión y a continuación las principales 
enmiendas del PE. 


Propuesta de la Comisión 


Esta propuesta de Directiva pretende suprimir, antes del 2010, los múltiples obstáculos 
que subsisten a la libertad de establecimiento y a la libre prestación de servicios entre 
los Estados miembros. Su ámbito de aplicación se extiende a todos los servicios realiza- 
dos por prestadores (ya sean personas físicas o jurídicas) establecidos en un Estado 
miembro. 


La Directiva entiende por servicio toda actividad económica no asalariada consis- 
tente en realizar una prestación a cambio de una contrapartida económica. Los servicios 
pueden ser tanto públicos como privados, incluidos aquellos que el beneficiario no pa- 
gue el precio de mercado (servicios subvencionados). Como se expresa en la exposición 
de motivos de la misma, La característica esencial de la remuneración reside en que 
constituye una contrapartida económica de la prestación, independientemente de las 
modalidades de financiación de dicha contrapartida económica. Por lo tanto, consti- 
tuye un servicio toda prestación a través de la cual el prestador participa en la vida 
económica, independientemente de su personalidad jurídica, sus finalidades y del cam- 
po de acción de que se trate. 


El procedimiento de liberalización de los servicios que propone la Directiva —-el 
principio del país de origen— se inspira en el principio de reconocimiento mutuo de 
legislaciones nacionales y que ya se sigue en algunos de los servicios liberalizados. 


El principio del país de origen implica que el prestador de un servicio establecido en 
un Estado miembro pueda prestarlos en otro Estado miembro sin tener que someterse a 
la normativa de éste. El Estado de origen del prestador es el responsable de garantizar el 
control con independencia de que dichos servios se presten en otros Estados. Los presta- 
dores estarán sujetos a la legislación del Estado de origen en todo lo relativo al acceso y 
ejercicio de la actividad, calidad o el contenido del servicio, publicidad, contratos y res- 
ponsabilidad del prestador. La legislación del Estado de origen debe ser garantía sufi- 
ciente para que se puedan prestar en otros Estados de la Unión sin que éstos puedan 
imponer ningún tipo de restricción a dicha prestación, salvo excepciones muy justifica- 
das a las que nos referiremos más adelante. 


El Estado de acogida (en el que se presta el servicio) no podrá restringir la libre 
prestación en su territorio de servicios realizados por un prestador establecido en otro 
Estado miembro, salvo en los siguientes supuestos: 


O) ITES-Paraninfo 


110 


Parte II. EL MERCADO ÚNICO 


— Los que ya están liberalizados por otras disposiciones comunitarias: servicios fi- 
nancieros, redes de comunicaciones electrónicas, transporte, servicios postales, 
distribución de electricidad y gas, reconocimiento de cualificaciones profesiona- 
les, derecho de los ciudadanos de la Unión a circular y residir libremente en el 
territorio de los Estados miembros, etc. 


— Los que están sometidos a un fundamento jurídico específico, como ocurre con 
la fiscalidad cuyos actos juríridicos requieren, para ser aprobados, la unanimidad 
del Consejo. 


— Los que están expresamente excluidos por los tratados: las profesiones relacio- 
nadas con ejercicio del poder público. El art. 45 del TCE excluye expresamente 
las actividades que en un Estado estén relacionadas, aunque sólo sea de manera 
ocasional, con el ejercicio del poder público. 


— A'todos los anteriores, la Directiva añade los siguientes: los servicios de distri- 
bución de agua, derechos de autor y de la propiedad industrial; actos para los 
que la ley exija la intervención de un notario; auditoría de cuentas; servicios que 
sean objeto de un régimen de prohibición total justificado por motivos de orden 
público, seguridad pública o salud pública; la libertad de las partes para elegir el 
Derecho aplicable a su contrato; la responsabilidad extracontractual del presta- 
dor en caso de accidente ocurrido en el ejercicio de su actividad a una persona 
en el Estado miembro al que el prestador se desplace, etc. 


En consecuencia, la aplicación del principio de país de origen, descansa en la con- 
fianza recíproca que debe existir entre los Estados. Su puesta en funcionamiento vendrá 
acompañada de una serie de medidas, entre las que son destacables las siguientes: 


A) Asistencia recíproca entre autoridades nacionales. En caso de desplazamiento 
de un prestador a otro Estado miembro para prestar un servicio sin tener establecimiento 
en el mismo, el Estado de acogida podrá realizar las comprobaciones, inspecciones e 
investigaciones in situ que sean necesarias para garantizar que existe un control eficaz 
por parte del Estado de origen. Tales actuaciones deben estar justificadas por una razón 
imperiosa de interés general, deben ser son proporcionadas al objetivo que se persigue y 
no discriminatorias””. 


En los supuestos que los servicios prestados en otro Estado presenten un ries- 
go de tipo económico o para la salud o la seguridad para del Estado destinatario —lis- 
tado que establecerá la Comisión—, el Estado de origen deberá procurar que tales ser- 


2 El Estado de origen debe hacer lo necesario para que los prestadores de servicios en otro Estado 
pongan a disposición del Estado destinatario, por propia iniciativa, de forma veraz y de fácil acceso, la 
siguiente información: nombre, dirección del establecimiento; principales características del servicio, 
precio o método de cálculo del mismo, forma jurídica del prestador, etc.; nombre y número del registro 
mercantil (u organismo público análogo), en caso de estar inscrito; si la actividad está sometida a un 
régimen de autorización, los datos de la autoridad competente o de la ventanilla única; si la actividad 
está sujeta al IVA, el número de identificación; en el caso de profesiones reguladas, inscripción en el 
colegio profesional u organismo, así como título profesional y Estado que lo otorgó; legislación aplica- 
ble a los contratos y sobre los Órganos judiciales competentes. 
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vicios estén cubiertos por un seguro de responsabilidad adecuado a la magnitud del 
riesgo”. 


B) Simplificación administrativa. Se simplificarán los procedimientos y trámites 
aplicables al acceso y ejercicio de la actividad. Cuando un Estado miembro de acogida 
solicite de un prestador que presente un justificante que demuestre el cumplimiento de 
un requisito, habrá de aceptar cualquier documento del Estado prestador que tenga una 
función equivalente”. 


También se prevé la creación de ventanillas únicas que permitan a los prestadores 

realizar los trámites administrativos de manera rápida y sencilla, incluida la vía electró- 
DET 
nica”. 


C) Regímenes de autorización. Algunos servicios necesitan de autorización del Esta- 
do de acogida. En dicho supuesto, el Estado podrá exigir la correspondiente autoriza- 
ción para la prestación de un servicio cuando se cumplan los siguientes requisitos: que 
sea compatible con la normativa comunitaria, que esté objetivamente justificado por 
una razón imperiosa de interés general; que el objetivo perseguido no se puede conse- 
guir mediante una medida menos restrictiva; que la información sea precisa e inequívo- 
ca; que la necesidad de autorización se haya hecho pública con antelación a la presta- 
ción del servicio; que no discrimine entre prestatarios, etc.?*. 


25 El prestador viene obligado a comunicar al Estado de acogida, cuando éste lo solicite, los datos 
relativos a dicho seguro, sus garantías y la cobertura geográfica; y si la equivalencia es parcial con la del 
Estado destinatario, éste podrá pedir una garantía complementaria para cubrir las diferencias. También 
podrá solicitar al Estado de origen que le proporcione información sobre condenas penales, sanciones, 
medidas administrativas o disciplinarias, quiebras fraudulentas, etc. en las que haya podido incurrir el 
prestador; y, en general, cualesquiera otras que puedan poner en tela de juicio su capacidad para ejercer 
su actividad o su fiabilidad profesional. 

En el caso de que el prestador incumpla sus obligaciones, el Estado de acogida solicitará al de origen 
que tome medidas correspondientes y comunicarle las que ha tomado o por qué motivos no lo ha hecho. 
Una vez que el Estado miembro de origen haya comunicado dicha información, si el de acogida persiste en 
actuar, lo comunicará a la Comisión y al Estado de origen alegando los motivos por los cuales considera 
que tales medidas, adoptadas o previstas, son insuficientes así como los motivos por los que considera que 
las medidas que prevé adoptar cumplen las condiciones de la legislación comunitaria. La Comisión exami- 
nará su compatibilidad con el Derecho comunitario y si estima que no lo son, adoptará una decisión para 
pedir al Estado que se abstenga de tomarlas o que urgentemente ponga fin a las ya tomadas. 

26 El Estado de acogida hará lo necesario para que los prestadores y los destinatarios de servicios 
puedan obtener, cuando así lo soliciten, información y ayuda clara, inequívoca y actualizada a la que se 
pueda acceder fácilmente a distancia y por vía electrónica. 

27 La ventanilla única no significa que cada Estado haya de tener una sola ventanilla para todo su 
territorio y todos los servicios, sino que el prestador pueda realizar todos sus trámites administrativos en 
un mismo organismo sin tener que desplazarse a otros. El número de estas ventanillas únicas en cada 
Estado miembro, podrá variar según su organización interna. 

28 Un caso especial de considerable importancia lo constituye la cobertura de la asistencia sanitaria 
(hospitalaria y no hospitalaria). En este caso, la propuesta de Directiva prevé que la concesión de una 
autorización no estará supeditada a que dicha cobertura este cubierta por la seguridad social del Estado 
de origen del prestador aun cuando sí pudiera estarlo en el de acogida. En cuanto a la asistencia hospita- 
laria, en casos de urgencia, no podrá ser denegada cuando dicha asistencia figure entre las prestaciones 
previstas por la legislación del Estado miembro de acogida; y en la no hospitalaria, los pacientes de otro 
Estado habrán de someterse a los mismos trámites administrativos que se exijan a los nacionales. Para 
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D) Desplazamiento de trabajadores a otro Estado. En el supuesto de que exista 
desplazamiento de trabajadores a otro Estado, se establecerá el correspondiente reparto 
de cometidos y controles entre el Estado miembro de origen y el de destino. Este último 
no podrá imponer al prestador del servicio de otro Estado la necesidad de obtener una 
autorización previa ni cumplimentar documentos requeridos por dicho país u otras con- 
diciones similares. El Estado del prestador facilitará al del prestario información sobre 
la identidad de los trabajadores desplazados, cargo y cometidos que se le encomiendan, 
lugar de desplazamiento, fecha de inicio y fin del desplazamiento, condiciones de em- 
pleo y de trabajo que se aplican, etc.” 


E) Medidas para fomentar la calidad de los servicios. Los Estados miembros, en 
colaboración con la Comisión, tomarán las medidas adecuadas para que los prestadores 
aseguren de forma voluntaria la calidad de los servicios”. 


F) Elaboración de códigos de conducta. Los Estados miembros, en colaboración con 
la Comisión, elaborarán códigos de conducta en el ámbito comunitario relativas a las 
profesiones reguladas en función de los rasgos específicos de cada profesión; normas 
deontológicas de las profesiones reguladas para garantizar la independencia, la impar- 
cialidad y el secreto profesional; así como las condiciones de ejercicio de las activida- 
des de los agentes inmobiliarios”. 


Modificación de la Directiva por el PE 


Esta propuesta de Directiva, cuyos puntos esenciales acabamos de resumir, ha levantado 
una amplia polémica en la sociedad europea y un claro rechazo por parte de la Confede- 
ración Europea de Sindicatos y de los partidos políticos de izquierda. También ha tenido 
gran influencia en el rechazo al Tratado constitucional en los referendos de Francia y de 
Holanda. 


Las críticas a la misma se han centrado sobre el corazón de la Directiva, sobre el 
principio que la inspira: el del país de origen. Los críticos aducen que de aplicarse en 


evitar discriminaciones, la Directiva prevé la armonización sanitaria entre los Estados con el objeto de que la 
cobertura financiera a cargo del sistema de seguridad social de los Estados sea similar para atenciones sanitarias 
análogas. 

2 Si el prestador desplaza a trabajadores de terceros países (trabajadores no comunitarios), el Estado 
de acogida no podrá exigir a éstos documentos de entrada y salida, permiso de trabajo u otras condicio- 
nes equivalentes aunque sí podrá exigir el correspondiente visado si dicho Estado no ha suscrito el 
Acuerdo de Schengen. El Estado de origen del prestador únicamente podrá desplazar a trabajadores que 
residan en su territorio, que tengan un empleo regular y que su desplazamiento no signifique una 
interrupción del contrato de trabajo. 

30 En concreto para que certifiquen o evalúen sus actividades por organismos independientes y ela- 
boren su propia carta de calidad o participen en las ya elaboradas por organismos profesionales en el 
ámbito comunitario. Igualmente animarán a los colegios profesionales y cámaras de comercio a cooperar 
entre sí a escala comunitaria con el fin de fomentar la calidad de los servicios, especialmente facilitando 
el reconocimiento de la calidad de los prestadores. Y en colaboración con la Comisión, los Estados to- 
marán las medidas adecuadas para estimular la comunicación sobre las calidades y facilitar la compatibi- 
lidad entre los servicios realizados por prestadores. 

31 Los Estados miembros harán lo necesario para que los prestadores indiquen, cuando lo solicite el 
destinatario o en los documentos informativos de sus servicios, los códigos de conducta a los que están 
sujetos, la dirección en que se pueden consultar por vía electrónica y en qué idiomas. 
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los términos previstos, pondría en cuestión el modelo de protección social existente en 
la mayoría de los Estados ricos de la Unión al fomentar la precariedad salarial, el dum- 
ping social, el fraude fiscal a la seguridad social y una mala calidad de los servicios que 
recibiría el consumidor. 


Atendiendo a estas razones, dicha propuesta de Directiva ha sido ampliamente mo- 
dificada por el PE en su primera lectura (16 de febrero de 2006), hasta dejarla práctica- 
mente irreconocible. Los principales cambios introducidos por el PE, pueden resumirse 
en las siguientes: 


A) Principio del país de origen. Dicho principio ha sido sustituido por el de libre 
circulación y prestación de servicios, lo que prácticamente equivale a desvirtuar su cón- 
tenido y dejar las cosas como estaban: continuará prevaleciendo el derecho del Estado 
de acogida frente al de origen. Se mantiene, como regla general, el estímulo de la com- 
petencia en la comercialización de los servicios comunitarios; sin embargo la Comisión 
pierde parte de su protagonismo en la función de armonización y de control de las legis- 
laciones nacionales. En otras palabras, se renuncia a conseguir un mercado común de 
servicios. 


Por lo que respecta a la libertad de establecimiento en otro Estado miembro, se res- 
peta, en esencia, la propuesta de la Comisión aunque con algunas modificaciones. Por 
ejemplo, se eliminan las trabas hasta ahora existentes, se simplifican los trámites admi- 
nistrativos, se mantiene la ventanilla única y se podrá usar la vía electrónica. 


En relación con la libre prestación de servicios (prestación sin necesidad de abrir 
establecimiento en otro Estado) que es donde la Comisión introducía el controvertido 
principio del país de origen (con sujeción y control a las normas del país en el que pres- 
tador estuviese establecido) ha sido ampliamente modificado. Según las enmiendas de 
aprobadas por el PE, el prestador de servicios podrá ofertarlos siempre que cumplan la 
legislación del país de origen aunque el país de destino podrá controlar tanto al presta- 
dor como al servicio que preste introduciendo requisitos adicionales cuando estén justi- 
ficados por razones de orden público, seguridad, salud pública, protección de los consu- 
midores, medio ambiente, etc. 


B) Servicios cubiertos por la Directiva y excepciones. Con carácter general, la di- 
rectiva se aplicará a los servicios ofertados por un prestador establecido en un Estado 
miembro. La lista de excepciones se amplía respecto de la propuesta de la Comisión. 
Además de los supuestos ya excluidos, la Directiva tampoco se aplicará, entre otros ser- 
vicios, a los prestados por agencias de trabajo temporal, audiovisuales, farmacias, jue- 
gos y loterías, notarías, suministro y distribución de agua, transporte urbano (incluidos 
portuarios, taxis y ambulancias), salud pública, servicios sociales, vivienda social (siste- 
ma de ayudas y criterios de adjudicación), tratamiento de residuos, etc.; y tampoco afec- 
tará a los servicios que cada Estado defina como de interés general —excepto aquellos 
que, siendo de interés general, corresponden a una actividad económica abierta a la 
competencia—, lo que abre las puertas a otras muchas exclusiones”. 


32 Las excepciones por la denominada imperiosa razón de interés general abarcan la protección del 
orden público y de la sanidad pública; de la seguridad pública y de la salud pública preservando el equi- 
libro financiero del sistema de seguridad social; la protección del consumidor; la protección de los desti- 
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También se suprimen las prohibiciones previstas por la propuesta de la Comisión 
para que los Estados no puedan introducir, salvo casos muy justificados, nuevos requi- 
sitos a los prestadores de servicios. Por lo tanto, a tenor de las enmiendas introducidas 
por el PE, los Estados podrán continuar imponiendo limites cuantitativos o territoria- 
les a los prestadores (exigir una determinada población o de una distancia geográfica 
mínima para poder prestar un servicio), obligarles a abrir un establecimiento en el Es- 
tado de acogida, exigirles un capital mínimo para desarrollar determinadas actividades 
o una cualificación profesional específica para el desarrollo de las mismas, etc. Todo 
ello con la condición de que tales prohibiciones sean necesarias, proporcionales al ob- 
jetivo pretendido y no discriminen entre prestadores nacionales y de otros Estados 
miembros. 


C) Condiciones laborales. En materia laboral y de seguridad social también conti- 
nuará prevaleciendo la legislación del país donde se presta el servicio (país de destino). 
La Directiva no afectará al derecho laboral (por ejemplo, a los convenios colectivos) ni 
tampoco a las legislaciones nacionales en materia de seguridad social. En el supuesto de 
desplazamiento de trabajadores a otro Estado miembro para prestar un servicio, será de 
aplicación la Directiva 96/71/CE que prevé el respeto y control de las normas sociales y 
laborales del Estado de acogida. 


En conclusión, si bien es cierto que la propuesta de la Comisión era muy liberal en 
muchos de sus aspectos, el PE la ha enmendado hasta el límite de dejarla irreconocible. 
El PE ha cedido a las presiones sindicales y del CES y ha sacrificando el interés comu- 
nitario postergando por largo tiempo la posibilidad de conseguir un mercado común e 
integral de servicios. En lo que la Comisión se ha pasado de liberal, el PE lo ha hecho 
en conservadurismo. 


Es evidente que en una situación como la actual de una Unión donde las diferencias 
de renta percápita entre los Estados miembros son tan acentuadas y una política laboral 
y de seguridad social sin armonizar, la liberalización propuesta por la Comisión hubiera 
acelerado a corto plazo la precariedad salarial y empeorando las condiciones laborales. 
Para evitar estos problemas, tal vez hubiera sido preferible empezar por solucionar los 
mismos —comunitarizándolos— y haber previsto plazos largos y medidas estrictas para 
la entrada en vigor de algunos de los preceptos de la Directiva. En fin, podrían haberse 
subsanado los aspectos más negativos —especialmente los relativos al control del pres- 
tador y las actividades que desarrolla— y haber salvado los positivos. Mientras tanto, 
los Estados ricos de la Unión continuarán con la deslocalización empresarial —sobre 
todo hacia países asiáticos— y los bajos salarios y las condiciones sociales y de vida 
inhumanas, continuará recayendo sobre la inmigración irregular de terceros países. Para 
los emigrantes intracomunitarios se fomentará, como ya viene sucediendo, la contrata- 
ción de falsos autónomos (en realidad asalariados) puesto que los autónomos (personas 
físicas) pueden ser prestadores de servicios y no se ven afectados por la normativa sobre 
desplazamiento (la ya mencionada Directiva 96/71/CB). 


natarios de servicios; de los trabajadores; la equidad en las transacciones comerciales; la lucha contra el fraude; 
la protección del medio ambiente, en especial el urbano: la salud de los animales; la propiedad intelectual; la 
conservación del patrimonio nacional histórico y artístico o los objetivos de política social o cultural. 
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4.2.3. Propiedad industrial (patentes y marcas) 


La actividad innovadora en productos, procedimientos o diseños así como su aprove- 
chamiento mercantil, es lo que se conoce como propiedad industrial. 


La propiedad industrial está legalmente protegida y es objeto de registro por el orga- 
nismo correspondiente de patentes y marcas que es el que otorga dicha protección du- 
rante un período de tiempo concreto transcurrido el cual se convierte en dominio públi- 
co”. Como escribe Prieto Kessler, las empresas privadas invierten en I+D ... en la 
medida en que la propiedad intelectual sea debidamente protegida mediante patentes u 
otros derechos exclusivos .... De esta manera consiguen una especie monopolio tempo- 
ral que es sospechoso para la legislación sobre la competencia comunitaria”. 


En la propiedad industrial, rige el principio de territorialidad, es decir, la aplicación 
de la legislación nacional con independencia de que el ámbito de la patente o marca sea 
nacional, europeo o internacional. Cuando se supera el ámbito nacional, en las oficinas 
de registro de patentes y marcas se delimita el número de países en los que se inscriben. 


En el caso de la UE, la propiedad industrial se contempla como una de las excepcio- 
nes a la libre circulación siempre que no suponga discriminación arbitraria ni una res- 
tricción encubierta al comercio de bienes y servicios. Sin embargo, es evidente que 
afecta a la competencia al contar con mercados más o menos reservados. Con el objeto 
de evitar posibles abusos, se ha intentado la armonización legislativa y también se cuen- 
ta con jurisprudencia al respecto del TJ limitando el derecho de propiedad industrial en 
los supuestos que restrinja el libre comercio. 


Las patentes europeas se rigen por el Convenio de Múnich de 5 de octubre de 1973. 
Es en esta misma ciudad alemana donde se radica la Oficina Europea de Patentes, que 
es la encargada de la inscripción y regulación del procedimiento de la patente europea”. 
Cuando una patente es concedida, ésta adquiere en cada uno de los países signatarios 
del citado Convenio de Múnich, el mismo derecho que tiene una patente nacional (y se 
rige por la legislación nacional). 


Por lo tanto, hasta el presente, no existe un mercado comunitario de patentes. Conse- 
guirlo es precisamente el objetivo que persigue el Convenio de Luxemburgo de 1975. 
Lo que se pretende es un sistema comunitario de patentes que permita la protección de 
las mismas para el conjunto de la Unión. La comunitarización les otorgaría mayor segu- 
ridad jurídica que la actual, permitiría incrementar la innovación tecnológica en la UE y 
reduciría considerablemente su actual coste de registro”*. 


3 Una patente es un título que reconoce a su propietario el derecho a explotar, en exclusiva, una 
determinada invención impidiendo a terceros su uso o venta sin consentimiento del titular. Una marca es 
un título que concede a su propietario el derecho exclusivo al uso en el mercado de una determinada 
identificación (palabras, imágenes, símbolos, figuras, etc.), de un producto o de un servicio. 

34 Prieto Kessler, E. La política de defensa de la competencia en la Unión Europea. Op. c. 

33 Los convenios de París y de Washington son los que establecen los procedimientos para la conce- 
sión e inscripción de las patentes de ámbito internacional. 

30 Actualmente registrar una patente en sólo ocho países de la UE tiene un coste aproximado de 
unos 50.000 € mientras que en Estados Unidos se sitúa en unos 10.000. 
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4.3. 


En el caso de las marcas, la situación es bastante similar al de las patentes: su ámbi- 
to puede ser nacional, comunitario o internacional. También prevalece el principio de 
territorialidad (aplicación de la legislación nacional) aunque en el caso de la UE sí se ha 
logrado la marca comunitaria. 


Efectivamente, en el supuesto de que se trate de una marca de ámbito comunitario, 
ésta se regula por el Reglamento del Consejo de 20 de diciembre de 1993, que permite 
el registro de la misma para todo el territorio de la UE con solicitud única”. Dicho Re- 
glamento regula todo lo relativo a la marca comunitaria: contenido, duración, renova- 
ción y modificación del registro, obligatoriedad de su uso, etc.; así como la renuncia, 
caducidad y nulidad, etc. 


Del mismo modo que las patentes, las marcas pueden ser protegidas internacional- 
mente (en uno o más países) de acuerdo con el denominado Arreglo de Madrid, median- 
te el correspondiente registro en la Oficina de la Organización Mundial de la Propiedad 
Industrial, con sede en Ginebra. 


LIBRE CIRCULACIÓN DE CAPITALES 


El capital —se entiende el capital financiero ya sea en forma de inversiones directas O 
en cartera, préstamos, empréstitos, cuentas de ahorro corrientes y otras formas de inver- 
sión—, lo mismo que el trabajo, es un factor de producción cuya circulación por el terri- 
torio comunitario debe ser garantizada. Entre todas las libertades de circulación, la del 
capital es la que más rápidamente se ha liberalizado, a pesar de que en los inicios del 
proceso de integración fue regulada de manera muy restrictiva adoptando todo tipo de 
cautelas y amplios controles por parte de los Estados (cláusulas de salvaguardia). 


Como en el resto de las libertades de circulación, en la de capital el punto de infle- 
xión hacia su progresiva liberalización se produjo con el Libro Blanco sobre el mercado 
interior de 1985. A partir de esos momentos se aceleró su liberalización a lo que contri- 
buyó de manera destacada la entrada en funcionamiento de la primera fase de la UEM. 
Como es sabido, la liberalización de capitales es un requisito necesario para alcanzar la 
unión monetaria. 


El cambio ha sido tan profundo que el Tratado de Maastricht sustituye por completo 
las disposiciones que sobre el capital se contenían en el TCEE. 


4.3.1. La regulación de los movimientos de capital 


Vamos a exponer de forma sumaria las tres grandes fases por las que ha pasado la regu- 
lación de los movimientos de capital en la UE. 


4.3.1.1. Las directivas de los años sesenta 


Los arts. 67 a 73 del TCEE, se ocupaban de la regulación de la libre circulación de 
capitales como una pieza más de la construcción del mercado común. El art. 67, sentaba 


37 . . 3 . . 
El citado registro sobre marcas comunitarias se encuentra en Alicante —España— y comenzó a 
funcionar el 1 de enero de 1996. 
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las bases sobre la liberalización progresiva de los movimientos de capital entre los resi- 
dentes de los Estados miembros y suprimía la discriminación por razones de nacionali- 
dad o de residencia. Los Estados miembros suprimirán progresivamente entre sí, duran- 
te el período transitorio y en la medida necesaria para el buen funcionamiento del 
mercado común, las restricciones a los movimientos de capitales pertenecientes a per- 
sonas residentes en los Estados miembros, así como las discriminaciones de trato por 
razón de la nacionalidad o residencia de las partes o del lugar de colocación de los 
capitales (art. 67.1 TCEE). El citado artículo también preveía la liberalización total de 
los pagos corrientes derivados de los movimientos de capital al final de la primera etapa 
de cuatro años. 


Por el art. 71 del TCEE, los Estados miembros adquirían el compromiso de no intro- 
ducir nuevas restricciones a los movimientos de capital —cláusula stand still— sino, 
más bien, su disposición a profundizar en el grado de liberalización en la medida que la 
situación de la balanza de pagos lo permitiese. 


Finalmente, el art. 73 del TCEE, regulaba las medidas de salvaguardia en los casos 
en que los movimientos de capital provocasen perturbaciones en el mercado de capitales 
de un Estado miembro. En dicho supuesto, la Comisión podría autorizar al citado Esta- 
do para que adoptara medidas de protección en las condiciones que aquella determinase. 
No obstante, por razones de urgencia, el Estado podía adoptar directamente tales medi- 
das si bien vendría obligado a informar a los restantes Estados y la Comisión de las 
mismas, pudiendo ser modificadas o suprimidas a requerimiento de la Comisión. 


En aplicación de lo establecido por el art. 69 del TCEE, el Consejo adoptó, en 1960, 
la primera directiva sobre movimientos de capital —parcialmente modificada por otra 
directiva de 1962—**. El común denominador de ambas directivas era la clasificación 
de los movimientos de capital en cuatro listas (A, B, C y D) que los ordenaban de mayor 
a menor grado de liberalización”. Así en las listas A y B se recogían las operaciones de 
liberalización obligatoria y en la C y D las de liberalización no obligatoria*. 


Las operaciones incluidas en la Lista A estaban totalmente liberalizadas y las de la 
lista B también lo estaban aunque requerían de autorización administrativa?*!. 


38 Directiva 86/566/CEE de 11 de mayo de 1960. 

39 En la lista A figuraban los siguientes epígrafes: inversiones directas, inversiones en inmuebles, cré- 
ditos comerciales a corto y medio plazo en los que participase un residente (ya fuese como acreedor o 
como deudor) y movimientos de capital de carácter personal (tales como las donaciones y sucesiones). La 
lista B recogía las inversiones en valores mobiliarios negociados en bolsa (excluida la compra por residen- 
tes de valores de otro país comunitario y la adquisición, en otro país comunitario, de participaciones en 
fondos de inversión colectiva). La lista C la integraban operaciones no contempladas por las Listas A y B 
pero que no estaban excluidas totalmente del proceso de liberalización; en concreto, las operaciones no 
liberalizadas sobre valores mobiliarios y créditos y préstamos a medio y largo plazo no liberalizados. Fi- 
nalmente, la lista D comprendía las operaciones excluidas del proceso de liberalización entre los que esta- 
ban los movimientos de capital a corto plazo: adquisición de activos financieros a corto plazo, apertura y 
uso de cuentas corrientes y créditos y préstamos a corto plazo (excepto los incluidos en la lista A). 

20 Por la Directiva 86/566/CEE del Consejo de 17 de noviembre de 1986, las listas A y B se fusio- 
nan, la lista C pasa a denominarse B y la D, C. 

41 Tanto la liberalización total como la autorización administrativa, no excluían, como es obvio, la 
verificación administrativa sobre las operaciones realizadas con la finalidad de evitar fugas de capital. 
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Por su parte, la lista C recogía los movimientos de capital cuya liberalización era 
condicional (condicionada a no poner en peligro la política económica de los Estados 
miembros) y por último, la Lista D comprendía aquellas operaciones totalmente exclui- 
das del proceso de liberalización por considerar que podía afectar negativamente a la 
política monetaria de los Estados miembros. 


En la práctica, este tímido proceso liberalizador se veía limitado por las cláusulas de 
salvaguardia previstas por el TCEE: el art. 73 del TCEE permitía derogaciones tempo- 
rales que produjesen distorsiones en el mercado nacional de capitales. Además, hay que 
añadir las previstas por los arts. 108 y 109 por las cuales la Comisión podía autorizar a 
un Estado para que pudiese adoptar medidas excepcionales en caso de problemas serios 
en la balanza de pagos. De estas cláusulas de salvaguardia algunos de los países han 
hecho un uso reiterado. 


4.3.1.2. El proceso de liberalización en el AUE 


Entre 1962 y 1985, apenas se avanzó en materia de liberalización de capitales. A partir 
de la segunda mitad de la década de los ochenta es cuando se dan los pasos más impor- 
tantes. El Libro Blanco sobre el mercado interior de 1985 contemplaba, con amplitud y 
precisión, los objetivos de la liberalización de los movimientos de capital: acceso a ser- 
vicios financieros eficaces por parte de las personas físicas y jurídicas; estabilidad en 
tipos de interés y de cambio entre las monedas y garantizar una óptima distribución del 
ahorro europeo al crear un sistema financiero integrado, atractivo y competitivo. 


El Acta Única Europea asocia la plena liberalización de los movimientos de capital 
a la perspectiva de la Unión Económica y Monetaria. En el marco de esta nueva etapa se 
produjo un importante programa legislativo sobre la materia que se concretaba en la 
regulación de organismos de inversión colectiva (fondos y sociedades de inversión)” y 
en la profundización en el proceso liberalizador de los movimientos de capital. 


En lo relativo al proceso liberalizador de capitales hay que citar otras dos nuevas 
directivas: la 1986 y la de 1988. La Directiva 86/566/CEE de 17 de noviembre, revisa, 
actualiza y modifica la primera Directiva de mayo de 1960; refunde las viejas cuatro 
listas en tres y pasa partidas no liberalizadas a liberalizadas, con lo cual se amplía el 
número y ámbito de las operaciones liberalizadas respetando los períodos transitorios 
previstos para España y Portugal. La Directiva 88/361/CEE del Consejo de 24 de junio 
de 1988, plantea propuestas concretas para la liberalización de los movimientos de capi- 
tal a corto plazo (la antigua lista D de las directivas de los años sesenta o la C de la 


2 El 20 de diciembre de 1985, el Consejo de Ministros aprobó la Directiva 85/611 sobre armoniza- 
ción legislativa de organismos de inversión colectiva en valores mobiliarios. Esta importante directiva, 
tiene por objeto fijar unas normas mínimas a escala comunitaria sobre la aprobación, estructura, control 
e información que deben proporcionar tales organismos debido a que existían diferencias de importancia 
entre los Estados miembros que originaban ciertas perturbaciones a la hora de comercializar sus produc- 
tos en otros Estados de la CEE. Es conveniente ... prever —se dice en el texto explicativo de la citada 
directiva— que si un organismo de inversión colectiva comercializa sus participaciones en un Estado 
miembro distinto de aquél en el que está situado, debe adoptar todas las medidas necesarias para que 
los partícipes en este otro Estado miembro puedan ejercitar en él sin dificultad sus derechos financieros 
y disponer de las informaciones precisas. 
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de 1986) y establece resortes suficientes para hacer frente, en caso necesario, a los pro- 
blemas que pudieran surgir para regular la liquidez bancaria y, en general, de los movi- 
mientos de capital a corto plazo. 


Con la eliminación del último obstáculo a la libre movilidad de los capitales, la cita- 
da directiva de 1988 suponía un salto cualitativo de suma importancia en el proceso 
liberalizador de los capitales pof cuanto establecía, como principio general, la supresión 
de todas las restricciones subsistentes hasta esos momentos. En adelante, este régimen 
de liberalización sólo podría ser alterado —mediante la aplicación de la cláusula de sal- 
vaguardia prevista para estos casos— cuando los movimientos de capital a corto plazo 
provocasen tensiones serias en los mercados cambiarios de algún país miembro. El re- 
curso a la cláusula de salvaguardia requería, no obstante, la aprobación previa de la Co- 
misión —a petición del país en cuestión— y sólo se podía mantener durante seis meses. 


En esos momentos, la situación de partida en los diferentes Estados, en cuanto al gra- 
do de libertad de los movimientos de capital, era bastante diferente entre sí: un grupo de 
ellos entre los cuales estaba Alemania, Holanda, Reino Unido, Bélgica y Luxemburgo, 
apenas tenía restricciones; otro grupo, que incluía a Francia, Dinamarca, España, Italia e 
Irlanda tenían ciertas restricciones en los movimientos de capital a corto plazo; y un tercer 
grupo, en el que se encontraban Grecia y Portugal, las restricciones eran estrictas. 


El 1 de julio de 1990, en aplicación de la primera etapa de la unión monetaria, se 
produjo la liberalización de los movimientos de capital a corto plazo en ocho de los 
doce Estados, todos, excepto España, Portugal, Grecia e Irlanda. En el caso de los dos 
primeros, obedecía a encontrarse todavía en período transitorio; en los casos de Grecia e 
Irlanda, su exclusión se debía a su difícil situación de balanza de pagos y alto nivel de 
endeudamiento. El 1 de enero de 1993 se cumplía el plazo para que España e Irlanda 
dieran luz verde a la liberación total de los movimientos de capital —España lo hizo en 
1992— y Grecia y Portugal lo hicieron el primero de enero de 1996. 


4.3.1.3. La regulación de capitales en el Tratado de Maastricht 


Como muestra del camino recorrido y, sobre todo, de la aceleración del proceso libera- 
lizador a partir de mediados de los años ochenta, el TCE dispone en su art. 73 que 
a partir del 1 de enero de 1994 los movimientos de capital y los pagos quedan liberaliza- 
dos en el interior y en el exterior de la UE. El art. 56 del TCE, en su apartado uno, 
estipula que: En el marco de las disposiciones del presente Capítulo, quedan prohibidas 
todas las restricciones a los movimientos de capitales entre los Estados miembros y en- 
tre Estados miembros y terceros países. Exactamente en los mismos términos se pro- 
nuncia respecto de la liberalización de los pagos. En ambos casos, se respeta el derecho 
de los Estados miembros que el 31 de diciembre de 1992 estuvieran acogidos a excep- 
ciones —Grecia y Portugal— para que pudieran mantenerlas hasta el 31 de diciembre 
de 1995. La liberalización total de los capitales y los pagos en el territorio de la Unión, 
se hace respetando el derecho de los Estados miembros de aplicar su propio régimen 
fiscal que todavía no estaba armonizado en la imposición directa, en particular en lo 
relativo al ahorro. 


La liberalización de capitales comunitarios también se extiende a terceros países. En 
este supuesto, el CE toma sus prevenciones respecto a las consecuencias que puedan 
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desprenderse de la liberalización en sus diversas modalidades: inversiones directas 
—incluidas las inmobiliarias—, los relacionados con el establecimiento, con la presta- 
ción de servicios financieros o con la admisión de valores en los mercados de capitales. 
Las únicas cláusulas de salvaguardia que se prevén por el TCE relacionadas con la libe- 
ralización de capitales, se refieren a terceros países”. 


% Existe una de carácter particular que se recoge en el punto 1 del art. 57 que hace referencia a que 
la liberalización de los capitales respecto de terceros países —tanto de destino como de procedencia— 
se entenderá sin perjuicio de las restricciones que subsistían con fecha 31 de diciembre de 1993 ya sea 
conforme al derecho nacional o al comunitario. Con carácter general, el apartado 2 del citado artículo 
señala que el Consejo, por mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión, podrá adoptar medidas 
relativas a los movimientos de capital con destino a terceros países o procedentes de ellos; en cambio, se 
exigirá la unanimidad si tales medidas suponen un retroceso respecto de la liberalización establecida. 
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El presente capítulo trata sobre la libre circulación de las personas (físi- 
cas y jurídicas) en el territorio comunitario. Legalmente la libre circula- 
ción de las personas físicas ha trascendido ya ampliamente el marco 
del mercado interior. 
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9.1. 


9.2. 


ACOTACIÓN PREVIA 


Debe distinguirse con claridad entre la libre circulación de las personas físicas de las 
jurídicas. 

Por lo que atañe a las personas físicas, cabe distinguir entre un concepto amplio y 
otro restringido de libre circulación en la UE. En sentido amplio, la circulación de las 
personas se contempla como una condición que afecta al ciudadano como tal, y como 
consecuencia de la misma, éste adquiere determinados derechos políticos. En sentido 
restringido, la libre circulación de las personas físicas se circunscribe al mercado de tra- 
bajo en el mercado interior comunitario y sus derechos y obligaciones se asocian a su 
condición de factor de producción. 


En cuanto a las personas jurídicas —las empresas—, la normativa sobre el mercado 
interior debe garantizar que aquellas puedan radicarse O prestar sus servicios en cual- 
quiera de los Estados miembros en las mismas condiciones jurídicas que las nacionales 
de dicho Estado. Para hacer efectiva la libre circulación de las personas jurídicas, es 
condición necesaria que el servicio que desean prestar en otro Estado de la UE está libe- 
ralizado. 


SOBRE EL SIGNIFICADO Y ALCANCE DE LA LIBRE 
CIRCULACION DE LAS PERSONAS FISICAS 


Hemos indicado anteriormente que en lo relativo a las personas físicas, conviene distin- 
guir entre un sentido amplio y otro restringido de libre circulación de las mismas. En el 
primer caso, podríamos decir que la libre circulación es un concepto político ligado a la 
ciudadanía de la Unión; en el segundo caso, la libre circulación es un concepto econó- 
mico derivado del mercado interior. 


Como ciudadano, toda persona residente de un Estado miembro de la Unión ha de 
tener derecho a entrar, salir, moverse y residir libremente en cualquier Estado distinto 
del suyo, sin necesidad de justificar su estancia. Desde la perspectiva económica, el 
trabajo es un factor de producción del mismo modo que lo es el capital; por dicha 
razón, también ha de tener garantizada la libertad de circulación. 


Habida cuenta que la construcción europea se inició con la creación de un mercado 
común, es lógico que la libre circulación de las personas se concibiera y regulara bajo 
esta perspectiva. Ha sido con posterioridad cuando tal libertad ha ido adquiriendo una 
dimensión más política. 


Así, por ejemplo, en el Tratado CECA, la libre circulación de las personas sólo se 
previó para los trabajadores del sector del carbón y del acero; en el del Euratom, para 
los trabajadores de la energía nuclear; en el Tratado de la CEE, este derecho se extiende 
al resto de los trabajadores cualquiera sea su actividad. 


La ampliación del concepto de libre circulación de las personas desde la Óptica eco- 
nómica a la política se produce con el Acta Única Europea y la creación del espacio de 
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Schengen; no obstante, adquiere carta de naturaleza con el Tratado de Maastricht, que 
es el que introduce el concepto de ciudadanía de la Unión. 


La ciudadanía de la UE concede a todo ciudadano de un Estado miembro, entre 
otros derechos, los de entrar, salir, moverse y residir libremente en cualquier otro Estado 
distinto del suyo sin necesidad de justificar su estancia ni limitarla a una actividad labo- 
ral. El Tratado de Ámsterdam, en su art. 2, avanza considerablemente al incluir en el 
pilar común el espacio de Schengen y prever como uno de los objetivos de la UE la 
creación del espacio de libertad, seguridad y justicia; un espacio en el que esté garanti- 
zada la libre circulación de personas acompañado de medidas relativa al control de las 
fronteras exteriores, el asilo, la inmigración y la prevención y la lucha contra la delin- 
cuencia. 


De manera que este concepto amplio de circulación de las personas, permite que el 
ciudadano de cualquier Estado miembro deje —teóricamente— de ser un extranjero en 
otro Estado miembro. Cuando la estancia no supera los tres meses en el territorio de otro 
Estado miembro, cualquiera sea su finalidad, no se necesita permiso de residencia; para 
estancia superiores al citado límite e inferiores a un año, se exige una tarjeta de residen- 
cia limitada a la duración de la misma; y para estancias superiores a un año la tarjeta de 
residencia tiene una duración de cinco años. No obstante, al no existir un sistema de 
protección social común a escala comunitaria, la libre circulación de las personas, en 
tanto que ciudadanos, no tiene un reconocimiento automático: el Estado de acogida pue- 
de exigir a los nuevos residentes —que presumiblemente serán estudiantes o jubila- 
dos—, que demuestren que tienen suficiencia económica para evitar que se conviertan 
en una carga económica”. 


| El reconocimiento de la ciudadanía de la Unión es una de las novedades importantes que contem- 
pla el Tratado de Maastricht. Será ciudadano de la Unión toda persona que ostente la nacionalidad de 
un Estado miembro. La ciudadanía de la Unión será complementaria y no sustitutiva de la ciudadanía 
nacional. 

Con el reconocimiento de la ciudadanía de la Unión se adquieren y protegen una serie de derechos e 
intereses de los ciudadanos, entre los que sobresalen los siguientes: 

— Circular y residir libremente en el territorio de los Estados miembros con sujeción a las limitacio- 
nes y condiciones previstas en el TUE y las disposiciones que para su aplicación apruebe por 
unanimidad el Consejo. 

— A ser elector y elegible en las elecciones municipales y al Parlamento Europeo del Estado miem- 
bro en el que resida en la misma condiciones que los ciudadanos de dicho Estado. 

— A la protección de las autoridades diplomáticas y consulares de cualquier Estado miembro en un 
país tercero en el que no esté representado el Estado miembro del que sea nacional. 

— A presentar ante el Parlamento Europeo una petición sobre un asunto que le afecte relacionado 
con la Comunidad y a dirigirse al Defensor del Pueblo para denunciar casos de mala administra- 
ción en la acción de las instituciones u Órganos comunitarios. 

2 Entre los nuevos supuestos previstos, destacan dos: uno de carácter específico, que se refiere al 
derecho de residencia de los estudiantes —pensado sobre todo para los estudiantes Erasmus— y otro de 
carácter general que incluye al resto de las personas. 

En el primer caso, el derecho de residencia por razones de estudio, está regulado por la Directiva 
90/366/CEE del Consejo de 28 de junio de 1990. El permiso de residencia limita su vigencia a la del 
período de estudios y si éste supera el año, la tarjeta será renovada anualmente. En este supuesto basta 
con que el estudiante esté matriculado en un centro de enseñanza oficialmente reconocido, disponga de 
un seguro de enfermedad y realice una declaración en la que demuestre que cuenta con recursos econó- 


micos suficientes. 
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El Convenio de Schengen surgió como un acuer- 
do intergubernamental que fue suscrito, en 1985, 
por Alemania, Francia y el BENELUX (y a partir 
de los años noventa por todos los Estados miem- 
bros excepto Irlanda y Reino Unido) que tiene 
por finalidad la supresión de los controles en las 
fronteras interiores de la Unión. Su objetivo es 
facilitar la libre circulación de las personas por el 
denominado Espacio de Schengen. 


Los principales aspectos que contempla el 
Convenio de Schengen, son los siguientes: 


— Supresión de los controles en las fronteras 
interiores de los países signatarios que po- 
drán cruzarse por las personas sin ningún ti- 
po de problemas. 


— Visado común para los ciudadanos de terce- 
ros países. Dicho visado será válido para 
una estancia máxima de tres meses. Para es- 
tancias más prolongadas, los visados habrán 
de ser expedidos por el país concernido de 
acuerdo con su normativa y serán válidos en 
el territorio del mismo sin perjuicio de que 
se permita el tránsito por el espacio de 
Schengen siempre que su titular vuelva al 
país que efectuó el visado. 


— Medidas en materia de asilo y de inmigra- 
ción ilegal. La competencia sobre el asilo es 
nacional y también los Estados son los res- 
ponsables de expulsar de su territorio a los 
extranjeros que se encuentren indebida- 
mente documentados. 


— Cooperación policial y judicial. Los Estados 
se comprometen a prestarse asistencia poli- 


cial para prevenir e investigar hechos delic- 
tivos. En materia de cooperación judicial, se 
contemplan supuestos de tipo penal, de 
extradición y de traslado de personas conde- 
nadas, etc. 


— Tráfico ilícito de estupefacientes. Se esta- 
blece la obligación de tipificar la exporta- 
ción ilícita de estupefacientes, de reforzar 
los controles en las fronteras exteriores y de 
establecer los mecanismos de confiscación. 


— Normas sobre armas de fuego y municiones. 
Se establecen normas sobre la adquisición 
y comercio de armas de fuego y de muni- 
ciones. 


Una de las cuestiones claves que se derivan 
de la puesta en funcionamiento del espacio de 
Schengen, es un buen sistema de información. 
El Convenio previó la creación del Sistema In- 
formático Schengen (SIS) por el que cada Esta- 
do, además de contar con sus propios ficheros 
de información, tendrá acceso al sistema gene- 
ral que se presta desde el centro de información 
creado en la ciudad francesa de Estrasburgo. 


Con la entrada en vigor del Tratado de Áms- 
terdam (1 de mayo de 1999) se produjeron cam- 
bios muy significativos en lo referente a la libre 
circulación de las personas. No sólo se comuni- 
tarizan la mayoría de los ámbitos relativos a vi- 
sados, asilo e inmigración, sino que también se 
incorpora el Convenio Schengen al Tratado 
(Protocolo número 2). Para los nuevos Estados 
que se incorporen a la UE a partir de la entrada 
en vigor del TA, el Convenio de Schengen es 
acervo común. 


S1 la movilidad de las personas se contempla desde el punto de vista restringido, es 
decir, desde la óptica del mercado interior (por razones laborales), no se contempla pla- 
zo de estancia ni tampoco se necesita permiso de trabajo aunque sí se exige permiso de 


El segundo caso, es de carácter general y está regulado por la Directiva 90/364/CEE del Consejo de 28 de 
junio de 1990. Dicha Directiva amplía el derecho de residencia a los nacionales de otros Estados miembros sin 
limitación siempre que dispongan de un seguro de enfermedad que cubra la totalidad de los riesgos en el Estado 
miembro de acogida y cuenten con recursos económicos suficientes que eviten el que puedan convertirse en 
una carga para el citado Estado. A tales efectos, se considerarán recursos suficientes cuando éstos superen los 
mínimos que en el Estado de acogida se exigen para conceder la asistencia social o, en su defecto, sean superio- 
res al de la pensión mínima de seguridad social pagada por el citado Estado. 
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residencia que se expide por cinco años y es renovable automáticamente?. El trabajador 
de cualquier país de la UE, ya sea por cuenta propia o ajena, tiene derecho a entrar, 
salir, y circular libremente por todo el territorio de la Unión. Tiene, además, derecho a 
permanecer en el territorio de otro Estado miembro no sólo durante su vida económica- 
mente activa sino también tras el cese en la misma. 


Una vez realizadas las anteriores precisiones, en adelante nos ocuparemos de estu- 
diar la libre circulación de las personas en el sentido restringido del que hemos hablado; 
esto es, la movilidad de las personas como factor de producción que es la óptica que 
adopta el mercado interior. 


LIBRE CIRCULACIÓN DE TRABAJADORES 


La normativa comunitaria distingue entre dos grandes categorías de trabajadores: los 
asalariados (trabajadores por cuenta ajena) y los no asalariados (trabajadores por cuenta 


propia). 


Los primeros son las personas que se emplean por cuenta ajena en otro Estado 
miembro a cambio de un salario. Ello exige que residan de manera permanente en dicho 
Estado o bien que lo hagan de forma temporal desplazándose para realizar tareas con- 
cretas por corto período de tiempo; también es posible que residan en un Estado y pres- 
ten sus servicios laborales en otro, como ocurre con los trabajadores fronterizos?*. 


A la segunda categoría de trabajadores pertenecen los no asalariados. Son aquellos 
que desarrollan su actividad en otro país comunitario, bien creando una empresa en el 
mismo (derecho de establecimiento) o bien prestando sus servicios en otro Estado 
miembro desde un establecimiento radicado en cualquiera de ellos (libre prestación de 
servicios). 


5.3.1. Libre circulación de los trabajadores asalariados 


Por lo que respecta al trabajador asalariado, el art. 39 TCE, señala que la libre 
circulación en el ámbito comunitario, supondrá la abolición de toda discriminación por 


3 Cuando un trabajador de un Estado miembro desee desarrollar su actividad económica en otro Es- 
tado distinto al suyo, se le exige como único requisito el de presentar su tarjeta de identidad o pasaporte. 
No necesita permiso de trabajo, aunque si una tarjeta de residencia que se expide por cinco años y que es 
renovable de forma automática aunque condicionada a los motivos que originaron su expedición (salvo 
en los supuestos de jubilación, enfermedad, accidente o situación de paro debidamente justificada). La 
residencia se pierde por ausencias no justificadas (superiores a los seis meses) del país que le expidió. El 
incumplimiento de este requisito no podrá ser, en ningún caso, motivo de expulsión que restrinja el dere- 
cho a la libre circulación del trabajador (garantizado por el TICE), sino que sólo podrá dar lugar a una 
sanción administrativa o similar. Así lo determinó el TJ en el asunto Royer de 1976. 

4 El TJ ha optado por una definición propia —y muy amplia— del concepto de trabajador asalaria- 
do, con el objeto de evitar problemas con las que puedan establecer los Estados. En una sentencia de 
1986 (as. Lawrie-Blum) el TJ define como trabajador aquella persona que realiza, durante un cierto 
tiempo, en favor de otra, y bajo la dirección de ésta, ciertas prestaciones, por las cuales percibe una 


remuneración. 
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razón de la nacionalidad y de residencia, en lo referente al empleo, la retribución y de- 
más condiciones de trabajo”. 


Desde 1970, quedó abolida toda discriminación basada en la nacionalidad, teniendo 
todos los trabajadores comunitarios los mismos derechos que los nacionales en lo relati- 
vo al empleo en las actividades asalariadas tanto en las de carácter permanente como en 
las temporales. 


5.3.1.1. Derechos y obligaciones 


La libre circulación de los trabajadores entraña los derechos sociales y económicos que 
se contemplan en el Reglamento 1612/68* y en la Directiva 90/365 de 28 de junio de 
1990, que regulan el derecho de entrada, residencia y libre acceso al empleo tanto para 
el trabajador como para su cónyuge a los descendientes del trabajador y de su cónyuge 
menores de 21 años o mayores de dicha edad que estén a su cargo, y a los ascendientes 
del trabajador y de su cónyuge que asimismo estén a su cargo. 


Tales derechos implican la igualdad de trato con los nacionales en todo lo relativo al 
acceso y al ejercicio del empleo. En consecuencia, se prohíben las cuotas de otros traba- 
jadores comunitarios; se les garantiza idénticas condiciones de trabajo, salario, indemni- 
zación por despido, prestaciones de la seguridad social, ventajas fiscales; etc. También 
se les garantiza el derecho a la enseñanza y formación profesional; acceso a la vivienda 
—Ancluyendo la propiedad de la misma—,; afiliación sindical con derecho a ser elector y 
elegible en los cargos sindicales, etc.” 


En materia de seguridad social, no existe armonización a escala comunitaria: cada 
Estado tiene su propio régimen. La legislación comunitaria garantiza que no se pro- 
duzca discriminación entre trabajadores nacionales y comunitarios dentro de un mismo 


? El Art. 39 TCE establece lo siguiente: 

1. Quedará asegurada la libre circulación de los trabajadores dentro de la Comunidad. 

2. La libre circulación supondrá la abolición de toda discriminación por razón de la nacionalidad 
entre los trabajadores de los Estados miembros, respecto al empleo, la retribución, y las demás condi- 
ciones de trabajo. 

3. Sin perjuicio de las limitaciones justificadas por razones de orden público, seguridad y salud 
pública, la libre circulación de los trabajadores implicará el derecho: 

a) de responder a ofertas efectivas de trabajo; 

b) de desplazarse libremente para este fin en el territorio de los Estados miembros: 

c) de residir en uno de los Estados miembros con objeto de ejercer en él un empleo, de conformi- 
dad con las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas aplicables a los trabajado- 
res nacionales; 

d) de permanecer en. el territorio de un Estado miembro después de haber ejercido en él un em- 
pleo, en las condiciones previstas en los reglamentos de aplicación establecidos por la Comi- 
sión. 

4. Las disposiciones del presente artículo no serán aplicables a los empleos en la administración 

pública. 

$ Reglamento del Consejo de 15 de octubre de 1968 (DO L 257, de 19-10-68). 

7 El Art. 39 TCE se refiere a las demás condiciones de trabajo, lo que ha sido interpretado de forma 
muy amplia, incluyendo en ellas todas las ventajas sociales y fiscales que tuvieran los trabajadores na- 
cionales del Estado de acogida. De esta manera no sólo se trata de un tratamiento igualitario en materia 
laboral sino también social. 
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Estado en cuanto a los beneficios que de ella se deriven: igualdad de trato en las pres- 
taciones; totalización de los períodos de empleo en diferentes Estados a efectos del 
cálculo de las prestaciones sociales, derecho a percibir las prestaciones en el Estado 
de residencia del pensionista, aun cuando sea diferente del que prestó sus servicios; en 
caso de enfermedad del trabajador, protección social de la familia en el Estado de resi- 
dencia, etc. 


El art. 42 TCE, señala que el Consejo, con arreglo al procedimiento de codecisión, 
adoptará las medidas necesarias que permitan garantizar a los beneficiarios de la libre 
circulación (trabajadores migrantes y a sus derechohabientes) la acumulación de todos 
los períodos considerados por las legislaciones nacionales para adquirir y conservar este 
derecho y hacer efectivo el pago de las prestaciones sociales*. Por su parte, el Regla- 
mento 1251/70 de la Comisión, regula el derecho del trabajador (y de su familia) a per- 
manecer en el territorio de un Estado miembro después de haber ejercido en él un em- 
pleo bien porque se haya jubilado o por incapacidad laboral permanente”. 


5.3.1.2. Limitaciones a la libre circulación 


Las limitaciones a la liberalización de la mano de obra que legalmente todavía subsisten 
en el espacio comunitario, son las derivadas de razones de orden público; seguridad 
—trabajos exclusivamente relacionados con la industria militar que pueda poner en pe- 
ligro la seguridad nacional—; salud pública, caso por ejemplo, de enfermedades conta- 
giosas contraídas con anterioridad a la emigración!”; y las relacionadas con el empleo 
en el ámbito de las Administración Públicas, en particular las que guarden relación con 
los intereses generales del Estado, que quedan reservadas a los nacionales del citado 
país. Esta última excepción es muy importante puesto que de hecho excluye de la libera- 
ción del mercado de trabajo a una buena parte del sector público que equivale en torno a 
la cuarta parte de la oferta total de trabajo de la Unión"' . 


Además de las anteriormente referidas, nos encontramos con otras posibles limita- 
ciones a la libre circulación de los trabajadores que pueda establecer el TJ en su juris- 
prudencia, más conocidas como las exigencias imperativas que ya utilizara para el ám- 
bito de la libre circulación de mercancías. De esta manera, una medida dictada por un 
Estado miembro que tenga un efecto limitador de la libre circulación de los trabajadores, 


$ Novedad introducida por el Tratado de Ámsterdam, que, como en otros ámbitos donde sólo podía 
legislar el Consejo, ahora lo hará conjuntamente con el Parlamento Europeo, si bien se necesita para la 
aprobación de la medida en cuestión la unanimidad del Consejo. 

? Reglamento de 30 de junio de 1970 (DO L 142, de 30-6-70). 

19 La Directiva 64/221 de 25 de febrero de 1964 (DO L 56, de 4-4-64) desarrolla el Apartado III del 
art. 39 que se refiere a las excepciones de orden público, seguridad y salud públicas. Esta normativa 
exige que las medidas que los Estados miembros adopten contra los beneficiarios de la libre circulación 
de trabajadores se basen exclusivamente en el comportamiento personal de la persona a la que se preten- 
de privar del beneficio de dicha libertad. 

!L Si bien, al tratarse de una excepción a una libertad comunitaria es objeto de interpretación muy 
restrictiva. Así pues, el TJ ha considerado que no todo puesto de funcionario se verá excepcionado de 
la aplicación del artículo 39, sino sólo aquellos que supongan una participación directa o indirecta en 
el poder público del Estado o que tenga como cometido la salvaguardia de los intereses generales del 


Estado. 
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podrá ser excepcionada si se da una exigencia imperativa y se cumplen los requisitos 
exigidos'”. 


En definitiva, a pesar de los deseos liberalizadores de la legislación comunitaria que 
obliga, por ejemplo, a que cualquier trabajador comunitario que busque empleo en otro 
Estado miembro reciba las mismas atenciones de las oficinas de empleo que se ofrecen 
a los nacionales, todavía existen limitaciones reales para hacer efectivo este principio, 
entre otras, las de falta de información. No basta con que exista una legislación armoni- 
zada, hay que tomar también en consideración los hábitos de comportamiento del propio 
mercado de trabajo, que prima la contratación de trabajadores nacionales; la existencia 
de idiomas diferentes también actúa de barrera importante para quienes los desconocen 
y de esta forma favorecen la discriminación ya que los puestos de trabajo a los que pue- 
den tener acceso tales trabajadores son los menos cualificados. 


En este contexto, la colaboración entre los Estados miembros y la Comisión en los 
llamados mecanismos de compensación de ofertas y demandas de empleo, tiene efectos 
forzosamente limitados no obstante lo previsto por el art. 13, párrafo segundo, del Re- 
glamento 1612/68: Los servicios centrales de empleo de los Estados miembros coopera- 
rán estrechamente entre sí y con la Comisión, con miras a conseguir una acción común 
en el campo de la compensación de las ofertas y demandas de empleo en la Comunidad 
y la colocación de trabajadores que de ello resulte. 


En todo caso, los servicios especializados de información sobre el mercado de traba- 
jo de los Estados y de la Comisión (la Oficina Europea para la Coordinación), serán 
eficientes en la medida en que la coyuntura económica sea favorable; pero si ocurre lo 
contrario, sirven para bien poco. Es constatable, a partir de las estadísticas existentes 
que, a pesar de las diferencias en la tasa de paro que se dan entre los Estados miembros, 
no se hayan producido grandes corrientes migratorias entre los mismos. 


Como consecuencia de lo anteriormente señalado, la movilidad geográfica de los 
trabajadores comunitarios, históricamente ha sido bastante limitada. En general, el pro- 
ceso migratorio entre Estados miembros ha sido y continua siendo reducido, aunque se 
aprecia cierta movilidad entre los profesionales. Se estima que en la UE-15 los movi- 
mientos de trabajadores entre Estados está en torno al 2% de la población activa, pro- 
porción bastante inferior a la que se da en Estados Unidos; en cambio, si comienzan a 
adquirir importancia los movimientos de los profesionales. 


En relación con los nuevos socios comunitarios, ha habido un intenso proceso mi- 
gratorio hacia la UE-15 pero, una buena parte, se ha producido con anterioridad a su 
ingreso. Por ejemplo, Rumania, uno de los países que de manera más intensa ha sufrido 
este proceso, tiene una emigración de unos 4 millones de habitantes, sobre un total de 
22 millones; algo similar, aunque en menor proporción, ocurre con Bulgaria y Polonia. 
Sin embargo, estos procesos migratorios presentan características bastante similares a 


12 Debe añadirse la cláusula de excepción que recoge el art. 20 del Reglamento 1612/68 que dispone 
que cuando se prevean riesgos ya sea en una región o en una profesión, que puedan empeorar el nivel de 
vida alcanzado, los Estados miembros están autorizados a tomar medidas de tipo informativo para que 
los trabajadores de la Comunidad no soliciten empleo. Aunque será en último extremo la Comisión la 
que decida sobre el caso y la duración de tal excepción. 
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EA NT TS IN 


Este caso ha tenido gran trascendencia en la li- 
bre circulación de los trabajadores comunitarios 
y en particular, entre los profesionales del de- 
porte. 


Bosman era un jugador profesional de fútbol 
de nacionalidad belga que estuvo empleado, en- 
trel988 y 1990, por el Royal Club Liége (RCL), 
club belga. En junio de 1990, el RCL celebró un 
contrato con el Dunkerque, club francés, de 
acuerdo con el cual Bosman pasaría a jugar (a 
prestar sus servicios) por una temporada en di- 
cho club en calidad de cedido. Sin embargo, el 
RCL que dudaba de la solvencia económica del 
Dunkerque, no solicitó a la Federación belga de 
fútbol (URBSFA) que remitiera el certificado 
de transferencia, condición sin la cual no podía 
llevarse a cabo la cesión. 


Bosman interpuso un recurso contra el RCL 
que posteriormente amplió también contra la 
URBSFA y la Federación Europea (la UEFA), 
ya que esta última había adoptado un Regla- 
mento sobre traspasos que impedía, a juicio del 
jugador, su cesión al Dunkerque. Dicho Regla- 
mento establecía que cuando un club contrataba 
los servicios de un jugador que había concluido 
su contrato con otro club, el primero debía pa- 
garle al segundo una cantidad. Además, Bosman 
alegaba en su recurso que las federaciones de- 
portivas nacionales —siguiendo los acuerdos 
UEFA— establecían en sus reglamentos dis- 
posiciones que limitaban o impedían que juga- 
dores extranjeros (incluidos los comunitarios) 
pudieran participar en competiciones interna- 
cionales (cláusula de nacionalidad). 


Para resolver este caso, la Cour d 'appel de 
Liége, planteó al TJ, las siguientes dos cuestio- 
nes prejudiciales de interpretación, relacionadas 
con el art. 48 del TCE (actual art. 39 del TCE): 


— primera, si la normativa establecida por la 
UEFA era contraria al mencionado art. 48 y 

— segunda, si la cláusula de nacionalidad era 
también contraria al citado art. 48. 


Para apreciar si era de aplicación el artículo 
48 del TCE a este caso, había que considerar si 


se daban los siguientes requisitos: que fuese una 
actividad económica, que se tratase de un con- 
trato laboral y que existiese un obstáculo a la li- 
bre circulación de trabajadores. 


El TJ ha reiterado en numerosas ocasiones 
que la práctica del deporte puede constituir una 
actividad económica en el caso de los jugadores 
profesionales. Además, para que las normas de 
libre circulación de trabajadores se puedan apli- 
car, no hace falta que el empleador tenga con- 
dición de empresario, pues el único hecho rele- 
vante es que exista una relación laboral. El 
art. 48 se opone tanto a que las normativas na- 
cionales restrinjan la libertad de movimiento de 
los trabajadores como que personas privadas (en 
este caso, la UEFA) dicten normas que regulen 
colectivamente el trabajo por cuenta ajena. El 
elemento comunitario que se daba en este su- 
puesto es que Bosman había celebrado un con- 
trato de trabajo con un club de otro Estado 
miembro respondiendo a una oferta de trabajo, 
posibilidad contenida en el art. 48.3 del TCE 
(actual art. 39.3.a del TCE). 

La cláusula de nacionalidad de la UEFA era 
una norma que se oponía claramente al art. 48 
TCE. La normativa comunitaria prohíbe las 
medidas discriminatorias por razón de nacio- 
nalidad y es precisamente la nacionalidad el 
elemento clave en la aplicación de esta norma- 
tiva deportiva UEFA; si bien la cláusula de na- 
cionalidad no limitaba la contratación, sí lo 
hacía en la participación en encuentros deporti- 
vos (objeto esencial de este deporte). Por este 
motivo, tal restricción era contraria al mencio- 
nado art. 48. 


En cuanto al pago de la cantidad pecuniaria, 
que en principio podía considerarse una medida 
neutra ya que era de aplicación a todos los juga- 
dores sin perjuicio de su nacionalidad, sin em- 
bargo, el TJ dictaminó que, aún no habiendo 
discriminación, también se trataba de un obstá- 
culo a la libre circulación de trabajadores pues 
dicha medida podía disuadir a un nacional de un 
Estado miembro a abandonar su país de origen 
(o los clubes a los que perteneciese). 
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los que se produjeron en los sesenta en los países mediterráneos —Grecia, España, Por- 
tugal, etc.— hacia la entonces CE-6: son movimientos a corto y medio plazo (de uno a 
diez años aproximadamente) cuyos retornos son crecientes a medida que en el país de 
origen mejora su situación económica. 


5.3.1.3. Trabajadores de terceros países 


Si desde el punto de vista legal no existe diferencias entre los trabajadores nacionales y 
comunitarios, salvando las excepciones que se han señalado, la discriminación sí se da 
frente a los trabajadores procedentes de terceros países. En este aspecto, la competencia 
es nacional pudiendo limitar su número o incluso el porcentaje por empresa, rama de 
actividad o región. Las condiciones de acceso al mercado comunitario de trabajadores 
de terceros países dependen, en cada caso, de la normativa nacional y de los acuerdos 
que se hayan establecido entre el país receptor y el de origen de los trabajadores. 


La inmigración procedente de terceros países es ya muy importante en la Unión; 
sigue una tendencia creciente y en torno a la mitad de la misma es inmigración no con- 
trolada!*. Este es el verdadero problema y el reto que tiene planteado la UE: o realiza 
una política realista y decidida que posibilite que sus vecinos no miembros encuentren 
posibilidades de empleo en sus propios países o la sangría migratoria será imparable 
porque el hambre no conoce de fronteras. La procedencia de dicha inmigración es de 
África (del Norte y Subsahariana), de América Latina y del Este no comunitario. Los 
países de destino preferente son Alemania, Austria, Francia, Italia, Reino Unido, Holan- 
da y, sobre todo España, país que sin tener apenas tradición en la recepción de inmi- 
grantes, se ha convertido a partir de los años noventa del pasado siglo, en uno de los 
países preferidos por la emigración africana y latinoamericana. 


5.3.2. Libre circulación de los trabajadores no asalariados 


La libre circulación de los trabajadores no asalariados incluye tanto a las personas físi- 
cas no asalariadas (trabajadores autónomos) como a las jurídicas (empresas). En ambos 
casos, se trata de personas no asalariadas que deseen establecerse en otro país de la 
Unión distinto al de origen (derecho de establecimiento) o bien prestar sus servicios en 
otro país comunitario desde un establecimiento radicado en un Estado miembro (libre 
prestación de servicios). 


5.3.2.1. Derecho de establecimiento y libre prestación de servicios. 
Delimitación y diferencias 


El derecho de establecimiento y la libre prestación de servicios son libertades de circu- 
lación que tienen reconocidas tanto las personas físicas como las jurídicas en la UE. 


13 La definición de inmigrantes varía entre los Estados miembros: en el Reino Unido, por ejemplo, 
se registran como tales los nacionales y no nacionales procedentes de otro país con la intención de residir 
durante un tiempo; otros países registran la inmigración de hecho. El período mínimo para considerar la 
inmigración también varía: desde un mes en el caso de Holanda al de un año en el del Reino Unido. Los 
registros también son diferentes: en el Reino Unido, no se registran los flujos con Irlanda; y Francia no 
lo hace con los inmigrantes nacionales que regresan. 
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Las diferencias que existen entre ambos son bastante sutiles. Tales diferencias resi- 
den, básicamente, en los siguientes aspectos: 


En primer lugar, la libertad de establecimiento permite a cualquier persona no asala- 
riada poder radicarse —abrir un establecimiento— en otro país miembro distinto al 
suyo; mientras que si se presta un servicio, el establecimiento ya está radicado en un 
país determinado a partir del cual se presta el citado servicio a los demás!*. 


En segundo lugar, la libertad de establecimiento implica el traslado material y per- 
sonal a otro país miembro, mientras que en la libre prestación de servicios es el profe- 
sional el que se traslada (aunque no necesariamente puesto que bastantes servicios pue- 
den ya prestarse sin necesidad de traslado físico). 


En tercer lugar, tal vez la diferencia más clara y determinante, reside en el ámbito 
temporal: la apertura de un establecimiento en otro país no tiene un plazo prefijado y se 
presta de forma continuada, mientras que la prestación de servicios se concibe como 
una actividad ocasional que se presta con carácter temporal. 


En definitiva, las diferencias entre derecho de establecimiento y libre prestación de 
servicios, son más de forma que de contenido. No obstante, dicha diferenciación sí goza 
de transcendencia en cuanto al grado de sometimiento de la persona a la legislación 
nacional del Estado de acogida. Mientras que al prestador de servicios no se le podrán 
exigir el cumplimiento de todos los requisitos que la legislación del Estado de acogida 
establezca para sus nacionales, si se le exigirá a la persona que decida establecerse en 
dicho Estado, pues al hacerlo se coloca en una posición de igualdad frente a los naciona- 
les de tal Estado”. 


Los preceptos que contemplan dichos derechos gozan de eficacia directa, según ha 
determinado el Tribunal de Justicia'*. El TCEE establecía un período transitorio (hasta 
1970) para acceder a la fase definitiva de mercado común; durante la fase transitoria 
habrían de dictarse una serie de Directivas que eliminasen los obstáculos que se opunían 
a la realización de tales libertades, pero al no llevarse a cabo, quedó la duda si tales 
preceptos podían o no ser invocados frente a otros Estados miembros, ya que no se con- 
taba con legislación de desarrollo. El Tribunal de Justicia fue tajante al afirmar que las 
disposiciones del TCEE establecían unas obligaciones que vinculaban a los Estados 
miembros y cuya ejecución debía ser facilitada pero no condicionada por el desarrollo 
legislativo previsto por el propio Tratado. De manera que, tras la conclusión del período 
transitorio, la aplicación de los preceptos del TCE debía ser directa?”. 


14 Incluso el TJ ha aceptado que el prestador de servicios pueda dotarse de cierta infraestructura en 
el Estado de acogida para que puedan desarrollar su actividad. Así lo dispuso en el caso de los abogados 
en su sentencia de 1998 (as. Gebhard). 

IS Por ejemplo, no se le podrá exigir la residencia en el Estado en cuestión o la obligación de cole- 
giarse en dicho Estado cuando ya lo está en el de origen. 

16 Así lo estableció el Tribunal de Justicia por primera vez en su sentencia de 21 de junio de 1974, 
as. Reyners (2/74), para el derecho de establecimiento, y en la sentencia de 3 de diciembre de 1974, as. 
Van Binsbergen (33/74), para la libre prestación de servicios. 

17 El Tribunal de Justicia también ha aceptado que nacionales de un Estado miembro puedan invocar 
dichos derechos frente a su propio Estado, siempre que se dé un elemento comunitario (lo que puede 
deberse a que posea doble nacionalidad, resida fuera de él, posea un diploma o título en otro Estado 
miembro, etc.). En definitiva, se dará en los casos en los que el nacional se encuentra, respecto de su 
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5.3.2.2. Derecho de establecimiento 


El derecho de establecimiento está regulado por los arts. 43 a 48 TCE. El art. 43 recono- 
ce la posibilidad legal que asiste a cualquier persona física o jurídica de uno de los Esta- 
dos a abrir un negocio en cualquier otro; del mismo modo, este derecho se extiende 
también a las sucursales y filiales siempre que el establecimiento principal se constituya 
de acuerdo con la legislación de un Estado miembro y tenga su sede en el interior de la 
UE (art. 48 TCE). El art. 48 goza de eficacia directa, de forma tal que cualquier persona 
de otro Estado miembro puede establecerse en otro país diferente del suyo y exigir 
la aplicación del trato nacional sin necesidad de que haya legislación de desarrollo al 
respecto. 


La libertad de establecimiento implica el acceso a las actividades no asalariadas y a 
su ejercicio, así como la constitución y gestión de empresas, especialmente de socieda- 
des, en las mismas condiciones que fije la legislación del país de radicación para los 
nacionales. También conlleva la posibilidad de adquisición y aprovechamiento de pro- 
piedades inmuebles en el Estado en el que se radica y, en general, comporta los mismos 
derechos y obligaciones que tienen los trabajadores asalariados en lo relativo a entrada, 
movilidad y permanencia en otro Estado miembro. 


Existen dos tipos de restricciones directas a la libertad de establecimiento que se 
contienen en el art. 45 TCE: la primera de ellas hace referencia a la apertura de estable- 
cimientos por no nacionales en actividades relacionadas, aunque sea de manera ocasio- 
nal, con el sector público!*; la segunda, es la facultad que tiene el Consejo que, a pro- 
puesta de la Comisión, podrá decidir, por mayoría cualificada, la exclusión de 
determinadas actividades del derecho de libre establecimiento. 


5.3.2.3. Libre prestación de servicios 


Conviene señalar que no debe confundirse la prestación de servicios, que es la garantía 
legal del ejercicio de una libertad, con la liberalización de los servicios que es un sector 
de la actividad económica. En cualquier caso, es obvio que si el servicio no está liberali- 
zado no se puede ejercitar la libertad de prestarlo. 


El TCE regula en sus arts. 49 a 55, la libre prestación de servicios. Considera como 
tales los relacionados con actividades de carácter industrial, mercantil, artesanales y las 
propias de las profesiones liberales'”. 


Se consideran prestaciones de servicios (art. 50 TCE) las actividades que, con carác- 
ter temporal, sean realizadas por una persona física —no asalariada— o jurídica resi- 


Estado de origen, en una situación equiparable o asimilable a la de los nacionales de otros Estados miembros 
que se beneficien o se puedan beneficiar de dichas libertades. 

'5 A] igual que con la libre circulación de trabajadores, en el derecho de establecimiento también se 
prevé una excepción de este tipo. Al tratarse de un límite a una libertad comunitaria, ha de ser objeto de 
interpretación restrictiva, siendo determinante que la actividad participe en el ejercicio de la autoridad 
pública para serle aplicable dicha excepción. 

!? Aquellas prestaciones de servicios que se relacionen con las actividades agrarias, el transporte y 
los bancarios y de seguros, se regirán por disposiciones propias: en el caso del agrario, por la normativa 


PAC; en el del transporte, por la normativa que lo regula; y en el financiero, por la regulación relativa a 
la circulación de capitales. 
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dente de uno de los Estados miembros a los residentes de otros socios comunitarios, 
normalmente a cambio de una remuneración y siempre que no se rijan por las disposi- 
ciones relativas a la libre circulación de las mercancías, los capitales y las personas asa- 
lariadas. El objetivo de la libre prestación de servicios es el de garantizar el derecho de 
las personas a circular libremente por el territorio de la Unión para ejercer temporal- 
mente una actividad profesional y prestarla en igualdad de condiciones que los naciona- 
les del país. 


En el caso de las personas físicas (art. 49 TCE), se exige la nacionalidad de un Esta- 
do miembro y estar establecido en un Estado para poder prestar sus servicios en otro. El 
Consejo, por mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión, podrá extender también 
dicho beneficio a los nacionales de un tercer Estado siempre que estén establecidos en 
el territorio de la UE. 


La libre prestación de servicios implica que ésta habrá de hacerse en las mismas 
condiciones que los nacionales y de acuerdo con la legislación del país en la que se 
preste. Como ya se mencionó anteriormente, el TJ ha dictado sentencias favorables a la 
aplicación directa del art. 49 en los casos en que se haya tratado de discriminar a un no 
residente; es decir, la legislación de ningún país miembro puede exigir la residencia per- 
manente en su territorio para que las personas establecidas en otro Estado de la Unión 
puedan prestar sus servicios en el mismo. 


En cuanto a las limitaciones o excepciones a la libre prestación de servicios le es de 
aplicación lo expuesto anteriormente para el derecho de establecimiento. El art. 55 TCE 
establece que las disposiciones contenidas en los arts. 45 a 48 TCE serán de aplicación 
para ambos derechos. 


Aunque la legislación comunitaria establece el principio de no-discriminación en la 
prestación de los servicios reclamando su liberalización total, en la práctica, dada la 
complejidad de las actividades existentes y el celo que ponen los Estados, la libre pres- 
tación de servicios está lejos de haberse conseguido, como ya expusimos con deteni- 
miento al referirnos a la Directiva Bolkenstein. 


5.3.3. Los profesionales liberales y las empresas ante el derecho 
de establecimiento y la libre prestación de servicios 


5.3.3.1. Profesionales liberales 


Tanto en el ejercicio del derecho de establecimiento como en la libre prestación de ser- 
vicios, los profesionales liberales juegan un papel destacado. No es fácil definir con pre- 
cisión el concepto de profesional liberal, aunque, normalmente, se entiende por tal una 
persona que posee una formación de nivel elevado avalado, generalmente, por un título 
universitario y que ejerza una actividad de carácter no asalariado. 


El ejercicio de una actividad profesional en el ámbito comunitario, en buena medida 
viene determinada por la equiparación de las titulaciones académicas entre los Estados 
de la Unión. Los Estados tienen requisitos específicos sobre la formación curricular de 
sus profesionales que, en muchos casos, difieren entre sí por lo que no son reconocidos 
y es necesario proceder a su armonización para homogeneizar la duración de los estu- 


dios, contenidos y otros requisitos. 
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En virtud del art. 47 TCE es al Consejo a quien compete la adopción de directivas 
que permitan el reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos que pre- 
viamente tengan reconocimiento estatal”. Para ello se sigue el complicado procedi- 
miento establecido por el art. 210 TCE; e incluso es más restrictivo en aquellos casos en 
que la formación y al acceso a las profesiones impliquen modificación de la legislación 
nacional en cualquiera de los Estados, para cuya adopción las directivas han de ser apro- 
badas por el Consejo por unanimidad. 


Durante mucho tiempo se ha considerado que para la homologación de titulaciones 
era necesario, con carácter previo, una armonización comunitaria para aproximar los 
contenidos curriculares?!, lo que ha supuesto que dicha tarea haya sido muy lenta y de 
difícil solución. Posteriormente, se ha estimado que el proceso debe ser justamente el 
contrario: que la convalidación de titulaciones acabaría por acercar la formación curri- 
cular de las carreras entre los Estados. 


Las cuestiones más importantes que desde un principio se han planteado a la hora de 
la armonización y convalidación de titulaciones, se refieren a los criterios que deben 
seguirse. Tales criterios son de tipo cuantitativo —duración de los estudios— y de tipo 
cualitativo —calidad de la enseñanza—. Por ello, en las directivas de armonización que 
se han aprobado, se enumeran multitud de detalles y se llega al extremo de especificar 
los diplomas de los otros Estados miembros que deben reconocerse. 


Donde más se ha avanzado en el proceso armonizador, ha sido en las profesiones 
sanitarias cuyos contenidos son bastante similares en la mayoría de los Estados miem- 
bros; en otras titulaciones, las cosas han marchado mucho más lentas. De todas formas, 
han tenido que pasar muchos años para que empezaran a redactarse las primeras directi- 
vas armonizadoras sobre la convalidación de títulos y han sido muy pocas las activi- 
dades que han podido regularse. La primera fue la profesión médica (1975) a la que 
siguieron las paramédicas: enfermeras (1977), dentistas y veterinarios (1978), comadro- 
nas (1980) y farmacéuticos (1985); se prosiguió con las de abogados (1977) y, final- 
mente, la de arquitectos (1985). 


Por este camino del reconocimiento sectorial no se avanzaba gran cosa. Además de 
un procedimiento lento, era escasamente operativo para cumplir las exigencias del mer- 
cado interior. Por ello se optó por establecer un sistema de reconocimiento mucho más 
general. Con tal finalidad se adoptó la Directiva 89/48/CEE del Consejo, de 21 de di- 
ciembre de 1988, que regula la aplicación del principio del reconocimiento mutuo de 
títulos con el objeto de facilitar el ejercicio ... de todas las actividades profesionales en 
los Estados miembros de acogida que exijan estar en posesión de una formación postse- 
cundaria, siempre y cuando estén en posesión de títulos que los capaciten para ejercer 
dichas actividades, que sancionen un ciclo de al menos tres años y que hayan sido expe- 
didos en otro Estado miembro (considerando tercero de la citada directiva)?. 


2 Las directivas sobre convalidación de títulos son aplicables tanto a los que ejercen una profesión 
liberal con carácter autónomo como a los que prestan sus servicios como trabajadores asalariados. 

21 Esta es, sin embargo, condición previa para poder proceder a la homologación de títulos de las 
profesiones médicas, paramédicas y farmacéuticas por imperativo del párrafo 3 del Art. 47 TCE. 

— La Directiva 92/51, de 18 de junio de 1992, también establece un sistema de reconocimiento ge- 
neral, pero para formaciones profesionales de duración mínima de un año. 
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El ejercicio efectivo del derecho de establecimiento y libre prestación de servicios, 
se ha visto reforzado al reconocer que un profesional que, de acuerdo con su legislación 
nacional, puede ejercer una actividad regulada (actividad profesional cuyo acceso y 
ejercicio en un Estado miembro está condicionada a la posesión de un título), también 
pueda hacerlo, con las mismas garantías, en los restantes países miembros. En fin, se 
ha llegado a la conclusión de que sea la competencia profesional la que prevalezca, ya 
que, en último término, será el mercado quien seleccione a los profesionales más com- 
petentes. 


Lo anterior no es óbice para que el Estado miembro de acogida obligue al solicitante 
de otro Estado que acredite una experiencia profesional determinada siempre que tam- 
bién lo exija a sus nacionales —que en ningún caso superará los cuatro años—, que 
efectúe un período de prácticas —como máximo de tres años—, O que, alternativa- 
mente, se someta a una prueba de aptitud en los supuestos en que la formación recibida 
en otro Estado miembro difiera substancialmente de la cubierta por el título exigido en 
el Estado de acogida. 


El Estado de acogida reconocerá a los nacionales de los demás Estados miembros 
que reunan las condiciones de acceso y de ejercicio de una actividad profesional regula- 
da en su territorio, el derecho a ostentar el título profesional de dicho Estado. De todas 
formas y para algunos casos, hay que cumplir algunos requisitos adicionales para poder 
establecerse o prestar servicios, como por ejemplo, haber ejercido la profesión durante 
un período determinado. La normativa comunitaria también faculta a los Estados para 
que, en los supuestos de formación insuficiente, puedan exigir al interesado un período 
de prácticas o la realización de una prueba de aptitud. 


En conclusión, el reconocimiento mutuo de títulos en el ámbito comunitario, se ex- 
tiende a todas las actividades profesionales cuyo ejercicio exija estar en posesión de una 
formación postsecundaria de un mínimo de tres años, o de un año para formaciones pro- 
fesionales. 


Para el ejercicio de profesiones que no alcancen dichos niveles, la competencia que- 
da reservada a los Estados, si bien con la limitación de no poder exigir a los nacionales 
de otros Estados cualificaciones diferentes de las requeridas para sus propios ciudada- 
nos. Por lo tanto, el Estado de acogida está obligado a tener en cuenta las cualificacio- 
nes adquiridas en otro Estado miembro y su grado de adecuación a las propias”. Es lo 
que se conoce como equivalencia académica y que también ha significado un paso muy 
importante a partir de la puesta en funcionamiento del programa Erasmus, mediante el 
cual los alumnos pueden cursar parte de sus estudios universitarios en otro Estado con 
reconocimiento automático recíproco. 


La cuestión de la equivalencia académica, y en general, el reconocimiento de titula- 
ciones universitarias, se está tratando de resolver definitivamente con la creación de lo 


23 En ausencia de armonización, el Tribunal de Justicia ha establecido en su jurisprudencia las obli- 
gaciones de los Estados a la hora de reconocer los diplomas de otros Estados miembros. Estarán obliga- 
dos a tener en cuenta el diploma de otro Estado miembro y estudiarlo para ver si existe equivalencia con 
uno propio. Además ha de comparar los conocimientos adquiridos y la formación en ambos Estados, 
si los conocimientos son equiparables, estarán obligados a reconocer el diploma y si no lo son estarán 
facultados para exigir al interesado que demuestre los conocimientos acreditados y que complete su for- 


mación. 
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que se conoce como Espacio Europeo de Educación Superior. Los principales objetivos 
que persigue son los de transparencia y comparabilidad de los diferentes sistemas uni- 
versitarios nacionales (de estudios, títulos y diplomas), siguiendo lo previsto en la De- 
claración de Bolonia de 1999 —precedida de la Declaración de la Sorbona de 1998— y 
a la que han seguido otras muchas”*. Se sustenta sobre un modelo de dos ciclos de es- 
tudios que, siguiendo metodologías comparables y altos niveles de calidad, permitan a 
los estudiantes universitarios la acumulación y transferencia de créditos cursados en 
otras universidades (el llamado crédito europeo o ECTS —European Credits Transfer 
System—). 


En la ya larga experiencia del programa Erasmus —un programa barato y de consi- 
derable éxito— se han detectado ciertas deficiencias que son las que tratan de corregirse 
con este nuevo modelo global en el que no sólo están implicados los países de la UE, 
aunque sí todos ellos. El Espacio Europeo de Educación Superior es un instrumento fun- 
damental para garantizar la movilidad académica en Europa, tanto de estudiantes como 
de profesores e investigadores. Los gobiernos y sobre todo las universidades y la Comi- 
sión Europea, han acogido esta iniciativa con gran entusiasmo y en ella están trabajando 
con denuedo. 


5.3.3.2. Empresas: de las agrupaciones de interés económico 
a la sociedad anónima y cooperativa europea 


Las personas jurídicas —las empresas— radicada en la UE también tienen reconocido 
el derecho de establecimiento y la libre prestación de servicios en la mayoría de las 
actividades económicas siempre que dichos establecimientos estén constituidos de con- 
formidad con la legislación vigente de cualquiera de los Estados miembros. A estos 
efectos el art. 48 del TCE, establece que: 


Las sociedades constituidas de conformidad con la legislación de un Estado miembro 
y cuya sede social, administración central o centro de actividad principal se encuentre 
dentro de la Comunidad quedarán equiparadas, a efectos de aplicación de las disposicio- 
nes del presente capítulo, a las personas físicas nacionales de los Estados miembros. 


Por sociedades se entiende las sociedades de Derecho civil o mercantil, incluso las 
sociedades cooperativas, y las demás personas jurídicas de Derecho público o privado, 
con excepción de las que no persigan un fin lucrativo. 


El Espacio Europeo de Educación Superior comenzó a gestarse en mayo de 1998, cuando los 
ministros del ramo de Alemania, Francia, Italia y el Reino Unido suscribieron en París la denominada 
Declaración de la Sorbona por la cual instaban a la creación de un Espacio Europeo de la Educación 
Superior. Un año después se celebró en Bolonia (Italia) una conferencia que reunió a los más altos repre- 
sentantes de educación superior de 29 países europeos y se acordó que el citado Espacio Europeo de 
Educación Superior se alcanzase en 2010, ya con más de 30 Estados europeos implicados. Además de 
los 27 Estados de la UE y los del EEE, forman parte del proceso: Albania, Andorra, Bosnia-Herzegovi- 
na, Macedonia, Montenegro, Rusia, Santa Sede y Serbia. 

Para poner a prueba la experiencia, la Comisión Europea puso en marcha, en 2001, un proyecto pilo- 
to, de dos años de duración, que fue coordinado por las Universidades de Deusto (España) y Groningen 
(Holanda), que se extendió a siete titulaciones: Administración de Empresas, Ciencias de la Educación, 
Física, Geología, Historia, Matemáticas y Química. Su objetivo básico era determinar los conocimientos 
que deberían tener los titulados universitarios de estas disciplinas. 
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Sin embargo, no es suficiente con el reconocimiento legal a la libertad de estableci- 
miento. Dicha libertad ha de extenderse también a la constitución y gestión de empresas 
habilitando un régimen jurídico común sobre sociedades que sea independiente de las 
legislaciones nacionales sobre la materia. 


El art. 293 TCE, recomienda a los Estados que entablen negociaciones con el fin de 
alcanzar un acuerdo sobre el reconocimiento recíproco de sociedades, mantenimiento de 
la personalidad jurídica en el caso de que trasladen su sede a otro país miembro y la 
posibilidad de que se produzcan fusiones entre empresas sujetas a legislaciones diferen- 
tes?. Con el Tratado de Ámsterdam, esta vieja aspiración comunitaria se ha hecho reali- 
dad 30 años después de su propuesta inicial debido a que su aprobación exigía de la 
unanimidad de los Estados miembros. 


En el interregno se han logrado algunos avances de escasa importancia que han con- 
sistido básicamente en cierta armonización legislativa y en la creación de las Agrupa- 
ciones Europeas de Interés Económico (AEIB), una especie de empresa de segundo gra- 
do con grandes limitaciones estructurales y de actuación. 


En lo relativo a la armonización sobre sociedades, ésta se inició en 1968 habiéndo- 
se adoptado una serie de directivas que tienen en común armonizar aspectos concretos 
de las empresas con el objeto de proteger los derechos de los socios y de terceros: 
publicidad de los actos (constitución, domicilio, capital social, etc.), aumentos y dis- 
minuciones del capital social, fusiones de sociedades, cuentas anuales, etc. La apro- 
bación de directivas de armonización ha resultado muy lenta y todavía restan por 
aprobar varias de las previstas por la Comisión. 


25 Desde 1968 existía un Convenio sobre reconocimiento recíproco de Sociedades del que no se 
había hecho uso. No obstante, el Tribunal de Justicia ha declarado que el art. 48 TCE goza de eficacia 
jurídica de aplicación directa, por lo que no necesita de normas de desarrollo para ser aplicado o invoca- 
do ante los tribunales, si bien éstas son muy recomendables debido a la enorme disparidad de regímenes 
existentes en la Comunidad Europea. El TJ también se ha pronunciado en favor del modelo de constitu- 
ción de sociedades para no menoscabar el espíritu del art. 48 del TCE. 

26 De las Directivas aprobadas hasta el presente, las más importantes son las cuatro primeras: 

— La 68/151 de 9 de mayo de 1968, que se ocupa, fundamentalmente, de la publicidad aplicable a 
las sociedades anónimas, de responsabilidad limitada y comanditarias por acciones. Ordena la 
publicidad de la constitución, estatutos, domicilio, capital social, personas con capacidad para 
representarla, balances, cuentas de pérdidas y ganancias del ejercicio, disolución y liquidación. 
La publicidad de los actos es un requisito imprescindible para las sociedades ya que la transpa- 
rencia de los negocios es lo que da más estabilidad y credibilidad a los mismos. Además de la 
defensa de los derechos de los socios y de terceros, la publicidad también es imprescindible 
para aplicar las reglas sobre la competencia, libre circulación de capitales, derecho de esta- 
blecimiento y libre prestación de servicios y para cumplir los requisitos técnicos y administrati- 
vos, etc. 

— La77/91 de 13 de diciembre de 1976, que versa sobre la constitución y capital social de la socie- 
dad anónima: indicaciones que deben figurar en los Estatutos; valoración de las aportaciones no 
dinerarias; los aumentos, reducciones y suscripción de capital, etc. 

— La 78/885 de 9 de octubre de 1978, que trata sobre las fusiones de las sociedades anónimas. 

— La 78/660 de 25 de julio de 1978, que regula las cuentas anuales de las sociedades anónimas, de 
las de responsabilidad limitada y comanditaria por acciones, etc. 

Las restantes Directivas aprobadas regulan las escisiones, las uniones y los grupos, habilitación de 

personas para verificar la contabilidad, publicidad de las sucursales y sociedades de responsabilidad li- 
mitada de socio único. 
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Respecto a las AETE, éstas fueron aprobadas por el Reglamento (CEE) 2137/85 del 
Consejo de 25 de julio. El objetivo del mismo es el de facilitar la cooperación entre 
empresas radicadas en dos o más Estados miembros con el fin de realizar actividades 
económicas transfronterizas. No obstante, el corsé jurídico es tan limitado que ni tan 
siquiera reconoce la constitución de empresas de ámbito europeo regidas por el derecho 
común”. Se limita a contemplar agrupaciones de empresas nacionales radicadas en dis- 
tintos Estados para que puedan desarrollar a escala comunitaria las mismas actividades 
que ya venían realizando en el nivel nacional. Las empresas que constituyen la AEIE 
continúan conservando la estructura y personalidad jurídica que a cada una de ellas le 
reconoce su legislación nacional, con lo cual la AEIE es una especie de asociación de 
segundo grado con muy escasa capacidad jurídica” 


Si bien la AEIE goza de capacidad legal de actuación, sus rasgos esenciales son la 
responsabilidad personal y solidaria de sus asociados y el sometimiento íntegro a la le- 
gislación de los Estados de las que procedan sus socios. Pese al propósito del Reglamen- 
to 2137/85 de aproximarse a una figura jurídicamente comunitaria, la práctica totalidad 
de sus preceptos remiten a las legislaciones nacionales. Así sucede con el régimen del 
contrato de agrupación, con la estructura y funcionamiento interno de la AEIE, con los 
aspectos laborales, concurrenciales y de propiedad intelectual, etc. Adicionalmente, este 
Reglamento atribuye a las legislaciones nacionales la facultad de decidir sobre cuestio- 
nes concretas tales como el número máximo de miembros, la posibilidad de que sean 
administradores personas jurídicas y otros varios aspectos de menor alcance. 


Para superar las limitaciones legales de las AETE, los Estados miembros alcanzaron 
un acuerdo, que se plasmó en el Tratado de Ámsterdam, que permite la creación de 
sociedades sujetas a la legislación comunitaria. De manera que ya es posible la creación 
de sociedades europeas, principalmente anónimas y cooperativas, tomando como base 
el art. 48 del TCE. 


El mencionado artículo contempla un concepto amplio de sociedad. Considera como 
tales todas aquellas de Derecho civil o mercantil —incluidas las sociedades cooperati- 


27 Una AEIE deberá estar formada por un mínimo de dos empresas procedentes de Estados miem- 
bros diferentes. Puede integrarla cualquier entidad jurídica con fines de lucro, ya sea de Derecho público 
o privado, constituida de conformidad con la legislación del Estado miembro en el que tenga su domici- 
lio. Las actividades a desarrollar por una AEIE pueden ser de carácter industrial, comercial. artesanal, 
agrarias, O que realicen prestaciones propias de las profesiones liberales u otras de servicios. 

2 El contrato de constitución de una AEIE deberá especificar el nombre, domicilio y objeto de la 
agrupación y el de cada uno de los miembros, la duración de la agrupación —si no es indefinida — y 
deberá ser depositado en el registro que cada Estado miembro designe al efecto. Su domicilio deberá 
fijarse dentro del territorio de la Comunidad y podrá ser cambiado, bajo determinadas condiciones, de un 
Estado a otro. Salvo que el contrato de constitución indique otra cosa, cada uno de sus miembros tendrá 
derecho a un voto como mínimo. Tanto la formación como la liquidación de una AEIE deberá publicarse 
en el Diario Oficial de la Unión Europea. 

La AEIE deberá contar al menos con dos órganos: los miembros —Que actuarán de forma colegia- 
da— y la gerencia —que representa y obliga a la AEIE frente a terceros—. Los miembros no tendrán 
necesariamente que aportar capital pudiendo prever métodos alternativos de financiación de la Agrupa- 
ción. Las pérdidas y beneficios de una AEIE se considerarán como pérdidas y beneficios de sus miem- 
bros y serán distribuidos entre ellos de conformidad con la cláusula prevista a tal efecto en el contrato 
correspondiente y en su defecto, a partes iguales. En correspondencia con la no-exigencia de aportación 
obligatoria de capital, cada miembro responderá ilimitada y solidariamente de las deudas de la AEIE. 
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vas y demás personas jurídicas de Derecho público o privado— que persigan fines de 
lucro. De manera que la normativa sobre sociedad europea excluye de la misma a las 
que no persigan fines de lucro, como puede ser el caso, por ejemplo, de una fundación. 


La finalidad que se persigue con la creación de sociedades sujetas a la legislación 
comunitaria es la de establecer un marco jurídico común que evite las diferencias que 
sobre la materia existen entre las legislaciones nacionales; no obstante, en numerosos 
supuestos, se continúan aplicando la normativa nacional. En cualquier caso, se trata de 
un primer paso, sin duda importante, que permite crear sociedades holding o filiales co- 
munes y sociedades cooperativas que trascienden el marco de las legislaciones de los 
Estados miembros salvando las limitaciones legales de la AETE. 


A continuación pasamos a resumir los elementos esenciales de la normativa aplica- 
ble a las dos figuras establecidas: la sociedad anónima y la sociedad cooperativa. 


A) Sociedad Anónima Europea (SAE) 


La Sociedad Anónima Europea (SAE) conocida por su nombre en latín Societas Euro- 
paea, ha sido creada por el Tratado de Ámsterdam. Su estatuto ha sido regulado por 
Reglamento del Consejo (CE) 2157/2001, de 8 de octubre de 2001y cumplimentado : 
—-n lo que respecta a la participación de los trabajadores— por la Directiva del Conse- 
jo 2001/86/CE, de 8 de octubre del mismo año. Ambas normas entraron en vigor en el 
año 2004, 


El objetivo de dicho Estatuto es el de establecer un marco jurídico propio para la 
SAE. Prevé cuatro fórmulas distintas para la constitución de dicha SAE: por fusión, por 
creación de una sociedad de cartera, por creación de una filial común o por la transfor- 
mación en SAE de una sociedad anónima nacional. 


El caso de la fusión, la creación de una SAE se realizará mediante la fusión de so- 
ciedades anónimas ya existentes en dos o más Estados miembros. La creación de una 
sociedad europea de cartera se ha previsto para sociedades anónimas o de responsabili- 
dad limitada que ya estén constituidas, tengan implantación comunitaria (actividad en 
dos o más países) y cuyos domicilios sociales se sitúen en dos o más Estados miembros; 
o bien, una empresa que tenga filiales o sucursales en otro u otros Estados miembros 
distintos del de la sede social. El caso de la filial común es una fórmula de sociedad 
europea que está abierta a cualquier entidad de Derecho público o privado, con arreglo a 
los dos criterios anteriormente mencionados. Finalmente, una sociedad anónima consti- 
tuida de acuerdo con el Derecho nacional de un Estado miembro, también puede trans- 


formarse en SAE. 


La SAE será inscrita en el Estado donde tenga su domicilio social, el cual vendrá 
fijado por sus estatutos. Dicho domicilio podrá cambiarse a cualquier otro Estado de la 
Comunidad sin tener que disolver la empresa y crear otra nueva. Tanto la inscripción 
como la liquidación de una SAE, serán publicadas, a título informativo, por el Diario 
Oficial de la Unión Europea. 

Los estatutos de la SAE establecen como órganos de gobierno la junta general de 
accionistas y un órgano de administración; o bien, la junta general y un Órgano de direc- 
ción y otro de vigilancia (en este caso, los miembros de los dos últimos órganos no 


podrán simultanear sus cargos). 
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El capital mínimo exigido para la creación de una SAE se fija en 120.000 €. Si en 
el Estado miembro donde se domicilie se exige un capital mínimo más elevado, será 
este último el que se aplicará a la SAE. Las cuentas anuales las compondrán el balan- 
ce, la cuenta de pérdidas y ganancias y un informe sobre gestión en el que se analiza- 
rán el desarrollo de las actividades desarrolladas y la situación general de la sociedad. 
En los supuestos en los que sea necesario, también se llevarán a cabo cuentas conso- 
lidadas. 


Se prevén distintas fórmulas de participación de los trabajadores en las tareas de 
vigilancia y de desarrollo estratégico de la empresa, aunque no en su gestión diaria. Di- 
cha participación podrá articularse bien en los órganos de administración o de vigilan- 
cia, o bien creando otro diferenciado que represente a los trabajadores. 


La legislación nacional continúa desempeñando un papel importante en la SAE. Así, 
en el caso de la fiscalidad, debido a la insuficiente armonización comunitaria, la SAE 
será tratada como una multinacional; es decir, le será de aplicación la legislación nacio- 
nal en todos los impuestos y tasas de los Estados miembros donde estén radicados sus 
establecimientos estables. De igual modo, se aplicará la legislación nacional a los con- 
tratos de trabajo y las pensiones de jubilación. 


Finalmente, por lo que respecta a la disolución, liquidación, insolvencia y suspen- 
sión de pagos, la SAE estará sujeta a la legislación del Estado donde tenga su sede. El 
traslado de su domicilio social fuera del territorio comunitario, implicará la disolución 
de la SAE siempre que así sea solicitado por cualquier parte interesada. 


B) Sociedad Cooperativa Europea (SCE) 


La segunda fórmula de sociedad de ámbito comunitario es la Sociedad Cooperativa 
Europea (SCE). Su estatuto se regula por el Reglamento (CE) 1435/2003 del Consejo 
de 22 de julio de 2003 y por la Directiva 2003/72/CE del Consejo de 22 julio de 2003 
(que se ocupa de la implicación de los trabajadores en la misma). Los objetivos funda- 
mentales que se persiguen con la creación de las SCE son los de facilitar su constitución 
—tanto por personas físicas como jurídicas— y trasnacionalización (habida cuenta que, 
en general, son empresas de tamaño reducido que habitualmente tienen dificultades de 
instalarse en otros Estados). Su estatuto también garantiza los derechos de consulta, in- 
formación y participación de los trabajadores. 


La sociedad cooperativa contiene una serie de especificidades que la diferencian 
claramente de otros tipos de sociedades. Está constituida por una asociación autónoma 
de personas que se agrupan de manera voluntaria para satisfacer una serie de aspiracio- 
nes económicas, sociales —en particular, el suministro de bienes o servicios o la ejecu- 
ción de obras—, y culturales y donde los órganos rectores se organizan de forma demo- 
crática. 


Si bien la normativa comunitaria sobre SCE aspira a conseguir un estatuto jurídico 
único para la misma más allá de las correspondientes regulaciones nacionales, éstas se 
aplican también en un buen número de supuestos. El estatuto de la SCE permite que 
bajo una personalidad y estructura única —sin necesidad de crear una red de filiales—, 
las personas —físicas o jurídicas— residentes en uno o más Estados miembros puedan 
constituir cooperativas para ejercer su actividad en todo el mercado interior comunita- 
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rio. Con un capital mínimo de 30.000 €, que es lo que se exige para la constitución de 
una SCE, las cooperativas que existan en varios Estados miembros pueden fusionarse 
bajo la forma de SCE; o bien que una cooperativa nacional pueda transformarse en 


SCE para desarrollar su actividad en el territorio común sin que para ello tenga que 
disolverse. 


La SCE se define como una sociedad que tiene personalidad jurídica propia (se ins- 
cribirá en el registro del Estado miembro en el que radique su domicilio social), con un 
capital suscrito por los miembros que se divide en participaciones?”. Su domicilio social 
deberá estar situado en el territorio de la Comunidad y coincidir con el lugar en el que 
se halla su administración central”. Sin perjuicio de lo dispuesto por el Reglamento so- 
bre SCE, su constitución se rige por la normativa vigente sobre cooperativas en el Esta- 
do miembro en el que fije su domicilio social, sin que pueda sufrir discriminación algu- 
na frente a la nacional*'. La inscripción y la baja de una SCE se publicarán a título 
informativo en el Diario Oficial de la Unión Europea. 


2 El capital de la SCE estará representado por las participaciones de los socios y se expresará en 
moneda nacional para los socios de los Estados que no formen parte de la Eurozona, aunque también 
podrá expresar su participación en euros. El capital suscrito no podrá ser inferior a 30.000 € y si la 
legislación del Estado miembro en el que fije su sede exige un capital superior a dicho mínimo también 
le será de aplicación a la SCE. 

30 Los fundadores de la SCE elaborarán los estatutos de conformidad con las disposiciones previstas 
para la constitución de cooperativas por la legislación del Estado miembro donde fije su domicilio so- 
cial. Dichos estatutos comprenderán al menos la información siguiente: 

— La denominación social, precedida o seguida de las siglas «SCE», y, cuando proceda, la mención 

«limitada». 

— El domicilio social de la SCE y objeto social. 

— El nombre de las personas físicas y la denominación social de las entidades que sean socios fun- 
dadores. 

— Las condiciones y procedimientos de admisión, exclusión y renuncia de los socios, así como sus 
derechos y obligaciones. 

— El valor nominal de las participaciones suscritas y normas específicas sobre el uso de los exce- 
dentes que, en su caso deban destinarse a la reserva legal. 

— Las condiciones de designación y revocación de los miembros de los órganos de gobierno, así 
como sus poderes y competencias. 

— Las reglas sobre mayoría y quórum. 

— La duración de la sociedad, si ésta tiene una duración limitada. 

31 La SCE podrá constituirse con arreglo a la normativa vigente en el Estado miembro en el que fije 

su sede siempre que cumpla lo siguientes requisitos: 

— Que esté formada por un mínimo de cinco personas físicas que residan en al menos dos Estados 
miembros. 

— Que esté formada por un mínimo de cinco personas físicas y jurídicas —u otras entidades jurídi- 
cas de Derecho público o privado— que estén radicadas en al menos dos Estados miembros. 

— Que esté formada por sociedades y otras entidades jurídicas de Derecho público o privado consti- 
tuidas radicadas en al menos dos Estados miembros. 

— Que sea resultado de la fusión de cooperativas que estén constituidas con arreglo al ordenamiento 
jurídico de un Estado miembro y con domicilio social y administración central en la Comunidad, si 
al menos dos de ellas están reguladas por el ordenamiento jurídico de distintos Estados miembros. 

— Que sea resultado de la transformación de una sociedad cooperativa constituida con arreglo al 
ordenamiento jurídico de un Estado miembro y con domicilio social y administración central en 
la Comunidad, siempre que haya tenido un establecimiento o una filial regulada por el ordena- 
miento jurídico de otro Estado miembro durante, al menos, dos años. 
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Siguiendo un mecanismo similar a la SAE, la estructura de la SCE estará compuesta 
por una asamblea general, un órgano de dirección y otro de vigilancia; o bien, por la 
asamblea general y un órgano de administración. 


A efectos de formulación, control y publicidad de las cuentas, así como para su diso- 
lución, liquidación, insolvencia y suspensión de pagos, la SCE estará sujeta a la legisla- 
ción del Estado en la que fije su domicilio social. La SCE será disuelta, bien porque así 
lo decida su asamblea general, porque haya expirado el plazo fijado en sus estatutos, por 
reducción de su capital social por debajo del mínimo fijado o bien por decisión judicial 
(por ejemplo, por traslado de su domicilio social fuera del territorio comunitario). 


El estatuto de la SCE también prevé disposiciones sobre la implicación de los traba- 
jadores en la misma sin merma de los derechos que ya tuvieran reconocidos por las enti- 
dades que participan en su creación. 


— Los Estados miembros podrán disponer que una entidad jurídica que no tenga su administración central 
en la Comunidad pueda participar en la constitución de una SCE, siempre que esté constituida con arre- 
glo al ordenamiento jurídico de un Estado miembro, tenga su domicilio social en el mismo y exista una 
vinculación efectiva y continua con la economía de un Estado miembro. 
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"6.1. INTRODUCCIÓN GENERAL ¿> 


En propiedad no puede hablarse de un verdadero mercado único si no existe una mone- 
da común. Aun en el supuesto de conseguirse plenamente el mercado interior, o sea, la 
movilidad de los productos y de los factores cosa que, por otra parte, todavía no se ha 
logrado íntegramente en el territorio de la UE, la existencia de monedas nacionales, con 
diferentes cotizaciones entre sí, constituye un impedimento lo suficientemente impor- 
tante como para que no puedan ejercitarse plenamente tales libertades. En otras pala- 
bras, la unión monetaria es un requisito necesario para la existencia de un mercado 
interior real que evite los costes de transacción derivados de las diferencias entre los 
tipos de cambio de las monedas que conforman el área. 


Hasta el 1 de enero de 1999 no se produce la integración monetaria en la UE. Por 
ello, hasta esa fecha, los aspectos financieros que afectaban a la UE (por ejemplo, los 
presupuestarios), se resolvían mediante la creación de unidades de cuenta que requerían 
su previa reconversión en moneda nacional. Si las relaciones cambiarias entre las mone- 
das nacionales son estables, los problemas pueden resolverse con cierta facilidad, pero 
si no ocurre así la cuestión se complica puesto que a los habituales costes de transacción 
se le añaden los de incertidumbre en la variación del tipo de cambio. 


El TCEE de 1957 fue muy parco en la regulación de la política monetaria y cambia- 
ria: unos pocos artículos y de forma un tanto vaga, hacían referencia a estos aspectos. 
En esencia, tales preceptos se ocupaban de la coordinación entre los Estados miembros 
de las respectivas políticas monetarias (para lo cual se creó un Comité Monetario de 
carácter consultivo para el seguimiento de la situación monetaria), de los tipos de cam- 
bio (que si bien eran de competencia nacional pasaban a tener la consideración de 
interés común) y de tratar de asegurar (por parte de los Estados) el equilibrio en la 
balanza de pagos y la confianza en sus monedas. En fin, esta labor de coordinación 
en nada empecía las respectivas políticas económicas que eran de entera soberanía na- 
cional. 


A medida que el mercado común se iba consolidando, la unión monetaria se mani- 
festaba más necesaria. Por eso, ya desde los años setenta, se venía abogando en favor de 
la misma que quedó en gran parte frustrada por la crisis económica del momento pero 
que, a través de la Serpiente Monetaria primero y, posteriormente, del Sistema Moneta- 
rio Europeo, sentaba las bases para una mayor coordinación y disciplina en la política 
cambiaria entre los Estados miembros. Con el Tratado de Maastricht se acomete la tarea 
de crear de la unión económica y monetaria que se vería coronada por el éxito. 


La historia monetaria comunitaria hasta alcanzar la UEM, en 1999, puede dividir- 
se en tres etapas!. La primera, cubre el período 1958 a 1971 y se caracterizó por la 
estabilidad monetaria internacional que garantizaba el sistema Bretton Woods (pa- 
trón oro-dólar). La segunda, abarca el período 1972-1989 y su esencia básica residió 
en la inestabilidad de los tipos de cambio internacionales y en la búsqueda de acuer- 


' Véase Fernández Navarrete, D.: «Medio siglo para la Unión Monetaria en la CE». Revista Econo- 
mistas. Colegio de Economistas de Madrid, núm. 53, 1992. 
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dos entre los Estados miembros de las Comunidades (Serpiente y SME) para tratar de 


aminorar sus efectos. La tercera, se inicia en 1990 y culmina con la creación de la 
UEM en 1999. 


A continuación estudiamos los aspectos más destacados de cada una de las tres 
etapas citadas, para concluir con algunas reflexiones sobre la unión monetaria?. 


- PRIMERA ETAPA (1958-1971): EL PATRÓN ORO-DÓLAR 


El primero de los períodos transcurre entre 1958 —fecha de entrada en vigor del Trata- 
do de la CEE—, y 1971, año en que el dólar perdió su convertibilidad en oro. A lo largo 
de este período hubo estabilidad monetaria y cambiaria entre las monedas convertibles 
del mundo occidental. Ello se debía a la configuración fija (aunque ajustable por razo- 
nes de balanza de pagos) de los tipos de cambio en el seno del Fondo Monetario Inter- 
nacional (FMI), siguiendo el patrón de cambios oro-dólar establecido en Bretton Woods 
en 1944. Este era también el patrón monetario seguido por los Estados miembros de las 
Comunidades, cuyas monedas estaban ligadas al oro y al dólar por paridades fijas (y de 
esta forma indirectamente entre sí). En dicho período, el patrón monetario indiscutible 
era el dólar, la única moneda que los no residentes (los bancos centrales) podían teórica- 
mente cambiar por oro; mientras el dólar mantuvo invariable su convertibilidad en oro, 
no hubo mayores problemas ya que el resto de las monedas del FMI mantenían su esta- 
bilidad cambiaria a través de su relación oro/dólar. 





A pesar de la estabilidad cambiaria, la idea de la integración monetaria en las Comu- 
nidades se lanzó por primera vez en un informe de la Comisión, conocido como Memo- 
rando Marjolin, publicado en octubre de 1962. En el mismo se instaba a los entonces 
seis miembros a que estudiasen la creación de la unión económica y monetaria para 
finales de los sesenta basada en las paridades fijas e irrevocables entre los tipos de cam- 
bio de sus monedas. Los Estados consideraron que habida cuenta que el sistema Bret- 
tons Woods funcionaba relativamente bien y aseguraba la estabilidad cambiaria, las Co- 
munidades no necesitaban dar dicho paso”. 


A finales de los años sesenta el sistema Bretton Woods fue dando síntomas de ines- 
tabilidad debido a los problemas económicos de Estados Unidos provocados por su 
déficit fiscal y exterior, que originaron alteraciones de importancia en la economía co- 
munitaria*. Dicha situación se agravó con la crisis monetaria internacional que se desen- 
cadenó a partir de 1971 y que desembocó en la no-convertibilidad del dólar en oro y en 
la sustitución de los tipos de cambio fijos por flotantes. 


2 Una buena síntesis es la realizada por la Secretaria de Estado de Comercio «La Unión Económica 
y Monetaria. El estado de los debates». Boletín de Información Comercial Española, núm. 2.262, 1991. 

3 Para más detalles véase Séller Hanspeter, K.: The european central bank. History, role and func- 
tions. European Central Bank, http://www.ecb.int, 2004, págs. 17 y 18. 

4 En agosto de 1969 el franco francés se depreció en un 11,1% respecto del dólar y, dos meses des- 
pués, lo hizo el marco alemán experimentando una apreciación del 9,3% respecto a la misma moneda, 
Esta alteración en los tipos de cambio de las dos principales monedas comunitariza, afectó negativa- 
mente al comercio intracomunitario (principalmente al agrario sujeto a precios regulados en el marco de 
la Política Agraria Común —PAC—). 
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A raíz de esos acontecimientos las Comunidades comenzaron a tomar conciencia de 
la necesidad de establecer una más estrecha cooperación monetaria. Fue en este contexto 
cuando la Comisión elaboró una serie de trabajos encaminados a tal fin, entre los que 
destacan los informes Barre (1969) y Werner (1970. 


El informe elaborado por el que fuera primer ministro —y ministro de finanzas— 
francés, Raymond Barre (conocido como Informe Barre, 1969), abogaba porque las Co- 
munidades lograran una identidad monetaria comenzando por una mayor coordinación 
de las políticas económicas entre los Estados miembros(. El Informe Barre fue debatido 
por los Jefes de Estado o de Gobierno en la Cumbre de La Haya de diciembre de 1969 y 
decidieron establecer la Unión Económica y Monetaria (UEM) para 1980. Para el estu- 
dio de esta cuestión se aprobó la constitución de un grupo de trabajo que estuvo presidi- 
do por el Primer ministro de Luxemburgo, Pierre Werner, con el objeto de elaborar un 
informe sobre las medidas necesarias para alcanzar la UEM en la fecha prevista. El In- 
forme Werner, que fue publicado en 1970, proponía la creación de la UEM siguiendo 
una serie de etapas hasta concluir en la moneda única en 1980. 


Las recomendaciones del Informe Werner fueron aprobadas por los Jefes de Estados 
o de Gobierno en marzo de 1971. Como parte de la primera etapa se inició, en abril de 
1972, un programa de control del margen de fluctuación del tipo de cambio entre las 
monedas comunitarias conocido como Serpiente Monetaria; un año después, en 1973, se 
creó el Fondo Europeo de Cooperación Monetaria (FECOM) que estaba llamado a ser el 
punto de arranque y organización del futuro Banco Central comunitario; y en 1974, el 
Consejo adoptó una Decisión para alcanzar un mayor grado de convergencia entre las 
economías y una Directiva sobre estabilidad, crecimiento y empleo. 


La meta final, como antes se ha dicho, era conseguir la UEM en 1980. El Informe 
Werner era bien claro al respecto: Una unión monetaria implica en el interior la conver- 
tibilidad total e irreversible de las monedas, la eliminación de los márgenes de fluctua- 
ción de los tipos de cambio, la fijación irrevocable de las relaciones de paridad y la 
liberación total de los movimientos de capital. Puede acompañarse de signos moneta- 
rios nacionales o consagrar el establecimiento de una moneda comunitaria única. Des- 
de el punto de vista técnico, la elección entre estas dos soluciones podría parecer indi- 
ferente, pero la consideración de orden psicológico y político aconsejan en favor de la 
adopción de una moneda única que afirmaría la irreversibilidad de la empresa”. 


El plan de crear una UEM se frustró por la crisis económica internacional de esos 
años frente a la cual los Estados comunitarios adoptaron políticas diferentes. De todas 
formas, como resultado de esas propuestas se puso en marcha la Serpiente Monetaria, 
que unos años después se transformó en el Sistema Monetario Europeo. 


5 . . . 
Estos informes, en particular el de Werner, constituyen la base sobre la que descansan otros traba- 
Jos posteriores, entre ellos el renombrado Informe Delors que es el que ha servido de referencia para la 
consecución de la UEM en 1999, 
6 . . .. . . : 
Este informe se suele tomar como punto de partida de la preocupación comunitaria por ir configu- 
rando un modelo económico. 
7 , : > do ? a 
Pierre Werner «Le point d'arrivée», Capítulo III del Rapport au Conseil et a la Commission con- 


cernant a la realisation por etapes de l'union economique et monetaire dans la Communauté, JOCE 
núm. C 136 de 11 de Noviembre de 1970. 
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6.3. SEGUNDA ETAPA (1972-1990): EN BUSCA DE LA IDENTIDAD. 
LA SERPIENTE Y EL SISTEMA MONETARIO EUROPEO 


Como antes se ha dicho, a partir de 1971 la situación monetaria internacional cambia 
radicalmente y dos años más tarde la crisis económica se desencadena con gran intensi- 
dad. En dicho año, por decisión del presidente Nixon, el dólar estadounidense suprimió 
su convertibilidad en oro, lo que puso fin a las paridades fijas establecidas en Brettons 
Woods en 1944. Si bien el FMI trató de mantener dicho mecanismo mediante la amplia- 
ción de las bandas de fluctuación en torno a la paridad central (del +1% al 2,5%) de las 
monedas frente al dólar (conocido como túnel monetario), en 1973, se acabó aceptando 
la flotación generalizada de los tipos de cambio (paridades flotantes). 


Fue en este contexto en el que se creó la Serpiente Monetaria, posteriormente susti- 
tuida por el Sistema Monetario Europeo (SMB). 


6.3.1. La Serpiente Monetaria 


Aceptar los cambios flotantes entre las monedas comunitarias sin ningún tipo de con- 
trol, equivalía dar al traste con la unión aduanera y, sobre todo, con el mecanismo de los 
precios agrarios comunes*. Ello dio origen a la puesta en funcionamiento, en 1972, de la 
Serpiente Monetaria. La esencia básica de la misma consistió en establecer una discipli- 
na cambiaria entre las monedas comunitarias más estricta (un margen de fluctuación del 
+2,25%) que la que regía en el túnel del FMI —del cual las monedas comunitarias 
formaban parte—, que era del +2,5%?. 


El mecanismo de cambios de la serpiente giró en torno al marco alemán al que se 
ligaron las monedas del BENELUX y la corona danesa. El franco francés y la lira italiana 
permanecieron fuera del mismo la mayor parte del período que estuvo vigente aquella'*. 


Cuando, en 1973, el túnel desapareció, la Serpiente prosiguió su andadura hasta 
1979, en que fue sustituida por el SME. Sus resultados fueron escasamente positivos 
debido a la inestabilidad de algunas de las monedas comunitarias (entre ellas la lira ita- 
liana y el franco francés) ya que el coste del ajuste era responsabilidad unilateral del 
país que devaluaba su moneda. 


$ Dichos precios se fijaban en unidades de cuenta referenciadas en dólares. Para evitar que experi- 
mentasen variaciones incontroladas como consecuencia de las variaciones de los tipos de cambio de las 
monedas comunitarias (en los que eran pagados), se introdujo —en 1973— un artificio en la PAC —ya 
ensayado provisionalmente en 1969— consistente en fijar los precios comunes en una UCA verde cuya 
conversión en monedas nacionales se hacía a un tipo de cambio teórico, conocido como tipo de cambio 
verde, que pretendía preservar la estabilidad de tales precios. Fue necesario introducir en los intercam- 
bios agrarios comunitarios un factor de corrección que tomó el nombre de montantes compensatorios 
monetarios (m.c.m.) con el fin de poder garantizar —mediante un complejo sistema de gravámenes/sub- 
venciones en frontera— que el comercio agrario intracomunitario pudiese funcionar sin que se produje- 
sen ventajas comparativas derivadas de la variación de los tipos de cambio. 

2 Precisamente la denominación de serpiente procede del menor margen de fluctuación entre las mo- 
nedas comunitarias de las permitidas por el túnel monetario para el conjunto de las monedas (la serpiente 


pasaba por el túnel). N 
10 Dos monedas no comunitarias —las coronas danesa y sueca— también formaron parte del meca- 


nismo de cambios de la Serpiente. 
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La Serpiente sobrevivió hasta 1979 fecha en la que, como se ha dicho, fue sustituida 
por el Sistema Monetario Europeo (SME) del cual pasamos a ocuparnos. 


6.3.2. Sistema Monetario Europeo (SME) 


La decisión de crear el SME (al que conoceremos como SME-1, para distinguirlo del 
SME-2 que entró en funcionamiento en 1999) fue adoptada por el Consejo Europeo de 
Bremen de Julio de 1978. El SME-1 es hijo de la Serpiente y, como tal intentó corregir 
los principales defectos de la misma: distribuyó de forma más equitativa las cargas que 
venían obligados a soportar los bancos centrales derivadas de la intervención en los de- 
sajustes monetarios. A diferencia de la Serpiente que hacía recaer el peso del ajuste so- 
bre la moneda que se depreciaba, en el SME la intervención correspondía simultánea- 
mente a todos los bancos centrales cuyas monedas resultaban apreciadas o depreciadas. 


La adhesión al mecanismo de cambio y de intervención establecido por el SME —lo 
mismo que en la Serpiente—, era opcional para los Estados miembros. Su objetivo era 
el de conseguir una zona de estabilidad monetaria duradera y eficaz mediante el esta- 
blecimiento de tipos de cambio fijos pero ajustables entre las monedas comunitarias. En 
su seno se creó una nueva unidad de cuenta, la European Currency Unit (conocida por 
las siglas inglesas ECU, aunque en realidad era de origen francés) que servía de referen- 
cia para todo tipo de relaciones financieras comunitarias acabando con la gama de uni- 
dades de cuenta que existían hasta ese momento. 


Con la creación del SME, no obstante los recelos iniciales, se dio un paso importan- 
te en la mejora de la disciplina monetaria comunitaria cuyo comportamiento fue bastan- 
te estable hasta 1992, año en el que se produjo un considerable desorden monetario que 
acabó con su credibilidad. Este desorden, que fue provocado por movimientos masivos 
de capital privado de carácter especulativo, puso de manifiesto que la disciplina cambia- 
ria del SME era bastante vulnerable. También demostró, de manera palpable, que cuan- 
do existe libre circulación del capital, por importantes que sean las reservas de los ban- 
cos centrales, éstas resultan insuficientes para contrarrestar los movimientos de capital 
privado de carácter especulativo. 


Por otra parte, la creación del ecu como unidad de cuenta, en la que en su momento 
su puso gran esperanza, ha tenido menos relevancia de la esperada en los mercados 
financieros. Esta fue la razón por la cual el ecu, que inicialmente estaba previsto se 
convirtiese en la moneda comunitaria, fuese sustituido por el euro, como más adelante 
veremos. 


Los componentes básicos del SME, eran los siguientes: mecanismo de cambio y de 
intervención, mecanismo de crédito y unidad de cuenta (ecu). 


6.3.2.1. Mecanismo de cambio 


Cada una de las monedas que participaban en el SME tenía que fijar su paridad central 
respecto al ecu. Al conjunto de tipos centrales bilaterales que se obtenían de la relación 
entre todas las monedas participantes, resultado de cruzar sus respectivos tipos con res- 
pecto al ecu, era a lo se le denominaba parrilla de paridades bilaterales. 
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El sistema establecía unos límites de fluctuación entre los tipos de cambio bilatera- 
les de las monedas que eran los que determinaban la variación máxima permitida entre 
las mismas y que llegados los cuales los bancos centrales venían obligados a intervenir 
en los mercados de divisas (el país cuya moneda se depreciaba vendía divisas a recom- 
parando su moneda y en el que se apreciaba realizaba la operación contraria: compraba 
divisas y vendía su moneda)''. Los citados márgenes fueron inicialmente fijados en 
+ 2,25% en torno a la paridad central bilateral o tipo pivote aunque excepcionalmente y 
de forma transitoria, algunos países podían acogerse a una banda más ancha que llegaba 
al +6%. Tras los acontecimientos monetarios de 1992, con el objeto de evitar la espe- 
culación cambiaria, las citadas bandas (estrecha y ancha) se redujeron a una sola que 
amplió su margen al +15% en torno a la paridad central. 


Así pues, de la gran rigidez inicial de paridades fijas pero ajustables —siguiendo el 
modelo del Fondo Monetario Internacional en su versión de Bretton Woods—, se pasó, 
con la ampliación de la banda de hasta el 30%, a otro en que los tipos de cambio eran 
prácticamente libres. 


6.3.2.2. Mecanismo de crédito 


Otra de las novedades que presentaba el SME respecto de la Serpiente era la de prever 
varios mecanismos de crédito, en función de las necesidades del país afectado y que 
eran concedidos por el FECOM””. Se podía hacer uso de una financiación a muy corto 
plazo con el objeto de facilitar a los bancos centrales las monedas comunitarias que ne- 
cesitasen para intervenir en los mercados monetarios (créditos que no estaban limitados 
en su cuantía y tenían un carácter prácticamente automático). El SME también podía 
prestar apoyo financiero a corto plazo para hacer frente a las necesidades no previstas de 
un déficit coyuntural de las balanzas de pagos o incluso a medio y largo plazo si tales 
dificultades eran de carácter estructural. 


6.3.2.3. Unidad de cuenta: el ECU (European Currency Unit) 


A lo largo de la historia de las Comunidades, han existido varias unidades de cuenta, la 
última de las cuales y la más importante de todas ellas ha sido el ecu. Dicha unidad de 


!! Las intervenciones en los mercados de divisas tenían lugar antes de que se rebasase el límite má- 
ximo establecido de la fluctuación entre las monedas. Esta era la función que le correspondía al Indica- 
dor de Divergencia que, como expresa su nombre, tenía por finalidad la de señalar el inicio de la inter- 
vención cuando en el mercado de cambios se alcanzase un determinado porcentaje de fluctuación entre 
las paridades bilaterales y que, como es obvio, era inferior al del limite legal. Dicho umbral se estableció 
en el 75% de la diferencia máxima de divergencia; es decir, la necesidad de intervenir en el mercado de 
cambios, se producía cuando la cotización en el mercado entre dos monedas comunitarias se situase en 
el 75% del 15% (a ambos lados) de su paridad bilateral central (véase Anexo 1 a este capítulo). 

12 El Fondo Europeo de Cooperación Monetaria (FECOM), que había sido creado en 1973, desarro- 
lló su principal actividad al instaurarse el SME. Sus objetivos estaban orientados a controlar las transac- 
ciones entre los Bancos Centrales participantes en el SME con la finalidad de lograr una política concer- 
tada de reservas (los Bancos Centrales venían obligados a depositar en el FECOM el 20% de sus 
reservas) y administrar la financiación a corto plazo. El FECOM —ya desaparecido— estaba regido por 
un Consejo de Administración compuesto por los Gobernadores de los respectivos Bancos Centrales y 
dos representantes comunitarios. 
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cuenta fue creada en 1979, coincidiendo con la del SME y del cual constituyó su eje 
central'”. 


El ecu era una unidad de cuenta de tipo cesta que estaba compuesta por cantidades 
de monedas de cada uno de los Estados y cuya ponderación era un reflejo aproximado 
del potencial económico del país correspondiente'*. Hasta la entrada en vigor del Trata- 
do de Maasetricht, la composición (ponderación) del ecu se revisaba cada cinco años y, 
en caso necesario, se efectuaban las modificaciones que se considerasen oportunas; di- 
cho ajuste también se llevaba a cabo por otras dos razones: bien porque se incorporase 
una nueva moneda o bien cuando en un país las variables que determinaban su pondera- 
ción en la cesta experimentasen un cambio superior al 25%'”. 


Como ante se ha dicho, los países pertenecientes al SME fijaban un fipo de cambio 
central de su moneda respecto del ecu y a partir de dichos tipos centrales, se obtenía la 
red de paridades bilaterales entre todas las monedas'*. 


Además del valor central, el ecu también tenía un valor de mercado que calculaba 
—y publicaba— diariamente la Comisión. El cálculo se efectuaba a partir de la cotiza- 
ción en dólares (moneda tomada como referencia para el valor de mercado) de cada una 
de las monedas que entraban en la cesta. Ponderando dicha cotización con la cantidad 
de moneda que entraba en la composición del ecu, se obtenía la cotización —el con- 
travalor— del ecu en dólares y también en cada una de las monedas comunitarias 
(y en otras extracomunitarias)'”. Sobre la composición y funcionamiento del ecu véase 
Anexo 6.1. 


Las principales funciones que desempeñaba el ecu en el SME se pueden resumir en 
las siguientes: 


— Unidad de referencia para la fijación de los tipos de cambio centrales de las dis- 
tintas monedas comunitarias. 


— Medio de pago entre autoridades monetarias de las Comunidades. 


— Utilización privada para la denominación de préstamos y de empréstitos, etc. 


13 El ecu procedía de otra unidad de cuenta previamente existente: la UCE (Unidad de Cuenta Euro- 
pea), que data de 1975 de la que toma su definición y equivalencia incorporando, por toda novedad, la 
cláusula de revisión de los pesos de las monedas. 

14 En la ponderación entraban las monedas de algunos países comunitarios que no formaban parte 
del SME y en cambio no ponderaban otras que sí pertenecían al mismo. 

15 Desde su creación las ponderaciones del ECU se han revisado en sólo dos ocasiones: la primera 
tuvo lugar en 1984 cuando se tomó en consideración la dracma griego y la segunda en septiembre de 
1989 por la incorporación de la peseta al SME. Según establece el art. 109 G del TCE (actual art. 119 
TCE), la composición del ecu no podría ser modificada hasta que no entrase en vigor la UEM. 

16 De hecho, la principal referencia era la paridad bilateral central de cada una de las monedas res- 
pecto del marco alemán. 

17 También existía un tercer tipo de cambio: el verde para los precios agrarios institucionales. Dicha 
cotización la fijaba el Consejo de Ministros para cada moneda comunitaria y campaña agraria —a veces 
se fijaba más de uno por moneda, por ejemplo, uno para productos agrícolas y otro para ganaderos— a 
efectos de regulación de los precios agrarios. El tipo de cambio del ecu verde en moneda nacional, solía 
estar muy revaluado con relación al tipo de cambio central concediéndose de esta forma una subvención 


encubierta a los agricultores. También servía de base para calcular los montantes compensatorios mone- 
tarios (m.c.m.). 
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El SME-1 funcionó relativamente bien desde su implantación hasta casi finales de 
1992. Desde su instauración en 1979 y hasta 1996 tuvo diecisiete realineamientos (cinco 
de ellos entre 1992 y 1995), varios de los cuales han sido meramente técnicos derivados 
de la incorporación de alguna nueva moneda o del paso de las viejas bandas del 6 al 
2,5%; otros, en cambio, han sido importantes como los habidos después de 1992 que 
acabaron desacreditando al SME y al ecu. A pesar de todo, el SME contribuyó de mane- 
ra positiva a la estabilidad cambiaría de las monedas que lo integraban. En sus veinte 
años de historia, se produjeron abandonos del mismo como fueron los casos de la libra 
esterlina y de la lira italiana que salieron del mecanismo de cambios el 17 de septiembre 
de 1992 (la lira volvió a reingresar el 25 de noviembre de 1996), y también hubo incor- 
poraciones aunque, en realidad, nunca logró integrar a todas monedas de los Estados 
miembros. 


TERCERA ETAPA (1990 EN ADELANTE): HACIA LA UNIÓN 
ECONÓMICA Y MONETARIA (UEM) URAC 


Llevados de la experiencia del SME y de la progresiva aproximación hacia la culmina- 
ción del mercado interior, se fue acrecentando la necesidad de intentar, una vez más, 
conseguir la unión económica y monetaria'*. Esa fue la filosofía de El Informe del Co- 
mité sobre la Unión Económica y Monetaria, conocido como Informe Delors, que fue 
presentado y debatido en la cumbre del Consejo Europeo celebrada en Madrid en Junio 
de 1989'”. El citado informe, inspirado en el de Werner, se ha convertido en uno de los 
trabajos de referencia obligados sobre la unión económica y monetaria. Una integración 
que se habría de hacer en el marco de un nuevo Tratado, pues como señala el Informe 
Delors, la normativa vigente ... no es suficiente para la plena consecución de la unión 
económica y monetaria. Actualmente no hay ninguna transferencia de responsabilidad 
de la política económica y monetaria por parte de los países miembros a la Comunidad. 
Este fue precisamente el objetivo central del TUE de Maastricht. 


La integración monetaria es el cierre del mercado único y prácticamente de la inte- 
gración económica. Implica una gestión conjunta de las políticas económicas en el mar- 
co de una convertibilidad total e irreversible de las monedas, completa liberalización de 
los movimientos de capital y de los mercados financieros y paridades fijas sin márgenes 
de fluctuación entre las monedas. Su broche final es la moneda única. 


Ahora bien, la UEM no puede hacerse de manera precipitada. Tienen que cumplirse 
una serie de metas lo cual requiere una programación precisa que es la que se esboza en 
el Informe Delors y se formaliza en el TUE y que pasamos a estudiar seguidamente 
diferenciando las distintas fases en que fue dividida esta tercera etapa. 


18 Para una mayor ampliación, puede verse Banco de España La Unión Monetaria Europea. Cues- 
tiones fundamentales. Madrid, 1997. 

2 «El Informe del Comité sobre la Unión Económica y Monetaria» publicado por el Boletín Econó- 
mico de Información Comercial Española, mayo de 1989. El citado Informe fue resultado del acuerdo 
del Consejo Europeo de Hannover, de junio de 1988, que aprobó encargar a un comité de expertos, 
presididos por Jacques Delors, el estudio y propuesta de etapas concretas para la consecución de la unión 


económica y monetaria. 
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6.4.1. Primera fase (1990-1993): refuerzo del mercado interior 


El Consejo Europeo celebrado en Madrid en junio 1989, debatió y aprobó el Informe 
Delors y también, de acuerdo con sus recomendaciones, el inicio de la primera fase que 
habría de comenzar en 1 de julio de 1990, fecha en la que también entraría en vigor la 
liberalización de los movimientos de capital en ocho de los doce Estados de las Comuni- 
dades. El citado Informe proponía la integración monetaria en tres fases y ponía de mani- 
fiesto la insuficiencia de la normativa comunitaria para dar cobertura legal a la UEM 
—excepto para su primera fase— por lo que era necesario revisar la legislación vigente 
con un nuevo Tratado, que con el tiempo se convertiría en el TUE de Maastricht. 


Esta primera fase de la UEM tuvo por finalidad reforzar la coordinación de las polí- 
ticas económicas y monetarias entre los Estados miembros y preveía que todas las mo- 
nedas comunitarias se integrasen en el SME. Aunque los objetivos de esta corta fase 
eran más bien modestos, no se cerró con mucho éxito. Si bien se consiguió la libre cir- 
culación de los capitales y el inicio de la política de convergencia, en cambio, no se 
logró que todas las monedas se integrasen en el SME. Por el contrario, algunas de las 
que ya estaban salieron del sistema tras la ola especulativa que se desató a finales de 
1992 y prosiguió en 1993, lo que obligó a la devaluación de las más débiles?”. 


6.4.2. Segunda fase (1994-1998): convergencia económica 


La segunda fase de la UEM se inició el 1 de enero de 1994 —una vez entrado en vigor 
el Tratado de Maastricht— y habría de finalizar entre 1997 y 1999, dependiendo de 
cuando comenzase la tercera de las fases. 


Para esta segunda fase se previeron tres objetivos muy concretos: la congelación de 
las ponderaciones en la cesta del ecu, la realización de programas de convergencia eco- 
nómica y la autonomía de los bancos centrales nacionales. 


En cuanto al primero de los objetivos, se estableció la no-alteración de la composi- 
ción de la cesta del ecu y que los Estados considerasen su política de tipo de cambio 
como una cuestión de interés común. 


El segundo de los objetivos consistía en la obligación de los Estados de llevar a cabo 
programas de convergencia económica con el fin de conseguir los criterios establecidos 
por el Tratado de Maastricht para acceder a la UEM. Aunque tales programas ya se 
habían iniciado en la fase precedente, es en ésta cuando debía realizarse el mayor es- 
fuerzo. El Tratado establecía al respecto que los Estados miembros debían instrumentar 
programas plurianuales de convergencia destinados a conseguir una gran estabilidad de 
precios y a reducir sus respectivos déficit fiscales?', Con la excepción del Reino Unido 
y Dinamarca (los denominados Estados out), todos los demás eran Estados in, es decir, 
estaban obligados a pasar el examen de convergencia y aún cuando no lograsen superar- 


20 La crisis fue consecuencia del europesimismo que se generó tras la no-ratificación del TUE por 
parte de Dinamarca en el primer referéndum convocado al efecto (junio 1992) y el estrecho margen 
favorable logrado en Francia en el referéndum celebrado al efecto en septiembre del mismo año. 

21 Para los Estados que accediesen a la UEM en el Consejo Europeo de Ámsterdam de 1997 se tomó 


la decisión de establecer el Pacto de Crecimiento y Estabilidad que entraría en vigor en la tercera fase de 
la UEM. 
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lo ello no les eximía de realizar el esfuerzo requerido”. Si la preparación de los Estados 
para el examen de convergencia era insuficiente —no cumplían con los requisitos exigi- 
dos—, podían presentarse a convocatorias posteriores (en tal supuesto, lo mismo que 
ocurría con Dinamarca y el Reino Unido, también pasaban a tener la consideración de 
Estados acogidos a una excepción). 


El tercero de los objetivos de esta segunda fase, consistía en que los Estados debían 
otorgar autonomía e independencia a sus respectivos bancos centrales2. Tal autonomía 
era exigible en el marco de las instituciones monetarias supranacionales que se iban a 
crear en el seno de la UEM y de las que más adelante nos ocuparemos. 


En el inicio de esta segunda fase se creó el Instituto Monetario Europeo (IMB), con 
personalidad jurídica propia, dirigido y gestionado por un Consejo formado por un pre- 
sidente —nombrado de común acuerdo por los Gobiernos de los Estados miembros — y 
por los gobernadores de los bancos centrales nacionales. Entre las funciones atribuidas 
al mismo, figuraban las de emitir dictámenes, formular recomendaciones tendentes al 
reforzamiento de la cooperación entre los bancos centrales nacionales, reforzar la coor- 
dinación de las respectivas políticas monetarias, supervisar el funcionamiento del SME, 
asumir las funciones del Fondo Europeo de Cooperación Monetaria (FECOM), impulsar 
la utilización del ecu y preparar la tercera fase de la UEM?*, 


Al IME también se le encargaba de armonizar las normas estadísticas en el ámbito 
de la política monetaria, supervisar la preparación técnica de los futuros billetes de la 
moneda común y de elaborar el marco normativo que hiciese posible la creación del 
BCE y la puesta en marcha la tercera de las fases de la UEM. 


El IME limitaba su papel a ser la antesala del Banco Central Europeo (BCE), orga- 
nismo que se creó —junto con el SEBC— el 1 de junio de 1998. A partir de entonces, el 
BCE asumió las funciones del IME que al haber cumplido la finalidad para la que fue 
creado, desapareció. Simultáneamente con el BCE también fue creado el Sistema Euro- 
peo de Bancos Centrales (SEBC), organismo encargado de la cooperación monetaria en 
que el que participan los bancos centrales de todos los Estados miembros de la UE (y no 
sólo los de que accediesen a la UEM). 


22 Dinamarca y el Reino Unido se reservaron en el TUE la facultad para no formar parte de la UEM 
(por ello se les denomina Estados acogidos a una excepción o Estados out). Dinamarca la consiguió tras 
el segundo referéndum de ratificación del TUE; en el caso del Reino Unido se previó en un protocolo al 
TUE. Esta exclusión les permite no estar comprometidos a integrarse en la UEM, salvo que lo decidan 
voluntariamente (en cuyo caso, igual que los demás, tienen que cumplir todos los requisitos exigidos) y 
por lo tanto conservar sus competencias en política monetaria y cambiaria. En contrapartida, tienen sus- 
pendidos sus derechos de voto en los actos del Consejo que se relacionen con la UEM, no participan en 
«la elección de cargos del Comité ejecutivo del BCE, y no aplican sus estatutos. Si alguno de ellos está 
interesado en formar parte de la UEM, podrá comunicar esta decisión en cualquier momento. 

23 En el caso del Banco de España, su autonomía se aprobó por la ley 13/1994, de 1 junio de 1994. 
En virtud de dicha autonomía, el Banco de España pasaba a encargarse de definir e instrumentar la polí- 
tica monetaria con el objetivo de lograr la estabilidad de precios. Se prohíben los descubiertos al Tesoro 
y a las empresas públicas en sus cuentas en el Banco de España y éste puede intervenir en el mercado 
primario de la deuda pública. La política de tipos de cambio, cuya competencia correspondería al gobier- 
no, deberá adoptarse previa consulta al Banco de España y habrá de ser compatible con el objetivo de 
estabilidad de precios. 

2 El Consejo Europeo en su reunión de 29 de octubre de 1993 eligió a la ciudad alemana de Franc- 
fort del Main como sede del IME (que es también la del BCE). 


O) ITES-Paraninfo 


154 


Parte ll. EL MERCADO ÚNICO 


6.4.2.1. Criterios de convergencia 


En el art. 109 J del Tratado de Maastricht (actual art. 121 del TCE) y en dos de sus 
protocolos (uno sobre procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo y otro sobre 
criterios de convergencia), se contienen las condiciones —criterios— de convergencia 
que habrían de cumplir los Estados miembros para acceder a la unión monetaria. Con 
relación a tales condiciones, el art. 109 J señala que el grado de convergencia debe ser 
alto; en los protocolos correspondientes se especifica el nivel preciso que habrían de 
alcanzar los mismos que son lo que se conocen como criterios nominales de convergen- 
cia. Los citados criterios, tomando como base las estadísticas que con tal fin aporte la 
Comisión, son los cinco siguientes: 





A) Déficit público. El déficit público previsto o real —entendiendo por tal el que 
generen las AA.PP. tal y como se definen en el Sistema Europeo de Cuentas Econó- 
micas Integradas—, en términos netos no podrá exceder del 3% del PIB a precios de 
mercado. 


B) Deuda pública. La relación entre la deuda pública bruta total de las AA.PP. a 
su valor nominal que permanezca viva a final de año, no podrá superar el 60% del PIB a 
precios de mercado. 


En relación con los dos criterios anteriores, el art. 104 C del TCE establece las con- 
diciones sobre el cumplimiento del valor de referencia y en concreto sobre lo que debe 
entenderse por déficit público excesivo, concepto que se tiene en cuenta a la hora de 
juzgar el cumplimiento de déficit y de deuda pública. Se entiende que se cumplen las 
condiciones exigidas sobre déficit y deuda pública, si a juicio de la Comisión (que es la 
encargada de supervisar la evolución presupuestaria), un Estado ha observado la disci- 
plina presupuestaria en la forma siguiente: por lo que respecta al déficit público, puede 
ocurrir que la relación déficit público/PIB supere ligeramente —sin especificar en cuan- 
to— el valor de referencia del 3% pero, en cambio, haya realizado un gran esfuerzo que 
conduzca a un descenso substancial de la citada relación aproximándola al valor de refe- 
rencia, o bien que el valor de referencia se sobrepase sólo de manera excepcional y tem- 
poral. En cuanto a la deuda pública, sucede otro tanto: si la proporción entre la deuda 
pública y el PIB supera ligeramente —sin especificar en cuanto— el 60%, se entiende 
cumplido este criterio si la citada proporción ha ido disminuyendo de forma importante 
hasta aproximarse al valor de referencia. 


Es decir, la convergencia en lo relativo a déficit y endeudamiento, puede producirse 
bien por el cumplimiento exacto del valor de referencia (3 y 60% del PIB, respecti- 
vamente), o bien por aproximación al objetivo nominal sin que éste se cumpla con pre- 
cisión. 

C) Estabilidad de precios. Este criterio pretende que los Estados observen un 
comportamiento de precios sostenible. En tal sentido se establece que durante el año 
anterior al inicio de la tercera fase de la UEM, el nivel de inflación del país en cuestión 
—medido por el índice de precios al consumo sobre una base comunitaria compara- 
ble—, no podrá exceder en más del 1,5% a la media de los tres Estados miembros que 
mejor comportamiento hayan observado en materia de estabilidad de precios. 


El indicador que se toma en consideración es el Índice de Precios de Consumo Ar- 
monizado (IPCA) que se basa en una armonización de los índices de precios al consumo 
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nacionales usando métodos de muestreo que tienen en cuenta las diversidades naciona- 
les de productos y precios pero que resulten fiables y comparables entre sí. 


D) Tipos de interés. Este criterio pretende la convergencia en tipos de interés. A 
tal efecto, se establece que el tipo de interés nominal promedio del año precedente al del 
examen de convergencia de los títulos de la Deuda a largo plazo —bonos del Estado 
u otros títulos comparables—, no podrá exceder en un 2% al del promedio que hayan 
alcanzado en los tres Estados miembros que hayan tenido un mejor comportamiento en 
estabilidad de precios. 


E) Mecanismo de cambios en el SME. Este criterio exige que el Estado deberá 
estar integrado en dicho mecanismo durante los dos años precedentes al del paso a la 
tercera fase y durante dicho período no haber tenido tensiones graves que hayan obliga- 
do, por iniciativa propia, a una devaluación del tipo cambio de su moneda. 


Para conseguir la convergencia nominal, los Estados han tenido que reducir los gas- 
tos sociales, las inversiones públicas y privatizar empresas para reducir los déficit presu- 
puestarios y su nivel de endeudamiento. En consecuencia, los programas públicos ha- 
brán de estar presididos por criterios de austeridad y rentabilidad económica lo que en 
buena medida redunda en la progresiva privatización —o desaparición— de muchas de 
las actividades sociales que tradicionalmente han estado bajo la tutela pública”. 


6.4.2.2. Examen de convergencia 


A) Previsiones del TUE 


Según el mencionado art. 109 J del Tratado de Maastricht (actual art. 121 del TCE), la 
Comisión y el IME tenían la obligación de presentar al Ecofín (Consejo de Ministros de 
Economía y Finanzas) los preceptivos informes acerca de los progresos realizados por 
los Estados miembros en relación con la UEM. Tales informes debían tomar en conside- 
ración, además del cumplimiento de los criterios antes citados, la evolución seguida por 
el ecu, el grado de integración de los mercados, la situación y evolución de la balanza de 
pagos por cuenta corriente, la evolución de los costes laborales unitarios y otros índices 
de precios. 


Basándose en estos informes, el Ecofín, teniendo en cuanta las recomendaciones de 
la Comisión, habría de evaluar, por mayoría cualificada y para cada uno de los Estados, 
si cumplía las condiciones para adoptar la moneda única y también si las cumplían una 
mayoría de los mismos. El Ecofín, a su vez, tenía que elevar sus conclusiones al Conse- 
jo de ministros (reunidos en su composición de Jefes de Estado o presidentes de Gobier- 
no) quien previo dictamen del Parlamento Europeo, decidiría, por mayoría cualificada, 


25 Los programas sociales, salvo en ciclos de alto crecimiento económico también se verán limita- 
dos tras la entrada en vigor de la UEM puesto que el Pacto de Estabilidad exige el control de los déficit 
públicos y las tasas de endeudamiento y el TCE impide la monetización de los déficit presupuestarios. 
Por ello, la UEM salvo que cuenten con un fuerte incremento en el presupuesto de la UE —<que no es 
caso— implica una disminución significativa del estado de bienestar. 

26 Es una de las escasas excepciones que el Tratado exige esta composición del Consejo de Mi- 
nistros en su máxima representación y con todas las atribuciones legislativas y ejecutivas. No debe con- 
fundirse con el Consejo Europeo que es un órgano político del que también forma parte el presidente de 


la Comisión. 
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tres cuestiones: primera, si una mayoría de Estados cumplían las condiciones necesa- 

rias; segunda, si resultaba apropiado que la Comunidad iniciase la tercera fase de la 
: : 27 

UEM; y tercera, la fecha de comienzo de la misma””. 


Los Estados que legalmente se hubiesen autoexcluido de la primera convocatoria 
(casos de Dinamarca y del Reino Unido) y también aquellos otros que no hubiesen lo- 
grado cumplir con los requisitos exigidos, se considerarán, según prevé el art. 109 K del 
Tratado de Maastricht (actual art. 122 del TCE), como Estados acogidos a una excep- 
ción”*. Dichos Estados podrán entrar posteriormente en la UEM ya que, como mínimo, 
una vez cada dos años o a petición de cualquiera de los Estados que se encuentren en tal 
situación, previo informe de la Comisión y del BCE y consultado el Parlamento Euro- 
peo (es decir, en las mismas condiciones vistas anteriormente), el Consejo (reunido en 
su formación de Jefes de Estado o de Gobierno) decidirá, también por mayoría cualifi- 
cada, qué Estados acogidos a una excepción reúnen ya los requisitos para adoptar la 
moneda única. Entre tanto la excepción subsista, el citado Estado no podrá ejercitar los 
derechos y las obligaciones derivadas de la integración monetaria —entre otras las 
de participar en el BCE— y su derecho de voto quedará suspendido en el ámbito de 
la UEM. 


El mensaje del TUE para la UEM es claro: podrá existir una Europa de varias velo- 
cidades. Por la estación de la convergencia pasarán trenes a la misma velocidad pero 
distanciados en el tiempo de forma que cada país se irá montando en el suyo según vaya 
consiguiendo billete (cumplimiento de las condiciones exigidas) aunque algunos tengan 
que esperar varios años en el andén. 


B) Examen de convergencia 


El Tratado de Maastricht previó que la tercera fase de la UEM habría de comenzar en 
algún momento comprendido entre el 1 de enero de 1997 y el 1 de enero de 1999. Sin 
embargo, el Ecofin decidió, en 1993 —debido a la recesión económica del momento—, 
retrasar el examen de convergencia descartando definitivamente la fecha de 1997 para 
el inicio de la tercera fase. El mencionado examen se realizó por el Consejo (reunido en 
su composición de Jefes de Estado o de Gobierno) el 2 de mayo de 1998. La referencia 
que se tomó como base para la aplicación de los criterios, fue la siguiente: para infla- 
ción y tipos de interés, el período comprendido entre mayo de 1997 a abril de 1998; y 
para los de déficit público y de endeudamiento, el año 1997. La tercera fase habría de 
iniciarse, pues, el 1 de enero de 1999. 


El grado de cumplimiento de los citados criterios nominales logrado por cada uno de 
los Estados, figura en la Tabla 6.1. Los países que resultaron seleccionados para entrar 
en la UEM fueron once (Alemania, Austria, Bélgica, España, Finlandia, Francia, Irlan- 
da, Italia, Holanda, Luxemburgo y Portugal) y cuatro los excluidos (Dinamarca, Grecia, 
Reino Unido y Suecia). En realidad, sólo Grecia había suspendido el examen de conver- 


2 ¡Sivel paso a la tercera fase no se hubiera decidido antes del finales de 1997 —Que es lo que ocu- 
rrió—, ésta habría de comenzar obligatoriamente el 1 de enero de 1999 para los Estados que cumpliesen 
los requisitos con independencia de cual fuese su número. 

28 A partir del examen de convergencia de la primera convocatoria, se consideran Estados acogidos 
a una excepción tanto los in —los que legalmente tenían la obligación de pasar el examen de convergen- 
cia y no lo habían superado— como los out, los que legalmente podían autoexcluirse. 
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TABLA 6.1. Grado de cumplimiento de los criterios de convergencia. 
Valor Tasa Tipos Déficit Deuda Participación 
de referencia de inflación de interés público pública en mecanismo 
(criterios) PAÍS 2,6 7,5 3,0 60,0 cambios SME 

Alemania 

Austria Sí 
Bélgica SÍ 
Dinamarca SÍ 
España Sí 
Finlandia Sí 
Francia Sí 
Grecia SÍ 
Irlanda SÍ 
italia Sí 
Holanda SÍ 
Luxemburgo Sí 
Portugal Sí 
Reino Unido No 
Suecia No 





Fuente: Comisión. 


gencia al no cumplir con ninguno de los criterios exigidos, salvo el de pertenencia al 
mecanismo de cambios del SME, que no es de carácter económico sino de pura formali- 
dad”. Dinamarca y el Reino Unido, a pesar de cumplirlos (en el caso del Reino Unido 
incumplía el de pertenencia al mecanismo de cambios), ambos se habían autoexcluido 
en aplicación de la cláusula opting out prevista en el Tratado de Maastricht. Suecia 
también cumplía con los criterios nominales pero al no haber incorporado la corona al 
mecanismo de cambios SME y no haber adaptado la legislación de su banco central, 
quedaba automáticamente excluida de la UEM”, 


22 El nuevo examen de convergencia realizado por Grecia en el año 2000, le permitió incorporarse al 
euro el 1 de enero de 2001, con lo que la UME pasaba a estar formada por 12 Estados (13 en la actualidad 
tras la incorporación de Eslovenia en 2007). En la cumbre de Santa María de Feira (Portugal), de 19 de 
junio de 2000, el Consejo (tras analizar los informes sobre convergencia del BCE y la Comisión) a pro- 
puesta de la Comisión, confirmó que Grecia cumplía todas las condiciones necesarias para entrar en la 
UEM y, consiguientemente, adoptar el euro a partir del 1 de enero de 2002. En esta misma fecha, el Conse- 
jo también decidió que el tipo de cambio irreversible de la dragma frente al euro fuese de 1 € = 340,750 
dragmas equivalente a su paridad central en el Mecanismo de Tipos de Cambio II (MCT DI). 

30 Además de los criterios de convergencia, los Estados deben cumplir con algunas otras formali- 
dades como, por ejemplo, que sus bancos centrales nacionales gocen de autonomía respecto de sus go- 
biernos para hacerlos compatibles con la normativa del BCE —según lo provisto por los arts. 107 
y 108 del TCE— y los Estatutos del Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC). En el caso de Sue- 
cia, tampoco se cumplió este requisito. Efectivamente, en 1997 el Parlamento Sueco (Swedish Riksdag) 
había tomado la decisión de que Suecia no entrase en la UEM. Adicionalmente, en el examen realizado 
en 1998 sobre el cumplimiento de los requisitos exigidos para acceder a la UEM, se constató que la ley 
que regulaba la independencia del Banco Central sueco (the Riksbank Act) no era compatible con los 
requisitos exigidos por el Tratado sobre la independencia de los bancos centrales nacionales. 
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El listón de la convergencia se puso muy elevado dado el desafío que significaba la 
UEM. Los países que accedieron a la misma tuvieron que observar una disciplina muy 
estricta en los equilibrios macroeconómicos, misión que, en principio, parecía que sólo 
cumplirían un conjunto reducido de países (fundamentalmente Alemania y Francia, sin 
cuya presencia era impensable la UEM, a los que acompañaban Austria y el Benelux). 
Salvo que se operase un milagro, apriori quedaban excluidos de este esquema los países 
económicamente más débiles, entre ellos, los mediterráneos. Pero el milagro al final se 
produjo y no fue excluido de la UEM ninguno de los países sur, con la excepción de 
Grecia, que no obstante, logró superar su examen en el año 2000. Incluso algunos de 
ellos, como fueron los casos de España y de Portugal, superaron la prueba con más éxito 
que otros que originalmente formaban el núcleo duro?”. 


La mayoría de los Estados, entre ellos Alemania, tuvieron que realizar un considera- 
ble esfuerzo para contener la inflación y para reducir los tipos de interés. Por lo que 
respecta a los indicadores sobre el sector público (déficit y deuda pública acumulada), 
las divergencias entre los países, sobre todo en deuda pública, eran palpables y las insti- 
tuciones comunitarias se vieron obligadas —a pesar del proceso privatizador seguido 
por los Estados para reducir su deuda— a levantar la mano a la hora de aplicar este 
criterio ya que eran muy pocos los países que se ajustaban al baremo del 60% del PIB. 
La mayoría de ellos superaban esta cota y hubo que recurrir a la interpretación lasa del 
criterio previsto por el art. 104 del TCE, sobre el déficit excesivo??. En cuanto al déficit 
corriente del presupuesto, el comportamiento fue mejor que el de la deuda pública: la 
mayoría se situaron por debajo del valor de referencia del 3% del PIB y tres de ellos 
(Dinamarca, Irlanda y Luxemburgo) incluso presentaban superávit”. 


6.4.3. Tercera fase (1999-2002): la moneda única 


El paso a la tercera fase de la UEM legalmente no podía ser impedido por ninguno de 
los Estados miembros. El protocolo sobre la transición a la tercera fase de la UEM que 
incorpora al TCE —en la versión de Maastricht—, es muy concreto al respecto. En el 
segundo de sus párrafos dice lo siguiente: Por lo tanto, todos los Estados miembros, 
independientemente de si cumplen o no las condiciones necesarias para la adopción 
de una moneda única, acatarán la voluntad de que la Comunidad pase con celeridad a 
la tercera fase, por lo que ninguno de los Estados miembros impedirá el paso a la ter- 
cera fase. 





Los detalles concretos sobre esta tercera fase, que lógicamente el Tratado sólo perfi- 
laba en sus grandes líneas, se fueron clarificándose con posterioridad. En el Tratado se 
dice que en el inicio de esta fase, se fijarán los tipos de conversión irrevocables de las 
monedas respecto del ecu y que esta unidad de cuenta se convertirá, por derecho propio 


31 Un estudio general sobre las implicaciones económicas del ingreso de España en las Comunida- 
des Europeas, es el de Martín, Carmen España en la nueva Europa. Ed. Alianza, Madrid, 1997. 

32 Algunos países han realizado un gran esfuerzo en la reducción de la deuda pública viva a largo 
plazo. Entre 1993 y 1997, Irlanda la redujo en un 30%; Dinamarca, en un 17%; Bélgica, en un 13%; 
Holanda, en un 9,1%; etc. Otros, en cambio, la incrementaron como fueron los casos de España (12,7%) 
Francia (12,7%), etc. 

Algunos países, para ajustarse a la referencia exigida, recurrieron al maquillaje fiscal; es decir, 
que no aflorase el déficit realmente existente. 


, 
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y en sustitución de las nacionales, en la nueva y única moneda de los países que en su 
momento accedan a la UEM. Así, pues, las previsiones del Tratado eran que el ecu, una 
vez fijadas las paridades irreversibles entre las monedas que formasen la unión moneta- 
ria, pasara de ser una unidad de cuenta tipo-cesta a convertirse en la moneda real de la 
UE: una moneda creada de forma autónoma que únicamente coincidía en el nombre con 
la unidad de cuenta a la que sustituía. 


Los Estados que han quedado al margen de la UEM pueden pasar, de manera volun- 
taria, a formar parte de un SME II que también se ha creado al efecto y cuyas reglas de 
funcionamiento, como veremos, son bastante similares al SME que desaparece con la 
entrada en vigor de la UEM. 


Una vez seleccionados los candidatos a entrar en la UEM y creadas las institucio- 
nes previstas para la misma (BCE y SEBC), el inicio de la tercera fase de la UEM entró 
en vigor el 1 de enero de 1999, que era el límite temporal previsto por el Tratado de 
Maastricht. 


6.4.3.1. El euro y el calendario de la tercera fase 


En la Cumbre de Madrid celebrada el 15 y 16 de diciembre de 1995, los jefes de Estado 
o de Gobierno de los quince (ya formaban parte Austria, Finlandia y Suecia), acordaron, 
entre otros importantes asuntos, el nombre que recibiría la nueva moneda —recuérdese 
que el Tratado preveía el ecu— y el inicio de la tercera fase y su calendario. 





Por lo que respecta a la nueva moneda, no obstante las reiteradas referencias que el 
Tratado hace al ecu como la futura moneda de la UE (en sustitución del ecu-cesta), a 
propuesta de Alemania, no es el nombre que finalmente se ha adoptado para la nueva 
moneda común. En la citada cumbre de Madrid se aprobó que dicha moneda pasase a 
llamarse euro, que es un nombre —y no un acrónico como el ecu— de fácil y de pareci- 
da pronunciación en todos los idiomas comunitarios. De esta forma se evitaban los rece- 
los alemanes frente al ecu que suena mal en alemán y estaba desprestigiado tras las tur- 
bulencias monetarias de los años precedentes. 


En cuanto al escenario previsto para el desarrollo de la tercera fase de la UEM, 
ésta se divide también en tres períodos, siguiendo las recomendaciones de la Comisión 
y del IME. El contenido de cada uno de los períodos, es el siguiente —véase Cua- 
dro 6.1— 


El primero de los períodos cubre los meses de mayo a diciembre de 1998 (en reali- 
dad es un período de transición entre la segunda y la tercera fase de la UEM). Como se 
ha dicho, el Consejo decidió, en mayo de dicho año, los Estados que cumplían los requi- 
sitos exigidos de convergencia para adoptar la moneda única (véase Tabla 6.1). Y tam- 
bién se crearon el BCE y el SEBC y se nombró el Consejo Ejecutivo del primero. De 
esta forma, la política monetaria del área UEM —la denominada Eurozona— pasó a ser 
única desde los inicios de esta tercera fase —1 de enero de 1999— y de competencia 
exclusiva de la CE. A partir de entonces también comenzó a funcionar la maquinaria de 
producción de billetes y monedas en euros aunque éste no se pusiese en circulación has- 


ta el 1 de enero del año 2002. 
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Cuadro 6.1. CALENDARIO DE LA TERCERA LAA AA 





— Mayo de 1998: el Consejo decide los Estados que entran 
en la UEM. : 
— Junio de 1998: se crean el BCE y el SEBC. 


Primer período 
(mayo-diciembre de 1998) % 





— 1 de enero 1999: comienza la UEM. Se fijan paridades 
Segundo período (1999-2001) únicas e irrevocables entre las monedas de los 11 que 
forman la UEM. 





— 1 de enero 2002: se inicia la circulación del euro (junto 
con las monedas nacionales) en los 11 Estados de la UEM. 
Tercer período — 1 de marzo 2002, los billetes y monedas nacionales se 
(1 de enero-1 de julio 2002) retiran de la circulación y son sustituidos por el euro. 
: — 1 de julio 2002: concluye la tercera fase y se inicia el 
período definitivo de la UEM. 





( En propiedad corresponde a la segunda fase aunque es un proceso de transición hacia la tercera. 


Este primer período finalizó con el cálculo del tipo de cambio de las 11 monedas que 
pasaban a integrar el euro. La Comisión y el BCE presentaron en la fecha prevista su 
propuesta de tipos de cambio irreversibles para las monedas que constituirían la unión 
monetaria en ecus/euros que fue aprobada por el Consejo de Economía y Finanzas (Eco- 
fin) en una reunión celebrada en Bruselas el 31 de diciembre de 1998 dando entrada al 
nacimiento de la nueva moneda en una sencilla ceremonia para acto tan importante”. 


El cálculo de las paridades irrevocables de las 11 monedas que entraron en la UEM 
en 1999, se contiene en el Anexo 6.2. En el Anexo 6.3 figura el tipo de cambio del euro 
en cada una de las 11 monedas que accedieron a la UEM, el primer tipo de cambio del 
euro para las monedas comunitarias y las más importantes de las no comunitarias y el 
tipo de cambio central —y sus limites de oscilación— para las dos monedas que pasa- 
ban a integrar el SME-II. 


El segundo de los períodos se extendió desde el 1 de enero de 1999 al 31 de diciembre 
del 2001. El día 1 de enero de 1999 dio comienzo la tercera fase de la UEM con la fija- 
ción irrevocable de las paridades entre las monedas de los países seleccionados para la 
UEM (que se habían calculado el día precedente). De esta forma el euro comenzó a tener 
existencia propia aunque no circulación real y desapareció el SME-I y el ecu-cesta; la 
política monetaria y cambiaria pasaron a ser competencia comunitaria en exclusiva. El 
euro comenzó a ser utilizado en todas las operaciones que no exigían pago en efectivo**. 


e Reglamento (CE) n.” 2866/98 del Consejo, de 31 de diciembre de 1998, sobre los tipos de conver- 
sión entre el euro y las monedas de los Estados miembros que adoptan el euro. Previamente se había 
calculado el tipo de cambio nominal de cada una de las monedas en ecu, cumpliéndose de esta manera la 
formalidad exigida por el TUE y acto seguido se adoptó el nuevo nombre de euro bajo la fórmula simple 
de hacer equivaler un ecu a un euro. 

35 La política monetaria pasa a ser competencia del BCE y la cambiaria del Consejo de Ministros. 

76 Las monedas nacionales de los once Estados que constituyeron la moneda única (el euro), aunque 
continuaron circulando hasta febrero del año 2002, desde el 1 de enero de 1999 perdieron toda autono- 
mía propia pasando a ser parte del euro. 
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El tercer período se inició el 1 de enero del año 2002 y formalmente concluyó el 30 
junio de 2002. El 1 de enero de 2002 se pusieron en circulación las monedas y billetes 
en euros que, durante un período de dos meses, circularon conjuntamente con las viejas 
monedas nacionales””. El 1 de marzo de 2002, los billetes y monedas nacionales fueron 
retirados del mercado y perdiendo su estatus de curso legal**?. El euro fue implantado 
como moneda única para todos los agentes económicos ejecutándose en dicha moneda 
todas las transacciones públicas y privadas”. 


Una vez finalizado este tercer período, se dio por concluida la tercera fase de la 
UEM, entrando en el período definitivo. 


6.4.3.2. Las instituciones de la UEM: el Banco Central Europeo 
(BCE) y el Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC) 


La Unión Económica y Monetaria (UEM), sustituyó al Sistema Monetario Europeo 
(SME-I) en los Estados que accedieron a la misma. Para su puesta en funcionamiento 
fue necesario crear instituciones específicas que asumieran las competencias correspon- 
dientes. Así, el 1 de junio de 1998, se creó el BCE y el SEBC cuya entrada en funciona- 
miento comenzó el 1 de enero de 1999, al mismo tiempo que lo hizo la UEM. El BCE 
sustituyó en sus funciones al Instituto Monetario Europeo, que como institución provi- 
sional, había sido creada en 1994 para preparar, conjuntamente con los bancos centrales 
de los Estados de la Unión, la maquinaria conducente a la UEM y, muy especialmente, 
la cooperación entre bancos centrales nacionales y la coordinación de sus políticas mo- 
netarias. 


Tanto el BCE como el SEBC se rigen por las disposiciones que sobre Política Mo- 
netaria, Institucionales y Transitorias, se contienen en los arts. 105 a 124 del Tratado de 
la Comunidad Europea (TCE). Un Protocolo a dicho Tratado regula sus Estatutos”. La 
importancia y el papel que cada uno desempeña en la UEM, son bastante diferentes. Y 
ello se debe a la diferenciación que ha de hacerse entre los Estados de la Unión Europea 
(UE) que constituyen la UEM de los que no están en la misma. En este sentido, de los 
actuales 27 miembros de la UE, sólo 13 de ellos constituyen dicha UEM, que es lo que 
se conoce como Eurozona (los restantes 14 Estados están fuera de la misma). El BCE y 
los bancos centrales de los 13 Estados que actualmente forman la Eurozona, constituyen 
el Eurosistema. 


37 El 8 de noviembre de 1999, los ministros de economía de la eurozona pactaron reducir el período 
de circulación conjunta euro-monedas nacionales de los seis meses inicialmente previstos a sólo dos 
meses, con lo cual desde el 1 de marzo de 2002 las monedas nacionales dejaron de funcionar en toda la 
eurozona (incluida Grecia) con independencia de que los países se les facultaba para pudieran recortar 
este período de dos meses de circulación conjunta que se previó como máximo. 

38 Con posterioridad este período de seis meses ha sido acortado hasta el 1 de marzo de 2002 en que 
serán retiradas de la circulación las monedas nacionales; no obstante, éstas se podrán cambiar por euros 
en los bancos privado y los bancos centrales nacionales hasta el 1 de julio de 2000. Y a partir de esa 
fecha, solo en los bancos centrales. 

39 Los billetes en circulación tienen un valor de 5, 10, 20, 50, 100, 200 y 500 €. Aunque la emisión 
de billetes y de monedas es competencia del BCE, la acuñación correrá a cargo de los bancos nacionales. 

4% Para una amplia referencia, véase Ontiveros, Emilio y Valero, Francisco: La Guía del Euro. Es- 
cuela de Finanzas Aplicadas, Madrid, 1997. 
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Los Estados que forman la Eurozona (ámbito de la UEM) han cedido su soberanía 
monetaria y cambiaria a las instituciones comunitarias. Los que no forman parte de la 
UEM, conservan dicha soberanía (bien es cierto que limitada, y más aún los integrados 
en el Sistema Monetario Europeo II), manteniendo su propia moneda y —teórica- 
mente— sus políticas monetaria y cambiaria. Para no poner en peligro la UEM, tales 
Estados vienen obligados a coordinar dichas políticas (y en general, toda su política 
económica) en el seno de la Unión. 


Quien marca la política de la UEM es el BCE en el que participan los bancos de la 
Eurozona, política que afecta a toda la Unión (también a los Estados que no forman 
parte de la misma) pero en la que no participan los bancos centrales que no forman parte 
del Eurosistema. 

Hechas estas aclaraciones, pasamos a ocuparnos de los objetivos, funciones y caracterís- 
ticas del BCE y del SEBC. 


A) Banco Central Europeo 


El BCE es una institución de la Comunidad Europea que tiene personalidad jurídica 
propia y dispone, en cada uno de los Estados miembros, de la capacidad jurídica más 
amplia concedida a las personas jurídicas con arreglo al respectivo derecho nacional. El 
Tratado por el que se instituye una Constitución para Europa (TCUE) y que aún no ha 
entrado en vigor, lo eleva al rango de Institución de la Unión, rango que no le reconoce 
explícitamente por el Tratado de la Unión Europea (TUE), aunque sí de hecho. 


El BCE goza del derecho en exclusiva de autorizar la emisión de billetes de banco 
en la Eurozona, los cuales serán emitidos conjuntamente por el BCE y los bancos cen- 
trales nacionales. Estos serán los únicos billetes de curso legal en el ámbito de los Esta- 
dos que han accedido a la UEM. Dichos Estados podrán realizar emisiones de moneda 
metálica previa aprobación del BCE en lo relativo al volumen de emisión*'. 


En el ámbito de su competencia, el BCE tiene facultades legislativas (art. 110 
del TCE) para adoptar reglamentos, tomar decisiones, formular recomendaciones y emi- 
tir dictámenes. Los dos primeros, son de obligatorio cumplimiento por los Estados de la 
Eurozona; los dos últimos, no lo son. Asimismo, el BCE tiene capacidad sancionadora: 
podrá imponer multas a las instituciones financieras que no cumplan con sus obligaciones 


El BCE fue creado con un capital social de 5.000 millones de euros, cantidad que 
podrá variarse según acuerde su Consejo de Gobierno dentro de los límites y condicio- 
nes que por unanimidad decida el Consejo. Los únicos suscritores de dicho capital so- 
cial son los bancos centrales nacionales de la Eurozona. El reparto entre ello se hace de 
acuerdo a una clave de distribución que tiene en cuenta la participación del Estado co- 
rrespondiente en la población y en el PIB comunitarios (la cuota que corresponde a cada 
banco central se distribuye al 50% entre las dos variables anteriores). La participación 
que le corresponde al Banco de España en el capital social del BCE es de un 8,83%. 


Sus órganos rectores son el Consejo de Gobierno y el Comité Ejecutivo. 


El Consejo de Gobierno está compuesto por los miembros del Comité Ejecutivo y 
por los gobernadores de los bancos centrales nacionales de la Eurozona. Es el responsa- 


41 . A . . 
Al Consejo de Ministros le compete la tarea de armonizar los valores nominales y restantes espe- 
cificaciones técnicas que afecten a la moneda metálica. 
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ble de formular la política monetaria de la Eurozona (incluidas, en su caso, las decisio- 
nes relativas a los objetivos monetarios intermedios, los tipos de interés básicos y el 
suministro de reservas en el SEBC) y de adoptar las decisiones y orientaciones necesa- 
rias para garantizar el cumplimiento de las funciones asignadas al SEBC. 


El Comité Ejecutivo es responsable de la gestión ordinaria del BCE. Está compuesto 
por el presidente y vicepresidente del BCE y cuatro vocales, todos ellos nombrados, de 
común acuerdo por los Estados miembros de la Eurozona. Su mandato se establece por 
un período de ocho años y no es renovable. 


Tanto el BCE como los bancos centrales nacionales, se regirán por los principios de 
autonomía y de disciplina financiera. Esto significa, en el primer caso, que ni el BCE ni 
los bancos centrales nacionales, ni ninguno de los miembros de sus órganos rectores, 
pueden solicitar o aceptar instrucciones de otras instituciones comunitarias ni de los go- 
biernos de los países miembros o de otro órgano. En cuanto a la disciplina financiera, 
está prohibida la concesión de préstamos del BCE y de los bancos centrales nacionales a 
los organismos comunitarios, a las administraciones públicas y a las empresas públicas 
nacionales. También lo está la adquisición directa de instrumentos de deuda por el BCE. 


B) Sistema Europeo de Bancos Centrales (SEBC) 


El SEBC, está compuesto por el BCE y los bancos centrales de todos los Estados miem- 
bros de la UE, sean o no miembros de la UEM. El SEBC no tiene personalidad jurídica 
propia y está dirigido por el Consejo de Gobierno y el Comité Ejecutivo del BCE. En 
realidad, el SEBC juega el papel de enlace entre el BCE y los Bancos centrales naciona- 
les, que son los que tienen capacidad jurídica en sus respectivos Estados. 


Sus objetivos y funciones básicas están regulados por el art. 105 del TCE. Por lo que 
respecta a los primeros, son los de mantener la estabilidad de precios (objetivo princi- 
pal) y el de apoyar las políticas económicas generales de la Comunidad. Entre sus fun- 
ciones están las de definir y ejecutar la política monetaria de la Comunidad marcada por 
el BCE, realizar operaciones de divisas, poseer y gestionar las reservas oficiales de divi- 
sas de los Estados miembros (sin perjuicio de la posesión y gestión de fondos de manio- 
bra en divisas por parte de éstos), promover el buen funcionamiento de los sistemas de 
pago y contribuir a la buena gestión de las políticas que lleven a cabo las autoridades 
competentes con respecto a la supervisión de las entidades de crédito y a la estabilidad 
del sistema financiero. 


Para dar cumplimiento a las obligaciones derivadas de la UEM, según previene el 
art. 109 del TCE, todos los Estados miembros tendrán que ajustar su legislación nacio- 
nal, incluida la que afecte a su banco central, para hacerla compatible con dicho Tratado 
y con los Estatutos del SEBC. 


Para que sea efectiva la política monetaria que formula el BCE, ésta tiene que coor- 
dinarse con la fiscal, que es competencia de los Estados miembros. A través del Pacto 
de Estabilidad y Crecimiento, se vigilará el déficit del sector público y si la Comisión 
estima que éste es excesivo en alguno de los Estados de la Eurozona, el Consejo podrá 
recomendar al Estado concernido que tome medidas para evitarlo y podrá imponerle un 
calendario para que realice el ajuste necesario. Y, llegado el caso, por incumpliendo de 
sus obligaciones, podrá penalizarlo con la negación de fondos del Banco Europeo de 
Inversiones y exigirle un depósito sin devengo de intereses e imponerle multas. 
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6.4.3.3. La Europa de dos velocidades: el SME-l| 


Desde la entrada en vigor de la tercera fase de la UEM en enero de 1999, se ha consa- 
grado la Europa de dos velocidades en este ámbito: un grupo de Estados comunitarios 
forma parte de la UEM y otro no forman parte de la misma. Este último grupo pasa a 
constituir los Estados acogidos a una excepción, que en la UE-15, son: Dinamarca, Rei- 
no Unido y Suecia. 


En previsión de que no todos los países se integrasen en la UEM unos porque no 
cumplieran los requisitos exigidas y otros por aplicación de la cláusula de autoexclu- 
sión, se previó la creación del SME-II, también conocido como Mecanismo de Cam- 
bios-II para integrar —voluntariamente— las monedas de estos países acogidos a una 
excepción hasta su integración en la UEM. En la reunión del Consejo Europeo de Ma- 
drid de diciembre de 1995, se debatió la conveniencia de crear un nuevo organismo que 
ligase a los Estados que formaran parte de la UEM con los que quedaran excluidos de la 
misma. El Ecofín trató esta cuestión en abril de 1996 y aprobó que el SME-II entrase en 
funcionamiento el 1 de enero de 1999 coincidiendo con el inicio de la UEM. 





Los aspectos básicos por los cuales se rige el SME-II, son los siguientes: 


— La pertenencia a este sistema, lo mismo que ocurría en el anterior, es voluntaria 
aunque es necesario permanecer en él al menos dos años para acceder a la mone- 
da única. 


— El euro pasa a convertirse en la referencia básica del nuevo sistema. Los países 
miembros del SME-II fijan sus tipos de cambio con respecto al euro. 


— Los tipos de cambio de las monedas respecto del euro, son fijos pero ajustables. 
Las bandas de fluctuación de cada moneda con respecto al tipo de cambio cen- 
tral frente al Euro, suelen ser del +2,25%. 


— El BCE defenderá a las monedas comunitarias que están al margen de la UEM 
pero integradas en el SME-II de las amenazas especulativas. Las intervenciones 
en el mercado de cambios se producen de forma similar a como se hacía en el 
SME-I si bien, en este caso, las decide el BCE. 


— El realineamiento de paridades se hace a instancias del BCE, el cual podrá obli- 
gar a devaluaciones en caso necesario. 


— Los países integrados en el SME-II están obligados a elaborar planes de con- 
vergencia para pasar a la UEM. Dichos planes son pactados con el Ecofin antes 
de ser aprobados por sus respectivos gobiernos con el objeto de otorgar a tales 
monedas mayor credibilidad y de esta forma disminuir el riesgo de especu- 
lación. 


En definitiva, los principios en los que se fundamenta el SME-II son muy similares a 
los del SME-I, salvo que la referencia en este caso no es el ecu sino el euro. Desde sus 
inicios se integraron dos monedas que ya lo estaban en el SME-I —y que lógicamente 
no entraron en 1999 en la UEM—: la dragma griega y la corona danesa*; sin embargo, 


2 La primera lo hizo siguiendo la banda de fluctuación del +15% en tanto que la corona danesa la 
redujo al +2,25% que, como se recordará, era la vieja banda estrecha. 
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a partir del 1 de enero de 2001, la dragma abandonó el MC-IT para incorporarse a la 
UEM. Las otras dos monedas, la libra esterlina y la corona sueca no se han integrado 
aún en el MC-IT; la primera perteneció durante un tiempo al SME que abandonó a raíz 
de la tormenta monetaria de los primeros años noventa y la corona sueca nunca ha per- 
tenecido al mismo y también ha rechazado su entrada en la UEM en el referéndum cele- 
brado el 14 de septiembre de 2003. 


Por lo que respecta a los 10 nuevos miembros que se integraron en 2004 —y los dos 
de 2007, así como los futuros que pasen a formar parte de la UE—, la UEM forma parte 
del acervo común por lo cual tendrán obligatoriamente que integrarse en la misma y 
adoptar el euro. No obstante, para evitar los problemas de ajuste estructural que com- 
porta formar parte de la UEM, se ha previsto un procedimiento flexible que no contem- 
pla fecha precisa de entrada en la UEM ni tampoco que coincida para todos los Estados. 
Así, pues, desde su adhesión, estos países son Estados acogidos a una excepción respec- 
to de la UEM. Tendrán que aplicar sus respectivas políticas cambiarias con una perspec- 
tiva común y también se irán integrando en el MC II en algún momento tras su adhesión 
(con un margen de flotación por lo general del + 15% de su paridad respecto del euro) y 
habrán de permanecer en el mismo un mínimo de dos años (hasta el presente ya se han 
integrado siete de los 10 Estados miembros que ingresaron en 2004: Chipre, Eslovaquia, 
Eslovenia —el 1 de enero ingresó en la UEM—, Estonia, Letonia, Lituania y Malta). 
Para acceder a la UEM y adoptar el euro, los nuevos Estados miembros deberán alcan- 
zar un elevado grado de convergencia sostenible y cumplir con todos los criterios nomi- 
nales establecidos por el Tratado de Maastricht*. 


El principio de partida para los nuevos socios reside en la prioridad que se da en el 
cumplimiento de los criterios de Copenhague frente a su participación en la UEM. En 
otras palabras, la convergencia real de las economías de estos países con las de los vie- 
jos socios comunitarios se antepone a la convergencia nominal exigible para entrar en la 
UEM. Sin embargo, al adoptar el MC Il, no obstante su flexibilidad, estos países han de 
tener en cuenta que dicho mecanismo es incompatible con tipos de cambio totalmente 
flotantes y no podrán vincular sus monedas a ninguna otra que no sea el euro. 


IMPLANTACIÓN GEOGRÁFICA DEL EURO 


Además de los Estados de la Eurozona, el euro ha pasado a ser una moneda de circula- 
ción real o moneda ancla a la que se ligan otras monedas a través del tipo de cambio, en 
un amplio conjunto de países y territorios (Véase Cuadro 6.2). Desde este punto de vis- 
ta, el euro se ha convertido ya en la primera moneda mundial por el número de países 
que la utiliza directa o indirectamente, que ronda los 50 Estados si bien en un buen nú- 
mero de casos son muy pequeños. En extensión geográfica y población que lo usa, el 
euro todavía no ha superado al dólar. 


43 Comisión de las Comunidades Europeas. La zona del euro en la economía mundial —balance de 
los tres primeros años—. COM (2002) 332 final. Bruselas, 2002, pág. 41. La mayor parte de los nuevos 
socios que accedieron a miembros en 2004 se integrarán a la UEM previsiblemente antes de 2012. El 
primero que lo ha hecho ha sido Eslovenia el 1 de enero de 2007 a un tipo de cambio de 239,640 tolars 
por euro. Para 2008 tienen previsto su entrada Chipre, Letonia, Lituania y Malta. 
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La implantación geográfica del euro no obedece a un acto deliberado de internacio- 
nalización por parte del BCE institución que más bien ha adoptado una posición neutral 
en esta cuestión. Es una consecuencia de situaciones históricas relacionadas con causas 
diversas todas ellas anteriores a la creación de la UEM. 


Las situaciones que presentan terceros países y territorios en relación con el euro, 
son diversas (se recogen en el Cuadro 6.2). Hay que comenzar distinguiendo entre 
acuerdos monetarios y acuerdos cambiarios**, Dentro de los primeros, se dan dos su- 
puestos: acuerdos escritos y acuerdos no escritos; y entre los acuerdos cambiarios, sólo 
hemos recogido aquellos que consideran al euro como moneda de referencia y ligan las 
propias a aquél por un tipo de cambio fijo. Existen, además, otros supuestos que no los 
tomamos en consideración. 


6.5.1. Acuerdos monetarios escritos 


Comenzando por los acuerdos monetarios, tenemos, en primer lugar, los suscritos con 
territorios de ultramar no comunitarios. De todos los Estados miembros que componen 
la eurozona, solamente Francia y los Países Bajos administran territorios de ultramar 
que no son parte de la Comunidad*. Desde el punto de vista de la UEM, los únicos 
territorios de ultramar no comunitarios que se ven afectados son los de San Pedro y 
Miquelón y Mayotte. Los territorios holandeses de Aruba y de las Antillas Neerlandesas 
que, a diferencia de los franceses no habían firmado acuerdos monetarios con la metró- 
poli y cuyas monedas (florín de Aruba y florín de las Antillas Neerlandesas) estaban 
vinculadas al dólar estadounidense, continúan estándolo con posterioridad a la UEM. En 
cambio, los territorios franceses de San Pedro y Miquelón y Mayotte que tenían como 
moneda el franco francés —aun cuando esto no figurase en el Tratado CE— han tenido 
que adoptar el euro a partir del 1 de enero de 1999. Francia es la responsable de garanti- 
zar el curso legal de billetes y monedas denominados en euros en dichos territorios si 
bien son al BCE y al SEBC a quienes corresponde realizar las funciones y operaciones 
monetarias. 


En segundo lugar, dentro de los acuerdos monetarios escritos, están los microesta- 
dos: San Marino, Vaticano y Principado de Mónaco. Tales Estados tenían suscritos con 
Estados miembros de la UE acuerdos monetarios antes de la entrada en vigor de la 
UEM: los dos primeros con Italia y el segundo con Francia. En virtud de tales acuerdos 
las monedas italiana y francesa tenían curso legal en los Estados mencionados, y en 
ambos casos ya existía reflejo en el TCE mediante la Declaración 6 al Tratado de Maas- 
tricht. Al pasar Francia e Italia a formar parte de la UEM, la Comunidad hubo de rene- 
gociar tales acuerdos con los tres Estados mencionados, encomendándose a Italia (para 
San Marino y el Vaticano) y a Francia (Principado de Mónaco), que los llevaran a cabo 


4 Una parte de la informacón procede de Dirección General de Economía y Finanzas de la Comi- 
sión Europea: Acuerdos monetarios y cambiarios de la Comunidad y los Estados miembros con terceros 
países o territorios. Bruselas, 2 de febrero de 2001. 

Estos territorios no deben confundirse, entre otros, con los departamentos de ultramar franceses 
caso de Guadalupe, Martinica, Guyana francesa y Reunión; con las Azores y Madeira portuguesas o con 


las Islas Canarias españolas, que si son parte integrante del territorio comunitario y por lo tanto de la 
Eurozona. 
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Cuadro 6.2. IMPLANTACIÓN GEOGRÁFICA DEL EURO 


Alemania, Austria, Bélgica, España, Eslovenia, Finlandia, Francia, Grecia, 































Eurozona : 
Irlanda, Italia, Holanda, Luxemburgo y Portugal 
Territorios San Pedro 
de ultramar no y Miquelón 
pertenecientes 
a la Comunidad 
Mayotte 
Explícitos 
(escritos) Mónaco 
acuerdos Microestados San Merino 
monetarios 
Vaticano 
Montenegro 
Países Provincia 
y territorios Implícitos de Kosovo 
terceros (no escritos) 
Andorra 





Benín, Burkina Faso, 
Costa de Marfil, 
Guinea Bissau, Mali, 
Níger, Senegal y Togo 


Unión Económica 
y monetaria de África 
del Oeste (UEMOA) 


Franco zona 
CFA 
(Zona franca) 










Comunidad 
Económica y 
Monetaria del 
África Central 
(CEMAC) 


Camerún, República 
Centroafricana, 
Chad, Congo, 
Guinea Ecuatorial 

y Gabón 








Acuerdos 
cambiarios 


Franco Las Comoras 
comorano 


Escudo Cabo Verde 


Fuente: Elaboración propia con información de la Comisión. 
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y en cuyas negociaciones participaron la Comisión y el BCE. Según las decisiones ema- 
nadas del Consejo, los tres microestados tienen derecho a utilizar el euro como moneda 
oficial aunque no se les permite emitir billetes o monedas, salvo que haya acuerdo con 
la Comunidad en las condiciones de su emisión (lo que ha sucedido con el Vaticano) y 
vienen obligados a aplicar las normas comunitarias sobre billetes y monedas denomina- 
dos en euros en sus territorios así como la de cooperar con la Comunidad para combatir 
su falsificación. 


6.5.2. Acuerdos monetarios no escritos 


En este supuesto el euro se adopta de manera unilateral sin que medie acuerdo escrito 
con algún Estado comunitario o con la propia Comunidad. Estos son los casos de Ando- 
rra, Kosovo y Montenegro. 


Andorra no dispone de moneda propia ni legislación monetaria. Históricamente ha 
utilizado en sus transacciones francos franceses y pesetas españolas sin que tuvieran la 
condición de moneda de curso legal puesto que ni Francia ni España habían firmado 
acuerdo monetario alguno con Andorra. Esta misma condición se continúa dando tras 
la UEM: el euro funciona de hecho en Andorra sin intervención alguna por parte de la 
Comunidad. 


En Kosovo, la administración provisional de la ONU legalizó, a mediados de 1999, 
el uso y posesión de divisa conjuntamente con el dínar yugoslavo, que no era con- 
vertible. El marco alemán se convirtió de hecho en la moneda de circulación real en el 
territorio y con la UEM dicho papel comenzó a desempeñarlo el euro. Al no mediar 
acuerdo monetario con la CE, el euro no puede ser emitido por el Banking and 
Payments Authority of Kosovo (BPK), creado también por la Misión de las Naciones 
Unidas el 15 de noviembre de 1999, 


Finalmente, el caso de Montenegro es bastante similar al de Kosovo: falta de con- 
fianza en el dinar yugoslavo. Montenegro también adoptó el marco alemán como mone- 
da de curso legal creando un Banco Central, que lo mismo que sucede con el de Koso- 
vo, carece de capacidad legar para emitir billetes. A partir de la entrada en vigor de la 
UEM, Montenegro introdujo el euro como único medio de pago. 


6.5.3. Acuerdos cambiarios 


En este caso se trata de acuerdos sobre tipos de cambio entre una moneda de alguno de 
los Estados miembros de la UE y uno o varios países terceros, o incluso, como veremos, 
con uniones monetarias de países terceros. Los países comunitarios concernidos son 
Francia y Portugal que antes de entrar en vigor la UEM tenían acuerdos cambiarios fir- 
mados, en el caso de Francia, entre el franco francés y el franco CFA (de la zona franca 
CFA)* y el franco comorano; y en el de Portugal, entre el escudo portugués y el escudo 
de Cabo Verde. 


46 La zona CFA comprende, a su vez, dos uniones monetarias: la UEMOA (Union Economique et 
Monétaire d' Afrique de 1'Ouest) cuyos miembros son Benín, Burkina Faso, Costa de Marfil, Guinea- 
Bissau, Malí, Níger, Senegal y Togo; y la CEMAC (Communauté Economique et Monétaire de 1'Afri- 
que Centrale) compuesta por Camerún, República Centroafricana, Chad, Congo, Guinea Ecuatorial y 
Gabón. 
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De acuerdo con las transferencias de competencias monetarias que supuso la UEM, 
la Comunidad permitió a Francia y Portugal que mantuvieran sus respectivos acuerdos 
cambiarios ya que éstos afectan muy poco a la política monetaria y cambiaria de la 
eurozona. Así pues, en este caso, a diferencia de los acuerdos monetarios escritos con 
los estados terceros antes mencionados que si tienen repercusión directa sobre la políti- 
ca monetaria de la zona euro, el Consejo permitió a Francia y Portugal que mantuviesen 
los correspondientes acuerdos cambiarios, si bien sustituyendo la referencia cambiaria 
al franco francés y el escudo portugués, por la del euro. 


BALANCE PROVISIONAL SOBRE LAS IMPLICACIONES 
Y FUNCIONAMIENTO DELAUEM ENE 


Entre 1987, fecha de entrada en vigor el AUE y 1997, año base para examinar la con- 
vergencia, se han producido las transformaciones económicas más importantes que han 
tenido lugar en la historia de la construcción europea. En dicho período se ha comple- 
tado en buena parte el mercado interior y se ha consiguiendo un grado muy razona- 
ble de convergencia económica de manera que el modelo económico comunitario se 
está conformando definitivamente. Ningún país históricamente ha conseguido, en tan 
breve período, unificar su espacio económico por lo que el proceso de integración en 
la UE, no obstante los problemas que subsisten, en modo alguno cabe de calificarlo 
de lento. 


La convergencia económica que requiere la UEM, exige sacrificios añadidos a los 
derivados del mercado interior*”. En el caso comunitario, ha implicado un verdadero 
plan de estabilización con el fin de reducir las tasas de inflación y los déficit públicos 
nacionales a niveles muy bajos y bastante homogéneos entre los Estados que han acce- 
dido a la misma. Y ello ha supuesto sacrificios sociales importantes para todos, aunque 
notablemente acrecentados en el caso de los Estados menos desarrollados porque los 
esfuerzos realizados por el presupuesto común para lograr una mayor cohesión econó- 
mica y social, han sido insuficientes. 


Hay que destacar el triunfo político que supone la decidida voluntad de las institu- 
ciones comunitarias y de los Estados miembros en ir cerrando un proceso de integra- 
ción que comenzó siendo poco más que una unión aduanera. Porque llegar a la mone- 
da única, exige un cambio de mentalidad y una ruptura de fronteras nacionales que 
trasciende en mucho a la que se deriva de la puesta en funcionamiento de las liberta- 
des económicas del mercado interior. Significa la puesta en funcionamiento de un mo- 
delo de desarrollo único para el área y eso debe conducir, más pronto O más tarde, a la 
unión política. 


La cuestión que subyace en el nivel de integración que supone la UEM es si ésta 
puede proseguir sin una unión política. No hay que olvidar que la política monetaria es, 
en primer lugar, política y después monetaria; es decir, es una política muy centralista 
que requiere una voluntad de hacer que no admite interferencias nacionales. Al no exis- 
tir propiamente una autoridad política comunitaria, este vacío lo ha tratado de llenar el 





7 Véase al respecto Segura, Julio: «Algunos problemas desde dentro de la Unión Monetaria». Re- 
vista del Colegio de Economistas, núm. 77, 1998. 
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TUE con la creación del BCE que goza de autonomía propia quedando al margen del 
control político de las restantes instancias comunitarias y nacionales**. La solución que 
se ha adoptado, siguiendo el modelo alemán, ha sido concederle verdadera independen- 
cia al BCE. Pero esta opción de transferir competencias políticas a una institución emi- 
nentemente técnica, aunque probablemente sea la acertada, no es la única posible. 


Veamos seguidamente las principales consecuencias que ya se están derivando de la 
UEM. Un viejo trabajo de la Comisión resumía en cuatro los principales impactos que 
se derivarían de la unión monetaria*”: en primer lugar, una mejora en la eficacia del 
sistema económico que redundaría en el crecimiento del PIB comunitario como conse- 
cuencia de la eliminación de incertidumbre en la variación de los tipos de cambio inter- 
nos y de sus costes de transacción; en segundo lugar, una mayor estabilidad de precios, 
en correspondencia con una fuerte disciplina monetaria; en tercer lugar, una reducción 
de los déficit presupuestarios al no poder recurrir los Estados a los créditos de los res- 
pectivos bancos centrales para financiarlos; y en cuarto y último lugar, una potenciación 
del sector exterior comunitario derivado del incremento de la eficacia económica inter- 
na y de la importancia que adquiría el euro como divisa internacional posibilitando que 
una parte significativa de las transacciones mundiales se realizasen en euros”. 


Si bien es cierto que la UEM implica para los Estados que la forman la pérdida de 
dos instrumentos importantes para luchar contra el ciclo económico adverso (la política 
monetaria y cambiaria), el escenario se modifica por las siguientes razones: 


— Desaparece la incertidumbre en la variación de los tipos de cambio al reducirse a 
uno sólo. También desaparecen los costes de transacción (tanto los derivados de 
intercambios con el exterior como los debidos a comisiones bancarias y otros) 
que eran muy elevados sobre todo para los países que tenían monedas débiles 
que les obligaba a recurrir al dólar o a otras divisas fuertes. 


— El euro se está comportando como una moneda fuerte y estable en su tipo de 
cambio frente al dólar estadounidense a pesar de los signos de debilidad o de 
fortaleza que en determinados momentos pueda presentar frente al dólar”'. La 
inversión extranjera en el área del euro (la Eurozona) está respondiendo muy 
positivamente dada la disminución del riesgo de cambio en la misma. La zona 
euro ha quedado al margen de la crisis financiera que en los pasados años azotó 
a los países industriales del lejano oriente (entre ellos a Japón) y a Brasil. 


— La UEM está garantizando, en general, una gran estabilidad en el crecimiento de 
los precios. Controlar el nivel de inflación es un medio eficaz para asegurar el 
crecimiento, el empleo y la renta. Este es uno de los principales cometidos del 


*8 En el modelo económico comunitario, la coordinación política entre la Comunidad y los Estados 
miembros, la realiza el Consejo Europeo. 

*2 Los impactos económicos de la unión monetaria fueron analizados desde un principio con mucho 
detalle por la Comisión. Sirva de ejemplo el exhaustivo estudio «One market, one money. An evaluation 
of the potencial benefits and costs of forming an economic and monetary unión». European Economy, 
núm. 44. Octubre, 1990, 

%% Aparte de otras ventajas, se reduce el nivel de reservas necesario para las transacciones interna- 
cionales con respecto al que mantendrían por separado los países que han accedido a la UEM. 

?! Precisamente las barras horizontales que figuran en el símbolo del Euro, pretenden indicar idea de 
estabilidad. 
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BCE y la razón que justifica su autonomía con el objeto de mantenerlo al mar- 
gen de los avatares políticos nacionales. 


— La UEM obliga a una considerable disciplina financiera de todas las administra- 
ciones públicas nacionales para evitar el despilfarro del gasto público. Al estar 
prohibida (desde 1994) la financiación monetaria de los déficit públicos, las 
AA.PP. no pueden recurrir ni a su banco central ni al BCE para obtener créditos 
con tal finalidad. Al ser más homogéneas las tasas de inflación entre los países 
de la UEM y desaparecer el riesgo de cambio, también se clarifica el mercado de 
la deuda pública, tanto en amplitud como en estabilidad. 


— El euro es la segunda divisa internacional tras el dólar estadounidense, contro- 
lando una cuota de las transacciones internacionales de aproximadamente un 
30%. En un futuro no lejano, es muy probable que los empresarios y los turistas 
europeos puedan pagar en cualquier parte del mundo en su propia moneda como 
hoy ocurre con el dólar. Esto, por razones evidentes de competencia, no lo asi- 
mila bien los Estados Unidos aunque perciben que la UEM es ya un hecho irre- 
versible. Es muy probable que la UE incremente notablemente su presencia en el 
mercado internacional y, sobre todo, su capacidad de influencia en los foros mo- 
netarios y financieros y con ello la posibilidad de influir y de contribuir a una 
mayor estabilidad en las finanzas internacionales. Para que el papel del euro sea 
importante internacionalmente y gane credibilidad, debe ser estable aunque no 
debe apreciarse de manera importante frente al dólar y el yen para evitar incerti- 
dumbres tanto entre los ciudadanos europeos como de terceros países. 


Del lado de los inconvenientes y de la posible incertidumbre de la UEM, el principal 
reside en la movilidad de los factores. Una unión monetaria exige completa movilidad 
de los factores y transparencia de las reglas técnicas e institucionales que, de no existir, 
pueden poner en peligro su viabilidad. Entre ellos, es importante la movilidad de la ma- 
no de obra en la UE y que los salarios reflejen las tensiones reales del mercado, algo que 
incluso se da con dificultad en el interior de algunos Estados miembros. 


Desde un punto de vista puramente práctico, la introducción del euro en la actividad 
económica cotidiana, ha originado los previsibles problemas de reconversión aunque se 
han ido resolviendo de manera ordenada y sin mayores traumas, no así los redondeos al 
alza que se han producido en toda la eurozona con el cambio de moneda. De todas for- 
mas, los problemas más importantes han sido los de tipo burocrático y se han producido 
en las administraciones públicas, en las empresas, en las instituciones financieras y, na- 
turalmente, en el conjunto de los ciudadanos. 


Así, en el caso de las AA.PP., han tenido que realizar su presupuesto en euros y 
emitir deuda pública y reconvertir la no amortizada, en dicha moneda. Igualmente han 
venido obligadas a adaptar los impresos y las Órdenes de pago y cobro al euro. Aunque 
la armonización fiscal no era absolutamente necesaria para la integración monetaria, no 
cabe duda que contribuye a acelerarla. 


El sector financiero ha sido uno de los más afectados por la moneda única. Aparte 
los elevados costes de adaptación técnica, las empresas financieras, sobre todo las ban- 
carias, se han visto negativamente afectadas al desaparecer las comisiones de cambio de 
moneda en los países de la Eurozona y, sobre todo, por el incremento de la competencia 
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que se ha ido derivando de operar en una misma moneda: aproximación de los tipos de 
interés entre los países, nuevos productos financieros, avances tecnológicos que hacen 
menos necesario el contacto personal, etc. 


Las empresas no financieras también han tenido que adaptar técnicamente su maqui- 
naria, cambiar la contabilidad, los contratos, etc. Los problemas más importantes han 
afectado a los contratos de venta y de suministro a largo plazo que estaban suscritos en 
moneda nacional, al endeudamiento, inversiones en el extranjero, etc. En cualquier ca- 
so, salvadas estas cuestiones, la unión monetaria es muy ventajosa para las empresas, 
sobre todo para las multinacionales y, en general, para todas aquellas que realicen co- 
mercio con el exterior al reducir los costes de transacción y eliminar comisiones de 
cambio. 


Tampoco el cambio ha sido fácil para los ciudadanos al ver transformados los pre- 
cios y salarios en monedas nacionales a euros que, además del coste psicológico que 
supone pasar a Operar en otra moneda (en particular para las personas de edad más avan- 
zada), se ha aprovechado para provocar incrementos, a veces muy significativos, en el 
precio de los bienes y servicios que demandan. 


Anexo 6.1. EL ecu Y SU FUNCIONAMIENTO 


En la tabla siguiente se contiene la información básica sobre la cesta de monedas que 
componían el ecu (datos referidos a 25 de noviembre de 1996): ponderación de las mo- 
nedas, paridades centrales y relación del antiguo marco alemán (DM) con el resto de las 
monedas que componían el ECU. 


En la primera columna de la citada tabla, figuran todas las monedas comunitarias 
perteneciesen o no al SME (en esos momentos no pertenecían la corona sueca, el drac- 
ma griego y la libra esterlina)”. 


En la columna segunda, aparece la ponderación -en porcentaje- que de cada una de 
las monedas tenían en la cesta de composición del ecu. Así, por ejemplo, la peseta pesa- 
ba un 4,2% del total del ecu; el franco belga, un 8,31%; el marco alemán, un 32,41; etc. 
y así sucesivamente”. 


La tercera de las columnas contiene la paridad central de cada una de las monedas 
respecto del ecu (en el caso de la libra esterlina, moneda que no participaba en el SME, 
dicho cambio era teórico). Un ecu equivalía pues a 163,826 pesetas, 39,719 francos bel- 
go-luxemburgueses, 7,346 corona danesas, 1,926 marcos alemanes, etc. 


A partir de la columna 3, las restantes han sido calculadas. 


La columna 4 resulta de multiplicar la ponderación de cada moneda (columna 2) por 
su paridad central (columna 3). Esta columna 4 refleja la cesta del ecu, es decir, la canti- 


2 El dracma griego se integró en el SME el 14 de marzo de 1997. 

9% Debe tenerse en cuenta dos aspectos: el primero, que había monedas que no pertenecían al SME y 
sin embargo sí ponderaban en el ecu (caso de la libra esterlina); y segundo, monedas que si formaban 
parte del SME y en cambio no ponderaban en la cesta (chelín austriaco y marco finlandés) debido a que 
desde el 1 de noviembre de 1993 en que entró en vigor el TUE, las ponderaciones no se podían modifi- 
car y Austria y Finlandia no eran todavía países miembros de la UE. 
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dad de moneda nacional que compone el ecu: un ecu contiene 6,88 pesetas, 3,3 francos 
belgas, 0,13 francos luxemburgueses, 0,62 marcos alemanes, etc. 


Las restantes columnas de esta Tabla 11.1, se refieren al marco alemán (como po- 
dían referirse a otra cualquier moneda). En la columna quinta, se contiene la paridad 
bilateral de cada una de las monedas respecto del marco (parrilla de paridades centrales 
bilaterales). Dicha paridad se obtiene dividiendo el tipo de cambio central de cada mo- 
neda con relación al ecu por la paridad que, respecto a dicha unidad de cuenta, tenía el 
DM (un ecu equivalía a 1,926 DM, columna 3). Así, por ejemplo, la paridad bilateral de 
la peseta respecto del DM, era de 85,06; la de franco belga y luxemburgués es 20,62; la 
del marco alemán respecto del marco alemán era, como es obvio, 1; la del franco fran- 
cés, 3,35, etc: 


La columna sexta refleja los márgenes de flotación de cada una de las monedas res- 
pecto del DM. Como dicho margen era del más-menos 15% de la paridad bilateral entre 
dos monedas, los límites máximos de flotación se obtienen multiplicando el tipo bilate- 
ral de cada una de las monedas en DM por 0,85 (límite inferior) y por 1,15 (límite supe- 
rior), respectivamente. El margen de flotación de una moneda respecto a sí misma, es 
cero; para las restantes monedas, los márgenes de flotación de la peseta respecto del 
DM era de 72,31 (límite inferior) y de 97,82 (límite superior); las del franco francés: 
2,85 y 3,85, respectivamente; y así sucesivamente para el resto de las monedas. 


Finalmente, la última de las columnas referencia el ecu en DM. Dicha referencia se 
obtiene multiplicando el tipo de cambio central del DM en ecu (que era de 1,926) (co- 
lumna 3) por la ponderación de cada una de las monedas en ecu y que aparecen recogi- 
das en la columna 2. De esta forma, traducido todo a DM, la cesta del ecu se componía 
de 0,08 DM (de la peseta); 0,16 DM (del franco belga); 0,62 DM (del DM); 0,40 DM 
(del franco francés), etc. hasta alcanzar la suma de la paridad central del DM en ecus 
que era de 1,926. Esta operación era precisamente la que permitía obtener el tipo de 
cambio del ecu en cualquiera de las monedas comunitarias (y no comunitaria) referen- 
ciando la cotización diaria de dichas monedas en otra tercera no perteneciente al siste- 
ma, caso del dólar; conociendo la cotización del dólar en cada una de tales monedas y 
aplicando en cada caso sus correspondientes ponderaciones en el ecu, se obtenía el valor 
de mercado del ecu en dólares y en cada una de las monedas del sistema (precisamente 
el dólar se utilizaría para obtener las paridades irrevocables de las monedas de la euro- 
zona en ecu/euros en diciembre de 1998). 
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Anexo 6.2. CÁLCULO DE LAS PARIDADES IRREVOCABLES 
DE LAS 11 MONEDAS QUE ENTRARON EN LA UEM 
EN 1999 HEAR 


El proceso de cálculo de las paridades irrevocables de las monedas que entraron en la 
UEM en la UEM en 1999 —y también para la libra esterlina y corona sueca— se expo- 
ne en la Tabla adjunta (Tabla anexo 6.2). En la columna A de dicha Tabla, aparece la 
cantidad de moneda nacional que componía el ecu (recordemos que es el resultado de 
multiplicar el peso de dicha moneda por su paridad central respecto del ecu). En la co- 
lumna B, se contiene el tipo de cambio de cada una de las monedas comunitarias en 
relación con el dólar de Estados Unidos —moneda tomada como referencia— a 31 de 
diciembre de 1998**, fecha elegida por el Consejo para calcular las paridades irrevoca- 
bles entre las monedas comunitarias que entraban en la UEM. La columna C expresa, en 
dólares, la cantidad de moneda nacional que componía la cesta del ecu, con lo cual, 
sumando todas las monedas se obtiene la equivalencia del ecu en dólares. Finalmente, la 
columna D recoge las paridades irreversibles de las monedas en ecu y que se obtiene 
multiplicando 1,1667521 (equivalencia del ecu en $) por el tipo de cambio de cada una 
de las monedas frente al $ (columna B). 


54 En teleconferencia iniciada a las 11 de la mañana, los bancos centrales de los países de la UE, con 
independencia que entrasen o no en la UEM, se comunicaron los respectivos tipos de cambio de sus 
monedas respecto del dólar. El Banco Nacional de Bélgica lo comunico el de todos ellos a la Comisión 
para calcular el tipo de cambio oficial del ecu. 
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TABLA al Anexo 6.2. Cálculo de los tipos de cambio ecu/euro 











































A. Cantidad B: po + ión e blo 
Moneda de moneda de a cantidad de de monedas 
nacional que (31 de diciembre moneda nacional nacionales 
compone el ecu de 1998) en la cesta Ral ecu/euro 
ecu (A/B) (B* 1,1668) 
Corona danesa 0,1976 6,3842 0,0309 7,448780 (3) 
Dracma griega 1,4400 282,5700 0,0051 329,6890 (3) 
Escudo portugués 1,3930 171,8291 0,0081 200,4820 
Florín holandés 0,2198 1,8888 0,1164 2,2037 
Franco belga 3,3010 34,5745 0,0955 40,3399 
Franco francés 1,3920 5,6221 0,2369 6,5596 
Franco luxem, 0,1300 34,5745 0,0038 40,3399 
Libra esterlina 0,0878 1,6539 (1) 0,1453 (2) 0,7055 (3) 
Libra irlandesa 0,0085 1,4815 (1) 0,0127 (2) 0,7876 
Lira italiana 151,8000 1.659,5404 0,0915 1.936,2700 
Marco alemán 0,6242 1,6763 0,3724 1,9558 
Peseta española 6,8850 142,6065 0,0483 166,3860 
Equivalencia de un ECU en dólares (tipo de cambio ECU/$) 1,1668 —= 
Chelín austriaco => 11,7936 13,7603 
Marco Finlandés — 5,0960 5,9457 
Corona sueca — 8,1320 9,4880 (3) 


(1) El tipo de cambio es el indirecto: el número de dólares de EE.UU por moneda nacional. 
(2) Este valor se obtiene multiplicando A por B. 
(3) Estas monedas no entraron en la UEM en la fecha de referencia. 


Fuente: Comisión. 
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Chelines austriacos 
Escudos portugueses 
Franco belga/luxemburgués 
Franco francés 

Florines holandeses 
Marcos alemanes 

Marcos finlandeses 

Libras irlandesas 

Liras italianas 

Peseta española 


B) Otras monedas comu 
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Valor de 1 euro 


Tipo de cambio 
irreversible 


13,7603 
200,482 
40,3399 

6,55957 
2,20371 
1,95583 
5,94573 
0,787564 

1.936,27 


166,386 


nitarias 

























Sistema Monetario ll 

























Primer tipo : 
de cambio | Tipo cámblo Límite Límite 
del euro esntral superior inferior 
respecto euro Pp 
Coronas danesas 7,44878 7,46038 7,62824 (1) 7,29252 (1) 
Coronas suecas 9,48803 > + — 
Dragmas griegos 329,689 353,109 406,075 (2) 300,143 (2) 





Libras esterlinas 












0,705455 





C) Monedas no comunitarias 





Dólar de Estados Unidos 
Coronas noruegas 
Yenes japoneses 

Dólares canadienses 
Dólares australianos 


Francos suizos 













1,16675 
8,87140 
132,800 
1,80613 
1,89932 
1,60778 











(1) La oscilación permitida en torno a la paridad central es del 2,25% a cada lado de la misma. 
(2) La oscilación permitida en torno a la paridad central es del 15% a cada lado de la misma. 


Fuente: Comisión. 
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Y OTRAS POLÍTICAS INTERNAS 


CAPÍTULO 7. Financiación de la Unión Europea: 
perspectivas financieras y presupuesto. 
Los recursos extrapresupuestarios 


CAPÍTULO 8. Política de cohesión económica y social 
CAPÍTULO 9. La Política agraria, rural y de pesca 


CAPÍTULO 10. Otras políticas internas 
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SUMARIO 
7.1. Acotación general 
7.2. Presupuesto y Perspectivas financieras: analogías y diferencias 


7.3. Las Perspectivas financieras o marco financiero 

7.3.1. La filosofía de la programación financiera plurianual 

7.3.2. La Agenda 2007. El marco financiero para el período 2007-2013 
7.4. El presupuesto común 

7.4.1. Concepto y principios presupuestarios 

7.4.2. Evolución histórica del presupuesto. Del sistema de 

contribuciones estatales al de recursos propios 
7.4.3. Ingresos y gastos presupuestarios 
7.4.4. Principales características del presupuesto común 


7.5. Solidaridad entre los Estados miembros 
7.6. Recursos comunitarios extrapresupuestarios 


7.6.1. Fondo Europeo de Desarrollo (FED) 
7.6.2. El Grupo Banco Europeo de Inversiones (BEl) 


7.7. Control de los recursos comunitarios y fraude 


En este capítulo vamos a tratar de la dimensión financiera de la Unión Euro- 
pea, es decir, de los recursos públicos (presupuestarios y no presupuestarios) 
que directa o indirectamente dependen de la Unión Europea y la aplicación 
que hace de los mismos. 
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- ACOTACIÓN GENERAL ¿7 


La dimensión económica del presupuesto y su distribución determinan, en gran medida, 
el grado de cohesión económica y social al que aspira la UE. Si bien a la cohesión tam- 
bién puede contribuirse por otras vías, tales como la armonización legislativa, lo que 
realmente influye sobre la cohesión son los recursos financieros que se emplean, siem- 
pre que se ajusten a los principios de capacidad de renta de los contribuyentes (progresi- 
vidad) y de justa redistribución del gasto. 


Así, pues, la cohesión económica y social viene condicionada, fundamentalmente, 
por la financiación comunitaria: cuanto mayor sea ésta, más políticas absorba la UE y 
en mayor grado pueda realizar sus objetivos, mayor será la cohesión que se logre. 


En lo que sigue vamos a estudiar los recursos financieros comunitarios: las perspec- 
tivas financieras o marco financiero, el presupuesto de la UE y los recursos extrapresu- 
puestarios. 


Las diferencias entre los dos primeros —presupuesto y perspectivas financieras—, 
con independencia de algunas matizaciones que señalaremos, son básicamente de carác- 
ter temporal: mientras que el presupuesto es una previsión anual de ingresos y gastos 
públicos comunitarios, las perspectivas financieras o marco financiero plurianual, con- 
sisten en una programación presupuestaria de los gastos a medio plazo. 


Por su parte, los recursos extrapresupuestarios, como su propio nombre indica, son 
fondos ajenos al presupuesto común que se canalizan a través de organismos financie- 
ros comunitarios no presupuestarios, entre los que destacan el Banco Europeo de Inver- 
siones (BEI) y el Fondo Europeo de Desarrollo (FED). La razón de su inclusión aquí 
obedece a que son recursos que administran organismos dependientes de la UE y están 
sometidos al control del Tribunal de Cuentas. 


Hasta el presente, la importancia cuantitativa de la financiación comunitaria —to- 
mando como referencia el presupuesto— ha sido muy reducida si se le compara, por 
ejemplo, con el conjunto de los presupuestos de las Administraciones Públicas de los 
Estados miembros de la UE o con el de los Estados federales. Ello se debe a que, en 
realidad, la UE cuenta con recursos propios —tasados en su crecimiento— pero no con 
impuestos propios, lo cual le impide prácticamente toda capacidad de maniobra para 
poder incrementarlos. Otra de las características del presupuesto común es la de su 
gran concentración en ingresos —recurso PNB— y en gastos (Política Agraria Común 
—PAC— y de Cohesión Económica y Social). 


PRESUPUESTO Y PERSPECTIVAS A AAA 
ANALOGÍAS Y DIFERENCIAS 


El Presupuesto común es una previsión anual de ingresos y gastos que ha de ajustarse a 
unos principios concretos. Por su parte, las Perspectivas financieras o marco financiero 
plurianual, como también se le conoce, es una programación de los gastos financieros 
comunitarios a medio plazo —de cinco a siete años—, que marcan el techo máximo al 
que ha de ajustarse el presupuesto. 


El presupuesto comunitario ha existido desde el origen de las Comunidades; en 
cambio, las Perspectivas financieras surgen de la reforma presupuestaria de 1988 como 
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consecuencia de dos hechos: del progresivo deterioro al que se había llegado por parte 
de las dos ramas de la autoridad presupuestaria (Consejo y PE) a la hora de aprobar el 
presupuesto y de la necesidad de incrementar los recursos propios. 


Las distintas competencias que tienen el Consejo y el PE en la clasificación de 
los gastos, han originado históricamente conflictos a la hora de aprobar el presupuesto, 
hasta el punto de haber sido rechazado en más de una ocasión por el PE', El procedi- 
miento resupuestario obliga a sucesivas lecturas del proyecto de presupuesto y si se pro- 
ducen diferencias, que ha sido lo habitual, de no llegarse a un acuerdo, el PE puede 
rechazar globalmente el presupuesto y solicitar al Consejo que le presente otro nuevo, lo 
que obliga a reiniciar todo el ciclo presupuestario (véase cuadro 7.1). 


Precisamente para tratar de solucionar estos problemas, en 1988, por iniciativa de la 
Comisión presidida por Delors, se logró un compromiso entre las tres instituciones que 
intervienen en la preparación, aprobación y ejecución del presupuesto (la Comisión, el 
Consejo y el Parlamento), denominado acuerdo interinstitucional en el que se pactaron 
las primeras perspectivas financieras para el período 1988-1992 (conocidas como Pa- 
quete Delors 1). Desde entonces se han ido firmando sucesivos acuerdos institucionales, 
un total de cuatro hasta el presente, lo que ha permitido reducir los conflictos entre las 
dos ramas de la autoridad presupuestaria. 


El presupuesto de la Comunidad se enmarca en el contexto de las correspondientes 
Perspectivas financieras pero esto no significa, en contra de lo que pudiera parecer, que 
éstas puedan equipararse jurídicamente a un presupuesto plurianual. 


Entre el presupuesto y las perspectivas financieras existen ciertas diferencias que 
conviene tener en cuenta. Las principales son las siguientes: 


— El presupuesto está regulado por los tratados en tanto que las perspectivas fi- 
nancieras lo están por un acuerdo interinstitucional sujeto a un limite temporal 
de vigencia”. La autoridad presupuestaria —formada por el Consejo y el PE— 
no pierde ni ve mermada su capacidad normativa a la hora de aprobar el presu- 
puesto sino que, a través del acuerdo interinstitucional, de forma voluntaria y 
junto con la Comisión, adquiere un compromiso que agiliza y facilita el entendi- 
miento. 


— Mientras que el presupuesto es anual y en él se delimita con total desagregación 
el estado de ingresos y gastos para el ejercicio en curso, las perspectivas marcan 
las grandes líneas de actuación para el período establecido que dura varios años 
—con independencia de su ajuste anual—. Las desviaciones entre lo previsto 
por las perspectivas financieras y el presupuesto, aun cuando sean reducidas, no 
dejan de existir (véase Anexo 7.1). 


' La primera vez que el PE hizo uso de su prerrogativa de rechazo del proyecto de presupuesto del 
Consejo, fue en 1979. En 1984, nuevamente volvió a rechazarlo. 

2 El TCE revisado por Niza hace una mención de pasada a las perspectivas financieras en el tercer 
párrafo del artículo 161, al referirse a los fondos con finalidad estructural, pero no las regula. En cambio, 
el TCUE si lo hace en su artículo 111-402 denominándolas marco financiero plurianual cuya duración se 
establece por un período de 5 años como mínimo. El plazo de 5 años obedece a la duración de la legisla- 
tura del PE y también del mandato de la Comisión. A partir de 2013, probablemente este será el período 
que se adopte para el marco financiero. 
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— En las perspectivas financieras se consignan los créditos de gasto en sus límites 
máximos; en el presupuesto se precisa el gasto por actividades sin que se puedan 
rebasar dichos límites. Si bien cada rúbrica de las perspectivas financieras se 
puede hacer corresponder con la nomenclatura presupuestaria, la concordancia 
no es total. 


— Las previsiones de gasto anuales y del período que se contienen en las perspecti- 
vas financieras, se hacen a precios constantes, en tanto que el presupuesto se 
hace a precios corrientes procediendo a los correspondientes ajustes técnicos de 
las perspectivas?. 


1 dd. LAS PERSPECTIVAS NA ROS O MARCO 
FINANCIERO 


Las perspectivas financieras surgieron de la reforma del sistema de recursos propios de 
1988. Consisten en una programación a medio plazo de los recursos presupuestarios co- 
munitarios que se plasman en el correspondiente acuerdo institucional entre la Comi- 
sión, el Consejo y el Parlamento Europeo. 


7.3.1. La filosofía de la programación financiera plurianual 


El objetivo que persiguen los acuerdos institucionales sobre las perspectivas finan- 
cieras, es triple: en primer lugar, realizar una programación financiera a varios años que 
permita planificar a las instituciones comunitarias y a los Estados los gastos que serán 
financiados con cargo al presupuesto común; en segundo lugar, mejorar el desarrollo del 
procedimiento presupuestario aminorando los tradicionales conflictos entre las dos ra- 
mas de la autoridad presupuestaria; y, en tercer lugar, mantener la disciplina financiera 
respetando en la aprobación del presupuesto anual los límites fijados por las perspecti- 
vas financieras. Esto ha permitido que desde 1988 en adelante la aprobación anual del 
presupuesto se haya agilizado de manera notable. 


En las perspectivas financieras figuran las grandes líneas de gasto previstas para el 
período, organizadas por categorías. Igualmente se consigna el importe máximo que 
pueden alcanzar los créditos de compromiso y los créditos para pagos, así como el lími- 
te máximo —+en porcentaje de la RNB— de los recursos propios”. Entre el límite máxi- 
mo para los recursos propios y los créditos para pagos —expresados también en porcen- 
taje de la RNB— se deja un determinado margen para gastos imprevistos que tiene una 
doble finalidad: por una parte, servir de colchón de seguridad en el supuesto que la RNB 
comunitaria crezca menos de lo inicialmente previsto y, por otra, afrontar determinados 
gastos que no hayan sido consignados y puedan ser necesarios. 


Las perspectivas financieras se han convertido en el elemento clave de la programa- 
ción financiera de la UE a medio plazo. Sus grandes líneas de actuación expresan la 
voluntad política en los objetivos que se pretenden alcanzar y los recursos para su finan- 


3 A precios de 1988 para las primeras perspectivas financieras, de 1992 para las segundas, de 1999 
para las terceras y 2004 para las cuartas. 

* De acuerdo con el Sistema Europeo de Cuentas de 1995 (SEC-95) el concepto de PNB ha sido 
sustituido por el de Renta Nacional Bruta (RNB). De todas formas, para evitar confusiones aquí los utili- 
zaremos indistintamente. 
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ciación. Esto permite tanto a las instituciones comunitarias como a los Estados contar 
con un horizonte razonable de tiempo para formular sus programas de actuación y los 
recursos comunitarios de los que pueden disponer. 


Entre 1988 y 2007 se han aprobado cuatro bloques de perspectivas financieras. El 
primero se conoce como Paquete Delors I y cubrió el período 1988-1992; su objetivo 
fundamental fue dar cobertura financiera a la realización del mercado interior y al inicio 
de la cohesión económica y social. El segundo (Paquete Delors 11), se estableció para el 
período 1993-1999 y su finalidad esencial, además de dar continuidad a la consolida- 
ción del mercado interior y a la cohesión, fue el de hacer frente a las previsiones del 
Tratado de Maastricht que amplió considerablemente las competencias comunitarias. El 
tercero de los paquetes financieros (la Agenda financiera 2000), se extendió desde el 
año 2000 a 2006 y su finalidad esencial fue hacer frente a la ampliación comunitaria 
hacia el Este y el Mediterráneo. Finalmente, el cuarto de los marcos financieros, el 
actual —firmado el 17 de mayo de 2006—, que denominamos Agenda financiera 2007, 
cubre el período 2007-2013; su objetivo principal es el de potenciar el crecimiento eco- 
nómico, la convergencia y la competitividad. 


Los paquetes Delors I y Il significaron incrementos importantes en los recursos pre- 
supuestarios y, sobre todo, una considerable redistribución de los mismos en favor de la 
política de cohesión que absorbió una parte considerable de los mismos en detrimento 
de la política agraria que, no obstante, continuó ocupando el primer lugar entre las polí- 
ticas de gasto. La Agenda 2000 siguió la misma filosofía pero sin apenas avanzar en un 
aumento significativo de los recursos a pesar de haber entrado en vigor la UEM y tener 
que atender el espinoso tema de la ampliación”. 


Entre las principales novedades que se introdujeron en las perspectivas financieras 
de la Agenda 2000, destacan las siguientes: 


— Se produjeron algunos retoques en los recursos propios: en los recursos tradicio- 
nales, la parte que retiene cada Estado por su gestión pasó del 10 al 25% y tam- 
bién disminuyó el porcentaje cargado sobre el IVA que pasó al 0,75% en 2002 y 
al 0,50% en 2004, absorbiendo el recurso PNB dicha disminución. 


— En la compensación al Reino Unido (cheque británico), cuatro Estados redujeron 
su aportación al mismo en un 75%: Alemania, Austria, Holanda y Suecia. 


— En política estructural, hubo ciertas modificaciones técnicas en los objetivos res- 
pecto de las Perspectivas precedentes, cuyo número pasó de seis a tres —y tam- 
bién en las iniciativas comunitarias que pasaron de trece a cuatro—, sin que se 
produjese un cambio significativo en su filosofía. 


— En la distribución del gasto, la principal novedad consistió en las dos nuevas 
rúbricas que se previeron para los Estados candidatos a miembros: las ayudas 
pre-adhesión y las de ampliación. 

En el Anexo 7.4 se expone el cuadro general de las perspectivas financieras que han 

regido durante el período 2000-2006. 


5 El acuerdo financiero alcanzado por el Consejo Europeo de Berlín en marzo de 1999, estuvo ro- 
deado de una atmósfera enrarecida habida cuenta de la petición alemana —y de otros Estados— de redu- 
cir su participación en los recursos presupuestarios. Esta misma situación se ha reproducido de nuevo en 
la aprobación de las perspectivas financieras 2007-2013. 
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7.3.2. La Agenda 2007. El marco financiero para 
el período 2007-2013 


La Estrategia de Lisboa del año 2000 hizo una apuesta seria por la Europa del conoci- 
miento habida cuenta del desfase que en las dos últimas décadas se venía produciendo 
entre la UE con respecto a los Estados Unidos y Japón. Una serie de estudios han insisti- 
do en la necesidad de concentrar las prioridades de la Estrategia de Lisboa y reorientar 
los objetivos de las perspectivas financieras de la Agenda 2007 hacia políticas activas 
que impulsen el crecimiento económico y el empleo?. Las principales aportaciones de 
estos trabajos fueron recogidas por la Comisión en una Comunicación sobre los retos 
políticos de una Unión ampliada y su financiación para el período 2007-2013”, antece- 
dente de la propuesta que sobre Perspectivas financieras 2007-2013 presentó la Comi- 
sión al Consejo y al PE en julio de 2004*. 


La propuesta de la Comisión sobre la Agenda financiera 2007 suscitó un amplio deba- 
te en las instituciones europeas y en los Estados miembros, en particular en los más ricos 
que consideraban excesivo situar el techo máximo de los recursos comunitarios en un 
1,24% de la RNB; su pretensión —expresada públicamente— era que dichos recursos no 
superasen el 1%, lo cual causó un considerable desasosiego entre los más pobres, particu- 
larmente en los de la nueva ampliación”. Por ello, la propuesta de la Comisión ha sido 
reducida a la baja por el Consejo Europeo. Después de un intenso debate, el Marco finan- 
ciero 2007-2013 fue aprobado por el Consejo Europeo a mediados de diciembre de 2005 
bajo presidencia británica'?, 


El Marco financiero que estará vigente durante el período 2007 y 2013, en millones 
de euros y a precios de 2004, se recoge en la Tabla 7.1. Según el Acuerdo interinstitu- 
cional correspondiente, si en su transcurso se revisa el actual tratado y éste tiene inci- 
dencias presupuestarias, o bien se incorporan nuevos socios (Bulgaria y Rumania ya 


6 Entre ellos cabe destacar el de Sapir, André (Director). An agenda for a growing Europe. Making 
the EU Economic System Deliver (Informe Sapir) Comisión de las Comunidades Europeas, julio 2003, el 
informe del Grupo de Alto Nivel sobre la Estrategia de Lisboa (Informe Kok) Comisión Europea No- 
viemre 2004, el informe del Grupo de Expertos independientes «Creación de una Europa Innovadora» 
(informe Ksko Aho), Comisión Europea, enero de 2006, Tercer Informe sobre la Cohesión de la Comi- 
sión Europea. Un nuevo Partenariado para la Cohesión: convergencia, competitividad, cooperación. 
Bruselas, febrero 2004 y el Cuarto informe-intermedio sobre la Cohesión económica y social de la Co- 
misión Europea, COM (2006) 281 publicado el 12 de junio de 2006. 

Commission Europea Building our common future — Policy challenges and budgetary means of 
the enlarged Union 2007-2013. COM(2004) 101 final (Comunicación de 10 febrero de 2004). 

$ Comisión Europea Financial Perspectives 2007-2013. COM (2004) 487 (Comunicación de 14 ju- 
lio de 2004 al Consejo y al Parlamento Europeo). 

? En diciembre de 2003 el grupo de Estados contribuyentes netos al presupuesto (Alemania, Austria, 
Francia, Holanda, Reino Unido y Suecia) se dirigieron por carta al entonces presidente de la Comisión, 
Romano Prodi, solicitándole que en la propuesta de la Comisión los gastos presupuestarios no superasen 
el 1% de la RNB. Esto fue un anticipo de las dificultades que encontró la Agenda 2007 para su aproba- 
ción, de la reducción que tuvo respecto de la propuesta de la Comisión y de la actuación conjunta de 
dichos Estados en esta cuestión. 

La propuesta preparada por la presidencia luxemburguesa, que ya establecía importantes recortes 
en la realizada por la Comisión, fue rechazada por el Consejo Europeo de 16 y 17 de junio de 2005. La 
presentada por el RU durante su presidencia aun los recortaba más; tras unos leves retoques al alza fue 
finalmente aprobada por el Consejo Europeo el 17 de diciembre de 2005. 
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Tabla 7.1. Marco financiero 2007-2013 (millones de euros, precios de 2004). 


51.267 | 52.415| 53.616 | 54.294 | 55.368 | 56.876 58.303 










Total 
2007-2013 


382.139 


Créditos de compromiso 
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y el empleo 8.404 9.754 10.434 11.295 12.153 12.961 74.098 
1b. Cohesión para el crecimiento 
y el empleo 42.863 43.862 43.860 44.073 44.723 45.342 308.041 
2. Conservación y gestión 
de los recursos naturales 55.985 53.666 | 53.035 | 52.400 | 51.775 51.161 | 371.344 
Incluidos gastos de mercado y pagos 
directos 43.120 42.279 | 41.864 | 41.453 | 41.047 | 40.645 | 293.105 
3. Ciudadanía, libertad, seguridad 
y justicia 1.199 1.380 1.503 1.645 1.797 1.988 10.770 
3a. Libertad, seguridad y justicia 600 790 910 1.050 1.200 1.390 6.630 
3b. Ciudadanía 599 590 593 595 597 598 4.140 
4. La Unión Europea como actor mundial 6.199 6.739 7.009 7.339 7.679 8.029 49.463 
5. Administración"? 6.633 6.973 | 7.111 7.255 | 7.400 7.610 | 49.800 
6. Compensaciones 419 190 800 
Total de créditos de compromiso 120.702 122.564 | 122.952 | 124,007 | 125.527 | 127.091 864.316 
En porcentaje de la RNB 1,10% 1,07% 1,04% 1,03% 1,02% 1,01% 1,048% 
Total de créditos de pago 116.650 111.990 | 118.280 | 115.860 | 119.410 | 118.970 | 820.780 
En porcentaje de la RNB 1,06% 0,97% | 1,00% 0,96% 0,97% 0,94% 1,00% 
Margen disponible 0,18% 0,27% 0,24% 0,28% 0,27% 0,30% 0,24% 





Límite máx. recursos propios en porcentaje 
de la RNB 















1,24% 1,24% 1,24% 1,24% 1,24% 








(1) El cálculo de los gastos correspondientes a pensiones incluidos en el techo de esta rúbrica se ha efectuado sin contar las contribu- 
ciones del personal al régimen correspondiente, con el límite de 500 millones de euros a precios de 2004 durante el período 2007-2013. 
Fuente: Acuerdo interinstitucional sobre Perspectivas Financieras 2007-2013. 


están incluidos en esta programación financiera), el citado Marco!* podrá ser ajustado 
en su totalidad. También podrá modificarse para hacer frente a situaciones no previstas 
inicialmente aunque en este caso habrá de respetarse el límite máximo de los recursos 
propios. 

Con independencia de ese posible ajuste general por las razones citadas, la Comi- 
sión procede todos los años al ajuste técnico del marco financiero —a calcular los lími- 
tes máximos de los créditos de compromiso y de pago a precios corrientes del ejercicio 
siguiente y el margen disponible entre ambos tipos de créditos— con objeto de preparar 
el anteproyecto de presupuestos. 


En términos relativos, la Agenda financiera 2007 supone un recorte considerable so- 
bre la Agenda 2000. El techo de los recursos propios se fija en 1,24% de la RNB (1,27% 
en la Agenda 2000), con un amplio margen disponible sobre los créditos de pago. Los 
créditos de compromiso se sitúan en poco más del 1% de la RNB. 


Las líneas estratégicas que se plantea la Unión para el período 2007-2013, giran en 
torno a cuatro grandes ejes: el crecimiento sostenible, conservación de los recursos na- 


11 El actual Marco financiero también podrá ser prorrogado. Antes del 1 de julio de 2011, la Comi- 
sión presentará un nuevo marco financiero, previsiblemente por cinco años. Si se producen discrepancias 


entre las dos ramas de la autoridad presupuestaria sobre el mismo, el presente marco, previa actualiza- 
ción a precios de 2013 y en los límites máximos de recursos para dicho año, podrá ser prorrogado. 
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turales, la ciudadanía europea y la Unión Europa en el mundo. Los más importantes, por 
el volumen de recursos asignados, son los dos primeros: conjuntamente absorben el 
87% de los créditos de compromiso. 


Las grandes categorías de gasto que aparecen en la Tabla 7.1, sumariamente expues- 
tas, pueden sintetizarse así: 


Rúbrica 1. Crecimiento sostenible. El socorrido —y polémico— concepto de desarrollo 
sostenible se aspira a conseguirlo con un crecimiento basado en el conocimiento que 
haga más competitiva la economía europea en un contexto de cohesión. Competitividad 
y cohesión no son incompatibles entre sí; por el contrario, se refuerzan mutuamente ya 
que sin competitividad no existe crecimiento y sin éste la cohesión es más difícil de 
lograr. Dicha rúbrica se divide en dos subcategorías: 


la) Competitividad para el crecimiento y el empleo. En términos generales, se co- 
rresponde con la de Políticas interiores de la Agenda 2000. En esta compo- 
nente entran los créditos para financiar la investigación, el desarrollo y la in- 
novación (1+ D+ D); educación y formación profesional, redes transeuropeas y 
política social. Esta subrúbrica experimenta un considerable incremento en re- 
lación con la Agenda 2000; no obstante, ha sido en la que más recortes se han 
producido respecto de la propuesta de la Comisión que apostaba muy fuerte en 
favor del I+D+I —a la que van la mayor parte de los recursos—, siguiendo 
la filosofía de la Estrategia de Lisboa. 


1b) Cohesión para el crecimiento y el empleo. Se corresponde con Acciones es- 
tructurales de la Agenda 2000. Incluye los recursos financieros para la política 
de cohesión (convergencia, competitividad regional y empleo y cooperación 
territorial), así como los de política rural y pesca. Aunque los Estados también 
se han mostrado cicateros a la hora de asignar recursos a la cohesión, ésta ha 
experimentado un cierto crecimiento en relación con la Agenda 2000. Pasa a 
convertirse en la primera política de gasto de la Unión desplazando a la PAC, 
que ocupa el segundo lugar. 


Rúbrica 2. Conservación y gestión de los recursos naturales. Esta rúbrica se corres- 
ponde —excepto para política de pesca— con la de Agricultura de la Agenda 2000. 
Comprende la dotación de recursos para la PAC y más en concreto la financiación a 
cargo de la Sección Garantía del FEOGA —actualmente FEAGA—, ya sea en forma de 
pagos directos y gastos de mercado (la denominada política de mercados agrarios) y la 
destinada al desarrollo rural, la pesca y el medio ambiente. El desarrollo rural, la pesca 
y los programas medioambientales asociados a los mismos, pueden considerarse como 
gastos estructurales por lo que, en teoría, forman parte de la política de cohesión aunque 
no son financiados por los fondos estructurales. 


Rúbrica 3. Ciudadanía, Libertad, Seguridad y Justicia. Su denominación responde a la 
incorporación de una dimensión política del proyecto de integración comunitario que ya 
se regula con cierta precisión en el TCUE. Esta rúbrica, es la primera vez que se con- 
templa como uno de los grandes objetivos de las perspectivas financieras. Aunque el 
gasto asignado es muy reducido en relación con las dos rúbricas precedentes, es una 
política que esta adquiriendo una importancia creciente en la UE. 
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También se subdivide en dos subrúbricas: 


3a) Libertad, seguridad y justicia. Se pretende, a través de programas marco —en 
sustitución de la multitud de instrumentos existentes con anterioridad—, que 
se incremente la libertad y seguridad en los movimientos internos y el refuerzo 
de las fronteras exteriores de la UE frente a la inmigración ilegal. Se propone 
la creación de una Agencia de las fronteras exteriores y la comunitarización de 
Europol, Eurojust y la Escuela Europea de Policía. 


3b) Ciudadanía. Se pretende reforzar los derechos fundamentales y los programas 
de cultura y diversidad europeas. 


Rúbrica 4. La Unión Europea como socio mundial. Esta rúbrica se corresponde con la de 
Acciones externas de la Agenda 2000. Su finalidad es la de incrementar la influencia políti- 
ca de la UE en el mundo, en correspondencia con su peso económico. Incluye las dotacio- 
nes para todas las actividades de política exterior de la UE (básicamente protocolos finan- 
cieros y ayuda humanitaria) y también los instrumentos de pre-adhesión. Aunque su 
financiación experimenta un crecimiento significativo respecto a la Agenda financiera 2000, 
también ha sufrido un recorte de consideración respecto de la propuesta de la Comisión. 


Rúbrica 5. Administración. Incluye los gastos de las instituciones comunitarias con la 
excepción de los gastos administrativos gestionado por la Comisión —que se recogen 
en cada una de las categorías de las perspectivas financieras antes citadas—, de las pen- 
siones y de los colegios europeos. 


EL PRESUPUESTO COMÚN 


En este epígrafe nos referimos al presupuesto de la UE: concepto, principios presupues- 
tarios, evolución histórica, sistema de ingresos y gastos y características generales del 
mismo. 


7.4.1. Concepto y principios presupuestarios 


El presupuesto comunitario es el acto de la autoridad presupuestaria por el que se aprue- 
ban los ingresos y gastos que se consideran necesarios para un determinado ejercicio 
para el funcionamiento de la Unión Europea (Comunidad Europea y de la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica), así como aquellos otros correspondientes a la Unión 
Europea (pilares intergubernamentales); en este último caso, siempre que tales gastos se 
efectúen con cargo dicho presupuesto. Como todo presupuesto, el de la UE es también 
una previsión de ingresos y gastos públicos de carácter anual que está sometido a una 
serie de reglas y principios que se detallan más adelante. 


En el proceso presupuestario intervienen Cuatro instituciones: la Comisión, que es la 
que elabora el anteproyecto y una vez aprobado el presupuesto, lo ejecuta; el Consejo y 
el Parlamento Europeo que, conjuntamente, forman la autoridad presupuestaria (de- 
sempeñan un papel eminentemente político) cuyo cometido es aprobar el presupuesto; y 
el Tribunal de Cuentas, que es la institución responsable del control externo del mismo. 


La autoridad presupuestaria es autónoma para fijar el presupuesto de la UE dentro 
de los límites que permiten sus recursos propios, los cuales dependen de una decisión 
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Cuadro 7.1. PROCEDIMIENTO PRESUPUESTARIO 


El procedimiento presupuestario que se contiene 
en el Art. 272 TCE, puede resumirse así: 

A) Anteproyecto (Comisión). Antes del 1 
de julio de cada año las instituciones comunita- 
rias elaborarán un estado de los gastos previstos 
que trasladarán a la Comisión. Con dicha infor- 
mación, la Comisión elaborará un anteproyecto 
de presupuesto al que adjuntará un dictamen (que 
podrá contener previsiones diferentes de las 
que ha obtenido de las demás instituciones). El 
anteproyecto contendrá una previsión de ingresos 
y de gastos y lo presentará al Consejo antes del 1 
de septiembre. 

B) Proyecto (Consejo de Ministros, primera 
lectura). Tomando como base el anteproyecto re- 
mitido por la Comisión (en el supuesto de no ser 
asumido, el Consejo tiene la obligación de con- 
sultar con la Comisión y con las restantes institu- 
ciones interesadas), el Consejo, por mayoría cua- 
lificada, establece el proyecto de presupuesto. El 
proyecto se remite al PE y ha de hacerse antes 
del 5 de octubre. 


C) Primera lectura del PE. Desde la comu- 
nicación del proyecto de presupuesto del Conse- 
jo al PE, éste cuenta con un período de 45 días 
para deliberar sobre el mismo. Durante dicho 
plazo pueden plantearse tres alternativas: 


a) Que el PE dé su aprobación o no realice 
propuesta alguna de modificación o de enmienda 
al proyecto. En este supuesto, el presupuesto re- 
sulta aprobado. 


b) Que el PE, por mayoría de los votos de 
los miembros que los componen, realice enmien- 
das en los gastos no obligatorios (GNO). 


c) Que el PE, por mayoría absoluta de los 
votos emitidos, realice modificaciones en los 
gastos obligatorios (GO). 

En los supuestos b) y c) el proyecto de presu- 
puesto (enmendado y/o modificado), habrá de re- 
mitirse de nuevo al Consejo. 

D) Proyecto rectificado del Consejo (se- 
gunda lectura del Consejo). A partir de la co- 
municación de remisión por el PE, el Consejo 
cuenta con 15 días para una vez deliberado con 
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la Comisión y en su caso con otras instituciones, 
tomar las siguientes decisiones: 


a) Aceptar las enmiendas y propuestas de 
modificación realizadas por el PE. En ambos su- 
puestos, el presupuesto queda aprobado. 


b) Modificar por mayoría cualificada las en- 
miendas realizadas por el PE 


c) No aceptar —por mayoría cualificada— 
las modificaciones introducidas por el PE en GO 
(para dichos gastos puede decidir entre mantener 
la propuesta original o bien modificarla). 


En los casos b) y c) el proyecto modificado 
se remite de nuevo al PE 


E) Segunda lectura del PE. 


A partir de la notificación del Consejo, el PE 
cuenta con 15 días para adoptar algunas de estas 
alternativas: 


a) No pronunciarse sobre el proyecto modi- 
ficado por el Consejo. En dicho caso, el presu- 
puesto quedará aprobado 


b) Enmendar o rechazar las modificaciones 
introducidas por el Consejo para lo cual se re- 
quiere que lo sea la por mayoría de los miembros 
que componen el PE y las 3/5 partes de los votos 
emitidos. En dicho supuesto el presupuesto que- 
da aprobado 


c) Por mayoría de los miembros y 2/3 de los 
votos emitidos, y por razones importantes, el PE 
puede optar por rechazar globalmente el proyec- 
to de presupuesto y solicitar del Consejo que le 
sea sometido otro nuevo. 


Una vez aprobado el presupuesto, su ejecu- 
ción corresponde a la Comisión quien la realizará 
bajo su propia responsabilidad y dentro de los lí- 
mites de los créditos autorizados, siguiendo el 
principio de buena gestión financiera al que los 
Estados miembros vendrán obligados a cooperar. 
Si el presupuesto resultara rechazado, el presu- 
puesto del año anterior se entenderá prorrogado 
pudiéndose realizar los pagos mensuales por ca- 
pítulos —o las subdivisiones que se establez- 
can— dentro del límite de la doceava parte de los 
créditos consignados en el ejercicio precedente. 
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del Consejo que ha de tomarse por unanimidad (el procedimiento presupuestario se re- 
sume en el Cuadro 7.1). A este respecto, el art. 269 del TCE estipula que el Consejo, por 
unanimidad, a propuesta de la Comisión y previa consulta al PE adoptará las dispo- 
siciones relativas al sistema de recursos propios, recomendando a los Estados miembros 
su adopción de conformidad con sus respectivas normas constitucionales. 


Con el objeto de garantizar la disciplina presupuestaria, la Comisión no podrá reali- 
zar propuesta alguna de acto comunitario ni adoptará ninguna medida que pueda incidir 
sobre el gasto sin garantizar que la misma puede ser financiada con los recursos propios 
fijados por el Consejo. 


Los principios fundamentales a los que ha de ajustarse el establecimiento y ejecu- 
ción del presupuesto, son los siguientes: unidad, anualidad, universalidad, especialidad, 
buena gestión financiera, transparencia, unidad de cuenta y equilibrio. 


Unidad. El principio de unidad presupuestaria implica que todos los ingresos y gastos 
de la UE que se hagan con cargo al presupuesto deben consignarse en el mismo. Y se 
presentarán en un documento único”. 


Además de unitario, el presupuesto debe ser veraz. Ello implica que no podrá efec- 
tuarse ingreso ni gasto alguno que no aparezca reflejado en una línea presupuestaria, ni 
efectuarse ningún compromiso de gastos ni ordenamiento de pagos que exceda los cré- 
ditos autorizados, ni tampoco consignarse créditos que no se correspondan con gastos 
que no se consideren necesarios. 


Así, pues, el presupuesto incluye todos los ingresos y gastos de la Unión Europea, 
ya correspondan al pilar común —+en el que se enmarcan las Comunidades— o a los 
pilares intergubernamentales —operaciones relativas a la política exterior y de seguri- 
dad común y a los asuntos de justicia y del interior—, en la medida que dichos gastos se 
realicen con cargo al presupuesto. 


En concreto el presupuesto comprende””: 


— Los ingresos y gastos de la Comunidad Europea. Entre los gastos se incluyen los 
administrativos de las instituciones comunitarios que sean necesarios para la 
aplicación de las disposiciones del Tratado de la Unión Europea en los ámbitos 
de la política exterior y de seguridad común y de la cooperación policial y judi- 
cial en materia penal, así como los gastos de operaciones que supongan la apli- 
cación de las citadas disposiciones cuando éstos corran a cargo de dicho presu- 


puesto. 


— Los ingresos y gastos de la Comunidad Europea de la Energía Atómica. 


12 Así lo establece el art. 268 TCE que dice: 

Todos los ingresos y gastos de la Comunidad, incluidos los del Fondo Social Europeo, deberán estar 
incluidos en las previsiones correspondientes a cada ejercicio presupuestario. Los gastos adminis- 
trativos que causen a las instituciones las disposiciones del Tratado de la Unión relativas a las polí- 
tica exterior y de seguridad común y la cooperación en los ámbitos de la justicia y de los asuntos del 
interior correrán a cargo del presupuesto. Los gastos operativos que origine la ejecución de dichas 
disposiciones podrán correr a cargo del presupuesto, en las condiciones que establezcan las citadas 
disposiciones. 

13 Art. 4 del Reglamento (CE, Euratom) 1605/2002 del Consejo de 25 de junio de 2002 por el que se 

aprueba el Reglamento financiero aplicable al presupuesto general de las Comunidades Europeas. 
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Anualidad. El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural: comienza el 1 de 
enero y finaliza el 31 de diciembre. Para entender correctamente este principio, es con- 
veniente distinguir entre créditos no disociados y créditos disociados ya que el presu- 
puesto incluirá las dos categorías. 


Los créditos no disociados son aquellos en los que el compromiso de realizar un 
gasto y el pago del mismo coinciden para el mismo ejercicio'*. En cambio, los créditos 
disociados son aquellos en los que el compromiso de realizar un gasto y su correspon- 
diente pago no coinciden en el ejercicio presupuestario; esto se debe a que un buen nú- 
mero de las acciones que lleva a cabo la CE tienen carácter plurianual. 


De ahí que los créditos disociados se dividan, a su vez, en créditos de compromiso y 
en créditos de pago. Los primeros, los créditos de compromiso, son los que correspon- 
den y se computan en el ejercicio presupuestario en curso con independencia que pue- 
dan pagarse en otros posteriores. Por su parte, los créditos de pago son aquellos que 
cubren los pagos que corresponden al ejercicio corriente y a otros precedentes””. 


Universalidad. El presupuesto comunitario habrá de ajustarse al principio de unidad de 
caja: la totalidad de los ingresos cubrirán la totalidad de los créditos de pago. Como regla 
general, no puede haber afectación de gastos concretos a ingresos determinados; no obs- 
tante, se prevén determinadas excepciones por las cuales se permite tal afectación, opción 
que se considera preferible a la posibilidad de devolución de anticipos o reutilización de 
créditos!*. 


14 Los créditos no disociados correspondientes a obligaciones contraídas conforme a las normas al 
cierre del ejercicio, se prorrogarán de forma automática únicamente al ejercicio siguiente. No podrán ser 
prorrogados los créditos consignados para gastos de personal. 

15 Aunque lo normal es que los gastos sean autorizados para el ejercicio presupuestario, todos aquellos 
créditos —de compromiso o de pago— que no correspondan a gastos de personal y que queden sin utilizar 
al final del ejercicio presupuestario, según prevé el reglamento financiero, podrán ser prorrogados para el 
siguiente y de no hacerse serán anulados. Las decisiones sobre las prórrogas de créditos de compromiso y 
de pago, corresponden a cada institución; no obstante, los períodos complementarios deben limitarse úni- 
camente a los casos absolutamente necesarios como ocurre, por ejemplo, con los pagos del FEOGA. 

16 El Art. 18 del Reglamento (CE, Euratom) 1605/2002 prevé como afectados a gastos específicos 
los siguientes ingresos: 

a) Las contribuciones financieras de los Estados miembros a ciertos programas de investigación 
con arreglo a lo dispuesto en la Decisión del Consejo relativa al sistema de recursos propios de 
las Comunidades. 

b) Los intereses de depósitos y multas contemplados en el Reglamento por el que se agiliza y clari- 
fica la aplicación del procedimiento de déficit excesivo. 

c) Los ingresos que tengan un destino determinado, tales como los procedentes de fundaciones, de 
subvenciones o de donaciones y legados, incluidos los ingresos afectados propios de cada insti- 
tución. 

d) Las participaciones de terceros países u organismos diversos en actividades de las Comunidades. 

e) Los ingresos procedentes de terceros por suministros, prestaciones de servicios u obras efectua- 
dos por encargo suyo. 

f) Los ingresos procedentes de la restitución de cantidades pagadas indebidamente. 

g) Los ingresos resultantes de suministros, prestaciones de servicios y Obras efectuados en favor de 
otras instituciones u organismos, incluidas las dietas de misión pagadas por cuenta de otras insti- 
tuciones u organismos y reembolsadas por éstos. 

h) Los importes percibidos por indemnizaciones de seguros. 

1) Los ingresos procedentes de indemnizaciones arrendaticias. 


3) Los ingresos procedentes de la venta de publicaciones y películas, incluidas las realizadas en 
formato electrónico. 
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Especialidad. El principio de universalidad es compatible con el de especialidad. Es 
necesario que las instituciones gocen de cierta flexibilidad de gestión en las transferen- 
cias de créditos y que los procedimientos de dichas transferencias estén armonizados. 
Las transferencias de créditos de personal y de funcionamiento, son competencia de ca- 
da institución; las de gastos de operaciones, son competencia de la Comisión la cual 
podrá efectuar transferencias entre capítulos dentro de un mismo título, hasta un límite 
total del 10 % de los créditos del ejercicio que figuren en la línea de origen de la transfe- 
rencia. 


Buena gestión financiera. Este principio debe regirse por criterios de economía, efi- 
ciencia y eficacia garantizándose su cumplimiento mediante indicadores por actividades 
que sean medibles con el fin de poder valorar con precisión los resultados obtenidos. 
Las instituciones deben proceder a realizar una evaluación previa y otra a posteriori de 
conformidad con las orientaciones que defina la Comisión. 


Transparencia. El sistema de financiación presupuestario de la UE debe ser justo, sim- 
ple, transparente y con una relación coste beneficio satisfactoria. La transparencia se 
garantiza con una buena información sobre el presupuesto. 


Unidad de cuenta. El establecimiento, ejecución y rendición de cuentas del presupues- 
to se efectuará en euros. Hasta el 1 de enero de 1999 en que entró en vigor UEM, el 
presupuesto común se expresaba en la unidad de cuenta que estableciese el reglamento 
financiero del Consejo y que durante la vigencia del SME (1979-1998), fue el ecu; los 
Estados miembros venían obligados a poner a disposición de la Comunidad las corres- 
pondientes contribuciones financieras y habrían de hacerlo en sus respectivas monedas 
expresadas en ecu. A partir del ejercicio presupuestario de 1999, dicha unidad fue susti- 
tuida por el euro. 


Equilibrio. El principio de equilibrio constituye una norma básica del presupuesto co- 
mún. El presupuesto deberá estar equilibrado en cuanto a ingresos y gastos (art. 268 
TCE, último párrafo). El presupuesto comunitario no puede prever ni déficit ni superá- 
vit. Esto quiere decir que las previsiones de ingresos realizadas para cada ejercicio tie- 
nen que cubrir los créditos de pago comprometidos para el mismo. Si en un ejercicio se 
produce déficit, se consignará como gasto en el ejercicio siguiente, y si se produce supe- 
rávit, como ingreso. 


Un déficit del presupuesto comunitario no puede financiarse con la emisión de deu- 
da pública. La normativa comunitaria considera incompatible con el sistema de recursos 
propios de las Comunidades recurrir a empréstitos. Sin embargo, lo que sí puede hacer 
es garantizarlos y habrán de consignarse en el presupuesto. 


7.4.2. Evolución histórica del presupuesto. Del sistema 
de contribuciones estatales al de recursos propios 


En el transcurso del tiempo se ha ido produciendo una gran racionalidad en las cuestio- 
nes presupuestarias comunitarias. En la evolución histórica seguida por el presupuesto 
comunitario pueden distinguir tres etapas: 1958-70, 1971-87 y 1988 hasta el presente”. 





17 Para el estudio del desarrollo histórico y en general del presupuesto comunitario, se ha convertido 
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La primera de las etapas fue de transición y transcurrió entre 1958 y 1970. Hasta 
1970 los mecanismos presupuestarios definidos por los tratado CECA, CEE y Euratom, 
no experimentaron apenas cambios. Además, cada una de las Comunidades tenía presu- 
puestos separados y algunas de ellas más de uno, de forma que había hasta un total de 
cinco presupuestos'*. 


Durante esta etapa ni la CEE ni el Euratom tenían un sistema de recursos propios. 
Sus respectivos presupuestos se nutrían de las contribuciones financieras que realizaban 
de manera directa los Estados miembros según unas claves de reparto que en el caso de 
la CEE venían establecidas por los artículos 200 y 201*?. También, y en ambos casos, el 
Consejo constituía prácticamente la única autoridad presupuestaria ya que las compe- 
tencias presupuestarias del PE eran muy limitadas”. 


La segunda etapa, cubrió el período 1971-1987 y con ella se inició la unificación 
presupuestaria: el Tratado de fusión de los ejecutivos de 1965 —<que entró en vigor en 
1967— integró en el presupuesto CEE los presupuestos administrativos y de funciona- 
miento CECA y CEEA. Por ello, a partir de 1967, puede comenzar a hablarse de presu- 
puesto único para las Comunidades aunque realmente no se ha conseguido hasta la de- 
saparición de la CECA en 2002”. 


La razón del cambio fue una consecuencia de la inclusión, a partir de 1962, de los 
gastos de la PAC en el presupuesto de la CEE. La Comisión propuso al Consejo dos 
modificaciones de gran trascendencia: por una parte, que se instaurase un sistema de 
recursos propios, en sustitución de las contribuciones estatales; y por otra, que se refor- 
zasen los poderes del PE en el procedimiento presupuestario. 


Por la Decisión 70/243/CECA, CEE, Euratom del Consejo de 21 de abril de 1970, 
se sustituyó el sistema de contribuciones estatales de la etapa precedente por el de 
recursos propios, que entró en vigor en 1971 y que se iría implantando de manera pro- 
gresiva hasta 1979 —el primer presupuesto con recursos enteramente propios fue el de 
1980—. El sistema de recursos propios se sustentó sobre tres figuras: los ingresos pro- 
venientes del gravamen a la importación de productos agrarios (fundamentalmente 
prélevements) y cotizaciones sobre el azúcar; los provenientes de los derechos de adua- 
na, principalmente importaciones de productos industriales; y un recargo sobre la base 
imponible uniforme del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA). 


en un clásico el libro de Strasser, Daniel: La Hacienda de Europa. El derecho presupuestario y financiero de 
las Comunidades Europeas, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1993. 

18 La CECA, tenía un presupuesto de gastos administrativos y otro de operaciones; igualmente ocu- 
rría con la CEEA (Euratom) que contaba con otros dos: uno de funcionamiento y otro de investigación e 
inversión; por su parte, la CEE tenía un único presupuesto. 

'2 Durante los primeros años de funcionamiento de las tres Comunidades, hubo hasta cinco presu- 
puestos distintos por ejercicio. En el caso del presupuesto CEE, el Consejo era de hecho la única autori- 
dad presupuestaria ya que establecía y aprobaba el proyecto de presupuesto (tomando en consideración 
el anteproyecto presentado por la Comisión) y aceptaba o rechazaba las modificaciones propuestas por 
el'PE: 

2 El Consejo establecía y aprobaba el proyecto de presupuesto (tomando en consideración el ante- 
proyecto presentado por la Comisión) y aceptaba o rechazaba las modificaciones propuestas por el PE. 

— En el presupuesto de la CEE se integró el de investigación (Euratom) y el de inversiones de la 
CECA. No obstante, la unificación no fue total ya que la CECA continuó teniendo un presupuesto opera- 
cional que se nutría de las exacciones reguladoras sobre la producción de carbón y acero. 
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] En cuanto al incremento de las competencias del PE en el procedimiento presupues- 
tario, también procede de la propia Decisión de 21 de abril de 1970 y fue reforzado aún 
más a partir de 1975 —Tratado de Bruselas de 22 de julio de 1975— por la modifica- 
ción del art. 203 del TCEE por el que se le concede al PE la última palabra en la aproba- 
ción de los gastos no obligatorios (GNO) y la competencia de rechazar globalmente el 
presupuesto. De dicha modificación surgió la autoridad presupuestaria formada por el 
Consejo y el Parlamento; también fue creado el Tribunal de Cuentas y se estableció para 
la CEE un mecanismo de concesión de préstamos”. 


La tercera de las etapas, comenzó en 1988 y aún prosigue. Arranca de una Decisión 
del Consejo de dicho año y se inscribe en el marco del AUE”, La finalidad de la misma 
fue la de introducir una cierta progresividad en el sistema de recursos propios para co- 
rregir los efectos regresivos del IVA. Esta reforma presenta como principales novedades 
las tres siguientes: se crea un nuevo recurso, el PNB; se llega un acuerdo interinstitucio- 
nal entre la Comisión, el Consejo y el Parlamento para una programación presupuestaria 
a largo plazo —perspectivas financieras—=, y se prevé un sistema de reservas presu- 
puestarias”*, 


Por lo que respecta al nuevo recurso, a las tres figuras de la etapa anterior se añade 
una nueva, conocida como cuarto recurso que consiste en la percepción de una propor- 
ción sobre una base uniforme del PNB —o RNB— comunitario (de la suma del de to- 
dos los Estados miembros). 


Este nuevo recurso tiene una función de ajuste del presupuesto: la de cubrir la dife- 
rencia entre los ingresos provenientes de las otras tres fuentes y los gastos programados. 
Sin embargo, existe una diferencia esencial entre ellos: mientras que el recargo sobre el 
IVA más los recursos tradicionales marcaban en la etapa anterior el límite máximo de 
los recursos del presupuesto común, con la introducción del PNB, la filosofía es distin- 
ta: en este caso, se fija el límite máximo que globalmente pueden alcanzar el conjunto 
de los recursos propios sobre la RNB comunitaria y la parte no cubierta por fuentes 
tradicionales más el IVA, corre a cargo del cuarto recurso. Por ello, al no fijarse a priori 
el porcentaje que se va a establecer sobre el recurso RNB sino el límite máximo que va 
a alcanzar la globalidad de los recursos propios sobre dicha macromagnitud, la holgura 
que se permite en el crecimiento de éstos es discrecional (está sujeta a negociaciones 
entre los Estados) y se fija en las correspondientes perspectivas financieras. 


22 Los tratados CECA y CEEA (Euratom) habían previsto la concesión de empréstitos y préstamos. 
En el de la CEE se introdujo en 1975 con el objeto de hacer frente a los desequilibrios de las balanzas de 
pagos de los Estados miembros y también para el fomento de la inversión (tanto en el interior como en el 
exterior de la Comunidad), especialmente a través del denominado Nuevo Instrumento Comunitario 
(NIC). En cualquier caso, tales préstamos tienen escasa importancia cuantitativa y se conceden con ca- 
rácter esporádico. 

23 La reforma se contiene en la Decisión 88/376/CEE, Euratom del Consejo, de 24 junio de 1988, 
relativa al sistema de recursos propios de las Comunidades. 

24 En la reunión del Consejo Europeo en Bruselas el 12 de febrero de 1988, se decidió incrementar 
los recursos propios comunitarios dando entrada al cuarto recurso. El objeto de la reforma era consolidar 
el mercado interior y la política de cohesión. De ella proceden las primeras perspectivas financieras, 


conocidas como Paquete Delors l. 
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La reforma de 1988 también estableció que el presupuesto común contase con previ- 
siones para tres tipos de reservas: monetaria, de garantía de préstamos a terceros países 
y para ayudas de urgencia”. 


La reserva monetaria fue prevista para paliar las repercusiones negativas que sobre 
el gasto agrario pudieran derivarse de cambios imprevistos en la paridad dólar-ecu res- 
pecto de la utilizada en la aprobación del presupuesto; o también, cuando los gastos 
agrarios previstos por la directriz no pudieran absorber el coste presupuestario generado 
por los reajustes monetarios dentro del SME. Habida cuenta de la entrada en vigor de la 
UEM y de la estabilidad cambiaria del euro, dicha reserva ya no se considera necesaria 
a partir de 2003. 


La reserva para garantía de préstamos a terceros países, tiene por objeto hacer frente 
a los impagos parciales o totales que, en su caso, hayan dejado de efectuar los deudores 
a los fondos comunitarios. 


Por último, la reserva para ayudas de urgencia (prevista para terceros países), tienen 
por finalidad atender necesidades concretas, sobre todo de carácter humanitario, que re- 
sulten de acontecimientos imprevistos. 


7.4.3. Ingresos y gastos presupuestarios 


Vamos a tratar de las dos caras del presupuesto comunitario: los recursos de 
los que se nutre y la aplicación que hace de los mismos. 


7.4.3.1. Los ingresos presupuestarios: el sistema de recursos propios 


El presupuesto común tiene recursos propios pero carece de impuestos propios. La dife- 
rencia es importante ya que la Comunidad no tiene competencias en materia fiscal, sal- 
vo para los recursos tradicionales. Por lo tanto, la financiación del presupuesto común 
depende de la voluntad de los Estados y esto exige de una negociación hasta lograr un 
acuerdo ya que las decisiones sobre fiscalidad están sometidas a la regla de la unanimi- 
dad del Consejo y al control de los parlamentos nacionales. 


Aunque es un sistema abierto a la introducción de nuevas figuras, mientras que la 
UE carezca de competencias para establecer sus propios impuestos, el presupuesto co- 
mún será muy reducido. Los recursos propios con los que cuenta actualmente el presu- 
puesto común, son los siguientes?*: 


A) Recursos tradicionales 


Entran en esta categoría los ingresos provenientes de los gravámenes a la importación 
comunitaria de productos de terceros países y las cotizaciones sobre el azúcar y la iso- 
glucosa. 


25 Los recursos previstos para reservas sólo se movilizarán en el caso de utilizarse. Para el uso de 
cualquiera de las mismas, la Comisión debe apreciar su necesidad y presentar a la autoridad presupuesta- 
ria la correspondiente propuesta de transferencia de crédito. 

26 Decisión del Consejo de 31 octubre 1994 relativa al sistema de recursos propios de las Comunida- 
des Europeas. Véase al respecto el documento de la Comisión: Financiación de la Unión Europea. In- 
forme de la Comisión sobre el funcionamiento de recursos propios. COM (1998) 560 final. 
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Por lo que respecta a los derechos sobre la importación, aunque ya han perdido parte 
de su antiguo sentido, históricamente se ha diferenciado entre dos tipos de gravámenes: 
los provenientes de productos agrarios y los productos industriales. 


Los gravámenes a la importación de productos agrarios procedentes de terceros paí- 
ses se derivan de la aplicación de las reglas establecidas por la Política Agraria Común 
(PAC) para los productos que cuentan con organizaciones comunes de mercado (OCM), 
que son la inmensa mayoría. Sobre tales importaciones se aplicaban unas exacciones 
reguladoras —impuestos variables— denominadas prélevements, a los que había que 
añadir primas, montantes compensatorios y otros derechos sobre las importaciones 
agrarias. Como consecuencia de los acuerdos alcanzados en la Ronda Uruguay del 
GATT, a partir del 1 de julio de 1995, tales impuestos variables fueron progresiva- 
mente sustituidos para la mayoría de las importaciones agrarias, por derechos de adua- 
na (aranceles). 


Por su parte, las importaciones de productos industriales históricamente han estado 
sometidas a derechos de aduana. Al haberse arancelizado también una buena parte de 
las importaciones agrarias, prácticamente toda la importación procedente de terceros 
países, ya sea de productos agrarios o industriales, están sujetos a derechos de aduana. 
El nivel de los derechos arancelarios aplicados difiere de manera considerable sobre uno 
u otros productos: mientras que los aranceles sobre las importaciones industriales tienen 
derechos muy reducidos o nulos, no ocurre así con los agrarios que suelen ser bastante 
elevados. 


Por su parte, las cotizaciones sobre el azúcar y la isoglucosa, están reguladas en el 
marco de la organización común de tales productos. Estas cotizaciones —técnicamente 
tasas— fueron introducidas por el Reglamento (CEE) 1785/81 del Consejo de 30 de 
junio de 1981, al establecer la OCM del azúcar, con el objeto de cubrir el coste de sos- 
tenimiento de mercado (de la producción de remolacha) y que, posteriormente, al in- 
crementarse los excedentes de azúcar, se ha extendido a productos sustitutivos de la 
misma”, 


Los ingresos provenientes de los denominados recursos tradicionales del presupues- 
to común —que financian una proporción muy reducida del mismo—, fueron los prime- 
ros que pasaron a incorporarse a dicho presupuesto y también son los únicos recursos 
sobre los que la CE tiene competencia exclusiva al derivarse de políticas que dependen 
por entero de ésta. La labor de gestión y de recaudación de dichos recursos la llevan a 
cabo las administraciones de los Estados miembros de acuerdo con sus propias normas 
internas; por tal concepto perciben un determinado porcentaje de lo recaudado, que fue 
del 10% hasta el 2000 y del 25% a partir de 2001. 





27 En este caso, los derechos que se perciben, y que también son un recurso del presupuesto común, 
no proceden de la importación de tales productos del exterior sino del mercado interior del sector en 


concepto de: pi 
— Cotizaciones a la producción de azúcar para hacer partícipes a los productores en los gastos de 


sostenimiento del mercado azucarero. 
— Cotizaciones al almacenamiento de azúcar con el fin de financiar tales gastos y garantizar y regu- 


lar su comercialización. » 
Las cotizaciones a la producción de isoglucosa se asimilan a las de producción de azúcar. 
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B) Recurso IVA 


Los Estados miembros vienen obligados a transferir al presupuesto de la UE una parte 
de su recaudación por el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), que es conocida como 
tercer recurso presupuestario, siguiendo el orden temporal de su implantación. Esta 
contribución se determina aplicando un determinado porcentaje a una base imponible 
armonizada del IVA para todos los Estados miembros. 


Dicha aportación al presupuesto común, no debe entenderse como una contribución 
de carácter estatal sino como un recurso propio del presupuesto de la CE. El porcentaje 
máximo que ha llegado a aplicarse ha sido del 1,4% pero la tendencia general es que no 
supere el 1% como se previó en la Agenda 2000”. El límite de la base imponible uni- 
forme sobre la cual se aplica el mencionado tanto por ciento, no puede superar el 55% 
de la RNB de cada uno de los Estados miembros. 


C) Recurso PNB o RNB 


Este nuevo ingreso presupuestario, también denominando cuarto recurso, se introdujo 
en la reforma presupuestaria de 1988 y comenzó a aplicarse en el presupuesto de 
1989”. Es un recurso que se basa en la Renta Nacional Bruta (RNB) de los Estados y 
que proviene de la aplicación de un tipo uniforme a todos ellos. Sus funciones son de 
ajuste de los ingresos presupuestarios (de equilibrio presupuestario); es decir, de com- 
pensar la diferencia que pueda existir entre los gastos presupuestados y los ingresos pre- 
vistos por recursos tradicionales e IVA. 


La razón por la cual se introdujo este recurso fue doble: por una parte, para incre- 
mentar los ingresos presupuestarios; y por otra, para dotar de cierta progresividad al 
sistema de recursos propios al introducir, de alguna manera, el principio de capacidad 
de renta tomando como referencia la renta y la riqueza de los Estados. 


D) Otros ingresos 


El cuadro de recursos se completa con otros ingresos —de muy escasa importancia 
cuantitativa— que la Comunidad obtiene por conceptos tales como retenciones sobre 
los salarios de los funcionarios de las Instituciones comunes (impuestos y cotizaciones 
sociales), sanciones, intereses de demora y, en su caso, remanentes de ejercicios anteriores. 


28 Hasta 1985 el recargo sobre el IVA no podía superar el 1%. Para dar cumplimiento a los acuerdos 
del Consejo Europeo de Fontainebleau de 1984, se adoptó la Decisión 257/85 del Consejo por la cual el 
tipo que se aplicó al IVA pasó del 1% al 1,4%. Con dicho incremento se podía atender tanto los gastos 
adicionales que iban a exigir la ampliación de las Comunidades a España y Portugal como la devolución 
del cheque británico. 

Con la Agenda 2000 el porcentaje de participación en el IVA volvió a reducirse primero al 1%, 
pasando al 0,75% en 2002 y al 0,50 a partir de 2004. La razón de tal reducción así como de la base 
imponible del mencionado impuesto que no podía superar el 55% del PNB, obedeció a la introducción 
del recurso PNB y a la progresividad que se le ha pretendido dar a dicho recurso. La reducción de la 
participación del recurso IVA en el total de recursos propios del presupuesto se ve compensada por un 
aumento de la contribución por PNB. 

22 El acuerdo para introducción de este recurso fue tomado por el Consejo Europeo en su reunión de 
Bruselas de los días 11 a 13 de febrero de 1989. Se aprobó por la Decisión 88/376/CEE, Euratom del 
Consejo de Ministros de 24 de junio de 1988. Por dicha Decisión también se aprobó que la tasa del 1,4% 
sobre el IVA tuviera su límite máximo en el 55% del PNB a los precios de mercado. 
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El actual sistema de recursos propios, no obstante garantizar una financiación im- 
portante y mantener a un nivel relativamente bajo los gastos administrativos, ha sido 
objeto de numerosas críticas por la limitada autonomía financiera de la Comunidad. Su 
financiación se basa, aunque se le dé otro nombre, en contribuciones nacionales lo que 
motiva continuos conflictos entre los Estados para conseguir la mejor relación posible 
entre lo que contribuyen al presupuesto común y lo que reciben del mismo. 


Este cuadro general puede verse modificado en futuro aunque no se espera que entre 
en vigor antes de 2014%. La posible reforma se encamina por alguna de las siguientes 
alternativas o combinación de las mismas: impuesto de sociedades, introducir un autén- 
tico recurso IVA, o añadir a los actuales recursos otro nuevo —<quinto recurso— sobre 
los productos energéticos. En cualquier caso, el recurso sobre la RNB parece que se 
mantendrá. 


Para conseguir la plena autonomía financiera y fiscal de la UE, su financiación 
debería basarse en impuestos propios, cuestión ésta difícil de lograr por el momento 
debido a la ya mencionada regla de la unanimidad del Consejo. Uno de los impuestos 
candidato que reúne todas las condiciones para pasar a competencia común y que solu- 
cionaría el problema financiero de la UE, podría ser el IVA. 


7.4.3.2. Los gastos presupuestarios y su clasificación 


El art. 271, dispone: Los créditos se especificarán por capítulos, que agruparán los gas- 
tos según su naturaleza o destino y se subdividirán, en la medida que fuere necesario, 
de conformidad con el reglamento adoptado en virtud del artículo 279. 


Los gastos del Parlamento Europeo, del Consejo, de la Comisión y del Tribunal de 
Justicia figurarán en partidas separadas del presupuesto, sin perjuicio de un régimen 
especial para determinados gastos comunes. 


El presupuesto de gastos puede ser analizado desde varios puntos de vista. Los más 
importantes son los tres siguientes: clasificación por actividades, clasificación según las 
rúbricas de las perspectivas financieras y clasificación en gastos obligatorios y no obli- 
gatorios. 


El presupuesto por actividades es el más importante y completo de todos ellos. Des- 
de este punto de vista, el presupuesto de gastos se divide en seis secciones: 


— Sección I: Parlamento Europeo. 

— Sección II: Consejo de Ministros. 

— Sección II: Comisión. 

— Sección IV: Tribunal de Justicia. 

— Sección V: Tribunal de Cuentas. 

— Sección VI: Comité Económico y Social y Comité de las Regiones. 





30 El actual Acuerdo interinstitucional prevé que la Comisión habrá de realizar una revisión comple- 
ta de todo el cuadro de gastos —incluida la PAC— y de recursos propios —incluido la compensación al 
Reino Unido— para el ejercicio 2008/2009 y que el Consejo podrá adoptar decisiones sobre todos los 
temas objeto de revisión. Igualmente el PE solicitará una conferencia en la que también participen los 
parlamentos nacionales con el objeto de revisar el actual sistema de recursos propios. 
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Los créditos consignados en las secciones I, IL, IV, V y VI se refieren a gastos de 
funcionamiento. Los créditos de la Sección III (que son los que corresponden a la Comi- 
sión), hasta el presupuesto del año 2000 se dividían en dos partes: A y B. La parte A, 
contenía los créditos de funcionamiento y la B, los créditos de operaciones; a su vez, la 
parte B, se subdividía en subsecciones. A partir del año 2001, la distribución de créditos 
de dicha Sección III se clasifica por actividades —alrededor de unas 200— y éstas se 
agrupan por políticas —en torno a 30—. 


Como a la Comisión le corresponde administrar la mayor parte del presupuesto, los 
gastos incluidos en la Sección III (ya sean en forma de créditos de compromiso o de 
pago), concentran aproximadamente el 98% de los totales. El cambio de metodología en 
esta Sección III —de la tradicional, distinguiendo entre parte A y B, a la actual, de pre- 
supuestación por actividades— es realmente importante por cuanto hace más compren- 
sible y transparente el presupuesto al ofrecer una visión del conjunto de los recursos 
—tanto financieros como humanos— que utiliza cada una de las políticas. Efectiva- 
mente, cada política incorpora tanto los créditos financieros —de gestión y de interven- 
ciones financieras— como los recursos humanos a ella asignados*!, A modo de ejem- 
plo, la relación de políticas y de recursos financieros y humanos del presupuesto de 
2005 aparecen recogidas en el Anexo 7.2. 


Otra forma de analizar el presupuesto comunitario es siguiendo la propia terminolo- 
gía de las Perspectivas financieras. Se puede establecer una correspondencia formal en- 
tre la nomenclatura del presupuesto por actividades y las rúbricas de las perspectivas 
financieras, tal y como aparece en el anexo 7.3. En dicho Anexo se presentan vertical- 
mente las políticas —primera de las columnas— y horizontalmente su correspondencia 
con las rúbricas de las perspectivas financieras. De esta forma se puede conocer la 
distribución por rúbricas de los recursos financieros de cada área política o, alternati- 
vamente, a qué políticas se destinan los recursos de las diferentes rúbricas de dichas 
perspectivas. 


Por último, el presupuesto también puede ser analizado atendiendo a la clasificación 
de los gastos en obligatorios (GO) y no obligatorios (GNO). Esta es una clasificación 
fundamentalmente política ya que lo hace bajo la perspectiva del reparto del poder com- 
petencial entre las dos ramas de la autoridad presupuestaria en el procedimiento presu- 
puestario. Es decir, los gastos se clasifican en función que quién tenga la última palabra 
en su aprobación. 


Los GO son aquellos que se derivan de la aplicación directa de los Tratados o de los 
actos adoptados en virtud de los mismos. La cuantía de los recursos que se destinen a este 
tipo de gastos es competencia del Consejo, que es el que decide sobre los mismos; dichos 
gastos no pueden ser modificados por el PE y si lo hace, el Consejo puede impedirlo. 


El resto de los gastos presupuestarios se consideran como GNO, cuya cuantía y dis- 
tribución, la decide el PE dentro de los limites previstos para el crecimiento de los 


31 Los créditos de gestión incluyen la mayoría de los recursos que en la anterior clasificación se 
incluían en la parte A como créditos de funcionamiento y también algunos de la parte B —los de carác- 
ter administrativo—. Los créditos para intervenciones financieras también incluyen la mayoría de los 
AN que en la anterior clasificación entraban en la categoría de operativos (Parte B) y algunos de la 
Parte A. 


Los recursos humanos incluyen al personal directamente asignado a la función y al personal de apoyo. 
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recursos propios. En el transcurso del tiempo, los GNO han ido adquiriendo una impor- 
tancia creciente superando ampliamente a los GO. 


Como la distinción entre GO y GNO es muy poco precisa en el TCE, dicha impreci- 
sión ha sido motivo de conflicto entre el Consejo y el PE. Para resolver la situación, en los 
diferentes acuerdos interinstitucionales se ha alcanzado un consenso sobre los mismos 
considerando como GO los que la Autoridad presupuestaria está obligada a consignar en 
el presupuesto para permitir a la Comunidad respetar sus obligaciones internas o externas 
derivadas de los Tratados o de los actos adoptados en virtud de los mismos. 


Por las razones citadas, esta clasificación está perdiendo su sentido originario. En el 
Cuadro 7.2 se especifican los GO y GNO que el acuerdo interinstitucional ha estableci- 
do para el marco financiero 2007-2013. 






NA Pl 





































RÚBRICA 1 | Crecimiento sostenible Gastos no 
la) Competitividad para el crecimiento y el empleo PENN 
1b) Cohesión para el crecimiento y el empleo (GNO) 

RÚBRICA 2 | Ciudadanía, libertad, seguridad y justicia GNO 

Excepto: 
Gastos de la Política Agrícola Común referentes a medidas de mer- Gastos 
cado y ayudas directas, incluidas las medidas de mercado en el sec- [obligatorios 
tor pesquero y los acuerdos de pesca concluidos con terceras partes (GO) 

RÚBRICA 3 | Ciudadanía, libertad, seguridad y justicia GNO 
3a) Libertad, seguridad y justicia GNO 
3b) Ciudadanía -GNO 

RÚBRICA 4 |La Unión Europea como socio mundial GNO 

Excepto: NE 
Gastos derivados de acuerdos internacionales celebrados por la 
Unión Europea con terceras Partes E GO 
Contribuciones a organizaciones o instituciones internacionales GO 
Contribuciones para aprovisionar el fondo de garantía de préstamos GO 

RÚBRICA 5 | Administración GNO 

| Excepto: 
Pensiones e indemnizaciones por cese en el servicio GO 
Indemnizaciones y contribuciones varias por cese definitivo en el 
servicio GO 
Gastos de contencioso GO 
Indemnizaciones por daños y perjuicios GO 


7 NA 
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Al margen de los gastos presupuestarios, la UE lleva a cabo otra serie de programas 
que también absorben recursos que administra la CE a través de diferentes organismos. 
Sin embargo, al no absorber recursos propios, no se contemplan en el presupuesto co- 
mún. Más adelante nos ocuparemos de ellos. 


7.4.4. Principales características del presupuesto común 


Las principales características del presupuesto común pueden resumirse en las tres si- 
guientes: dimensión reducida, gran concentración de ingresos y gastos y escasa solidari- 
dad entre los Estados miembros. A continuación pasamos a ocuparnos resumidamente 
de cada una de ellas. 


A) Dimensión económica del presupuesto 


En cuanto a la dimensión económica del presupuesto común, la mayoría de los hacen- 
distas concuerdan en destacar que su dimensión no es comparable con la de un presu- 
puesto federal ni tan siquiera se aproxima al de un estado medianamente descentraliza- 
do. Los gastos del presupuesto común históricamente no han rebasado el 2,4% del 
realizado por las Administraciones Públicas de los Estados miembros y como máximo 
han llegado a alcanzar el 1,16% del PIB comunitario. 


En la Tabla 7.2 se refleja la evolución seguida por el presupuesto de gastos comuni- 
tario sobre la RBD. Es obvio que dichos gastos se sitúan por debajo del 1% de la RNB. 
Esta reducida dimensión le impide ejercer las funciones que Musgrave le atribuye a 
todo presupuesto público: la asignación óptima de los recursos, la redistribución de la 
renta y la riqueza y la estabilización económica”. 


Tabla 7.2. El peso del presupuesto común en la RNB de la UE. 


Presupuesto de gastos RNB de la UE 
(millones de €) (miles de millones de €) 






















% del presupuesto 
sobre la RNB 


Año 










58.573,2 5.671.442,2 
1995 66.915,2 6.678.494,7 1,00 
2000 83.309,5 8.683.905,6 0,96 
2001 79.987,3 8.990.866,3 0,89 
2002 85.144,5 9.322.632, 1 0,91 
2003 90:597,9 9.475.608,9 0,96 
2004 100.139,4 10.396.163,8 0,96 


104.835,2 10.794.352,7 


Fuente: Comisión (Vademécum presupuestario y Dirección General de Presupuestos de la Comisión). 


2 Barea, José y Maite: Después de Maastricht, ¿que?. Ediciones Encuentro, Madrid, 1998. Señalan 


estos autores —véase págs. 64 y 65— que tomando como referencia cinco países federales (Canadá, 
Austria, República Federal de Alemania, Suiza y Estados Unidos), su gasto medio —no ponderado— de 
la Administración Central (incluida la Seguridad Social), se situaba, en 1986, en el 38% de los gastos 
totales de las Administraciones Públicas. 
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En propiedad, el presupuesto común no cumple ninguna de estas características de- 
bido a que la UE carece de una dimensión proporcionada a la importancia y magnitud 
de las políticas sobre las que ya tiene competencias —en exclusiva o compartidas con 
los Estados— y las que previsiblemente tendrá en el futuro. La mayor parte de los gas- 
tos se destinan a transferencias pero la capacidad redistributiva de éstas —salvo en los 
Estado pequeños— es también muy limitada. En fin, el presupuesto común no es acorde 
con el que exige un área en la que ya existe la unión monetaria y un modelo de desarro- 
llo prácticamente único que demanda la aplicación de una política económica cada vez 
más unificada*”. 





El principio de subsidiariedad que debería constituir el eje central de la política pre- 
supuestaria común, en concordancia con las competencias compartidas entre la UE y los 
Estados, no se ha utilizado correctamente. En lugar de basarse en criterios económicos 
(relación coste-beneficio, de eficacia y eficiencia de los programas), se ha regido 
mayormente por criterios políticos. 


B) Concentración de ingresos y gastos 


Otra de las características del presupuesto común es su considerable concentración en 
pocas rúbricas, tanto en la vertiente de los ingresos como en la de los gastos. Del lado de 
los ingresos, la inmensa mayoría de los recursos proceden de la RNB; y del de los gas- 
tos, ocurre otro tanto: la mayor parte de los mismos los absorben la PAC y la política de 
cohesión. 


En la Tabla 7.3 se recogen, para una serie de años, la evolución seguida por los 
recursos propios. Como puede apreciarse, la contribución de los recursos tradicionales 
es descendente hasta haberse convertido en casi testimonial. Ello obedece a dos razones: 
en primer lugar, a que la protección que la UE dispensa a las importaciones es cada vez 
menor; y, en segundo término, a que si bien los ingresos procedentes de dichos recursos 


Tabla 7.3. Estructura de los recursos propios del presupuesto común (%). 


Recursos 
tradicionales 





Fuente: Comisión (Vademécum presupuestario y Dirección General de Presupuestos de la Comisión). 


33 La disciplina que requiere la UEM impone a los Estados reglas severas cuando se producen des- 
viaciones en los objetivos macroeconómicos que más afectan a la estabilidad monetaria, tales como el 
déficit presupuestario y la deuda pública acumulada. 
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no han disminuido en términos absolutos, al crecer menos que los totales, su contribu- 
ción se va haciendo cada vez menor en términos relativos. 


El peso de la financiación comunitaria recae sobre las aportaciones nacionales: a 
través del IVA y, fundamentalmente, del PNB. El IVA, que fue la principal fuente de 
financiación hasta la introducción del recurso PNB, como consecuencia de la reducción 
del porcentaje aplicado a la base del mismo, está reduciendo progresivamente su partici- 
pación hasta situarla en poco más de un 14% en 2005. Por lo tanto, actualmente la prin- 
cipal fuente de financiación del presupuesto común es la participación en la RNB que 
ya se aproxima a las tres cuartas partes del total. 


Por lo que respecta a los gastos, al carecer la UE de impuestos propios, la capacidad 
de los mismos viene limitada por los recursos disponibles ya que el presupuesto común, 
legalmente, no puede tener déficit. En la Tabla 7.4 se presenta la estructura de los gastos 
siguiendo la nomenclatura de la Agenda 2000. Como puede apreciarse, dichos gastos se 
concentran fundamentalmente en dos rúbricas: la PAC y las acciones de carácter estruc- 
tural (cohesión) que, conjuntamente, absorben entre el 70 y 80% de los totales. 


Hasta la reforma financiera de 1988, los gastos de la PAC superaban el 60% de los 
gastos totales. La situación comenzó a cambiar a partir de dicha reforma debido a la 
participación creciente que ha ido adquiriendo la política estructural. De manera que 
lo que antes iba a sólo una política —la agraria— a partir de 1988 se comenzó a distri- 
buirse en dos: la agraria y la de cohesión. La tendencia histórica seguida ha sido hacia 
la disminución de los gastos agrarios e incremento de los estructurales debido a la 
importancia que ha adquirido la política de cohesión como consecuencia de las sucesi- 
vas ampliaciones de la UE donde se han incorporado países más pobres que la media 
de la UE. 


Los gastos de la política agraria que se recogen en la Tabla 7.4 corresponden a la 
política a corto plazo. Es decir, la que tiene relación con la regulación del mercado agra- 
rio que se financia a través de la sección Garantía del FEOGA; la que se canaliza a 
través de la FEOGA-Orientación, está incluida en la política estructural. Esta última 
comprende los cinco fondos con los que contaba la CE en la Agenda 2000: el mencio- 


Tabla 7.4. Evolución de los gastos comunitarios (en %). 


Acciones Políticas | Acción 
estructurales | internas | exterior 
O) — -— 


Administración | 

















100,0 

1975 6.9. — 100,0 
1980 11,4 100,0 
1985 18.2 100,0 
1988 15,6 100,0 
1993 30,4 100,0 
2000 33,1 100,0 
31,3 100,0 





Fuente: Comisión (Vademécum presupuestario y Dirección General de Presupuestos de la Comisión). 
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nado Fondo de Orientación del FEOGA, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER), el Fondo Social Europeo (FSE), el Instrumento Financiero de Orientación 
pesquera (IFOP) y el Fondo de Cohesión. De todos ellos, el más importante por el volu- 
men de recursos que absorbe es el FEDER, seguido a mucha distancia por el FSE. 


El resto de las rúbricas de gasto son mucho menos importantes que las dos anterio- 
res. Las otras políticas internas son, en su mayoría, políticas normativas que apenas ab- 
sorben recursos con la excepción de la de investigación a la que corresponde la casi 
totalidad del gasto dedicado a tales políticas. En acciones exteriores, los gastos presu- 
puestarios se dedican en su inmensa mayoría a cooperación al desarrollo. 


En resumen, el impacto que tiene el presupuesto común sobre la actividad económi- 
ca de la UE, es muy pequeño, reduciéndose a una cierta —más bien escasa— redistribu- 
ción de la renta debido a la limitada dimensión del mismo. 


- SOLIDARIDAD ENTRE LOS ESTADOS MIEMBROS ' 


Los Estados pretenden que su saldo financiero con la UE les sea lo más favorable posi- 
ble: los que son contribuyentes netos, para que se reduzca su participación y los que son 
receptores netos, para no perder esta ventaja. Por ello, los acuerdos que se acaban lo- 
grando por el Consejo Europeo en las decisiones sobre las perspectiva financieras se 
traducen, habitualmente, en introducir los menos cambios posibles. 


Al carecer la CE de impuestos propios, los recursos con los que cuenta el presu- 
puesto, a pesar de ser propios, de hecho funcionan como si se tratase de contribuciones 
estatales aunque técnicamente no lo sean. Esto origina, de manera inevitable, que los 
Estados se preocupen por su saldo financiero con la UE (los denominados balances 
fiscales): por la diferencia entre lo que aportan y lo que reciben del presupuesto co- 
mún. Sin embargo, esta es una es una falsa discusión que conduce a la insolidaridad 
entre los Estados, porque si bien es cierto que los más desarrollados suelen ser contri- 
buyentes netos (aportan al presupuesto común más de lo que reciben), también lo es 
que tienen vías de compensación a través de los intercambios de la economía real 
(bienes, servios y rentas) con los menos desarrollados y que no se suelen poner en el 
otro lado de la balanza. 


En la Tabla 7.5 figuran los saldos financieros de cada Estado miembro en relación 
con el presupuesto común y también su proporción sobre la RNB. Tales saldos resul- 
tan de la diferencia entre lo que aportan los Estados a dicho presupuesto y lo que reci- 
ben a cambio (una información más completa se contiene en el Anexo 7.5). En térmi- 
nos absolutos, los mayores contribuidores netos hasta el presente, son: Alemania, 
Holanda, Reino Unido y Suecia; y los mayores perceptores netos, son: España, Gre- 
cia, Portugal e Irlanda. La relación porcentual de dichos saldos en relación con la 
RNB difiere de unos a otros aunque, en general, es muy baja en los Estados que son 
contribuyentes netos y en cambio alcanza cierta relevancia en los perceptores netos. 
En términos percápita, los mayores contribuyentes netos no son los que más cargan 
fiscales soportan. Por ejemplo, un alemán paga menos al presupuesto común que un 
luxemburgués, un holandés o un belga. 
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Tabla 7.5. Balance presupuestario Estados-UE. 


Mill. € % RNB Mill. € % RNB AS % RNB Mill. € 


314,2 
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| -8.545,8 
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466,7 1197 AO 
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022,8 
— 448,9 
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A 101,5 0,37 
SK SS 270,9 0,73 
Fl 273,3 — 84,8 — 0,05 
- 1.060,6 866,9 
—2.984,0 =1:529,0 





BE: Bélgica, CZ: República Checa, DK: Dinamarca, DE: Alemania; EE: Estonia; EL: Grecia; ES: España; FR: Francia; IE: Irlan- 
da; IT: Italia; CY: Chipre; CV: Letonia; LT: Lituania; LU: Luxemburgo; HU: Hungría; MT: Malta; NL: Holanda; AT: Austria: PL: 
Polonia; PT: Portugal; Sl: Eslovenia; SK: Eslovaquia; Fl: Finlandia; SE: Suecia; UK: Reino Unido. 


Fuente: Dirección General de Presupuestos de la Comisión. 


Este método de medir los saldos es el que normalmente utilizan los países para justi- 
ficar sus reivindicaciones; sin embargo, es muy simplista e impreciso y, por lo mismo, 
criticado”*, 


4 La forma de computar ciertas partidas de ingresos y de gastos en el presupuesto común puede 
originar resultados diferentes. Así, por sólo citar algunos ejemplos, valga señalar los siguientes: la remo- 
delación del aeropuerto de Atenas se financió con recursos comunitarios, pero las obras fueron realiza- 
das por empresas alemanas; por los puertos de Rotterdam en Holanda y de Amberes en Bélgica, se cana- 
lizan una buena parte de las importaciones de terceros países hacia la UE y, sin embargo, a la hora de 
computar los recursos aduaneros se le atribuyen exclusivamente al país por el que entran aún cuando su 
destino sea otro país comunitario. Véase al respecto Fuchs, Gerard Les choix budgetaires pour "Europe 
de demain: reconduction ou innovation?. Assamblée National. Paris, febrero de 1999, págs. l4 a 16. 
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Cuadro 7.3. El CHEQUE BRITÁNICO 


El mecanismo de corrección del saldo presu- 
puestario del Reino Unido en relación con el 
presupuesto común, conocido como cheque bri- 
tánico, fue introducido en 1985 como resultado 
de los acuerdos de Fontainebleau del año ante- 
rior. Dicho mecanismo ha sido modificado en 
varias ocasiones desde entonces, la última en las 
negociaciones de las perspectivas financieras de 
la Agenda 2007. 


Grosso modo y con el objeto de facilitar su 
comprensión, el cálculo del cheque británico, se 
efectúa así: 


Primero, tomando como base el presupuesto 
del año precedente, se calculan las aportaciones 
del RU al presupuesto común por los conceptos 


de IVA y PNB y se deducen los retornos que re- 
cibe del mismo. 

Segundo, el saldo de la operación anterior se 
multiplica por el 0,66. Esta es la cuota —con 
pequeños reajustes por otros conceptos— que 
debe devolverse al RU. 


Tercero, la cuota de devolución al RU se re- 
parte entre los restantes Estados según la pro- 
porción de sus respectivos PNB —Renta Nacio- 
nal Bruta— en el total comunitario y de ahí se 
obtiene la parte con la que debe contribuir cada 
Estado al cheque británico. 


Cuarto, la parte que corresponde a Alemania, 
Austria, Holanda y Suecia se reduce en un 75% y 
este resto vuelve a redistribuirse, de acuerdo con 


el criterio anterior, entre los demás Estados. 


La solidaridad y la justicia redistributiva que implica el modelo de construcción 
europea impone, necesariamente, que existan Estados que sean perceptores netos y otros 
que sean contribuyentes netos. Lo inadmisible es que se invoque el principio del justo 
retorno (recibir del presupuesto común en la misma proporción en la que se aporta), que 
es prácticamente lo que reclaman los Estados que son contribuyentes netos. 


En alguna medida es la justificación de la compensación al Reino Unido —véase 
Cuadro 7.3— que viene funcionando desde 1984 cuando la PAC —<e la cual es Reino 
Unido recibe pocos fondos— absorbía las dos terceras partes del presupuesto”. Como 
este antecedente quedó abierto a otras situaciones similares que pudieran presentarse en 
el futuro, actualmente lo están reclamando Alemania, Austria, Holanda y Suecia; y co- 
mo no parece muy justificable su demanda, optan por que el presupuesto común sea lo 
más reducido posible y porque los demás Estados paguen el cheque británico. 


El principio del justo retorno es uno de esos acuerdos políticos que se toman en un 
momento concreto y en unas circunstancias determinadas —como fue el caso del che- 
que británico— que después se acaban lamentando puesto que abre la puerta a todo tipo 
de polémicas y de falsos agravios comparativos. Ya no tiene ningún sentido —si es que 
alguna vez la tuvo— mantener el cheque de compensación británico —que ha pasado de 
2.787 millones de euros en 1991, a 4.133 en 2000 y a 5.521 en 2004— puesto que la 
PAC actualmente consume poco más de un tercio del presupuesto. Lo que procede es 
acabar de una vez con esta práctica injusta e insolidaria en lugar de extenderla a otros 
Estados o que se utilice como excusa para no incrementar los recursos. 


35 El crecimiento del cheque británico ha sido limitado en la Agenda financiera 2007 en unos 10.000 
millones de euros. El Reino Unido tendrá que contribuir a los costes de la ampliación de la UE como 
todos los demás estados si bien no lo hará con los gastos de la PAC que repercutan sobre los 12 nuevos 


socios. 
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La previsión que se contiene en el actual Acuerdo interinstitucional de revisar todo 
el marco presupuestario comunitario en 2008-2009, puede ser una excelente ocasión pa- 
ra poner fin a la compensación británica y cambiar el modelo de financiación. 


En conclusión, sobre la financiación comunitaria se centra una buena parte del futu- 
ro de la construcción europea. Y desde luego con un presupuesto de las dimensiones del 
actual y con las ataduras legales que existen para incrementar —y sobre todo para cam- 
biar— las fuentes de financiación, difícilmente se podrá conseguir la Europa que se pre- 
tende. Mientras no pasen al ámbito de las competencias comunitarias impuestos tales 
como el IVA —<e incluso los impuestos especiales—, con independencia de que se con- 
siga una cierta armonización de bases imponibles y de tipos impositivos para tales im- 
puestos, no sólo no se hará la Europa social que se proclama sino que ni tan siquiera se 
podrá conseguir plenamente la libre circulación de las personas, ni tampoco será plena- 
mente efectiva la libre circulación de los bienes y servicios. 


. RECURSOS COMUNITARIOS EXTRAPRESUPUESTARIOS 


Al margen del presupuesto común, la Comunidad, a través de organismos de ella depen- 
dientes, realizan una importante actividad financiera cuyo volumen de recursos se sitúa 
en torno a la cuarta parte de los presupuestarios. 


Los recursos extrapresupuestarios, en su práctica totalidad, se canalizan a través del 
Fondo Europeo de Desarrollo (FED) y del Banco Europeo de Inversiones (BED. En el 
caso del FED, dicho Fondo se nutre de las aportaciones directas los Estados y se desti- 
nan —<en su mayoría en forma de subvenciones— a financiar programas de desarrollo 
en los PTU y ACP. El BEI obtiene sus recursos del mercado de capitales mediante la 
emisión de empréstitos que dicho organismo utiliza para conceder préstamos —reem- 
bolsables— en el interior de la UE y en terceros países. 


7.6.1. Fondo Europeo de Desarrollo (FED) 


El FED es un fondo de cooperación financiera que depende de la Comisión y que se 
nutre de las aportaciones directas que realizan los Estados miembros a través de sus 
presupuestos siguiendo unas claves de reparto*”. La finalidad del FED es la financiar 
proyectos de desarrollo en los Países y Territorios de Ultramar (PTU) y en los Países 
de Africa, Caribe y Pacífico (Países ACP), constituyendo el principal instrumento 
financiero de ayuda comunitaria de cooperación al desarrollo en dichos países y 
territorios. 


La creación del FED fue prevista por el tratado constitutivo de la Comunidad 
Económica Europea de 1957 para proporcionar ayuda técnica y financiera a los países 
africanos que eran o habían sido colonias de los Estados miembros. Con las sucesi- 
vas ampliaciones de las Comunidades y el progresivo acceso a la independencia de las 


36 A E 0d 

Las contribuciones estatales al FED se calculan según una clave de distribución que tiene en 
cuenta el potencial económico de los Estados de la Unión. Los Estados miembros fijan el presupuesto 
del FED en el seno del Consejo mediante acuerdos que son ratificados por los Parlamentos nacionales. 
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Cuadro 7.4. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL FONDO EUROPEO 
DE DESARROLLO (FED) 





FED Período Convención 
Primero 1959-1964 — 
Segundo 1964-1970 Yaundé I 
Tercero 1970-1975 Y aundé II 
Cuarto 1975-1980 Lomé I 
Quinto 1980-1985 Lomé II 

Sexto 1985-1990 Lomé MI 
Séptimo 1990-1995 Lomé IV 
Octavo 1995-2000 Lomé IV (revisado) 
Noveno 2000-2007 Cotonú 
Décimo 2008-2013 Cotonú 


colonias, el FED pasó a formar parte de las convenciones de Yaundé, posteriormente de 
las de Lomé y actualmente de Cotonú””. 


Los recursos del FED, en una elevada proporción, no son reembolsables y pueden 
compatibilizarse con las que por su cuenta puedan realizar los Estados miembros en vir- 
tud de los convenios bilaterales con los ACP. El período de vigencia de los FED ha sido, 
hasta el presente, de cinco años. En el Cuadro 7.4 figura la relación de todos los FED 
que han tenido lugar hasta el presente.?* 


Como se ha dicho, el FED se nutre de los recursos que le proporcionan los Estados 
miembros, si bien, desde el ejercicio presupuesto de 1993 la Comunidad viene destinan- 
do también algunos recursos al mismo y para un futuro se prevé —por el TCUE— que 
toda la financiación de dicho Fondo corra a cargo del presupuesto común. 


El FED tiene como objetivo la financiación de programas de interés general para el 
desarrollo de los Estados perceptores ya sean éstos de infraestructura, agrarios, indus- 
triales, etc., así como los de medio ambiente, seguridad alimentaria, desarrollo rural y 
pesquero, cooperación, minero y energético, servicios y comercio, cooperación cultural 
y regional y ajuste estructural””. 


37 El FED está dirigido por un comité específico y sujeto a sus propias normas financieras. Depende 
de la Comisión Europea que es la responsable de su gestión y control interno (ejecución financiera y 
técnica de los programas) y sometido a la supervisión externa del Tribunal de Cuentas. 

38 El acuerdo de Cotonú tendrá una duración de 25 años. Cada paquete financiero cubre, en princi- 
pio, un período de 5 años, aunque en el año 2000 se optó por la adopción de un período más largo debido 
a los excedentes financieros del octavo FED y la posibilidad de que pueda intervenir el Banco Europeo 
de Inversiones en la concesión de créditos a los países ACP. 

39 A] país beneficiario le corresponde preparar los proyectos (cuyos estudios y asistencia técnica 
también financia el FED), que son aprobados por la Comisión tomando en consideración su viabilidad 
técnica y económica y la capacidad de las autoridades nacionales para llevarlos a cabo. Los proyectos 
han de enmarcarse en unos programas indicativos que tienen una vigencia de cinco años (la misma del 
FED) y que son elaborados de común cuerdo entre el Estado beneficiario y la Comisión Europea. 
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El Fondo concede sus recursos bien en forma de subvenciones, capitales-riesgo y 
préstamos. Las subvenciones constituyen el grueso de los aportes financieros ya que re- 
presentan en torno al 80% del total y los préstamos especiales y capitales-riesgo, se re- 
parten el 20% restante. Los préstamos se conceden en unas condiciones muy favorables 
en tipos de interés y plazo de amortización: la duración puede llegar hasta 40 años a 
un tipo de interés del 1%; sus beneficiarios pueden ser los Estados, las empresas o los 
particulares. El FED incluso puede adquirir participaciones en el capital social de las 
empresas con el objeto de impulsarlas en su desarrollo, si bien tales participaciones son 
minoritarias y de carácter temporal. 


El actual Acuerdo de asociación de Cotonú ha revisado el FED introduciendo en el 
mismo un sistema de programación móvil que permita más flexibilidad y mayor respon- 
sabilidad por parte de los Estados ACP. Las intervenciones se adscriben a un sector es- 
pecífico (sanidad, transporte, etc.) y combinan numerosos aspectos de cooperación (eco- 
nómicos, medioambientales, sociales, etc.) para orientar mejor la ayuda. 


En el nuevo convenio, a diferencia de los anteriores, la cooperación financiera deja 
de ser un sistema de asignación rígida de recursos. Estos se continuarán canalizando a 
través de los instrumentos clásicos: el FED y el BEL El primero, se encargará de las 
subvenciones (que alcanzan en el noveno FED un total de 11.300 millones de euros, de 
los cuales 1.300 están reservados a los programas regionales). El segundo, el BEI —í- 
nea que se dota con 2.200 millones de euros—, tendrá a su cargo los capitales-riesgo y 
los préstamos al sector privado. 





7.6.2. El Grupo Banco Europeo de Inversiones (BEI) 


El grupo BEI está compuesto por el Banco Europeo de Inversiones (BEI) y el Fondo 
Europeo de Inversiones (FEl) en el que el primero es socio mayoritario. 


El BEI, con sede en Luxemburgo, es un banco público de la Unión Europea que fue 
creado en 1958 de acuerdo con lo previsto por el Tratado de la Comunidad Económica 
Europea (ICEE). Tanto por los recursos que moviliza como por los objetivos que con- 
templa, es la institución financiera más importante de todos los organismos comunita- 
rios adscritos a la CE que no se nutren del presupuesto común. 


El BEI tiene de personalidad jurídica propia, carece de ánimo de lucro y su ámbito 
de actuación se extiende tanto al interior como al exterior de la Unión Europea. Sus 
socios son los Estados miembros, que son los que suscriben su capital social. Dicho 
capital, desde la ampliación de la UE a 10 nuevos Estados (1 de mayo de 2004), ascien- 
de a 163.700 millones de euros participando con 26.650 millones cada uno de los cuatro 
países grandes (Alemania, Francia, Italia y Reino Unido), siendo el quinto España con 
15.990 millones. El resto del capital, a muy considerable distancia de estos cinco, se lo 
distribuyen los otros 20 Estados. 


Las funciones del BEI se regulan en el art. 267 del TCE: El Banco Europeo de In- 
versiones tendrá por misión contribuir al desarrollo equilibrado y estable del mercado 


10 El BEI está regido por un Consejo de Gobernadores (uno por Estado —por lo común el Ministro 
de Economía— que define la política general del Banco), un Consejo de Administración (se ocupa de la 
gestión) y un Comité de Dirección (gestiona las cuestiones cotidianas). Y como organismo de la Comu- 
nidad, también está sometido al control del Tribunal de Cuentas. 
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común en interés de la Comunidad, recurriendo a los mercados de capitales y a sus 
propios recursos. A tal fin, el Banco facilitará mediante la concesión de préstamos y 
garantías y sin perseguir fines de lucrativos, la financiación, en todos los sectores de la 
economía, de los proyectos siguientes: 


a) En beneficio del desarrollo de las regiones más atrasadas. 


b) Los que tiendan a la modernización o reconversión de empresas o a la creación 
de nuevas actividades necesarias para el progresivo establecimiento del merca- 
do común que, por su amplitud o naturaleza, no puedan ser enteramente finan- 
ciados con los diversos medios de financiación en cada uno de los Estados 
miembros. 


c) Los que sean de interés común para varios Estados miembros y que, por su ampli- 
tud o naturaleza, no puedan ser enteramente financiados con medios estatales. 


El BEI también tiene la misión de contribuir a la cohesión económica y social. En 
cumplimiento de tal finalidad, el Banco facilitará la financiación de programas de inver- 
sión en combinación con acciones que correspondan a los fondos estructurales y otros 
instrumentos financieros de la Comunidad. 


En síntesis, el BEI no tiene ánimo de lucro y su objetivo es el de conceder préstamos 
para financiar proyectos de inversión que contribuyan al desarrollo equilibrado y estable 
de la Comunidad (y determinados países del exterior), en particular, el de las regiones 
menos favorecidas en combinación con los fondos estructurales. 


Los recursos del Banco proceden de su capital social (que es suscrito por los Estados 
Miembros) de los créditos que obtenga en los mercados internacionales de capitales y 
del resultado de sus actividades. Es un organismo financieramente muy sólido —califi- 
cado con el máximo grado de solvencia: AAA— y goza de un amplio margen de actua- 
ción, lo que le permite adaptarse con agilidad a los objetivos marcados por el Tratado. 


Si bien desde la óptica de prestatario son los Estados miembros los principales desti- 
natarios de los préstamos del BEI (en torno al 90%), también financia proyectos en paí- 
ses no miembros de la UE (en torno al 10% restante)”. 


La financiación que proporciona el BEI tiene por finalidad contribuir a la realiza- 
ción de proyectos de inversión de carácter público y privado con la condición de que 
los mismos se adecuen a los criterios de financiación del Banco y sean viables técnica 
y económicamente”. De acuerdo con sus objetivos, financia proyectos que versen so- 
bre infraestructura de transporte y comunicaciones, obras hidráulicas, fuentes energé- 
ticas alternativas y distribución de energía, reconversión de empresas, proyectos que 
estimulen la cooperación técnica y económica entre empresas de diferentes Estados 
miembros, etc. 


41 Desde sus inicios el BEI ha concedido préstamos a los países ACP y, posteriormente, a los medi- 
terráneos, a los PECOS, latinoamericanos y asiáticos. También ha participado en la creación del Banco 
Europeo de Reconstrucción y Desarrollo (BERD) suscribiendo un 3% de su capital fundacional. 

2 Los proyectos han de ajustarse a los objetivos del BEl y han de tener una rentabilidad directa o 
indirecta a largo plazo. Además de examinar cuidadosamente los proyectos a financiar, el Banco se re- 
serva el derecho de supervisar la realización física y controlar la inversión realizada en el proyecto. Pue- 
den ser beneficiarios de los préstamos del BEI, las grandes empresas, los organismos públicos, las auto- 
ridades locales y los bancos e instituciones de crédito. 
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Los préstamos del BEI suelen ser complementarios de otras fuentes de financiación 
—tecursos del promotor y otras fuentes de financiación— por lo que, normalmente, só- 
lo suele aportar hasta el 50 % del coste de la inversión del proyecto”. El plazo de amor- 
tización de los préstamos oscila entre 7 y 12 años, en el caso de los proyectos industria- 
les, y entre 10 y 15 años para los de infraestructura y energéticos. Los tipos de interés 
los fija el Consejo de Administración del BEI y varían según la moneda utilizada, plazo 
del préstamo y las fluctuaciones de los tipos de interés en los mercados financieros don- 
de el Banco obtiene la mayor parte de sus fondos, etc. Con la introducción del euro, una 
buena parte de las incertidumbres que en el pasado han originado los tipos de cambio 
entre las monedas, ha desaparecido. 


El BEI financia los grandes proyectos de inversión. Los de menor envergadura co- 
rren a cargo del Fondo Europeo de Inversiones (FED), institución que fue creada en 
1994, con sede también el Luxemburgo y en la que el BEI es socio mayoritario”. El FEI 
no concede directamente préstamos aunque sí puede garantizarlos, por regla general, 
hasta el 50 % del coste de la inversión. Trabaja con intermediarios financieros y para 
sus Operaciones de capital-riesgo y garantías, utiliza sus propios fondos o los que le pro- 
porciona el BEI. 


El FEI sólo actúa en los Estados miembros. 


CONTROL DE LOS RECURSOS COMUNITARIOS Y FRAUDE 


El control del presupuesto comunitario se realiza a dos niveles: interno y externo. 


El control interno es responsabilidad de la Comisión que, como institución ejecutora 
del mismo, se encarga de fiscalizar todas las operaciones de ingresos y de gastos que 
se realicen. La Comisión viene obligada a presentar anualmente al Consejo y al PE 
las cuentas del ejercicio cerrado y un balance financiero del activo y pasivo de la Comu- 
nidad. 


Al PE le corresponde aprobar la gestión de la Comisión en la ejecución del presu- 
puesto. Es lo que se conoce como acción de descargo del Parlamento. Con tal objeto, 
examinará la información que le proporcione la Comisión —las cuentas y el balance 
financiero— así como las aclaraciones adicionales que, en su caso, le solicite y también 
tendrá en cuenta el informe que sobre la ejecución del presupuesto elabora anualmente 
el Tribunal de Cuentas (TC). 


El control externo del presupuesto comunitario —y el de los organismos extrapresu- 
puestarios que dependan de la Comunidad— es competencia del Tribunal de Cuentas. A 
diferencia del control interno que es continuo, el del TC se realiza a posteriori, es decir, 
una vez que el ejercicio presupuestario ha concluido. El citado Tribunal elabora anual- 


4 Además de conceder préstamos directos, el BEI también puede garantizar los que hayan sido con- 
tratados con otras instituciones crediticias. Los préstamos concedidos dentro de la UE se exige que sean 
respaldados con garantías suficientes, ya sean del propio Estado o de otros garantes solventes (tales co- 
mo instituciones públicas, instituciones de crédito o de sociedades privadas). 

4 El FEL cuenta con un capital de 2.000 millones de euros, de los cuales 800 han sido suscritos por 
el BEI, 600 por la Comunidad Europea y el resto por bancos y otras instituciones financieras. 
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mente un informe sobre la gestión financiera de la Comisión en el que se contiene las 
críticas a dicha gestión así como las recomendaciones que estime oportuno realizar. Di- 
cho informe se envía a la autoridad presupuestaria (Consejo y Parlamento) y constituye 


una pieza clave para la aprobación por el PE de la gestión financiera llevada a cabo por 
la Comisión. 


Unido a las operaciones de control, está la cuestión del fraude. Sobre el fraude en los 
recursos comunitarios existe, desde hace ya bastante tiempo, una gran sensibilización en 
las instituciones que se ha visto notablemente acrecentada tras la publicación del Infor- 
me de La Comisión de expertos, de marzo de 1999, que obligó a la Comisión a dimitir en 
bloque”. 


Es bastante frecuente leer en la prensa informaciones relacionadas con el elevado 
nivel de fraude que se produce con la utilización de los recursos comunitarios, su mala 
gestión y también circulan un cúmulo de anécdotas sobre la picaresca a la que en oca- 
siones se recurre para Obtener subvenciones comunitarias*”, Sin embargo, el origen del 
fraude —que cada vez es menor debido a los fuertes controles de la Comisión—, más 
que en las instituciones comunitarias, hay que buscarlo en los propios Estados miem- 
bros, destinatarios de la mayoría de los gastos y cuyo control y colaboración con la 
Comisión son menores de los considerados necesarios para la erradicación de esta 
práctica”. 


Por lo tanto, la lucha contra el fraude ha de realizarse desde un doble frente: el co- 
munitario y el nacional. 


45 Comité de Expertos Independientes: Primer informe sobre los presuntos casos de fraude, mala 
gestión y nepotismo en la Comisión Europea. 15 de marzo de 1999. 

46 El control y persecución del fraude de los fondos comunitarios recae sobre la Comisión. Sin em- 
bargo, sus mecanismos de control han sido criticados por funcionar de manera deficiente. La mayor par- 
te del mimo se limita al visado de las partidas aunque también se llevan a cabo auditorias internas que 
tampoco son muy eficaces puesto que se reducen a pocos casos y suelen dilatarse mucho en el tiempo. 
En 1988, la Comisión creó la Unidad de Coordinación para la Lucha Antifraude (UCLAF), con el obje- 
to de examinar la información existente que pueda concernir a los intereses financieros de las Comuni- 
dades y en determinar qué expedientes deben ser tramitados a las autoridades judiciales de los Estados 
miembros para que se inicie el procedimiento judicial correspondiente. 

47 El art. 280 del TCE refuerza de manera considerable el papel que tendrán que jugar los Estados 
miembros en esta materia. Vendrán obligados a tomar las mismas medidas y desempeñar el mismo celo 
en el control de los intereses financieros de la Comunidad que el que adoptan para los propios. Y tam- 
bién tendrán la obligación de cooperar con la Comisión en la elaboración del informe que sobre el fraude 
dicha institución tiene que presentar anualmente al PE y al Consejo. 
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Anexo 7.1. ¡nGresoS Y GASTOS PRESUPUESTARIOS 


A) Ingresos por categoría de recursos 













Presupuesto 2006 


Millones de euros 








Presupuesto inicial 2005 


Millones de euros 






Ingresos por categorías 

































Derechos agrícolas y cotizaciones azúcar 1.613,03 1.319,70 1,2 
Derechos de aduana 10.749,90 12.905,40 11,5 
Recurso basado en el IVA 15.313,49 15.884,32 14,1 
Recurso basado en la RNB 77.583,05 81.157,25 72,1 
Ingresos id y excedente ejercicio anterior 1.040,53 1.285,69 UN 
TOTAL 106.300,00 112.552,36 100,0 
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En este capítulo estudiamos la política de cohesión económica y social 
de la Unión Europea (UE) y la evolución histórica que ha seguido desde 
su puesta en funcionamiento en 1989. En concreto, vamos a tratar so- 
bre su significado y estructuración, los instrumentos financieros de los 
que se sirve, su encuadre en el marco de las perspectivas financieras 
—especialmente en la Agenda financiera 2007—, la programación de las 
ayudas, su impacto económico y el futuro de la misma. 
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Parte III... PRESUPUESTO, COHESIÓN Y OTRAS POLÍTICAS INTERNAS 


8.1. ' EL CONTEXTO DE LA COHESIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL 


En sentido muy general puede decirse que la política de cohesión es toda acción estruc- 
tural de la UE que tenga por finalidad incrementar la convergencia económica y social 
entre los territorios de la UE con el fin de disminuir las desigualdades —+territoriales y 
sociales— en la misma. Si bien la política de cohesión comunitaria es básicamente polí- 
tica regional, su pretensión es más amplia por cuanto persigue un desarrollo armonioso, 
equilibrado y sostenible, del conjunto de la Unión que afecte tanto a los Estados, como 
a las regiones y otros territorios y a los ciudadanos. 





La política de cohesión es una competencia compartida entre la UE y los Estados 
miembros que está sujeta a los principios de subsidiariedad, de proporcionalidad y de 
cofinanciación. 


Por razones que no vamos a entrar a considerar aquí en detalle, es una evidencia empí- 
rica que los procesos de crecimiento económico no se producen de manera lineal y homo- 
génea en el espacio y en el tiempo. Y si ello ocurre en el interior de los Estados naciona- 
les, incluidos los que tienen dimensiones físicas reducidas, el fenómeno es mucho más 
pronunciado cuando se trata de un área de integración como es el caso de la UE. 


Históricamente los fenómenos de despegue económico se han iniciado en determi- 
nadas zonas concretas que han ido provocando desequilibrios en favor de éstas al lograr 
una masa crítica en torno a la cual se han concentrando las iniciativas empresariales, los 
recursos humanos, financieros y tecnológicos. Es un proceso que suele retroalimentarse, 
de manera que la concentración económica, por lo general, origina más concentración, 
lo cual no quiere decir que esté a cubierto de las crisis económicas. 


Hay diversas teorías sobre la forma más eficaz de conseguir un cierto reequilibrio 
social y territorial. Van desde las que preconizan la más amplia libertad de los mercados 
—las teorías clásicas y neoclásicas— hasta las de tipo keynesiano que se basan en una 
importante intervención del sector público en la economía. 





El equilibrio en las teorías clásicas y neoclásica se fundamenta en la completa flexi- 
bilidad de los mercados de factores y productos confiando que el ajuste se produzca de 
manera natural y automática a través de libre juego de la oferta y la demanda. Ahora 
bien, como en la mayoría de tales mercados no existe tal libertad, el reequilibrio por esta 
vía se ha demostrado inviable y ha generado incremento en las desigualdades territoria- 
les y sociales. Lo que en el fondo preconiza la teoría clásica es la desregulación de los 
mercados —sobre todo del laboral— y la reducción de impuestos. 


Por su parte, las teorías de tipo keynesiano sostienen que la forma más eficaz para 
conseguir el reequilibrio es a través de la intervención del sector público en la actividad 
económica, ya sea promoviendo directamente la iniciativa o financiando programas de 
inversión pública que mejoren la infraestructura técnica y social de las zonas más desfa- 
vorecidas. Con dichas actuaciones se logra una cierta igualdad de condiciones con las 
más prósperas que les permita competir en cierto plano de igualdad. Dicho modelo es el 
que se intenta seguir en la UE y es el que pasamos a considerar a continuación. 


La necesidad de alcanzar una elevada convergencia económica y social en la UE se 
justifica porque la construcción europea no puede limitarse sólo a la liberalización inter- 
na de los mercados de bienes, servicios y factores (capital y trabajo). La Unión Europea 
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es mucho más que una unión aduanera: es un proceso de integración que tiene por obje- 
tivo abarcar los ámbitos político, económico y social. El mercado interior y la unión 
económica y monetaria (UEM) son los grandes instrumentos que hacen posible la 
consecución de un espacio económico común; no obstante, son necesarias medidas 
compensadoras en favor de las zonas geográficas más desfavorecidas y del capital hu- 
mano con el fin de que territorios y personas —físicas y jurídicas— tengan las mismas 
oportunidades de operar en un mercado liberalizado y competitivo como ya lo es el co- 
munitario. 


Desde un punto de vista general, la dimensión y distribución del presupuesto común 
es el principal parámetro indicativo del grado de cohesión económica y social al que 
aspira la UE. Ahora bien, en sentido estricto, la cohesión económica y social, política 
que fue introducida por el AUE y notablemente reforzada por el Tratado de Maastricht, 
tiene por finalidad conseguir la convergencia territorial y social en la UE. Para ello utili- 
za una serie de instrumentos financieros de los que nos ocuparemos más adelante. 


Como ocurre con las otras políticas de la Unión, la de cohesión se inserta en lo que 
se conoce como Desarrollo sostenible!. El desarrollo sostenible es una especie de co- 
modín que se utiliza con profusión aunque en la práctica se respete poco, sobre todo en 
algunos países. Viene a significar que el crecimiento económico ha de ser ordenado y 
compatible con la explotación y conservación de los recursos naturales con el objeto de 
permitir la continuidad futura del desarrollo. La política de cohesión es un aspecto esen- 
cial del desarrollo sostenible. 


Desde el punto de vista de distribución de competencias entre la UE y los Estados, 
la cohesión económica y social se ha situado implícitamente en el ámbito de las compe- 
tencias compartidas y así es ratificado por el Tratado por el que se instituye una Consti- 
tución para Europa (TCUE) en cuyo art. 1-14 incluye a la cohesión económica, social y 
territorial entre dichas competencias. 


La cohesión económica y social está sujeta a los principios de subsidiariedad, propor- 
cionalidad y adicionalidad. Dichos principios implican, respectivamente, que la Unión 
intervendrá sólo en la medida en que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser 
alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros (subsidiariedad), que ninguna 
acción comunitaria excederá lo necesario para alcanzar los objetivos fijados (proporcio- 
nalidad) y que su financiación con recursos comunitarios sirva de complemento a los na- 
cionales sin que ello implique una merma de los mismos (adicionalidad). 





l El concepto de desarrollo sostenible se atribuye al Informe Brudland Our Common Future (1987) 
de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente de las Naciones Unidas. Surgió como respuesta —y 
en oposición— al de crecimiento cero que se puso de moda en los inicios de la crisis económica de los 
años setenta del siglo anterior y que se consideraba muy peligroso para ciertos intereses. El crecimiento 
sostenible no renuncia al crecimiento económico, sino que proclama que éste debe hacerse de una mane- 
ra ordenada. 
En el caso comunitario, el desarrollo sostenible fue incorporado por el Tratado de Maastricht y ha pasa- 
do a constituir uno de los objetivos centrales del modelo económico de la Unión Europea: La Comuni- 
dad tendrá por misión — dice el art. 2 del TCE— promover (...) un desarrollo armonioso y equilibrado 
de las actividades económicas (...) un crecimiento sostenible y no inflacionista que respete el medio 
ambiente... Partiendo de lo ecológico que le sirve de sustrato, el desarrollo sostenible se ha convertido ya 
en una filosofía que se extiende al conjunto de las políticas de la Unión en sus vertientes política, econó- 


mica y social. 
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La UE comenzó a prestarle una atención prioritaria a la cohesión a finales de la 
década de los ochenta del siglo anterior como consecuencia de la ampliación mediterrá- 
nea. Con la ampliación hacia el Este, debería tener una mayor importancia puesto que 
difícilmente se puede aspirar a construir un espacio económico único si las desigualda- 
des socioeconómicas entre sus Estados, regiones y otros territorios y sus ciudadanos, 
son muy pronunciadas y no se arbitran medidas que tiendan a reducirlas. De otra parte, 
también es difícil converger si no existe crecimiento. Como señala la Comisión en el 
Tercer informe sobre la cohesión, el crecimiento y la cohesión se refuerzan mutua- 
mente”. Reduciendo las disparidades de renta y riqueza, la Unión contribuye a asegurar 
que todas las regiones y los grupos sociales puedan participar y beneficiarse de un desa- 
rrollo económico ordenado. 


Otro aspecto que debe tenerse en cuenta es la relación que existe entre la política de 
cohesión y las restantes políticas de la UE. A este respecto hay que subrayar que la 
política de cohesión es un complemento esencial de las restantes políticas por cuanto 
contribuye a crear las condiciones necesarias para impulsarlas como ocurre, por ejem- 
plo, con las de investigación y desarrollo, educación y cultura, medio ambiente, etc. 


Z. SIGNIFICADO Y ALCANCE DE LA POLÍTICA DE COHESIÓN 


Desde prácticamente sus inicios, la Comunidad comenzó a contar con programas en fa- 
vor de la cohesión económica y social a través de los diversos fondos que se fueron 
creando en el transcurso del tiempo aunque sus efectos eran menguados debido a la ac- 
tuación descoordinada y sus escasos recursos financieros. 


En los comienzos del proceso de integración comunitario no se prestó gran interés a 
la política estructural porque los desequilibrios regionales tampoco eran muy acusados, 
salvo en el caso de Italia. No obstante, el TCEE, sirviéndose de la experiencia CECA, 
previó la creación del Fondo Social Europeo (FSE) con el objeto de fomentar las opor- 
tunidades de empleo. El citado Tratado también previó la creación de uno o más fondos 
agrarios; en 1962 se constituyó el Fondo Europeo de Orientación y Garantía Agraria 
(FEOGA), que se dividió en dos secciones: la de Garantía y la de Orientación; a esta 
última se le asignó como cometido la financiación de los programas de reforma y mo- 
dernización agraria. Como consecuencia de la primera ampliación comunitaria (1973), 
de la crisis económica que se inició en dicho año y de la situación de subdesarrollo del 
Sur de Italia, se creó, en 1975, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), ini- 
ciándose a partir de entonces la política regional comunitaria?. 


2 Por imperativo legal, la Comisión viene obligada a presentar un informe cada tres años sobre los 
avances conseguidos en la cohesión económica y social, siendo el primero el de 1996. El Tercer informe 
sobre la cohesión económica y social, titulado Una nueva asociación para la cohesión. Convergencia, 
competitividad, cooperación, fue publicado en 2004, 

* La evolución histórica que ha seguido la política regional comunitaria desde sus comienzos hasta 
la reforma del AUE, puede seguirse en Lázaro, Laureano y Molina, Mercedes La política regional. Edi- 
torial Trivium, Madrid, 1986. De los mismos autores, Desequilibrio y Política Regional en Europa. Ed. 
Salvat, Pamplona, 1987. Referido a España, véase asimismo Lázaro, Laureano (Coordinador). Las ac- 
ciones estructurales comunitarias en España y sus Comunidades Autónomas. Período 2000-2006. Comi- 
sión Europea. Representación en España. Volumen 1 y II, Madrid, 2002. Y también el libro coordinado 
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Salvando estos antecedentes, la cohesión económica y social propiamente dicha se pu- 
so en funcionamiento con el AUE en cuyo título V (actual Art. 158 del TCE) establece 
que: A fin de promover un desarrollo armonioso del conjunto de la Comunidad, ésta de- 
sarrollará y proseguirá su acción encaminada a reforzar su cohesión económica y social. 


La Comunidad se propondrá, en particular, reducir las diferencias entre las diver- 
sas regiones y el retraso de las regiones menos favorecidas. 


Así, pues, la concepción de la cohesión en el AUE, es básicamente regional”. 


En 1988, como consecuencia de la reforma financiera de dicho año, también se revi- 
só la normativa sobre los fondos estructurales existente hasta esos momentos (FSE, FE- 
DER y FEOGA-O) que funcionaban de forma aislada y fueron sometidos a una regla- 
mentación común con el fin de dotar sus actuaciones de una mayor coherencia”. 


El Tratado de Maastricht reforzó la cohesión económica y social que la extendió 
también a los Estados creando, a tal efecto, un nuevo Fondo: el de Cohesión. 


La finalidad para la cual fue creado el Fondo de cohesión fue la de financiar los 
proyectos de inversión relacionados con el medio ambiente y las redes transeuropeas. El 
segundo párrafo del art. 161 TCE, dice que el Consejo, por unanimidad, a propuesta de 
la Comisión, previo dictamen conforme del PE y tras consultar al CES y al Comité de 
las Regiones, establecerá antes del 31 de diciembre de 1993 un Fondo de cohesión, que 
proporcionará ...una contribución financiera a proyectos en los sectores del medio am- 
biente y de las redes transeuropeas en materia de infraestructura del transporte. El 
Protocolo sobre la cohesión económica y social al citado Tratado, precisa que, para be- 
neficiarse de los recursos del Fondo de cohesión, el PNB —la RNB— medido en pari- 
dad del poder de compra de los Estados miembros tendrá que ser inferior al 90% de la 
media comunitaria y que, adicionalmente, deberán contar con programas de convergen- 
cia que tengan por finalidad el cumplimiento de lo previsto por el Tratado respecto de 
los criterios de convergencia para la consecución de la UEM. 


Las sucesivas reformas del TUE también han profundizado en la política de cohe- 
sión?. Así, el Tratado de Ámsterdam incluyó en la cohesión a otros territorios (las islas), 


por Mella Márquez, José María. Economía y política regional en España ante la Europa del siglo XXI. 
Ed. Akal, Madrid, 1998. Este libro, en su primera parte, contiene una buena síntesis de las diversas teo- 
rías sobre desarrollo regional. Véanse, en particular, los siguientes capítulos: Mella Márquez, J. M. Evo- 
lución de la doctrina regional: una síntesis (págs. 13 a 31), Vázquez Barquero, Antonio Desarrollo local 
y dinámica regional, las enseñanzas de las experiencias españolas (págs. 60 a 72) y Costa Campí, María 
Teresa y Duch, Nestor Localización industrial (págs. 73 a 95). 

4 Las razones que lo justifican fueron las dos siguientes: en primer lugar, la ampliación mediterránea 
de las Comunidades a mediados de los años ochenta del siglo pasado, en la que los nuevos socios, ade- 
más de ser más pobres que los ya miembros, tenían fuertes desequilibrios regionales; y, en segundo lu- 
gar, las consecuencias negativas que para las regiones más atrasadas podrían derivarse del mercado 
interior de 1993, que pretendía conseguir la libre circulación plena de bienes, servicios y factores de 
producción. 

5 A tal efecto se procedió a dictar el Reglamento Marco 2052/88 CEE para cuya aplicación se actua- 
lizaron los Reglamentos de cada uno de los fondos (FEDER, FEOGA-Orientación y FSE). 

6 El art. 159 del TCE prevé la posibilidad de reforzar la política estructural dotándola de nuevos 
instrumentos y acciones específicas al margen de los fondos y sin perjuicio de las medidas que existan 


en las restantes políticas. 
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8.3. 


y el de Niza ha democratizado algo más el procedimiento al introducir el Dictamen con- 
forme del PE y la decisión por mayoría cualificada en el Consejo”. 


INSTRUMENTOS FINANCIEROS PARA LA COHESIÓN 


Los principales instrumentos financieros de los que se sirve la Unión Europea para la 
cohesión económica y social, son los fondos con finalidad estructural que en la Agenda 
financiera 2007 los forman los Fondos estructurales (Fondo Social Europeo —FSE— y 
Fondo Europeo de Desarrollo Regional —FEDER— y el Fondo de cohesión. Á estos 
hay que añadir, entre otros instrumentos financieros, al Grupo Banco Europeo de Inver- 
siones integrado por el Banco Europeo de Inversiones (BEI) y el Fondo Europeo de 
Inversiones (FE), al que ya nos hemos referido en el capítulo precedente. 





Los fondos estructurales y el de Cohesión —no así el BEl—, tienen en común las 
siguientes características: se nutren del presupuesto de la Unión, únicamente actúan en 
el territorio de la misma y las ayudas que conceden son a fondo perdido (subvenciones). 
Los proyectos en los que intervienen son cofinanciados conjuntamente con los Estados 
miembros (o por el beneficiario público o privado de dicho Estado). Los límites máxi- 
mos de las tasas de cofinanciación comunitarias previstas por el Reglamento 1083/ 
2006, que podrán ser moduladas atendiendo a una seria de variables, figuran en el Ane- 
xo 8.3 a este capítulo. 


Los fondos estructurales (FEDER y FSE) también pretenden que se potencie la coo- 
peración entre el sector público y el privado: que existan fórmulas conjuntas de finan- 
ciación en los proyectos de inversión. 


Hasta la reforma de 1988, el funcionamiento de cada uno de los fondos se atenía 
exclusivamente a lo dispuesto en su reglamento específico. A partir de dicha reforma, 
aún manteniendo los reglamentos particulares cada uno de ellos, también se someten a 
unas reglas comunes con el fin de dotar a sus actuaciones de una mayor coherencia? 


Pasamos a exponer, de manera resumida, los objetivos, contenido básico y las fun- 
ciones de cada uno de los fondos con finalidad estructural: fondos estructurales y de 
cohesión. 


8.3.1. Fondos estructurales 


Los dos fondos estructurales son el FSE y el FEDER. A ambos pasamos a referirnos por 
separado. 


7 Hasta el 1 de enero de 2007 el Consejo ha determinado, por unanimidad, las funciones, objetivos y 
la organización de los fondos con finalidad estructural y del de Cohesión. El Tratado de Niza prevé —en 
el art. 161 del TCE—, que si para esa fecha existe un nuevo Acuerdo interinstitucional y se han adoptado 
las correspondientes perspectivas financieras —que es lo que ha sucedido— el procedimiento aplicable a 
partir de dicha fecha será el del Dictamen conforme del PE y el Consejo decidirá por mayoría cuali- 
ficada. 

$ La última reforma se contiene en el Reglamento 1083/2006 del Consejo de 11 de julio de 2006 por 
el que se establecen las disposiciones generales relativas al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, al 
Fondo Social Europeo y al Fondo de Cohesión. 
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8.3.1.1. Fondo Social Europeo (FSE) 


El FSE fue creado por el TCEE de 1957 aunque su normativa se ha ido actualizando 
periódicamente para ajustarla a las necesidades del momento”. Es un instrumento finan- 
ciero comunitario de carácter instrumental —transversal— que persigue, como fin ge- 
nérico, la mejora y fomento de las oportunidades de empleo y la movilidad geográfica y 
profesional de los trabajadores comunitarios, así como ...facilitar su adaptación a las 
transformaciones industriales y a los cambios de los sistemas de producción, especial- 
mente mediante la formación y la reconversión profesionales (art. 146 TCE)'". 


La actividad fundamental que desarrolla el FSE es la formación profesional —mejo- 
rar el capital humano— mediante cursos de formación, de duración variable, con la fi- 
nalidad de contribuir a que los jóvenes puedan acceder al mercado de trabajo o que 
aquellos que hayan perdido su empleo puedan adquirir el adiestramiento adecuado para 
encontrar otro nuevo. Los mencionados programas de formación y de reciclaje se van 
adaptando a los requerimientos de los cambios tecnológicos. 


Otros objetivos que persigue el FSE son los de promover la igualdad de oportunida- 
des entre hombres y mujeres en el mercado laboral, la integración de los minusválidos y 
de los inmigrantes en dicho mercado así como favorecer la estabilidad del empleo en las 
PYME. 


En la nueva programación financiera de la Agenda 2007, el FSE debe atender a la 
consecución de los Objetivos de Convergencia y Competitividad regional y empleo, al 
fomento de las acciones innovadoras de carácter interregional y transnacional, así como 
a las políticas de los Estados miembros de acuerdo con las orientaciones y recomenda- 
ciones adoptadas en el marco de la Estrategia Europea de Empleo y los objetivos de la 
Estrategia de Lisboa y Gotemburgo en materia de innovación. 


A los Estados miembros corresponde el seguimiento, evaluación y control de los 
programas cofinanciados por el FSE. 


8.3.1.2. Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) 


El FEDER fue creado en 1975'', Su objetivo básico es el de cofinanciar programas de 
inversiones que tengan por finalidad contribuir al reequilibrio económico entre las re- 
giones europeas, centrando su atención sobre las menos desarrolladas: El Fondo Euro- 
peo de Desarrollo Regional —dice el art. 160 del TCE— estará destinado a contribuir 


9% Desde el 1 de enero de 2007 se rige por los Reglamento 1081/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 5 de julio de 2006 relativo al Fondo Social Europeo (Reglamento específico, que sustituye al 
Reglamento 1784/1999 que es derogado) y por el Reglamento 1083/2006 que establece disposiciones 
generales sobre los fondos con finalidad estructural. 

10 Las decisiones normativas relativas al FSE se rigen por el procedimiento de codecisión previsto 
por el art. 251 del TCE. Su administración corresponde a la Comisión asistida por un Comité —presidi- 
do por un miembro de la Comisión— que está compuesto por representantes de los Estados miembros, 
de las organizaciones sindicales de trabajadores y de los empresarios. 

11 Desde principios de 2007, el Reglamento en vigor es el 1080/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 5 de julio de 2006 relativo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional (que sustituye y deroga 
al Reglamento 1783/1999) y, lo mismo que los restantes Fondos de finalidad estructural, por el Regla- 


mento 1083/2006. 


(O ITES-Paraninfo 


232 


Parte Ill. PRESUPUESTO, COHESIÓN Y OTRAS POLÍTICAS INTERNAS 


a la corrección de los principales desequilibrios regionales dentro de la Comunidad 
mediante una participación en el desarrollo y en el ajuste estructural de las regiones 
menos desarrolladas y en la reconversión de las regiones industriales en declive. 


Por su volumen de recursos, es el principal instrumento financiero comunitario para 
la cohesión. A tenor de lo dispuesto por el Reglamento 1083/2006, las normas sobre la 
subvencionabilidad de los gastos del FEDER se determinan a escala nacional, salvo 
ciertas excepciones que se rigen por disposiciones específicas. 


En el nuevo Marco financiero 2007—2013, al FEDER se le atribuyen intervenciones 
en los tres Objetivos. Por lo tanto, su campo de actuación es muy vasto. De acuerdo con lo 
que establece el art. 3 del Reglamento en vigor, sus prioridades básicas se centrarán en la 
cofinanciación de inversiones productivas, incluyendo ayudas directas a las PYME; in- 
fraestructura (técnica y social); desarrollo endógeno; ayudas en servicios a las empresas, 
nuevos instrumentos de financiación —capital riesgo, créditos blandos, etc.—, ayudas al 
intercambio de experiencias entre regiones y a la creación de redes de cooperación; y asis- 
tencia técnica, tanto por iniciativa de la Comisión como de los Estados miembros. 


El FEDER, además de contribuir a la mejora de la situación económica de las regio- 
nes más desfavorecidas de la Unión Europea, también incluye a las que sufren un decli- 
ve económico, las zonas rurales y zonas urbanas con problemas y, en general, las que 
cuentan con desventajas geográficas o naturales, tales como las ultraperiféricas, islas, 
zonas de montaña, las escasamente pobladas, las fronterizas, etc. 


Dos casos de singular importancia son los relativos a las zonas urbanas y rurales con 
problemas de desarrollo. Por lo que respecta a las zonas urbanas, aprovechando la expe- 
riencia adquirida en la iniciativa comunitaria URBAN, que desaparece en las actuales 
perspectivas financieras, el FEDER contribuirá a la cofinanciación de los programas 
Operativos en los que se integren las mismas prestando atención especial a las iniciativas 
relacionadas con sus potencialidades de innovación y de la creación de empleo local. Y 
en cuanto a las rurales y pesqueras, en los supuestos en que los programas operativos 
prevean apoyo financiero del FEDER y de otros instrumentos de ayuda comunitaria, 
tales como el FEADER o el FEP, dichos fondos habrán de coordinarse entre sí; corres- 
ponde al Estado miembro fijar, en cada uno de los programas operativos, los criterios de 
delimitación de las operaciones financiadas por el FEDER y por los otros instrumentos 
de ayuda comunitaria. 


8.3.2. Fondo de cohesión 


El Fondo de cohesión fue introducido por el Tratado de Maastricht'?. Su creación obe- 
deció al interés de los cuatro Estados miembros en esos momentos menos desarrollados 
de la UE —España, Grecia, Irlanda y Portugal—, por cumplir con los criterios de con- 


12 El Fondo de cohesión fue regulado por el Reglamento 1164/94 del Consejo de 16 de mayo de 
1994. Antes de la entrada en vigor del Tratado de Maastricht (1 de noviembre de 1993) por el cual fue 
creado el mencionado Fondo, se estableció con carácter transitorio un Instrumento financiero de cohe- 
sión por el Reglamento 792 del Consejo de 30 de marzo de 1993. A partir el 1 de enero de 2007 se rige 
por los Reglamentos 1084/2006 del Consejo de 11 de julio de 2006 y por el Reglamento 1083/2006. El 
Consejo revisará el Reglamento 1084/2006 a más tardar él 31 de diciembre de 2013. 
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vergencia exigidos por el TUE para acceder a la UEM sin que por ello se resintiesen los 


esfuerzos que estaban realizando por conseguir la convergencia real con los demás 
miembros'*. 


La finalidad esencial del Fondo de cohesión es la de contribuir a reforzar la cohesión 
económica y social de la Comunidad; esto es, a disminuir las diferencias de renta y ri- 
queza entre sus Estados miembros. Por esta razón, únicamente son beneficiarios del 
mismo los Estados cuya RNB per-cápita se sitúen por debajo del 90% de la media co- 
munitaria (UE-25 en la Agencia financiera 2007). El Protocolo Sobre la cohesión eco- 
nómica y social del TCE, precisa las dos condiciones necesarias para beneficiarse de los 
recursos del Fondo de cohesión: que el PNB —la RNB— per-cápita de los Estados 
miembros tendrá que ser inferior al 90% de la media comunitaria y contar con progra- 
mas de convergencia que tengan por finalidad el cumplimiento de lo previsto respecto a 
los criterios establecidos para la consecución de la UEM. 


El criterio fundamental para la elegibilidad de los proyectos que financie el Fondo 
de cohesión es el de estar relacionados con las redes transeuropeas de transporte —en 
particular, los proyectos prioritarios— y con el medio ambiente (sobre todo con actua- 
ciones que se inscriban en el marco de protección del mismo). También se podrán bene- 
ficiar de tales ayudas otros proyectos relacionados con ambos programas. En el caso del 
transporte, aun cuando no formen parte de las redes transeuropeas, podrán optar a las 
ayudas el transporte ferroviario, fluvial y marítimo; los sistemas intermodales; la ges- 
tión del tráfico marítimo, aéreo y por carretera; el transporte urbano limpio y el trans- 
porte público. Y por lo que respecta al medio ambiente, aquellos proyectos que presen- 
ten beneficios claros para el mismo como pueden ser los relacionados con la eficiencia 
energética y las energías renovables. 


Entre el Fondo de cohesión y los Fondos estructurales existen ciertas diferencias. 
Las más importantes son las siguientes: en primer lugar, por lo que respecta a los objeti- 
vos específicos que persiguen: los Fondos estructurales pretenden reducir las diferencias 
de rentas entre las regiones en tanto que el de Cohesión trata de hacerlo entre los Esta- 
dos; en segundo lugar, el Fondo de cohesión únicamente actúa en el Objetivo conver- 
gencia; y en tercer lugar, los fondos estructurales financian una pluralidad de activida- 
des en tanto que el de Cohesión se limita a los proyectos medioambientales y de redes 
transeuropeas. 


LA COHESIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL ENTRE 1989 Y 2006 


Con la reforma de los fondos estructurales de 1988 —que entró en vigor el 1 de enero 
de 1989—, la política de cohesión económica y social pasó a convertirse en la segunda 
política comunitaria de gasto tras la PAC y al primer lugar en las Perspectivas financie- 
ras 2007-2013, si sólo se toma en consideración la PAC a corto plazo (véase Tabla 8.1). 


13 La creación del Fondo de cohesión se debió en buena parte a España. Los restantes miembros de 
la UE estuvieron de acuerdo que a España había que concederle algún tipo de compensación y una de las 
vías posibles podía ser incrementar las dotaciones de los fondos estructurales; sin embargo, al ser gene- 
ralizables a todos los países, Italia resultaría muy beneficiada y por ello se optó por la creación de un 
instrumento financiero específico y discriminatorio. 
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La filosofía que ha ido inspirando la política de cohesión entre 1989 y 2006, salvan- 
do determinados matices, es bastante homogénea. Los programas que han desarrollado 
actuaciones estructurales han tenido que ajustarse a una serie de objetivos que básica- 
mente se han mantenido entre 1989 y 1999 (Perspectivas financieras Delors 1 y II). Du- 
rante dicho período se definieron seis grandes objetivos que la Agenda financiera 2000 
(Perspectiva financieras del período 2000—-2006), redujo a tres con la finalidad de in- 
crementar la eficacia de los fondos y simplificar la complicada gestión administrativa de 
los programas. 


El conjunto de acciones en pro de la cohesión económica y social que ha venido 
desarrollando la UE entre 1988 y 2006 —y que aun continua—, se sintetizan en el Ane- 
xo 8.1. Sus principales características, pueden resumirse en las siguientes: 


A) En primer lugar, todos los criterios de actuación, pueden reducirse a tres: 


— Los que toman como referencia el espacio y cuya finalidad es la de conseguir un 
mayor grado de cohesión entre las regiones; en ellas interviene el FEDER junto 
con otros instrumentos financieros”. 


— Los que toman como referencia a la población desempleada o afectada por pro- 
cesos de reconversión, que tienen por objeto la reinserción laboral. 


— Los que toman como base el PNB o RNB, cuya finalidad es aproximar la renta 
de los Estados menos desarrollados a la media comunitaria. 


Por lo tanto, la política de cohesión no se limita sólo a las regiones —que es el grueso 
de la misma— sino que también se extiende a los Estados y a los aspectos sociales 
(principalmente a la formación profesional de los trabajadores). 


B) En segundo lugar, cada uno de los criterios de actuación centran su atención 
sobre una serie de objetivos cuyas denominaciones y características se presentan en 
Anexo 8.1, columnas 2 y 3 para el período 1988-99 y 5 y 6 para la Agenda 2000. 


Entre 1989 y 1999 (Paquetes Delors 1 y II) se definieron seis grandes objetivos!*. De 
ellos, los Objetivos 1 y el 6 se previeron para las regiones más atrasadas; el 2, para las 
áreas industriales en declive; el 5, para el sector agrario (en su doble vertiente de recon- 
versión agraria —objetivo 5 a— y zonas rurales —objetivo 5 b—,) y los Objetivos 3 y 4 


14 El término región requiere de ciertas precisiones ya que no tiene la misma significación en el 
conjunto de los Estados de la Unión. Eurostat utiliza como unidad territorial la NUTS (Nomenclature of 
Territorial Units for Statistics, —Nomenclatura de Unidades Estadísticas Territoriales—), que propor- 
ciona un desglose de dichas unidad territorial o área administrativa, según una determinada jerarquía que 
viene determinada por números romanos. Dichas subdivisiones son las tres siguientes: 

NUTS I. Incluye en esta categoría de regiones a los Liáinder de Alemania, ZEAT de Francia y las 
Regiones en Bélgica. 

NUTS Il. Las regiones incluidas son: las Regiones en Francia e Italia, las Comunidades Autónomas 
en España y las Provincias en los Países Bajos. Esta categoría de región es la unidad administrativa 
básica a los efectos de los objetivos de cohesión. 

NUTS III. Las unidades territoriales incluidas en esta categoría son los Kreise en Alemania, los Dé- 
partements en Francia, Nomoi en Grecia, Maakunnat en Finlandia y Lán en Suecia. Esta es la unidad 
territorial de nivel administrativo inferior, que equivale a Departamentos, Provincias o Distritos y donde 
también encuentran su encaje las comarcas e incluso los municipios. Véase Reglamento 1059/2003. 


15 5 e a á SS e E 7 e Ñ 
El sexto fue introducido en 1995 con ocasión de la ampliación comunitaria a Austria, Finlandia y 
Suecia. 
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para pS al paro y a la recualificación profesional derivada de la reconversión in- 
dustrial””. 


C) En tercer lugar, se da una gradación en la importancia que se le concede a cada 
uno de los Objetivos. Dicha importancia se refleja en el volumen de recursos que se 
destina a los mismos, el mayor porcentaje de participación comunitaria y el número de 
fondos financieros que de manera coordinada actúan en cada caso. Mientras que en las 
regiones Objetivo 1, normalmente se requería la intervención de más de un fondo —y 
en algunas regiones de todos ellos—, en los Objetivos 2 y 3, habitualmente intervenía 
uno o dos instrumentos financieros. 


Como antes se ha dicho, la Agenda financiera 2000 que contiene el paquete finan- 
ciero del período 2000-2006 ha seguido, en sus grandes líneas, la misma filosofía de las 
perspectivas financieras Delors I y II, si bien realizando algunas modificaciones con el 
fin de incrementar la eficacia de los instrumentos financieros y simplificar su complica- 
da gestión administrativa'”. Los Objetivos del período precedente se redujeron de seis a 
tres y las Iniciativas comunitarias de trece a cuatro. Fueron los siguientes: 


El Objetivo 1. Se ha centrado sobre las regiones más pobres de la UE, aquellas cuyo 
PIB per-cápita —en términos de paridad del poder de compra— no alcanzaba el 75% de 
la media comunitaria, si bien aplicando este criterio de manera más estricta que en el 
pasado donde no siempre se cumplió'*. En este Objetivo se ha concentrado el 67,9% de 
las ayudas comunitarias previstas para el período 2000-2006 afectando a un 22,2% de la 
población comunitaria. Contemplaba la actuación simultánea y coordinada de todos los 
fondos estructurales para que su impacto fuese mayor. En la Agenda financiera 2007 
este Objetivo conjuntamente con los Estados que no rebasan el 90% de la media de la 
RNB comunitaria, pasan a constituir, como veremos, el Objetivo Convergencia. 


El Objetivo 2. Ha incluido las regiones cuyo PIB per-cápita superaba el 75% de la 
media de la UE pero que tenían dificultades estructurales. A dicho objetivo se han desti- 
nado el 11,5% de las ayudas previstas para la política de cohesión del período”. El má- 
ximo de población comunitaria cubierta por este objetivo ha sido del 18% y su distribu- 
ción indicativa a efectos de la aplicación de este Objetivo, fue la siguiente: 10% para 
zonas industriales, 5% para zonas rurales, 2% para zonas urbanas y 1% para zonas de- 
pendientes de la pesca. 


16 De todos ellos, el más importante, con gran diferencia respecto a los demás, era el Objetivo 1 en 
el que entraban las regiones (NUTS II) cuyo PIB per-cápita se situase por debajo del 75% de la media 
comunitaria —casi la mitad del territorio de la CE— y sobre las cuales se concentraron el 68% de los 
recursos de los fondos estructurales. Los principales programas de actuación fueron la modernización de 
las infraestructuras del transporte, con el fin de disminuir el aislamiento tradicional de tales regiones 
de los ejes de mayor desarrollo; la potenciación de los sectores productivos y un mejor aprovechamiento 
de sus recursos humanos, mediante programas de formación y de reciclaje profesional. 

17 Los nuevos Reglamentos de los fondos estructurales y la modificación parcial del de Cohesión, 
fueron publicados en el DOCE, L 161 de 26 de junio de 1999. 

18 El criterio utilizado fue el PIB por habitante según la paridad del poder de compra para los tres 
años precedentes utilizando las estadísticas comunitarias. 

19 Los Estados miembros proponen a la Comisión una lista de las regiones que cumplen los criterios 
requeridos teniendo en cuenta el techo de población admitido. El referido techo por Estado lo fija la 
Comisión tomando en consideración la población que cumple los criterios exigidos y la importancia de 
los problemas estructurales utilizando para su evaluación la población elegible, grado de desarrollo re- 
gional, grado de desarrollo nacional y gravedad de los problemas estructurales —en particular, el nivel 
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El Objetivo 3. Pretende la adaptación y modernización de las políticas y sistemas de 
educación, de formación y de empleo. Este objetivo amplió de manera considerable el 
planteamiento que existía en la etapa precedente tratando de incidir en la modernización 
de los sistemas educativos y de formación para adaptarlos al mercado de trabajo en to- 
das las regiones comunitarias que no estén cubiertas por el Objetivo 1. A él se han desti- 
nado el 12,3% de los recursos previstos en la Agenda 2000 para los fondos estructurales. 


En la nueva programación de la Agenda 2007, los Objetivos 2 y 3 pasan conjunta- 
mente a constituir el Objetivo de Competitividad regional y empleo. 


Además de los tres grandes Objetivos de cohesión regional antes citados, la Comi- 
sión también articuló otros programas dependientes directamente de la misma y que re- 
cibían el nombre de Iniciativas comunitarias. Las Iniciativas comunitarias, que se finan- 
ciaban igualmente con cargo al presupuesto de la Comunidad a través de los fondos 
estructurales —a las mismas se destinaron el 5,35% de los recursos de la cohesión durante 
este período—, eran programas específicos de la Comunidad para atender determinadas 
prioridades como, por ejemplo, el fomento de igualdad de oportunidades entre mujeres y 
hombres en la formación profesional, o el desarrollo de regiones problemáticas y de zonas 
urbanas y rurales. Aquí también encuentra acomodo la cohesión económica y social de 
espacios inferiores a las regiones —de los Objetivos 2 y 3— como puede ser el caso de 
una ciudad —o un barrio de la misma—, una comarca o una zona rural. 


Las Iniciativas comunitarias del período 2000-2006 han sido las cuatro siguientes: 
Equal”, Interreg”, Leader”? y Urban”. En la nueva programación financiera 2007-2013 


20 Equal ha sido un programa comunitario para combatir la discriminación y las desigualdades en el 
mercado de trabajo. Esta iniciativa, en la Agenda 2000 sustituyó a los anteriores programas NOW, Hori- 
zont, Yuthstart, Integra y Adapt del período 1994-1999. 

21 Dicha iniciativa —que se puso en marcha en 1988— ha tenido por finalidad fomentar la coopera- 
ción transfronteriza, interregional y transnacional. En la Agenda 2000 ha sido uno de los programas prio- 
ritarios de la Comisión al que se han destinado aproximadamente la mitad de los recursos previstos para 
las Iniciativas comunitarias por su importante contribución a la consolidación del mercado interior. 

22 Este programa pretende apoyar las actividades de desarrollo rural que aprovechen al máximo los 
recursos locales. Su principal interés reside en poner en tensión las fuerzas locales para que surjan iniciati- 
vas de desarrollo endógeno. 

El Leader ha sido una experiencia de desarrollo rural de ámbito comarcal que ha dado buenos resulta- 
dos. Las exigencias de la Comisión para aprobar un Leader han elevadas: ámbito territorial reducido y 
homogéneo en lo geográfico (aun cuando no coincida con divisiones administrativas de las regiones NUTS 
Il y ID, en lo económico y en lo social; un colectivo de población que debe situarse entre 10.000 y 
100.000 habitantes, con una densidad máxima de 120 habitantes/km?. El plan de desarrollo a realizar debe 
presentar una masa crítica suficiente de recursos humanos, económicos y financieros y demostrar que 
cuenta con una estrategia de desarrollo viable, integrada y sostenible. El programa Leader, en fin, ha pre- 
tendido revitalizar el desarrollo económico endógeno de las comarcas en las que se ha implantado ya que 
las fuerzas locales que toman la iniciativa son, al propio tiempo, sus gestores y las que fijan las prioridades 
de desarrollo. El programa también ha permitido crear redes nacionales y comunitarias de desarrollo rural 
que posibiliten el intercambio de información entre las diversas comarcas rurales. 

Como las exigencias requeridas por la Comisión para aprobar un Leader han sido elevadas y un buen 
número de comarcas rurales no podían cumplirlas, por una Decisión de la Comisión de 18 de junio de 1996 
(con aplicación a las zonas rurales de las regiones del Objetivo-1), se creó el Programa de Desarrollo y 
Diversificación Económica de Zonas Rurales (PRODER) con objetivos similares a los del Leader. 

23 El Urban ha tenido por objeto la revitalización económica y social de las ciudades y de las perife- 
rias urbanas en crisis financiando los proyectos que favoreciesen la regeneración económica y social de 
dichas zonas urbanas y el intercambio de información y de experiencias entre zonas urbanas de la Unión 
Europea. Este programa ha estado vigente entre 1994 y 2006. 
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Cuadro 8.1. POLÍTICA DE COHESIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL 
AMIA A y 





Agenda 2000 (2000-2006) Agenda 2007 (2007-2013) 


Finalidad de Objetivos/ Instrumento Objetivo Pr Instrumento 
la cohesión Programas financiero de cohesión la financiero 


Entre Estados 


Entre regiones Obietivo 2 FEDER, FSE | FSE 
(NUTS 1 y ID) : 


Entre otros entes 
Orientación 











— Redes Fondo de — Investigación y desarrollo 
transeuropeas [cohesión tecnológico 

-- Medio = Innovación empresarial 

ambiente = Sociedad de la información 

= Transportes 

—Energía 

= Protección y prevención del 
medio ambiente 

- Mejora en adaptación de 
trabajadores, empresas y 
empresarios 

=- Mejora en acceso al empleo y 
sostenibilidad 

= Mejora del capital humano 


Fondo de 
Cohesión, 
FEDER, FSE 




















Convergencia 
(Estados y 










Objetivo 1 FEDER, FSE, 
FEOGA- 
Orientación, 
TIFOP 





























Competitividad FEDER, FSE 


regional y 
empleo (NUTS I 
y ID 

















e 


FEO 


- Transfronteriza (terrestre y FEDER 
marítima, NUTS ID) 

= Transnacional (lista de zonas, 
Comisión) 

- Interregional (redes información, 

todo el territorio UE) 










Cooperación 
territorial 





(0 El IFOP ha actuado en todas las regiones pesqueras con independencia del objetivo en el que se incluyan. 
El grupo BEI puede actuar en cualquiera de los Objetivos 
Fuente: Elaboración propia tomando como base los criterios elaborados por la Comisión. 


8.0. 


se suprimen todos ellas pasando sus funciones a ser asumidas directamente por los nue- 
vos Objetivos. 


En el Cuadro 8.1 se sintetizan los grandes ejes de la política de cohesión en las Pers- 
pectivas financieras del período 2000-2006 y su relación con las del período financiero 
2007-2013. 


LA POLÍTICA DE COHESIÓN EN EL PERÍODO 2007-2013 


A continuación estudiamos los Objetivos de cohesión económica y social para el perío- 
do 2007-2013 y la nueva programación de las ayudas. 


8.5.1. Los nuevos Objetivos de la cohesión de la Agenda 
financiera 2007 


Las Perspectivas financieras para el período 2007-2013 siguen básicamente la misma 
filosofía que las precedentes aunque existe un cambio importante en su planteamiento: 
la cohesión se enmarca en el contexto de una Unión Europea más dinámica y competiti- 
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va siguiendo lo previsto por la Estrategia renovada de Lisboa”. En este caso, la finali- 
dad esencial es el crecimiento —sostenible— y éste se fundamenta en dos principios 
básicos: el de competitividad y el de cohesión. 


La competitividad tiene como propósito impulsar el crecimiento y el empleo. Y para 
ello se coordinan los recursos destinados a los programas de investigación y desarrollo, 
educación y formación, redes de la UE y política social. En la financiación, se priorizan 
los programas nacionales, regionales y locales encaminados a tal fin. 


En la Agenda financiera 2007, la cohesión pasa a convertirse en la primera de las 
políticas de gasto de la Unión desplazando por primera vez en la historia a la PAC a 
corto plazo (sostenimiento de mercados y ayudas a las rentas), política esta última que 
sigue un proceso imparable de liberalización e incluso de renacionalización. En cual- 
quier caso, dado el recorte que en su crecimiento han recibido el conjunto de los crédi- 
tos —de compromiso y de pago— de la Agenda financiera 2007 sobre la RNB respecto 
de la Agenda 2000, la política de cohesión también lo ha acusado como se pone de re- 
lieve la Tabla 8.1 (tomando como referencia de comparación el año 2006). 


Los programas de cohesión de la Agenda 2007, a los que se destinarán durante su 
período de vigencia un total de 308.041 millones de euros —a precios de 2004— en 
términos de crédito de compromiso”, giran en torno a tres grandes Objetivos: Conver- 


gencia, Competitividad regional y empleo y Cooperación territorial europea (Tablas 
SL 


El primero de los Objetivos, el de Convergencia, refunde en uno sólo el de cohesión 
entre Estados y el Objetivo 1 (entre regiones) de la Agenda financiera 2000 (Cua- 
dro 8.1). Entran, pues, en el objetivo Convergencia los Estados que se sitúen por debajo 


24 La Estrategia de Lisboa fue aprobada por Consejo Europeo de Lisboa de marzo de 2000. Consiste 
en amplio conjunto de objetivos e instrumentos que pretendían hacer de la UE la economía más competi- 
tiva y dinámica del mundo para año 2010; un año después, el Consejo Europeo de Gotemburgo, añadió a 
estos objetivos una dimensión ambiental. Lejos de cumplirse los pronósticos, la economía de la UE del 
primer quinquenio del siglo XXI apenas creció, por lo que en 2005 el Consejo Europeo relanzó nueva- 
mente la idea aunque en esta ocasión dando mayor participación a los agentes regionales y locales y a 
los interlocutores sociales. Por ello se le conoce como Estrategia renovada de Lisboa. 
Para una mayor información sobre la Estrategia de Lisboa, pueden consultarse los siguientes docu- 
mentos de la Comisión Europea: 
— €eEurope. Una sociedad de la información para todos. Comunicación, de 8 de diciembre de 1999, 
relativa a una iniciativa de la Comisión para el Consejo Europeo extraordinario de Lisboa de 23 y 
24 de marzo de 2000. COM (1999) 687. 

— Trabajando juntos por el crecimiento y el empleo. Relanzamiento de la estrategia de Lisboa. 
Comunicación al Consejo Europeo de primavera de 2 de febrero de 2005. COM (2005) 24 final. 

— Ha llegado la hora de acelerar. La nueva asociación para el crecimiento y el empleo. Comunica- 
ción de la Comisión al Consejo Europeo de primavera. COM(2006) 30 final. 

25 A efectos de programación de los créditos y de su inclusión en el presupuesto general de la UE, 
este importe será objeto de indexización a razón del 2% en cada uno de los años del período que com- 
prende la Agenda financiera 2007. 

Para mayor detalle véase Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas Política de 


cohesión en apoyo del crecimiento y el empleo: directrices estratégicas comunitarias, 2007-2013. 
COM(2005) 299 final. Bruselas, 5-7-2005. 
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Tabla 8.1. La cohesión económica en el contexto de la Agenda financiera 2007 
(millones de euros a precios de 2004). 

















Año de 
referencia 
(UE-15) 


[2006 —| 2007 [2008 [2008 | 2010] 





Marco financiero 2007-2013 
















































1. Crecimiento sostenible 51.267 52.415 53.616 58.303 
1.1. Competitividad 8.404 9.097 9.754 12.961 
1.2. Cohesión 42.863 43.313 43.862 45.342 

2. Conservación y gestión de los 
recursos 54,985 54.322 53.666 51.161 
2.1. PAC (FEOGA-Garantía) 

actual FEAGA 43.120 42.697 42.279 40.654 

3. Otros objetivos 14.450 14.736 15.282 17.627 


4. Total créditos de compromiso 


(1+2+3) 120.702 | 121.473 | 122.564 
(1.2/4)+100 


32,1 35,5 35,6 35,8 35,7 35,6 35,6 
(2.1/4) 100 36,2 35,7 35,1 34,5 33,9 33,5 32,6 


Fuente: elaboración propia con datos de la Comisión Europea. 



















del 90% de la RNB media de la UE-25 y las regiones de la UE que no alcancen el 75% 
del PIB per-cápita medio de la UE-25”. También se beneficiarán del Objetivo Conver- 
gencia, con ayudas transitorias y específicas para el período 2007-2013, los Estados y 
regiones efecto estadístico (phasing out)”. 


El Objetivo Convergencia pretende que los Estados y las regiones (NUTS II) más 
pobres de la UE converjan hacia la media de la Unión creando las condiciones adecua- 
das para que la inversión en capital físico y humano se concentren en los sectores que 
mayor impacto tengan en el fomento del crecimiento económico y del empleo. En con- 
creto, se consideran prioritarias las inversiones destinadas a las siguientes grandes cate- 
gorías: investigación y desarrollo tecnológico (IDT), innovación y espíritu empresarial; 
sociedad de la información; transportes; energía; protección y prevención de riesgos pa- 
ra el medio ambiente; mejora de las posibilidades de adaptación de los trabajadores y 
las empresas y empresarios; mejora del acceso al empleo y sostenibilidad y mejora del 
capital humano (la lista completa por grandes rúbricas y líneas de inversión se contiene 
en el Anexo 8.2). 


Sobre los Estados y regiones de la Convergencia se concentra la mayor parte del 
esfuerzo financiero comunitario para la cohesión —el 81,5% del total— y se canalizarán 


27 Tanto la RNB, en el caso de los Estados, como el PIB en el de las regiones, se estable- 
cen en términos de paridad de compra y con datos comunitarios. Para los Estados se toma como referen- 
cia la RNB del período 2001-2003 de la UE-25; dichos Estados habrán de contar con programas de 
convergencia en los términos establecidos por el art. 104 del TCE y su derecho a acogerse al Fondo de 
Cohesión será revisado en 2010 —con datos también en la UE-25—. En el caso de las regiones, el PIB 
per-cápita tomado como referencia es el del período 2000-2002. 

28 Los Estados que salen de cohesión porque en el período de referencia superaban el um- 
bral del 90% per-cápita medio de la RNB de la UE-25, pero no de la UE-15; este es el caso de 
España. Las regiones denominadas de efecto estadístico son aquellas que en el período tomado como 
referencia superaban la media del PIB per-cápita de la UE-25, pero que no lo hubieran hecho de haber 
tomando la media de la UE-15 (en el caso de España son: Asturias, Murcia, Ceuta y Melilla). 
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a través de los fondos estructurales (FEDER y FSE) y del Fondo de Cohesión (Ta- 
bla 8.2). Dichos Estados y regiones abarcan la totalidad de los territorios de los Estados 
de la ampliación de la UE de 2004 y 2007, además de Grecia y Portugal y determinadas 
regiones de varios de los antiguos miembros de la UE-15?. 


El segundo de los Objetivos es el de Competitividad regional y empleo. En este ca- 
so, como puede apreciarse en el Cuadro 8.1, también se refunde en uno sólo los Objeti- 
vos 2 y 3 de la Agenda 2000. El nuevo Objetivo de Competitividad cubre a las regiones 
que quedan al margen de los beneficios del Objetivo Convergencia por situarse por en- 
cima del umbral del 75% del PIB de la media comunitaria (UE-25). No obstante, aque- 
llas regiones que cumpliendo con dicho requisito —haber superado de manera natural la 
media del 75% PIB per-cápita en el período de referencia— hubieran estado en el Obje- 
tivo 1 durante el período precedente (2000-2006), percibirán también una ayuda transi- 
toria y específica durante el período 2007-2013. 





Los recursos financieros comunitarios para el Objetivo Competitividad regional y 
empleo, que ascienden al 15,9% de los totales, se canalizarán a través de los fondos 
estructurales (FEDER y FSE) y se destinarán a las inversiones que permitan incrementar 
su competitividad. Dichas inversiones se dirigirán, aunque con cofinanciación comuni- 
taria más reducida, a las mismos subsectores y ramas de actividad que las antes mencio- 
nadas para el Objetivo Convergencia (Anexo 8.2). 


El tercero de los Objetivos es el de Cooperación territorial europea. Aprovechando 
la amplia experiencia de la Iniciativas Interreg y Urban que han dado buenos resultados, 
este nuevo Objetivo se ha planteado con tres grandes finalidades: en primer lugar, inten- 
sificar, mediante ayudas a iniciativas locales y regionales, la cooperación transfronteri- 
za terrestre y marítima entre los Estados de la UE y entre éstos y sus vecinos no comuni- 
tarios*%; en segundo lugar, intensificar la cooperación transnacional con ayudas que 
financien actuaciones de desarrollo territorial integrado de zonas también fronterizas 
entre los Estados de la Unión; y en tercer lugar, apoyar la cooperación interregional de 
áreas de los Estados miembros que no sean fronterizas entre sí. Los recursos comunita- 
rios para la Cooperación territorial se canalizarán a través del FEDER y el total de gas- 
tos previsto para este Objetivo durante el período es de un 2,5% de los totales destina- 
dos a la cohesión. 


2 Los Estados que entran en el Objetivo convergencia, son los siguientes: República Checa, Esto- 
nia, Grecia, Chipre, Letonia, Lituania, Hungría, Malta, Polonia, Portugal, Eslovenia y Eslovaquia (a los 
que hay que añadir Bulgaria y Rumania, tras su incorporación a la UE el 1 de enero de 2007). 

Por su parte, España no entra en el Objetivo convergencia aunque se beneficiará transitoriamente de 
las ayudas del Fondo de cohesión durante el período cubierto por la Agenda financiera 2007. Cuatro 
CC.AA (Andalucía, Castilla-La Mancha, Extremadura y Galicia) pasan del Objetivo 1 de la Agenda 
2000 al de Objetivo Convergencia. 

39 Incluida la cooperación de las fronteras exteriores de la UE, tanto de países que no está previsto 
que se integren en un futuro en la UE —como es el caso de Rusia y otros Estados de la ex URSS o los de 
la Cuenca Mediterránea no europea— y de aquellos que sí está previsto que formen parte en un futuro 
más o menos lejano como pueden ser Croacia, la República de Macedonia o Turquía. En el primer caso, 
las ayudas se canalizan a través del Instrumento Europeo de Vecindad y en el segundo, mediante el 
Instrumento de Asistencia de Preadhesión regulado por el Reglamento 1085/2006 del Consejo. La finan- 


ciación para ambos instrumentos asciende para todo el período de la Agenda financiera 2007 a 814 mi- 
llones de euros. 
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La AECT es un instrumento jurídico comunitario 
de cooperación, dotado de personalidad jurídica 
propia y capacidad de actuación independiente 
que se rige por la legislación del Estado miembro 
donde esté ubicada. Tiene por objeto la aplica- 
ción de programas de cooperación territorial 
transfronteriza, transnacional o interregional. 


Su regulación al nivel comunitario se funda- 
mente en el artículo 159 —párrafo tercero— del 
TCE que prevé la posibilidad de adoptar accio- 
nes específicas a favor de la cohesión económica 
y social. Las razones que justifican su creación 
radican, por una parte, en el importante incre- 
mento que han experimentado las fronteras co- 
munitarias —terrestres y marítimas— tras la am- 
pliación comunitaria hacia el Este, y por otra, en 
las limitaciones jurídicas de las legislaciones na- 
cionales —+en particular las regionales y loca- 
les— y comunitarias para actuar en este ámbito 
(un buen ejemplo de ineficacia ha sido la Agru- 
pación europea de interés económico como ins- 
trumento de cooperación en la Iniciativa comuni- 
taria Interreg). 


La creación de una AECT será regulada por 
un convenio que habrán de celebrar por unanimi- 
dad entre los miembros que la integren. Dichos 
miembros podrán ser las autoridades nacionales, 
regionales o locales —u otras instituciones públi- 
cas o privadas— de al menos dos Estados de la 
UE. El convenio contendrá el nombre y domici- 
lio de la AECT (que debe ser el de un Estado 


Cuadro 8.2. AGRUPACIÓN EUROPEA DE COOPERACIÓN 
TRANSFRONTERIZA (AECT) 
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miembro en virtud de cuya legislación habrá de 
constituirse), la parte de territorio en el que pue- 
de actuar, su objeto y funciones, la duración y las 
condiciones de su disolución. Los socios de la 
AECT aprobarán sus estatutos, los órganos de los 
que se dote (al menos de una asamblea, constitui- 
da por representantes de sus miembros; un direc- 
tor, que actuará en su nombre y la representará; 
y, en su caso, de otros órganos de gobierno con 
facultades claramente definidas), las normas sobre 
su presupuesto y su responsabilidad financiera. 


Si bien el mencionado art. 159 del TCE no 
permite que la legislación basada en dicha dispo- 
sición incluya la participación de entidades de 
países terceros, el Reglamento de la AECT en 
principio no la excluye, siempre que se ajuste al 
mismo y así lo permita la legislación de dicho 
país tercero o los acuerdos entre Estados miem- 
bros y países terceros. En este supuesto regiría el 
Derecho internacional en lugar del comunitario. 


La AECT podrá actuar bien desarrollando 
proyectos de cooperación territorial cofinancia- 
dos por los fondos comunitarios con finalidad es- 
tructural, o bien llevando a cabo acciones de coo- 
peración territorial por iniciativa exclusiva de los 
Estados miembros y de sus autoridades regiona- 
les y locales, con o sin intervención financiera de 
la Comunidad. Cuando una AECT haga uso de 
financiación comunitaria, sus actuaciones estarán 
sujetas la legislación pertinente relativa al control 
de los fondos de la Comunidad. 


Al margen del Objetivo de cooperación territorial aunque en intima conexión con el 
mismo, se ha creado un instrumento jurídico de ámbito comunitario denominado Agru- 
pación europea de cooperación transfronteriza (AECT) cuyos rasgos básicos se expo- 
nen en el Cuadro 8.2”. 


Las Tablas 8.2 y 8.3 contienen la distribución de los recursos por Objetivos (Tabla 
8.2) y por Estados y Objetivos (Tabla 8.3). 


En cuanto a la distribución de los gastos por Objetivos (Tabla 8.2), es obvia su con- 
centración en el de Convergencia (81,5% de los totales) y, particularmente, en conver- 


31 La Agrupación europea de cooperación territorial, se crea y regula por el Reglamento 1082/2006 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de julio de 2006, iniciando su aplicación como muy tarde el 
1 de agosto de 2007. 
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Tabla 8.2. Distribución de los recursos de Agenda financiera 2007 
por Objetivos de cohesión. 


Millones Criterios de distribución 
euros, 2004 indicativa por Estados 
1. Convergencia 251.163,1 81,54 — 
1.1. Regiones convergencia 177.083,6 57,50 [Población subvencionable, prosperi- 
1.2. Regiones efecto estadístico Voce 4,05 |dad regional y nacional y tasa de de- 
sempleo 
1.3. Estados cohesión 58.308,2 18,93 |Población, prosperidad nacional y su- 
perficie 
1.4. Estados efecto estadístico 3.250,0 1,06 — 
2. Competitividad regional y empleo 49.127,8 15,95 E 
2.1. Competitividad y empleo 38.742,5 12,556 |Población subvencionable, prosperi- 


dad regional, densidad de población y 
tasas de empleo y desempleo 


2.2. Ayuda transitoria 10.385,3 3,38 |Población subvencionable, prosperi- 


dad regional y nacional y tasa de de- 
sempleo 


3. Cooperación territorial 7.750,1 2,52 =— 
3.1. Transfronteriza 5.576,4 1,82 |Población subvencionable 
3.2. Transnacional ISS 0,52 |Población subvencionable 
3.3. Interregional 392,0 0,18 = 


4. TOTAL COHESIÓN (1 a 3) 308.041 100,00 == 





Fuente: elaboración propia con datos de la Comisión. 


gencia regional que absorbe el 57,5%. Al Objetivo de Competitividad regional y empleo 
se destina algo menos del 16% de los totales y al de Cooperación territorial, el restante 
2,5% que, en buena parte, va a cooperación transfronteriza. 


Por lo que respecta a la distribución de los fondos de cohesión por Objetivos y Esta- 
dos (Tabla 8.3), es destacable que más de la mitad de los mismos se destinan a los 12 
Estados de la ampliación y también van a ellos una buena parte de los que se canalizan 
por el Fondo de cohesión. El problema que se presenta en muchos de estos Estados es su 
capacidad de absorción de dicha financiación habida cuenta de su precaria situación 
económica para financiar la parte que les corresponde, su falta de experiencia en el uso 


de los programas y los problemas de corrupción y burocracia que afecta a muchas de sus 
administraciones. 


El primer Estado receptor de recursos de cohesión será Polonia con casi 60.000 mi- 
llones de euros, seguido, a gran distancia, por España con algo más de 31.000 millones. 
Otros Estados destacados en la recepción de fondos, son: República Checa, Alemania, 
Portugal, Grecia y Rumania. 


Entre las novedades más relevantes que presenta la política cohesión económica y 
social en la Agenda financiera 2007, caben citar las siguientes: 


— Los cuatro fondos estructurales de la Agencia 2000 se reducen a dos en la actual: 
FEDER y FSE. Desaparecen de tal categoría el FEOGA-Orientación (creándose 
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Tabla 8.3. Distribución indicativa de los recursos de Agenda financiera 2007 
por Estados y Objetivos (millones de euros de 2004). 


Objetivo convergencia Pa nO 
regional y empleo 






Objetivo 


























































Fondo d t ASES A Total 
Quedo -_| transitoria 
.. [Convergencia 
on A por efecto | transitoria hs europea 
estadístico - y empleo 


Belgie/Belgique 


Ceska Republika 23.697 
Danmark 545 
Deutschland 23.450 
Eesti 3.058 
Ellas 18.217 
España 31.536 
France 12.736 
Ireland 815 
Italia 25.647 
Kypros 581 
Latvija 4.090 
Lietuva 6.097 
Luxembourg 58 
Magyarorszag 22.452 
Malta 761 
Nederland 1.696 
Osterreich 1.301 
Polska 59.698 
Portugal 19.147 
Slovenija 3.739 
Slovensko 10.264 
Suomi-Finland 1.532 
Sverige 1.682 
United Kingdom 2.436 9.468 
Bulgaria 3.873 6.047 
Romania 11.143 17.317 
No asignado 392 






Total 177.083 308.041 





Fuente: Dirección General de Política Regional de la Comisión Europea. 

Nota: El nombre de cada Estado aparece escrito en su idioma. Algunos de los que pueden ofrecer más dudas son los siguientes: Eesti 
(Estonia), Ellas (Grecia), Kipros (Chipre), Latvija (Letonia), Lietuva (Lituania), Magyarorszag (Hungria), Nederland (Holanda), Osterreich 
(Austria), Polska (Polonia), Slovensko (Eslovaquia), Suomi-Finland (Filandia), Sverige (Suecia). 


en su lugar el Fondo Europeo de Desarrollo Rural —FEADER—,) y el IFOP 
(que se sustituye por el Fondo Europeo de Pesca —FEP—). En la nueva progra- 
mación financiera, el FEADER y el FEP no son fondos estructurales aunque sí 
instrumentos financieros que en los programas comunes habrán de coordinarse 
con los fondos estructurales. También, a diferencia del período de la Agenda 
2000, cada programa operativo de la Agenda 2007 será financiado por un solo 
fondo de acuerdo con su campo de especialización. 
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— En relación con cualquiera de los tres grandes Objetivos de cohesión y en aplica- 
ción del principio de adicionalidad, la contribución de los fondos estructurales comple- 
mentarán pero no sustituirán a los gastos nacionales de tal naturaleza. La principal no- 
vedad que presenta la Agenda financiera 2007 reside en que el Marco Estratégico 
Nacional de Referencia —al que más adelante nos referiremos—, la Comisión y el Es- 
tado miembro correspondiente, fijarán el nivel que debe ser financiado por el gasto pú- 
blico estatal —o asimilable— tomando en consideración determinados parámetros, tales 
como el gasto público estructural del período precedente y en la modulación de las ayu- 
das en función de una serie de variables. 


— La ayuda financiera comunitaria, dependiendo de la situación socioeconómica y 
de los rasgos territoriales específicos, atenderá también al desarrollo urbano, la recupe- 
ración de zonas rurales y pesqueras, regiones ultraperiféricas (Departamentos franceses 
de ultramar, las Azores y Madeira —Portugal— y las islas Canarias —España—), las 
zonas septentrionales escasamente pobladas, ciertas islas, Estados miembros insulares y 
áreas de montaña. 


— En los grandes proyectos productivos que sean cofinanciados con fondos comu- 
nitarios, la Comisión deberá contar con la información necesaria para evitar que dichos 
recursos públicos sirvan de apoyo a procesos de deslocalización geográfica de empresas 
en el interior de la UE que puedan originar pérdidas importantes de empleo en otras 
áreas comunitarias. 


Con carácter general, una cuestión de interés recurrente es la relativa a compatibili- 
dad entre las políticas de cohesión y de la competencia. En concreto, el viejo problema 
de las ayudas públicas estatales a las regiones y el cumplimiento de las reglas sobre 
concurrencia que permitan las mismas oportunidades a todos los operadores en un mer- 
cado competitivo como es el comunitario. La normativa al respecto prevé que las regio- 
nes cuyo PIB per-cápita se sitúe por debajo del 75% de la media comunitaria, podrán 
continuar recibiendo ayudas estatales durante el período 2007-2013. A este respecto, el 
art. 87.3 letra a) del TICE establece que serán compatibles con el mercado común: las 
ayudas destinadas a favorecer el desarrollo económico de regiones en las que el nivel 
de vida sea anormalmente bajo o en las que exista una grave situación de subempleo. 


En cuanto a las regiones que pasan a la phasing out (las del efecto estadístico) y las 
que habiendo estado en el Objetivo 1 en la Agenda financiera 2000 de forma natural han 
superado el umbral requerido para el Objetivo Convergencia de la Agenda financiera 
2007, también podrán beneficiares de las ayudas de Estado, si bien deberán pasar (por 
un período de tiempo limitado que finaliza en el año 2013), al régimen del art. 87.3, 
letra c del "ICE, en virtud del cual podrán recibir las ayudas destinadas a facilitar el 
desarrollo de determinadas actividades (...), siempre que no alteren las condiciones de 
los intercambios y de la competencia de la Comunidad en contra del interés común. 


8.5.2. Programación de las ayudas 


Desde las primeras perspectivas financieras, las ayudas comunitarias a la cohesión han 
seguido una metodología de programación que se ha ido ajustando a los fines persegui- 
dos en cada caso. Por lo que respecta a la Agenda financiera 2007, dicha metodología, 
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siguiendo el Reglamento 1083/2006 del Consejo, se basa en tres grandes bloques jerar- 
quizados de menor a mayor concreción: Orientaciones estratégicas comunitarias para la 
cohesión, Marco estratégico nacional de referencia y Programas operativos. 


Las Orientaciones o Directrices estratégicas comunitarias en materia de cohesión 
las establece el Consejo, previa propuesta de la Comisión en estrecha colaboración con 
los Estados miembros. Tales Directrices consisten en unas concisas orientaciones sobre 
cohesión económica, social y territorial de acuerdo con las políticas prioritarias fijadas 
para el fomento de la competitividad y el empleo (véase Anexo 8.2). Han de tener en 
cuenta también las Grandes Orientaciones de la Política Económica (GOPE) y la Estra- 
tegia comunitaria sobre el empleo (conocida como Proceso de Luxemburgo). 


Las Orientaciones estratégicas comunitarias para la cohesión, constituyen el plan in- 
dicativo para la actuación de los fondos con finalidad estructural durante el período 
2007-2013. 


El Marco estratégico nacional de referencia, cuya elaboración corresponde a cada 
Estado miembro, es el que sirve de base para la programación nacional de las ayudas de 
los fondos con finalidad estructural””. Como su propio nombre indica, la referencia te- 
rritorial del Marco estratégico es el ámbito nacional y será elaborado en colaboración 
con los interlocutores correspondientes (autoridades regionales y locales, interlocutores 
económicos y sociales y otros organismos que representen a la sociedad civil) de acuer- 
do con la organización institucional interna de dicho Estado y en estrecha cooperación 


con la Comisión. A esta última le compete su aprobación. 


El Marco estratégico habrá de ser coherente con las Orientaciones comunitarias so- 
bre cohesión. Será aplicable a los Objetivos de convergencia y Competitividad regional 
y empleo. Con carácter opcional, si el Estado concernido si así lo decide, también podrá 
incluir el Objetivo de Cooperación territorial europea. 


El Marco estratégico nacional contendrá los siguientes elementos: 


— Análisis sobre las disparidades territoriales y sectoriales de desarrollo, principa- 
les carencias y potencialidades existentes. 


— Estrategia que se sigue para la elección de las prioridades temáticas y territoria- 
les de inversión, incluidas, cuando proceda, las de desarrollo urbano, diversifica- 
ción rural y zonas pesqueras. 


— La lista de los Programas operativos relativos a los Objetivos de Convergencia y 
Competitividad, así como una previsión sobre los resultados que se esperan al- 
canzar con las inversiones previstas en el fomento de la competitividad y la crea- 
ción de empleo. 


— La dotación indicativa anual para cada fondo, desglosada por programas operati- 
vos. En el caso específico del Objetivo convergencia, el Marco estratégico na- 
cional también habrá de incluir las medidas previstas para incrementar la efi- 
ciencia administrativa de los Estados miembros, el importe anual de los créditos 
que hayan de financiarse con el Fondo Europeo de Desarrollo Rural (FEADER) 


32 El Marco estratégico nacional de referencia en realidad sustituye, aunque amplíadolo, al Marco de 
apoyo comunitario que existía en el período precedente. 


(O ITES-Paraninfo 


246 


Parte III. PRESUPUESTO, COHESIÓN Y OTRAS POLÍTICAS INTERNAS 


y el Fondo Europeo de Pesca (FEP) y demás información necesaria que permita 
verificar ex ante el cumplimiento del principio de adicionalidad (la parte finan- 
ciada con recursos nacionales). 


— Para los Estados que tengan derecho a optar a los recursos del Fondo de cohe- 
sión — incluidos los del efecto estadístico, caso de España— habrán de aportar 
información suficiente sobre los mecanismos de coordinación de los diferentes 
Programas operativos entre sí, entre éstos y los financiados con recursos del 
FEADER y FEP y, cuando proceda, con las intervenciones del grupo BEI y de 
otros instrumentos financieros. 


Finalmente, los Programas operativos, es la forma concreta que adoptan los Fondos 
con finalidad estructural en sus intervenciones nacionales para el período de referencia 
(2007-2013). Tales Programas serán también elaborados por los Estados en colabora- 
ción con sus interlocutores institucionales y aprobados por la Comisión. Habrán de ajus- 
tarse al Marco estratégico nacional y salvo que la Comisión y el Estado miembro deci- 
dan otra cosa, cada programa operativo se circunscribirá a cada uno de los tres grandes 
objetivos de cohesión. Por razones justificadas, ya sea por iniciativa del Estado miem- 
bro o de la Comisión, los Programas operativos se podrán revisar. 


Los Programas operativos que se acojan al Objetivo convergencia y que prevean 
ayudas del Fondo de Cohesión, incluirán todo el ámbito territorial nacional; en el caso 
de las regiones, como mínimo habrán de ser elaborados a escala de NUTS II. En el caso 
del Objetivo de competitividad regional y empleo, los Programas operativos que pre- 
vean beneficios del FEDER, serán elaborados para un ámbito territorial de NUTS I o II 
(de acuerdo con el sistema institucional del Estado correspondiente); y los que lo hagan 
con cargo al FSE, serán elaborados por el Estado al nivel apropiado. Por último, los 
Programas operativos para la Cooperación territorial, si se refieren a la cooperación 
transfronteriza, serán realizados al nivel de NUTS III para cada frontera o grupo de 
fronteras; los transnacionales, para el ámbito de la zona de cooperación; y los interre- 
gionales, vendrán referidos al ámbito comunitario. 


Cada Programa operativo, con la excepción del Objetivo de cooperación territorial 
europea que se rige por disposiciones específicas, contendrá, entre otras, una informa- 
ción sucinta sobre las siguientes cuestiones?*: 


— Análisis de la situación socioeconómica de la zona o sector objeto de subvención. 


— Motivación de las prioridades seleccionadas de acuerdo con las Estrategias co- 
munitarias y del Marco estratégico nacional. 


— Objetivos específicos cuantificados mediante algunos indicadores de producción 
que permitan estimar los principales resultados que se esperan alcanzar y su re- 
lación con la situación de partida. 


— Un plan de financiación desglosado por años en el que conste la participación de 
los fondos y la contribución nacional y, en su caso la información suficiente so- 
bre la complementariedad de tales ayudas con las previstas a cargo del FEADER 
y FEP. 


%3 Las disposiciones específicas para el Objetivo de Cooperación territorial se regulan por el Regla- 
mento 1080/2006 del Consejo. 
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Los Programas operativos sólo pueden recibir financiación de un fondo, salvo para 
los Estados de la Cohesión”*. En este supuesto y sólo para los Programas operativos que 
afecten a las infraestructuras de transporte y de medio ambiente, el Fondo de cohesión y 
el FEDER actuarán conjuntamente, aunque con un compromiso específico para cada 
uno de ellos. 


Con carácter general, las ayudas cofinanciadas por los Fondos se centrarán priorita- 
riamente en las actividades marcadas por la UE en materia de competitividad y em- 
pleo*”. De acuerdo con lo previsto por el art. 52 del Reglamento 1083/2006, los porcen- 
tajes de participación de los fondos podrán ser modulados tomando en consideración 
una serie de variables tales como: la gravedad de los problemas específicos, en particu- 
lar los económicos, sociales y territoriales; la importancia que tenga cada eje prioritario 
en la consecución de las estrategias comunitarias sobre la cohesión; la protección y me- 
jora del medio ambiente, la tasa de movilización de recursos privados; la inclusión de la 
cooperación territorial; zonas con desventajas geográficas (insularidad, zonas de monta- 
ña, baja densidad de población, fronteras exteriores, etc.); etc. 


También se prevé asistencia técnica y financiera a los Estados con cargo de los fon- 
dos para la preparación, gestión, seguimiento, evaluación, control, auditorias e inspec- 
ción de los Programas operativos que pueden llegar hasta el 4% del importe asignado a 
cada Estado en el caso de los Objetivos de Convergencia y Competitividad y del 6% en 
el de Cooperación territorial. 


Uno de los aspectos que adquiere una importancia singular en la programación de 
las ayudas de la Agencia financiera 2007, son los mecanismos gestión, seguimiento, 
control, evaluación, información y publicidad de los Programas operativos, tanto por 
parte de los Estados como de la Comisión. 


Al grupo BEI, también se le asigna una importante participación en la política de 
cohesión y en la programación de las ayudas. Por lo que respecta a la primera, se crean 
nuevos instrumentos de política regional e ingeniería financiera con el fin de ayudar a 
los Estados y a las regiones a establecer una gestión eficaz de los fondos**. En lo relati- 
vo a la programación de las ayudas, a solicitud de un Estado miembro, el BEI podrá 
participar en la elaboración de su Marco estratégico de referencia, en los Programas 
operativos y en la preparación de los grandes proyectos; la Comisión también podrá 
consultarle sobre los Programas operativos así como sobre la calidad técnica y viabili- 
dad económica y financiera de los grandes proyectos. 


34 Una relación exhaustiva de los métodos de asignación de recursos por Objetivos se contiene en el 
Anexo II del Reglamento1083/2006. 

35 Art. 9 Reglamento 1083/2006 del Consejo de 11 de julio de 2006. La Comisión y los Estados 
garantizarán que las políticas fijadas por la UE como prioritarias —que se contiene en el Anexo 8.2 a 
este capítulo— reciban el 60% de los gastos destinados al Objetivo Convergencia y el 75% en el Objeti- 
vo competitividad y empleo 

36 Los citados instrumentos son los tres siguientes: Joint Assistance in Supporting Projects in Euro- 
pean Regions, que tiene por objeto incrementar la cooperación entre la Comisión Europea, el BEI y el 
Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo; Joint European Resources for Micro to Medium Enter- 
prises, que es una iniciativa de la Comisión Europea, en colaboración con el BEI y el FEI para favorecer 
el acceso a la financiación de las pequeñas, medianas y microempresas y Joint European Support for 
Sustainable Investment in City Areas, que es también una iniciativa de la Comisión Europea en coopera- 
ción con el BEI y el Banco de Desarrollo del Consejo de Europa para promover la inversión sostenible 


en áreas urbanas. 
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-8.6. BALANCE GENERAL DE LA COHESIÓN 


A pesar del menguado presupuesto comunitario en relación con la RNB, los recursos 
destinados a la cohesión económica han sido relativamente abundantes desde 1988 en 
adelante. 


El considerable avance que en gastos de cohesión se consiguió en la etapa Delors 
(paquetes financieros Delors I y IM), no se ha proseguido con la misma intensidad en la 
Agendas financieras 2000 y 2007. Durante el período 2000-2006, a precios de 1999, se 
han destinado a la cohesión 259 miles de millones de euros, correspondiendo a los Esta- 
dos de la UE-15, 213 mil millones y 46 mil millones a los entonces 12 Estados candida- 
tos en concepto de gastos estructurales de pre-adhesión y de ampliación”. 


El balance que hace la Comisión en su Tercer informe sobre la cohesión económica 
y social, es bastante positivo. Puede resumirse así: los recursos canalizados por el Fondo 
de cohesión y los fondos estructurales para el período 2000-2006, suponen en torno al 
0,4% del PIB comunitario y en su mayor parte han sido canalizados hacia las regiones 
Objetivo 1, siendo sus mayores beneficiarios España, Grecia y Portugal. Las sumas 
transferidas a tales países, las estima la Comisión en un 0,9% del PIB español y en más 
del 2,5% del griego y portugués. El impacto que tales recursos han tenido sobre las in- 
versiones brutas ha sido en torno al 3% en España, de un 8 a 9% en los casos de Grecia 
y Portugal, de un 7% en el Mezzogiorno italiano y de un 4% en los nuevos Lánder ale- 
manes. La distribución de los fondos por objetivos, instrumentos y Estados se contiene 
en el Anexo 8.4. 


Durante el período 1995-2001, el crecimiento del PIB, del empleo y de la producti- 
vidad en las regiones Objetivo 1, han sido superiores a los que se han producido en el 
resto de las regiones y también ha superado a la media del crecimiento estatal. La con- 
clusión que se desprende es obvia: la mejora de las infraestructuras física y social como 


37 De los recursos destinados a los Estados miembros, 18 mil millones de euros han sido a través del 
Fondo de cohesión y 195 mil millones por los Fondos estructurales, correspondiendo un 5% a Iniciativas 
comunitarias y 1% para acciones de innovación. Los créditos destinados a la pre-adhesión y ampliación, 
se han canalizado a través de tres instrumentos que han actuado a modo de fondos estructurales para 
tales países: PHARE, SAPARD e ISPA. 

El programa PHARE, que toma el nombre de Polonia Hungría Ayuda a la Reconstrucción, es el más 
antiguo de los tres ya que fue creado en 1989 en tanto que los otros dos lo fueron el año 2000. Ha 
cofinanciado inversiones relacionadas con campos diversos tales como la infraestructura, la formación 
profesional, PYME, modernización de la administración, etc. 

El SAPARD (Special Accession Programme for Agriculture and Rural Development), cofinancia in- 
versiones en el sector agrario y desarrollo rural con el fin de adaptar las estructuras agrarias y el medio 
rural (incluido el medio ambiente) a la nueva situación que se van a encontrar una vez ingresen en la UE. 

El ISPA (Instrument for Structural Policies for Pro-Accesion) es el instrumento comunitario que se ha 
encargado de cofinanciar inversiones para la protección del medio ambiente e infraestructura del transporte. 

Con el fin de mejorar la coordinación de las ayudas durante el período 2007-2013, la Comisión ha 
propuesto refundir los programas PHARE, ISPA y SAPARD, en uno sólo denominado Instrumento de 
Preadhesión (1PA). El nuevo instrumento también incluye el de preadhesión para Turquía y los Balcanes 
Occidentales (CARDS). El Reglamento del Consejo que establece el IPA fue adoptado el 17 de julio de 
2006. Es aplicable a los países candidatos a miembros (actualmente, Croacia, República Yugoslava 


de Macedonia y Turquía) y a los candidatos potenciales (Albania, Bosnia-Herzegovina, Montenegro y 
Serbia). 
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consecuencia de las inversiones en las regiones más pobres y en los Estados de la cohe- 
sión, han estimulado el crecimiento y favorecido la convergencia. 


Los datos empíricos también demuestran que las inversiones en cohesión benefician 
indirectamente a toda la Unión puesto que, según la Comisión, aproximadamente una 
cuarta parte de las mismas retorna desde los puntos receptores al resto de la Unión a 
través de la demanda de maquinaria y de otros equipamientos, proporción que puede 
alcanzar hasta el 42% en el caso de Grecia y del 35% en el de Portugal. 


Por lo que respecta a las acciones llevadas a cabo en el marco del objetivo 2, los 
resultados, en general, pueden ser calificados de bastante positivos ya que se han inicia- 
do nuevas actividades que han logrado crear empleos alternativos a los anteriormente 
existentes. Así, por ejemplo, en política rural, la experiencia ha ido demostrando la ne- 
cesidad de potenciarla puesto que sus resultados han sido muy prometedores en las ver- 
tientes productiva y ambiental. 


En cuanto al ámbito del FSE (Objetivo 3), la Comisión se manifiesta bastante crítica 
con sus actuaciones y reconoce que las dotaciones financieras del FSE han sido insufi- 
cientes para atender las necesidades sociales y que los programas de formación han ado- 
lecido de defectos importantes que es necesario corregir en un futuro. 


EL FUTURO DE LA COHESIÓN. EL RETO ME LA AMPLIACIÓN 
DE LA UE AL ESTE : 


Antes de la ampliación hacia el Este, la UE de los 15 tenía 3.232 miles de km?, con una 
población que, en 2001, alcanzó los 380 millones de habitantes y un PIB para el mismo 
año de 8.812,4 miles de millones de euros. Con la ampliación de los 12 nuevos Estados 
miembros, la superficie de la UE se ha incrementado en 1.086 Km2 (en un tercio apro- 
ximadamente de la UE-15) y en algo más de 100 millones de habitantes (poco más de la 
cuarta parte de la población de la UE-15) pero su PIB sólo lo ha hecho en un 10% y el 
PIB per-cápita de los 27 se reduce en más de un 12% respecto del de la UE-15. De 
entrar Turquía, operando también con datos de 2001, la superficie de la UE-27 se incre- 
mentará en algo más de un 15% (alcanzará los 5.099 miles de km2), pasando Turquía a 
ocupar el primer lugar en tamaño entre los Estados miembros; la población comunitaria 
se incrementará en otro 12% (la población de la UE-28, a fecha de 2001, hubiera sido 
de 550,5 millones), siendo Turquía el segundo país en población tras Alemania; en cam- 
bio, el PIB apenas se modificará: Turquía aportaría sólo el 3,8% del PIB de la UE-28, lo 
que equivale aproximadamente a la mitad del de España. 


Con el objeto de clarificar la situación se ha elaborado la Tabla 8.4 que pone de 
manifiesto las disparidades económicas que existen entre los Estados de la Unión de los 
27 y más aún si se agrega Turquía. Para ello, los Estados de la UE-27 se han agrupado 
en cuatro grandes subáreas: Atlántica, Central, Mediterránea y Este; y también, por se- 
parado, se ha añadido Turquía. Como puede apreciarse en dicha tabla, en tanto las cua- 
tro subáreas se reparten el territorio comunitario en, aproximadamente, un cuarta parte 
cada una de ellas, las diferencias afloran ya claramente en la distribución de la pobla- 
ción y, sobre todo, del PIB. Con la inclusión de Turquía, tales diferencias se incremen- 


tan mucho más. 
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Tabla 8.4. Superficie, población y PIB en la UE ampliada (incluida Turquía). 
Datos del año 2001. 


En términos relativos (%) 





UE-Atlántica 147,5 
UE-Central 135,8 
UE-Mediterránea 97,5 
UE-Este 47,6 
Turquía 30,0 
UE-15 127,0 
UE-27 IO 
UE-27 + Turquía 100,0 
En términos absolutos 
Miles de no 
de millones Euros 


habitantes 


de euros 


UE-27 + Turquía EE 550.478 10.105,9 18.358,0 


UE-Atlántica: Dinamarca, Finlandia, Irlanda, Reino Unido y Suecia. 

UE-Central: Alemania, Austria, Bélgica, Francia, Holanda y Luxemburgo. 

UE-Mediterránea: España, Grecia, Italia y Portugal. 

UE-Este: Bulgaria, Chipre, Eslovaquia, Eslovenia, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Malta, Polonia, República Checa y 
Rumania. 

Turquía: Turquía. 

Fuente: elaboración propia con datos de la Comisión Europea. 





Las subáreas que conforman la Europa Central y Atlántica son bastante homogéneas 
en desarrollo, en tanto que la del Sur (Mediterránea), los estados de la Ampliación (los 
del Este) y Turquía son mucho más pobres y con considerables diferencias entre ellos y 
mucho más acentuadas con los de la UE-15. 


En consecuencia, las diferencias de desarrollo entre los actuales miembros de la 
UE- 27, son muy acentuadas, lo que reclama la necesidad no sólo de mantener sino 
de reforzar la cohesión económica. Sirva como elemento de comparación la ayuda 
que recibió Europa Occidental de Estados Unidos a través del Plan Marshall a partir de 


1948 que supuso, durante sus tres años de vigencia, más de un 1% del PIB de Estados 
Unidos”. 


38 El dato sobre Estados Unidos está tomado de Laureano Lázaro El futuro de los fondos estructura- 
les y la cohesión, según la Agenda 2000. Boletín Económico de Andalucía (Consejería de Economía y 
Hacienda de la Junta de Andalucía) número 25, 1999. El autor añade al respecto: Hay actuaciones cuya 
eficacia exige sobrepasar un umbral mínimo de gasto, por debajo del cual el logro de los objetivos es 
punto menos que imposible. Pues bien, Europa occidental consiguió reconstruir su aparato productivo, 
destrozado por la segunda guerra mundial, gracias a que la ayuda americana, concentrada en tres años, 
alcanzó la masa crítica exigida por las circunstancias. Es dudoso, en cambio, que la deficiente dotación 
actual de los FF.EE. sirva para reforzar la cohesión económica y social de la Unión, por no poner en 
acción un volumen de recursos capaz de llegar al umbral mínimo de eficiencia. 
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La actual posición política de la mayoría de los Estados más ricos de la UE —los 
contribuyentes netos al presupuesto común— no es muy propicia a la solidaridad debido 
a la situación de europesimismo que se ha instalado en Europa tras el fracaso en la rati- 
ficación del Tratado constitucional por parte de Francia y de Holanda que, en buena 
parte, se atribuye a la ampliación al Este y la postura proatlantista de muchos de los 
nuevos socios. 


Con tal panorama no es posible construir una Europa sólida, cohesionada y demo- 
crática pues, para ello, es necesario fomentar la cohesión económica y social en favor de 
los países mas necesitados, entre los cuales Turquía pasaría a ocupar un lugar muy des- 
tacado y por un dilatado período de tiempo. 


El escenario futuro que se vislumbra a partir de 2013 es que la cohesión continuará, 
aunque no se sabe muy bien cómo. Una primera opción podría consistir en incrementar 
los recursos del presupuesto común de forma importante, lo que no es previsible; una 
segunda —bastante probable—, que se liberen recursos que actualmente se destinan a la 
PAC (sostenimiento de precios y mercados) y que desaparezca el cheque británico y 
buena parte de dichos recursos se destinen a la política de cohesión; y en fin, el tercero, 
que sería el más favorable aunque con escasas posibilidades de realización, que se in- 
crementasen los recursos presupuestarios y se liberasen parte de los gastos de la PAC, 
con lo cual podrían atenderse la necesidades internas de la cohesión comunitaria y desti- 
nar muchos más recursos a la acción exterior, en particular a África, que es uno de los 
principales retos que tiene planteada la actual y desequilibrada globalización. 


Si, como es de esperar, la ampliación de la UE a los nuevos 12 Estados transcurre 
por unos cauces adecuados, presumiblemente los nuevos socios de la UE, con el tiempo, 
irán convergiendo en renta per-cápita con los antiguos miembros. Así lo han hecho otros 
Estados pobres que se han ido incorporando en las décadas precedentes. Operando con 
datos de la UE-25, Irlanda, que tenía en el momento de su ingreso, en 1973, un 60,8% 
de la renta per-cápita media comunitaria, se ha situado en el 122,5% de dicha media en 
2001; España, con un 71,7% de la media comunitaria en 1986, alcanzó el 82,2% en 
2001 (98% actualmente); y también Portugal, ha pasado del 54,5% al 74,6%. 


Finalmente, para concluir, el caso de Turquía presenta una situación muy particular. 
Desde el punto de vista económico, es claramente de subdesarrollo sin parangón posible 
con ninguno de los países de la actual ampliación ni de las precedentes. Sus problemas 
económicos son de carácter estructural y le impiden, por el momento, cumplir los crite- 
rios de Copenhague que son exigibles para acceder como Estado miembro a la UE. Sus 
desajustes macroeconómicos son tan elevados que de entrar de manera inmediata, salvo 
que se adoptaran unas medidas muy especiales, probablemente afectaría muy negativa- 
mente al buen funcionamiento de la Unión Económica y Monetaria. 


En relación con la cohesión, Turquía requeriría de un programa especial para poder 
acceder a Estado miembro en condiciones mínimamente aceptables. En el presente no 
puede hacer frente a los requisitos de competencia que exige el buen funcionamiento del 
mercado interior europeo y por supuesto tampoco tiene ninguna posibilidad de poder 
asumir, por un largo período, las obligaciones que se derivan de la UEM que exigen 
previamente incrementar la convergencia real y después el cumplimiento de los criterios 
de convergencia nominal. En el capítulo 12 se expone las relaciones de la UE con Tur- 
quía y alguna vía alternativa a su integración como miembro de pleno derecho. 
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Anexo 8.2. TEMAS PRIORITARIOS A COFINANCIAR CON FONDOS 
COMUNITARIOS POR CATEGORÍA DE GASTO DE LOS 
OBJETIVOS «CONVERGENCIA» Y «COMPETITIVIDAD 
REGIONAL Y EMPLEO» A 


Investigación y desarrollo tecnológico (IDT), innovación y espíritu empresarial 
01 Actividades de IDT en centros de investigación 


02 Infraestructura de IDT (incluidos instalaciones, instrumentos y ordenadores de alta 
velocidad para la conexión entre centros de investigación) y centros de competencia en 
una tecnología específica 


03 Transferencias de tecnología y mejora de las redes de cooperación entre pequeñas y 
medianas empresas, entre dichas empresas y otras empresas y universidades, centros de 
estudios postsecundarios de todos los tipos, autoridades regionales, centros de investiga- 
ción y polos científicos y tecnológicos (parques y polos científicos y tecnológicos, etc.) 


04 Ayuda para IDT, en particular a las pequeñas empresas (incluido el acceso a servi- 
cios de IDT en centros de investigación) 


05 Servicios de ayuda avanzados a empresas y grupos de empresas 


06 Ayuda a las pequeñas empresas para la promoción de productos y procesos de pro- 
ducción respetuosos del medio ambiente (introducción de sistemas efectivos de gestión 
medioambiental, adopción y utilización de tecnologías de prevención de la contamina- 
ción, integración de tecnologías limpias en los sistemas de producción de las empresas) 


07 Inversión en empresas directamente relacionadas con la investigación y la innova- 
ción (tecnologías innovadoras, establecimiento de nuevas empresas por las universida- 
des, centros y empresas de IDT existentes, etc.) 


08 Otras inversiones en empresas 


09 Otras medidas destinadas a fomentar la investigación y la innovación y el espíritu 
empresarial en las pequeñas empresas 


Sociedad de la información 


10 Infraestructuras telefónicas (incluidas redes de banda ancha) 


11 Tecnologías de la información y la comunicación (acceso, seguridad, interoperabili- 
dad, prevención de riesgos, investigación, innovación, contenidos electrónicos, etc.) 


12 Tecnologías de la información y de las comunicaciones (RTE-TIC) 


13 Servicios y aplicaciones para los ciudadanos (servicios electrónicos en materia de 
salud, administración pública, formación, inclusión, etc.) 


14 Servicios y aplicaciones para las pequeñas empresas (comercio electrónico, servicios 
electrónicos en materia educación y formación, establecimiento de redes, etc.) 


15 Otras medidas de mejora del acceso y para lograr una utilización eficiente de las TIC 
por parte de las pequeñas empresas 
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Transportes 


16 Ferrocarril 

17 Ferrocarril (RTE-T) 

20 Autopistas 

21 Autopistas (RTE-T) 

26 Transportes multimodales 

27 Transportes multimodales (RTE-T) 
28 Sistemas de transporte inteligentes 
29 Aeropuertos 

30 Puertos 

32 Vías navegables interiores (RTE-T) 


Energía 

34 Electricidad (RTE-E) 

36 Gas natural (RTE-E) 

38 Productos derivados del petróleo (RT'E-E) 

39 Energías renovables: eólica 

40 Energías renovables: solar 

4] Energías renovables: biomasa 

42 Energías renovables: hidroeléctrica, geotérmica y otras 


43 Eficacia energética, producción combinada, gestión de la energía 


Protección y prevención de riesgos para el medio ambiente 


52 Promoción de un transporte urbano limpio 


Mejorar las posibilidades de adaptación de los trabajadores y las empresas y em- 
presarios 


62 Desarrollo de estrategias y de sistemas de educación permanente en las empresas; 
formación y servicios a los empleados para mejorar sus posibilidades de adaptación a 
los cambios; omentar el espíritu empresarial y la innovación 


63 Creación y difusión de formas innovadoras de organización laboral que sean más 
productivas 


64 Desarrollo de servicios específicos para el empleo, la formación y ayuda en relación 
con la reestructuración de sectores y empresas, y desarrollo de sistemas de anticipación 
de cambios económicos y de futuras exigencias y competencias profesionales 
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Mejora del acceso al empleo y sostenibilidad 


65 Modernización y reforzamiento de instancias en relación con el mercado laboral 
66 Aplicación de medidas activas y de prevención en el mercado laboral 

67 Medidas para fomentar el envejecimiento activo y para prolongar la vida laboral 
68 Apoyo al trabajo por cuenta propia y a la creación de empresas 


69 Medidas de mejora del acceso al empleo y de mejora de la participación sostenible y 
de los progresos de la mujer en el empleo con el fin de reducir la segregación sexista en 
el mercado laboral, y reconciliar la vida laboral y privada, tales como facilitar acceso al 
cuidado y la atención de niños y personas dependientes 


70 Medidas concretas orientadas a incrementar la participación en el empleo de los tra- 
bajadores migrantes, consolidando de esta forma su integración social 
Mejorar la inclusión social de personas menos favorecidas 


71 Vías de integración y reintegración en la vida laboral de personas con minusvalías; 
luchar contra la discriminación en el acceso y en la evolución en el mercado laboral y 
promover la aceptación de la diversidad en el lugar de trabajo 


Mejorar el capital humano 


72 Concepción, introducción y aplicación de reformas en los sistemas de educación y 
formación para aumentar la empleabilidad, mejorando la adecuación de la educación y 
formación iniciales y profesionales a las exigencias del mercado de trabajo y actualizan- 
do los conocimientos del personal docente con vistas a la innovación y a una economía 
basada en el conocimiento. 


73 Medidas para aumentar la participación en la educación y la formación permanente, 
mediante medidas tendentes a lograr la reducción del abandono escolar, de la orienta- 
ción de los educandos a distintas materias en función de su sexo, a incrementar el acce- 
so a la educación, y la calidad de esta y de la formación profesional, inicial y superior; 


74 Desarrollar el potencial humano en el ámbito de la investigación y la innovación, en 
particular, a través de los estudios postuniversitarios y la formación de investigadores, y 
de actividades en red entre universidades, centros de investigación y empresas. 


Fuente: Anexo IV del Reglamento 1083/2006 del Consejo 
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Anexo 8.4. PResSUPUESTO DESTINADO A LA COHESIÓN 
REGIONAL EN LA UE-15 


A) Presupuesto de los Fondos Estructurales, 2000-2006 (en miles de millones 


de euros, compromisos en precios de 1999) 
eat rr 







Objetivo | Objetivo | Objetivo Fondo de 

















137,800 | 22,040 | 24,050 | 4,875 0,700 2,850 2,020 1,1106 | 18,000 | 213,441 
EU+10 | 13,230 1,590 | 21,693 
Eu-25 | 151,030 25,590 | 235,114 









B) Fondos e instrumentos estructurales para EU-15, 2000-2006 (en millones de euros, créditos 
de compromisos, precios de 2004) 


o Inicia ted E 
Estado Objetivo Objetivo Objetivo Fondo de tivas nes) zonas Población 
núm. 1(*)| núm.2 | núm.3 cohesión e objetivos (%) 
núm. 1y2 

Bélgica 1,269 12,50 
Dinamarca 0 0,538 | 10,20 
Alemania | 22.035 24,447 29,80 
Grecia 23.143 10,476 | 100,00 
España 42.061 32,027 | 80,70 
Francia 4,201 20,412 | 34,00 
Irlanda 3.409 0,965 26,60 
Italia 24.424 26,704 46,50 
Luxemburgo 0 0,117 28,20 
Países Bajos 136 2,324 | 15,00 
Austria 288 2,270 28,20 
Portugal 21.010 6,616 | 66,60 
Finlandia 1.008 2,650 51,70 
Suecia 797 1674 | 18,90 
Reino Unido 6.902 18,909 32,20 
EU-15 150.104 151,400 | 40,30 





(*) Incluye la ayuda transitoria. 
(**) Al margen del objetivo número 1. 
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C) Iniciativas comunitarias en la UE-15, 2000-2006 (en millones de euros, 
compromisos en precios de 2004) 


Estado 
Bélgica 
Dinamarca 
Alernania 
Grecia 
España 
Francia 
Irlanda 
Italia 
Luxemburgo 
Países Bajos 
Austria 
Portugal 
Finlandia 
Suecia 
Reino Unido 
Redes 
EU-15 


114,82 
37,54 
813,71 
627,12 
993,70 
438,32 
92,74 
470,34 
773 
385,32 
202,05 
435,01 
142,43 
170,03 
399,68 
51,89 
5.382,39 


Fuente: Comisión Europea. 
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21552 
5,38 
150,95 
25,89 
114,30 
103,54 
5,38 
116,54 
0,00 
30,25 
8,53 
19,49 
5,38 
5,38 
126,18 
18,03 
756,74 


77,29 
30,91 
534,38 
108,20 
535,48 
332,33 
35,33 
409,61 
4,42 
216,40 
105,99 
118,14 
75,08 
89,43 
415,13 
55,20 
3.143,32 





16,56 
17,67 
272,71 
189,90 
515,61 
278,23 
49,68 
294,79 
2 
86,12 
78,39 
167,82 
57,41 
41,96 
117,03 
44,16 
2.230,24 





Total 
230,19 
91,50 
1.771,74 
951,11 
2.159,06 
1.152,42 
183,14 
1.291,28 
14,35 
718,09 
394,96 
740,45 
280,30 
306,79 
1.058,02 
169,29 
11.512,70 
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SUMARIO 
9.1. El contexto de la política agraria en el proceso de integración 
9.2. Principios y objetivos básicos que fundamentan la PAC 


9.3. El desarrollo histórico de la PAC 
9.3.1. La PAC a corto plazo: la regulación de los mercados 
agrarios 
9.3.2. La vertiente estructural de la política agraria común. 
Hacia la política rural 


9.4. Política Común de Pesca (PCP) 


En este capítulo estudiamos la que tradicionalmente ha sido una de las 
políticas más importantes de la integración europea y a la que mayores 
recursos presupuestarios se han destinado: la PAC. Desde 1992 en ade- 
lante, viene experimentando cambios profundos y ha dejado de tener 
la importancia del pasado. El capítulo se completa con una breve refe- 
rencia a la política pesquera. 
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9, 1 - EL CONTEXTO DE LA POLÍTICA AGRARIA EN - SN 


DE INTEGRACIÓN ' 


La mayoría de los países desarrollados prestan una gran atención a sus sectores agra- 
rios interviniendo en los mismos de forma directa o indirecta. Se puede afirmar que 
hasta la Roda Uruguay del GATT que puso fin a la excepcionalidad agraria en el co- 
mercio internacional, existió una estrecha correlación entre el nivel de desarrollo de 
un país y el grado de apoyo que dispensaba a su sector agrario; no obstante, todavía 
hoy dicho sector cuenta con fuerte apoyo público, además de la UE, en Japón, Corea 
del Sur, Suiza, Noruega, etc. La protección externa —a las importaciones— mediante 
barreras arancelarias y no arancelarias, también es muy importante y tiene una gran 
tradición en este sector. Las medidas sanitarias y los controles de calidad, además de 
cumplir esta necesaria función, también se utilizan como barreras de entrada a las im- 
portaciones. 


Las razones por las cuales los países desarrollados han protegido —y en muchos 
casos continuan haciéndolo— este sector en mayor medida que la industria o los servi- 
cios, son varias. Entre ellas pueden citarse las siguientes: alteraciones bruscas de los 
precios agrarios debido a las variaciones de la oferta (consecuencia de los cambios cli- 
máticos); la oferta agraria está mucho más atomizada que la demanda que, en general, 
suele estar mucho mejor organizada; las dificultades de conservación y de almacena- 
miento de ciertos productos, lo que obliga a venderlos en el momento de la recolección; 
la preocupación política y social porque los precios al consumo sean lo más estables 
posible; la necesidad de un elevado grado de autoabastecimiento nacional por razones 
de seguridad alimentaria; protección al colectivo social que conforman los agricultores 
que está, en general, más desfavorecido que el resto de la sociedad; etc.* Además de 
todas las anteriores, existe una razón fundamental que explica el apoyo del sector públi- 
co al sector agrario: dicha protección no es cara en comparación a los resultados que se 
obtienen, principalmente en términos de estabilidad social. Los recursos públicos em- 
pleados en los programas agrarios no suelen superar en los países más intervencionistas 
el 1% de sus respectivos PIB. 


Lo anterior no implica, como es obvio, los mercados agrarios —que son diversos 
debido a la variedad de subsectores— no funcionen con un grado aceptable de concu- 
rrencia. Con carácter general puede decirse que el mercado juega un papel fundamental 
en la asignación de los recursos, si bien en muchos de sus subsectores suelen estar regu- 
lados por el gobierno; esto es, sometidos a ciertas reglas a través de las cuales se preten- 
de que los precios —y las rentas— que perciben los agricultores no experimenten gran- 
des oscilaciones a las que, inevitablemente, conduciría un mercado agrario sin ningún 
tipo de regulación. 


La moderna intervención pública en el sector al sector agrario es relativamente re- 
ciente. Suele tomarse como punto de referencia la Agricultural Adjustment Act (1933) 
de Estados Unidos, en el contexto del vasto programa del New Deal, como un instru- 


1 e e e a > 5 
Esta cuestión la desarrollé con cierto detalle en La política de precios agrarios en la Comunidad 
Económica Europea y su financiación. Instituto de Estudios Fiscales. Monografía, n.* 8, 1979, 
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mento más de lucha contra la crisis económica de los años treinta?. Políticas similares 
también fueron aplicadas en Europa occidental en las postrimerías de la II Guerra Mun- 
dial. E incluso fueron las propias enseñanzas de la economía de guerra las que llevaron 
a ciertos países a ensayar programas de apoyo al sector —tal es el caso, por ejemplo, del 
Reino Unido con el sistema de regulación deficiency payments— que permitieran man- 
tener un elevado nivel de producción durante la contienda y que, posteriormente, conti- 
nuaron aplicándose. Francia fue también uno de los pioneros en este terreno; y lo mismo 
ocurrió en España desde los inicios de la Guerra Civil de 1936-39 cuando el gobierno 
franquista de Burgos creó, en 1937, el Servicio Nacional del Trigo para favorecer a los 
agricultores cerealistas con el objeto de atraerlos hacia el bando rebelde. 


En esos antecedentes y de forma destacada en la experiencia francesa, se inspiró el 
tratado constitutivo de 1957 de la Comunidad Económica Europea para formular la Po- 
lítica Agraria Común (PAC). El TCEE, tan liberal en otros aspectos, concibió una PAC 
muy intervencionista y globalmente regulada que constituía una importante excepción 
en los principios librecambistas que lo inspiraban: Las disposiciones sobre el Capítulo 
relativo a las normas sobre la competencia serán aplicables a la producción y al 
comercio de los productos agrícolas sólo en la medida determinada por el Consejo... 
(art. 42 TCEE, actual art. 36 del TCE). 


La configuración de una PAC tan proteccionista obedeció a los requerimientos de 
Francia, con el apoyo de Holanda. Su diseño correspondió al comisario de agricultura 
de la CEE en esos momentos, el holandés Sicco Mansholt. De la PAC originaria puede 
decirse que fue concebida como un mercado común particular dentro del mercado co- 
mún general: se le asignaban sus propios objetivos y también se regía por reglas propias. 
En fin, con el sector agrario se hizo una gran excepción dentro de los principios libera- 
les que presidían el Tratado. 


La PAC ha jugado un papel de primer orden en la historia de la integración comuni- 
taria. Al ser prácticamente la única política común dotada de recursos que durante mu- 
chos años han gestionado las instituciones comunitarias, en buena medida ha ido mar- 
cando el ritmo de integración. En este sentido puede considerarse un antecedente —de 
ámbito sectorial y sin duda imperfecto— de la cohesión económica y social, así como 
del incremento de las competencias del PE o de la puesta en funcionamiento de los re- 
cursos propios. La PAC, en definitiva, ha sido la piedra angular del proceso de integra- 
ción al menos hasta la promulgación del AUE. 


Actualmente la PAC ha perdido el protagonismo del pasado, aunque todavía conserva, 
en parte, las condiciones de cierta excepcionalidad con las que fue creada. La incorpora- 
ción al acervo común de otras políticas —tales como la de cohesión— y de manera muy 
particular la propia reforma de la PAC de 1992, ha sido determinante en este sentido. 


2 Una amplia síntesis sobre el desarrollo histórico del modelo agrario americano, la realiza Constan- 
ce, Douglas en el capítulo 1 del libro editado por Bonanno, Alessandro Agrarian Policies and Agricultu- 
ral Systems. Westview Press. Boulder (Colorado, EE.UU.), 1990, en el cual también colaboré para com- 
pletar la parte correspondiente a las Comunidades Europeas. Igualmente me he ocupado de esta cuestión 
en otros dos trabajos: «El modelo agrario de sostenimiento de precios y rentas en EE.UU. Principales 
características». Revista del Instituto de Estudios Económicos, n.” 4. Madrid, 1987 y el «Modelo agrario 
de Estados Unidos. Algunas características del mercado». Información Comercial Española (ICE), n.* 


667, marzo, 1989. 
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9. e. PRINCIPIOS: e BOBJENMOS BÁSICOS QUE FUNDAMENTAN 


LA PAC* 


El ámbito de aplicación de la PAC viene marcado por el art. 32.1 TCE: El mercado 
común abarcará la agricultura y el comercio de los productos agrícolas. Por productos 
agrícolas se entiende los productos de la tierra, de la ganadería y de la pesca, así como 
los productos de primera transformación directamente relacionados con aquellos. En 
Anexo 9.1 figura la lista completa de los productos a los que se aplica la política agraria 
común (PAC). 


Los objetivos que persigue la PAC vienen establecidos por el art. 33 TCE. Son los 
siguientes: incrementar la productividad agrícola mediante el progreso técnico, asegu- 
rando el desarrollo racional de la producción y el empleo óptimo de los factores de pro- 
ducción (en particular de la mano de obra); garantizar, mediante el incremento de la 
renta, un nivel de vida equitativo para la población agrícola; estabilizar los mercados y 
garantizar la seguridad de los abastecimientos; y asegurar al consumidor suministros a 
precios razonables. 


Para alcanzar los objetivos, se prevé crear —art. 33 del TCE— Organizaciones Co- 
munes de Mercados (OCM) por subsectores agrarios. Las OCM constituyen el eje cen- 
tral de la PAC. En ellas se contienen todas las medidas que afectan a la regulación del 
producto o subsector: mecanismo de precios, subvenciones a la producción y a la co- 
mercialización, ayudas para el almacenamiento, mecanismos de estabilización de im- 
portación o de exportación, etc. 


Ya hemos adelantado que la PAC originaria fue concebida como un mercado co- 
mún singular —de carácter sectorial — en el contexto de las reglas del mercado comu- 
nitario. Por ello se establecieron para la misma principios propios y en concreto los 
tres siguientes: unidad de mercado, preferencia comunitaria y responsabilidad finan- 
ciera común. 


La unidad de mercado agrario implicaba dos aspectos. Por una parte, garantizar la 
libre circulación de productos agrarios —como cualquier otro— por el territorio comu- 
nitario, lo que requería la eliminación de todo tipo de obstáculo que se opusiera al co- 
mercio intracomunitario. Por otra parte —y esta es la singularidad—, arbitrar un sistema 
de precios comunes —regulación del mercado— que hiciera posible que los agricultores 
obtuviesen unas condiciones similares en todos los Estados miembros. Los precios insti- 
para todo el territorio comunitario y se 
expresaban en una unidad de cuenta que también es común (entre 1962 y 1998 se han 
sucedido varias, la más importante de las cuales ha sido el ecu). A partir de 1999, con la 
entrada en funcionamiento de la unión económica y monetaria, todos los precios se ex- 
presan en euros. 





El segundo de los grandes principios sobre el que se fundamentaba la PAC, es el de 
la preferencia comunitaria. Esto significa que, para satisfacer la demanda interna, ten- 
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dría preferencia la producción comunitaria frente a la de terceros países y ello se conse- 
guía con una fuerte protección frente a las importaciones de terceros países?. 


El tercer pilar sobre el que se sustentaba la PAC, era la solidaridad financiera. Dicha 
solidaridad implicaba, por una parte, igualdad de acceso de todos los operadores agra- 
rios a los recursos comunitarios; y por otra, la responsabilidad de los Estados miembros 
—en tanto la Comunidad no contase con recursos propios, lo que ocurrió a partir de 
1970— en el suministro de tales recursos en grado suficiente para cumplir sus objetivos. 
Para su canalización se creó, en 1962, el Fondo Europeo de Orientación y Garantía 
Agraria (FEOGA) que se dividió en dos secciones: la de Garantía, que se ocupaba de la 
financiación de la política de mercado (compra de productos, ayudas, restituciones, etc.) 
y la de Orientación, que hacía lo propio en la financiación de los programas agrarios de 
carácter estructural. Es decir, la Sección Garantía —ahora el FEAGA— financiaba los 
costes de la PAC a corto plazo y la de Orientación —actualmente FEADER— los pro- 
gramas a medio y largo. 


EL DESARROLLO HISTÓRICO DE LA PAC 


A principios de los años sesenta la oferta del sector agrario de los seis primeros Estados 
miembros era insuficiente para atender las necesidades de la demanda. Habida cuenta 
de la situación de déficit de productos alimentarios que existía y de los diferentes siste- 
mas de protección agraria que tenían los países que accedieron a la Comunidad, el 
TCEE previó que la Comisión convocase una conferencia entre los Estados miembros 
para proceder a un contraste de sus respectivas políticas y a partir de ahí poder estable- 
cer un balance de los recursos agrarios disponibles y de las necesidades futuras. Dicha 
conferencia se celebró en Stresa (Italia) entre los días 3 al 12 de julio de 1958 y es la 
que sirvió de base para diseñar la PAC. 


El desarrollo de la PAC se realizó en dos fases: una primera, de transición, transcu- 
rrió entre 1962 y 1969; y la segunda, la definitiva, se inició en 1970 y con ella entró en 
funcionamiento el mercado único agrario*. El marco de la PAC se completaba con la 


3 La protección externa comunitaria se estableció a través de una amplia gama de figuras entre las 
que destacaban las exacciones variables en frontera (prélevements) que permitían aislar el mercado agra- 
rio comunitario del exterior en el grado que se desease y mantenerlo prácticamente el margen de las 
oscilaciones de los precios internacionales. Si desde sus orígenes los prélevements y en menor medida la 
Tarifa Exterior Común (que también se aplicaba en determinados productos y que tras la Ronda Uruguay 
del GATT ha sustituido a parte de los viejos prélévements) han constituido los dos principales elementos 
de defensas de la agricultura comunitaria frente al exterior. También se previeron derechos compensado- 
res adicionales a los aranceles, calendarios de entrada de productos competitivos con la producción 
interna, etc. Otra de las figuras prevista por la generalidad de los reglamentos agrarios, fue la cláusula de 
salvaguardia, que consiste en la posibilidad de que la Comunidad pueda suspender las importaciones —y 
también las exportaciones— si se aprecian perturbaciones graves en el mercado interno. En cambio, las 
cuotas, tan importantes en otros países, han sido poco relevantes en el caso comunitario, con la excep- 
ción de los productos lácteos y el azúcar. 

% Durante la primera de las fases, el Consejo fue aprobando una serie de reglamentos provisionales 
que comenzaron en 1962 con el de los cereales —y la creación del FEOGA—, al que siguieron otros 
tales como carnes de pollo y de porcino, huevos, frutas y hortalizas, vino, carnes de vacuno, productos 
lácteos y grasas animales y vegetales, etc. De manera que, para 1970, los principales subsectores agra- 
rios ya contaban con organizaciones comunes de mercado (OCM) que la revisión sucesiva de sus regla- 
mentos convirtieron en definitivos. 
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creación, también en 1962, de otros dos instrumentos: la unidad de cuenta en la que se 
expresaban los precios comunes? y un organismo de financiación: el FEOGA?. 


Hasta mediados de los años ochenta del pasado siglo hubo pocos cambios en la 
PAC. A partir de aquí comenzaron a tomarse una serie de medidas que culminaron en la 
reforma de la PAC en 1992. Esta reforma marca un punto de inflexión entre los dos 
modelos de la PAC que ha habido en la UE: el de apoyo a la demanda (1962-1991), a 
través de un sistema público de regulación de precios agrarios, garantía de compra pú- 
blica de excedentes y considerable protección externa; y el de oferta (desde 1992 en 
adelante), un modelo de ajuste progresivo al mercado en el que los precios instituciona- 
les ya juegan un papel poco relevante y la protección externa, sin dejar de ser importan- 
te, es mucho más reducida. En este cambio de orientación de la PAC juega un papel 
esencial las negociaciones en el seno del GATT”. 


Otra de las características que debe citarse es que, en el primero de los períodos y 
desde el punto de vista comunitario, se le prestó una atención reducida a la política es- 
tructural; en cambio, en el segundo, ésta adquiere mucha mayor relevancia. 


De ambos modelos nos vamos a ocupar en lo que sigue distinguiendo, en cada caso, 
entre la PAC a corto plazo o de sostenimiento de precios y mercados y la estructural. 


9.3.1. La PAC a corto plazo: la regulación 
de los mercados agrarios 


9.3.1.1. Políticas de precios y garantías ¡limitadas de compras 
públicas (1962-1991) 


En sus grandes rasgos, el modelo agrario de las Comunidades Europeas de apoyo a los 
precios que ha funcionado entre 1962 y 1991, consistía en una regulación casi total de la 


" En sus inicios, la unidad de cuenta común agraria (UCA) se hizo coincidir en peso y valor con el 
dólar de Estados Unidos que era la unidad de referencia del Sistema Monetario Internacional (SM]) esta- 
blecido en Brettons Woods en 1944 y al que están ligadas, por paridades fijas, todas las monedas de los 
países miembros de la CEE. De ahí que la conversión de los precios agrarios fijados en UCA en cual- 
quiera de las monedas comunitarias, no ofreciese mayores problemas. Sin embargo, esta estabilidad mo- 
netaria se rompió a partir de 1971. En tales circunstancias, y para evitar que los precios comunes, experi- 
mentasen variaciones incontroladas como consecuencia de las alteraciones en los tipos de cambio, se 
recurrieron a los llamados tipos representativos o paridades verdes (así, por ejemplo, entre 1979 y 1998, 
existió un ecu verde), de las monedas comunitarias que eran fijados para toda la campaña por el Consejo 
de Ministros. Pero como los tipos verdes y los monetarios tampoco coincidían, la única forma de poder 
garantizar la libre circulación intra y extracomunitaria era a través de un mecanismo corrector en fronte- 
ra (subvencionando/gravando los productos) conocido con el nombre de montantes compensatorios mo- 
netarios (m.c.m.). Los tipos representativos fueron introducidos en 1973 por el Reglamento 222/73/CEE 
del Consejo para los nuevos estados miembros (Dinamarca, Irlanda y Reino Unido), y generalizado para 
todas las monedas por el Reglamento 457/75/CEE del Consejo. 

% Hasta 1971, fecha en que entró en funcionamiento el sistema de recursos propios comunitarios, el 
FEOGA percibió sus recursos de las contribuciones de los Estados miembros sobre la base de unas cla- 
ves de reparto que se previeron para el presupuesto común y también se nutría directamente de un por- 
centaje de los derechos derivados de las importaciones de productos agrarios (prélévements). 

Un trabajo muy fundamentado sobre el camino recorrido por la PAC desde sus inicios hasta la 
reforma de 2003, puede verse en Massot Martí, Albert. «España ante la reforma de la Política Agrícola 
Común (PAC)». Real Instituto Elcano (DT n.* 50/2004), Madrid, 2004. 
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producción agraria y de su comercio y una garantía de compra de excedentes práctica- 
mente ilimitada por cuenta del FEOGA-Garantía. Por eso puede ser calificado como un 
modelo de demanda: la parte de la producción que no absorbía el mercado, era adquiri- 
da por el organismo público de intervención (FEOGA). 


La regulación de esta política estaba minuciosamente prevista en los respectivas Or- 
ganizaciones Comunes de Mercado (OCM), cuyos reglamentos precisaban el grado de 
apoyo que recibía el producto o subsector en cuestión. No obstante, la PAC no era ho- 
mogénea: ofrecía muchos matices en función de la importancia del subsector en la pro- 
ducción interna. 


Los precios regulados oficialmente —aprobados por el Consejo de Ministros a pro- 
puesta de la Comisión—, han constituido la columna vertebral de la Política Agraria 
Común (PAC). El mecanismo de regulación de precios encajaba en lo que podríamos 
denominar sistema de márgenes. Esto es, los precios teóricamente podían fluctuar libre- 
mente entre un mínimo o suelo, que venía dado por los precios garantizados y un máxi- 
mo o techo, a partir del cual se desencadenaban automáticamente las importaciones. El 
coste de sostenimiento de esta política lo soportaba, una parte, el consumidor (que tenía 
que pagar un precio de mercado superior al internacional) y, la otra, el presupuesto de 
las Comunidades —el contribuyente—, que tenía que comprar los excedentes y hacer 
frente a los otros gastos que originaba el proceso de intervención. 


El funcionamiento del mecanismo de regulación de precios, en sus grandes líneas, 
podría resumirse así: 


A) El nivel superior de la banda venía dado por un precio máximo o techo, cuya 
función teórica era defender los intereses de los consumidores. A este precio se le deno- 
minaba genéricamente precio-guía; específicamente recibía diversos nombres según los 
productos: indicativos (en los cereales, arroz, azúcar, productos lácteos y aceite de oli- 
va); orientación (carne de vacuno y vino); objetivo (tabaco); y de base (carne de porcino 
y frutas y hortalizas). 


El precio guía no era un precio oficialmente garantizado. Su función consistía en 
marcar el nivel al cual era deseable que, como máximo, se situasen los precios de mer- 
cado a lo largo de la campaña; cuando los precios de mercado alcanzaban dicho tope, 
era difícil que se continuasen incrementado ya que de forma automática se desencade- 
nan las importaciones; adicionalmente, la oferta podía incrementarse con la salida al 
mercado del stock acumulado por los organismos oficiales de compra. Los precios-guía 
también tenían otro cometido importante: desencadenaban el funcionamiento de todo el 
mecanismo de precios regulados, tanto para la producción —caso de los precios garanti- 
zados—, como para las importaciones —precios de entrada—. 


B) Enel nivel inferior de la banda se fijaba un precio mínimo que actuaba de pre- 
cio suelo o de garantía para los agricultores y que tomaba, asimismo, diversos nombres: 
intervención para los mismos productos con precio indicativo; compra, para los produc- 
tos que contaban con precio de orientación —excepto vino— y precio base; y mínimo, 
en el caso de la remolacha azucarera. Cuando los precios de mercado descendían al ni- 
vel de los mínimos garantizados, el FEOGA-Garantía realizaba operaciones de compra 
de excedentes o medidas de efecto equivalente. 
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Asimilados a los precios garantizados, podían incluirse otros dos niveles más: el de 
retirada y de desencadenamiento. En sentido estricto, ninguno de ellos era un precio 
garantizado ya que los productos no eran adquiridos por ningún organismo público, 
aunque el efecto fuese similar: si bien la intervención la realizaba un organismo privado 
(las organizaciones de productores), la financiación era en buena parte pública*, El pre- 
cio de retirada operaba en frutas y hortalizas y consistía en que las organizaciones priva- 
das de productores podían retirar oferta del mercado cuando el precio de mercado des- 
cendía a un determinado nivel —próximo al de compra—. Por su parte, el precio de 
desencadenamiento actuaba como precio mínimo en el caso del vino, producto que no 
contaba con precio garantizado; por ello, cuando el precio de mercado alcanza el citado 
nivel, se procedía a su almacenamiento por los organismos privados. En ambos casos, el 
coste de la retirada del mercado era financiado por el FEOGA-Garantía. 


Entre los límites marcados por los precios-guía y los de garantía, el mercado opera- 
ba libremente. El grado de libertad venía dado por el margen existente entre las bandas 
de precios (techo y suelo): si el citado margen era amplio, la flexibilidad del mercado 
aumentaba; y si era reducido, la libertad de maniobra que se le dejaba al mercado era 
pequeña. 


C) Precios de entrada. Correspondían a esta tercera categoría los precios (en unos 
casos fijados por el Consejo y en otros calculados por la Comisión) que tenían por co- 
metido impedir que se importasen productos de terceros países a un nivel inferior al 
establecido. Los precios de entrada derivaban también de los precios-guía diferencián- 
dose de los mismos en que se deducía de éstos el coste de transporte y otros gastos 
desde la aduana comunitaria al punto de destino interior. Cumplían la función de desen- 
cadenar automáticamente las importaciones agrarias, que eran libres una vez salvadas 
las barreras impuestas por los citados precios de entrada. También recibían diversos 
nombres: umbral, para los productos que contasen con precios indicativos y de interven- 
ción; de esclusa, en el caso de la carne de porcino y carne y huevos de ave; y de referen- 
cia para el vino y frutas y hortalizas. 


Por lo que respecta al precio internacional, se considerarían como tal, a falta de 
bolsas de cotización, el que fuese más favorable para los intereses comunitarios. 


Por la diferencia entre el precio de entrada comunitario y el precio franco frontera 
(el precio internacional del producto en la frontera comunitaria), la Comunidad percibía 
un prelévement que consistía en una exacción reguladora en frontera de carácter varia- 
ble (y un recurso propio del presupuesto común). El prelévement permitía aislar, en el 
grado deseado, el comercio agrario interno del internacional —y de sus fluctuaciones de 
precios—. Se aplicaba a las importaciones de la mayor parte de los productos considera- 
dos básicos (carnes, lácteos, azúcar, vino, cereales, etc.) y sus transformados. 


En el caso de las exportaciones comunitarias de productos agrarios al resto del mun- 
do, dado que la mayoría de éstos no eran competitivos en los mercados internacionales, 


$ Los citados organismos privados podían —y aun pueden— revestir la forma jurídica de cooperati- 
vas agrarias u otras formas de asociación. Estos organismos desempeñan un papel básico en las frutas y 
hortalizas pues la propia OCM exige su constitución para poder beneficiarse de las ayudas previstas que 
proceden de un fondo operacional financiado, a partes iguales, entre tales organizaciones y la adminis- 
tración pública comunitaria y nacional. 
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percibían una subvención que recibía el nombre de restitución, equivalente a la diferen- 
cia entre el precio de garantía del producto en cuestión y el precio internacional. La 
finalidad de las restituciones era la de dar salida a los excedentes. 


El resultado final de todo este sistema de regulación era el de garantizar una protec- 
ción muy elevada a los productos de origen comunitario para lograr el mayor grado de 
autoabastecimiento que fuera posible. Se trataba, en fin, de un mecanismo integral que 
se componía de dos piezas básicas: en el interior, precios (y ayudas) regulados con ga- 
rantía de compra por la parte no absorbida por el mercado; y en el exterior, imponiendo 
elevadas barreras de entrada a las importaciones y generosas subvenciones (restitucio- 
nes) a las exportaciones. 


La imagen reglamentista y proteccionista que tradicionalmente ha tenido la PAC, es 
cierta. Pero no era tan homogénea y lineal como puede deducirse mecánicamente de lo 
hasta aquí expuesto. La Comunidad ha protegido de forma diferente los productos agra- 
rios en función de su importancia en la producción interna y de la competencia externa. 
Los cereales, la remolacha, el vino, aceite de oliva, el tabaco, algodón, los productos 
lácteos y la carne de bovino, han gozado históricamente de un nivel de protección muy 
superior al resto de los productos, como es el caso de las frutas y hortalizas (que tradi- 
cionalmente han estado discriminadas). 


Como ya se ha dicho, esta elevada protección tenía dos finalidades claras: por una 
parte, alcanzar el mayor grado posible de autoabastecimiento en los productos básicos 
y, por otra, mejorar las rentas del sector. 


A través de este mecanismo de sustitución de importaciones agrarias —aunque 
siempre con una balanza fuertemente deficitaria—, la Comunidad fue logrando de ma- 
nera rápida incrementos en su oferta agraria. Pero estos éxitos iniciales pronto origina- 
ron nuevos problemas. Efectivamente, a partir de la década de los sesenta comenzaron a 
producirse transformaciones esenciales en el sector agrario —de la Comunidad y de 
otros países occidentales— derivados del incremento de los rendimientos —consecuen- 
cia de la mecanización, uso masivo de productos químicos, mejora en la selección de 
razas animales, etc.— que condujeron incrementos importantes en la producción y exce- 
dentes de población activa en el sector. 


El elevado proteccionismo y las innovaciones tecnológicas lograron que la Comu- 
nidad alcanzase, en la década de los setenta, el autoabastecimiento en la mayor parte 
de los productos agrarios de primera necesidad (cereales, patata, lácteos, carne de va- 
cuno, etc.), y diez años después, que los excedentes plantearon serios problemas 
de financiación”. Por lo que respecta a la población agraria, se produjo un abandono 


2 Según la Comisión, el panorama que presentaba el sector agrario comunitario en 1985, en relación 
con la década precedente, podía resumirse así: en términos reales —a precios constantes de 1975— la 
producción agraria se había incrementado durante ese período en algo más de una quinta parte (en con- 
creto, un 21,7%, a un ritmo similar a del PIB comunitario), pero los gastos del FEOGA-Garantía —tam- 
bién a precios constantes— se habían duplicado. La situación se había degradado hasta tal punto que los 
fondos públicos concedidos a la agricultura había alcanzado un nivel que, incluso excluyendo las trans- 
ferencias a la seguridad social, era equivalente a la renta neta del sector. 

Sin embargo, lo más sorprendente era que durante dicho período el Valor Añadido Neto Agrario se 
había reducido en un 8,4% y el Valor Añadido Neto por Unidad de Trabajo Humano (VAN/UTA,), lo 
había hecho en un 0,3%. En 1985, el valor de las existencias en poder del FEOGA-Garantía ascendía a 
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masivo de la actividad que llevó a una reducción del 60% de este colectivo entre 1960 
y 1980*, 


Por lo tanto, existían problemas de excedentes, de dificultades de financiación y de 
mala distribución de los recursos públicos. Pero no sólo eran esos. En los mercados 
internacionales la PAC era fuertemente criticada por los competidores —en particu- 
lar por Estados Unidos— porque estaba haciendo competencia desleal a través de las 
ayudas a las exportaciones (restituciones). Adicionalmente, las Comunidades también 
se encontraban a las puertas de una ampliación (España y Portugal) que, si por una par- 
te, complementaba el balance agrario en los productos más deficitarios tales como fru- 
tas y hortalizas y aceite de oliva, por otra, incrementaba las necesidades financieras del 
FEOGA. 


En ese contexto se planteaba la reforma de la PAC que pasamos a exponer. 


9.3.1.2. El fin de la garantía ilimitada de compra. 
Hacia un modelo de rentas (1992 en adelante) 


Es evidente que el contexto agrario comunitario de finales de los ochenta no era el mis- 
mo que el que existía en los inicios de los sesenta. Ahora el problema ya no radicaba en 
hacer frente a la escasez de alimentos sino en cómo controlar los desajustes de todo 
orden que estaba originando la abundancia'”. 


Efectivamente, los problemas eran de desajuste. Por una parte, existía un desfase 
entre oferta y demanda que no cesaba de ampliarse y que no era absorbido por la de- 


10.580 millones de ecus. Comisión de las Comunidades Europeas. Propuestas de la Comisión relativas 
a la fijación de precios de los productos agrarios y a determinadas medidas afines (1988/89), COM (88) 
final. Volumen I, Bruselas, mayo de 1988. 

10 Aparte de razones de cambio tecnológico, en el abandono de la actividad agraria también influyó 
la mala asignación y distribución de los recursos públicos. Una proporción muy elevada de los mismos 
se transfería a las industrias de transformación y a los países importadores (que consiguen unos produc- 
tos baratos gracias a las restituciones comunitarias). Además, la redistribución de los recursos públicos 
que llegaban al sector agrario era también muy injusta: el 80% de los agricultores, que aportaban sólo un 
20% de la producción, apenas se beneficiaban de los recursos del FEOGA (al ser distribuidos en propor- 
ción a la producción). Las diferencias de producción entre las explotaciones comunitarias, eran también 
muy acusadas: un 6% de las de cereales producían el 60% del total, y un 15% de las explotaciones de 
ganado vacuno para leche, el 50%. 

!! Según los estudios realizados por la Comisión para justificar la necesidad de la reforma de la 
PAC, la oferta agraria se había incrementado entre 1973 y 1988 en un 2% acumulativo anual y las ten- 
dencias previstas para los próximos años iban en la misma dirección. No existía dificultad para continuar 
incrementando la oferta agraria actuando sólo a través de la productividad: las estimaciones a largo pla- 
zo del crecimiento de la producción agraria comunitaria eran del 1,5 al 2% anuales. En cambio, las pre- 
visiones para la demanda eran pesimistas: su ritmo de crecimiento no superaba el 0,5% anual. La deman- 
da interna permanecería prácticamente estacionaria debido al escaso crecimiento de la población y al 
desplazamiento del gasto hacia productos no agrarios; y también a que la demanda externa estaba satura- 
da: las exportaciones agrarias comunitarias parecían haber tocado techo. La Comunidad se había conver- 
tido, a través del mecanismo de restitución de las exportaciones, en la primera exportadora mundial de 
productos lácteos, carne de bovino, vino y productos transformados y, en la segunda en cereales y azú- 
car. Ciertamente existían muchos países con capacidad casi ilimitada para aumentar su consumo pero 
eran poco solventes financieramente. 
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manda externa en condiciones regulares. Por otra parte, la PAC había primado la canti- 
dad, había acostumbrado a los agricultores a producir para la intervención en lugar de 
hacerlo para el mercado, había favorecido más a las grandes explotaciones que a las 
pequeñas y había contribuido a incrementar los conflictos comerciales internacional- 
mente. Al existir un sistema de precios garantizados prácticamente uniformes para toda 
la Comunidad, con independencia del coste real de producción, la falta de neutralidad 
de la PAC se manifestaba también en que limitaba ... considerablemente la transferen- 
cia al consumidor de los incrementos de productividad...”?. 


A estos problemas trató de hacer frente la reforma de la PAC de 1992 y las que le 
han sucedido: la de 1999 y de 2003*?. Todas estas reformas significan un punto de infle- 
xión entre la vieja y la nueva PAC para que el sector agrario comunitario vaya dejando 
de ser una excepción en el modelo de construcción europea. Dichas reformas van conso- 
lidando, de manera progresiva, el modelo de rentas, la profundización en la liberaliza- 
ción del sector —mayor ajuste al mercado— y la potenciación de la política rural. 


A pesar de las dos revisiones que se han producido desde 1992 hasta el presente 
(1999 y 2003), la reforma de la PAC no está concluida. El último elemento que resta 
para completar este cuadro es el de abaratar su coste para el presupuesto común e ir 
ajustándolo más al peso que tiene el sector en el conjunto de la actividad económica de 
la UE. En el Acuerdo interinstitucional de la Agenda financiera 2007, se ha previsto 
revisar el sistema de ingresos y pagos del presupuesto comunitario entre 2008 y 2009 
(que sería aplicado a partir de 2014). Se abordará, inevitablemente, el debate sobre la 
cofinanciación de la PAC. Y según las previsiones del TCUE, la PAC dejará de ser una 
política de competencia exclusiva de la UE para pasar a ser una competencia comparti- 
da con los Estados miembros. 


A) La reforma de la PAC de 1992. Hacia la liberalización del sector 


La reforma de la PAC aprobada por el Consejo de Agricultura en mayo de 1992 —co- 
nocida como reforma Mac Sharry, nombre del Comisario de Agricultura proponente—, 
se acometió, entre otras razones y como ya se ha adelantado, con la finalidad de desblo- 
quear las negociaciones de la Ronda Uruguay del GATT que en esos momentos pasaban 
por una situación difícil. Con ella se dio entrada a un nuevo modelo de PAC que revisó 
profundamente el que fue instaurando en 1962'*, A diferencia del pasado, en el nuevo 
modelo se daba entrada a programas de regulación de oferta, del mismo modo que se 
había hecho en Estados Unidos en la década de los treinta. Esta es una característica 
capital que merece ser destacada: la anterior política de precios pasa a convertirse en 
una política de ayuda a las rentas con el fin de que éstas encajasen en la caja azul del 


12 García Azcárate, Tomás «Hacia una nueva legitimidad para la política agraria común». Palau, 
Revista Valenciana de Hacienda Pública, número correspondiente a mayo-agosto de 1991. 

13 Aunque por razones de claridad en la exposición le denominaremos reforma de 2003, lo cierto es 
que se extiende hasta 2005. Así, en 2004, se revisaron las OMC del tabaco, algodón y aceite de oliva y 
en 2005 se abordó el mercado del azúcar. 

14 Véase al respecto García Azcárate, Tomás «Reflexiones sobre el Libro Verde y la crisis de la 
Política Agraria Común». Revista de Estudios Agrosociales, n.” 136 (julio-septiembre), 1986. Y tam- 
bién, del mismo autor, «Modernización agraria y reforma de la PAC». Papeles de Economía Española, 
n.” 60-61, 1994, 
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GATT. Se comenzó a revisar los reglamentos de las OCM para acomodarlos a la nueva 
situación”. 

La reforma de 1992 continuaba favoreciendo la estructura de la explotación familiar 
por considerar que no era posible ni deseable, dadas las heterogéneas condiciones agra- 
rias europeas, potenciar la gran explotación a la manera de Estados Unidos ya que rom- 
pería el tejido social en las regiones rurales; también abogaba por mantener un colectivo 
agrario relativamente elevado con el objeto de que el territorio permaneciese ocupado 
para preservarlo ecológicamente; y, finamente, tampoco se renunciaba al mantenimien- 
to de los pilares que inspiraron la PAC de los sesenta —unidad de mercado, preferencias 
comunitarias y solidaridad financiera— si bien dentro del marco general del mercado 
interior y no como un cuerpo separado. 


Lo novedoso de la reforma residía básicamente en tres aspectos: en primer lugar, en 
que se sustituye la garantía ilimitada de demanda (absorción de excedentes) por una 
garantía limitada que pone el énfasis en regular la oferta agraria con el objeto de reducir 
o eliminar tales excedentes; en segundo lugar, sustituye la vieja política de precios ga- 
rantizados, como vía de sostenimiento de rentas, por otra de pagos directos (sosteni- 
miento de rentas vía ayudas); y en tercer lugar, en que se da entrada a programas de 
conservación de la naturaleza. 


La reforma de 1992 culmina y da sentido a una serie de medidas que ya se venían 
aplicando desde 1984. La primera de ellas fue la introducción de los denominados esta- 
bilizadores: congelación en el crecimiento de los precios institucionales, umbrales de 
garantía a la producción, tasas de corresponsabilidad para algunos productos, cuotas y 
limitación en el crecimiento de los gastos agrarios!*, 


Entre todas estas medidas iniciales, destacó los umbrales de garantía a la produc- 
ción. Consistieron en limitar las compras públicas (las operaciones de intervención en 
los mercados) hasta una determinada cantidad, quedando el resto bien al margen del 
apoyo oficial o fuertemente penalizado en los precios garantizados'”. Fue una medida 
novedosa en el marco de la PAC ya que ésta proclamaba la libertad de producción y el 
compromiso de adquirir (por los organismos públicos) y financiar (por el FEOGA), 
los excedentes que no absorbiera el mercado!*. Este principio de la vieja PAC es uno 
de los que primero quiebra por lo que las compras de intervención dejan de ser una 
salida segura a los excedentes de mercado para convertirse, en palabras de la Comi- 


15 La primera fase de la reforma afectó a los cultivos herbáceos —cereales, oleaginosas y proteagi- 
nosas—, al tabaco, ganado vacuno y ovino y los productos lácteos. Se dejó para más adelante la revisión 
de otras OCM tales como la del arroz, azúcar, aceite de oliva y de frutas y hortalizas que han ido acome- 
tiéndose en años posteriores. 

19 Prescindiendo del Informe Mansholt de finales de los sesenta, los principales documentos donde 
se esboza la dirección de la nueva reforma arrancan ya de los años ochenta. Entre esos trabajos de la 
Comisión, destacan los siguientes: Orientation pour l'agriculture européenne. Aide-memoire comple- 
tant le rapport de la Commission sur le mandat du 30 mai 1980, COM (81). Politique agricole commun- 
ne: Proposition de la Commission, COM (83) 500 final y Perspectives de la agriculture commune. Le 
Livre Vert de la Commission. Bruxelles, 1985. 

La medida, incluso, iba más lejos puesto que también se reducía el plazo, con lo cual desaparecía 
la garantía de compra permanente por parte del FEOGA de la que gozaban algunos productos. 

18 Los umbrales de garantía no eran contingentes a la producción ya que únicamente limitan a un 
máximo las garantías de compra, pero su efecto era bastante similar. 
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sión, exclusivamente en una red de seguridad a la que puede recurrirse sólo en casos 
extremos”. 


Por lo que respecta a la limitación en el crecimiento de los gastos agrarios, en 
1988 se introdujo (en el marco de las perspectivas financieras del paquete Delors 1), que 
los recursos destinados a la sección Garantía del FEOGA no podrían superar el límite 
del 74 % del crecimiento que se hubiera producido en el PNB comunitario. 


Con la reforma de la PAC de 1992 tales medidas pasaron a formar un todo coheren- 
te. En síntesis, el nuevo modelo contempló las siguientes líneas de actuación?: 


a) Garantía de compra. Se siguió, en parte, con el viejo procedimiento de precios 
regulados, si bien éstos se fijaban a niveles próximos a los del mercado internacional y 
los prélevements pasaban a ser sustituidos por barreras de equivalencia arancelaria, de 
acuerdo con las negociaciones que en esos momentos se estaban desarrollando en el 
marco del GATT. Las finalidades que se perseguían eran claras: liberalizar el sector y 
reducir excedentes. 


b) Ayudas directas a las rentas. Era la alternativa a la política de precios anterior- 
mente existente. Lo que pretendía la reforma era complementar con pagos directos lo 
que antes se hacía vía precios. Se trataba de seleccionar mejor el colectivo social al cual 
se dirigían para hacer más justo el mecanismo de distribución de gastos del FEOGA y 
limitar su cuantía”. 


El procedimiento de las ayudas revestía dos formas: ayudas compensatorias a la su- 
perficie y primas por cabeza de ganado. En ambos supuestos se introducía, como condi- 
ción necesaria para percibirlas, la participación en programas de limitación de oferta, 
con la excepción de las explotaciones muy reducidas”. 


12 Las fórmulas de aplicación fueron variadas: disminución del precio indicativo o de intervención 
sobre el exceso de producción (cereales, colza y nabina, girasol y leche); reducción de ayudas (concen- 
trado de tomate y pasas de uva); límite de ayudas hasta un volumen global (algodón); etc. Para algunos 
productos, los umbrales incluso se convirtieron en cuotas como fue el caso del azúcar, de la leche, y en 
cierta forma, del vino (mediante el control de la superficie). Comisión de las Comunidades Situatión des 
Marchés Agrcoles. Rapport 1988, COM (88) final. Bruselas, enero de 1988, págs. 4 a 6. 

20 Para mayor detalle véase Milán Diez, Rafael. «Aprobación de la nueva política agrícola común. 
Principales modificaciones que se introducirán a partir de la campaña 1993-1994». Boletín Económico 
de ICE, n.” 2.333, julio, 1992. Un estudio introductorio sobre la situación de los sectores y las disposi- 
ciones legales que afectan a las OCM revisadas, puede consultarse en La nueva Política Agraria Común. 
Ministerio de Agricultura Pesca y Alimentación (MAPA). Madrid, 1993. 

21 La Comunidad al principio mostraba sus reservas para emprender acciones generalizas de este 
tipo puesto que no resultaba fácil arbitrar mecanismos de ayuda directa a las rentas que fueran neutrales 
para los fines de la PAC. 

22 Para los cultivos herbáceos (cereales, oleaginosas y proteaginosas), los pagos compensatorios 
consistían en una cantidad estipulada por Ha., que se diferenciaba por regiones y que se concedían tanto 
para la parte cultivada como para la dejada en barbecho. Estas ayudas compensatorias se supeditaban al 
compromiso, por parte de los agricultores, de retirar de la producción una determinada proporción de la 
superficie de cultivo (set aside). En el caso de la ganadería (vacuno y ovino), se establecía un sistema de 
primas —que parcialmente ya venía funcionando con anterioridad— sobre el número de animales, limi- 
tando el número de cabezas que tenían derecho a las mismas; se reducían también los precios de inter- 
vención y, para tener derecho a las primas, se establecía un factor de densidad ganadera de forma que no 
sobrepase las dos Unidades de Ganado Mayor (UGM)/por Ha. forrajera. 
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c) Medidas de acompañamiento. Este tercer elemento de la reforma no era margi- 
nal. Vista desde la perspectiva actual, posiblemente fue una de las medidas más impor- 
tante de la reforma de 1992 ya que el sector agrario pasaba a inscribirse en una nueva 
dimensión que no se limita, como en el pasado, a proporcionar alimentos abundantes 
para el consumidor. Ahora se pretende producir alimentos de mayor calidad y también 
de reconocer que el sector agrario ofrece otros servicios a la colectividad como, por 
ejemplo, el turismo rural y cuidar del entorno para evitar que se continuase degradando. 


Se trataba, en realidad, de acometer acciones estructurales —de desarrollo rural — 
que, si bien ya se habían puesto en práctica en el pasado, pasaban a constituir el segundo 
pilar de la PAC. Su financiación corría a cargo de la sección Garantía del FEOGA en 
lugar de la de Orientación —con independencia de que en determinados supuestos lo 
hiciese la sección Orientación”. Así, pues, se pretendía hacer compatibles los méto- 
dos de producción con el respeto al medio ambiente. 


Las medidas de acompañamiento de la reforma de la PAC de 1992 fueron las si- 
guientes: 


— Programas medioambientales que tenían una doble finalidad: limitar la produc- 
ción agraria potenciando la extensificación de los productos (reducir los rendi- 
mientos) y proteger el espacio rural”*. Naturalmente en este contexto se inscribía 
también la mejora en la calidad de los alimentos. 


— Indemnizaciones por jubilación anticipada a los agricultores mayores de 55 años 
que desearan ceder sus tierras a agricultores más jóvenes o bien las destinaran a 
Cl) 
usos forestales y de conservación”. 


— Ayudas a la forestación y conservación de las tierras de labor arbitrando primas 
anuales que compensaran las disminuciones de rentas”, 


Las conclusiones que se desprenden de la reforma de la PAC de 1992, pueden resu- 
mirse en las dos siguientes: en primer lugar, la PAC, tanto por razones internas como 


En lo referente a los subsectores lácteo y del tabaco, se operaba a través de cuotas de producción, que 
eran exigibles para beneficiarse de los precios regulados y de las primas previstas. En el sector lácteo, el 
anterior sistema de cuotas que ya existía, se prorroga hasta la campaña 2000/2001; por lo que respecta al 
tabaco, el nuevo sistema de cuotas reducía, a efectos de percepción de las primas, el número de varieda- 
des en función del procedimiento de curado. 

En el caso de las frutas y hortalizas la liberalización era prácticamente total. Dada la considerable 
complejidad que reviste el subsector (tanto por la variedad de productos que incluye como por sus dife- 
rentes características), su regulación quedaba sujeta a lo que en términos comunitarios se conoce como 
garantía condicional. La Comisión decidiría en qué períodos y condiciones había de llevarse a cabo la 
intervención que operaba a través de un mecanismo de retirada de productos del mercado que se aplica- 
ba cuando los excedentes amenazasen con fuerte descenso de los precios de mercado. Aunque el precio 
de retirada no constituía propiamente un precio de compra garantizado (más bien debe entenderse como 
una red de seguridad), sus efectos eran análogos ya que permitían a las organizaciones de productores 
dejar de vender —retirar— sus productos cuando los precios de mercados alcanzasen el nivel fijado 
como precio de retirada y eran reembolsados de sus gastos por el FEOGA. 

2 En las perspectivas financieras de la Agenda 2000, se establecía que con la excepción de las re- 
giones incluidas en el Objetivo 1 (las menos desarrolladas), las medidas de política rural se financiarían 
exclusivamente por la sección de Garantía del FEOGA. 

pe Reglamento (CEE) 2078/92 publicado en el DOCE-L de 30 de julio de 1992. 

E Reglamento (CEE) 2079/92, DOCE-L de 30 de julio de 1992. 

— Reglamento (CEE) 2080/92, DOCE-L de 30 de julio de 1992. 
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externas, se hacía mucho menos proteccionista que en el pasado. En segundo lugar, la 
nueva PAC comenzaba a distribuir mejor sus recursos que la anterior puesto que al ser, 
en su mayor parte, pagos directos, llegaban a todos los agricultores que cumpliesen los 
requisitos y no sólo a las grandes explotaciones”. 


La reforma de 1992, introdujo, en fin, mecanismos de flexibilización más ágiles que 
los anteriores que han permitido ir adecuando la PAC a las exigencias del mercado y 
sentar las bases para un modelo agrario cada vez más liberalizado y más barato para el 
contribuyente. Este es la filosofía que informa las reformas posteriores y, con toda pro- 
babilidad, las que seguirán ya que la reforma de la PAC todavía no ha concluido: resta 
por modificar su financiación. 


Las últimas dos revisiones de la PAC han sido las de 1999, en el contexto de la 
Agencia financiera 2000 y la de 2003, con el objeto de hacer frente a la ampliación al 
Este. A ellas pasamos a referirnos a continuación. 


B) Las reformas de la PAC de 1999 y 2003. Intensificación 
en la liberalización y modificación del mecanismo de pagos 


La reforma de 1999 fue aprobada por el Consejo de Ministros de Agricultura el de 11 de 
marzo de dicho año. Consistió en un nuevo paquete de medidas liberalizadoras con una 
doble finalidad: la primera de ellas, situar a la Comunidad en buena posición para la 
nueva ronda de negociaciones comerciales de la Organización Mundial de Comercio 
(OMC); y la segunda, ir preparando la PAC para la ampliación de la UE al Este para 
hacer frente al considerable incremento del potencial agrario comunitario —sobre todo 
en productos continentales— y el consiguiente agravamiento de su financiación”. 


Las líneas maestras de este nuevo proceso de liberalización de la PAC, pueden resu- 
mirse en las siguientes: 

— Importantes reducciones en los precios garantizados para la mayoría de los pro- 

ductos regulados”. Estas reducciones de precios se vieron parcialmente com- 


27 Las críticas aquí tampoco han faltado: para beneficiarse de tales ayudas no se exigía ser agricul- 
tor a tiempo completo y las ayudas guardaban cierta relación con los rendimientos históricos. Según 
la Comisión, los pagos directos beneficiaban más a las medianas y grandes explotaciones que a las 
pequeñas. 

22 La ampliación de los primeros 10 países que se integraron en 2004 supuso un incremento de un 
50% de las tierras agrícolas y casí de en un 70% en el número de agricultores. La Comisión consideraba 
inviable aplicar a los nuevos socios el mecanismo de precios de sostenimiento y los pagos directos que 
realiza la PAC puesto que ello originaría considerables distorsiones de rentas en las áreas rurales y se 
incrementarían los ya importantes excedentes en productos tales como el azúcar, lácteos y carnes. 

22 La reforma entró en vigor a partir de la campaña 2001-2002. Los principales productos afectados 
por la reforma fueron los cereales, la carne de vacuno y los productos lácteos. En el caso de los subsecto- 
res lácteos y de cereales, las mencionadas reducciones en los precios de intervención fueron del 15%, si 
bien para el lácteo se retrasó su aplicación hasta la campaña 2005-2006; en cereales se previeron dos 
tramos con una reducción del 7,5% en cada uno de ellos que fueron operativos en las campañas 2000- 
2001 y 2001-2002, respectivamente. El régimen de cuotas lácteas fue prorrogado hasta la campaña 
2007-2008, previéndose aumentos lineales en las mismas del 1,5%. En carne de bovino, se acordó pres- 
tar especial atención a la evolución que siguiera el mercado y en caso necesario podría procederse a 


compras de intervención. 
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pensadas con un incremento de los pagos compensatorios por Ha., en particular 
para los cereales, oleaginosas y la carne de vacuno. 


— La retirada obligatoria de tierras se redujo del 17% al 10%. 


— Refuerzo de las medidas de política rural para atender las cada vez mayores exi- 
gencias del consumidor y el creciente uso con fines recreativos. 


— Gestión más trasparente de la PAC. A la Comisión se le encomendó llevar a 
cabo una labor de simplificación y de transparencia en la legislación agraria so- 
bre OCM con el objeto de hacerla más asequible para todos, evitando los tecni- 
cismos y el solapamiento de medidas dispersas. También se incrementó la res- 
ponsabilidad de los Estados en la aplicación de la PAC. 


Otro hecho que debe tomarse en consideración fue el del paso del ecu al euro. La 
entrada en vigor de la UEM el 1 de enero de 1999, supuso la desaparición del anterior 
sistema agromonetario basado en el ecu-verde, que teóricamente daba la posibilidad a 
los Estados miembros de devaluar sus monedas (cambio de paridad de su moneda res- 
pecto del ecu) y de esta forma contribuir al incremento, en moneda nacional, de las ayu- 
das agrarias recibidas. 


Los gastos agrarios durante el período 2000-2006 (Agenda 2000), que han revertido 
a los Estados han superado con creces los 40 millardos anuales de euros. De dicho gas- 
tos de la PAC, algo más de 65% se han destinado a ayudas directas, entre el 6 y 8% a 
restituciones a las exportaciones, en torno la 10% a desarrollo rural y el resto a otros 
conceptos. Por lo que respecta a su distribución por subsectores (véase Anexo 9.2), el 
primer lugar corresponde a los productos vegetales que han venido absorbiendo más del 
60%, seguidos de los productos animales, con algo más del 25%, correspondiendo el 
resto a otros conceptos y principalmente al desarrollo rural. Por productos, el primer 
lugar corresponde al vacuno, seguido de los productos lácteos, aceite de oliva, frutas y 
hortalizas, Ovino y caprino y azúcar. 


Por su parte, la reforma de la PAC de 2003 fue aprobada por los ministros de Agri- 
cultura de la UE el 26 de junio de dicho año —con algunos añadidos en 2004 y 
2005—. Su finalidad esencial fue prácticamente la misma que la de 1999: la de cum- 
plir con los compromisos derivados de las negociaciones con la OMC y hacer frente a 
la ampliación hacia el Este. No obstante, introduce, como veremos, un cambio fun- 
damental en lo relativo al mecanismo de pagos directos a los agricultores”. A partir 
de la misma, la regulación institucional de los precios va desapareciendo y las ayudas 
se convierten en el apoyo exclusivo a las rentas*”; la protección exterior, si bien es 


30 Dos estudios muy rigurosos sobre el significado de la reforma de 2003, son los realizados por 
Massot Martí, Albert. «La Reforma de la PAC de 2003: hacia un nuevo modelo de apoyo para las explo- 
taciones agrarias». Revista de Estudios Agrosociales y Pesqueros del MAPA, n.* 199, 2003 y «De la 
crisis de la Unión a la crisis de la PAC: por un nuevo proyecto para la agricultura europea en un entorno 
globalizado», Real Instituto Elcano (DT 34/2005), Madrid, 2005. 

31 La reforma entró en vigor a lo largo de 2004 y 2005. En el caso de la ayuda única por explotación 
lo hizo en 2005 aunque dando la opción a los Estados, en atención a las condiciones específicas de su 
agricultura, a que pudieran retrasarla hasta 2007. 

32 Pese a que el actual sistema institucional de regulación de precios ha perdido totalmente su viejo 
significado, para cada campaña de comercialización se continúan fijando tres tipos de precios: indicati- 
vo, umbral y de intervención. 
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musha menos rígida y proteccionista que en el pasado, todavía continua siendo impor- 
tante 


La reforma se asienta sobre las siguientes bases: 


A) Modificación del sistema de pagos directos que percibe el agricultor. El meca- 
nismo de ayuda a las rentas de los agricultores ha de cumplir tres requisitos: desvincula- 
ción, condicionalidad y modulación. 


— Desvinculación. Las ayudas son obtenidas por el agricultor y se desvinculan de 
la producción; no obstante, la desvinculación también puede ser parcial para de- 
terminados cultivos y en un cierto porcentaje. Las ayudas directas al agricultor 
equivalen a las que como media viniera percibiendo durante el período 2000- 
2002 —que 57 a como referencia para su cálculo— y son abonadas en forma 
de pago único”. Con dicha medida se pretende que los agricultores europeos se 
ajusten a las exigencias del mercado; esto es, tienen libertad para producir lo que 
el mercado demande. 


— Condicionalidad. La percepción de las ayudas estará condicionada a dos requisi- 
tos: que las tierras las mantenga el agricultor en buenas condiciones agronómi- 
cas y a que se ajuste a las normas comunitarias sobre medio ambiente, salud 
pública y sanidad animal y vegetal. 


— Modulación. Se introduce un sistema de modulación financiera consistente en 
reducir progresivamente los pagos directos obligatorios durante el período 2005- 
2012. A partir de 5.000 € anuales —con el objeto de proteger a las pequeñas 


El precio indicativo (de base o de orientación), es un precio artificial que se aproxima al que, a juicio 
de las instancias comunitarias, debieran normalmente alcanzar en el mercado comunitario los productos 
considerados. El precio de umbral o precio de esclusa, es el precio mínimo al que pueden venderse los 
productos importados; con la finalidad de salvaguardar el principio de preferencia comunitaria, dicho 
precio es más elevado que el de intervención. Finalmente, el precio de intervención es un precio garanti- 
zado que, de no alcanzarse en el mercado, obliga a los organismos de intervención a comprar la produc- 
ción (a través de primas se fomenta el almacenamiento privado). 

3 Como regla general —que admite algunas excepciones—, las restricciones cuantitativas sobre las 
importaciones o medidas de efecto equivalente, están prohibidas en la Comunidad. En cuanto al grado 
de protección, se contemplan básicamente tres situaciones: en primer lugar y la más general, es un siste- 
ma de exacción único en frontera, que afecta a un grupo numeroso de productos, que tiene por objeto 
evitar que el precio de importación sea menor que el del mercado comunitario; una segunda modalidad, 
que afecta a algunos productos, es la aplicación de los gravámenes fijados por el arancel aduanero co- 
mún; y la tercera, es la de los productos que están exentos de pagos de derechos en frontera. Existen 
también sistemas mixtos de los anteriores así como medidas de salvaguardia que pueden desembocar, en 
situaciones extremas, en la suspensión de importaciones —y de exportaciones— cuando éstas puedan 
originar graves perturbaciones en el mercado comunitario. 

% Las ayudas directas al agricultor se basan en derechos de pago —que pueden asimilarse a títulos 
al portador— que están sujetos al cumplimiento de ciertos requisitos, entre ellos el de disponer de super- 
ficie productiva. Los de derechos de pago de cada agricultor equivaldrán al de la superficie media que 
hubiera percibido ayudas durante tres años (2000 a 2002). El valor unitario de cada derecho se calculará 
dividiendo el importe medio de las ayudas percibidas durante el período de referencia entre la superficie 
media. 

Para calcular la superficie con derecho a pago se usa, a escala comunitaria, el Sistema de Identifica- 
ción de Parcelas Agrícolas (SIGPAC), una herramienta de gran precisión cartográfica que combina la 
fotografía aérea con la informática. 
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explotaciones—, los pagos directos que haya de percibir el agricultor comunita- 
rio, se reducirán cada año en los siguientes porcentajes: en un 3% en 2005, 4% 
en 2006 y en un 5% entre 2007 a 2012. El ahorro realizado con tales reducciones 
se destinará, una vez deducidos ciertos importes, a sufragar las medidas finan- 
cieras incluidas en la programación del desarrollo rural'*. 


B) Modificación de las Organizaciones Comunes de Mercado””. En el marco de 
esta reforma, el Consejo decidió también revisar las OCM de los productos lácteos, el 
arroz, los cereales, el trigo duro, los forrajes desecados, las patatas de fécula y los frutos 
de cáscara. El objeto que se persigue es triple: en primer lugar, reducir los precios de 
intervención en un porcentaje importante; en segundo lugar, cumplir con el límite pre- 
supuestario establecido para la UE entre 2007 y 2013; y en tercer lugar, fortalecer los 
argumentos que defiende la UE en las actuales negociaciones comerciales en la OMC, 
en particular, la multifuncionalidad de la actividad agraria. 


C) Disminución de las cargas financieras de la PAC. El Consejo Europeo decidió, 
ya en 2002, que para el período 2007-2013, los gastos de la PAC se mantendrán al nivel 
—en precios corrientes— de los realizados en 2006 incrementados en un 1% anual”. 


D) Potenciación del desarrollo rural. La política rural resulta reforzada —aunque 
menos de lo previsto— con medidas sobre protección del medio ambiente, calidad y 
bienestar animal, ayudas a los jóvenes agricultores que se incorporen a la actividad 
agraria y, en general, a los que cumplan las normas de la UE sobre calidad alimentaria e 
información a los consumidores. 


E) Nuevos instrumentos financieros. El cuadro de esta reforma se completa con 
la creación, en 2005, de dos nuevos instrumentos financieros: el Fondo Europeo Agrí- 
cola de Garantía (FEAGA) y el Fondo Europeo Agrícola para el Desarrollo Rural 
(FEADER), que sustituyen, respectivamente, a las secciones de Garantía y Orientación 
del FEOGA, organismo que desaparece. 


35 Art. 10 del Reglamento 1782/2003 del Consejo de 29 de septiembre de 2003. 

36 Actualmente cuentan con OCM los siguientes productos: aceite de oliva y aceitunas de mesa, 
arroz, azúcar, carne de porcino, carne de ovino y caprino, carne de vacuno, cereales, forrajes desecados, 
frutas y hortalizas, frutas y hortalizas transformadas, huevos y aves de corral, lino y cáñamo, lúpulo, 
plátanos, productos lácteos, productos de la floricultura, semillas, tabaco, vino; y también otros produc- 
tos agrarios que no estén contemplados por una organización de mercados específica. En conjunto en- 
globan aproximadamente el 90% de la producción agraria final de la UE. En un futuro está previsto 
refundir prácticamente en una sola las actuales 21 OCM. 

Las organizaciones de mercado contemplan, en cada caso, la situación específica del producto regu- 
lado. Pueden resumirse así: ayudas suplementarias (trigo duro, proteaginosas, arroz, frutos de cáscara, 
cultivos energéticos, patatas para fécula) intervención y ayudas a la producción (leche y productos lác- 
teos, carne de vacuno, arroz, aceite de oliva, cereales, ovinos, oleaginosas y pasas); intervención (azúcar, 
leche y productos lácteos, vino, carne de porcino, frutas y hortalizas frescas); ayudas a la producción 
(lino y cáñamo, productos transformados de frutas y hortalizas) y sólo protección externa mediante aran- 
celes (aves de corral, huevos, plantas vivas y productos de la floricultura). 

37 Dicho gastos —como era el propósito de Francia— se mantendrán prácticamente constantes hasta 
el último año de vigencia de la Agencia financiera 2007 aunque crecerán a un ritmo inferior al de la 
inflación prevista (2% anual para el período), con lo cual su participación en el conjunto de los créditos 
de compromiso del período será descendente. 
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Los dos nuevos fondos creados por la Comisión constituyen un marco jurídico único 
para la financiación de la PAC que viene regulado por el Reglamento 1290/2005 del 
Consejo, de 21 de junio de 2005. Ambos fondos se financian con cargo al presupuesto 
general de las Comunidades Europeas y a los dos se les asigna un funcionamiento simi- 
lar, aunque con características propias: el FEAGA financia la política agraria a corto 
plazo y el FEADER la política rural. 


La gestión financiera de dichos fondos es compartida entre la Comisión y los Esta- 
dos miembros. A la primera, compete las responsabilidades de ejecución de la financia- 
ción comunitaria y a los Estados, las obligaciones de cooperación relacionadas con los 
organismos pagadores, coordinadores y de certificación. Los Estados habrán de crear 
organismos de certificación —que pueden ser entidades jurídicas públicas o privadas— 
que serán los encargados de certificar los sistemas de gestión, de seguimiento y de con- 
trol de los organismos pagadores así como sus cuentas anuales. 


Por lo que respecta al FEAGA, es el encargado de financiar, en gestión compartida 
entre los Estados miembros y la Comisión, las intervenciones necesarias para la regula- 
rización de los mercados agrarios, las restituciones en concepto de exportación de pro- 
ductos agrarios a terceros países y los pagos directos a los agricultores**. Igualmente el 
FEAGA financiará determinados gastos de información y de promoción de los produc- 
tos agrarios en el mercado interior de la Comunidad y las que los Estados miembros 
realicen en terceros países”. 


En cuanto al FEADER, cofinancia conjuntamente con los Estados y presta asisten- 
cia técnica a los programas de desarrollo rural ejecutados de conformidad con la legisla- 
ción comunitaria. La contribución financiera del FEADER a los programas de desarro- 
llo rural se determina en función del gasto público que realicen los Estados miembros 
—de acuerdo con el principio de subsidiariedad— y tomando también en consideración 
la importancia y prioridad que éstos conceden a la gestión de las tierras y el medio am- 
biente, a la situación de las regiones elegibles en virtud del objetivo de convergencia y a 
la prioridad concedida al enfoque Leader*. Como parte de la asistencia técnica se ha 
previsto que se establezca una red de desarrollo rural a escala comunitaria. 


38 Tomando como base la declaración de gastos por parte de los Estados miembros, la Comisión 
pondrá mensualmente a disposición de los mismos los créditos necesarios para cubrir dichos gastos a 
cargo del FEAGA. En el supuesto de las declaraciones de los Estados que no se ajusten a las normas 
comunitarias, la Comisión podrá decidir la reducción o la suspensión de los pagos. 

39 El FEAGA financiará los gastos relacionados con la participación financiera de la Comunidad en 
medidas veterinarias concretas —tales como programas de vigilancia y erradicación de enfermedades y 
medidas fitosanitarias— y de los productos destinados a la alimentación humana y animal; la promoción 
de productos agrarios efectuados directamente por la Comisión o por medio de organizaciones interna- 
cionales; las medidas destinadas a garantizar la recogida, conservación y la utilización de recursos gené- 
ticos en agricultura; la creación y mantenimiento de los sistemas de información contable agraria; los 
sistemas de investigación agraria, etc. 

0 Con el objeto de mitigar las limitaciones y los problemas estructurales para el desarrollo agrario 
que presentan determinadas zonas —regiones ultraperiféricas, insulares o zonas de montaña—, que son 
dependientes de pocos productos, se han previsto medidas específicas de política rural y mayores por- 
centajes de cofinanciación a cargo del FEADER. 
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9.3.2. La vertiente estructural de la política agraria común. 
Hacia la política rural 


9.3.2.1. Antecedentes 


Hasta la reforma de los fondos estructurales en 1988, la PAC había centrado su atención 
básicamente en la política del corto plazo, descuidando la vertiente estructural para la 
cual ni se fijaron objetivos precisos ni apenas se asignaron recursos. 


Durante muchos años el FEOGA-Orientación ha absorbido poco más del 3,5% de 
los gastos totales del FEOGA. 


Esta falta de atención comunitaria por la vertiente estructural, ha sido suplida en 
parte por los Estados miembros. Han sido éstos, con mayor o menor fortuna, los que se 
han preocupado por las reformas estructurales de las explotaciones agrarias. Puede 
decirse que en la PAC ha existido una especie de división del trabajo: la Comunidad ha 
absorbido la responsabilidad de la política a corto y los Estados han hecho lo propio con 
la vertiente estructural. 


La Comunidad empezó a tomar conciencia de la necesidad de potenciar la política 
estructural cuando los principales subsectores agrarios accedieron al régimen de merca- 
do único en los años setenta y la financiación comenzó a realizarse con recursos pro- 
pios. Fue entonces cuando se intentó acometer programas que permitiesen en un futuro 
ir reduciendo el coste financiero de la política a corto. El artífice de dicha reforma fue 
Sicco Mansholt quien la expuso en un Memorandum publicado por la Comisión en 
1968, que se conoce como Plan Mansholt. En él se señalaba que la política de precios, 
por sí sola, no podía solucionar las crecientes dificultades de la agricultura comunitaria; 
que era necesario acometer reformas técnicas, sociales y financieras que permitiesen la 
viabilidad de la PAC a largo plazo, entre otras, la de reducir drásticamente el número de 
agricultores, la retirada de tierras de la producción agrícola, darle más juego al mercado 
(reducir los precios institucionales), unificar los mercados agrarios a escala comunitaria, 
darle una dimensión regional a la PAC e integrar el sector en el ámbito internacional. 


Estas propuestas causaron una alarma considerable entre las organizaciones agrarias 
y también en algunos de los Estados miembros. Por eso no salió adelante. En su lugar, 
comenzaron a ponerse en marcha, en 1972, en forma de Directivas socio-estructurales, 
una serie de acciones de carácter estructural que tuvieron resultados muy limitados*'. 
En total fueron cuatro las directivas aprobadas, tres de ellas en 1972 (sobre moderniza- 
ción de las explotaciones, cese en la actividad agraria e información socioeconómica y 
cualificación profesional) y la cuarta (sobre agricultura de montaña), en 1975. Las men- 
cionadas directivas constituyen el embrión de la política estructural comunitaria y pue- 
den considerarse como un antecedente remoto de la actual política rural*. 


*1 Las Directivas socio-estructurales fueron acciones cofinanciadas por los Estados miembros y la 
Comunidad; por ello tuvieron alguna significación en los países que decidieron impulsarlas —casos de 
Francia y de Alemania— y mucho menos en los restantes. El impulso inicial correspondía a los Estados 
y po a repercutían una parte de su coste —entre el 25 y 50%— en el FEOGA-Orientación. 

Massot Marti, Albert. Las medidas de desarrollo rural de la Unión Europea: las reformas de la 
PAC y de la política de cohesión (mimeo). El documento que se cita fue el presentado por el autor en un 


curso sobre desarrollo rural dirigido por el profesor Jesús Regidor en la Universidad Autónoma de Ma- 
drid en diciembre de 2003. 
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Al término de su vigencia, a mediados de los años ochenta, las cuatro directivas se 
refundieron y actualizaron por el Reglamento 797/85 del Consejo de 12 de marzo de 
dicho año sobre Mejora de la eficacia de las estructuras agrarias**. Este Reglamento 
fue parcialmente modificado en 1987 para dar entrada a una nueva modalidad de políti- 
ca estructural: la de extensificación de la producción que pretendía contribuir al equili- 
brio entre oferta y demanda agraria**;, para ello los Estados instauraron un régimen de 
ayudas que estimulasen la reconversión hacia productos no excedentarios y la extensifi- 
cación de los excedentarios*. 


A partir de la reforma de los fondos estructurales de 1988, la vertiente estructural de la 
PAC comenzó a insertarse cada vez más en un contexto de política regional —de desarro- 
llo del medio rural— en cuya financiación ya no sólo intervenía el FEOGA-Orientación 
sino también otros fondos aunque continuó existiendo una cierta especialización. 


9.3.2.2. La política rural: el segundo pilar de la PAC 


En sus orígenes la Política Agraria Comunitaria (PAC) apenas dejaba espacio alguno 
para Otras actuaciones en el medio rural que no fueran las puramente agrarias. Con el 
tiempo, el entorno rural se ha convertido en una pluriactividad que rebasa con mucho lo 
estrictamente agrario. 


El medio rural comunitario —y en general de los países desarrollados— ya no es 
sólo el espacio en el que se ejerce la actividad agraria sino que es también, y cada vez 
en mayor medida, el asentamiento de otras actividades productivas*”. Por ello se ha 


% En dicho Reglamento se contemplaban una serie de medidas tales como ayudas a las inversiones, 
a la agricultura de montaña y zonas desfavorecidas, a la reforestación y ordenación del territorio, la for- 
mación profesional, etc. Se trataba también de programas cofinanciados por los Estados y la Comunidad 
en proporciones que oscilan entre el 25 y 50% y presentaba escasas novedades frente a las directivas que 
sustituía. 

4 Reglamento 1760/87 del Consejo de 15 de junio. 

45 En dicho Reglamento se entiende por extensificación la disminución de al menos un 20% de la 
producción del producto en cuestión sin que por ello se vean incrementadas las capacidades de otros 
productos que sean excedentarios. Comenzó a aplicarse en cereales, carne de vacuno y vino. 

Como han señalado Sumpsi y Tió, existía una contradicción, al menos terminológicamente, entre 
política de estructuras y extensificación. Una política de estructuras va encaminada a incrementar la pro- 
ductividad de las explotaciones; en cambio, la extensificación tiene el sentido opuesto: reducir dicha 
productividad. Sumpsi, José M. y Tió, Carlos «La política agrícola común y su impacto regional en Es- 
paña», Papeles de Economía Española, n.” 34, 1988. 

46 Para la delimitación de lo que la Unión Europea considera zona rural se utiliza como criterio la 
densidad de población. Se consideran comunidades rurales los espacios cuya densidad de población no 
superan los 100 habitantes por km?. Aplicando dicho criterio, en el año 2000 más del 81% de la superfi- 
cie comunitaria de la UE-15 era rural y en ella residía más del 17% de su población (24% en el caso de 
España). La aplicación estricta de este criterio lleva a considerar, por ejemplo, que el 50,6% de la pobla- 
ción de Finlandia y el 66,8% de la de Suecia, vive en comunidades rurales. Tomando como base la 
densidad de población, la UE distingue entre espacios predominantemente rurales (cuando más del 50% 
de la población habita en comunidades rurales), significativamente rurales (cuando habita en comunida- 
des rurales entre el 15 y 50% de la población) y predominantemente urbanizada (menos del 15% de la 
población vive en comunidades rurales). Según esta tipología, los porcentajes de población de la UE-15 
que en el año 2000 vivían en cada uno de los mencionados ámbitos, eran los siguientes: 9,7% (predomi- 
nantemente rural), 29,8 (significativamente rural) y 60,5 (predominantemente urbana). Así, Luxembur- 
go, que es el país con máxima renta per-cápita de toda la UE, toda su población habitaría en una zona 


significativamente rural. 
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pasado de un enfoque economicista que contemplaba la política agraria como una acti- 
vidad sectorial a otro de tipo horizontal que también toma en consideración la dimen- 
sión espacial. 


Los avances tecnológicos han incrementado en tal medida la productividad agraria 
que ha reducido el factor trabajo —y en también el factor tierra— a cotas realmente 
bajas. El proceso migratorio del ámbito rural al urbano, provocado en buena medida por 
los avances tecnológicos, se ha detenido en la mayoría de los Estados miembros de la 
UE-15 (aunque será muy importante en los próximos años en los nuevos Estados miem- 
bros). En las últimas décadas estamos asistiendo a un cierto incremento de la población 
que habita en el medio rural y, sin embargo, el sector agrario continúa perdiendo em- 
pleo. Esto pone de relieve que las nuevas ocupaciones que se generan en estas áreas ya 
no son de tipo agrario: el medio rural ha pasado también a ser el hábitat de otras ocupa- 
ciones, sobre todo de servicios. 


En los países desarrollados —gracias también a las nuevas tecnologías—, ya no es 
necesario residir en grandes núcleos urbanos para tener acceso a las fuentes de informa- 
ción y ni tan siquiera a las de ocio. La considerable mejora y generalización de la educa- 
ción, de la sanidad y la posibilidad de contar con unas infraestructuras de transportes 
que permiten traslados rápidos a cualquier punto geográfico, hacen posible ejercer cual- 
quier profesión desde el medio rural y beneficiarse al mismo tiempo de un mayor poder 
adquisitivo y de unas condiciones medioambientales más sanas. 


Pero que exista cada vez más autonomía del medio rural respecto del agrario, no 
significa que uno viva a espaldas del otro. Se trata de ámbitos interconectados puesto 
que todas las actividades que se desarrollan en el ámbito rural se interaccionan entre sí 
para asegurar su viabilidad económica y social. Las zonas rurales y las agrarias son dos 
mundos interdependientes: el desarrollo rural no puede basarse exclusivamente en el 
agrario pero tampoco puede hacerse a espaldas de él. 


Las actuaciones comunitarias en el medio rural son el resultado de la convergencia 
de sus dos principales políticas de gasto: la de cohesión territorial y la agraria. De la 
primera, la política rural ha tomado la idea la de cohesión económica y social; de la 
segunda, de multifuncionalidad. El cambio de la PAC hacia la vertiente rural se comen- 
zÓ a producir en 1988 cuando la sección Orientación del FEOGA pasó a ser un fondo 
estructural y recibió un nuevo impulso con las medidas de acompañamiento de la refor- 
ma de la PAC de 1992. 


Desde la óptica espacial, el inicio de la política rural es el año 1988, fecha en que la 
Comisión hizo pública una Comunicación titulada El futuro del mundo rural, que apor- 
taba el soporte teórico de una política rural dependiente de la política regional”. Las 
perspectivas financieras Delors 1 (1988-1992) incluyeron programas de desarrollo rural 
en el Objetivo 1 (regiones más atrasadas) y en el Objetivo 5b (zonas rurales de las res- 
tantes regiones). En 1991 se puso en marcha el programa LEADER —LEADER-L-—, 
que tuvo su continuación en las perspectivas financieras 1994-1999 —LEADER I— y 
en las del período 2000-2006 —LEADER Plus—*. Precisamente en la Agenda finan- 


*7 Comisión de las Comunidades Europeas «El futuro del Mundo Rural». Comunicación de la Comi- 
sde las Comunidades Europeas al Parlamento Europeo y al Consejo, COM (88) 5012 Final. 

El LEADER 1 tuvo un marcado enfoque territorial integrado, el LEADER H exigía que los 

proyectos contasen con un cierto carácter innovador y el LEADER Plus abrió su aplicación a todos los 
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ciera 2000, la política rural pasó a ser considerarla como segundo pilar de la PAC y su 
ámbito de actuación quedó ya bastante perfilado por el Reglamento 1257/1999. En la 
Agenda financiera 2007, la política rural forma parte del eje de Conservación y gestión 
de los recursos naturales, conjuntamente con la política de mercados agrarios y la pesca. 


En conclusión, actuaciones de política rural, desde la perspectiva espacial, se han 
contemplado en todas las perspectivas financieras desde su implantación hasta el pre- 
sente, tanto formando parte de los Objetivos de programación como de las Iniciativas 
comunitarias, caso del programa Leader. 


Del lado de la política agraria común —prescindiendo de las Directivas socio-es- 
tructurales de 1972 y los programas que les sucedieron—, la política rural arranca de las 
medidas de acompañamiento de la reforma de la PAC de 1992*. Con ellas se intentó 
compatibilizar los métodos de producción con el respeto al medio ambiente con el fin 
de alcanzar la sostenibilidad del modelo. La protección del medio ambiente, por tanto, 
pasa a constituir uno de los objetivos de la nueva PAC. Y desde el punto de vista finan- 
ciero, dichas acciones de carácter estructural pasaron a ser financiadas por la sección 
Garantía del FEOGA y no a través de la de Orientación”. 


A partir de la reforma de la PAC de 1992, la política rural pasa a considerarse como 
un elemento central de la misma. El papel que se le asigna al sector agrario ya no se 
limita, como en el pasado, a proporcionar alimentos abundantes para el consumidor sino 
a producir alimentos de mayor calidad y a ofrecer una serie de servicios relacionados 
con su entorno. Es lo que se conoce la función de multifuncionalidad del sector agrario. 
Como señala Regidor, en el sector agrario comunitario hay que comenzar a diferenciar 
entre agricultura comercial y agricultura territorial; la primera, incluye a las explotacio- 
nes económicamente viables y convenientemente gestionada que producen para el mer- 
cado; la segunda, la forman las pequeñas y medianas explotaciones de tipo familiar que 
carecen de viabilidad económica y cuya principal misión es la preservación del paisaje 
y los recursos naturales por lo que, para sobrevivir, necesitan de estar fuertemente sub- 
vencionada”'. En el Anexo 9.3 se recogen una serie de variables del sector agrario y su 
distribución por Estados (UE-15)”?. 


territorios rurales y reforzó las formas participativas, de organización y de cooperación entre los territo- 
rios rurales. 

42 A las medidas de acompañamiento de la reforma de 1992 se añadieron, en 1999, otras dos: el 
régimen aplicable a las zonas desfavorecidas (principalmente zonas de montaña cuya reglamentación 
originaria se remontaba a la directiva socio estructural de 1975) y áreas con restricciones ambientales 
cuyo objetivo básico es el de conservar, en determinadas zonas, una comunidad rural que permita mante- 
ner el entorno ambiental y fomentar sistemas agrarios sostenibles. Ambas medidas se contienen en el 
Reglamento (CE) 1257/1999 del Consejo. 

50 En las Perspectivas financieras de la Agenda 2000, las acciones en política rural incluidas en las 
regiones Objetivo 1 (las menos desarrolladas), se financian por el FEOGA-Orientación y en el resto de 
las regiones (Objetivo 2), por la sección de Garantía del FEOGA. 

51 De las 1.023 mil explotaciones familiares existentes en España en 1997, sólo 117 mil eran viables 
económicamente y 916 mil no lo eran. Si a esas 117 mil les sumamos otras 38 mil explotaciones viables 
de carácter no familiar, tenemos completo el panorama de la explotación agraria española. Regidor, Je- 
sús El futuro del medio rural en España. Agricultura y desarrollo económico. Consejo Económico y 
Social, Madrid, 2000, págs. 97 a 112. 

52 En los inicios del presente siglo, la superficie agrícola útil (SAU) de la UE-15 era de 130 millones 
de Has, distribuidas 6.771 miles de explotaciones (una media de 18,7 Has/SAU), que daban ocupación a 
6,5 millones de personas (4% del total) y cuya participación en el PIB comunitario ascendía a sólo el 1,6%. 
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La multifuncionalidad del sector agrario se manifiesta, al menos, en las FIgICHtaS 
cuatro dimensiones: la económica, la social, la seguridad alimentaria y la ambiental”. 


La dimensión económica o de producción de alimentos (para el autoconsumo y el 
mercado), es la función primaria, directa e inmediata de dicho sector y es la que tradi- 
cionalmente se ha tomado en consideración para valorar este sector. Las otras tres di- 
mensiones trascienden propiamente el ámbito económico y recogen lo que podríamos 
denominar los elementos no comercializables del sector agrario. Entre tales elementos 
están los sociales (tales como el ocio), los medioambientales (mantener limpio el entor- 
no) y la seguridad alimentaria (en términos de calidad y de control estratégico). 


El sector agrario genera una serie de productos que se comercializan en el mercado. 
Pero también genera una serie de servicios que no son comercializables; esto es, una 
serie de externalidades positivas que nadie remunera pero que, al ser públicas, requieren 
de protección económica especial si se pretende que el sector agrario siga cumpliendo 
con tales funciones”. 


Esta cuestión es objeto de debate en el seno de la OMC. El elemento central reside 
en la amplitud que deben tener los aspectos agrarios no comercializables y qué grado de 
apoyo público debe prestárseles. Mientras que la UE considera que todas esas externali- 
dades son parte de la multifuncionalidad agraria no comerciable y que, por lo tanto, 
deben ser objeto de ayudas públicas, Estados Unidos defiende que tales ayudas son una 
protección encubierta que obstaculiza el comercio agrario internacional”. 


Entre el paquete de medidas liberalizadoras de la PAC aprobadas por el Consejo en 
1999, se reforzó la política rural que pasó a convertirse en el segundo pilar de la PAC y 
que le dio a la actividad agraria esa visión de multifuncionalidad a la que hemos hecho 
referencia. En el art. 1, apartado 2, del Reglamento 1257/99 se establece que ...es preci- 
so que una política común de desarrollo rural acompañe y sirva de complemento a 
otros instrumentos de la política agrícola común y contribuya así a la consecución de 
los objetivos de esa política establecidos en el apartado 1 del artículo 33 del Tratado”. 


En la reforma de la PAC de 2003 se introduce un mecanismo de modulación finan- 
ciera por el cual se reducen de manera progresiva, a partir de un cierto umbral, los pagos 
directos obligatorios durante la vigencia de la Agenda financiera 2007. El ahorro reali- 
zado con tales reducciones se destinará ... a sufragar medidas incluidas en la programa- 


9% Esta clasificación la he tomado de la Tesis Doctoral de Ciriaco Cruz, Antonio La multifuncionali- 
dad o roles de la agricultura en el desarrollo: opciones regionales. Universidad Autónoma de Madrid, 
julio de 2004, págs. 207-278. Con la desvinculación de las ayudas directas de la reforma de 2003. el 
paradigma comunitario de la multifuncionalidad se circunscribe sólo al desarrollo rural. 

% De alguna forma, al crearse la OMC en 1994 e incluir al comercio agrario entre sus ámbitos de 
actuación, también se contemplaron estos aspectos agrarios que no son objeto de comercio o que no 
afectan al mismo de manera directa. Los servicios agrarios no comercializables pueden recibir ayudas 
públicas por parte de los Estados sin que por ello se vulnere las normas sobre comercio agrario de la 
OMC (tales ayudas están contenidas en la llamada Caja Verde de la OMC). 

7 La visión y posición de Estados Unidos sobre la multifuncionalidad puede verse en http:// 
www.econ.ag.gov/Briefing/WTO/multifunc1119.pdf, donde el Departamento de Agricultura realiza un 
estudio sobre las ayudas públicas al sector agrario en diferentes países y su compatibilidad con el comer- 
cio internacional. 

5% Reglamento (CE) 1257/1999 del Consejo de 17 de mayo de 1999. 
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ción de desarrollo rural y financiadas por la Sección de Garantía del FEOGA, de con- 
formidad con el Reglamento (CE) n.” 1257/1999”. 


Sentadas las bases de la doble procedencia de la política rural, su regulación actual 
viene establecida por el Reglamento 1698/2005*. Es una política compartida entre la 
Comunidad y los Estados miembros —sometida al principio de subsidiariedad— que 
debe acompañar y complementar a la política de ayuda al mercado y cuya financiación 
corre a cargo del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER). 


La política de desarrollo rural es objeto de una programación y financiación pluria- 
nual durante un período de siete años. Sobre la base de su Marco estratégico nacional, 
cada Estado miembro debe elaborar un Plan de estrategia nacional de desarrollo rural, 
que sirve de referencia para la elaboración de los programas de desarrollo rural. Dichos 
programas han de ajustarse a las prioridades comunitarias y nacionales y servirán de 
completo a las demás políticas comunitarias, en particular a la de mercados agrarios, a 
la de cohesión y, en su caso, a la política pesquera común. 


Con el objeto de garantizar el desarrollo sostenible de las zonas rurales, el número 
de objetivos se reducen y se ajustan a los establecidos a escala comunitaria y en concre- 
to a los siguientes: 


— Competitividad de la agricultura y silvicultura. Fomento de la cooperación entre 
los agricultores y los suministradores de insumos y entre aquellos y las indus- 
trias transformadoras de alimentos. 


— Calidad de los productos. Se implantan una serie de medidas que ayuden a los 
agricultores a cumplir las normas comunitarias en la materia y se presta apoyo a 
agrupaciones de productores para el desarrollo de actividades de información y 
de promoción. 


— Gestión de las tierras. Se fomentan los métodos sostenibles de explotación agrí- 
cola y del mantenimiento del medio rural. 


— Gestión del medio ambiente. Se arbitran medidas encaminadas al cumplimiento 
por parte de los agricultores de la normativa comunitaria relativas al medio am- 
biente, la salud pública, la sanidad animal y la fitosanidad, seguridad en el traba- 
: 59 
ja, etc.) 


— Diversificación de las actividades. Aprovechando las enseñanzas de la Iniciativa 
Leader, se favorece la diversificación de las actividades agrícolas y no agrícolas 
que contribuyan a la creación de empleo, entre los cuales están la mejora de los 
servicios básicos, incluido el acceso local a las tecnologías de la información y 
comunicaciones (TIC). También se refuerza el capital humano con programas 





57 Véase art. 10 del Reglamento 1782/2003 del Consejo de 29 de septiembre de 2003. 

58 Reglamento 1698/2005 del Consejo de 20 de septiembre de 2005 relativo a la ayuda al desarrollo 
rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER). 

59 A los sistemas agroforestales se les presta una atención especial dado su elevado valor ecológico 
y social. Al combinar la agricultura extensiva con sistemas forestales que protegen el medio ambiente, se 
previenen los incendios, las catástrofes naturales y se atenúa el cambio climático. Por ello es preciso 
ampliar los recursos forestales y mejorar su calidad mediante la forestación de tierras agrícolas y no 
agrícolas. Toda forestación inicial debe adaptarse a las condiciones locales, ser compatible con el medio 
ambiente y potenciar la biodiversidad. 
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que integren un eje específico en el que se definan los grupos de acción local y 
las medidas que sean objeto de ayudas (aplicación de estrategias locales, la crea- 
ción de redes, etc). 


Los programas de desarrollo rural tienen en cuenta la situación particular que pre- 
senten las distintas zonas rurales como, por ejemplo, las periféricas, en despoblamiento, 
periurbanas, etc. 


"9.4. POLÍTICA COMÚN DE PESCA (PCP) 


La política común de pesca (PCP) como tal política no tiene entidad propia hasta 1983. 
Hasta esos momentos la pesca y la acuicultura formaron parte, a todos los efectos, de la 
PAC tanto en su vertiente de mercado como estructural. Como la práctica totalidad de 
los subsectores agrarios, el pesquero también fue dotado, en 1970, de una OCM que 
regulaba el conjunto de la actividad de dicho subsector”. 


En términos económicos y de empleo, la pesca y acuicultura no suponen un gran 
aporte al PIB comunitario —no alcanza el 0,3%— ni tampoco proporciona un gran vo- 
lumen de empleo —hay aproximadamente unos 250.000 pescadores en la Comuni- 
dad—. Ese reducido peso a escala comunitaria no es óbice para que sea muy importante 
para determinadas regiones, como ocurre, por ejemplo, en Galicia. Por volumen de cap- 
turas, la UE es la tercera de las áreas mundiales, tras China y Perú. Sin embargo, la 
oferta comunitaria es insuficiente para atender las necesidades de la demanda por lo que 
se ve obligada a importar, aproximadamente, una cuarta parte de sus necesidades de 
consumo lo que origina una la balanza comercial pesquera fuertemente deficitaria. 


En el Anexo 9.4. contiene información sobre el consumo percápita de pescado y 
sobre el comercio exterior de este sector para la UE-27. Por lo que respecta al consumo 
percápita, el primer lugar lo ocupa Portugal (54,5 kg por persona y año), seguido de 
España (43,3) y de Lituania (36,0); y en cuanto al valor de las importaciones y exporta- 
ciones de pescado, la práctica totalidad de los Estados presentan déficit comercial. 


Hasta tiempos relativamente recientes la pesca ha sido una actividad libre que podía 
practicarse en cualquier lugar del mundo. Poco a poco se fue acotando y haciéndose 
más restrictiva. De todas formas, los primeros problemas de importancia que afectan a 
este subsector se presentaron a mediados de los setenta como consecuencia de un am- 
plio movimiento internacional que llevó a la práctica totalidad de los países a ampliar 
los límites de sus aguas territoriales de 12 a 200 millas, que es lo que se conoce como 
zona económica exclusiva. En defensa de sus intereses, los Estados miembros de la 
Comunidad hicieron también lo propio y decidieron dicha ampliación en 1976 con la 
excepción del área mediterránea. 


% Los productos incluidos en la OCM son las capturas en el mar o en aguas interiores así como los 
productos de la acuicultura ya sean de pescado vivo, fresco o refrigerado, congelado, seco, salado, ahu- 
mado o en salmuera así como los crustáceos, los moluscos, las harinas, los polvos, etc. 

En la política de pesca se contempla el acceso de los pescadores a cualquiera de los caladeros comu- 
nitarios con independencia del país en el que éstos se sitúen; no obstante, con el objeto de que los pesca- 
dores locales no se vean discriminados y expulsados del sector, porque no pueden aguantar la competen- 
cia de las empresas mejor equipadas, se les reserva una pequeña franja costera en la proximidad de los 
puertos en los que operan. 
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Fue a partir de entonces cuando comenzó a tomarse conciencia de la sobreexplota- 
ción a los que estaban siendo sometidos los recursos marinos e incorporar a la OCM de 
pesca una serie de aspectos nuevos que con anterioridad no habían sido contemplados. 
Una de las consecuencias de esos cambios fue que la política pesquera comenzara a 
adquirir una cierta autonomía en el marco de la PAC, que desembocó, en 1983, en la 
PCP*'. Dicha autonomía parece razonable puesto que el subsector pesquero tiene unas 
características propias que lo diferencia claramente de los subsectores agrarios que 
constituyen el ámbito de la PAC. Así, mientras que uno de los problemas habituales del 
sector agrario —globalmente considerado— consiste en cómo resolver y financiar los 
excedentes, en el caso del subsector pesquero la cuestión es bien diferente: en este caso 
se trata de administrar la escasez; esto es, evitar que los recursos pesqueros continúen 
disminuyendo. 


Otro de los hitos destacables lo constituye la reforma de la PAC de 1992. Por lo que 
respecta al subsector pesquero, aprovechando la mencionada reforma, se revisó el Regla- 
mento de base que databa de 1970 y que había quedado totalmente obsoleto puesto que lo 
que básicamente regulaba era la política de mercados cuando ahora lo realmente impor- 
tante era la de estructuras. Esta puesta al día se recogió en una serie de reglamentos”. 


En 1993, se creó el Instrumento de Financiación Pesquera (IFOP) como un nuevo 
fondo estructural para el ámbito pesquero que venia a sustituir las funciones que tradi- 
cionalmente había desempeñado el FEOGA-Orientación en este subsector”. El IFOP, a 
su vez, también ha sido sustituido por el Fondo Europeo de Pesca (FEP) que es un ins- 
trumento financiero para la pesca pero que no tiene —a diferencia del IFOP—, la cate- 
goría de fondo estructural. 


La actual PCP gira en torno a tres grandes ejes”: 


El primero de ellos, lo constituye la regulación de los mercados. Como precios ins- 
titucionales se prevén los de orientación y de retirada de productos del mercado de las 
distintas especies”; la retirada de productos del mercado, corre a cargo de las organiza- 


61 Se regula por el Reglamento 170/83 (CEE) de 27 de enero. 

62 Los citados reglamentos fueron los tres siguientes: 3759/92, 3760/92 y 2847/93, los dos primeros 
de 31 de diciembre de 1992 y el último de 20 de octubre de 1993. Aunque todos ellos revisan la OCM el 
que más propiamente se ocupa de la misma es el Reglamento 3759/92, correspondiendo a los otros dos 
centrar su atención sobre el control integrado a todos los niveles de la actividad pesquera. 

63 El IFOP fue creado por el Reglamento 2080/93 de 3 de julio. 

% Reglamento (CE) 104/2000 del Consejo, de 17 de diciembre de 1999, por el que se establece la 
organización común de mercados en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura. La OCM 
de pesca y acuicultura integra cinco elementos: normas comunes de comercialización, disposiciones re- 
lativas a la información del consumidor, organizaciones de productores, sistema de apoyo a los precios 
(mecanismos de intervención) y régimen de intercambios con terceros países. 

65 El elemento fundamental en el mecanismo de precios institucionales es el precio de orientación. 
Para cada campaña pesquera, dicho precio lo fija el Consejo para algunos productos. Se calcula sobre la 
media de los precios de los mercados al por mayor (o en los puertos) de las tres campañas pesqueras 
precedentes y las perspectivas de la producción y la demanda. Cuando los precios de mercado caen a un 
nivel determinado del precio de orientación, se aplica el precio de retirada; dicho precio es fijado para 
cada tipo de producto por la Comisión y no puede superar el 90% del de orientación tomando en consi- 
deración determinadas variables tales como tamaño, frescura y presentación. En estas condiciones, las 
organizaciones de productores pueden retirar productos del mercado recibiendo por ello una indemni- 


zación. 
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ciones de pescadores”. También se conceden ayudas al almacenamiento privado y a la 
industria conservera”. Así mismo, existen normas sobre comercialización del pescado 
atendiendo a su talla, calidad, peso, etc. 


El segundo de los ejes, lo conforma la política estructural. Esta se ha convertido en 
una cuestión clave ya que la PCP ha tenido que ir introduciendo una serie de medidas de 
orden biológico, económico y social para ir ajustando el subsector a los requerimientos 
del momento. Se han tenido que acometer planes de conservación de las especies mari- 
nas reduciendo las capturas —incluso llegado el caso se contempla la posibilidad de 
cerrar algunas áreas a la pesca para impedir su agotamiento—, prohibiendo la pesca de 
las especies que no cumplan las características de tamaño exigidas y sometiendo el con- 
junto de la actividad a una cuota global de capturas por especies que se reparten entre 
los Estados miembros atendiendo a la capacidad de su flota. Todo ello acompañado de 
un amplio plan de reestructuración y modernización del sector —en particular de la flo- 
ta pesquera— que está sometido a programas plurianuales. 


La tercera de las vertientes de la PCP la constituye los acuerdos internacionales de 
pesca. Estos son hoy un elemento esencial de la misma ya que al privatizarse las aguas 
marinas es necesario la búsqueda de nuevos caladeros lo que requiere firmar acuerdos 
con terceros países. Dichos acuerdos son en unos casos multilaterales —en el marco de 
organismos internacionales— y los más de carácter bilateral entre la UE y un país terce- 
ro; estos últimos revisten formulas variadas dependiendo del país con el que se realicen 
aunque, por lo general, contemplan amplias compensaciones financieras y tecnológicas 
por parte de la UE y en muchos casos la creación de empresas mixtas. 


Anexo 9.1. Lista DE PRODUCTOS SUJETOS A LA PAC 


(Anexo | al art. 32 del TCE) pd 


Capítulo 1. Animales vivos 

Capítulo 2. Carnes y despojos comestibles 

Capítulo 3. Pescados, crustáceos y moluscos 

Capítulo 4. Leche y productos lácteos; huevos de ave; miel natural 

Capítulo 5 

05.04. Tripas, vejigas y estómagos de animales (distintos de los de pescado),enteros o 
en trozos 


05.15. Productos de origen animal no expresados ni comprendidos en otras partidas; 
animales muertos de los capítulos 1 o 3, impropios para el consumo humano 


Capítulo 6. Plantas vivas y productos de la floricultura 


66 Las organizaciones de productores son creadas por pescadores o acuicultores que libremente de- 
seen asociarse para comercialización de sus productos y que han de cumplir determinadas condiciones 
para su reconocimiento legal y percibir ayudas de los Estados. Con ello se pretende favorecer la planifi- 
cación de la producción y su adaptación a la demanda, promover la concentración de la oferta, estabili- 
zar los precios y fomentar los métodos que favorecen una pesca duradera. 

%7 Las ayudas al almacenamiento privado se aplican a determinados productos congelados a bordo 
de los buques. 
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Capítulo 7. Legumbres, plantas, raíces y tubérculos alimenticios 

Capítulo 8. Frutos comestibles; cortezas de agrios y de melones 

Capítulo 9. Café, té y especias, con exclusión de la yerba mate (partida 09.03) 
Capítulo 10. Cereales 

Capítulo 11. Productos de la molinería; malta; almidones y féculas; gluten; inulina 


Capítulo 12. Semillas y frutos oleaginosos; semillas, simientes y frutos diversos; plan- 
tas industriales y medicinales; pajas y forrajes 


Capítulo 13 
ex 13.03. Pectina 


Capítulo 15 
15.01. Manteca, otras grasas de cerdo y grasas de aves de corral, prensadas o fundidas 


15.02. Sebos (de las especies bovina, ovina y caprina) en bruto o fundidos, incluidos los 
sebos llamados «primeros jugos» 


15.03. Estearina solar; oleoestearina; aceite de manteca de cerdo y oleomargarina no 
emulsionada, sin mezcla ni preparación alguna 


15.04. Grasas y aceites de pescado y de mamíferos marinos, incluso refinados 
15.07. Aceites vegetales fijos, fluidos o concretos, brutos, purificados o refinados 


15.12. Grasas y aceites animales o vegetales hidrogenados, incluso refinados, pero sin 
preparación ulterior 


15.13. Margarina, sucedáneos de la manteca de cerdo y otras grasas alimenticias pre- 
paradas 


15.17. Residuos procedentes del tratamiento de los cuerpos grasos o de las ceras ani- 
males o vegetales 
Capítulo 16. Preparados de carnes, de pescados, de crustáceos y de moluscos 


Capítulo 17 
17.01. Azúcares de remolacha y de caña, en estado sólido 


17.02. Otros azúcares; jarabes; sucedáneos de la miel, incluso mezclados con miel na- 
tural; azúcares y melazas caramelizadas 


17.03. Melazas, incluso decoloradas 


17.05 (*). Azúcares, jarabes y melazas aromatizados o con adición de colorantes (in- 
cluidos el azúcar con vainilla o vainillina),con excepción de los zumos de frutas con 
adición de azúcar en cualquier porcentaje 


Capítulo 18 
18.01. Cacao en grano, entero o partido, crudo o tostado 


18.02. Cáscara, cascarilla, películas y residuos de cacao 


(*) Partida añadida por el art. 1 del Reglamento n.* 7a del Consejo de la Comunidad Económica Europea, 
de 18 de diciembre de 1959 (DO 7 de 30-1-1961, págs. 71/61). 
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Capítulo 20. Preparados de legumbres, de hortalizas, de frutas y de otras plantas o par- 
tes de plantas 


Capítulo 22 

22.04. Mosto de uva parcialmente fermentado, incluso «apagado» sin utilización de al- 
cohol 

22.05. Vinos de uva; mosto de uva «apagado» con alcohol (incluidas las mistelas) 
22.07. Sidra, perada, aguamiel y otras bebidas fermentadas 


ex 22.08 (*) y ex 22.09 (*). Alcohol etílico desnaturalizado o sin desnaturalizar, de 
cualquier graduación, obtenido con los productos agrícolas que se enumeran en el ane- 
xo I del Tratado, con exclusión de los aguardientes, licores y demás bebidas espirituo- 
sas; preparados alcohólicos compuestos (llamados «extractos concentrados») para la 
fabricación de bebidas 


22.10 (*). Vinagre y sus sucedáneos comestibles 
Capítulo 23. Residuos y desperdicios de las industrias alimenticias; alimentos prepara- 
dos para animales 


Capítulo 24 


24.01. Tabaco en rama o sin elaborar; desperdicios de tabaco 
Capítulo 45 


45.01. Corcho natural en bruto y desperdicios de corcho; corcho triturado, granulado o 
pulverizado 
Capítulo 54 
54.01. Lino en bruto (mies de lino), enriado, espadado, rastrillado (peinado)o trabaja- 
do de otra forma, pero sin hilar; estopas y desperdicios de lino (incluidas las hilachas) 
Capítulo 57 


57.01. Cáñamo (Cannabis sativa) en rama, enriado, espadado, rastrillado (peinado)o 
trabajado de otra forma, pero sin hilar; estopas y desperdicios de cáñamo (incluidas las 
hilachas) 


(**) Partida añadida por el art. 1 del Reglamento n.” 7a del Consejo de la Comunidad Económica Europea, 
de 18 de diciembre de 1959 (DO 7 de 30-1-1961, págs. 71/61). 
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SUMARIO 
10.1. Introducción general 


10.2. Investigación y desarrollo tecnológico (IDT) 
10.2.1. Antecedentes y regulación 
10.2.2. El séptimo progama marco de IDT 
10.3. Medio ambiente 
10.3.1. Concepto y alcance 
10.3.2. El medio ambiente como política comunitaria 
10.3.3. Los programas plurianuales. El VI programa de acción 





medioambiental es 


10.4. La Europa social 
10.4.1. Política social 
10.4.2. Educación, cultura y formación profesional 
10.4.3. Salud pública y protección del consumidor 


Se estudian en este capítulo, sin ser prolijos en su contenido, otras polí- 
ticas internas de la Unión que no han sido tratadas en los capítulos 
precedentes. En concreto, centraremos nuestra atención sobre las más 
importantes: las de investigación y desarrollo tecnológico, medio am- 
biente, política social, salud pública y protección de los consumidores. 
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10.1. INTRODUCCIÓN GENERAL 


La mayoría de estas políticas aquí tratadas no fueron previstas por el TCEE de 1957 
sino que se han ido incorporando posteriormente en las sucesivas revisiones que ha teni- 
do. Tal ampliación de contenidos se ha producido en otros casos puesto que la construc- 
ción europea es abierta y dinámica lo que permite incorporar nuevas competencias en 
virtud de lo previsto por el art. 308 del TCE. 


Otras consideraciones de carácter general que cabe hacer en relación con estas polí- 
ticas, son las dos siguientes: 


En primer lugar, en los casos de la investigación y desarrollo y el medio ambiente, 
las competencias son compartidas entre la Comunidad y los Estados y por lo tanto están 
sometidas al principio de subsidiariedad. Las restantes políticas (social; de educación, 
de formación profesional y de juventud; cultura; salud pública y de protección de los 
consumidores) son de competencia nacional y las acciones comunitarias son de apoyo, 
de complemento y/o de coordinación. 


En segundo lugar, si bien en sus inicios los actos jurídicos adoptados para estas polí- 
ticas estuvieron sujetos a la regla de la unanimidad del Consejo, por el Tratado de Áms- 
terdam pasaron al procedimiento de codecisión. El Tratado de Niza apenas añade nada 
nuevo al procedimiento o al contenido. 


En tercer lugar, este grupo de políticas, con la excepción de la de investigación y 
desarrollo, consumen pocos recursos financieros comunitarios. La mayor parte de las 
medidas son de orden legislativo. 


10.2. invesTIGACIÓN Y DESARROLLO TECNOLÓGICO (IDT) +* 


10.2.1. Antecedentes y regulación 


La preocupación comunitaria por la investigación y el desarrollo tecnológico no fue pre- 
vista por el tratado constitutivo de la Comunidad de 1957. Sí lo fue, en cambio, por el 
del Euratom con la finalidad de desarrollar una industria de la energía atómica para usos 
pacíficos. 


Los primeros programas de investigación con apoyo financiero comunitario se re- 
montan a 1974 aunque el primero que alcanzó cierta envergadura fue el ESPRIT (Euro- 
pean Strategic Programme for Research in Information Technologies), que se inició en 
1984 para la investigación básica en el campo de la microelectrónica. A esta iniciativa 
se añadieron otras dando lugar al primer programa marco comunitario en ciencia y tec- 
nología (1984-1987). El año 1984 puede tomarse, pues, como el inicio de la política 
científica y tecnológica; tres años después, con el AUE, esta política se incorpora a los 
tratados recibiendo un nuevo impulso con el de Maastricht. 


P La política científica y tecnológica se regula por los arts. 163 al 173 del TCE. El 
objetivo que persigue la Comunidad en este ámbito es el de fortalecer las bases científi- 
cas y tecnológicas de la industria y favorecer su competitividad internacional. Se prevén 
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cuatro tipos de acciones comunitarias (art. 164 del TCE): promoción de la cooperación 
con las empresas, centros de investigación y con las universidades; promoción de la 
cooperación con terceros países y organismos internacionales; difusión de los resultados 
y estímulo a la formación y movilidad de los investigadores. Igualmente se prevé la 
coordinación entre la Comunidad y los Estados miembros en el desarrollo de los progra- 
mas de investigación con el fin de garantizar su coherencia recíproca entre los pro- 
gramas comunitarios y los nacionales (art. 165). 


La preocupación comunitaria por el IDE se debió al considerable retraso acumulado 
tras la crisis económica de los años setenta en relación con sus dos más directos compe- 
tidores: Estados Unidos y Japón. Esa falta de competitividad no era sólo el resultado de 
la menor atención financiera que los Estados miembros venían prestando a la IDT, sino 
y, muy especialmente, a la fragmentación de la misma en unidades nacionales. 


En los inicios de los noventa, el paro afectaba a 18 millones de trabajadores comuni- 
tarios a pesar de que la tasa de actividad en la Unión se situaba en el 65,4% de la pobla- 
ción de 15 a 64 años, 11 puntos menos que la de Estados Unidos. A petición del Consejo 
Europeo, la Comisión elaboró un importante documento publicado como Libro blanco 
sobre crecimiento, competitividad y empleo que constituyó la primera y más profunda 
reflexión que hasta esos momentos se había hecho en la UE sobre las denominadas nue- 
vas tecnologías de la información'. En él puede leerse que: En la actualidad el mundo 
está asistiendo a una mutación de los sistemas de producción, la organización del tra- 
bajo y las pautas de consumo cuyos efectos van a ser comparables a los de la primera 
revolución industrial. 


Esta mutación se debe al desarrollo de las tecnologías de la información y la comu- 
nicación. En concreto, las tecnologías digitales están haciendo posible, con un rendi- 
miento muy alto, la integración de la transmisión de datos e información (sonido, texto 
e imagen) en único sistema de comunicación. Su gran virtualidad «... radica —señala 
Gustavo Matías— en su capacidad de potenciar las relaciones sociales, y con ellas las 
de carácter económico”. 


En dicho Informe la Comisión detectaba tres grandes problemas relacionados con la 
IDT en la UE: el primero de ellos era la insuficiencia de recursos (públicos y privados) 
destinados a la misma; el segundo, la falta de coordinación de los programas estatales 
entre sí y de éstos con los comunitarios; y el tercero, la pobre explotación que se hacía 
de los resultados de la investigación. Respecto del primero de los problemas, se señala- 
ba que la Comunidad conjuntamente con sus Estados miembros, invertía menos en I+D 
que sus competidores (EE.UU. y Japón); pero había otro problema adicional: las consi- 
derables diferencias que existían entre los Estados miembros (2,6% en Alemania frente 
al 0,7% de Grecia y de Portugal). En cuanto al segundo, la falta de coordinación era 
evidente no sólo entre Estados sino dentro de los mismos entre la investigación civil y la 
de defensa; la investigación se desarrollaba en marcos institucionales bastante cerrados 
y faltos de coordinación. Con todo, la deficiencia más grave que se destacaba era la 





1 Comisión de las Comunidades Europeas: «Libro Blanco sobre crecimiento, competitividad y em- 
pleo. Retos y pistas para entrar en el siglo xx1». COM (93) 700 final. Bruselas, 1993. 

2 Matías Clavero, Gustavo: «El trabajo en el espacio y tiempo digital». Economía y Sociología. Re- 
vista del Ministerio de Trabajo y Asunto Sociales, n.* 11, 1998. 
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escasa capacidad que existía, en la mayoría de los Estados, para transformar los avances 
científicos en resultados tangibles para la industria. Ello obedecía a un conjunto de fac- 
tores entre los que sobresalían los siguientes: la falta de vínculos entre las universidades 
y las empresas, la carencia de capital riesgo para que las empresas pudieran explotar los 
desarrollos tecnológicos, la ausencia de mecanismos para el aprovechamiento civil de la 
investigación militar, los mercados reducidos, etc. 


Los esfuerzos que desde entonces se han llevado a cabo, aunque reducidos, han 
sido bastante significativos: los gastos del presupuesto común destinados a la IDT 
se han incrementado de manera apreciable y las acciones comunitarias en el marco de 
los programas de IDT han ido perfilando y definiendo sus objetivos de manera más 
precisa. 


La política comunitaria de investigación y desarrollo se contiene en los programas 
marcos plurianuales. Dichos programas, de una duración por lo general —hasta el 
sexto— de cuatro años, son elaborados por la Comisión y aprobados por el Consejo y 
el PE (procedimiento de codecisión). En ellos se fijan los objetivos que se pretenden 
alcanzar, su dotación financiera y las modalidades de participación de las institucio- 
nes interesadas (empresas, centros de investigación y universidades, o cualquier otra 
entidad jurídica pública o privada que esté establecida en algún Estado miembro o 
asociado a la UE). 


Los programas marco se ejecutan a través de subprogramas específicos, que son los 
que precisan con detalle la forma de su realización, la duración de los mismos y la parte 
que será financiada con recursos comunitarios (que suelen oscilar entre el 50 y el 100% 
del coste del proyecto). 


Dado el carácter comunitario de los programas, para concurrir a las convocatorias 
que realiza la Comisión es necesario que las entidades que lo hagan formen un consor- 
cio compuesto por un mínimo de dos socios —uno de los cuales lidera el proyecto— 
pertenecientes a distintos Estados miembros (en determinados casos también pueden 
participar terceros países). Es conveniente que el número de participantes sea superior al 
mínimo requerido ya que, en igualdad de condiciones técnicas con otros proyectos, las 
probabilidades de ser aprobados por la Comisión aumentan a medida que lo hace su 
representación”. 


Una diferencia importante que existe entre los recursos comunitarios destinados a 
la investigación y a otros programas, como por ejemplo, los fondos estructurales, resi- 
de en que los programas de IDT no están sujetos a cuotas de distribución entre los 
Estados; es decir, a retornos ya pactados. En este caso opera un mercado teóricamente 
competitivo en el que los recursos se asignan a los proyectos que se consideren más 
apropiados a juicio de los expertos que los evalúan. Esa es otra de las razones por las 
cuales se exige que concurran a las convocatorias grupos formados por socios de va- 
rios países. 


3 Paralelamente a la ejecución de los programas marco, podrán aprobarse —por el Consejo y previo 
acuerdo de los Estados interesados— otros programas complementarios en los que podrán participar los 
Estados miembros que se comprometan a financiarlos, sin perjuicio de que pueda existir alguna partici- 
pación financiera del presupuesto común. 
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Desde 1984 hasta el presente, se han desarrollado seis programas marco de investi- 
gación y desarrollo tecnológico, de cuatro años de duración cada uno, en los que se han 
fijado objetivos concretos en cada caso de acuerdo con los requerimientos del momento. 
El último de tales programas ha sido el sexto y ha cubierto el período 2002-2006*. 


El sexto programa en IDT se ha enmarcado en la Estrategia de Lisboa, un ambicioso 
plan que pretendía hacer de la UE la economía más competitiva del mundo en el hori- 
zonte 2010. El centro de dicha Estrategia lo constituye lo que se ha dado en llamar el 
triángulo del conocimiento (investigación, educación e innovación), un instrumento bá- 
sico para impulsar el crecimiento y el empleo de la UE y para lo cual se previó —por el 
Consejo Europeo de Barcelona de marzo de 2002— que las inversiones en IDT (públi- 
cas y privadas) deberían situarse en el 3% del PIB comunitario en 2010, un porcentaje 
inalcanzable?. 


Uno de los mayores logros del sexto programa marco ha sido poner en marcha el 
Espacio Europeo de Investigación (EEl), fruto también de la Estrategia de Lisboa, que 
se considera un elemento básico para el futuro de la IDT en la UE. El EEI es una plata- 
forma que tiene por objeto crear las condiciones propicias para la IDT: para darle cohe- 
rencia a la misma y hacer un uso más racional de su infraestructura y de los recursos 
científicos (financieros y humanos). El EEI pretende reagrupar los recursos comunita- 
rios destinados a la investigación estableciendo redes que permitan incrementar los 
intercambios y coordinar la información sobre IDT con la finalidad de reducir sus trámi- 
tes burocráticos, disminuir costes y mejorar su eficacia?. 


10.2.2. El séptimo programa marco de IDT 


En junio de 2004 la Comisión presentó una Comunicación bajo el título La ciencia y 
la tecnología, claves del futuro de Europa, como propuesta de sus ideas para el marco 
financiero del período 2007-2013”. En dicha Comunicación se exponen los objetivos 
básicos para fomentar la IDT en la Unión. Entre ellos figuran la creación de centros 
de excelencia europeos de investigación, de una Agencia Europea dedicada a apoyar la 


4 El sexto programa marco fue aprobado por la Decisión 1513/2002/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo de 27 de junio de 2002 para el período (2002-2006). 

5 Se estima que elevar el gasto en IDT del 1,9% (2002) al 3% del PIB (2010) tendría como resultado 
un incremento en la tasa de crecimiento del PIB en un 1,7% para 2010. La respuesta de las empresas a su 
ya reducida tasa de inversión en IDT es muy baja; y tampoco es muy positiva la inversión pública en 
este ámbito. Las diferencias en términos de IDT e innovación entre los Estados de la UE es bastante 
mayor que sus diferencias en renta. Igualmente la brecha de la innovación entre la UE y Estados Unidos, 
se está ampliando: el cuadro europeo de indicadores de la innovación muestra que Europa va a la zaga 
de Estados Unidos en 9 de 11 indicadores utilizados. Véase al respecto Comisión de las Comunidades 
Europeas «Política de cohesión en apoyo del crecimiento y el empleo: directrices estratégicas comunita- 
rias, 2007—2013». COM (2005) 299 final. Comunicación de la Comisión, 5 de julio de 2005. 

6 El coste de la interconexión de toda la UE se estima en uno 600 mil millones de euros y como 
resultado se prevé un crecimiento anual suplementario del 0,23% del PIB comunitario. 

7 Comisión de las Comunidades Europeas: «La ciencia y la tecnología, claves del futuro de Europa. 
Orientaciones para la política de apoyo a la investigación de la Unión» COM (2004) 353 final. 
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investigación básica, nuevas actividades para el desarrollo de infraestructuras, aumen- 
to del número de investigadores especializados en sectores clave y concentración de 
la investigación en aspectos de la máxima importancia. Para conseguir dichos obje- 
tivos, en la Agencia financiera 2007 se han aprobado un total de 74.098 millones 
de euros para el conjunto de la subrúbrica de Competitividad para el crecimiento y 
el empleo (frente a los 132.755 propuestos por la Comisión) que comprende los crédi- 
tos previstos para la IDT, la educación y formación profesional, las redes transeuro- 
peas y la política social. Aun cuando la mayor parte de esa partida será destinada a la 
IDT, no cabe duda que los recortes establecidos por el Consejo Europeo indican clara- 
mente que para la IDT los Estados continúan prefiriendo la instancia nacional a la 
comunitaria*. 


El séptimo programa marco cubre el período 2007-2013 y por primera vez coinci- 
de con la programación de las perspectivas financieras. Se encuadra en la Estrategia 
—renovada— de Lisboa, pone su acento en el Espacio Europeo de Investigación y 
también financia las acciones cubiertas por el programa Euratom en los ámbitos de la 
investigación sobre las energías de fusión y fisión nuclear y la protección contra las 
radiaciones. ] 


Por lo demás, este programa marco sigue las pautas generales de los que le han pre- 
cedido, aunque simplificando los procedimientos y la burocracia. Como novedad más 
sobresaliente destaca su estructuración en cuatro subprogramas específicos: coopera- 
ción, ideas, personas y capacidades”. 


El subprograma Cooperación pretende reforzar los vínculos entre la industria y la 
investigación con el objeto de consolidar el liderazgo europeo en una serie de campos 
de investigación, entre los que están los siguientes: salud; alimentos, agricultura y bio- 
tecnología; tecnologías de la información y la comunicación; nanociencias, nanotecno- 
logías, materiales y nuevas tecnologías de producción; energía; medio ambiente (inclui- 
do el cambio climático); transporte (incluida la aeronáutica); ciencias socioeconómicas 
y humanidades y la seguridad y el espacio. 


El subprograma /deas intenta potenciar la investigación exploratoria; es decir, nue- 
vos conocimientos que permitan explicar y cambiar la visión del mundo y de nuestro 
modo de vida. Para ello, el Consejo Europeo de la Investigación —que se crea al res- 
pecto— apoyará aquellos proyectos de investigación que sean más ambiciosos e innova- 
dores. 


El subprograma Personas, basándose en la provechosa experiencia que desde hace 
ya varios años viene demostrando la acción Marie Curie, pretende impulsar la carrera 
científica de los investigadores —en particular de los jóvenes— fomentando su forma- 
ción y movilidad. 


$ Torreblanca, José L: «Las perspectivas financieras 2007-2013 de la Unión Europea: Europa se am- 
plía, el presupuesto se reduce». Real Instituto Elcano, Europa-ARI, 1.2 154/2005, diciembre 2005. 

? Véase al respecto «Propuesta de Decisión del Parlamento Europeo y del Consejo relativa al Sépti- 
mo Programa Marco de la Comunidad Europea de Acciones de Investigación, Desarrollo Tecnológico y 
Demostración (2007-2013)». COM (2005) 119. 
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Finalmente el subprograma Capacidades pretende ofrecer a los investigadores 
herramientas potentes que permitan reforzar la calidad y la competitividad de la inves- 
tigación europea. Para ello han de incrementarse la inversión en infraestructuras de in- 
vestigación en las regiones menos desarrolladas, la formación de polos regionales de 
investigación y la investigación en apoyo de las PYME. 


10.3. mebio AMBIENTE 





10.3.1. Concepto y alcance 


Como hace ya varias décadas escribiera Commoner, uno de los primeros ecologistas de 
nuestra era, el medio ambiente puede definirse como una fina y dinámica capa sobre la 
superficie de la Tierra que funciona a modo de una enorme y complicada maquinaria 
vital y de la cual depende toda la actividad humana'”. Desde los inicios de la Revolu- 
ción Industrial, y de manera muy acelerada a partir la Segunda Guerra Mundial, la acti- 
vidad productiva y en particular la que tiene lugar en los países que consideramos desa- 
rrollados, está poniendo en grave peligro esa maquinaria vital. El hombre, a través de 
aparentes y deslumbrantes avances tecnológicos, está alterando, hasta límites insospe- 
chados, el normal funcionamiento de la naturaleza como lo ponen de manifiesto las 
catástrofes cotidianas que se suceden. 


Prescindiendo de antecedentes que lógicamente existen, la preocupación social por 
el medio ambiente y por el agotamiento progresivo de los recursos, es un asunto recien- 
te. Se remonta a los primeros años setenta del siglo xX en el que se producen una serie 
de acontecimientos que deben ser tenidos en cuenta. Así, en 1972, se celebró en Esto- 
colmo la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y en ese mismo 
año apareció en el ámbito del Club de Roma el influyente trabajo dirigido por D. H. 
Meadows con el título de Limits to Growth. Un año después, a finales de 1973, se desen- 
cadenó con toda su intensidad la crisis económica, uno de cuyos componente esenciales, 
aunque no el único, fue la crisis energética. Esta crisis, puso fin al sueño del crecimiento 
ilimitado en el que hasta esos momentos se basaban todos los modelos de desarrollo con 
independencia de su ideología. Desde entonces se está tomando conciencia —más teóri- 
ca que práctica— que ha de hacerse algo para reducir los costes del crecimiento desafo- 
rado y que éste no puede ser ilimitado en el tiempo. 


El deterioro del medio ambiente y el uso y abuso en la utilización desproporcionada 
de los recursos naturales disponibles, además de ser una pesada carga que dejamos a las 
generaciones futuras, que inevitablemente incidirá negativamente sobre su calidad de 
vida, es un modelo impracticable sencillamente por que o bien no existirán ya tales re- 
cursos o bien su calidad se habrá deteriorado tanto que apenas podrán utilizarse. A pesar 
de que todo esto es ya una evidencia y no una simple especulación científica, se está 
haciendo muy poco por corregir la situación. La mejor prueba la constituye las dificulta- 


10 Commoner, Barry: El círculo que se cierra, Plaza 8: Janes. Barcelona, 1973. 
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des y el retraso en la entrada en vigor del Protocolo de Kyoto cuyo principal oponente 
ha sido el país más contaminante del Planeta: Estados Unidos”. 


Los modelos desarrollistas que estuvieron vigentes hasta la citada crisis y que en 
parte todavía continúan, dan por supuesto que la naturaleza es sabia y que se encarga de 
resolver las disfunciones que puedan surgir regenerando el medio de manera natural: si 
algún recurso se agota, el ser humano siempre encuentra alternativas eficaces —nuevas 
fuentes— a través de la innovación tecnológica. Por lo tanto, el mercado, confiando en 
que el progreso técnico resuelve los problemas que surjan, puede funcionar sin demasia- 
das preocupaciones. 


Sin embargo, deben hacerse dos consideraciones: por una parte, que es cada vez más 
evidente que el progreso técnico no lo resuelve todo ni que todas las innovaciones signi- 
fican progreso económico y social; y por otra, que el mercado, al actuar en el corto 
plazo, es un destructor sin límites del medio ambiente (del capital biológico o natural). 
Por ello es necesario que se produzca la intervención pública para indicarle al mercado 
que no todo está permitido, ni que el mecanismo de precios es un racionalizador sufi- 
ciente del uso de los recursos naturales por la sencilla razón de que no todos los bienes y 
servicios son valorados por el mismo o lo son de manera suficiente!”. 


A los bienes y servicios proporcionados por la naturaleza que el mercado no les 
asigna precios o los valora de manera de manera inadecuada, se conocen como exter- 
nalidades del sistema. En principio se trata de recursos abundantes que la colectivi- 
dad considera como de propiedad común y los obtiene de forma gratuita. Por eso, 
en el caso de las externalidades negativas, la solución ... pasará por incorporar los 
activos medioambientales en el mercado, es decir, internalizar los costes ambientales 
derivados de la actividad económica de tal forma que, en el precio final del pro- 
ducto, se refleje el impacto ambiental. Ello implicará para la actividad contami- 
nante, integrar los recursos ambientales dentro de su función de producción como un 
factor más”. 


1 En junio de 1992 se celebró en Río de Janeiro (Brasil), «La Conferencia de Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo», que también es conocida como la «Cumbre de la Tierra». De 
ella surgió, en 1997, un Convenio Marco sobre Cambio Climático de las Naciones Unidas para luchar 
contra el cambio climático que ha recibido el nombre de Protocolo de Kyoto. Por dicho Protocolo, los 
Estados que lo han ratificado (para su entrada en vigor era necesario que lo hiciesen los países que fue- 
ran responsables de, al menos, un 55% de las emisiones de CO,), se comprometen a reducir en un 5,2% 
los gases contaminantes que emiten a la atmósfera y que son los responsables del calentamiento global 
de la Tierra (los conocidos como gases efecto invernadero, entre los que están el dióxido de carbono, el 
metano, el óxido nitroso, etc.), durante el periodo 2008-12 respecto de los niveles de 1990. El Protocolo 
de Kyoto entró en vigor en febrero de 2005 sin que participe en el mismo Estados Unidos que también lo 
había firmado pero no lo ha ratificado. 

12 Actualmente se está tratando de construir un sistema de indicadores, que puedan medir el patri- 
monio natural lo cual permitirá evaluar qué parte de los recursos pueden extraerse del mismo para hacer- 
lo compatibles con la continuación del desarrollo económico sostenible. Las nuevas magnitudes podrán 
llegar a registrar el empleo de los recursos naturales en la producción y en el consumo y la valoración de 
los daños causados al medio ambiente y los costes de su protección. 

13 Ruesga, Santos M. y Durán, Gemma: «Conservación y mejora del medio ambiente versus em- 
pleo», en David M. Rivas (Coord.) Sustentabilidad. Desarrollo Económico, Medio Ambiente y Biodiver- 
sidad. Ed. Parteluz, Madrid, 1997, pág. 277. 
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El nuevo modelo de desarrollo ha de romper con el binomio prosperidad económi- 
ca-contaminación del medio ambiente, y ello se consigue con el uso de nuevas tecnolo- 
gías; unas tecnologías que han de ser limpias y que deben generar importantes benefi- 
cios derivados de la utilización más racional de los recursos!*. 


10.3.2. El medio ambiente como política comunitaria 


El medio ambiente ha adquirido carta de naturaleza en nuestra sociedad. No obstante, es 
una política muy complicada de articular y mucho más de gestionar ya que son tantos, 
tan variados y contradictorios los intereses que están en juego que resultan muy difíciles 
de conciliar. Son las reivindicaciones sociales las que están dando respuesta, en la medi- 
da de sus posibilidades, a los múltiples casos que diariamente afloran debido a la falta 
de control político que existe sobre esta materia. El desbordamiento del urbanismo desa- 
forado que ha surgido en España desde los inicios del siglo XXI, constituye un buen 
ejemplo. 


En las Comunidades Europeas, la preocupación por las cuestiones relacionadas con 
el medio ambiente proviene también, como en el resto de las áreas desarrolladas, de la 
crisis de los setenta del pasado siglo. Inicialmente la respuesta a estos nuevos problemas 
fue de carácter nacional puesto que el TCEE no había previsto nada al respecto. 


Las primeras medidas relacionadas con el medio ambiente comenzaron a tomarse 
por las Comunidades Europeas en 1974, en forma de programas plurianuales. No obs- 
tante la temprana toma de conciencia, el medio ambiente fue incorporado como política 
comunitaria por el AUE introduciendo en dicho Tratado un nuevo Título, el VIL, con 
dicha denominación (Medio ambiente). Se hizo en el contexto de las medidas que afec- 
taban al mercado interior con el objeto de conservar, proteger y mejorar su calidad. 


La regulación actual de la política medioambiental se contiene en los arts. 174 a 176 
del TCE. Su finalidad es la de alcanzar un nivel de protección elevado, teniendo presente 
la diversidad de situaciones que presentan las distintas regiones de la Comunidad. Dicha 
política se basará en los principios de cautela y de acción preventiva, en el principio de 
corrección de los atentados al medio ambiente, preferentemente en la fuente misma, y en 
el principio de el que contamina paga (art. 174.2). Las acciones que emprenda la Comu- 
nidad serán decidas por el Consejo con arreglo al procedimiento de codecisión. No obs- 
tante, se requerirá de la unanimidad para las medidas que tengan implicación fiscal, para 
la ordenación territorial y utilización del suelo y las que afecten de manera significativa a 
la elección por un Estado miembro entre diferentes fuentes energéticas. 


A pesar de la trascendencia que tienen los problemas medioambientales, que fre- 
cuentemente desbordan los límites nacionales, la mayor parte de las medidas de eje- 
cución y de financiación en este ámbito, salvo algunas que se reserva la Comunidad, 
corresponde a los Estados (art. 175.4 del TCE). 


La protección medioambiental es, pues, una competencia compartida entre la CE 
y los Estados miembros y por lo tanto está sometida al principio de subsidiariedad. 


14 Santer, Jacques: The Environment and Sustainable Development. Foram Consultivo Europeo. Co- 
misión Europea, Bruselas, 5 de junio de 1997. 
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Los principios sobre los cuales se asienta son los de acción preventiva, corrección de los 
problemas en la propia fuente y el de contaminador-pagador. En la presentación de pro- 
puestas que tengan por objeto la aproximación de legislaciones nacionales, la Comisión 
habrá de basares (art. 95.3 del TCE) en un alto nivel de protección, objetivo que tam- 
bién procurará el legislativo (Consejo y Parlamento Europeo). 


La política medioambiental es de carácter instrumental ya que sus acciones afectan 
al conjunto de las políticas sectoriales. Por esta razón el Consejo Europeo de Cardiff, de 
junio de 1998, aprobó que el medio ambiente se tome en consideración en la formula- 
ción de todas las políticas comunitarias y particularmente en las de transporte, energía, 
agricultura, industria, pesca, desarrollo, mercado interior, Ecofín, y asuntos generales. A 
tenor de lo que establece el art. 6 del TCE, Las exigencias de la protección del medio 
ambiente deberán de integrarse en la definición y en la realización de las políticas y ac- 
ciones de la Unión (...), en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible. 


10.3.3. Los programas plurianuales. El VI programa 
de acción medioambiental 


Las acciones de la UE en este campo se articulan a través de programas medioambienta- 
les plurianuales siendo el primero de los mismos el que se desarrolló durante el cuatrie- 
nio 1974 y 1977; y a éste han seguido otros hasta el presente. El último de dichos pro- 
gramas, bajo la denominación Hacia un desarrollo sostenible, fue el V, que finalizó el 
31 de diciembre de 2000. 


Actualmente está en vigor el VI Programa de Acción Comunitario en Materia de 
Medio Ambiente, que se ha establecido por un período de 10 años, siendo su fecha de 
inicio el 22 de julio de 2002'”. Los objetivos del mismo responden a las prioridades de 
la Comunidad en esta materia y en concreto a los siguientes: cambio climático; natura- 
leza y biodiversidad; medio ambiente, salud y calidad de vida y recursos naturales y 
residuos. 


Por lo que respecta al cambio climático, verdadero problema del presente, se preten- 
de estabilizar a largo plazo las concentraciones en la atmósfera de los gases responsa- 
bles del efecto invernadero. El objetivo que se marca el Programa es que la temperatura 
del planeta se incremente en un máximo en de 2” Celsius con respecto a los niveles de 
1990 y una concentración de CO, inferior a 550 ppm (partes por millón). A más largo 
plazo, se procurará una reducción general en un 70% de las emisiones de gases de efec- 
to invernadero con relación al año de referencia?*, 


15 Decisión 1600/2002/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 22 de julio de 2002 por la que 
se establece el Sexto Programa de Acción Comunitario en Materia de Medio Ambiente. 

'S En un artículo de El País de 31 de octubre de 2006, se cita que un trabajo del economista ingles 
Nicholas Stern pone de manifiesto que los gases de efecto invernadero, cuyo nivel se situaba en de 280 
ppm de CO, antes de la revolución industrial, actualmente se elevan a 430 ppm. Si tales emisiones se 
mantienen al mismo ritmo que el actual, alcanzaría 550 ppm en torno a 2050 sin descartar que dicha 
cifra se consiga en 2035. Las consecuencias para la humanidad serían terribles: el PIB mundial podría 
reducirse en un 20%, grandes zonas de la tierra perderían su fertilidad y la subida del nivel del mar 
inundaría Bangladesh, Vietnam, la costa andina de América del Sur y las ciudades de Londres, Shang- 
hai, Nueva York, Tokio y Hong Kong. 
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En cuanto al objetivo de naturaleza y biodiversidad, la finalidad que se persigue es 
la de proteger, conservar y restaurar los sistemas naturales, la flora y la fauna silvestres; 
en fin, los hábitats naturales con el fin de detener la desertización y la pérdida de biodi- 
versidad, y en particular la diversidad de recursos genéticos. 


En lo referente a la calidad de vida, el programa intentará contribuir al manteni- 
miento de un alto nivel de calidad de vida y bienestar social, procurando un medio am- 
biente en el que los niveles de contaminación no tengan efectos perjudiciales sobre la 
salud humana y el desarrollo urbano. 


Finalmente, en lo relativo a los recursos naturales y residuos, se pretende conseguir 
una mayor eficiencia en el uso y gestión de los recursos (renovables y no renovables) así 
como de los residuos que genera el sistema productivo. Para asegurar que los modelos 
de producción y consumo sean más sostenibles, se pretende disociar el uso de los recur- 
sos y generación de residuos de la tasa de crecimiento económico. 


Para conseguir los objetivos citados, se utilizarán los siguientes medios: 


— Desarrollo de la legislación comunitaria y modificación de la misma cuando se 
estime procedente. 


— Control por parte de la Comisión —mediante inspecciones, revisión sistemática 
de las legislaciones nacionales en materia de medio ambiente, intercambio de 
información, etc.— de la aplicación y cumplimiento de la legislación comunita- 
ria por parte de los Estados miembros procediendo, en su caso, a incoar los co- 
rrespondientes procedimientos de infracción. 


— Reforzar las exigencias de la protección del medio ambiente en la preparación, 
definición y aplicación de las distintas políticas y actividades comunitarias. 


— Fomento de modelos sostenibles de producción y consumo con el objeto de 
internalizar en los mismos las consecuencias positivas y negativas derivadas del 
medio ambiente. 


— Incremento de la colaboración con las empresas y los interlocutores sociales (en 
particular con los consumidores) con el fin de lograr modelos de producción sos- 
tenibles. 


— Mejorar la información a consumidores, empresas y organismos públicos de los 
efectos de los procesos productivos sobre el medio ambiente. 


— Apoyo a la integración de los costes medioambientales en los informes financie- 
ros de las empresas. 


— Crear un régimen comunitario de responsabilidad medioambiental. 


— Mejorar la información a los consumidores y las ONG para una mejor compren- 
sión y participación de los ciudadanos en los problemas medioambientales. 


— Alentar y fomentar una utilización y gestión efectivas y sostenibles de la tierra y 
el mar que tengan en cuenta consideraciones medioambientales. 


En conclusión, el VI Programa comunitario de acción medioambiental es muy ambicio- 
so en sus objetivos. Dicho Programa no se limita al ámbito comunitario sino que tam- 
bién aspiran a elevar el papel de la Unión Europea como un actor destacado a escala 
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mundial y para lo cual se pretende potenciar fórmulas de asociación que contribuyan a 
un desarrollo sostenible en el conjunto del Planeta. El Programa será sometido a evalua- 
ciones periódicas por parte de la Comisión para apreciar los progresos realizados en su 
implementación. 


10.4. LA EUROPA SOCIAL” 


Bajo este epígrafe se engloban un conjunto de políticas comunitarias que tienen fines 
sociales y que van desde lo que estrictamente puede calificarse como política social, a la 
de consumo pasando por las de educación y cultura, la formación profesional, la salud, 
etc. En concreto, sé contemplan la Política social, de educación, de formación profesio- 
nal y de juventud (Título XI del TCE), Cultura (Título XID), Salud Pública (Título XII) 
y Protección de los consumidores (Título XIV). Dichas políticas no agotan todos los as- 
pectos sociales que recoge el TCE. También existen en otros ámbitos tales como la ciuda- 
danía de la Unión, la libre circulación de los trabajadores, el derecho de establecimiento, 
la cohesión económica y social etc., que han sido tratadas en capítulos precedentes. 


Las políticas de las que vamos a tratar en este capítulo se caracterizan por ser de 
competencia nacional en las que la intervención comunitaria se limita a acciones de 
coordinación y a prestarles cierto apoyo técnico y financiero. En general, dichas políti- 
cas consumen pocos recursos comunitarios —del presupuesto común— y el instrumento 
de financiación es el Fondo Social Europeo. La potenciación y comunitarización de ta- 
les políticas es una de las asignaturas pendientes de la UE, tarea en la que se está traba- 
jando pero los avances no son muy considerables. 


10.4.1. Política social 


Es conveniente advertir que lo que se entiende por política social no equivale a libre 
circulación de las personas aún cuando ambas cuestiones recaigan sobre un mismo suje- 
to. Mientras que la libertad de circulación de las personas —en particular de los trabaja- 
dores— es uno de los fundamentos del mercado común que pretende la movilidad e 
igualdad de trato entre los nacionales de un Estado miembro con los demás Estados, la 
política social es una acción comunitaria que tiene por objeto promover la mejora de las 
condiciones de vida y de trabajo. Sus principales antecedentes se encuentran en los de- 
rechos sociales fundamentales que se contienen en la Carta Social Europea de Turín de 
18 de octubre de 1961 y en la Carta comunitaria de los derechos fundamentales de los 
trabajadores de 1989, 


Hasta el Tratado de Ámsterdam la política social comunitaria, en sentido estricto, 
estaba regulada de manera muy difusa. Básicamente consistía en una declaración de 
buenas intenciones por la cual los Estados convenían en la necesidad de promover las 
mejores condiciones posibles de vida y de trabajo de las personas confiando en que la 
convergencia económica favorecería la armonización de los sistemas sociales. La fun- 
ción que en este ámbito le tocaba desempeñar a la Comunidad consistía en promover 
una buena relación entre los Estados. 


El Tratado de Ámsterdam (TA), al comunitarizar la mayor parte del tercer pilar de la 
Unión (el de la JAD),, refuerza la política social por cuanto incrementa los supuestos su- 
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sujetos a la codecisión, introduce la cooperación reforzada e incorpora en su articulado 
el Convenio de Shengen y el Protocolo sobre política social que se contenía en el Trata- 
do de Maastricht. 


La política social se regula por los arts. 136 a 145 del TCE. La Comunidad y los 
Estados miembros tendrán como objetivo —dice el art. 136— .... el fomento del empleo, 
la mejora de las condiciones de vida y de trabajo, a fin de conseguir su equiparación 
por la vía del progreso, una protección social adecuada, el diálogo social, el desarrollo 
de los recursos humanos para conseguir un nivel de empleo elevado y duradero y la 
lucha contra las exclusiones. 


A tal fin, la Comunidad y los Estados miembros emprenderán acciones en las que se 
tengan en cuenta la diversidad de las prácticas nacionales, en particular en el ámbito 
de las relaciones contractuales, así como la necesidad de mantener la competitividad 
de la economía de la Comunidad. 


La función de la Comunidad en política social es la de apoyar y complementar la 
acción de los Estados miembros en los siguientes ámbitos (art. 137): mejora del entorno 
de trabajo; protección de la salud y la seguridad de los trabajadores; condiciones de tra- 
bajo; seguridad social y protección social de los trabajadores; protección de los trabaja- 
dores en caso de rescisión del contrato laboral; representación y la defensa colectiva de 
los intereses de los trabajadores y de los empresarios; condiciones de empleo de los na- 
cionales de terceros países que residan legalmente en el territorio de la Comunidad; in- 
tegración de las personas excluidas del mercado laboral; igualdad de oportunidades en- 
tre hombres y mujeres en el mercado laboral y trato en el trabajo; lucha contra la 
exclusión social, etc. 


Las medidas comunitarias irán encaminadas fundamentalmente a fomentar la coo- 
peración entre los Estados miembros mediante iniciativas que mejoren sus conocimien- 
tos, a desarrollar el intercambio de información y de buenas prácticas, evaluar experien- 
cias. ele: 


Se podrá adoptar, por medio de directivas, disposiciones mínimas de armonización 
de legislaciones que habrán de aplicarse progresivamente, teniendo en cuenta las condi- 
ciones y reglamentaciones técnicas existentes en los Estados miembros. En varios de los 
supuestos antes citados, el Consejo decidirá con arreglo al procedimiento de codecisión, 
y en los restantes, por unanimidad. En cualquier caso, tales disposiciones no afectarán a 
los principios fundamentales de los sistemas nacionales de seguridad social, ni tampoco 
al sistema remuneraciones, derecho de asociación y sindicación, derecho de huelga y al 
derecho de cierre patronal. 


Entre las disposiciones sociales merece especial consideración el principio de igual- 
dad de retribuciones entre hombres y mujeres. A tal efecto, el art. 141 estipula que los 
Estados miembros garantizarán el cumplimiento del mismo en los siguientes términos: 


La igualdad de retribución, sin discriminación por razón de sexo, significa: 


a) que la retribución establecida para un mismo trabajo remunerado por unidad 
de obra realizada se fija sobre la base de una misma unidad de medida; 


b) que la retribución establecida para un trabajo remunerado por unidad de tiem- 
po es igual para un mismo puesto de trabajo. 
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El Consejo, con arreglo al procedimiento de codecisión, adoptará las medidas ne- 
cesarias para garantizar la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e 
igualdad de trato para hombres y mujeres en el empleo y el principio de igualdad de 
retribución para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor. 


El mencionado art. 141 también admite la discriminación positiva: Con objeto de 
garantizar en la práctica la plena igualdad entre hombres y mujeres en la vida laboral, 
el principio de igualdad de trato no impedirá a ningún Estado miembro mantener 0 
adoptar medidas que ofrezcan ventajas concretas destinadas a facilitar al sexo menos 
representado el ejercicio de actividades profesionales o a evitar o compensar desventa- 
jas en sus carreras profesionales. 


Las prioridades comunitarias en el desarrollo del modelo social europeo las fija la 
Comisión en lo que se denomina la Agenda de política social. Dicha Agenda trata de 
ajustarse a los cambios económicos y sociales que se producen en la UE presentado las 
correspondientes acciones e instrumentos en materia de empleo y de igualdad de opor- 
tunidades como, por ejemplo, el Programa comunitario de fomento del empleo y la soli- 
daridad social (PROGRESS) para el período 2007-2013. Este Programa integra cinco 
secciones: empleo, protección e integración social, condiciones de trabajo, antidiscrimi- 
nación y diversidad e igualdad entre hombres y mujeres. 


10.4.2. Educación, cultura y formación profesional 


En todos estos ámbitos el papel que juega la Comunidad, aunque creciente, es todavía 
muy limitado. Así, por lo que respecta a la educación, la Comunidad contribuirá al desa- 
rrollo de una educación de calidad fomentando, si ello fuese necesario, la cooperación 
entre los Estados con pleno respeto a los contenidos de la enseñanza y a la organización 
de los sistemas educativos nacionales (art. 149 del TCE). 


Las acciones comunitarias se centrarán en desarrollar la dimensión europea en la 
enseñanza, en particular la difusión y aprendizaje de las lenguas de los Estados miem- 
bros; favorecer la movilidad de estudiantes y profesores, fomentando el reconocimiento 
académico de los títulos y de los períodos de estudio; promover la cooperación entre 
centros docentes; incrementar el intercambio de información y de experiencias sobre 
sistemas de formación; fomentar el desarrollo de la educación a distancia, etc. 


Para la realización de estos objetivos, el Consejo, siguiendo el procedimiento de code- 
cisión, adoptará las medidas de fomento necesarias con exclusión expresa de toda armoni- 
zación referente a las disposiciones legales y reglamentarias de los Estados miembros. 


En cuanto a la formación profesional —art. 150 del TCE—, el cometido de la Co- 
munidad es similar al de la educación: reforzar y complementar la acción de los Estados 
respetando la responsabilidad de los mismos en lo referente a los contenidos y a la orga- 
nización. La acción comunitaria se encaminará a la formación y reconversión profesio- 
nal, mejorar la formación profesional inicial y permanente, facilitar el acceso a la for- 
mación y favorecer la movilidad de los educadores y de las personas en formación, 
estimular la cooperación en materia de formación entre centros de enseñanza y empre- 
sas e incrementar el intercambio de información y de experiencias sobre esta cuestión 
entre los Estados miembros. 
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Lo mismo que en el caso anterior, el Consejo, siguiendo el procedimiento de codeci- 
sión, adoptará las medidas que estime necesarias para contribuir a la consecución de los 
objetivos previstos. 


En cultura —art. 151 del TCE—, la función de la Comunidad será la de contribuir a 
la potenciación de las culturas de los Estados miembros respetando la diversidad nacio- 
nal y regional así como favorecer la cooperación entre Estados y si fuese necesario, 
apoyar y completar la acción de éstos en los ámbitos siguientes: mejora del conocimien- 
to y la difusión de la cultura y de la historia de los pueblos europeos, conservación y 
protección del patrimonio cultural de importancia europea, potenciación de los inter- 
cambios culturales no comerciales y de la creación artística y literaria. 


A tales fines, el Consejo adoptará, con arreglo al procedimiento de codecisión, me- 
didas de fomento, excluyendo toda armonización de las disposiciones legales y regla- 
mentarias de los Estados miembros. 


10.4.3. Salud pública y protección del consumidor 


La salud pública y defensa del consumidor, aunque formalmente son políticas diferen- 
tes, están íntimamente conectadas entre sí y también guardan una estrecha relación con 
el medio ambiente. En ambos casos la Comunidad tiene un papel muy activo por ser 
cuestiones que afectan al mercado interior. 


10.4.3.1. Aspectos generales 


El consumidor necesita de protección jurídica de sus intereses debido a que, como 
demandante, su condición es de manifiesta inferioridad frente a una oferta muy comple- 
ja y concentrada que de forma constante lanza nuevos productos y servicios utilizando 
sofisticados métodos de publicidad'”. Por otra parte, el control sanitario en los intercam- 
bios intracomunitarios se rige por el principio de reconocimiento mutuo de legislaciones 
nacionales; el consumidor realmente desconoce las normas que existen en otro Estado 
miembro —y en la mayoría de los casos en el propio— y debe confiar en que tales 
controles tengan la suficiente garantía de seguridad para los productos que consume. 
Por ello, a la Comunidad le corresponde la supervisión y coordinación de las políticas 
que en dichos ámbitos desarrollen los Estados. En este sentido, el art. 153.1 del TCE 
dispone: 

Para promover los intereses de los consumidores y garantizarles un alto nivel de 
protección, la Comunidad contribuirá a proteger su salud, la seguridad y los intereses 
económicos de los consumidores, así como a promover su derecho a la información, a 
la educación y a organizarse para salvaguardar sus intereses. 


La incorporación de la salud pública y la protección de los consumidores a los trata- 
dos comunitarios se produce en el AUE en el marco de las medidas que afectan al mer- 
cado interior. En los de Maastricht y de Amsterdam, dichas políticas reciben un gran 


17 La primera iniciativa de la que se tiene conocimiento en defensa de los intereses del consumidor 
procede de un mensaje del presidente Kennedy al Congreso de Estados Unidos realizado el 15 de Marzo 
de 1962. 
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impulso y adquieren su pleno reconocimiento como políticas comunitarias; en el pro- 
yecto Tratado por el que se instituye una Constitución para Europa (TCUE), se prevé 
que ambas sean de competencias compartidas entre la UE y los Estados miembros. 


De la salud pública se ocupa el art. 152 del TCE y de la protección de los consumido- 
res, el 153. En las dos las acciones comunitarias son complementarias de las nacionales ya 
que son a los Estados a quienes compete la gestión y control de ambas políticas en sus 
respectivos territorios. La aprobación de las correspondientes acciones comunitarias la 
realiza el Consejo siguiendo el procedimiento de codecisión; a la Comisión, además de su 
función de propuesta, le corresponde la de coordinación entre los Estados miembros. 


10.4.3.2. Salud pública 


En salud pública, la función de la Comunidad —siempre complementando la acción de 
los Estados— consiste en tratar de mejorar la misma, en prevenir las enfermedades y en 
evitar las fuentes de peligro. Los Estados miembros coordinarán entre sí sus políticas y 
programas sirviéndose a tal efecto de la colaboración de la Comisión. 


El papel de esta política se ha revalorizado considerablemente debido a la apari- 
ción de determinadas enfermedades que, como consecuencia de la libre circulación de 
bienes y personas, se extienden rápidamente por el espacio comunitario —y por el 
resto del mundo—. Entre los muchos ejemplos que cabe citar, sólo hay que recordar el 
caso de las vacas locas (encefalopatía espongiforme bovina, que se detectó en el Rei- 
no Unido en 1996) que avalan la necesidad de articular una política sanitaria a escala 
comunitaria. 


Aunque la salud pública no se regula hasta el Tratado de Maastricht —siendo consi- 
derablemente reforzada por el de Ámsterdam—, existen antecedentes ya en el propio 
Tratado de la CEE de 1957 que previó que, con el objeto de proteger la salud de las 
personas y animales y la preservación de los vegetales, podrían establecerse restric- 
ciones y prohibiciones transitorias a la importación, exportación y tránsito de bienes y 
personas. 


Actualmente dicha política se regula por el art. 152 del TCE. Lo mismo que ocurre 
con el medio ambiente, en la formulación y ejecución de todas las políticas y acciones 
de la Comunidad, habrá de garantizarse un alto nivel de protección de la salud humana. 
La acción de la Comunidad consistirá en prevenir las enfermedades humanas y evitar 
las fuentes de peligro para la salud promoviendo y apoyando, entre otros aspectos, la 
investigación de su etiología, su transmisión, las medidas de prevención, de información 
y educación sanitaria. Los Estados miembros, en colaboración con la Comisión, coordi- 
narán entre sí sus políticas sanitarias en los aspectos antes citados sin perjuicio de su 
plena responsabilidad en la organización y suministro de servicios sanitarios y de asis- 
tencia médica. 


La Comisión define las estrategias comunitarias sobre la salud y en el marco de las 
mismas propone los correspondientes programas de acción'*. Las estrategias comunita- 


18 Comisión de las Comunidades Europeas: «Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parla- 
mento Europeo, al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones, de 16 de mayo de 2000, 
sobre la estrategia sanitaria de la Comunidad Europea». COM (2000) 285. 
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rias sobre salud consisten en un planteamiento global, coherente e integrado sobre las 
cuestiones relacionadas con la misma y con las iniciativas que sobre dicha materia se 
tomen en el ámbito de otras política comunitarias tales como las del mercado interior, la 
protección de los consumidores, el empleo, el medio ambiente, etc. La actual estrategia 
comunitaria sobre salud se estableció en el año 2000””. 


El programa de acción comunitario sobre salud en vigor fue aprobado en septiembre 
de 2002 y opera para el período 2003-2008. Es un programa es de carácter global —que 
sustituye a un conjunto programas específicos que venían funcionando con anteriori- 
dad— que tiene pretende mejorar la información y los conocimientos sobre la salud pú- 
blica y sobre los diversos sistemas de salud de los Estados miembros; también tiene por 
misión aumentar la capacidad de reacción ante los problemas que se presenten así como 
ejercer una mayor influencia sobre los factores que determinan la salud. 


Dado el estrecho vínculo que existe entre salud y protección de los consumidores, la 
Comisión adoptó, en 2005, una propuesta de Decisión por la que se establece un progra- 
ma conjunto de acción comunitario en dichos ámbitos para el período 2007-2013. Su 
principal virtualidad, además de hacerlo coincidir con la programación financiera de la 
Agenda 2007, reside en el enfoque combinado que se establece entre dichas políticas. 


10.4.3.3. Defensa del consumidor 


La preocupación por la protección de los consumidores procede tanto del creciente auge 
y reivindicación de las asociaciones de consumidores como de los propios actos comu- 
nitarios. 


En la legislación comunitaria cabe citar numerosos antecedentes. Así, por ejemplo, 
en el Preámbulo del TCEE se establecía como fin esencial de la Comunidad la constan- 
te mejora de las condiciones de vida y de trabajo de sus pueblos; en el art. 39, apartado 
c (actual art. 33, apartado d del TCE), que la política agraria común tendrá entre sus 
objetivos el de asegurar precios razonables a los consumidores; las reglas sobre la 
competencia también servían de garantía del derecho de los consumidores. De manera 
más específica debe citarse el acuerdo de la Cumbre de París de 1972 en la que los Jefes 
de Estado y de Gobierno instaron a la Comisión a elaborar un programa destinado a 
reforzar y coordinar las medidas de protección de los consumidores que entró en funcio- 
namiento en 1975 y al que se incorporaron una serie de derechos de los consumidores 
que se han ido completando y actualizando en los planes posteriores. 


La política de protección de los consumidores comienza a tomar cuerpo con el AUT 
en cuyo art. 130 R, que se ocupa del medio ambiente, señalaba que la Comunidad con- 
tribuirá a la protección de la salud de las personas. No obstante, es el Tratado de Maas- 
tricht el primero que la reguló (art. 129 A del TCE), habiendo sido profundamente revi- 
sado por el Ámsterdam. Actualmente dicha política se contiene en el art. 153 del TCE. 
Su objetivo esencial es el de garantizar a los consumidores un alto nivel de protección 


19 Decisión 1786/2002/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de septiembre de 
2002, relativa a la adopción de un programa de acción comunitario en el ámbito de la salud pública 


(2003-2008). 
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de su salud y de sus intereses económicos; al definirse y ejecutarse otras políticas y ac- 
ciones comunitarias, habrán de tenerse en cuenta dicha protección. 


Fruto de los programas que se han venido ejecutando se ha establecido una especie 
de catálogo sobre los derechos de los consumidores que está regulado por directivas. 
Los citados derechos puede clasificarse en las siguientes categorías: 


— Derecho a la protección de la salud y a la seguridad de productos alimentarios 


y no alimentarios. Respecto de los alimentarios, se regula el uso de aditivos, mé- 
todos de tratamiento y envases de productos, prohibición de hormonas, toleran- 
cia máxima en la contaminación radioactiva, etc. Para los no alimentarios, se 
han elaborado listas de productos atendiendo a sus riesgos, tratamientos de enva- 
ses, normas sobre de prevención de accidentes, etc. 


Derecho a la información y educación. El consumidor debe conocer las caracte- 
rísticas esenciales de los bienes y servicios que demanda para realizar una elec- 
ción racional de los mismos y poder utilizarlos con toda seguridad. Por ejemplo, 
el etiquetado de los productos debe informar sobre su composición, aditivos que 
contiene, plazo de caducidad, etc. En materia de educación del consumidor, 
existe una Resolución del Consejo instando a los Estados para que introduzcan 
la misma en la enseñanza primaria y secundaria. 


Derecho a la protección de intereses económicos. El consumidor suele estar en 
situación de inferioridad al firmar contratos de compra-venta cuyas cláusulas a 
veces no lee o no entiende; por ello tiene derecho a defenderse, por ejemplo, 
frente a la publicidad engañosa. 


Derecho a la reparación de daños. El consumidor tiene derecho a indemnizacio- 
nes por los daños causados así como a la solución de litigios por vía administra- 
tiva eliminando largos y costosos procesos judiciales. 


Derecho a la representación. La CE ha emprendido una serie de acciones desti- 
nadas a fomentar la organización de consumidores a escala europea y ha creado 
un Consejo Consultivo de los Consumidores que elabora dictámenes sobre pre- 
cios, componentes de los productos alimentarios, condiciones de los contratos de 
compra-venta, etc. Desde su creación ha ido aumentado su eficacia y representa- 
tividad: en él participan las organizaciones nacionales de consumidores, repre- 
sentantes de los minusválidos, de la tercera edad, cooperativa de consumo, Con- 
federación Europea de Sindicatos, etc. 


Como se ha dicho en el subepígrafe anterior, la salud pública y la de protección de los 


consumidores, ya comienzan a contemplarse en un marco único con la finalidad de in- 
crementar su eficacia. 
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ACCIÓN EXTERIOR 
DE LA UNIÓN EUROPEA 


CapíTuLO 11. Marco teórico-jurídico de las relaciones económicas 
externas de la Unión Europea. La política comercial 


CAPÍTULO 12. Acuerdos internacionales (regionales y bilaterales) 
de la UE. La cooperación al desarrollo 
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SUMARIO 
11.1. Marco teórico de las relaciones económicas externas 
comunitarias 


11.1.1. Delimitación de las relaciones económicas externas 

11.12. El papel de las instituciones comunitarias 

11.13. Relaciones multilaterales, regionales y bilaterales 
de la Comunidad Europea 


11.2. La política comercial común 
11.2.1. Ámbito y contenido 
11.2.2. Política de importaciones 
11.2.3. Política de exportaciones 
11.2.4. El comercio intra y extracomunitario 


Esta parte cuarta del libro trata sobre la acción exterior de la Unión 
Europea: el sector exterior y las relaciones económicas internacionales. 
Centramos nuestra atención sobre las relaciones internacionales de ca- 
rácter económico. Por ello se dejan al margen, o sólo se tocan tangen- 
cialmente, aquellas relaciones internacionales de la Unión que tienen 
un marcado contenido político, como es el caso de la Política Exterior y 
de Seguridad Común (PESC). 


El presente capítulo se divide en dos secciones: en la 11.1 se estudia el 
armazón teórico-legal sobre el que sustenta el conjunto de relaciones 
internacionales de la Comunidad Europea y en la 11.2, la política comer- 
cial. 
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Parte IV. ACCIÓN EXTERIOR DE LA UNIÓN EUROPEA 


11.1. marco TEÓRICO-JURÍDICO DE LAS RELACIONES 


ECONÓMICAS EXTERNAS COMUNITARIAS 20000 


Atendiendo a la estructura del TUE, nos ocupamos de las competencias que se sitúan en 
el pilar común excluyendo, por su escasa incidencia económica internacional, las con- 
templadas en los pilares intergubernamentales. 


11.1.1. Delimitación de las relaciones económicas externas 


La dimensión externa de las relaciones económicas de la Unión Europea es tan extensa 
como compleja de abordar. La UE es la primera área comercial del mundo en bienes y 
servicios y también los es en inversiones externas y en ayuda oficial al desarrollo. La 
complejidad del estudio del sector exterior comunitario y de sus relaciones internacio- 
nales deriva de al menos dos factores: en primer lugar, de la profusa y confusa regula- 
ción de los acuerdos internacionales: presenta bajo procedimientos comunes —como 
ocurre con los acuerdos de asociación—, relaciones que tienen objetivos y contenidos 
muy diferentes; en segundo lugar, dicha complejidad también obedece a la falta de cla- 
rificación de las competencias que corresponden a la Comunidad y las que continúan en 
poder de los Estados miembros. 


Las relaciones externas comunitarias se han ido desarrollando sobre la marcha de 
manera un tanto desordenada. Una buena parte de tales relaciones han girado en torno a 
la política comercial pero ésta no es la única vertiente exterior comunitaria. Por ello 
conviene realizar un bosquejo que nos permita comprender, aunque sea de manera apro- 
ximada, el complejo entramado de relaciones externas que mantienen la Comunidad con 
organizaciones internacionales y países terceros. 


Las competencias externas comunitarias pueden clasificarse en dos grandes grupos: 
competencias exclusivas, cuando su ejercicio corresponde por entero a la CE como es el 
caso, por ejemplo, de la política comercial (con algunas matizaciones); y competencias 
compartidas o mixtas, cuando dicho ejercicio corresponde conjuntamente a la Comuni- 
dad y los Estados miembros como ocurre, por ejemplo, con la cooperación al desarrollo. 


Dependiendo del pilar del TUE en el que se encuadre una política concreta, el ejer- 
cicio de su competencia corresponderá a uno u otro ámbito. Así, la Política Exterior y 
de Seguridad Común (PESC) que se enmarca en el segundo pilar (intergubernamental) 
corresponde a las relaciones exteriores de la Unión Europea! y no a las competencias 
externas de la Comunidad Europea (todas ellas encuadradas en el primer pilar, también 
conocido como pilar común). 


' También corresponden a este ámbito intergubernamental los acuerdos que se celebren con arreglo 
a lo establecido en el artículo 24 del Tratado de la Unión Europea, que dice así: 

Cuando para llevar a la práctica el presente título sea necesario celebrar un acuerdo con uno o 
varios Estados u organismos internacionales, el Consejo, por unanimidad, podrá autorizar a la Presi- 
dencia, en su caso asistida por la Comisión, a entablar negociaciones a tal efecto. El Consejo celebrará 
dichos acuerdos por unanimidad, basándose en una recomendación de la Presidencia. Ningún acuerdo 
será vinculante para un Estado miembro cuyo representante en el Consejo declare que tiene que ajus- 
tarse a las exigencias de su propio procedimiento constitucional; los restantes miembros del Consejo 
podrán acordar que el acuerdo se les aplique provisionalmente. 

Lo dispuesto en el presente artículo será también aplicable a las materias incluidas en el título VI 


(O) ITES-Paraninto 


Capítulo 11. 


MARCO TEÓRICO-JURÍDICO DE LAS RELACIONES ECONÓMICAS EXTERNAS DE LA UNIÓN EUROPEA 319 


Por consiguiente, la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) no debe con- 
fundirse con las competencias económicas exteriores de la Comunidad. No obstante 
la evidente relación que existe entre ellas, se trata de dos esferas perfectamente diferen- 
ciadas ya que se enmarcan en distintos ámbitos competenciales. Así, mientras que la 
PESC se configura como una política intergubernamental por ser un ámbito en el que 
los Estados miembros cooperan entre sí en el marco de la Unión Europea (UE) y en el 
que la participación de las instituciones comunitarias es limitada, las relaciones econó- 
micas las conforman competencias que han pasado total o parcialmente del ámbito esta- 
tal al comunitario y donde la operatividad de las instituciones comunitarias es total al 
inscribirse en un ámbito de supranacionalidad y no en el de cooperación”. 


En algunos casos se puede producir un solapamiento de competencias lo que origina 
una cierta confusión debido que las diferencias entre competencias estrictamente de po- 
lítica externa (ámbito de la cooperación) y las de orden económico (ámbito común), son 
difíciles de establecer. Este confusionismo se ha puesto de manifiesto, por ejemplo, en 
la firma de acuerdos mixtos con tercero países en los que son parte contratante la Comu- 
nidad Europea y los Estados miembros”. 


La Comunidad Europea, en el ámbito de sus competencias, tiene capacidad de cele- 
brar acuerdos con terceros países y organizaciones internacionales. Dichos acuerdos 
pueden ser de carácter global o general, como es el caso de los comerciales, los de aso- 
ciación y los de cooperación o bien pueden ser específicos o sectoriales si se limitan a 
uno o varios sectores como ocurre, por ejemplo, con acuerdos sobre aduanas, ciencia y 
tecnología, pesca, transportes, textil, etc. Incluso no es infrecuente que entre la CE y un 
país tercero exista simultáneamente un acuerdo global y uno o varios sectoriales. 


Los acuerdos económicos que celebra la CE con países terceros —o con organiza- 
ciones— se encuadran en el primer pilar y en el cual las instituciones actúan con pleni- 
tud de competencias. No obstante, conviene recordar que existen competencias exclusi- 
vas de la Comunidad y competencias compartidas entre ésta y los Estados miembros, 
siendo necesario, en este último caso, que los acuerdos sean suscritos por ambas partes, 
recibiendo el nombre de acuerdos mixtos?. 


En el Cuadro 11.1 se sintetiza el conjunto de competencias externas de la CE. Como 
puede apreciarse siguiendo la primera columna, dichas competencias las agrupamos en 
cuatro bloques: aplicaciones directas del Tratado —TCE—, explícitas, implícitas y sub- 
sidiarias. 

Aplicación directa del TCE. Es el supuesto de los Países y Territorios de Ultramar 
(PTU) cuya base legal se fundamenta en la Parte cuarta del TCE (arts. 182 a 188). Son 
países y territorios que no están sujetos a acuerdos externos con la CE. Se les aplican 


2 Una amplia referencia a esta cuestión se contiene en Fernández Navarrete, Donato y Fernández 
Egea, Rosa María: The common foreign and security policy of the European Dian a historical perspec- 
tive. The Columbian Journal of European Law. Columbia University, vol. 7, n.” 1, 2001. 

3 Este fenómeno ha sido calificado por algunos autores como dualismo de la política exterior de la 
Unión. Así Brotóns, Remiro, en «¿Qué ha significado el Tratado de Ámsterdam para la PESC?, Gaceta 
Jurídica de la C.E. y de la Competencia, serie D, septiembre 1998, pp. 71 y ss. considera que existe una 
vinculación funcional, orgánica, presupuestaria y física entre ambos pilares. 

4 Los Estados suelen delegar sus competencias en la Comisión para la negociación de dichos acuer- 
dos mixtos. 
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Tipo de competencia Ámbito 
Aplicación directa Parte Cuarta del Países y Territorios de Ultramar (PTU) 
del TCE TCE (Art. 182 a 188) 





Art. 111 TCEUEM | Art. 133 TCE: Política comercial 





Art. 170 TCE | Investigación y desarrollo 





Explícitas Art. 174 TCE | Medio ambiente 





Art. 181 TCE Cooperación al desarrollo 
Art. 310 TCE | Acuerdos de asociación 








- | Ámbitos externos en los que la CE 
tenga competencias internas 


Subsidiarias Art. 308 TCE Todos 


Implícitas Sentencias TJ 








Fuente: elaboración propia. 


directamente las normas establecidas por el TCE en la forma que veremos en el capítulo 
siguiente. 


Competencias explícitas. Son aquellas que se contemplan de manera expresa en el 
TCE. En el Tratado originario —TCEE— figuraban la política comercial, la de coope- 
ración al desarrollo y los acuerdos de asociación. A medida que la CE ha ido incremen- 
tando sus competencias se han ido incorporando nuevas políticas como han sido los ca- 
sos de la medioambiental, de investigación y la Unión Económica y Monetaria (UEM). 


Competencias implícitas. Tales competencias no están previstas expresamente por 
el TCE. Proceden de la jurisprudencia del TJ, doctrina según la cual, cuando se le atri- 
buye a la CE una competencia exclusiva en el ámbito interno, bajo determinadas condi- 
ciones (que existan reglas comunes, que la Comunidad ya haya actuado en este ámbito, 
que se realice para la consecución de un fin comunitario, etc.), dichas competencias se 
extienden también al ámbito externo. 


Competencias subsidiarias. Son medidas cautelares con el fin de solucionar cues- 
tiones relativas al mercado común no previstas por los tratados. Tales competencias es- 
tán reguladas por el art. 308 del TCE que establece que cuando, para el buen funciona- 
miento del mercado común, sea necesaria una acción de la Comunidad cuyos poderes 
no hayan sido previstos por el TCE, el Consejo de Ministros, a propuesta de la Comi- 
sión y previa consulta al Parlamento Europeo podrá adoptar, por unanimidad, las dispo- 
siciones pertinentes. 


11.1.2. El papel de las instituciones comunitarias 


El Consejo, la Comisión y el Parlamento, son las principales instituciones que intervie- 
nen en las relaciones externas de la CE. El mayor protagonismo, en todos los casos, le 
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corresponde al Consejo. La Comisión cumple con su función de propuesta y suele ser el 
interlocutor en la negociación de los acuerdos. El Parlamento Europeo desempeña, en la 
mayoría de los casos, un papel muy secundario. 


La Comisión representa internacionalmente a la UE en aspectos comerciales pero 
las decisiones que se hayan de tomar tanto para aprobar como para suspender un acuer- 
do internacional, corresponden al Consejo. A tenor de lo establecido por el art. 300 del 
TCE, cuando haya que negociar acuerdos internacionales con uno o más Estados o con 
organismos internacionales, la Comisión le compete presentar recomendaciones al Con- 
sejo que es quien le autoriza para iniciar tales negociaciones. La Comisión llevará a 
cabo las mismas en el marco de las directrices del Consejo y será éste quien, por mayo- 
ría cualificada o por unanimidad, tomará la decisión que corresponda”, 


A la Comisión le corresponde garantizar la coherencia de las actividades exteriores 
de la Unión, tanto las que afectan a la PESC como las de carácter económico. 


El papel que juega el PE en los acuerdos económicos internacionales, no es muy 
significativo aunque cada vez tiene mayor protagonismo debido a que determinados 
acuerdos suelen contemplar disposiciones que requieren su presencia activa. En los de 
tipo comercial, es meramente testimonial ya que, según el art. 300.3, se limita a ser 
consultado por el Consejo debiendo emitir su informe en un plazo fijado por éste en 
función de la urgencia; de no producirse el dictamen al término del plazo fijado por el 
Consejo, éste podrá pronunciarse sin él. En cambio, será necesario dictamen conforme 
del PE en los acuerdos de asociación (art. 310) y en todos aquellos que requieran la 
creación de un marco institucional específico, los que tengan implicaciones presupues- 
tarias importantes para la Comunidad y los que impliquen modificaciones de actos apro- 
bados con arreglo al procedimiento previsto por el art. 251 del TCE. 


11.1.3. Relaciones multilaterales, regionales y bilaterales 
de la Comunidad Europea 


Las relaciones económicas externas de la UE, están sujetas a unas reglas que en unos 
casos se establecen en el marco de organismos internacionales y en otros se fijan de 
manera específica por las partes contratantes a través de acuerdos internacionales de 
carácter regional o bilateral. 


El primer supuesto corresponde a los acuerdos multilaterales en los cuales las reglas 
suelen ser generales y afectan por igual a todas las partes contratantes. La Comunidad, 
junto con sus Estados miembros, participa en buen numero de organismos internaciona- 
les de carácter económico. 


El segundo supuesto corresponde al marco de las relaciones económicas regionales 
y bilaterales (con terceros países), ámbito en el que la Comunidad, desde su creación y 


5 En las negociaciones que lleve a cabo la Comisión, tiene la obligación de consultar a un Comité 
especial, designado por el Consejo, que tiene funciones de consulta y de asistencia. 

6 En el Tratado constitucional, la función del PE en la política comercial resulta reforzada por cuan- 
to tendrá que ser informado y consultado sobre las negociaciones de acuerdos internacionales y en la 
mayoría de los casos solamente podrán celebrarse si cuenten con su aprobación. 
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por lo común junto con sus Estados miembros, ha venido firmando un conjunto de 
acuerdos con organismos regionales y países que, con el tiempo, se han extendido a una 
buena parte del mundo. 


11.1.3.1. Relaciones multilaterales 


En el campo multilateral, el TCE cita expresamente tres organismos internacionales con 
los que la Comunidad manifiesta su deseo explícito de mantener relaciones: en primer 
lugar, con las Naciones Unidas y sus organismos especializados con los que la Comi- 
sión deberá asegurar el mantenimiento de todo tipo de relaciones (art. 302 TCE); en 
segundo lugar, una cooperación adecuada con el Consejo de Europa (art. 303 TCE); y 
en tercer lugar, una colaboración estrecha con la Organización de Cooperación y Desa- 
rrollo Económico —OCDE— (art. 304 TCE). 


Las relaciones multilaterales de la CE con los organismos internacionales de más 
contenido político, son del siguiente tenor: con las NN.UU. y sus agencias especializa- 
das, la CE no tiene propiamente representación en las mismas sino estatus de observa- 
dor a través de la Comisión. La presencia comunitaria en tales organismos se ejerce 
conjuntamente con la del Estado miembro que en ese momento ocupe la presidencia del 
Consejo. En la OCDE, participan los Estados y también la Comunidad, a través la Comi- 
sión en representación de las políticas comunes; la Comisión puede intervenir en los deba- 
tes bien en nombre de toda la Comunidad o bien de las políticas comunes, lo cual exige, 
como es lógico, una labor previa de coordinación. Y, finalmente, en relación con el Con- 
sejo de Europa, el art. 303 del TCE se limita a señalar que La Comunidad establecerá 
todo tipo de cooperación adecuada con el Consejo de Europa. 


En cuanto a las relaciones de la CE con los organismos internacionales de orienta- 
ción económica, tales relaciones son de diverso tipo y tampoco son iguales los procedi- 
mientos y la representación de las instituciones comunitaria en los mismos. 


Los dos procedimientos más importantes son los establecidos por los arts.111 y 300 
del TCE. 


El primero ellos, el del art. 111, es de aplicación a los aspectos monetarios y finan- 
cieros. Prácticamente todo el protagonismo corresponde al Consejo y en menor medida 
a los Estados miembros, incluso en áreas en las que han perdido prácticamente todas sus 
competencias en el interior de la UE (como ocurre con los que forman parte de la Euro- 
zona). 


Para celebrar acuerdos internacionales que afectan a la UEM, el TCE establece en el 
art. 111.3 que cuando la Comunidad tenga que negociar acuerdos en materia de régi- 
men monetario o de régimen cambiario con uno o varios Estados u organizaciones 
internacionales, el Consejo, por mayoría cualificada, sobre la base de una recomen- 
dación de la Comisión y previa consulta al BCE, decidirá sobre las modalidades de 
negociación y celebración de dichos acuerdos. Las citadas modalidades de negociación 
garantizarán que la Comunidad exprese una posición única. La Comisión estará plena- 
mente asociada a las negociaciones. 


Los acuerdos que se celebren con arreglo al presente apartado serán vinculantes 
para las instituciones comunitarias, el BCE y los Estados miembros. 
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La posición única de la Comunidad en el ámbito internacional sobre aspectos rela- 
cionados con la UEM así como su representación, la decide el Consejo por mayoría 
cualificada a propuesta de la Comisión y previa consulta al BCE. 


En el caso específico de la política de tipos de cambio, el Consejo, por unanimidad, 
sobre la base de una recomendación del BCE o de la Comisión y previa consulta al 
Parlamento Europeo, podrá celebrar acuerdos relativos a un sistema de tipos de cambio 
para el ecu —euro— en relación con las monedas no comunitarias así como adoptar, 
ajustar o abandonar los tipos centrales del ecu en el sistema de tipos de cambio”. 


El segundo de los procedimientos, que es el más habitual, es el contemplado por el 
art. 300 del TCE. Se aplica a los acuerdos internacionales relacionados con la política 
comercial, política científica y medioambiental. Si bien es también el Consejo quien 
decide en última instancia, la Comisión desempeña un papel relativamente importante 
tanto en su función de propuesta como de representación y ejecución. 


En virtud del procedimiento previsto por el art. 300, en los casos en los que hayan 
de celebrarse acuerdos entre la Comunidad y uno o varios Estados terceros u organiza- 
ciones internacionales, ... la Comisión presentará recomendaciones al Consejo, el cual 
autorizará a aquella la apertura de negociaciones necesarias. Dichas negociaciones se- 
rán llevadas a cabo por la Comisión, en consulta con los comités especiales designados 
por el Consejo para que la asistan en dicha función y de acuerdo con las directrices que 
el Consejo pueda marcarle. 


La decisión final en la conclusión del acuerdo, compete al Consejo y se producirá 
por mayoría cualificada y excepcionalmente por unanimidad*. 


Excepto cuando se trate de acuerdos que versen sobre el art. 133 (política comercial 
común), el Consejo habrá de consultar al Parlamento Europeo para la concluir los 
acuerdos; no obstante, si el PE no emite el correspondiente dictamen consultivo durante 
el plazo fijado por el Consejo, éste podrá pronunciarse sin el mismo. El dictamen del PE 
habrá de ser conforme en los acuerdos que requieran la creación de un marco institucio- 
nal especifico de cooperación, los que tenga implicaciones presupuestarias para la Co- 
munidad y los que modifiquen un acto aprobado por el procedimiento del art. 251 (pro- 
cedimiento de codecisión). 


Señalados los dos grandes grupos de procedimientos existentes para la celebración 
de acuerdos económicos internacionales en el ámbito multilateral, la situación puede 
resumirse así: 


Unión Económica y Monetaria (UEM) 


En cuanto a la Unión Económica y Monetaria (UEM), desde su entrara en vigor en 
1999, las políticas monetaria y cambiaria han pasado a ser competencia de la Comuni- 
dad. La percepción de bloque económico que sobre la Eurozona se tiene desde el exte- 


7 Sin perjuicio de las competencias que tiene atribuida la Comunidad en la UEM y de los acuerdos 
comunitarios que pueda celebrar sobre la misma, los Estados miembros también podrán negociar en los 
foros internacionales y celebrar acuerdos internacionales. 

$ Se exigirá la unanimidad cuando el acuerdo verse sobre un ámbito en el que sea necesaria la unani- 
midad para la adopción reglas internas o cuando se establezca un acuerdo de asociación que entrañe 
derechos y obligaciones recíprocos, acciones comunes y procedimientos particulares. 
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rior, es superior al que existe en el interior de la misma. Desde el punto de vista interna- 
cional, lo que realmente importa es la política económica que realice la Eurozona y no la 
que individualmente pueda hacer alguno de sus Estados miembros. Sin embargo, esa per- 
cepción externa de la Eurozona como un bloque compacto y homogéneo, no se correspon- 
de con la realidad puesto que carece propiamente de una autoridad externa que actúe con 
una sola voz y un solo voto. En buena parte, son los Estados los que continúan ostentando 
dicha representación exterior. Y esto es así tanto por el propio encorsetamiento del Trata- 
do CE como por la escasa voluntad de los Estados en ceder su representación a las institu- 
ciones comunitarias en competencias que ni siquiera conservan en el interior. 


El procedimiento para establecer acuerdos internacionales y para fijar la representa- 
ción externa de la Eurozona, se regula por el art. 111 del TCE. La posición común en 
los debates internacionales la decide el Consejo por unanimidad, sobre una propuesta de 
la Comisión. Con frecuencia ha habido que recurrir a fijar posiciones externas comunes, 
en particular en el seno del Eurogrupo, donde el Ecofín ha dedicado grandes esfuerzos 
para alcanzarlas sobre una amplia serie de cuestiones financieras. 


La representación comunitaria en los organismos económicos-financieros interna- 
cionales, es todavía muy limitada. Así, en el G-7, dicha representación le corresponde al 
presidente del Ecofin y cuando dicha presidencia la ostenta el de un Estado que no per- 
tenece a la zona del euro, la representación en el G-7 corresponde al del Eurogrupo”. 


En conclusión, ... el proyecto de la UEM aún no se ha acabado de establecer en 
materia de política exterior. Sin embargo, en importantes cuestiones internacionales, la 
UEM ha fomentado un proceso de adopción de una posición común, lo que le permite a 
la Comunidad empezar a desempeñar un papel internacional proporcionado a su peso 
económico y financiero””. 


Política comercial 


Los acuerdos multilaterales en este caso se refieren a los establecidos entre la Comuni- 
dad y la OMC. Como es sabido, uno de los organismos internacionales que desde fina- 
les de la Segunda Guerra Mundial tiene una importancia crucial en la regulación del 
comercio internacional, es el GATT (actual OMC). La relación comunitaria con dicho 
organismo, ha sido históricamente bastante complicada. Al no haber sido legalmente 
reconocida la Unión Aduanera Común (UAC) como una excepción a la cláusula de la 
nación más favorecida del GATT (aunque si lo ha sido de hecho)'*, la Comunidad Euro- 
pea no ha podido ser parte directamente contratante del GATT organismo al que sí 
pertenecían todos sus Estados miembros'?. No obstante, la Comisión, por mandato del 


? A las reuniones del G-7 también asiste el presidente del BCE pero sólo en los asuntos que se rela- 
cionan con la supervisión multilateral y los tipos de cambio. En el FMI, organismo que prevé que sean 
miembros los Estados y no las organizaciones internacionales, el BCE tiene estatuto de observador y 
sólo puede asistir a las reuniones que afecten directamente a la Eurozona. 

19 Comisión de las Comunidades Europeas. «La zona del euro en la economía mundial —balance de 
los tres primeros años». COM (2002) 332 final. Bruselas, 2002, p. 44. 

! Debido principalmente al proteccionismo dispensado a la Política Agraria Común y al tratamiento 
favorable a las importaciones provenientes de los territorios de ultramar. 

12 Por esa razón en las negociaciones del GATT, la Comisión, que jurídicamente desempeña la re- 
presentación externa de la Comunidad, ha ido siempre acompañada del representante del Estado miem- 
bro que en cada momento ostentase la presidencia del Consejo. 
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Consejo, ha ostentado la representación comunitaria en las negociaciones que se han 
llevado a cabo en el marco del GATT. 


De hecho la CE ha actuado en el GATT como parte contratante del mismo aunque 
sin serlo legalmente. Ello ha sido posible porque sus Estados miembros le han delegado 
su representación habida cuenta que existe un Arancel Aduanero Común y una política 
comercial también común que sirve de marco de referencia para las negociaciones. 
Ahora bien, conviene dejar claro que dicho comportamiento no ha procedido de un 
reconocimiento legal de la UAC por parte del GATT de acuerdo con lo previsto en su 
art. po sino de los tratados comunitarios en virtud de lo estipulado por el art. 133.3 
del ICE”, 


La situación precedente se ha corregido a partir del 1 de enero de 1995 con la creación 
de la Organización Mundial de Comercio (OMC). De la OMC, son miembros los Estados 
que ya lo fueran del GATT y también lo es la Comunidad que, junto con sus Estados, ha 
sido miembro fundador de la misma. El derecho de voto corresponde a los Estados y si lo 
ejercita la Comisión, su número total equivale al de la suma de sus Estados. 


Como consecuencia de la ampliación del campo de competencias de la OMC tam- 
bién al comercio de servicios y derechos de la propiedad intelectual, el Tratado de Ams- 
terdam hubo de incorporar esta modificación en el art. 133 del TCE. 


Política científica y medio ambiente 


Comenzando por la primera, por lo que respecta a la dimensión externa de la política 
científica, el art. 170 del TCE estipula que la Comunidad, en la ejecución del correspon- 
diente programa marco plurianual podrá prever una cooperación con terceros países O 
con organizaciones internacionales. Los acuerdos en este ámbito entre la Comunidad y 
terceras partes seguirán el procedimiento previsto por el art. 300 del TCE: la propuesta 
y las negociaciones con terceros países u organismos internacionales las lleva a cabo la 
Comisión previa autorización del Consejo que será el que tendrá la decisión final sobre 
el acuerdo. 


En lo relativo al medio ambiente, la relación de la CE con terceras partes viene re- 
gulada en el art. 174.4 que establece que en le marco de sus respectivas competencias, la 
Comunidad y los Estados miembros cooperarán con organizaciones internacionales y 
terceros países siguiendo las modalidades previstas por el art. 300 del TCE. 


11.1.3.2. Relaciones regionales y bilaterales 


Las relaciones económicas regionales y bilaterales (con un país tercero) de la CE se 
centran, fundamentalmente, en la política comercial y de cooperación al desarrollo. En 
el primer caso, la competencia es comunitaria, mientras que en el segundo la competen- 
cia es compartida entre la Comunidad y los Estados miembros. No obstante, como en la 


13 No obstante, la Comisión ha firmado en nombre de la Comunidad y de sus Estados miembros, 
algunos de los acuerdos y normas de conducta emanadas de las Rondas GATT, como ha sido los casos, 
por ejemplo, del Acuerdo Multifibras y de los códigos de la Ronda Tokio relativos a las practicas anti- 
dumping, subvenciones, valor en aduana, etc. 
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política comercial también subsisten determinadas competencias de ámbito estatal, la 
complejidad en el reparto de competencias entre la CE y sus Estados en los acuerdos 
internacionales que contemplan aspectos comerciales —que son prácticamente todos— 
lleva, casi de manera sistemática, que se tenga que recurrir a los acuerdos mixtos'*. 


Las relaciones comerciales de la CE con organismos internacionales y con terceros 
países tienen como principales soportes legales, entre otros, los arts. 133, 308 y 310 del 
TCE. El primero de tales artículos, el 133, hace referencia a los acuerdos de tipo comer- 
cial; el art. 308, a acciones comunitarias no previstas por el Tratado y, por último, el art. 
310 faculta a la Comunidad para celebrar acuerdos de asociación con uno o varios Esta- 
dos u organizaciones internacionales. 


Por su parte, la cooperación al desarrollo viene regulada por los artículos 177 a 181 
del TCE. En este ámbito, la política comunitaria será complementaria de la llevada a 
cabo por los Estados miembros y tendrá un doble objetivo: económico y político. En el 
primer caso, la CE procurará el desarrollo económico y social de los países en desarro- 
llo, su inserción en la economía mundial y la lucha contra la pobreza; en el político, 
tratará de contribuir a que dichos países consoliden la democracia, apliquen el Estado de 
Derecho y respeten los derechos humanos y las libertades fundamentales. 


Las medidas que adopte la Comunidad en relación con la cooperación al desarrollo, 
se ajustarán al procedimiento de codecisión y los programas que se pongan en marcha 
podrán tener carácter plurianual y serán financiados con cargo al presupuesto común y, 
en su caso, por el BEI en las condiciones previstas por sus estatutos. A tenor de lo que 
establece el art.180 del TCE, la Comunidad y los Estados miembros podrán llevar a 
cabo, de manera separada y en el marco de sus respectivas competencias, programas de 
cooperación; no obstante, la CE tratará de coordinar dichos programas y concertar las 
ayudas que concedan pudiendo realizar acciones conjuntas. En el caso de la CE, las 
modalidades de cooperación (art. 181 TICE) podrán ser objeto de acuerdos entre ésta y 
las terceras partes interesadas y serán negociados y celebrados de acuerdo con lo previs- 
to por el art. 300 del TCE. 


Por otra parte, los acuerdos entre la CE y terceros países, no se ajustan a un modelo 
único. Por lo general, todos ellos contemplan diversos aspectos, lo que implica que 
hayan de basarse en varios artículos del TCE y, en particular, en el 133 y 310. Puede 
decirse que, con independencia del tipo de acuerdo del que se trate, la componente 
comercial del mismo suele ser bastante importante. En la mayoría de los casos los 
acuerdos son mixtos, es decir, intervienen conjuntamente la Comunidad y los Estados 
miembros 


Aunque la casuística es amplia, las relaciones económicas externas de la CE pueden 
sintetizarse, en sus grandes líneas, en los siguientes tipos de acuerdos (Cuadro 11.2): 


Acuerdos comerciales 


Teniendo presente los objetivos que establece el TCE y las reglas de la OMC, la UE, en 
materia de política comercial, combina acuerdos de carácter multilateral con otros de 
tipo regional y bilateral (véase cuadro 11.2). Los primeros se llevaron a cabo con países 


14 Véase al respecto López Escudero, Manuel y Pérez de Nanclares, José M. (coordinadores): Dere- 
cho comunitario material. McGraw-Hill, Madrid, 2000, p. 418. 


(O) ITES-Paraninfo 


Capítulo 11. MARCO TEÓRICO-JURÍDICO DE LAS RELACIONES ECONÓMICAS EXTERNAS DE LA UNIÓN EUROPEA 327 


ETA TI NR NASA ANS 





Rd TAN 


Tipo Tipo Denominación Ámbito geográfico 
de relación | de acuerdo específica de aplicación 
e Australia, Canadá, China, Estados Unidos, 
Multilateral | Comercial ai e a ee Hong Kong, Japón, Nueva Zelanda, 
la nación más favorecida) A . o 
República de Corea, Singapur y Taiwán 
Concesión eN e Más de 70 países en desarrollo 
pS ancelaria Comercial 
Da de Medidas de comercio Países balcánicos occidentales: Albania, 
E autónomo Bosnia-Herzegovina, Montenegro y Serbia 
Parte cuarta | Países y Territorios de Territorios administrados por Estados 
y del TCE Ultramar (PTU) miembros de la UE 
Preferencia 
Arancelaria Convenios UE-Países 
Asociación Asociados de África Caribe | Países ACP 
y Pacífico (ACP) 
Acuerdos Europeos Países candidatos a miembros UE de la 
ampliación europea al Este 


Asociación Países candidatos a miembros UE: 
Turquía (también se aplicaron a otros 
países que ya son miembros: Grecia, 
Chipre y Malta) 


































Concesión [to 
> Asociación 
Recíproca , 
Espacio Económico Europeo (EEE): 
Ares de Uble Carabio Islandia, Liechtenstein y Noruega 
Chile, México, Sudáfrica y Suiza 
Autoridad Palestina, Israel, Marruecos, 
Acuerdos z z 
Ae Túnez y otros países de la cuenca 
Euro-Mediterráneos A 
mediterránea no europea 
Comunidad Andina, Mercado Común 
Centroamericano y MERCOSUR 
Ada o Diversas modalidades Rusia y otros países de la CEI 
ámbitos al desarrollo 
Egipto, Asia (CG y Yemen) 
: add P RR Con numerosos países desarrollados y en 
Sectorial Sectorial (textiles, agrícola, pesqueros, NÓ 


telecomunicaciones, etc.) 
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desarrollados y competitivos en los mercados internacionales y, los segundos, salvo ex- 
cepciones, con países menos desarrollados. 


Haciendo uso de la competencia en exclusiva que en política comercial tiene atribui- 
da, la CE aplica a un número limitado de países la cláusula de la nación más favorecida 
—el régimen comercial general multilateral — del GATT. Tales países son: Australia, 
Canadá, China, Estados Unidos, Hong Kong, Japón, Nueva Zelanda, República de 
Corea, Singapur y Taiwán. El comercio de bienes y servicios que la UE realiza con el 
conjunto de tales países se sitúa en torno al 45% del total. 


El resto de los países del mundo se benefician de algún tipo de acuerdo comercial 
con la CE. Estos acuerdos admiten diversas modalidades: concesiones arancelarias uni- 
laterales de la Comunidad, acuerdos comerciales preferenciales, concesiones arancela- 
rias recíprocas (con independencia de que no sean equivalentes), etc. El procedimiento 
también varia aunque en la mayoría son acuerdos de asociación que, a su vez, admiten 
diversas modalidades. Muchos de los acuerdos sectoriales así como los de cooperación, 
también contemplan un componente comercial significativo pero no concesiones aran- 
celarias. 


Por lo que respecta a las concesiones arancelarias unilaterales de la Comunidad, en 
virtud de su política comercial autónoma, existen dos supuestos que conviene diferen- 
ciar: el Sistema de Preferencias Generalizadas (SPG) y el de medidas autónomas para 
los países balcánicos””. 


Acuerdos de asociación 


La mayoría de los acuerdos firmados por la CE con organizaciones regionales o países 
terceros sigue la vía del artículo 310 que faculta a la Comunidad para celebrar acuerdos 
que entrañen ... derechos y obligaciones recíprocos, acciones comunes y procedimientos 
particulares. 


La asociación es un procedimiento establecido por el TCE para determinados acuer- 
dos económicos internacionales de la Comunidad. Bajo el calificativo de asociación se 
contemplan acuerdos de muy diferente contenido cuya distinción origina no poca confu- 
sión. Por esta razón, lo más apropiado es denominarlos de manera específica: acuerdos 
europeos, euro-mediterráneos, etc. tal y como se hace en el Cuadro 11.2. La característi- 
ca esencial y común de todos los acuerdos de asociación, cualquiera sea su denomina- 
ción, es su componente comercial: todos ellos contienen, aunque en distinto grado, pre- 
ferencias comerciales recíprocas que pueden incluso llegar a un área de libre cambio 
entre la Comunidad y el área regional o país tercero. Además del componente comer- 
cial, estos acuerdos contemplan otros aspectos que permite diferenciarlos entre sí. Por lo 
tanto, podría establecerse una jerarquía de acuerdos en función del compromiso adquiri- 
do entre la Comunidad y el área o país concernido. Así, por ejemplo, el Espacio Econó- 
mico Europeo incluye la mayor parte de los aspectos que afectan al mercado interior 
comunitario, compromiso que no se alcanza en los restantes. 


15 Saja Mia eos ur . A . 
La distinción clásica entre política comercial autónoma y convencional de la Comunidad sólo 
tiene cierta utilidad metodológica pero cada vez es menos usada. 
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Acuerdos de cooperación económica y comercial 


Tales acuerdos regulan la relación económica, técnica, financiera, etc. entre la CE —y 
sus Estados miembros— y terceros países y organizaciones regionales. El enfoque gene- 
ral de la cooperación comunitaria es de carácter regional con independencia de que los 
acuerdos sean firmados individualmente con cada uno de los países que la forman. Por 
ello se habla de política mediterránea de la Comunidad o con América Latina o Medio 
Oriente aunque, en puridad, son acuerdos bilaterales entre la CE —y sus Estados miem- 
bros— con cada uno de los países de la región. 


La regulación específica de la cooperación económica aparece recogida por primera 
vez en el TUE de Maastricht aun cuando dicha política hunda sus raíces en el Tratado 
de la Comunidad Económica Europea de 1958. Habitualmente los acuerdos de coopera- 
ción económica también se acogen a la modalidad del art. 310 e, igualmente, admiten 
gradaciones en su contenido ya que difieren unos de otros según países y organizaciones 
signatarias. El componente comercial está presente en todos los acuerdos de coopera- 
ción y, por lo general, son compatibles con el beneficio del SPG. 


Los acuerdos de cooperación se firman por un período determinado y suelen con- 
templar la cláusula evolutiva (adaptación a los cambios económicos y tecnológicos que 
se vayan produciendo) y política (cláusula democrática). Esta última, introducida en los 
acuerdos firmados en los inicios de los años noventa del pasado siglo, constituye actual- 
mente uno de los fundamentos sobre los que se basa la cooperación comunitaria. Supe- 
dita —al menos sobre el papel — los beneficios económicos de la cooperación al com- 
promiso de preservar los principios democráticos —en especial el respeto a los derechos 
humanos— por parte del país signatario. 


Acuerdos sectoriales. Los acuerdos sectoriales centran su atención en uno O pocos 
campos de la actividad económica. Los más frecuentes son sobre el comercio de 
textiles, pesca, transportes y comunicaciones, etc. Estos acuerdos son compatibles con 
otros de carácter más global —ya sean de asociación o de cooperación— por lo que 
no es infrecuente que, por ejemplo, pueda existir un acuerdo de cooperación y otro de 
tipo sectorial con un mismo país. Tales acuerdos los celebra la CE tanto con países en 
desarrollo como desarrollados”. 





16 El número de acuerdos sectoriales de la CE —y del Euratom— con países desarrollados, es bas- 
tante numeroso. Suelen ser acuerdos específicos sobre un área o sector determinado que no contemplan 
privilegios arancelarios ni financieros. Entre ellos destacan los siguientes: con Australia, existen diver- 
sos acuerdos bilaterales relativos a la autolimitación del comercio de carne de ovino, caprino y queso; 
transferencias en materias nucleares; cooperación en campos de interés común tales como biotecnología, 
sanidad, ciencia marina, tecnologías de la información y comunicación, etc.; con Canadá, los acuerdos 
versan sobre el uso pacífico de la energía atómica y también existe un acuerdo marco de cooperación 
comercial de carácter no preferencial; con Estados Unidos hay también diversos acuerdos bilaterales 
sobre el uso pacífico de la energía atómica, medio ambiente, energías renovables, comercialización de 
ciertos vinos americanos, de pesca en las costas de Estados Unidos, sobre limitación de ayudas directas 
europeas a aeronaves civiles, de limitaciones a las restituciones a la exportación comunitaria a las pastas 
alimentarias, sobre intercambio de información en aplicación de las reglas de la competencia entre am- 
bas áreas, etc.; con Nueva Zelanda existe un acuerdo sobre autolimatación del comercio de carne ovina y 
caprina y quesos; y con Japón sobre cooperación en materia de medio ambiente (conservación de bos- 
ques y lluvia ácida), y fusión termonuclear controlada; etc. 
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11.2. LA POLÍTICA COMERCIAL COMÚN 


En esta segunda parte del capítulo nos ocupamos de la política comercial, que es la más 
importante de las relaciones económicas internacionales de la UE. 


11.2.1. Ámbito y contenido 


La regulación de la política comercial exterior común se esbozaba de forma vaga en el 
TCEE. Inicialmente su ámbito sectorial se limitaba al comercio de bienes ya que en el 
momento de crearse la CEE en 1958, el sector exterior se basaba, fundamentalmente, en 
el comercio de mercancías y de manera destacada en el de productos industriales. Ac- 
tualmente dicha política ya no se limita al intercambio de bienes con el exterior; se han 
ido añadiendo nuevas actividades a la misma como los servicios y los aspectos comer- 
ciales de la propiedad intelectual. 


Estas nuevas incorporaciones al ámbito de la política comercial son resultado de las ne- 
gociaciones de la Ronda Uruguay del GATT y una de las razones de creación de la OMC. 


Tales cambios también se han incorporado a los tratados comunitarios a partir del 
Tratado de Ámsterdam. El art. 133 del TCE amplia la política comercial común al ám- 
bito de los servicios y a los derechos derivados de la comercialización de la propiedad 
intelectual. En dicho Tratado, todo lo relacionado con el comercio de servicios y propie- 
dad intelectual se sometía a la regla de unanimidad, regla que el Tratado de Niza limita 
a ámbitos concretos. 


En resumen, la política comercial exterior de la CE actualmente comprende el co- 
mercio de bienes, de servicios (exceptuando los de transportes que se rigen por sus pro- 
pias disposiciones) y los aspectos comerciales de la propiedad intelectual. Incluso el 
TCUE prevé incluir también en el ámbito de dicha política a las inversiones directas, 
con lo cual prácticamente todo el sector exterior —en terminología de la balanza de 
pagos— encajaría bajo la denominación de política comercial. 


La política comercial es una de las políticas comunes sobre la que la CE tiene com- 
petencia en exclusiva (art. 3.c del TCE). Es una política horizontal cuya regulación es- 
pecífica se contempla en los artículos 131 a 134 del TCE. Habida cuenta de los nuevos 
campos que incluye, esta política aun dista de ser uniforme en todo su contenido. Por 
ello, es conveniente hacer ciertas matizaciones respecto de la política comercial que se 
aplica a los bienes de la que se aplica a los servicios y a la propiedad intelectual. 


Hasta 1970 —fin del período transitorio—, las relaciones comerciales externas co- 
rrespondían a los Estados miembros'”. En los inicios del período definitivo se puso en 
duda si la Comunidad tenía competencias exclusivas en dicha política; una sentencia del 
TJ de 31 de marzo de 1971, puso fin a esta duda resolviendo que la política comercial es 
competencia exclusiva de la Comunidad'*. 


17 Ello no fue un obstáculo para que la Comunidad participase en las negociaciones de la Ronda 
Kennedy (que transcurrió entre 1963 y 1967) e incluso que celebrase algunos acuerdos bilaterales con 
países terceros. 

15 El argumento que utilizo el TJ, fue el de la teoría de las competencias implícitas, según la cual, la 
competencia externa deriva de la existencia de es misma competencia en el ambito interno. Si, como es 
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Con la extensión de la política comercial a los servicios y la propiedad intelectual, 
es necesario matizar de nuevo, en la forma que veremos, el alcance de la competencia 
comunitaria en exclusiva en dichos ámbitos. 


Por lo que respecta a los objetivos genéricos de la política comercial, vienen recogi- 
dos por el art. 131 del TCE. Dicho artículo dispone que Mediante el establecimiento 
entre sí de una Unión Aduanera, los Estados miembros se proponen contribuir, confor- 
me al interés común, al desarrollo armonioso del comercio mundial, a la supresión pro- 
gresiva a las restricciones a los intercambios internacionales y a la reducción de las 
barreras arancelarias. Es obvio que esta redacción está pensada para el comercio de 
bienes cuyo elemento esencial es el arancel exterior común, instrumento protector por 
excelencia de la producción interna frente a la competencia exterior; pero no para el 
resto del comercio que no está sujeto a medidas arancelarias sino de liberalización. 


En lo referente a los principios que informan la política comercial, éstos habrán de 
ser uniformes, particularmente por lo que se refiere a las modificaciones arancelarias, 
la celebración de acuerdos arancelarios y comerciales, la consecución de la uniformi- 
dad de las medidas de liberalización, la política de exportación, así como las medidas 
de protección comercial, y, entre ellas, las que deban adoptarse en caso de dumping y 
subvenciones (art. 133.1 TCE). 


En el proceso de toma de decisiones y ejecución de la política comercial común, es 
donde se producen las principales matizaciones entre el comercio de bienes y el resto. 
Como principio general, la Comisión presentará propuestas al Consejo y éste decidirá 
por mayoría cualificada. Las negociaciones de los acuerdos con uno O varios Estados u 
organizaciones internacionales, las llevará a cabo la Comisión —asistida por un Comité 
especial de carácter consultivo que será designado por el Consejo— previa autorización 
del Consejo. Este principio general es de aplicación al conjunto de la política comercial, 
salvo en dos aspectos: 


La primera de las excepciones se refiere al proceso de toma de decisiones cuando en 
el mismo estén implicados ámbitos relacionados con los servicios y la propiedad inte- 
lectual. En tal caso, si el acuerdo contiene disposiciones para las que se requiera la una- 
nimidad para la adopción de normas internas; se refiera a un ámbito en el que la Comu- 
nidad todavía no haya ejercido, mediante la adopción de normas internas, tales 
competencias; incluya la propiedad intelectual; o sea de carácter horizontal (abarque to- 
da la política comercial), se requerirá la unanimidad del Consejo para su negociación y 
celebración. 


El segundo de los aspectos está relacionado con las competencias. Si el acuerdo con- 
templa el comercio de servicios culturales y audiovisuales, de educación o servicios so- 
ciales y de salud humana, la competencia será compartida entre la Comunidad y sus 
Estados miembros. Por lo tanto, ambas instancias habrán de participar en la negociación 





evidente, en el plano interno se le atribuyen a la Comunidad un conjunto de competencias en exclusiva, como 
ocurre en polticas tales como la agraria, pesquera, arancelaria, etc., por razones de coherencia y paralelismo, 
tales competencias habían de prolongarse tambien hacia el exterior. En consecuencia, si el instrumento regu- 
lador por excelencia de las relaciones comerciales de la CE con organismos internacionales y con terceros 
países es el arancel, y sobre éste la Comunidad tiene competencia en exclusiva, se desprende, por extension, 
que toda la poltica en la cual la Comunidad Europea tenga competencias internas, estas tambien se extienden 


a la exterior. 
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del acuerdo con el Estado u organismo internacional. En los acuerdos mixtos, si bien la 
Comunidad sigue sus propios procedimientos, en la práctica sólo puede actuar por una- 
nimidad del Consejo ya que cualquiera de los Estados puede impedir que se adopte una 
posición común. 


Por su parte, los Estados miembros mantienen el derecho a celebrar acuerdos con 
terceros países u organizaciones internacionales siempre y cuando dichos acuerdos res- 
peten el derecho comunitario y los demás acuerdos internacionales. 


En conclusión, la política comercial exterior de las Comunidades es una política co- 
mún, salvando las matizaciones realizadas anteriormente. La Comunidad Europea es 
competente tanto para su regulación interna como para suscribir compromisos interna- 
cionales que afecten a la misma. No obstante, el art. 134 del TCE, prevé una cláusula de 
excepcionalidad en virtud de la cual cuando un Estado adopte medidas de política co- 
mercial que sean compatibles con la normativa comunitaria y tales medidas provoquen 
desviaciones comerciales o dificultades económicas en otro u otros Estados, la Comi- 
sión recomendará los métodos de colaboración entre ellos. Llegado el caso, un Estado 
miembro, por razones de urgencia, podrá solicitar a la Comisión autorización para adop- 
tar directamente las medidas necesarias pudiendo la Comisión decidir en todo momento 
la modificación o supresión. Las medidas excepcionales a tomar serán aquellas que me- 
nos perturbaciones causen al normal funcionamiento del mercado común. 


La mayoría de las medidas sobre importaciones y exportaciones afectan al comercio 
de bienes, que es donde son más necesarias y también donde hay más tradición. Las 
medidas sobre el comercio de servicios y de la propiedad intelectual están relacionadas 
con su liberalización y, por lo general, son de carácter más técnico. 


11.2.2. Política de importaciones 


Uno de los principios básicos que conforman una unión aduanera es el de preferencia 
comunitaria que se dispensa a la producción interna frente a las importaciones. Esto es, 
para satisfacer la demanda interna, se establece algún tipo de protección a la producción 
interior que permita defenderla de la competencia de las importaciones procedentes de 
terceros países. Dicha protección se consigue a través de un conjunto de medidas que 
garanticen de manera efectiva tal preferencia. 


La Organización Mundial de Comercio (OMC) establece el principio de igualdad de 
trato fiscal en el mercado nacional entre productos interiores e importados. En aplica- 
ción de dicho principio, los productos importados de terceros países, una vez en interior 
del mercado comunitario, reciben el mismo tratamiento que los producidos en dicho 
mercado: vienen obligados a pagar el IVA que se aplique en el Estado de destino y, en 
su caso, los impuestos sobre consumos específicos (bebidas alcohólicas, tabaco y carbu- 
rantes). Es decir, los productos importados, una vez han pasado la frontera comunitaria 
y pagado los impuestos a la importación, están sujetos a las mismas reglas impositivas 


que los productos nacionales. En el caso de las exportaciones, tales impuestos son dedu- 
cidos. 


En la protección frente al exterior, la Comunidad contempla todo un amplio arsenal 
de medidas de tipo arancelario y no arancelario. Ello no Opta para que, como principio 
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general, el régimen de importaciones —y de exportaciones— sea teóricamente libre pa- 
ra las partes contratantes de la OMC, libertad que no implica desprotección ni tampoco 
protección homogénea. A continuación pasamos a exponer las más importantes!”: 


Derechos arancelarios 


La más importante y generalizada de las barreras a la importación en la CE, es el Aran- 
cel Exterior Común (AEC). El calificativo de común significa que se aplique de manera 
uniforme en todo el territorio comunitario. Anualmente la Comisión publica en el Dia- 
rio Oficial de la Unión Europea (DOUE) las tarifas aduaneras convencionales —al nivel 
de 8 dígitos de la Nomenclatura Combinada— aplicables a la nación más favorecida. 


Los derechos arancelarios comunitarios a la importación de productos son por lo 
general advalorem y sus tipos suelen ser reducidos: la protección nominal media del 
arancel comunitario se situaba en el año 2002, según la OMC, alrededor del 6,4% (4,1% 
para productos industriales y 16,1% para agrarios). No obstante la ya limitada protec- 
ción comunitaria, ésta es cada vez más reducida como consecuencia de los acuerdos de 
la Ronda Uruguay y también de los regionales y bilaterales de la CE con terceros países. 


Mención especial merece la importación de los productos agrarios y sus transforma- 
dos que históricamente han estado cubiertos por exacciones variables en frontera (préle- 
vements), que es una protección de carácter no arancelario muy efectiva para aislar el 
mercado agrario comunitario de la competencia externa en la medida deseada. Como 
consecuencia de los acuerdos alcanzados en la Ronda Uruguay sobre el comercio de 
productos agrarios, la Comunidad —además de revisar profundamente la PAC— ha 
sustituido buena parte del antiguo sistema de prélévements por sus correspondientes 
equivalentes arancelarias: han resultado afectadas 946 posiciones arancelarias, casi la 
mitad de las 2.111 que contempla el arancel común para productos agrarios”. 


Con carácter general, la protección externa comunitaria frente a las importaciones 
es ya muy reducida existiendo poco margen para futuras rebajas arancelarias, salvo en 
productos agrarios cuyas importaciones equivalen a poco más del 5% del valor de las 
totales. 


Restricciones cuantitativas 


Como principio general, las importaciones de la Comunidad son libres y sin limitacio- 
nes cuantitativas. No obstante, existen determinadas excepciones donde la Comunidad 
aplica medidas restrictivas además de cláusulas de salvaguardia y de vigilancia. Estas 
medidas afectan a determinados países y productos. Las más importantes son las si- 
guientes: 


19 Para mayor informacion puede consultarse de World Trade Organization (WTO o OMC): Trade 
Policy Review of the European Union. A rapport by Secretariat of WTO, 26 de June 2002. 

20 La conversion de préléevements en derechos arancelarios, segun los acuerdos de la Ronda Uru- 
guay del GATT, equivaldrá a la diferencia entre el precio interior al por mayor del producto agrario y su 
precio CIF en la frontera comunitaria tomando como referencia el perodo 1986-1988. Adicionalmente, 
para evitar oscilaciones bruscas de los precios en el mercado comunitario, se ha previsto una clausula 
automática que permite fijar un precio de referencia a las importaciones. 
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Las importaciones provenientes de países que no son parte contratante de la OMC 
—países que han sido o todavía tienen economía planificada y que por lo tanto mantie- 
nen comercio de Estado—, están sometidas a un régimen especial: existe una lista de 
productos liberalizados y el resto están sujetos a restricciones. Los países a los que se 
aplica son a Rusia, las demás repúblicas ex URSS, la República Popular de Corea (Co- 
rea del Norte) y Vietnam. Esta situación está cambiando considerablemente como con- 
secuencia de las negociaciones de la Ronda Uruguay y de la entrada de algunos de di- 
chos países en la OMC como es el caso muy significativo de China (y también de 
Taiwán) en el año 2001. 


Por lo que respecta a los productos, las restricciones más importantes se centran en 
los textiles y en determinadas categorías de hierro y acero. 


El textil es un subsector que, a través del Acuerdo Multifibras, ha estado tradicional- 
mente muy protegido en la mayoría de los países y también en la Comunidad. Con los 
acuerdos logrados en la Ronda Uruguay, el comercio de productos textiles entra parcial- 
mente en el ámbito del GATT y comienza a desprotegerse. A este respecto, se contem- 
plan dos situaciones: los productos que se integran en el GATT-94 (por el que se esta- 
blece el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994) a través del 
Acuerdo sobre Textiles y Ropa (Agreement on Textils and Clothing —ATC—,) y los que 
quedan al margen de dicho Acuerdo. 


Para el primer grupo, se acordó un período transitorio (1995-2004) para la liberali- 
zación progresiva de los contingentes existentes y también la eliminación gradual de los 
acuerdos de autolimitación de exportaciones, así como reducción de los derechos aran- 
celarios. Y así viene procediendo la Comunidad desde 1995 en adelante habiendo liberi- 
lazado ya 11 productos pertenecientes a dicha categoría; no obstante, continua mante- 
niendo las cuotas con aquellos países —que son un buen número— en los que está 
vigente el Acuerdo Multifibras. El país más beneficiado del proceso de liberalización en 
textiles ha sido China como consecuencia de su ingreso en la OMC. 


Al segundo grupo corresponden los productos textiles no integrados en el GATT-94. 
En este caso, las restricciones cuantitativas continúan existiendo y la Comunidad aplica 
un régimen especial que se concreta bien en la aplicación directa de medidas autónomas 
o bien los que se contemplen en acuerdos con terceros países. 


Otro grupo de productos cuyas importaciones están sometidos a cuotas para las im- 
portaciones comunitarias de ciertos países, son el hierro y el acero. Entre los países a los 
que se les aplica están Rusia, Kazajstán y Ucrania. 


Prohibiciones, restricciones y normas técnicas 


La libertad de importación tiene determinados límites que normalmente están relaciona- 
dos con aspectos sanitarios (salud de personas, animales y plantas); con la preservación 
de las especies en peligro de extinción; con normas técnicas, etc. Las aplicaciones de 
estas medidas son muy razonables siempre que no se utilicen como arma de política 


comercial, como en muchos casos se hace por un buen número de países entre los que 
no está la CE. 


La CE aplica medidas restrictivas a las importaciones por motivos de salud y seguri- 
dad pública, etc. El control del estado sanitario de animales y vegetales importados ha 
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de ajustarse a ciertos estándares previamente fijados y actualizados para seguir los avan- 
ces técnicos. Las restricciones y prohibiciones comunitarias se extienden a las impor- 
taciones de determinadas mercancías (principalmente alimenticias, aunque también a 
determinados juguetes para niños), que por contener aditivos u otras materias nocivas, 
puedan ser perjudiciales para la salud. 


Las restricciones y prohibiciones a las importaciones pueden obedecer a la necesi- 
dad de preservar la fauna y flora salvaje que esté en peligro de extinción. Este es el caso 
de determinados especies de peces y de animales cuyo comercio (y el de sus pieles) está 
prohibido o sometido a unas reglas estrictas de vigilancia en sus capturas según lo 
previsto por el Convenio CITES (Convention on International Trade in Endangered 
Species). 


Las restricciones y prohibiciones de importación también se extienden a sustancias 
que afecten negativamente a la capa de ozono o que contengan residuos radioactivos. 


Por lo que respecta a las normas técnicas, los productos importados que entren en 
el mercado interior comunitario tienen que cumplir con unas determinadas exigencias 
técnicas que están relacionadas con la salvaguardia de la salud de las personas, anima- 
les y plantes y con la precariedad del medio ambiente. Igualmente existe protección 
contra la publicidad engañosa, los contratos que prevean cláusulas prohibidas, produc- 
tos defectuosos, indicación incorrecta del precio, etc. Y del mismo modo, es exigible 
que los productos importados especifiquen sus características y métodos de produc- 
ción, marcas, símbolos, etc. Dichas exigencias también se extienden a los servicios 
importados. 


Reglas de origen 


Las reglas de origen tienen por objeto conocer la procedencia del producto importado 
así como el de las materias primas que incorpora. Su finalidad es la de evitar la compe- 
tencia desleal aprovechándose de los beneficios que, en su caso, pueda conceder la Co- 
munidad a las importaciones procedentes de un determinado país (o grupo de países) en 
virtud de concesiones unilaterales o acuerdos bilaterales. 


La Comunidad aplica dos tipos de reglas de origen: las preferenciales y las no prefe- 
renciales, según que exista acuerdo bilateral o no con el país de procedencia de la im- 


portación. 


Las reglas de origen preferenciales se contemplan bien en los instrumentos comuni- 
tarios que regulan el trato comercial preferencial o bien en los correspondientes acuer- 
dos bilaterales entre la Comunidad y terceros países. La Comunidad es muy estricta en 
la exigencia y cumplimiento de tales reglas para poder acogerse a los beneficios deriva- 
dos de dichos acuerdos. El protocolo sobre reglas de origen preferenciales que figura en 
el acuerdo sobre el CE/EFTA (y también en el EEE) es el que ha servido de modelo 
para posteriores acuerdos internacionales de la Comunidad con países terceros. 


Las reglas de origen no preferenciales que se establecen sobre aranceles y medidas 
de defensa comercial, son las que se aplican en el resto de los casos; es decir, en el 
marco de la política comercial multilateral de la CE. Aparecen recogidas en el Código 


Aduanero Comunitario (CAC). 
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Licencias de importación 


La Comunidad exige licencias de importación para una serie de importaciones sujetas a 
determinados supuestos. Entre los más destacables, están los siguientes: 


— Todos los productos sometidos a restricciones cuantitativas, medidas de salva- 
guardia y de vigilancia. 


— Productos agrarios cubiertos por las Organizaciones Comunes de Mercado (por 
razones estadísticas, las provenientes de miembros de la OMC). Los principales 
productos sometidos a licencia, son: azúcar; carnes de vacuno, ovino y caprino; 
cereales y arroz; conservas de frutas y hortalizas; leche y productos lácteos, ba- 
nanas; aceites y vino. 


— Determinadas categorías de hierro y acero (excepto para los países de la EFTA 
que forman parte del EEE y Turquía). 


— Productos peligrosos para la salud humana o que afecten a la capa de ozono o 
sean radioactivos. 


MOLES 


Derechos antidumping y compensatorios 


Los derechos antidumping son gravámenes adicionales a la importación que se añaden a 
los derechos arancelarios cuando se aprecia que una empresa de un país exportador ven- 
de sus productos en el exterior a precios inferiores a los del mercado del que proceden. 
En general, el dumping suelen practicarlo las empresas privadas. 


Por su parte, las subvenciones son ayudas públicas a las empresas, ya sean de forma 
directa o bien en forma de bonificaciones fiscales. Para mitigar el efecto distorsionador 
que originan las subvenciones en los precios internacionales, como contrapartida, la 
OMC ha previsto la imposición de derechos compensatorios a las mismas. 


Aunque técnicamente el dumping y las subvenciones públicas son conceptos dife- 
rentes, el resultado es el mismo: ambas son una competencia desleal que contribuyen a 
distorsionar el comercio internacional y en los dos casos suelen financiarse con recursos 
públicos. 


El problema principal que se presenta a la hora de aplicar cláusulas antidumping y 
antisubvención reside en las dificultades de poder demostrar cuando un país tercero está 
realizando dumping o subvencionando sus exportaciones ya que los procedimientos de 
investigación son lentos y complicados. No obstante, las cláusulas sobre las reglas de 
comercio internacional han resultado notablemente reforzadas, en su control, tras la 
Ronda Uruguay del GATT. 


La legislación antidumping y antisubvención que aplica la Comunidad, de acuerdo 
con las reglas del GATT, se extiende a las importaciones —de productos agrarios e in- 
dustriales— de todos los países terceros, incluidos los que tienen con la CE acuerdos 
preferenciales. La excepción la constituye los miembros del EEE en los sectores someti- 
dos a las reglas sobre la competencia establecidas por la CE. Para determinados países 
que se encuentran en proceso de transición del sistema socialista al capitalista —casos 
de Albania, Federación Rusa, Georgia, Kazajstán, Mongolia y Vietnam—, la legislación 
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comunitaria antidumping y antisubvención prevé reglas especiales con el objeto de ayu- 
darles en dicho proceso de transición. 


La Comunidad Europea ha hecho uso reiterado de la legislación antidumping y anti- 
subvención. Por el número de casos objeto de investigación, ocupa el segundo puesto 
tras los Estados Unidos aunque sólo aproximadamente en un tercio de ellos se han apli- 
cado las medidas previstas. Por países infractores, el mayor número de casos abiertos, 
han sido frente a China, Taiwán y Tailandia; y por productos, en hierro y acero, electro- 
domésticos y químicos. 


Cláusulas de salvaguardia y de vigilancia 


Otras figuras previstas por las disposiciones comunitarias para controlar las importacio- 
nes, son las cláusulas de salvaguardia y de vigilancia. Dichas cláusulas consisten en la 
posibilidad que tiene la Unión Europea de tomar —como cualquier otro país signatario 
del OMC— de forma transitoria y con carácter urgente, medidas cautelares —incluida 
la suspensión de importaciones— cuando determinadas importaciones amenacen de for- 
ma grave el mercado interior. Para ello se inician los correspondientes procesos de in- 
vestigación. 





Las cláusulas de salvaguardia que aplica la Comunidad tienen su base en las previ- 
siones del art. XIX del GATT-94 y también en el Acuerdo por el que se crea la OMC. 
En el caso del comercio agrario, se aplica lo previsto en el Acuerdo OMC sobre Agri- 
cultura; y para textiles se ha establecido una cláusula de salvaguardia específica para 
China que se contiene en su Protocolo de acceso a la OMC. 


Por lo que respecta a las medidas de vigilancia, éstas afectan sobre todo a la impor- 
tación de productos agrarios. La Comunidad mantiene un control bastante estricto sobre 
la evolución de los precios internacionales. Cuando para un determinado producto agra- 
rio objeto de Organización Común de Mercado (OCM), su precio desciende a un tercio 
o las importaciones se triplican, la Comunidad puede aplicar medidas especiales. 


11.2.3. Política de exportaciones 


Las medidas que inciden sobre el fomento de las exportaciones guardan, por lo general, 
una estrecha relación con el grado de desarrollo que tiene el país exportador. Los países 
desarrollados cuentan con un potente sector público que tiene capacidad para promocio- 
nar —y subvencionar— las exportaciones, tal como ocurre, entre otros casos, en la 
Unión Europea, Estados Unidos o Japón. China, Corea del Sur y Taiwán también se han 
convertido en grandes exportadores y cuentan con un amplio y variado arsenal de ins- 
trumentos de apoyo a las exportaciones. 


Con carácter general, puede decirse que entre las medidas favorecedoras de las ex- 
portaciones destacan las desgravaciones fiscales, créditos y ayudas directas, política de 
promoción (publicidad, ferias, exposiciones etc.). Las dos principales son los créditos y 
las subvenciones a la exportación. Una política activa de inversiones directas en el exte- 
rior es también una forma muy eficaz de penetrar en los mercados donde se producen 
dichas inversiones. 
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Lo mismo que ocurre con las importaciones, la política de exportaciones comunita- 
ria a terceros países es libre, aunque sometida a determinadas reglas. Y del mismo mo- 
do, están sometidas al Código Aduanero Común (CAC) y son objeto de supervisión y 
declaración a través del Documento Único Aduanero, acompañadas, en su caso, de otros 
documentos tales como las licencias de exportación en los productos que lo requieran 
como ocurre con los agrarios sujetos a OCM. 


Las principales medidas de la Comunidad frente a las exportaciones, pueden resu- 
mirse en las siguientes: 


Créditos 


El crédito a la exportación es una práctica generalmente admitida por la OMC desde 
1978 aunque está sujeta a ciertas reglas en lo relativo a la regulación de los tipos de 
interés, plazo de amortización, condiciones de concesión, etc. La CE no concede direc- 
tamente créditos a la exportación, competencia que corresponde a los Estados miem- 
bros, aunque aquellos han de ajustarse a reglas comunitarias en virtud de una sentencia 
del TJ que considera que los créditos a la exportación entran en el ámbito de las compe- 
tencias que atribuye a la política comercial común el art. 133 del TCE. 


Subvenciones 


La CE no concede subvenciones a la exportación con la salvedad de los productos agra- 
rios objeto de OCM —en aplicación de la PAC— siguiendo las reglas establecidas para 
el comercio de productos agrarios en la Ronda Uruguay. Este tipo de subvenciones, re- 
ciben el nombre de restitución y equivalen a la diferencia entre el precio del producto en 
el mercado comunitario y su precio en el mercado mundial. 


Las restituciones forman parte de la estructura de las OCM y permiten la exporta- 
ción de productos agrarios a precios competitivos en los mercados internacionales, que 
en otro caso sería muy difícil para la mayoría de ellos debido a que los precios en el 
mercado interior comunitario suelen ser más elevados que en el exterior. El Reglamen- 
to-Base de cada OCM fija los productos que tienen derecho a restituciones así como los 
supuestos en los que puede concederse (origen comunitario, situación de los mercados 
internos y externos, etc.). Las restituciones se pagan con cargo al presupuesto común y 
se canalizan a través de la Sección Garantía del FEOGA (actual FEAGA?”. 


En cualquier caso, como consecuencia de los acuerdos alcanzados en la Ronda 
Uruguay, las subvenciones a las exportaciones agrarias comunitarias, quedaron recorta- 


das en un 21% durante los nueve años siguientes a la entrada en vigor del acuerdo 
(1995). 


Otras medidas de fomento a la exportación 


Aunque su número es elevado, son destacables las campañas de publicidad, misio- 
nes comerciales y otras técnicas por el estilo. Dichas medidas se continúan realizando a 


2] . . . . . 
Se conceden a la exportacion de los siguientes productos: aceite de oliva; azucar y otros productos 
del azucar; cereales y arroz y sus transformados; frutas y hortalizas y sus transformados; vino; carnes de 
bovino, porcino y aves; huevos y leche y productos lacteos. 
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escala nacional por conservar los Estados dicha competencia. En parte también obedece 
a la práctica ausencia de empresas creadas en el marco de la legislación propiamente 
comunitaria. Las empresas, tanto en su legislación como en su actuación, siguen consi- 
derándose nacionales. 


Embargos, restricciones y controles 


La libertad de exportar tiene determinados limites por razones de embargo, de seguridad 
en el uso tecnológico de los productos y también para proteger a los consumidores, el 
medio ambiente y a la fauna salvaje en peligro de extinción, en la misma forma que se 
contempla para las importaciones. 


En el marco de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC), mediante una 
posición común de los Estados miembros, se puede prohibir o restringir la exportación 
de armamento militar (armas, municiones y otros equipamientos militares) en virtud de 
una resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Existen ya bastantes 
casos de aplicación de este supuesto, entre otros, a Afganistán, Angola, Etiopía, Irak, 
Libia, Montenegro, Serbia, Sudan, etc. 


También existen medidas comunitarias que permiten el control de exportaciones 
cuyos productos pueden ser objeto de doble uso tecnológico (militar y civil) tales como 
ciertas sustancias químicas, productos biológicos o armas nucleares. En estos supuestos, 
las exportaciones han de notificarse a la Comisión. Existe una lista comunitaria de tales 
productos aunque con independencia de ella el control también puede extenderse a otros 
siempre que así lo establezcan los Estados miembros. 


También está controlada la exportación de productos peligrosos para la salud huma- 
na, de animales o plantas. La de ciertos bienes considerados culturales, tales como obje- 
tos arqueológicos y pictóricos, escultura y libros de antigiiedad superior a 100 años, etc. 


Las prohibiciones y controles pueden ser generales o específicas para determinados 
países y todas ellas están sujetas a licencias de exportación. 


Cláusula de salvaguardia 


La Comunidad puede tomar medidas de protección a la exportación de ciertos bienes en 
situaciones críticas; es decir, en casos especiales que se produzca O amenace escasez de 
productos de primera necesidad. En tales supuestos, pueden limitarse las exportaciones 
de determinadas regiones así como el destino a algunos países. 


11.2.4. El comercio intra y extracomunitario 


La UE es el bloque comercial más importante del mundo y su política comercial está, en 
términos generales, muy abierta al exterior. No obstante, como ocurre en cualquier país, 
la mayor parte del comercio es intracomunitario. Referido a los bienes, se sitúa en una 
cuarta parte del PIB y supone, en términos redondos, aproximadamente el 60% del co- 
mercio total (intra y extracomunitario). Como se ha visto en el Capítulo 4, la construc- 
ción del mercado interior ha permitido, de una parte, eliminar la mayor parte de los 
obstáculos a los intercambios de bienes; y de otra, el arancel exterior común frente a las 
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importaciones de terceros países, aunque reducido —excepto para productos agrarios—, 
ha posibilitado una cierta preferencia comunitaria a la producción interna. 


En términos relativos, la proporción del comercio intracomunitario sobre el total, 
tras el espectacular crecimiento que fue experimentando desde los años sesenta hasta 
finales de los ochenta del pasado siglo, parece que ya ha tocado techo; incluso se apre- 
cia una ligera tendencia a su disminución en favor del extracomunitario, si bien con la 
ampliación hacia el Este puede tener todavía cierto recorrido. En términos absolutos, el 
comercio intracomunitario se continúa incrementando (Véase Anexo 11.1). 


Por países, los más dependientes de los otros socios, tanto en importaciones como en 
exportaciones, son los más pequeños. Por encima del 70% están Bélgica, Luxemburgo y 
Portugal; del lado opuesto, los menos dependientes, también en términos relativos, son 
los más grandes, en particular, Alemania y Reino Unido, aunque en ambos casos sus 
importaciones y exportaciones a otros Estados de la Unión superan con creces la mitad 
de su comercio exterior. Así, pues, la interrelación comercial entre los Estados de la UE 
es muy importante como puede apreciarse en la Tabla 11.1. 


De la citada Tabla 11.1 también se desprende el fuerte peso del comercio intracomu- 
nitario en seis países, destacando Alemania cuyo peso en el comercio intracomunitario 
supera la quinta parte. También es destacable el caso de Holanda que a pesar de ser un 
Estado de reducida dimensión geográfica y poblacional, es una importante potencia co- 
mercial. En cambio, España tiene un peso en el comercio intracomunitario bastante in- 
ferior al que representan sus restantes macromagnitudes. 


Por lo que respecta al comercio extracomunitario, la UE es la mayor potencia co- 
mercial del mundo ya desde los inicios del proceso de integración. Sin embargo, su im- 
portancia en el comercio mundial de bienes —media de importaciones y exportaciones 
extracomunitarias— ha pasado de 30,6% en 1958 al 19,6% en 2002. La razón que explica 


Tabla 11.1. Comercio intracomunitario (media de las importaciones 
y exportaciones de bienes). 












En porcentaje de su comercio 
exterior total 


1992 


En porcentaje del total comercio 
intracomunitario (con UE-15) 


Estados 
















Alemania 

España 6,1 
Francia 12,6 
Holanda 9,2 
Italia 8,5 
Reino Unido 9,4 
UE 100,0 


Total comercio intracomunitario 
UE-25 (miles de millones 
de euros) 








1.474,3 


Fuente: elaboración propia con datos de Eurostat. 
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este descenso obedece a la incorporación de nuevas potencias comerciales. Mientras 
que en los años sesenta la entonces Comunidad Económica Europea y Estados Unidos 
conjuntamente representaban cerca del 50% del comercio internacional, en los inicios 
del siglo XXI se ha reducido a menos del 40%. En los años setenta, se incorpora Japón; 
en los noventa, China; y en los inicios del presente siglo, Rusia, Brasil e India 


Estas seis potencias comerciales representan conjuntamente más de la mitad del co- 
mercio mundial aunque su posición es muy diferente. Japón, China y Rusia son princi- 
palmente exportadoras con fuertes saldos comerciales positivos; la UE, Brasil e India, 
tienen un saldo comercial tendente al equilibrio y Estados Unidos tiene un fortísimo 
déficit comercial de carácter estructural (Véase Anexo 11.2). 


Ciñéndonos al comercio extracomunitario y en concreto al de la UE-15 (Tablas 11.2 
y 11.3), el primer lugar en los intercambios, lo ocupa Estados Unidos al que la UE ex- 
porta (e importa) en torno a la cuarta parte del total; la segunda área en importancia, es 
la EFTA, que es prácticamente una continuidad del mercado interior comunitario; el 
tercer puesto corresponde a Japón y el cuarto a los países de la OPEP. 


En resumen, el comercio extracomunitario de bienes se caracteriza por la importan- 
cia de la UE en el comercio internacional, su relativa concentración geográfica —aun- 
que no excesiva si se compara con otros bloques— y porque el saldo de la balanza co- 
mercial tiende al equilibrio. 


Comparando el comercio exterior de bienes de la UE con el de EE.UU y Japón, cabe 
señalar lo siguiente: 


— El grado de apertura comercial (la relación porcentual entre la suma de exporta- 
ciones y de importaciones con relación al PIB), es próxima al 10% en la UE y en 
Japón mientras que en Estados Unidos, se sitúa en torno a un 12%. Es decir, 
Estados Unidos es la más abierta al comercio de las tres áreas. 


Tabla 11.2. Comercio de la UE. Distribución por áreas geográficas. 







Exportaciones (en %) 


DJ] | 60 0 | un [0 


Áreas geográficas 




















1. Intra UE-15 

2. Extra UE-15 38,5 
2.1. Resto de Europa 10,9 
2.1.1. EFTA 4,7 
2.1.2. Otros países europeos 6,2 
2.2. África 2,4 
2.3. América 15,5 
2.3.1. Estados Unidos 117 
2.3.2. Resto de América 3,8 


2.4. Asia 
2.5. Oceanía 





Fuente: Eurostat. 
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Tabla 11.3. Comercio de la UE. Distribución por áreas geográficas. 






Importaciones (en %) 





Áreas geográficas 

















1. Intra UE-15 


2. Extra UE-15 39,1 
2.1. Resto de Europa 10,9 
2:11. EFTA 4,8 
2.1.2. Otros países europeos . 6,1 
2.2. África 2,8 
2.3. América 13,6 
2.3.1. Estados Unidos 10,4 
2.3.2. Resto de América 3,2 
2.4. Asia 10,7 





2.5. Oceanía 


Fuente: Eurostat. 


— La UE ocupa el primer lugar en exportaciones y Estados Unidos en importacio- 
nes. En el caso de la UE, la balanza comercial está relativamente equilibrada 
mientras que la de Estados Unidos presenta un importante déficit y la de Japón 
un considerable superávit. El principal problema externo de la economía de Es- 
tados Unidos es su déficit comercial en tanto que para Japón el superávit consti- 
tuye su principal éxito. 


— De las tres áreas, la que más concentrado geográficamente tiene sus exportacio- 
nes es Japón que aproximadamente en su mitad van a las otras dos; en el caso de 
Estados Unidos, los otros dos bloques absorben alrededor de un tercio de sus 
exportaciones; y en el comunitario, las exportaciones a Estados Unidos y Japón 
suponen en torno al 30% siendo la UE la que más diversificadas tiene sus expor- 
taciones. En el caso de las importaciones, tanto Estados Unidos como Japón se 
abastecen en las otras dos áreas en algo más de un tercio; la UE lo hace en una 
proporción algo menor, presentado también una situación geográfica más diver- 
sificada. 


Un reflejo muy preciso de la situación económica externa que presenta un país 
es el que ofrece su saldo por cuenta corriente. Como puede verse en la Tabla 11.4, la 
UE presenta históricamente un saldo muy equilibrado lo que indica que la inversión 
puede ser financiada con el ahorro interno. En consecuencia, la UE como área —otra 


cosa es la situación interna de algunos de sus Estados— tiene unas cuentas externas 
saneadas. 


En el caso de Estados Unidos, la situación es muy distinta debido a su considerable 
déficit comercial. Los saldos positivos que obtiene en servicios y en rentas son insufi- 
cientes para compensar el déficit comercial por lo cual la balanza corriente de dicho 


país es negativa y en una proporción del PIB bastante considerable (y ello explica el 
gran endeudamiento externo de este país). 
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Japón es el que tiene las cuentas externas más saneadas de las tres áreas. Su saldo 
positivo en cuenta corriente se debe, principalmente, al de la balanza comercial (las de 
servicios y de transferencias, son deficitarias) y en menor medida a la de rentas. No 
obstante, Japón es muy dependiente de la demanda externa debido a que la doméstica es 
incapaz de absorber su capacidad de producción. En otras palabras, Japón es mucho más 
vulnerable que Estados Unidos y la UE ante una crisis económica internacional. 


Tabla 11.4. Saldo por cuenta corriente de la UE (en % del PIB). 


Media Media Media 
1961-1970 | 1971-1980 | 1981-1990 | 19% nea 


58 
0,6 





Área/País 










EU-15 
Estados Unidos 
Japón 





a 
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Anexo 11.1. CONTRIBUCIÓN DE LOS ESTADOS MIEMBROS 
AL COMERCIO INTRACOMUNITARIO | 


EU (25 countries) 
Belgium 
Czech Republic 
Denmark 
Germany 
Estonia 
Greece 
Spain 
France 
Ireland 

Italy 

Cyprus 
Latvia 
Lithuania 
Luxembourg 
Hungary 
Malta 
Netherlands 
Austria 
Poland 
Portugal 
Slovenia 
Slovakia 
Finland 
Sweden 


United Kingdom 
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A) Imports in 1000 million of ECU/EURO 


1.438,16 
111,40 
20,40 
31,52 
291,58 
2,36 
19,52 
88,60 
202,58 
27,57 
133,54 
1,63 
2,09 
2,61 
8,67 
18,60 
1,76 
110,44 
54,66 
30,90 
29,54 
7,24 
7,89 
20,84 
45,78 
166,51 


1.696,69 
135,39 
25,96 


35,54 


337,54 
3,25 
2 
114,24 
245,85 
34,98 
154,40 
197 
2,56 
3,10 
10,24 
22,63 
2,24 
125,53 
62,35 
36,43 
33,02 
8,34 
9,66 
24,94 
53,80 
189,97 


LT ESS 
142,94 
30,13 
36,71 
347,60 
3,18 
7d 
118,17 
246,38 
37,71 
158,96 
2,18 
2 
3,67 
et 
24,29 
1,82 
125,00 
66,51 
38,83 
33,79 
8,64 
11,82 
25,27 
49,27 
192,77 


1.750,00 
19221 
31,07 
39,72 
337,53 
3,49 
1792 
120,23 
237,36 
37,12 
159,37 
222 
3,30 
4,50 
11,14 
25,43 
1,90 
127,48 
66,12 
40,54 
33,85 
8,84 
12,74 
25,28 
50,22 
200,41 


1.781,07 
151,86 
32,48 
37,19 
349,99 
3,72 
22,28 
127,39 
245,99 
29,87 
161,58 
a 2 
3,49 
4,76 
11,06 
26,66 
1,94 
127,85 
70,98 
41,73 
33,11 
9,26 
14,73 
25,65 
52,97 
192,42 





927720 
167,28 
44,55 
39,10 
374,21 
4,98 
24,47 
133,49 
251,18 
31,75 
169,14 
3,01 
4,25 
6,22 
12,24 
31,95 
2,14 
136,39 
76,95 
53,35 
34,02 
10,86 
18,72 
27,82 
57,71 
204,83 
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B) Exports in 1000 million of ECU/EURO 


EU (25 countries) 1.510,32 1.781,19 1.841,81 1.864,98 1.878,54 2.018,28 
Belgium 131,99 156,17 165,08 171,88 173,/1 189,49 
Czech Republic 21,58 20M 31,81 34,47 37,16 47,42 
Denmark 33,36 39,08 40,00 42,25 41,15 43,82 
Germany 331,30 383,24 401,89 408,27 426,33 468,63 
Estonia 1,94 3,03 3,01 2,97 3,29 3,85 
Greece 6,31 6,98 578 5770 6,73 6,75 
Spain 71,96 90,88 96,60 99,00 103,38 105,42 
France 198,51 228,78 230,31 226,78 229,16 235,45 
Ireland 44,91 54,17 59,30 61,53 51,08 52,46 
Italy 138,98 156,94 162,52 159,44 160,23 166,34 
Cyprus 0,22 0,26 0,26 0,25 0,25 0,50 
Latvia 1,25 1,63 1770 1,88 2,03 2,46 
Lithuania 1,90 2,88 3,51 3,83 3,85 4,95 
Luxembourg 6,75 7,86 9,61 9,53 10,49 1d 
Hungary 19,34 24,82 27,49 29,87 30,93 34,92 
Malta 0,91 0,90 1,07 1,02 0,97 1,01 
Netherlands 167,72 204,66 209,38 206,73 209,53 228,90 
Austria 46,70 54,04 58,18 61,16 63,24 67,49 
Poland 20,77 27,65 32,28 34,92 38,41 47,26 
Portugal 19,38 21,50 21,84 22,24 22,70 22,98 
Slovenia 5,86 6,76 7,21 7,40 7,55 8,26 
Slovakia 8,47 11:35 12,56 13,43 16,34 18,84 
Finland 25,85 31,40 29,15 29,11 28,24 28,64 
Sweden 49,69 56,66 49,59 50,26 52,12 58,01 


United Kingdom 154,66 182,79 181,63 181,03 159,05 162,65 
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C) Share in the EU-25 imports (%) 






EU (25 countries) 


































Belgium Lt 8,7 
Czech Republic 1,4 2,3 
Denmark 2,2 2,0 
Germany 20,3 19,4 
Estonia 0,2 0,3 
Greece 1,4 1,3 
Spain 6,2 6,9 
France 14,1 13,4 
Ireland 19 1,6 
Italy 9,3 8,8 
Cyprus 0,1 0,2 
Latvia 0,1 0,2 
Lithuania 0,2 0,3 
Luxembourg 0,6 0,6 
Hungary 1,3 2 
Malta 0,1 0,1 

Netherlands dl A 

Austria 3,8 4,0 
Poland 2 2,8 
Portugal 2 1,8 
Slovenia 0,5 0,6 
Slovakia 05 0) 
Finland 1,4 14 
Sweden 3,0 
United Kingdom 10,6 
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EU (25 countries) 


Belgium 
Czech Republic 
Denmark 
Germany 
Estonia 
Greece 
Spain 
France 
Ireland 

Italy 

Cyprus 
Latvia 
Lithuania 
Luxembourg 
Hungary 
Malta 
Netherlands 
Austria 
Poland 
Portugal 
Slovenia 
Slovakia 
Finland 
Sweden 


United Kingdom 





Fuente: Eurostat. 


8,7 
1,4 
2,2 
215 
0,1 
0,4 
4,8 
13,1 
3,0 
9,2 
0,0 
0,1 
0,1 


0,4 


0,6 
¡Ed 
3,3 
10,2 


D) Share in the EU-25 exports (%) 


PA Pe | 


100,0 





100,0 
9,4 
2 
2 


23,2 


0,0 
0,1 
0,2 
0,6 
AE 
0,0 
11,3 
3,3 
2,3 
1 
0,4 
0,9 
1,4 
29 


8,1 
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Anexo 11.2. EVOLUCIÓN DEL COMERCIO MUNDIAL 
(MILES MILLONES EUROS) 





A) EXPORTACIONES 





UE Estados 
Unidos 





74,7 23,1 
2 60,1 
1.046,2 281,1 
1.943,7 404,4 
5.364,5 1.033,4 
D:209,9 987,5 


Fuente: OCDE 
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El propósito de este capítulo es ofrecer una perspectiva general sobre 
las principales relaciones económicas externas materializadas en acuer- 
dos internacionales (regionales y bilaterales) que tiene la CE con el res- 
to del mundo. 
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12.1. INTRODUCCIÓN GENERAL 


La Comunidad pretende aplicar una política exterior relativamente homogénea en cada 
una de las áreas con las que tiene acuerdos, aun cuando ello no siempre sea posible por 
circunstancias diversas. Por otra parte, también existen diferencias entre los acuerdos 
que celebra la CE con las diferentes áreas en función de sus intereses geoestratégicos y 
de las características que presente dicha área. 


Las primeras relaciones externas de las Comunidades arrancan ya de 1958 al incor- 
porar al TCEE, como Cuarta parte del mismo, la asociación de los denominados Países 
y Territorios de Ultramar (PTU). Dichas relaciones se fueron extendiendo, a través de 
los acuerdos de Yaundé, a las colonias que se independizaron y posteriormente a la 
cuenca mediterránea, con los acuerdos con Grecia (1962) y Turquía (1963), Marruecos 
y Túnez (1969), España, Israel y la ex-república de Yugoslavia (1970), Malta (1971) y 
Chipre (1972). También lo hicieron más tarde a otras áreas, como fueron los casos de 
América Latina, Asia, la EFTA y Europa del Este. 


La mayoría de los acuerdos suscritos por las Comunidades con países terceros y or- 
ganizaciones internacionales se han llevado a cabo con Países en desarrollo, muchos de 
ellos antiguas colonias de los Estados miembros. Hay, sin embargo, excepciones impor- 
tantes tanto por las características de los acuerdos firmados como por los países que lo 
forman, cuyo ejemplo más significativo es el de la EFTA (posteriormente transformado 
en el Espacio Económico Europeo, excepto para Suiza). 


A continuación vamos a estudiar las relaciones exteriores de la UE, distinguiendo 
entre los acuerdos que contemplan preferencias —principalmente de carácter comer- 
cial— de los que no las contemplan. Finalmente nos ocuparemos de la Ayuda Oficial al 
Desarrollo (AOD), que es parte esencial de la cooperación externa de la CE y de la 
ayuda humanitaria. 


12.2. ACUERDOS REGIONALES PREFERENCIALES 


Agrupamos en este epígrafe los acuerdos internacionales de la CE que contemplan pre- 
ferencias comerciales concedidas de forma unilateral. En concreto con los PTU, ACP y 
países balcánicos. 


12.2.1. Países y Territorios de Ultramar (PTU) 


Los PTU son países y territorios que no forman parte de la unión aduanera comunitaria 
pero que mantienen relaciones especiales con cuatro países de la UE —de los cua- 


les dependen constitucionalmente y por los que son administrados—: Dinamarca, Fran- 
cia, Países Bajos y Reino Unido. 


La Asociación de los Países y Territorios de Ultramar forma parte del TCE 
(Cuarta parte) y por consiguiente, le son directamente aplicables las normas del 
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TCE!'. Ello quiere decir que no están sujetos a acuerdos externos de la CE ni tampoco 
tienen plazos de vigencia preestablecidos. 


Las normas para los PTU se contienen en los arts. 182 a 188 del TCE, donde se 
regula el objetivo de la asociación de dichos territorios y el alcance de la misma?. 


Las importaciones de mercancías originarias de los PTU no pagarán derechos de 
aduana a su entrada en la UAC de la CE, ni tampoco lo hacen las importaciones que 
realicen de la CE y del resto de los PTU. No obstante, podrán percibir derechos de adua- 
na para satisfacer las exigencias de su desarrollo y financiar su presupuesto, sin que 
aquellos puedan ser superiores a los que apliquen al Estado miembro con el que cada 
país o territorio mantenga relaciones especiales. 


Por lo que respecta a la libre circulación de los trabajadores de los PTU en la CE y 
los de ésta en dichos territorios, se rige por convenios especiales que para su aprobación 
requieren la unanimidad de los Estados miembros. 


Con el fin de contribuir al desarrollo de los PTU y hacer frente a la inestabilidad de 
ingresos derivados de las exportaciones de productos de los que dependan sus econo- 
mías y que resulten afectados por fluctuaciones de precios, de cantidades o de ambos 
factores, la CE ha articulado un sistema de estabilización de ingresos de tales exporta- 
ciones, tanto de las realizadas a la Comunidad como a otros destinos. 


La Comunidad apoya, dándole máxima prioridad, los esfuerzos de cooperación e 
integración regional entre PTU y también de éstos con los Departamentos de Ultramar 


l Los Países y Territorios de Ultramar a los que se aplican las disposiciones de la Parte cuarta del 
TCE, son los siguientes: Groenlandia, Nueva Caledonia y sus dependencias, Polinesia francesa, Tierras 
australes y antárticas francesas, Islas Wallis y Futuna, Mayotte, San Pedro y Miquelón, Aruba, Antillas 
neerlandesas (Bonaire, Curasao, Saba, San Eustaquio, San Martón), Anguila, Islas Caimán, Islas Malvi- 
nas (Falkland), Georgia del Sur e islas Sandwich del Sur, Montserrat, Pitcairn, Santa Elena y sus depen- 
dencias, Territorio antártico británico, Territorios británicos del Océano Índico, Islas Turcas y Caicos, 
Islas Vírgenes británicas y Bermudas. 

2 La finalidad de dicha asociación es la promoción del desarrollo económico y social de los PTU. 

La asociación perseguirá los siguientes objetivos (Art. 183 TCE): 

1) Los Estados miembros aplicarán a sus intercambios comerciales con los países y territorios el 
régimen que se otorguen entre sí en virtud del presente Tratado. 

2) Cada país o territorio aplicará a sus intercambios comerciales con los Estados miembros y con 
los demás países y territorios el régimen que aplique al Estado europeo con el que mantenga 
relaciones especiales. 

3) Los Estados miembros contribuirán a las inversiones que requiera el desarrollo progresivo de 
estos países y territorios. 

4) Para las inversiones financiadas por la Comunidad, la participación en las convocatorias para 
la adjudicación de obras, servicios y suministros quedará abierta, en igualdad de condiciones, a 
todas las personas físicas y jurídicas que tengan la nacionalidad de los Estados miembros o de 
los países y territorios. 

5) En las relaciones entre los Estados miembros y los países y territorios, el derecho de estableci- 
miento de los nacionales y sociedades se regulará de conformidad con las disposiciones y nor- 
mas de procedimiento previstas en el capítulo relativo al derecho de establecimiento y sobre 
una base no discriminatoria, sin perjuicio de las disposiciones especiales que se adopten en 
virtud del artículo 187. 


(O) ITES-Paraninto 


352 


Parte IV. ACCIÓN EXTERIOR DE LA UNIÓN EUROPEA 


y Estados ACP, habida cuenta que en algunos casos están situados en las mismas áreas 
geográficas y su problemática suele ser común?. Con el objeto de obtener economías de 
escala, la CE apoya la realización de proyectos regionales comunes cualquiera sea su 
estatuto respecto de la misma y los financia a través de los Fondos con finalidad estruc- 
tural y del Banco Europeo de Inversiones. Incluso tal posibilidad existe para un PTU 
que acceda a la independencia”. 


12.2.2. Países de África, Caribe y Pacífico (Países ACP) 


Con las antiguas colonias que accedieron a la independencia en los inicios de los años 
sesenta, la CE se planteó la necesidad de continuar manteniendo con ellas estrechas 
relaciones económicas sin que el estatus de asociados se basara en la Cuarta Parte 
del Tratado. Tales relaciones pasaron a regularse a través de convenios que se han ido 
renovando de forma periódica. El primero de estos convenios, con una vigencia de 
5 años (1965-1969), fue firmado, en 1963, en Yaundé (Camerún) con 18 de dichos terri- 
torios que se habían constituido en Estados Africanos y Malgache Asociados (EAMA), 
la mayoría de ellos francófonos; el segundo convenio (entre la Comunidad y 19 esta- 
dos), para el siguiente período de 5 años (1970-1975), fue firmado en 1969, también 
Y aundé. 


Con la adhesión del Reino Unido a las Comunidades Europeas, en 1973, el número 
de Países ACP se incrementó en otros 21 procedentes de la Commonwealth. Las tres 
zonas geográficas África, Caribe y Pacífico (ACP) llegaron al acuerdo de negociar co- 
mo grupo único, reconociendo así su identidad y su voluntad de lograr resultados más 
positivos en el marco de las negociaciones con la CE?. Ya con los países de la Common- 
wealth incorporados, se firmó, el 28 de febrero de 1975, el tercer convenio entre la CEE 
y 46 Países ACP (África, Pacífico y Caribe) en Lomé (Togo) con vigencia para el perío- 
do 1976-1980. Y a éste, conocido como Lome I, le siguieron los de Lome Il y IM —los 
dos por el mismo período— y Lomé IV firmado el 15 de diciembre de 1989 con 70 
Países ACP y con una duración de 10 años a contar desde el 1 de marzo de 1990. El 
último de los Acuerdos CE y los Estados ACP, es el firmado en la ciudad de Cotonú 
(Benín) el 23 de junio de 2000 por un período de 20 años y que sustituye al de Lome IV 
que había expirado el 29 de febrero de 2000*. 


El destacado interés comunitario por el área ACP en sus inicios ha ido decreciendo 
en la medida en que nuevas áreas han ido requiriendo una mayor atención. 


Una prueba de las prioridades que en sus inicios significaron los Países ACP para 
la Comunidad fue la temprana instauración de los mecanismos financieros Stabex y 


? La CE considera como PTU menos desarrollados, a los siguientes: Anguila, Mayotte, Montserrat, 
Santa Elena, Islas Turcas y Caicos, Wallis y Futuna. 

* Véase al respecto la Decisión del Consejo, de 25 de julio de 1991, relativa a la asociación de los 
PTU. 

? La relación que mantiene la CE con los Países ACP se ajusta perfectamente al enfoque regional y 
puede calificarse de multilateral ya que el acuerdo se establece entre la Comunidad y un conjunto de 
países y no de forma bilateral con cada uno de ellos. 

* El Acuerdo de Cotonú puede consultarse en el Diario Oficial L 317 de 15 de febrero de 2000. 
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Sysmin, así como el sistema de preferencias generalizadas que, de alguna forma, desa- 
parece en Cotonú. 


El mecanismo Stabex, fue incorporado al segundo convenio (Yaundé II, 1969) y 
constituía el primer intento internacional de estabilizar la relación real de intercambio 
de las exportaciones de productos agrarios tropicales de los Países ACP a la CE”. El 
funcionamiento de este mecanismo era el siguiente: si los ingresos de las exportaciones 
de alguno de los productos contemplados caían en un determinado porcentaje con rela- 
ción a la media de los cuatro años precedentes, el país ACP recibía como compensación 
una transferencia estabilizadora en forma de inversiones?*. 


El mecanismo Sysmin, introducido en el Convenio de Lomé II de 1979, tenía una 
finalidad y funcionamiento similar al Stabex, salvo que se aplicaba a la estabilización de 
los ingresos de las exportaciones de los ACP a CE en productos minerales; en concreto 
a la bauxita, cobalto, cobre, estaño, fosfato, hierro, magnesio, uranio y oro”. 


Por lo que respecta al sistema de preferencias generalizadas (SPG), instaurado por la 
CE en los inicios de la década de los años setenta del pasado siglo, implica que mientras 
las exportaciones de la CE a los Países ACP, se han venido ajustando a la cláusula de la 
nación más favorecida del GATT, las importaciones comunitarias de productos ACP 
han sido, en su mayor parte, libres y en régimen de franquicia arancelaria, salvo excep- 
ciones (principalmente en productos agrarios). 


En Lomé Ill el acento se puso, con muy escaso éxito, en el autoabastecimiento ali- 
mentario. Al tratarse de un grupo de países en general muy pobres, la CE tomó concien- 
cia que para el desarrollo de los mismos era necesario asegurar su alimentación. Situa- 
ción que lejos de mejorar continuó empeorando y ya al final de década de los ochenta, 
en medio de una grave crisis económica, la desesperanza de los países ACP se incre- 
mentó debido a dos razones: la primera, porque el mercado único comunitario era visto 
por dichos países como una amenaza para su comercio; y la segunda, porque las Comu- 
nidades comenzaban a prestarle una gran atención al proceso de cambio de sistema eco- 
nómico y político que se estaba gestando en la Europa del Este. 


En este clima de pesimismo se iniciaron las negociaciones de Lomé IV. Entre las 
exigencias de los Países ACP estaban el que la Comunidad no recortase ninguno de los 
compromisos históricamente asumidos en materia comercial; que para el año 2000, la 
transformación, comercialización, distribución y transporte de los productos básicos 
procedentes de los ACP, fuera realizada al menos en un 50% por dichos países; y que el 
ajuste estructural previsto por el Convenio debía trascender el marco normal de la coo- 
peración técnica y financiera. Por su parte, la Comunidad argumentaba que las importa- 
ciones que realizaba de los Países ACP no resultaban perjudicadas por las restricciones 
cuantitativas, sino por la falta de competitividad de tales países. 


7 Se incluían productos agrarios y algunos pesqueros (una lista total de 49, en Lomé IV) que repre- 
sentan la casi totalidad de los productos básicos agrarios exportados por los ACP excepto el azúcar y la 
carne —que eran objeto de protocolos separados— y el tabaco. 

8 En la práctica tales compensaciones eran bastante menores a las pérdidas habidas puesto que se 
tomaban valores nominales, no reales. Stabex era financiado por el Fondo Europeo de Desarrollo; su 
dotación para los 5 primeros años de aplicación de Lomé IV, se fijó en 1.500 millones de ecus. 

2 Su dotación financiera para los primeros 5 años de Lomé IV fue de 480 millones de ecus. 
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Lomé IV fue firmado en Togo el 15 de diciembre de 1989 por un período de 10 años 
(con un protocolo financiero de 5 años renovable por otros cinco) y con un número de 
Países ACP que con la adhesión de tres nuevos Estados (Haití, la República Dominicana 
y Namibia —que entró a formar parte de los ACP tras su independencia—), alcanzaba 
los 70. Recogía la voluntad de las partes de mejorar y reforzar la cooperación entre las 
mismas! y en el campo financiero, se contemplaban los dos instrumentos clásicos de 
financiación: el FED —el séptimo— y el BEl'*. De todas formas, la principal innova- 
ción de Lomé IV se refería al ajuste estructural, consistente en la inserción de un dispo- 
sitivo de apoyo a las políticas de saneamiento económico para hacer frente a la grave 
crisis económica que la mayoría de los Estados ACP venían sufriendo desde el inicio de 
los años ochenta*”. 


El último de los Acuerdos de Asociación firmado entre la CE y sus Estados miem- 
bros con los Estados ACP, es el Cotonú (Benín) el 23 junio de 2000. El número de 
Países ACP firmantes de este Acuerdo fue de 78 y su vigencia es de veinte años con una 
cláusula de revisión quinquenal'”. 


El objetivo central del Acuerdo de Cotonú es tan genérico como ambicioso. Persi- 
gue la reducción y, a largo plazo, la erradicación de la pobreza en los Países ACP, el 
desarrollo sostenible y la integración progresiva de tales Estados en la economía mun- 
dial. Todo ello teniendo presente las situaciones particulares que presenten cada uno de 
los Países ACP. 


En Cotonú la cooperación se concibe como un marco integrado en el que los aspec- 
tos económicos, sociales, culturales, medioambientales e institucionales se interrelacio- 
nan con el fin de conseguir un crecimiento económico duradero, un desarrollo social y 
humano adecuado, una distribución general y equitativa de los beneficios del crecimien- 
to y una promoción de los valores culturales de la sociedad'*. 


Frente a los Acuerdos de Asociación precedentes, Cotonú significa un giro significa- 
tivo. Con él se inicia una nueva fase en la cooperación CE/ACP en la que, por requeri- 


12 Lomé IV supuso cambios importantes respecto a las Convenciones anteriores en la mayor parte 
de los aspectos que integraban los tres grandes bloques que se contemplaron: cooperación económica, 
financiación y comercio de productos básicos. También fue ampliado a otras actividades tales como la 
educación, la cooperación científica, el medio ambiente, etc. 

' Los recursos financieros de Lomé IV ascendían a 12.000 millones de ecus (8.500 de Lomé II) de 
los cuales 10.800 correspondían al FED y 1.200 al BEI. 

12 Para hacer frente a dicho ajuste, se previó una dotación especial de 1.150 millones de ecus a cargo 
del FED que no sustituía a las restantes acciones contempladas. 

13 Una vez ratificado, el Acuerdo de Cotonú entró en vigor el 1 de abril de 2003. Para evitar el vacío 
Jurídico entre la firma y su entrada en vigor, se adoptaron medidas transitorias que prácticamente prolon- 
gaban Lomé IV. A raíz del Acuerdo Cotonú se han añadido nuevos Estados a la lista de los ACP —la 
mayoría del Pacífico Sur—: Islas Cook, las Islas Marshall, los Estados Federados de Micronesia, Nauru, 
Niue y Palau, Timor Oriental y Cuba. Este último país no participa en este Acuerdo de asociación por 
razones políticas. 

'% Los participantes de la cooperación serán las autoridades públicas (locales, nacionales y regiona- 
les) y también podrán serlo las no gubernamentales: el sector privado (los interlocutores económicos y 
sociales, incluidas las organizaciones sindicales) y la sociedad civil siempre que respondan a las necesi- 
dades de la población y su organización sea democrática y su gestión transparente. 
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miento de la Organización Mundial de Comercio (OMC), las relaciones económicas en- 
tre ambas áreas tratan de adaptarse al actual marco de una economía globalizada en la 
que las reglas del mercado prevalecen frente a los mecanismos más o menos paternalis- 
tas de los anteriores convenios. Así, por ejemplo, las preferencias comerciales no recí- 
procas que la Comunidad venía concediendo a las importaciones de un buen numero de 
productos procedentes de los ACP, irán desapareciendo de manera progresiva si bien 
serán sustituidas por la eliminación prácticamente total de las barreras arancelarias co- 
munitarias o por otro tipo de compensaciones concordes con las normas de la OMC. 
Otro tanto ocurre con los antiguos mecanismos financieros Stabex y Sysmin, que tam- 
bién se ha previsto su sustitución por otros instrumentos que sean más compatibles con 
las reglas de la OMC. 


Los componentes básicos del Acuerdo de Cotonú, pueden sintetizarse en los si- 
guientes: 


Acuerdos comerciales 


Se prevé que en el marco de este Acuerdo general de Cotonú se celebren acuerdos co- 
merciales específicos que sean compatibles con las normas de la OMC en los que, de 
manera progresiva, se vayan suprimiendo los obstáculos a los intercambios y, paralela- 
mente, se vaya reforzando la cooperación en todos los ámbitos relacionados con el co- 
mercio. Con el fin de facilitar la transición hacia esos nuevos acuerdos comerciales, las 
preferencias comerciales no recíprocas que se venían aplicando en el pasado a los Países 
ACP se mantendrán durante el período de negociación de los mismos que transcurrirá 
desde finales de 2002 hasta el año 2007, con el fin de que entren en vigor, como muy 
tarde, en 2008. 


Los acuerdos comerciales tendrán por objeto principal establecer un calendario de la 
supresión progresiva de los obstáculos a los intercambios entre las Partes, de conformi- 
dad con las normas de la OMC. Por lo que se refiere a la Comunidad, la liberalización 
del comercio tratará de mejorar el acceso de las exportaciones de los Países ACP al 
mercado comunitario, principalmente mediante una redefinición de las normas de ori- 
gen. Se tendrá en cuenta el nivel de desarrollo de los Países ACP y su capacidad para 
adaptarse al proceso de liberalización y para lo cual, sin dejar de tener en cuenta las 
reglas de la OMC, habrán de aplicarse períodos de transición flexibles y de larga dura- 
ción teniendo en cuanta los sectores sensibles. 


Las negociaciones de los acuerdos de asociación económica se entablarán con los 
Países ACP que se consideren preparados para ello de acuerdo con los procedimientos 
aceptados por el grupo ACP y teniendo en cuenta el proceso de integración regional 
entre los Estados ACP”. 


Habida cuenta de la importancia que para la estabilidad de los ingresos por exporta- 
ciones de productos básicos (agrarios y minerales) de los Países ACP a la UE, tienen los 
protocolos financieros Stabex y Sysmin, se conviene en la necesidad de reexaminarlos 
para hacerlos compatibles con las normas de la OMC. 


15 Habrá Estados ACP que no estén en condiciones de negociar estos acuerdos comerciales. Para 
este supuesto Cotonú prevé que en 2004 la Comunidad examine la situación económica de tales estados 
y se estudien las alternativas posibles de forma que puede establecerse un nuevo marco comercial que 
respete la situación actual y sea compatible con las normas de la OMC. 
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Asistencia técnica 


La cooperación técnica tiene por finalidad contribuir a valorizar los recursos humanos 
de los Estados ACP y a desarrollar las instituciones adecuadas que aseguren su éxito y 
continuidad. Deberá tener una relación coste-eficacia favorable, responder a las necesi- 
dades para las cuales se concibió, facilitar la transferencia de conocimientos y aumentar 
las capacidades nacionales y regionales. 


La cooperación técnica deberá contribuir a la realización de los objetivos de proyec- 
tos y programas y habrá de estar orientada a las necesidades de los Estados ACP; ser 
objeto de control y seguimiento con el fin de garantizar su eficacia; fomentar la partici- 
pación de expertos, sociedades de consultoría e instituciones de formación e investiga- 
ción ACP en contratos financiados por el FED; apoyar la asistencia técnica intra ACP 
para promover los intercambios entre Estados ACP de cuadros y expertos en asistencia 
técnica y gestión; prestar una especial atención al desarrollo de las capacidades de los 
Estados ACP en cuanto a planificación, aplicación y evaluación de proyectos, así como 
de gestión de presupuestos. 


Asistencia financiera 


La cooperación financiera se basará en objetivos, estrategias y prioridades de desarrollo 
definidos por los propios Estados ACP. Habrá de ser flexible y ajustada a las caracterís- 
ticas geográficas, sociales y culturales de los Estados así como sus potencialidades ofre- 
ciendo un trato más favorable a los estados menos desarrollados, sin litoral e insulares. 
Deberá tenerse en cuenta la previsión y la seguridad de los recursos y tratar de garanti- 
zar la eficacia, la coordinación y la coherencia de las acciones que se lleven a cabo. 


El protocolo financiero del Acuerdo de Cotonú se establece por períodos de cinco 
años correspondiendo el primero de tales períodos al quinquenio 2000-2005. El importe 
total de la ayuda financiera de la Comunidad a los Estados ACP durante este primer 
quinquenio se fija en 15.200 millones de euros que se reparte entre los dos instrumentos 
clásicos que vienen operando en los ACP: el Fondo Europeo de Desarrollo (FED), que 
corre a cargo de la Comisión y el Banco Europeo de Inversiones que gestiona directa- 
mente sus proyectos”. 


16 Los recursos que se atribuyen al FED (al 9% FED) ascienden a 13.500 millones de euros y se 
distribuye del modo siguiente: 10.000 millones en forma de ayudas que se destinan a fomentar el desa- 
rrollo a largo plazo, 1.300 serán para la financiación de programas de cooperación e integración regiona- 
les de los Estados ACP y los 2.200 restantes para financiar un nuevo fondo que se crea con el nombre de 
Instrumento de Ayuda a la Inversión que tiene como finalidad proporcionar y garantizar capital riesgo y 
conceder préstamos ordinarios. Se ha previsto que opere con plazos y condiciones de mercado. 

Por su parte el BEI podrá conceder hasta 1.700 millones de euros en forma de préstamos que habrán de 
proceder de sus propios recursos. Lo mismo que en el pasado, los préstamos son a largo plazo y con tipos 
de interés subvencionados que se destinan prioritariamente a la financiación de proyectos productivos. 

Los beneficiarios podrán ser los estados; los organismos regionales o interestatales de los que formen 
parte uno o más Estados ACP y que estén facultados para ello por dichos estados; los organismos mixtos 
que creen los Estados ACP y la Comunidad; los organismos públicos nacionales o regionales, los Minis- 
terios o las colectividades locales de los Estados y, en particular, sus instituciones financieras y bancos 
de desarrollo; las sociedades, empresas y otras organizaciones y agentes económicos privados; las em- 
presas de un estado miembro de la Comunidad que desee emprender proyectos productivos en el territo- 
rio de un estado ACP; los intermediarios financieros de los Estados ACP o de la Comunidad que conce- 
dan, promuevan y financien inversiones privadas en dichos Estados; etc. 
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En este marco de apoyo al desarrollo a largo plazo, se prevé un sistema especial 
cuya finalidad es la de reducir los efectos negativos que puedan derivarse de la inestabi- 
lidad de los ingresos de las exportaciones a la CE de productos agrícolas y mineros de 
los ACP. Esta línea financiera especial es sustitutiva de los viejos mecanismos Stabex y 
Sysmin—. Su concesión no tiene carácter automático sino que está relacionada con la 
dependencia económica de los Estado respecto de sus exportaciones, recibiendo un trato 
más favorable los Estados ACP menos desarrollados, sin litoral e insulares””. 


Trato especial a Países ACP menos desarrollados, sin litoral e insulares 


A pesar de que la inmensa mayoría de los ACP son países pobres, dentro de la pobreza 
también existen grados'*. Para que los Estados ACP menos desarrollados, los que carez- 
can de litoral y los insulares puedan incrementar su ritmo de desarrollo Cotonú ha pre- 
visto un trato particular para los mismos. Esta atención especial se dirige a potenciar la 
cooperación regional, mejorar las infraestructuras de transportes y comunicaciones, la 
explotación eficaz de los recursos marinos y a la comercialización de los mismos, apli- 
cación de estrategias alimentarias y programas integrados de desarrollo. 


Ayuda humanitaria y de emergencia 


Según prevé el art. 72 del Acuerdo de Cotonú, se concederán, con carácter excepcional 
y por tiempo limitado, ayudas humanitaria y de emergencia a la población de los Esta- 
dos ACP que se enfrente a dificultades económicas y sociales graves como consecuen- 


17 Estos recursos adicionales no podrán percibirse por más de cuatro años sucesivos y para tener 
derecho a ellos deberá cumplirse alguno de los dos supuesto siguientes: 

a) que en el país en cuestión se haya producido una merma del 10 % (o del 2 % cuando sea menos 
desarrollados) en los ingresos por exportaciones a la CE respecto de la media aritmética de tales 
ingresos en los primeros tres años de los cuatro años precedentes, 

b) o bien que la referida pérdida del 10 y 2%, respectivamente, sea en las exportaciones de produc- 
tos agrícolas o mineros respecto de la media de igual período que el caso anterior y siempre en 
el supuesto que tales ingresos por exportaciones agrícolas o mineras representen más del 40 del 
total de los ingresos por exportaciones del país ACP de referencia. 

18 El Acuerdo de Cotonú clasifica a los Estados ACP en tres grupos: en el primero, incluye a los 
países más ricos entre los pobres; en el segundo, a los ACP menos avanzados; y en el tercero, a los 
países sin litoral. 

El grupo primero lo forman: Sudáfrica, Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Botsuana, 
Camerún, Congo (Brazzaville), Cook (Islas), Costa de Marfil, Dominica, República Dominicana, Fiyi, 
Gabón, Ghana, Granada, Guyana, Jamaica, Kenia, Marshall (Islas), Mauricio, Micronesia (Estados Fede- 
rados de), Namibia, Nauru, Nigeria, Niue, Palaos, Papúa-Nueva Guinea, San Cristóbal y Nieves, Santa 
Lucía, San Vicente y las Granadinas, Senegal, Seychelles, Surinam, Suazilandia, Tonga, Trinidad y To- 
bago, y Zimbabue. 

El grupo segundo está constituido por los Estados ACP menos avanzados (PMA) (con arreglo al 
anexo 6 del Acuerdo de Cotonú) y son: Angola, Benín, Burkina Faso, Burundi, República de Cabo Ver- 
de, República Centroafricana, Chad, Comoras, República Democrática del Congo, Yibuti, Etiopía, Eri- 
trea, Gambia, Guinea, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Haití, Kiribati, Lesoto, Liberia, Malaui, Malí, 
Mauritania, Madagascar, Mozambique, Níger, Ruanda, Samoa, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, 
Islas Salomón, Somalia, Sudán, Tanzania, Timor-Leste, Tuvalu, Togo, Uganda, Vanuatu y Zambia. 
Además, algunos de estos países son Estados sin litoral que también se benefician, en determinadas con- 
diciones, de disposiciones específicas en virtud del Acuerdo de Cotonú. 

El grupo tercero lo forman los Estados ACP sin litoral, que son: Botsuana, Burkina Faso, Burundi, 
República Centroafricana, Chad, Etiopía, Lesoto, Malaui, Malí, Níger, Ruanda, Suazilandia, Uganda, 
Zambia y Zimbabue. 
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cia de catástrofes naturales, de crisis bélicas u otros conflictos o de circunstancias extra- 
ordinarias. Tales ayudas se concederán exclusivamente en función de las necesidades e 
intereses de las víctimas de catástrofes y de conformidad con los principios del derecho 
internacional humanitario. 


Cláusula política 


Otro elemento importante de Cotonú, que ya figuraba en Lomé IV aunque generalmente 
se ha incumplido como previsiblemente ocurrirá con el presente, es el de la cláusula 
política democrática y de respeto de los derechos humanos. 


El art. 9 del Acuerdo de Cotonú señala que la cooperación irá encaminada a conse- 
guir un desarrollo sostenible centrado en el ser humano, principal protagonista y benefi- 
ciario del mismo. El respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, 
de la democracia basada en el Estado de derecho y la gestión responsable y transparente 
de los asuntos públicos forman parte integrante del desarrollo sostenible. 


En este sentido las partes signatarias del Acuerdo de Cotonú se comprometen a pro- 
mover y proteger todas las libertades fundamentales y todos los derechos humanos, ya 
se trate de derechos civiles y políticos o económicos, sociales y culturales así como la 
igualdad entre hombres y mujeres por considerarlos partes esenciales del Acuerdo y que 
habrán de inspirar la aplicación de las políticas internas e internacionales de las partes. 
Para que este objetivo pueda cumplirse, la Comunidad prestará apoyo a las reformas 
políticas, institucionales y jurídicas en el marco de las estrategias que se deciden de co- 
mún acuerdo entre el estado ACP y la Comunidad. 


La buena gestión de los asuntos públicos, también constituye un elemento funda- 
mental del Acuerdo de Cotonú. No obstante, las partes convienen —art. 97 del Acuer- 
do— en que solamente los casos graves de corrupción activa y pasiva constituyen una 
violación de este elemento. 


Caso particular de África del Sur 


Un país que por razones políticas había quedado históricamente descolgado de las rela- 
ciones de la CE con los países del África sub-sahariana, era África del Sur. Una vez 
superada la situación política del apartheid, se firmó un primer acuerdo entre la CE y 
dicho país (el 10 de octubre de 1994) que tenia por finalidad sentar las bases para la 
futura cooperación entre ambas áreas. 


Posteriormente se ha negociado un acuerdo mixto sobre comercio, desarrollo y coo- 
peración, que entró en vigor el 1 de enero de 2002. En él se prevé la creación de un área 
de libre cambio para los bienes entre la UE y África del Sur tras un período de liberali- 
zación progresiva de hasta 10 años por parte comunitaria y de 12 para África del Sur; se 
liberalizarán el 95% de las importaciones comunitarias de dicho país y el 85% de las 
que realice la CE. También contiene una lista de reserva en la que se excluye de la 
liberalización, al menos temporalmente, una serie de productos agrarios (azúcar, carne 


de bovino y plátanos). Asimismo se han firmado una serie de acuerdos sectoriales que 
afectan a los vinos, pesca, etc. 


África del Sur es también signatario del Acuerdo de Cotonú aunque prevalece el 
acuerdo bilateral firmado con la CE. 
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12.2.3. Sistema de preferencias generalizadas (SPG) 


El Sistema de Preferencias Generalizadas representa, en sentido estricto, el régimen de 
acuerdos preferenciales entre países desarrollados y no desarrollados. Consiste en una 
concesión unilateral y voluntaria por parte de los primeros a los segundos en forma de 
concesiones arancelarias (y no arancelarias), totales o parciales, a los productos impor- 
tados (agrarios e industriales —facturados o semi-manufacturados) con el objeto de 
contribuir a su desarrollo. 


La Comunidad Europea fue la primera en introducir el SPG en 1971, y a ella le 
siguieron otros países desarrollados, entre ellos, Estados Unidos y Japón. Tanto por el 
número de productos incluidos como por el de países beneficiarios, el más extenso es el 
de la UE. De todas formas, representa una escasa proporción del valor total de sus im- 
portaciones de los países menos desarrollados. 


El sistema se ha ido perfeccionando con el tiempo. Ello ha permitido introducir 
cláusulas sociales y medioambientales, la modulación arancelaria en función de la sen- 
sibilidad de los productos respecto de la producción comunitaria, mecanismos de gra- 
duación a favor de los países menos avanzados, etc.'” 


La Comunidad comenzó a aplicar el SPG en el año 1971 y lo hizo al margen de los 
acuerdos preferenciales ya firmados con determinados Estados —principalmente ACP—, 
por lo que dicho régimen fue objeto de waiver o exención puesto que la cláusula de 
habilitación todavía no había sido adoptada por el GATT. El SPG comunitario prevé la 
supresión parcial o total de derechos arancelarios a las importaciones provenientes de 
países en vías de desarrollo y economías en transición para una serie de productos, en Su 
mayoría industriales (tanto manufacturados como semi-manufacturados), excluido el 
comercio de armas. Si bien no existe cláusula de reciprocidad por parte de los beneficia- 
rios, éstos sí vienen obligados a aplicar a sus importaciones comunitarias la cláusula de 
la nación más favorecida y a no discriminar entre los Estados de la Comunidad. 


Muchos de los productos cubiertos por el SPG entran en la Comunidad libres de 
derechos aunque con notables excepciones como son los casos del arroz, el azúcar y 
los plátanos. Para algunos productos se aplica una bonificación sobre el derecho aran- 
celario pero existen numerosas excepciones a favor de los calificados de sensibles, la 
mayoría agrarios, aunque también se incluyen ciertos productos industriales, princi- 
palmente textiles. También se prevé un tratamiento favorable para la importación de 
determinadas mercancías procedentes de países que luchan contra la producción de 
droga y para las que cumplan un cierto estándar en lo relativo a las condiciones del 
mercado de trabajo. 

El SPG se aplica por períodos de unos 10 años y se renueva sistemáticamente. Ac- 
tualmente representa el modelo comunitario de las preferencias comerciales. El conteni- 
do de los demás regímenes preferenciales se está reconvirtiendo en acuerdos de libre 
cambio ya que en la mayoría de los casos transcienden a lo estrictamente comercial. 


El SPG se concibe como un instrumento de cooperación de ayuda al desarrollo 
y como tal tiene un carácter transitorio que permite su no-aplicación a los países que ya 


19 El Consejo puede suspender la aplicación del SPG a un país determinado si no cumple los requisi- 
tos exigidos, en particular el respeto a los derechos humanos. 
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no lo necesiten. Un total de 143 Estados independientes y 36 territorios dependientes ER 
benefician del SPG comunitario y de ellos unos 65 se consideran países en desarrollo?”, 


Como conclusión general, cabe señalar que el SPG ha tenido muy escasa incidencia 
en el desarrollo de los países pobres porque las preferencias que se conceden son para 
productos cuyas exportaciones no suelen ser competitivas con las del país concesionario. 
Adicionalmente, en la mayoría de los casos, los productos elegibles ya cuentan con aran- 
celes muy reducidos. Las preferencias para productos industriales se establecen en fun- 
ción de la evolución que sigue el comercio, y en caso de los agrarios, se ofrecen escasas 
ventajas. El país más beneficiado por el SPG comunitario ha sido China, que ha venido 
absorbiendo más de la cuarta parte del total de tales beneficios derivados del mismo; en 
cambio, los países más necesitados apenas han obtenido ventajas. 


12.2.4. Medidas de comercio autónomo con países balcánicos 


Al margen del SPG, la CE ha puesto en marcha un programa de medidas comerciales 
autónomas destinado a los países balcánicos occidentales (actualmente se benefician del 
mismo Albania, Bosnia-Herzegovina, Croacia, Montenegro y Serbia) con el fin de con- 
tribuir a su estabilización política económica. Dicho programa, se ha previsto con carác- 
ter provisional en tanto se negocien los correspondientes Acuerdos de Estabilización y 
de Asociación. 


En virtud de este programa, la UE permite, de forma unilateral, el acceso al mercado 
interior comunitario de los productos industriales procedentes de dichos países práctica- 
mente libre de gravamen (con la excepción de algunos textiles) y con un trato muy favo- 
rable para los agrarios y pesqueros. 


Acuerdos de Estabilización y Asociación han sido firmados por la CE con la ex Re- 
pública yugoslava de Macedonia y con Croacia (han entrado en vigor el 1 de enero de 
2001 y 1 de enero de 2002, respectivamente) por los cuales se prevé la creación de una 
zona de libre cambio de mercancías en un plazo de diez años así como la liberalización 
progresiva y recíproca del comercio de servicios. 


12.3. ACUERDOS REGIONALES NO PREFERENCIALES 


Se incluyen en esta categoría los acuerdos internacionales de la CE con otras organiza- 
ciones regionales y países terceros que no contemplan, en sentido estricto, preferencias 
comerciales. Son acuerdos de contenido diverso que van desde áreas de librecambio a 
los de mera cooperación. 


20 Los países actualmente beneficiarios del SPG comunitario, son los siguientes: Afganistán, Arabia 
Saudí, Argentina, Armenia, Azerbaidgjan, Bahrain, Bangladesh, Bielorusia, Bhutan, Bolivia, Brasil, Bru- 
nei, Camboya, Chile, China (República Popular), Costa Rica, Colombia, Cuba, Ecuador, Emiratos Arabes 
Unidos, Georgia, Gibraltar, Guatemala, Honduras, India, Indonesia, Irán, Irak, Isla del Coco (Costa Rica) 
Islas Bouvent (Noruega), Islas Cook, Isla de Guam (Estados Unidos), Islas Heard y McDonald, Islas Ma- 
rianas (Estados Unidos), Isla de Norfolk, Islas Minor Outlying (Estados Unidos), Islas Tokelau, Islas Vir- 
genes (Estados Unidos) Kazakhstan, Kirghizstan, Katar, Kuwait, Lao (República Democrática Popular), 
Libia, Malasia, Maldivas, Moldavia, Mongolia, Myanmar, Nepal, Nicaragua, Omán, Ouzbekistan, Paquis- 
tán, Panamá, Paraguay, Perú, Filipinas, Rusia (Federación), Sri Lanka, Tadjikistan, Tailandia, Timor del 
Este, Turkmenikistan, Ucrania, Uruguay, Venezuela, Vietnam, Yemen y Somoa Americana. 
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12.3.1. La cuenca mediterránea 


Cronológicamente, tras los Países ACP, el segundo foco de atención de las relaciones 
económicas externas de la CE, se situó en la Cuenca mediterránea?'. Tales relaciones 
comenzaron a principios de los años sesenta con Grecia (1962) y Turquía (1963) y prác- 
ticamente se generalizaron a todos los países mediterráneos a lo largo de la década de 
los setenta. Se firmaron acuerdos comerciales con Marruecos y Túnez en 1969; con Es- 
paña, Israel y Yugoslavia en 1970; con Portugal en 1972. Y de asociación con Malta en 
1971 y con Chipre en 1972. 


Dada la proliferación de acuerdos de diferente contenido y la creciente conflictivi- 
dad en la zona a partir de la guerra del Yom-Kippur, la Comunidad se planteó la necesi- 
dad de redefinir tales relaciones para darles un carácter más global y homogéneo. Ya 
para entonces otros países de la Cuenca mediterránea, tales como Argelia, Egipto, Jor- 
dania y Siria, estaban tratando de conseguir acuerdos similares a los de sus vecinos, 
mientras que otros Estados, que ya contaban con acuerdos con la CE, aspiraban a ser 
miembros de la misma en un futuro más o menos próximo (casos de Grecia, España y 
Portugal). 


Hasta los inicios de los setenta, la CE contempló la cuenca mediterránea como un 
todo, aunque cuando se produjeron las expectativas del ingreso de Grecia, España y 
Portugal, comenzó a diferenciar entre el mediterráneo europeo y no europeo. 


12.3.1.1. Cuenca mediterránea europea. Los casos especiales 
de Turquía y los países balcánicos occidentales 


A) Los Estados ya miembros de la UE 


Como antes se ha dicho, la política mediterránea de la Comunidad se inició con Grecia 
y Turquía en los primeros años sesenta y, posteriormente, en los primeros setenta, se 
extendió a España, Portugal, Chipre y Malta. 


Cuando a mediados de los años setenta España, Grecia y Portugal comenzaron a 
superar sus problemas políticos de tránsito de regímenes dictatoriales a democráticos, a 
pesar de la crisis económica del momento y de las considerables diferencias de desarro- 
llo entre estos tres países y los nueve que por entonces formaban parte de las Comunida- 
des, se produjo la ampliación, primero de Grecia (1981) y posteriormente de España y 
Portugal (1986). Los tres contaban con acuerdos previos con las Comunidad: Grecia, 
con un acuerdo de asociación y España y Portugal con acuerdos comerciales; en todos 
los casos implicaban importantes concesiones comunitarias en materia comercial. Esta 
primera ampliación mediterránea tuvo una clara lectura política: la de acabar con las 
dictaduras del Sur de Europa. 


La segunda ola de incorporación de países mediterráneos se produjo en el año 2004 
con la incorporación de Chipre, Eslovenia y Malta (junto con otros ocho Estados del 
Este y Norte de Europa a los que nos referiremos más adelante). 


21 Actualmente todos los países de la cuenca mediterránea tienen algún tipo de acuerdo económico 
bilateral con la UE, con la excepción de Libia. 
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Al pasar Grecia a ser país miembro de la Comunidad en 1981, los acuerdos de aso- 
ciación que todavía estaban vigentes eran los de Chipre, Malta y Turquía. Estos tres 
países habían solicitado su ingreso en la UE y los dos primeros se incorporaron en mayo 
de 2004. El contenido de estos acuerdos de asociación era bastante similar: se contem- 
plaban una serie de fases preparatorias hasta desembocar en la unión aduanera y se be- 
nefician de los correspondientes protocolos financieros. 


El acuerdo de asociación entre la CE y Malta se firmó el 5 de diciembre de 1970 y 
entró en vigor el 1 de abril de 1971; este acuerdo contemplaba la realización de una 
unión aduanera entre ambas áreas en diez años dividido en dos períodos de cinco, el 
segundo de los cuales no llegó a realizarse debido a la oposición maltesa a completar la 
unión aduanera. 


En el caso de Chipre, el acuerdo de asociación se firmó en 1972 y también preveía la 
constitución de una unión aduanera con la Comunidad en un plazo de 10 años divididos 
en dos períodos de cinco; el segundo de los períodos entró en vigor el 1 de enero de 1998. 


Actualmente Malta y Chipre son miembros de la Unión Europea (en el caso de Chi- 
pre, la parte griego-chipriota)”. 


Finalmente, restan por tratar los casos de Turquía y la mayoría de los países balcáni- 
cos, que presentan situaciones diferentes que pasamos a resumir. 


B) Turquía 


Por lo que respecta a Turquía, el actual acuerdo de asociación con la CE entró en vigor 
el 12 de septiembre de 1973. En el se prevé la constitución de una unión aduanera par- 
cial (para productos industriales, pero no para agrarios) entre ambas áreas dividida en 
tres fases, la tercera de las cuales se inició en marzo de 1995. La unión aduanera lleva 
asociada un conjunto de medidas legislativas relacionadas con el comercio de bienes de 
gran trascendencia (caso, por ejemplo, de la aplicación en Turquía de buena parte del 
Código Aduanero Común), que se extienden también a determinados campos de los ser- 
vicios y de la propiedad intelectual. Además, el acuerdo incluye otras muchas áreas de 
cooperación económica, técnica y financiera. 


En octubre de 2005 se iniciaron las negociaciones para la incorporación de Turquía 
como miembro a la UE, negociaciones que serán largas y duras y con resultado incierto 
habida cuenta que, no obstante el beneplácito político de los Estados de la UE, la entra- 
da de Turquía como Estado miembro cuenta con una gran oposición popular en muchos 
de los países de la UE”. Ningún otro país aspirante a miembro de la UE ha levantado 


22 Como consecuencia de la intervención militar de Turquía en Chipre (en 1974) para salvaguardar 
los intereses de la comunidad turco chipriota, la isla de Chipre fue dividida en dicho año dos partes 
(turco-chipriota —aproximadamente un 37% de la isla— al norte y greco-chipriota, al sur). Las Nacio- 
nes Unidas presentaron un plan de reunificación que fue votado en referéndum el 26 de abril de 2004 
con resultado negativo para la misma: la parte turco-chipriota fue favorable a la reunificación por el 65% 
de los votos y la greco-chipriota lo rechazó por el 76%. El referéndum tenía como finalidad, si el resulta- 
do era negativo como sucedió, el reconocimiento internacional de la incorporación de la parte griego- 
chipriota a la UE. De entrar Turquía en la UE el problema chipriota se solucionará con el tiempo, pero 
de no hacerlo, tal vez la UE ha cometido un error al no haber exigido la unificación de la isla como 
requerimiento previo para su incorporación como miembro a la misma. 

Un excelente resumen de todas las posiciones se ofrece en EU-Turkey talks to kick off on 3 Octo- 
ber. Euractiv, 27 September, 2005 (http: //www.euractiv.com). 
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tanta polémica como Turquía y ya ha tenido un peso importante en el no francés y ho- 
landés en los referendos celebrados para la ratificación del «Tratado por el que se insti- 
tuye una Constitución para Europa». 


Como aspectos positivos que se derivarían de una eventual incorporación de Tur- 
quía a la UE, se destacan los siguientes: posible mejora de las relaciones políticas occi- 
dentales con los países árabes de Oriente Medio y del Mar Caspio, pasando la UE a 
jugar un papel central en dicha área; asegurar para la UE mejores y más sólidas fuentes 
de suministro energético procedentes de los países caucásicos; la extensión de la cultura 
y los valores europeos —entre ellos una democracia estable— no sólo a Turquía sino 
también, posiblemente, a otros países limítrofes; incorporar a la UE un gran mercado de 
potenciales consumidores y sobre todo de mano de obra, etc. 


Los argumentos en contra, que son los más, se centran en los siguientes: 


— considerables diferencias políticas, culturales y económicas entre Turquía y los 
actuales miembros de la UE, 


— difícil control de las fronteras externas de la UE de los Estados limítrofes con 
Turquía (de los kurdistanes de Siria, Irak e Irán; de países caucásicos y otros), 


— abriría las puertas a futuras peticiones de ingreso de otros países europeos, tales 
como Bielorrusia, Moldavia y Ucrania, que tienen el mismo derecho, 


— absorbería durante muchos años la práctica totalidad de los recursos destinados a 
la cohesión y a la PAC, 


— el proceso de construcción europeo perdería profundidad hasta posiblemente de- 
saparecer como tal proyecto político. 


Prescindiendo de los problemas políticos, sociales y culturales de Turquía que, 
como es obvio, difieren considerablemente de la UE, su dimensión económica no guar- 
da una relación apropiada con su extensión física y de población. De entrar Turquía en 
la UE, se convertirá en el país geográficamente más extenso de la misma (781 mil km2) 
y el segundo en población (71 millones en 2001), con posibilidades de alcanzar a Ale- 
mania en un futuro no lejano debido al crecimiento de su población (1.43% anual). 


Tomando en consideración la población, Turquía tendría un peso en las instituciones 
comunitarias similar al de Alemania, superando, aunque no será fácil que ello ocurra, al 
de Francia, Italia y Reino Unido. Desde la óptica económica, Turquía es un Estado me- 
diano pequeño en la escala comunitaria situándose por detrás de Holanda. 


La situación económica de Turquía no admite parangón posible con los países de la 
ampliación hacia el Este ni con ninguno de los que han accedido a miembros en las 
anteriores. Tiene problemas de carácter estructural que le impiden, por el momento, 
cumplir los criterios de Copenhague (que le son exigibles). Los desequilibrios macroe- 
conómicos de Turquía son tan elevados, que de entrar de manera inmediata, salvo que 
se adoptaran unas medidas muy especiales, probablemente afectaría muy negativamente 
al buen funcionamiento de la Unión Económica y Monetaria. 


Turquía tiene una distribución sectorial del PIB y del empleo que se aleja mucho de 
la media de la UE: fuerte peso en el sector agrario y reducido en el de servicios. Igual- 
mente presenta una tasa errática de crecimiento del PIB con variaciones —en algunos 
años negativas— interanuales muy elevadas. La inflación media anual, no obstante su 
reducción en los últimos años, todavía se sitúa por encima del 50%; el déficit presu- 
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puestario de las administraciones públicas turcas superan el 14% del PIB, tasas absolu- 
tamente desconocidas en la UE; el endeudamiento del sector público superaba los 
120.000 millones de euros en el 2001, alcanzando el 83% del PIB; el déficit comercial 
es muy abultado, situándose entre el 6 y 10% del PIB en los últimos años y también es 
deficitaria la cuenta corriente exterior. 


Tras más de cuarenta años como país asociado a la UE, y de haber realizado consi- 
derables transformaciones políticas, económicas y sociales para acceder a Estado miem- 
bro, Turquía tiene derecho a ver clarificada su situación en el UE. Su posición al respec- 
to es bien clara: ingresar como miembro de pleno derecho y no admitir ningún Plan B. 
Por parte de la UE, dicha posición no es tan clara. Por ello, una posible salida para este 
país —que por supuesto rechaza Turquía— es que la UE le concediese un estatus de 
asociado muy favorable pero sin llegar a Estado miembro. Por ejemplo, la opción de 
participar plenamente en el mercado interior y en la mayoría de las políticas comunes 
pero no en las instituciones y en la UEM. Ese estatus especial también podría extender- 
se a otros países europeos que tienen futuras pretensiones de incorporación —caso de 
Ucrania, entre otros— y de esta manera la UE podría clarificar de manera definitiva sus 
fronteras físicas y llevar a cabo su proyecto político. 


C) Los países balcánicos occidentales 


Los denominados países balcánicos occidentales, todos ellos procedentes de la desinte- 
grada República de Yugoslavia —con la excepción de Albania—, más tarde o más tem- 
prano, previsiblemente también serán miembros de la UE ya que este es el objetivo que 
ésta se ha marcado en la Agenda de Salónica de 2003. Ya lo es Eslovenia, en unos años 
lo será Croacia y más adelante Macedonia. De los restantes —Albania, Bosnia-Herze- 
govina, Montenegro, la República Yugoslava de Macedonia y Serbia—, aun no se pue- 
de avanzar una fecha concreta ya que hasta el momento ni tan siquiera han firmado los 
correspondientes Acuerdos de Estabilización y Asociación que son previos a la inte- 
gración. 


Para todos estos países la UE sigue como estrategia de pre-adhesión lo que se cono- 
ce como Proceso de Estabilización y Asociación, según lo establecido entre los líderes 
de la UE y los de los países balcánicos occidentales en la cumbre de Zagreb de noviem- 
bre de 2000. Como su propio nombre indica, dicho proceso tiene por finalidad principal 
conseguir la paz entre estas repúblicas para evitar futuros conflictos así como fomentar 
sus relaciones recíprocas (objetivo de la estabilización)”. 


El Proceso de Estabilización y Asociación es flexible en sus términos adaptándose 
al nivel de desarrollo de cada uno de los países concernidos bajo la supervisión y control 


Uno de los aspectos importantes que se plasma en la Declaración de Zagreb — que se incorpora 
en los Acuerdos de Estabilización y Asociación con la UE—, se refiere a la propia relación entre las 
Repúblicas balcánicas. Se establece en estos términos: De ahora en adelante, los Jefes de estado o el 
Gobierno de los cinco países concernidos se comprometen a establecer entre sus países la cooperación 
para un diálogo político regional, un área regional de libre cambio y la cooperación en el campo de la 
Justicia y asuntos internos, en particular reforzando la Justicia y la independencia, para combatir el 
crimen organizado, la corrupción, el lavado de dinero, la inmigración ilegal, el tráfico de seres huma- 
nos y todas las formas de tráfico ilegal. Estos compromisos serán incorporados en los acuerdos de esta- 
bilización y asociación que sean concluidos con la Unión Europea. 
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de la UE. Sus tres piezas básicas son: ventajas comerciales concedidas por la UE (en 
virtud de las medidas autónomas de comercio), asistencia económica y financiera (pro- 
grama CARDS —Community Assistance for Reconstruction, Development and Stabili- 
sation—, iniciado en el año 2000) y relaciones contractuales (Acuerdos de Estabiliza- 
ción y Asociación)”. 

El Proceso desemboca en la firma de acuerdos bilaterales entre la CE y cada uno de 
los países, que recibe el nombre de Estabilización y Asociación y que es preparatorio 
del acceso a Estado miembro?*. Los criterios que cada uno de los países tiene que cum- 
plir para convertirse en miembro de la UE son los mismos que los de Copenhague. En 
virtud de la cláusula de flexibilidad que se ha adoptado por parte de la UE, cada país 
marca su propio ritmo. 


La situación en la que actualmente se encuentran los países balcánicos occidentales 
en sus relaciones con la UE, puede resumirse de la manera siguiente: 


Croacia ha sido el segundo país balcánico —tras Eslovenia— en firmar el Acuerdo 
de Estabilización y Asociación: 29 de octubre de 2001. Este país solicitó su ingreso co- 
mo miembro el 21 de febrero de 2003 y recibió el plácet comunitario para negociar en 
junio de 2004. Se había previsto iniciarlas en marzo de 1995 pero el Consejo de Minis- 
tros decidió posponerlas debido a que Croacia no había cooperado en la medida necesa- 
ria con el Tribunal Internacional de Justicia de la Haya para depurar las responsabilida- 
des derivadas de crímenes de guerra relacionados con el conflicto militar del período 
1991-19957. 


La República Yugoslava de Macedonia firmó el Acuerdo de Estabilización y Aso- 
ciación con la CE en febrero de 2004 y también ha solicitado su ingreso en la UE —-22 
de marzo de 2004—., siendo el tercero de los países de la ex Yugoslavia —tras Eslove- 


25 Si bien desde 1991 la UE viene otorgando ayudas financieras a los países balcánicos occidentales, 
dicha ayuda adquiere mayor relieve a partir del año 2000 en que se instaura el programa CARDS en el 
marco de las perspectivas financieras de la Agenda 2000 dotándolo con 4,6 miles de millones de euros 
para el período 2000-2006. Concede ayudas para la reconstrucción, la reconciliación y retorno de los 
refugiados; desarrollo legislativo y armonización con las normas de la UE; reformas estructurales y 
afianzamiento; desarrollo económico y social sostenible y mejora de las relaciones regionales entre los 
países de la región, etc. Se benefician de las mismas Albania, Bosnia y Herzegovina, Croacia, Serbia, 
Montenegro y la República Yugoslava de Macedonia. 

26 Los acuerdos de Estabilización y Asociación establecidos por la CE, de una parte y cada uno de 
los países balcánicos de otra, son muy similares a los de Acuerdos Europeos suscritos con los países del 
Este. Constituyen el marco legal necesario para que tales países puedan llegar a ser miembros de la 
Unión Europea. Las principales áreas que contemplan, son las siguientes: diálogo político; cooperación 
regional entre las repúblicas balcánicas; puesta en funcionamiento de las cuatro libertades de circulación 
con el objeto de crear, previamente al ingreso en la UE, un área de libre cambio con ésta para productos 
industriales y para la mayoría de los agrarios; aproximación de legislación del país concernido al acquis 
de la UE y cooperación en todas las políticas de la Unión, incluyendo la de seguridad, libertad y justicia. 

27 Las conversaciones exploratorias —previas a las negociaciones de los 25 capítulos que se han 
previsto en la negociación— se iniciaron en octubre de 2005 —en la misma fecha que las de Turquía— 
El informe de progreso de la Comisión de 2005 sobre dicho país, constata que está progresando en la vía 
adecuada; no obstante restan muchas cuestiones por resolver: déficit presupuestario y del sector exterior; 
reformas en una serie de políticas sectoriales que son necesarias para asumir el acquis communautaire, 
reforma de la administración, principalmente la de justicia; lucha contra la corrupción y la discrimina- 
ción de los gitanos; etc. El objetivo es que pueda entrar como Estado miembro de la UE en el año 2010, 
adelantándose a Turquía que, como pronto, se ha previsto como fecha de su ingreso el año 2015. 


(O ITES-Paraninto 


366 


Parte IV. ACCIÓN EXTERIOR DE LA UNIÓN EUROPEA 


nia y Croacia— que desea acceder a miembro. Se prevé que la UE le dé su visto bueno a 
dicha candidatura, si bien su ingreso tendrá que esperar a que la UE solucione sus proble- 
mas institucionales en la forma prevista por el semi-fracasado Tratado constitucional. 


De los restantes países balcánicos quedan por solicitar su ingreso Albania, Bosnia- 
Herzegovina, Montenegro y Serbia. Para todos ellos la cuestión es más compleja que 
en los casos anteriores, particularmente para Albania y Serbia, debido al problema de 
Kosovo. Actualmente se encuentran inmersos en el llamado Proceso de Estabilización y 
Asociación pero ninguno de ellos lo ha firmado siendo una condición necesaria para la 
petición de ingreso en la UE. 


Albania, lo mismo que los restantes países balcánicos occidentales del grupo que 
estamos considerando, también participa —y se beneficia de los correspondientes pro- 
gramas— del Proceso de Estabilización y Asociación e igualmente tiene como objetivo 
político prioritario su ingreso en la UE. Sus relaciones contractuales con la CE se cana- 
lizan a través del acuerdo de cooperación económica y comercial que fue firmado en 
mayo de 1992. Dicho acuerdo será sustituido por el de Estabilización y Asociación 
cuyas negociaciones se iniciaron el 31 de enero de 2003 y su firma podría producirse tan 
pronto como resuelva una serie de problemas que ha puesto de manifiesto el informe 
progreso de la Comisión correspondiente a 2005”, 


Bosnia-Herzegovina, que hasta el momento no cuenta con ningún instrumento con- 
tractual con la CE y que también participa del Proceso de Estabilización y Asociación, 
se está preparado para iniciar las negociaciones del correspondiente Acuerdo. 


Montenegro y Serbia que actualmente son estados separados, hasta el 21 de mayo de 
2006 formaban la República Federal de Yugoslavia”. Hasta la fecha no han firmado 
ningún acuerdo bilateral con la CE —salvo uno sectorial en textiles— aunque ambos 
participan en el Proceso de Estabilización y Asociación. El objetivo de la UE —y de 
ambos países— es integrarlos como miembros cuando superen los problemas que tienen 
pendientes”, 


12.3.1.2. Cuenca mediterránea no europea 


En las relaciones de la CE con la cuenca mediterránea no europea, pueden distinguirse 
tres períodos: Política Global Mediterránea (1972-1991), Política Mediterránea reno- 
vada (1992-1994) y Política de Asociación Euro-Mediterránea (1995 en adelante). 


28 Entre ellos, destacan la lucha contra el crimen organizado y la corrupción, mayor libertad de los 
medios de comunicación, reforma de la legislación electoral, del proceso de privatización de la propie- 
dad, etc. Albania tiene que presentar a las instituciones comunitarias un plan de acción con calendario y 
medidas concretas sobre como piensa solucionar tales problemas. 

2 Serbia y Montenegro han convivido 18 años formando la República Federal de Yugoslavia. En un 
histórico referéndum llevado a cabo por Montenegro, el 21 de mayo de 2006, los montenegrinos, por un 
55,4% de los votos, decidieron separarse de Serbia y constituirse en Estado independiente. 

30 En el informe de 2005 la Comisión confirma que ambos países están preparados para negociar el 
Acuerdo de Estabilización y Asociación y el Consejo ha dado su visto bueno para que la Comisión inicie 
dichas negociaciones. También señala que en el ámbito económico los dos países deben realizar refor- 
mas profundas en el sistema fiscal, unión aduanera, control del déficit del sector público, etc.; y en el 
jurídico y social deberán realizar reformas que permitan el respeto a los derechos humanos y protección 
de las minorías y los servicios de policía y seguridad. 
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La llamada Política Global Mediterránea fue de replanteamiento comunitario 
de la política seguida hasta el momento en el área dando entrada a los acuerdos co- 


merciales preferenciales cuyos prototipos fueron los firmados con España e Israel 
en 1970. 


La Política Mediterránea renovada segunda de las etapas fue, en buena parte, conse- 
cuencia del ingreso de España en las Comunidades Europeas. Ante la previsible reduc- 
ción de las importaciones comunitarias de productos agrarios del área —sobre todo de 
frutas y hortalizas— que podría derivarse una vez que España hubiese superado el pe- 
ríodo transitorio de adhesión, la Comunidad amplió el contenido de los acuerdos con 
nuevas concesiones arancelarias. También introdujo, en 1988, el protocolo financiero 
extendiendo la cooperación a este campo beneficiándose de ella actividades tales como 
la infraestructura, la educación, la sanidad, etc. 


Los acuerdos comerciales preferenciales que la Comunidad fue suscribiendo con los 
países mediterráneos del Machrek y del Maghreb fueron bastante similares entre sí, aun- 
que no enteramente coincidentes?'. Dichos acuerdos contemplaban unas condiciones 
muy favorables para la exportación de dichos países a la Comunidad en la que se pre- 
veían reducciones prácticamente totales para productos industriales y concesiones im- 
portantes para los agrarios sometidos a derechos arancelarios, caso de las frutas y horta- 
lizas, que en algunos casos podían llegar al 80%. En el campo de la cooperación, los 
proyectos a desarrollar contaban con dotaciones de recursos de los correspondientes 
protocolos financieros, tanto en forma de subvenciones con cargo al presupuesto comu- 
nitario como de créditos del BEI. 


La tercera etapa, la denominada de Asociación Euro-Mediterránea, se inició en los 
primeros años de la década de los noventa a propuesta de España y de otros Estados 
miembros mediterráneos con el fin de contrarrestar los efectos negativos que sobre di- 
cha área pudiesen tener la nueva ampliación comunitaria hacia el Este*”, Se inició en la 
cumbre euro-mediterránea de Barcelona de noviembre de 1995 y sus objetivos pueden 
calificarse de ambiciosos: conseguir un espacio de estabilidad política (incluida la de- 
mocratización de los países de la zona), incrementar las relaciones sociales y culturales 
y crear entre la UE y los países de la Cuenca un área de libre cambio para el año 2010”. 
Este último aspecto implica sustituir los acuerdos de cooperación por otros de libre 
cambio en los cuales se contemplan la reciprocidad (para la mayor parte de los produc- 
tos industriales y ciertas concesiones en productos agrarios y pesqueros) si bien estable- 
ciendo un largo período transitorio para las exportaciones comunitarias a dichos países 
en tanto que para éstos el acceso es prácticamente inmediato. 


31 Los países del Machrek (Este, en árabe), son Egipto, Jordania, Líbano y Siria; y los del Maghreb 
(Oeste, en árabe), Argelia, Marruecos y Túnez. 

2 Para mayor referencia véase Jordán Galduf, J. M y Fernández Fernández, M. T. «Cincuenta años 
de cooperación euromediterránea y diez años de asociación», en Cuadrado-Roura, J. R. y Fernández 
Fernández, M. T. (coordinadores.) El área de libre comercio euromediterránea. Hitos conseguidos y 
perspectivas futuras. Ed. Marcial Pons, Madrid, 2005, pp. 23 a 40. y 

33 A dicha cumbre asistieron, aparte de los países miembros de la UE, los siguientes: Argelia, Chi- 
pre, Egipto, Israel, Jordania, Líbano, Malta, Marruecos, Siria, Túnez, Turquía y la Autoridad Palestina. 
Es decir, todos los países de la Cuenca con la excepción de Albania, Libia y los nuevos estados de la ex 
república de Yugoslavia. 
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En el marco de esta nueva fase ya se han renegociado acuerdos con la práctica tota- 
lidad de los países para ajustarlos a la nueva política euro-mediterránea, muchos de los 
2 . Z GEA 34 
cuales ya están en vigor o lo estarán en un futuro próximo”. 


El instrumento financiero de la Comunidad para la Cuenca mediterránea no comuni- 
taria es el programa MEDA que sustituye a los protocolos financieros bilaterales exis- 
tentes con anterioridad entre la Comunidad y los países del Área. Se inserta en las nue- 
vas relaciones de asociación diseñadas en la Conferencia de Barcelona de 1995 y se rige 
por el Reglamento (CE) 1488/96 del Consejo, de 23 de julio de 1996, sobre financiación 
de las reformas socioeconómicas de la Cuenca”, 


La Cuenca Mediterránea requiere mucha más atención de la que la UE le ha presta- 
do hasta el momento. Desde los años noventa ha quedado un tanto relegada en los 
intereses comunitarios que claramente han virado hacia Europa del Este. La zona del 
norte de África, en particular el Maghreb, cuya situación política y económica es explo- 
siva, debiera ser motivo de mucha más preocupación en la UE de la que existe. El pro- 
blema que representa la inmigración hacia la UE proveniente del Norte de Africa es tan 
grave que o bien se realizan inversiones masivas para desarrollar y estabilizar esta zona 
o el desbordamiento demográfico será incontrolable a pesar de todas las medidas de 
contención que se establezcan. 


El proyecto de crear un área de libre cambio para el 2010 que incluya a todos los 
países de la Cuenca, significa teóricamente un gran avance pero hasta el momento está 
por demostrar ya que los problemas lejos de solucionarse, se agravan. La UE constituye 
el principal mercado de destino de las exportaciones de los países mediterráneos que, en 
promedio, se sitúan en torno al 50% de las totales, media que es superada por Marrue- 
cos, Argelia, Túnez, Malta y Egipto. La balanza comercial entre los países mediterrá- 
neos y la Unión arroja un notable superávit a favor de esta última; pero lo que puede 
resultar aun más sorprendente es que la balanza comercial agraria también sea favorable 
a la Unión, lo que obedece al bajo nivel de autosuficiencia alimentaria de varios de los 
países de la zona. 


4 El primer acuerdo de la nueva generación euro-mediterránea fue el firmado entre la CE y Túnez 
el 12 de julio de 1995 y entró en vigor el 1 de marzo de 1998. A éste han seguido los de Israel y Marrue- 
cos, cuyas entradas en vigor se produjeron en el año 2000; el de Jordania, que lo hizo en el año 2002; 
Líbano, en 2003; Argelia y Egipto en 2004; Siria que ha firmado un acuerdo marco en el año 2000 
aunque sigue vigente el viejo acuerdo de 1997. En diciembre de 1996 fue concluido un acuerdo provisio- 
nal entre la CE y la Autoridad Nacional Palestina para los territorios que administra; a pesar de que se 
prevé una liberalización progresiva de los intercambios entre ambas áreas, esto no deja de ser una fic- 
ción puesto que los productos palestinos ni tan siquiera pueden circular libremente entre sus propios 
territorios (por ejemplo, entre Gaza y Cisjordania); en cambio, si tiene interés y efectividad —la que 
permite Israel— la ayuda financiera comunitaria a tales territorios, gracias a los cuales pueden mala- 
mente sobrevivir. 

35 Como el resto de los programas de este tipo —cuyos principales antecedentes son el Phare—, 
MEDA se financia con cargo al presupuesto común en el que se contempla una línea presupuestaria 
específica que para el período 2000-2006 ha sido dotada con 5.350 millones de euros. Con ella se preten- 
de apoyar a las pequeñas y medianas empresas, a la inversión privada, la modernización de las infraes- 
tructuras, la mejora de los servicios sociales, la protección y la mejora del medio ambiente, la apertura 
de mercados exteriores, etc. En los planes de inversión, la financiación comunitaria no puede superar, en 
principio, el 80% del coste total de la misma. A dicha financiación pueden optar los Estados y las regio- 


nes y también las autoridades locales, empresas privadas, ONG de los países del Área beneficiaria y las 
de los países de la UE, etc. 
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En resumen, la política mediterránea de la Unión, en particular la que mantiene con 
los países árabes, se considera insuficiente para contribuir de forma sustancial al desa- 
rrollo económico de los mismos**. La UE no debe olvidar que los países de esta Cuenca 
están situados en un entorno muy próximo y le corresponde jugar un papel importante 
en la preservación de la paz, el desarrollo y la estabilidad. 


12.3.2. Las relaciones con la Europa del Este 


En este epígrafe vamos a estudiar las relaciones de la UE con los países del Este. Si bien 
mientras existió la URSS y controló políticamente a la práctica totalidad de los países 
de su órbita, las relaciones que mantenían con la CE eran bastante homogéneas, a partir 
de los años noventa del pasado siglo la situación ha cambiado radicalmente puesto que 
una serie de países del Este de Europa han pasado a integrarse como miembros en la 
UE. Por esta razón vamos a diferenciar entre ambos tipos de relaciones. 


12.3.2.1. Las relaciones económicas entre la CE y los antiguos 
países comunistas. 


La creación de las Comunidades no fue bien vista por la Unión Soviética y, por exten- 
sión, por los países del Este de Europa que estaban bajo su órbita, por considerar que era 
un invento de Estados Unidos. Todos ellos formaban parte del CAME (Consejo Econó- 
mico de Ayuda Mutua), también conocido por COMECON (Council for Mutual Econo- 
mic Assistance) razón por lo cual se negaron inicialmente a reconocer a la entonces 
CEE como un ente jurídico de carácter supranacional. 


Cuando, a mediados de los años sesenta, comenzaron a normalizarse las relaciones 
económicas entre el Este y Oeste europeo, se firmaron los primeros acuerdos comercia- 
les bilaterales entre la Unión Soviética y algunos países miembros de las Comunidades, 
entre ellos, Francia (en 1965); unos años después, en 1970, también se firmó un acuer- 
do entre la URSS y la República Federal de Alemania en el marco de la Ostpolitik 
del Canciller Willy Brandt. Posteriormente estos acuerdos se extendieron a otros países 
del Este. 


36 Dos de los países del norte de África que presentan dificultades especiales de todo orden, son 
Argelia y Marruecos. Ambos países se caracterizan por su escaso nivel de desarrollo, inestabilidad 
política y crecimiento explosivo de su población, problemas a los que no son ajenos las cuestiones reli- 
glosas. 

En el caso de Argelia, su economía es altamente dependiente de las exportaciones de productos ener- 
géticos: el 95% de las exportaciones de bienes argelinas están relacionadas con el petróleo y el gas natu- 
ral; de tales exportaciones dependen el 30% de la generación del PIB y el 65% de las rentas públicas. En 
los últimos años la tasa de crecimiento argelina es muy baja debido a su inestabilidad política y depen- 
dencia económica. El desempleo alcanza el 25% de la población activa. 

En el caso de Marruecos, la situación es incluso más crítica que la de Argelia: su renta percápita no 
alcanza los 1.500 $. La tasa media de crecimiento económico se sitúa en los últimos años alrededor del 
2% (frente al 1,8% de la población) y se caracteriza por su considerable variación interanual debido a su 
gran dependencia del sector agrario; el nivel de desempleo se eleva a más del 20% en las áreas urbanas y 
mayor aún en las rurales. El país tiene carencia absolutas en infraestructura (sobre todo en las áreas 
rurales), un sector productivo altamente ineficiente y un sector público bastante incontrolado en sus gas- 


tos improductivos. 
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La mayor parte de los acuerdos comerciales firmados por los Estados miembros de 
la CEE con países del Este expiraban a mediados de los setenta y la política comercial 
común comenzó a aplicarse a partir de 1971. Ya para entonces la actitud de los países 
del Este frente a la Comunidad había cambiado y pretendían que los nuevos acuerdos 
se negociaran entre la CEE y el CAME, en lugar de hacerlo entre la CEE y los países 
pertenecientes a aquél. La CEE se negó alegando que el CAME no era una organización 
con personalidad jurídica internacional y no tenía competencias en materia comercial””. 


El resultado final fue la firma de nuevos acuerdos bilaterales entre la Comunidad y 
países europeos del CAME —lo que implicaba el reconocimiento de la CEE por tales 
países—, la mayor parte de los cuales eran de carácter sectorial (aceros, textiles, etc). 


Los acontecimientos posteriores son suficientemente conocidos: los países del Este 
recuperaron su libertad en 1989, Alemania se unificó en 1990, la URSS comenzó a de- 
sintegrarse en nuevos Estados a partir de 1990 (la mayoría de los cuales formaron con 
Rusia, en diciembre de 1991, la Comunidad de Estados Independientes —CEl—,) y el 
CAME también desapareció legalmente en enero de 1991. 


Todos los países del Este entraron en el difícil tránsito que implica el paso de un 
sistema socialista a otro capitalista y en la democratización de sus regímenes políticos. 
Aspectos estos que en muchos casos no se han superado todavía. Y todos ellos comen- 
zaron a virar sus relaciones hacia Occidente, en particular a la UE, de los que la mayoría 
de ellos ya son miembros. La UE también varió su postura pasando de las restrictivas 
relaciones comerciales del pasado a la cooperación plena y, posteriormente, a incorpo- 
rarlos como socios por considerar que forman parte de la familia europea, una operación 
política de amplio alcance de la que se espera obtener unos buenos resultados. Durante 
el período de transición, hasta su incorporación como miembros dela UE, tales países 
pasaron a ocupar el primer plano de las relaciones externas de la UE. 


A partir de los noventa del pasado siglo, las relaciones externas de la CE difieren 
claramente entre los países europeos del Este —y bálticos— y los miembros de la CEL, 
es decir, Rusia y las restantes repúblicas de la ex-URSS. 


12.3.2.2. Países del Este. De los acuerdos europeos 
a la integración plena. 


La CE comenzó firmando acuerdos de cooperación económica con la práctica totalidad 
de los países de Europa del Este, primero con un carácter interino y desde los inicios de 


27 El reconocimiento mutuo CEE-CAME se produjo a mediados de 1988 pero sirvió de bien poco ya 
que un año y medio después, en enero de 1991, el CAME desapareció. 

El primero de esta tanda de nuevos acuerdos se firmó con Rumania, al que siguió otro con Polonia 

y después con Bulgaria, Checoslovaquia y Hungría. En fin, se firmaron acuerdos con todos los países 

europeos del Este pertenecientes al CAME, con las excepciones de la URSS y Alemania (República 

Democrática), aunque este país tenía, desde 1951, un acuerdo con la República Federal de Alemania por 

el que se establecía la franquicia arancelaria. Tales acuerdos se limitaban a las relaciones comerciales: 


por parte de la Comunidad se aplicaba el Arancel Aduanero Común y determinadas restricciones cuanti- 
tativas. 
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los años noventa, de asociación, denominados Acuerdos Europeos, que fueron prepara- 
torios de la plena integración en la misma?”. 


Los Acuerdos Europeos tenían por objeto crear las condiciones políticas y económi- 
cas apropiadas para que la integración tuviera lugar de manera ordenada. Su duración se 
previó ilimitada contemplando un período transitorio de 10 años divididos en dos etapas 
de cinco años. Dichos acuerdos fueron muy flexibles para adaptarse a la situación so- 
cioeconómica que presentaba cada uno de los países firmantes. 


Al ser acuerdos preparatorios para la integración en la UE, ésta diseñó un minucio- 
so plan de transición del socialismo al capitalismo, conocido como Criterios de Copen- 
hague, que contemplaba profundas transformaciones políticas (consolidación de la de- 
mocracia), económicas (adopción de la economía de mercado) e institucionales cuyos 
resultados, por países, eran evaluados por la Comisión anualmente*. 


Los Criterios de Copenhague establecían tres exigencias: la primera era de tipo po- 
lítico: asunción de un régimen democrático, instituciones estables, primacía del Estado 
de Derecho y de respecto a los derechos humanos y de las minorías; la segunda, de tipo 
económico: establecimiento de una economía de mercado que fuese viable; y la tercera 
de orden institucional: capacidad para incorporar el acervo común y adhesión a los ob- 
jetivos políticos y monetarios de la Unión Europea”. 


Siete de los nueve Estados a los que le eran exigibles los Criterios de Copenhague, 
fueron los primeros que los cumplieron y por ello se incorporaron a la Unión el 
1 de mayo de 2004, tras la firma de los correspondientes tratados de adhesión en 
Atenas —Grecia— el 16 de abril de 2003%. Los dos restantes (Bulgaria y Rumania), 
se han visto obligados a retrasar la fecha de su ingreso hasta el 1 de enero de 2007 


32 La firma de estos acuerdos de asociación se iniciaron con Hungría y Polonia en 1991; prosiguie- 
ron con Bulgaria, Eslovaquia, República Checa y Rumania, en 1993; con Estonia, Letonia y Lituania, en 
1995 y con Eslovenia, en 1996. 

Con Estonia, Letonia, Lituania y Eslovenia, que no eran Estados independientes antes de la década 
de los noventa, la Comunidad, como es obvio, no había suscrito ningún acuerdo bilateral antes de lograr 
la misma. El 11 de mayo de 1992, la CE firmó con los tres países Bálticos unos acuerdos comerciales y 
de cooperación de características bastante similares con los que existían con los países del Este cuando 
pertenecían al CAME, acuerdos que fueron sustituidos, a finales de 1995, por los de asociación. Por su 
parte, Eslovenia firmó con la CE un acuerdo de cooperación global el 5 de abril de 1993 por el se esta- 
blecía la cooperación económica, técnica y financiera. Dicho Acuerdo contenía una cláusula evolutiva 
que preveía su transformación en otro de asociación como efectivamente ocurrió a mediados de 1996. 

Tras la división oficial de Checoslovaquia en dos nuevos Estados (las Repúblicas Checa y Eslovaca, 
el 1 de enero de 1993), la CE firmó nuevos acuerdos de asociación con cada una de ellos el 6 de diciem- 
bre de 1993 entrando en vigor el 1 de febrero de 1995. 

4 Los Criterios de Copenhague fueron establecidos por el Consejo Europeo en su reunión de junio 
de 1993 en la ciudad danesa de la que tomaron su nombre. En la misma se reconoció a los países 
de Europa Central y Oriental el derecho a adherirse a la Unión Europea cuando dicho criterios se cum- 
plieran. 

41 Tales criterios fueron exigibles a todos los Estados de la ampliación de 2004 y 2007, con las 
excepciones de Chipre, Eslovenia y Malta; es decir, a Bulgaria, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Po- 
lonia, República Checa, República Eslovaca y Rumania, países todos ellos que durante cuatro décadas 
habían dependido de la ex-URSS y cuyos regímenes políticos no eran democráticos y sus sistemas eco- 
nómicos eran de economía centralizada. 

2 Los 10 Estados que ingresaron en la UE el 1 de mayo de 2004, fueron los siguientes: Chipre, 
Eslovenia, Estonia, Hungría, Letonia, Lituania, Malta, Polonia, República Checa y República Eslovaca. 
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aunque también firmaron sus correspondientes tratados de adhesión el 25 de abril de 
2005. 


En la transición hacia la democracia y la economía de mercado, los países del Este 
han tenido que realizar considerables transformaciones de todo orden para dar cumpli- 
miento a los Criterios de Copenhague. Han cambiado sus regímenes políticos para con- 
vertirlos en democráticos, han tenido que cambiar su sistema económico acometiendo 
un vasto plan de privatizaciones y de reconversión de todos los sectores para hacerlo 
compatible con las reglas de mercado, han realizado una amplia reorganización de su 
administración a todos los niveles y, sobre todo, han tenido que cambiar la mentalidad 
de las personas. Y hay que decir que, en general, dicha transición la han hecho de mane- 
ra modélica y en un tiempo record: las transformaciones han sido asombrosas en casi 
todos ellos. 


Por su parte, la UE, que ha hecho un seguimiento continuo y a todos los niveles de 
los avances que se iban produciendo y les ha prestado la asistencia necesaria, sobre to- 
do, de tipo financiero. La ayuda financiera ha sido generosa y se ha canalizado a través 
de varios programas entre los que ha sobresalido PHARE*. 


PHARE, cuyas siglas provienen de Polonia, Hungría, Ayuda a la Reconstrucción 
Económica fue un programa financiero comunitario de subvenciones con cargo al pre- 
supuesto de la Comunidad, que entró en funcionamiento en 1989 con el objeto de coor- 
dinar las ayudas a Polonia y Hungría; poco después se amplió al resto de los PECO*. 
PHARE ha sido, por consiguiente, el programa a través del cual la CE ha canalizado y 
coordinado gran parte de la asistencia financiera y técnica hacia los PECO*. 


En 2007 concluye la ampliación al Este con la incorporación de Bulgaria y Rumania 
y con ella la Unión Europea ha experimentado la mayor y más complicada ampliación 
de su historia por sus repercusiones políticas, económicas y sociales. La superficie se ha 
incrementado en 1.086 Km2 (en un tercio aproximadamente de la UE-15) y la pobla- 
ción en algo más de 100 millones de habitantes (poco más de la cuarta parte de la pobla- 
ción de la UE-15); en cambio, el PIB sólo se acrecienta en un 10% del total y el PIB 
percápita comunitario se reduce en más de un 12%. 


Con la excepción de Chipre y Malta —que son dos países de tradición capitalista 
y cuyo nivel de renta se aproxima a la media de la UE—, los restantes países tienen en 
común tres importantes características: en primer lugar, casi todos ellos proceden de 


% Ya con vista a la ampliación, en el marco de la Agenda 2000 (período 2000-2006) se han incorpo- 
rado otros dos programas financieros de menor importancia que el PHARE: el SAPARD (Special Acces- 
sion Programme for Agriculture and Rural Development) y el ISPA (Instrument for Structural Policies 
for Pre-Accession). El primero tiene como función financiar programas de desarrollo rural y el segundo 
infraestructuras del transporte y medio ambiente. 

También se extendió a los países balcánicos occidentales (en concreto a Albania, Bosnia-Herze- 
govina y Macedonia) hasta el año 2000 que fue sustituido por el programa CARDS. 

Las ayudas se han destinado al desarrollo de una serie de sectores considerados estratégicos tales 
como el medio ambiente, transporte, agricultura, energía, mercado de trabajo; y también a actividades de 
tipo horizontal: apoyo a las PYME, privatización y reestructuración de empresas públicas, creación de 
Joint ventures y reforma del sistema financiero. La elección de los sectores a los que se han dirigido las 
ayudas PHARE se hizo tomando como base unos planes indicativos que fueron diseñados entre la Comi- 


sión y el país beneficiario. Los programas PHARE, también se han beneficiado de financiación adicional 
con cargo al BEI. 
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regímenes económicos de planificación centralizada; en segundo lugar, todos ellos tie- 
nen un nivel de renta percápita muy inferior a la media de la UE-15 (algo más de un 
tercio) y, en tercer lugar, con la excepción de Polonia y en menor medida, de Rumania, 
son países pequeños: seis de ellos —Chipre, Eslovenia, Estonia, Letonia, Lituania y 
Malta— no superan los 5 millones de habitantes y dos —Chipre y Malta— ni siquiera 
llegan al millón. 


Las diferencias de desarrollo entre los Estados miembros de la UE se han incremen- 
tado de manera muy considerable con la ampliación. Si, como es de esperar, ésta trans- 
curre por unos cauces adecuados, presumiblemente los nuevos socios de la UE, con el 
tiempo, irán convergiendo en renta percápita con los antiguos miembros, pero ello exi- 
girá bastantes años y un considerable esfuerzo financiero al que no están dispuestos los 
países más ricos de la UE occidental como se ha puesto de manifiesto en aprobación de 
las perspectivas financieras para el período 2007-2013. 


12.3.3. La Federación Rusa y países de la CEI 


Este segundo grupo de países del Este lo componen los hoy Estados independientes que 
hasta el inicio de los años noventa fueron antiguas repúblicas de la ex-URSS la mayoría 
de los cuales forman la actual CEI (todos, excepto Azerbaidgjan y Georgia). Estos 
países que están más alejados físicamente de la UE y por añadidura atraviesan por una 
situación económica y política más grave que los PECO, no está prevista su integración 
en la UE. 


Entre la UE y Rusia y algunos de los Estados que forman la CEI, existen acuerdos 
económicos y de cooperación que entraron en vigor a finales de la década de los noven- 
ta del pasado siglo y que son conocidos como Agremen on partnership and Coopera- 
tion**. Dichos acuerdos vienen a sustituir al acuerdo comercial y de cooperación que 
desde 1989 existía con la antigua URSS y cuya continuidad ya no tenía sentido al desa- 
parecer ésta”, 


La estabilidad política y económica de Rusia y del resto de la CEI es esencial para la 
UE, al menos por dos motivos. El primero, porque algunos de tales países son potencias 
nucleares —casos de Rusia y Ucrania— que por razones de seguridad mundial deben 
ser apoyadas en su transición hacia un régimen democrático y de economía de mercado. 
El segundo, porque varios de estos países —Bielorrusia, Moldavia, Rusia y Ucrania—, 
son frontera directa con la UE. 





En este contexto se enmarca los nuevos acuerdos de partenariado con Rusia (1997) 
y con Moldavia y Ucrania (1998): prestarles apoyo político, técnicos y financiero en 
y 


46 Con el resto de los países de la CEI la CE también ha suscrito acuerdos bilaterales que en unos 
casos se limitan al comercio de productos textiles y en otros abarcan otros sectores, tales como el acero, 
ciencia y tecnología, etc. 

47 Los países de la CEI que han firmado con la CE acuerdos de partenariado y cooperación, son los 
siguientes: Kazakhstan, Kirghizstan, Moldavia, Rusia y Ucrania. Los países de la CEI que únicamente 
cuentan con acuerdos comerciales sectoriales, son: Armenia, Bielorusia, Ouzbekistan, Tadjikistan y 
Turkmenikistan. Y los dos países de la ex-URSS, pero que no pertenece a la CEL y que también cuentan 
con acuerdos sectoriales, son Azerbaidgjan y Georgia. Todos ellos se benefician del programa TACIS. 
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esta etapa de transición política y económica para consolidar la democracia y la econo- 
mía de mercado e insertarlos en la economía mundial a través de su ingreso en la OMC. 
Para reforzar estos lazos fronterizos, la CE puso en marcha en 2004 otra iniciativa: la 
política de vecindad, programa que pretende la cooperación transfronteriza entre los 
países del Este que han accedido a miembros y sus antiguos socios en una serie de áreas 
tales como medio ambiente, energía, seguridad nuclear, inmigración, etc. De dicho pro- 
grama se benefician Bielorrusia, Moldavia, Rusia y Ucrania y se financia con el progra- 
ma Tacis”. 


Los acuerdos de partenariado, con una vigencia inicial de 10 años, pretenden ser la 
antesala para la creación de una gran área de librecambio. En el caso de Rusia, los prin- 
cipales objetivos del mismo pueden sintetizarse en los siguientes: establecer un marco 
que permita el diálogo político entre las partes; apoyar a Rusia en su tránsito hacia la 
democracia y a la economía de mercado; promover el comercio y las inversiones basa- 
das en los principios de la economía de mercado; crear las condiciones necesarias para 
el desarrollo futuro de un área de librecambio en bienes, servicios y movimiento de ca- 
pitales entre ambas áreas, etc.*? 


El acuerdo con Rusia contempla la liberalización comercial basada en la aplicación 
de la cláusula de la nación más favorecida y eliminación de las restricciones cuantitati- 
vas así como la cooperación en numerosos sectores y actividades tales como ciencia y 
tecnología, energía, medio ambiente, transporte, armonización legislativa y previsión 
sobre establecimiento de empresas, liberalización de servicios y capitales, prevención 
de actividades ilegales, tráfico de drogas, etc. 


Tanto Rusia como el resto de los países de la CEl —y Mongolia— se benefician, 
desde 1993, del programa TACIS (Technical Assistance to the Commonwealth of Inde- 
pendent States), que se financia con cargo al presupuesto comunitario y que tiene por 
finalidad ayudarles a superar los muchos problemas económicos y políticos por los que 
atraviesan”. Además del TACIS, estos países también pueden obtener recursos del BEI 


y de otras fuentes, entre ellas, del Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo 
(BERD)”. 


* La nueva política de vecindad no se limita a los países citados. Siguiendo el espíritu de la Confe- 
rencia de Barcelona, también se extiende al Mediterráneo del Sur: Argelia, Autoridad Palestina, Egipto, 
Israel, Jordania, Líbano, Libia, Marruecos, Siria y Túnez. Véase al respecto Comisión de las Comunida- 
des Europeas Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento. «Wider Europe Neighbour- 
hood: A New Framework for Relations with our Eastern and Southern Neighbours». COM(2003) 104 
final, Brussels, 11.3.2003. 

? Rusia es el sexto socio en importancia comercial de la UE (en exportaciones y en importaciones), 
siendo el saldo favorable a esta última. En tanto las importaciones europeas procedentes de Rusia supo- 
nen en torno al 4% de las totales, para Rusia representan más de un tercio de sus exportaciones. Rusia 
realiza de la UE más del 50% del total de sus importaciones. 

% El objetivo principal del programa es el de apoyar las actividades que se consideran prioritarias 
tales como la puesta en funcionamiento de empresas industriales y comerciales, la producción agraria y 
la industria alimentaria, la energía —en particular el control de la nuclear — transporte y recualificación 
de la fuerza de trabajo para adaptarla a la economía de mercado, etc. 

51 El BERD (con sede en Londres) fue creado en 1990 con un capital inicial de 10.000 millones de 
ecus y en el que participan la CE, con un 6% del capital y los Estados miembros, con otro 45%. El resto 
de las participaciones se las reparten una serie de países entre los que están Estados Unidos, Japón, otros 
países y la propia CEI —que de esta forma adquiere la doble condición de socio y beneficiario—. 
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12.3.4. El Espacio Económico Europeo (EEE) 


Tras el acceso del Reino Unido y de Dinamarca a miembro de las Comunidades Euro- 
peas en 1973, los países que todavía continuaban formando parte de la EFTA firmaron 
con la CEE un acuerdo de libre cambio en el que se preveía la supresión prácticamente 
total de los aranceles a los productos industriales a partir de 1977. En la reunión minis- 
terial CE/EFTA celebrada en Luxemburgo en 1984, se concibió la idea de crear un Es- 
pacio Económico Europeo; es decir, de extender a la EFTA una buena parte del merca- 
do interior comunitario (las libertades de circulación) y las reglas comunitarias sobre 
competencia, proyecto que fue impulsado por J. Delors tras su acceso a la presidencia 
de la Comisión en 1984. 


El Acuerdo por el que se crea un área de libre cambio (conocido como Espacio Eco- 
nómico Europeo —EEE—) entre las Comunidades y sus Estados miembros, de una par- 
te, y Austria, Finlandia, Islandia, Liechtenstein, Noruega, Suecia y Suiza —todos ellos 
miembros de la EFTA—, de otra, se firmó en Oporto (Portugal) en mayo de 1992. En 
todo lo no previsto por el nuevo acuerdo, se considera vigente el que existía con anterio- 
ridad. El acuerdo sobre el EEE entró en vigor el 1 de enero de 1994, si bien Suiza recha- 
zÓ su ratificación en referéndum celebrado en diciembre de 1992 y tres de los países 
firmantes —Austria, Finlandia y Suecia— han pasado a formar parte de la UE. Así, 
pues, el EEE está formado por los Estados miembros de la UE más Islandia, Liechtens- 
tein y Noruega”. 








Desde el punto de vista de las relaciones externas de las Comunidades, dicho acuer- 
do fue el proyecto más ambicioso firmado hasta esa fecha ya que significaba de hecho, 
una ampliación encubierta de la CE en una serie de campos. Al pasar Austria, Finlandia 
y Suecia a formar parte de la UE en 1995, el EEE, sin dejar de ser importante, tiene una 
significación económica muy inferior a la anterior. 


El contenido básico del Tratado es el siguiente: 


— Con escasas excepciones, se contempla la asunción en el EEE de las cuatro 
grandes libertades de circulación comunitaria: mercancías, personas, servicios 
y capitales, lo cual significa asumir en torno al 80% del acervo que afecta al 
mercado interior comunitario. En mercancías, se eliminan las restricciones cuan- 
titativas y las medidas de efecto equivalente y se reducen las formalidades adua- 
neras; existe libre circulación para la práctica totalidad de los productos indus- 
triales y parte de los agrarios, si bien, en este último sector y en pesca, persisten 
ciertas restricciones aunque se prevé su liberalización progresiva. Igualmente se 
ha previsto un programa de liberalización de servicios similar al comunitario: 
libre prestación de servicios de crédito, seguros, comunicaciones y transportes. 
En capitales, se contempla su liberalización, si bien Noruega e Islandia mantie- 
nen su legislación nacional respecto a las inversiones en el sector de la pesca. 
Existe también libre circulación de las personas y libertad de establecimiento y 
prestación de servicios, equiparación de titulaciones y extensión a todo el EEE 
de los programas Erasmus y Comet. 


52 Su funcionamiento se le confía a un Consejo —con funciones políticas, a un Comité mixto 
—con funciones ejecutivas— a un Comité consultivo y a un Comité Parlamentario —que aprueba reso- 
luciones en su ámbito de actuación—, órganos en los que tienen representación las instituciones comuni- 
tarias y los Estados miembros de la EFTA signatarios del acuerdo del EEE. 
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— En concordancia con las libertades de circulación, el EEE también contempla la 
aplicación de las reglas sobre la competencia imperantes en la UE, en particular 
las que afectan a los monopolios y la cartelización de los mercados. Se prohíbe 
toda práctica comercial discriminatoria, medidas antidumping y obstáculos téc- 
nicos al comercio. 


— Son también de aplicación las políticas horizontales de la UE, tales como la so- 
cial, protección a los consumidores, medio ambiente y derecho de sociedades. 


A pesar de la importancia de este acuerdo, una buena parte de las grandes políticas 
comunitarias —las que más sacrificios financieros requieren de los Estados— están ex- 
cluidas del mismo: la PAC y Política Común de Pesca, la UEM, la presupuestaria etc. 
También lo están la PESC, la de cooperación en los ámbitos de la justicia y asuntos 
internos, etc. 


Las muchas ventajas que concede este Acuerdo a los países de la EFTA y las esca- 
sas Obligaciones que les exige, expliquen el rechazo de Noruega a integrarse en la UE 
después de tres intentos frustrados. Desde la perspectiva noruega, es comprensible este 
comportamiento ya que dicho país obtiene prácticamente todas las ventajas que com- 
porta el mercado interior comunitario y no asume compromisos que impliquen cesión 
de soberanía y costes financieros. También le permite preservar sus recursos energéticos 
y realizar una política agraria y pesquera autónoma. 


Un caso especial dentro de este contexto es el de Suiza, también miembro de la 
EFTA pero no del EEE. Por su ubicación geográfica este país ocupa no sólo el cora- 
zÓn de Europa sino de la propia UE. Ha rechazado en sendos referendos formar parte 
del EEE y tampoco es previsible que corto y medio plazo pase a ser miembro de la 
UE. No obstante, como el resto de los países de la EFTA, Suiza firmó el primer acuer- 
do general en 1972 y es el que, con las correspondientes actualizaciones, está todavía 
en vigor para dicho país. Se trata de un acuerdo preferencial que contempla un área de 
libre cambio para los productos industriales, también prevé una cláusula evolutiva de 
forma que cuando un producto no esté incluido en el acuerdo y una de las partes esti- 
me que debe estarlo, formula una demanda motivada a la otra parte para negociar su 
inclusión””. 


12.3.5. América Latina'* 


Actualmente la UE tiene firmados acuerdos bilaterales con todos los países de América 
Latina (AL) excepto con Cuba (por cuestiones políticas) y Puerto Rico (por ser Estado 


53 Además de este acuerdo general, Suiza ha firmado con la UE una serie de acuerdos sectoriales en 
diferentes campos. Entre ellos merece ser mencionado, por su importancia, el de transporte terrestre de 
mercancías (ferrocarril y carretera) de 1972, que tiene su antecedente en el firmado con la CECA en 
1957 sobre tarifas ferroviarias para el transporte de carbón por territorio suizo; se actualiza periódica- 
mente y actualmente contempla medidas de medio ambiente y sanitarias. También se han firmado otros 
acuerdos sectoriales en transporte aéreo, agricultura y pesca (y específicos para ciertos tipos de queso y 
control del fraude en vinos); piezas de relojería; seguros —excluidos los de vida—, fusión termonuclear, 
radioprotección y desechos radioactivos; cooperación en materia de investigación, de formación en el 
contexto del programa COMET y ERASMUS; transmisión electrónica de datos; etc. 

Para mayor detalle véase Fernández Navarrete, Donato: «UE-América Latina: de la cooperación a 
la asociación», Política Exterior, vol. XIX n.”. 104 marzo/abril 2005. 
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asociado con Estados Unidos). Con ninguna otra área del mundo comparte la UE tan- 
tos valores culturales como con Latinoamérica. Sin embargo, esa realidad no se co- 
rresponde, en igual medida, en las relaciones económicas que pueden ser calificadas 
de modestas. Desde el lado comunitario, las exportaciones a AL o las importaciones 
procedentes de dicha área no alcanzan el 10% del comercio extracomunitario. Visto 
desde el lado latinoamericano, las cosas cambian, al menos en términos relativos: la 
UE es para Latinoamérica el segundo socio comercial del mundo —tras los Estados 
Unidos— y el primero en los casos de Chile, Comunidad Andina (CAN) y Mercado 
Común del Sur (MERCOSUR). La Unión Europea es también el principal inversor en 
América Latina? 


Tras la aparente homogeneidad cultural que presenta Latinoamérica se esconde una 
considerable heterogeneidad en lo político y en lo económico. A pasar de los múltiples 
procesos de integración que se han dado en el área y cuyos antecedentes se remontan a 
de 1960 con la Asociación Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC), todo ha sido 
un continuo tejer y destejer sin apenas incidencia económica destacable. Si para medir 
dicho grado de integración partimos de la proporción del comercio intraregional sobre 
el total del comercio del área, puede decirse que América Latina es de las menos inte- 
gradas del mundo (lo cual se debe a su reducida competitividad y al carácter sustitutivo 
de los productos que se ofertan). 


Desde el plano político, en estos momentos AL nuevamente se ve envuelta en un 
proceso convulso. Junto a democracias más o menos estables y relativamente progresis- 
tas en sus modelos socioeconómicos, como ocurre en Brasil y Chile y en menor grado 
en Argentina y Uruguay, está surgiendo un nuevo movimiento de carácter populista- 
nacionalista que ha prendido con fuerza en Venezuela, Bolivia y Ecuador con posibili- 
dades de extenderse a otros países y que se conoce como revolución bolivariana”. Este 
movimiento, de clara reacción frente a la dominación política de Estados Unidos y la 
económica de dicho país y de la UE y, en general, frente a los programas económicos 
liberales que propugnan los organismos económicos internacionales, puede tener impor- 
tantes consecuencias para el futuro de toda la América Latina, en particular para los 
poco articulados procesos de integración que existen y para las pretensiones del ALCA 
promovido por Estados Unidos y los acuerdos de asociación de la Unión Europea. 


Por lo que respecta a la UE, la diversidad que presenta AL de alguna forma también 
se refleja en sus relaciones bilaterales, que suelen ser más intensas y completas en la 
medida que los países latinos son más desarrollados. Desde este punto de vista, AL, 
globalmente considerada, se divide en los siguientes grupos: Mercado Común Centro- 


35 La UE viene realizando en los últimos años en torno a las tres cuartas partes de las inversiones 
directas totales que recibe el área siendo España el primer inversor comunitario y en algunos países 
latinoamericanos también el primero del mundo. 

6 La ideología bolivariana hunde sus raíces en las ideas de Simón Bolívar. En su versión moderna y 
expuesto de forma muy simplificada, sus principales características podrán sintetizarse en las tres si- 
guientes: en el ámbito político, aboga por la unión de los países latinoamericanos evitando la interferen- 
cia exterior; en el social, por la enseñanza y sanidad públicas y otros programas de protección que reduz- 
can las desigualdades; y en lo económico, por un modelo independiente que evite la dominación 
económica del exterior. Todo ello envuelto en una esfera de populismo que lo hace poco creíble por su 
considerable dependencia ideológica del fracasado modelo cubano. 
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americano (—MCC— integrado por Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y 
Nicaragua), Comunidad Andina (—CAN— constituida por Bolivia, Colombia, Ecua- 
dor, Perú y Venezuela —país que la ha abandonado—), Mercado Común del Sur 
(—MERCOSUR— formado por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay) y dos países 
no ligados estrictamente a ninguno de los anteriores procesos regionales: Chile y 
México. 


12.3.5.1. Evolución histórica de los acuerdos 


Prescindiendo del Sistema de Preferencias Generalizadas (SPG), programa que ya se 
había iniciado en la década de los sesenta en favor de los Países en desarrollo, las rela- 
ciones de cooperación de la Comunidad Europea con América Latina, comenzaron a 
articularse a comienzos de los años setenta. Se firmaron algunos acuerdos (con Argenti- 
na en 1971, con Brasil y Uruguay en 1974, con México en 1975, etc.) aunque fue a 
partir de entonces, y sobre todo a lo largo de la década de los ochenta, cuando se fueron 
extendiendo los acuerdos de cooperación a diversos países americanos. Tales acuerdos 
tuvieron un alcance muy inferior a los que, por ejemplo, la CE había firmado con los 
países de la Cuenca Mediterránea. 


Con el ingreso de España y Portugal en las Comunidades las relaciones económicas 
con América Latina recibieron un considerable impulso que se plasmó, en los años no- 
venta, en nuevos acuerdos cuyos objetivos y recursos financieros superaron con creces a 
todos los precedentes. A partir de entonces puede decirse que todos los países de Améri- 
ca Latina —con las ya señaladas excepciones de Cuba y Puerto Rico— tienen algún tipo 
de acuerdo con la CE; y, como área, Latinoamérica pasa a ocupar un lugar relativa- 
mente importante en las relaciones externas de la CE. No obstante, como hemos dicho, 
desde el punto de vista socioeconómico, América Latina no es un todo homogéneo lo 
cual se refleja, como es obvio, en los intereses comunitarios. De ahí que la UE no tenga 
todavía un único modelo de relaciones con Latinoamérica aunque ciertamente sí aspire 
a ello. 


En la cumbre de Río de Janeiro de 1999 celebrada entre los jefes de Estado y de 
gobierno de la UE y de América Latina, se acordó incrementar el nivel de los futuros 
acuerdos a negociar —de manera inmediata los de CE y MERCOSUR— elevándolos a 
la categoría de asociación con el objeto de ir creando entre la CE y las diferentes orga- 
nizaciones regionales y países latinoamericanos zonas de libre cambio similares a la que 
ya se había negociado con México. Esto suponía elevar a un primer plano las relaciones 
comunitarias de la UE con Latinoamérica sustituyendo las viejas concesiones arancela- 
rias unilaterales de la CE —el SPG— por un acuerdo de asociación bilateral de conce- 
siones comerciales recíprocas (aun cuando no fuesen equivalentes). 


En este contexto se iniciaron las negociaciones con Chile y con MERCOSUR. Las 
primeras han concluido con éxito habiéndose firmado el Acuerdo correspondiente y las 
de MERCOSUR siguen un lento caminar en consonancia con la crisis por la que atra- 
viesa esta Organización. En mayo de 2002 la CE volvió a renovar su propuesta, ahora a 
los países del Grupo Andino y a los de América Central comenzando por incrementar 
sus actuales relaciones de cooperación con el propósito de alcanzar en un futuro un 
acuerdo de libre cambio similar al que se está negociando con MERCOSUR. 
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12.3.5.2. Acuerdos de cooperación económica y comercial 


Los acuerdos-marco de cooperación económica y comercial son acuerdos mixtos que 
regulan la relación económica, técnica, financiera, etc. entre la CE —y sus Estados 
miembros— con terceros países y organizaciones regionales. Fueron de este tipo los que 
se firmaron —a lo largo de la década de los noventa— entre la CE y las tres grandes 
subáreas de América Latina —MCC, CAN y MERCOSUR— y también con Chile y 
México (aunque en ambos casos han sido sustituidos por acuerdos de asociación). Con 
dichos acuerdos, la Comunidad inauguraba los que se iban a conocer como acuerdos de 
la tercera generación. Las características esenciales de los mismos, son las siguientes: 


a) El plazo establecido es de cinco años, renovables salvo denuncia de parte. Son 
gestionados por una Comisión mixta y contienen un bloque muy estructurado 
de cooperación económica que puede diferir según las características del área o 
país del que se trate pero que en todo caso contemplan los sectores claves de la 
economía en cuestión: agrario, industrial y tecnológico —biotecnología, nuevos 
materiales, informática, microelectrónica— y de servicios (turismo, transportes, 
etc.), así como acciones sobre el desarrollo regional, medio ambiente, coopera- 
ción comercial, etc. Incluyen las denominadas cláusulas política y evolutiva y 
algunos de ellos un compromiso de luchar contra el tráfico de drogas. 


b) Una de las novedades que todos ellos presentan es la inclusión de una cláusula 
política. Para poder beneficiarse de las ayudas comunitarias previstas, los países 
han de comprometerse a proseguir en la consolidación de la democracia y res- 
petar los derechos humanos. Esto obedece a que dichos acuerdos se negociaron 
en un contexto histórico de transición de regímenes autoritarios a democráticos 
en la mayoría de tales países. 


c) Propiamente, no contemplan ningún tipo de preferencia comercial de la deno- 
minada política convencional comunitaria (que es la que está sujeta a concesio- 
nes recíprocas), por lo que el componente comercial se ha venido articulando a 
través del Sistema de Preferencias Generalizadas (SPG). 


d) La cooperación financiera constituye un capítulo esencial de los acuerdos. Más 
del 60% del total de ayuda oficial al desarrollo que percibe América Latina pro- 
cede de la UE y de sus Estados miembros. 


e) En otros programas, destacan el ALFA (América Latina-Formación Académi- 
ca), Al-Invest y Alban, etc. 


Por áreas geográficas, las principales características de los acuerdos actualmente vi- 
gentes de cooperación pueden resumirse en las siguientes: 


América Central. Las relaciones bilaterales de la CE con Panamá y los países que 
forman el Mercado Común Centroamericano (MCC)”, se iniciaron con la instituciona- 


57 El Mercado Común Centroamericano (MCC) es un nombre confuso para designar un caso de inte- 
gración que no pasa de ser una débil área de librecambio que únicamente aspira a conseguir la libre 
circulación de mercancías y con restricciones. No es un mercado común porque ni tan siquiera el Trata- 
do contiene cláusulas evolutivas que lo permitan. Tampoco cuenta con presupuesto propio, el entramado 
institucional es muy débil y se rige por la regla de la unanimidad. El comercio que se realiza entre los 
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lización del diálogo político de S. José en 1984 y con un primer acuerdo de cooperación 
firmado en Luxemburgo el 12 de noviembre de 1985; posteriormente dicho acuerdo se 
ha ido renovando en las sucesivas revisiones de 22 de febrero de 1993 y de 12 de marzo 
de marzo de 1999. Se denomina Acuerdo-marco de cooperación y se ajusta a los de la 
tercera generación y en un futuro está previsto que sea sustituido por un acuerdo de 
asociación. 


El actual acuerdo de cooperación es tan amplio como vago en su contenido: contem- 
pla las cláusulas evolutiva y democrática, la cooperación para la lucha en contra de la 
droga y en principio no excluye de la cooperación ninguno de los campos; en las rela- 
ciones comerciales se ajusta al trato de la nación más favorecida del GATT. No contie- 
ne propiamente un protocolo financiero sino el compromiso de poner a disposición de la 
cooperación los recursos necesarios para el desarrollo de la misma. 


Comunidad Andina de Naciones (CAN). El primer acuerdo bilateral de cooperación 
que firmó la CE con un bloque geográfico de Latinoamérica fue con los países que 
constituyen la Comunidad Andina de Naciones —también conocido como Pacto Andi- 
no—*. Dicho Acuerdo se remonta a 1983 y se ha ido renovando a la fecha de su expira- 
ción como ocurrió en 1993 —con un contenido muy similar al de los países centroame- 
ricanos— y de nuevo en el año 2003. Efectivamente, en la cumbre de Jefes de Estado y 
de Gobierno entre la Unión Europea y la Comunidad Andina en mayo de 2002, se acor- 
dó iniciar negociaciones conducentes a un nuevo Acuerdo político y de cooperación que 
las partes firmaron, en Roma, a mediados de diciembre de 2003. Dicho acuerdo de Coo- 
peración es una actualización del anterior, si bien reforzando el marco de cooperación. 
Siguiendo la trayectoria de los anteriores, el nuevo Acuerdo también contempla tres 
áreas tradicionales: el diálogo político, las relaciones comerciales y las relaciones de 
cooperación. 


Por lo que respecta al diálogo político, se prevé la celebración de encuentros al má- 
ximo nivel en los que se debatan los avances en la integración regional andina, en la 
democracia y en el respecto a los derechos humanos; se ha previsto extenderlos también 
a la prevención de conflictos, la emigración y la lucha contra el terrorismo. De todas 
formas, uno de los aspectos más importantes que se contemplan —cuestión que ya se 
inició en 1995— es un Dialogo a Alto nivel sobre Drogas que ha permitido realizar 
acuerdos concretos entre la CE y cada uno de los miembros de la CAN para la persecu- 


ción de la producción de drogas y para lo cual se ha previsto una línea financiera espe- 
cial. 


En lo referente al comercio de bienes, éste se ha doblado en el último decenio si- 
tuándose en 2001 cerca de 8.000 millones de euros lo que equivale el 0,8% del comer- 
cio extracomunitario y al 14% del andino. Más de las tres cuartas partes de las exporta- 


países signatarios es bastante escaso (oscila entre el 15 y 30% y en el caso de Honduras no llega al 5%) 
Runa Ta se ha incrementado algo en los últimos años. 

* El Pacto Andino es regulado por el Tratado de Cartagena que fue firmado en dicha ciudad el 26 
de mayo de 1969. Originariamente incluía a Bolivia, Colombia Ecuador y Perú; Venezuela se incorporó 
en 1973 y se retiró el 22 de abril de 2006 alegando que Perú y Colombia habían firmado el Tratado de 
Libre Comercio con Estados Unidos que le era muy perjudicial para sus intereses. 

Actualmente la CAN es un área de libre cambio con perspectivas de evolucionar hacia un mercado 
común si las circunstancias económicas y políticas —de considerable inestabilidad— lo permiten. 
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ciones andinas a la UE son materias primas en tanto que más del 80% de sus importa- 
ciones de ésta son productos industriales. Todos los países de la CAN —y los demás 
latinoamericanos— se benefician del Sistema de Preferencias Generalizadas de la CE, si 
bien reforzadas por el plan de lucha contra la producción y tráfico de drogas lo que 
permite que, aproximadamente, el 90% de las exportaciones andinas a la UE estén exen- 
tas del pago de derechos aduaneros. 


Finalmente, por lo que respecta a la cooperación, se contemplan una serie de cam- 
pos tales como el comercio, la industria, ciencia y tecnología, etc., tanto en el ámbito de 
Estados miembros de la CAN como del área globalmente considerada. Desde el punto 
de vista de la cooperación al desarrollo, la UE es el primer donante mundial a la región 
andina. 


También se ha previsto que la CE y la CAN realicen un acuerdo de asociación simi- 
lar a los que ya están en vigor con Chile y México y en avanzada negociación con 
MERCOSUR. En el caso andino, las circunstancias apremian para conseguirlo debido a 
que la India ha impugnado ante la OMC el régimen de preferencias comunitarias (SPG) 
que unilateralmente concede la UE al Grupo andino, obteniendo satisfacción a su peti- 
ción. Habida cuenta que, tras someter la cuestión al Órgano de Apelación, las recomen- 
daciones del Órgano de Solución de Diferencias de la OMC deberán cumplirse en un 
plazo aproximado de dos años, este es el tiempo del que dispone la UE para negociar 
un nuevo Acuerdo de Asociación con la CAN que sea compatible con las reglas de 
la OMC. 


MERCOSUR”. Las relaciones entre la CE y MERCOSUR se iniciaron en 1992 con 
la firma de un acuerdo de Cooperación Interinstitucional que fue sustituido, en 1995, 
por otro de cooperación bajo la denominación de Acuerdo marco interregional de coo- 
peración entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros y el Mercado Común del 
Sur y sus Estados parte. Dicho Acuerdo es similar a los firmados por la CE con el MCC 
y la CAN que hemos visto anteriormente si bien con un contenido más preciso en deter- 
minados aspectos, como sucede, por ejemplo, con los financieros en el que también se 
prevé la actuación del Banco Europeo de Inversiones (BED. 


En cumplimiento del compromiso de Río, desde el año 2000 se vienen celebrando 
negociaciones CE-MERCOSUR con la finalidad de sustituir el acuerdo de cooperación 
vigente por otro de asociación similar a los firmados con México y Chile. Los graves 
problemas económicos por los que atraviesa dicha área —crisis brasileña y argentina— 
han paralizado prácticamente MERCOSUR y de paso también han afectado negativa- 
mente a las negociaciones institucionales con la CE, que se iniciaron ya nueve años 
atrás. No obstante, según los compromisos adquiridos en la Cumbre euro-americana de 


52 MERCOSUR fue creado por el Tratado de Asunción (Paraguay) de 26 de marzo de 1991 aunque 
es con el Protocolo de Ouro Preto (Brasil) de 14 de diciembre de 1994, cuando se define como unión 
aduanera y se refuerza su aparato institucional que, no obstante, aún no tiene carácter supranacional: Sus 
miembros son: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Su objetivo es constituir una unión aduanera una 
vez cubierto el período transitorio que concluyó en 2001, quedando liberalizados una buena parte de los 
intercambios internos, aunque no todos puesto que los Estados miembros han establecido listas de pro- 
ductos no liberalizables. Es un proceso de integración que pretende seguir los pasos dados por la UE, 
con la que se siente muy identificada. Actualmente constituye la cuarta área comercial del mundo. En 
1996 firmó un acuerdo de libre cambio con Chile y Bolivia, dos países hoy asociados. Tras su salida de 
la CAN, Venezuela también ha mostrado su interés por integrarse en esta Organización. 
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Guadalajara de finales de mayo de 2004, se había previsto que en octubre de dicho año 
se firmase el referido acuerdo de asociación que Brasil ha logrado retrasar esperando 
obtener ventajas adicionales. Los principales problemas pendientes de resolver proce- 
den de la oferta de negociación presentada por la CE que, en opinión de los representan- 
tes de MERCOSUR, apenas reduce el proteccionismo de los productos agrarios que 
constituyen las principales exportaciones de MERCOSUR a la Unión: azúcar, cereales, 
carnes, lácteos, tabaco, etc. Por parte comunitaria, se espera obtener un mayor acceso al 
sector de los servicios. 


12.3.5.3. Acuerdos de asociación con Chile y México 


Chile y México son actualmente dos de los países más estables política y económica- 
mente de América Latina. Ambos gozan de atención preferente por parte de la UE en 
sus relaciones bilaterales con AL. Los acuerdos de cooperación de la CE con los dos se 
remontan a los inicios de los años noventa: con Chile al 20 de diciembre de 1990 y con 
México al 26 de abril de 1991. Y también en ambos casos han sido sustituidos por sen- 
dos acuerdos de asociación que han ampliado considerablemente su contenido y nivel 
de las relaciones económico-políticas de la UE con dichos países. Asimismo marcan 
las pautas para los futuros acuerdos de asociación con el resto de países y organizacio- 
nes de AL. 


En el caso de México el interés de la UE en incrementar su relación económica se 
debe a que es el país económicamente más importante de Latinoamérica (después de 
Brasil) y a su considerable dependencia exterior de Estados Unidos. A pesar de sus fre- 
cuentes crisis económicas y financieras, desde hace unos años México ha iniciado un sóli- 
do proceso de crecimiento y un desarrollo espectacular de su comercio exterior. Es signa- 
tario del NAFTA (North American Free Trade Agreemen), área con la que realiza más del 
80% de su comercio y del que provienen la mayor parte de las inversiones externas. No 
obstante la importancia del NAFTA para México, la UE ocupa el segundo lugar en las 
relaciones externas mexicanas tanto en intercambio comercial como en inversiones direc- 
tas habiendo observado tasas de crecimiento importante desde 1997 en adelante. 


México ha sido el primer país latinoamericano con el que la CE ha suscrito un 
acuerdo de asociación. Su firma tuvo lugar en Bruselas el 8 de diciembre de 1997 y 
entró en vigor el 1 de octubre de 2000. Recibe el nombre de Acuerdo de Asociación 
Económica, Concertación Política y Cooperación, o más simplemente, Acuerdo Glo- 
bal. Sus tres piezas fundamentales son: el diálogo político, la liberación del comercio de 
bienes (hasta constituir prácticamente un área de libre cambio) y la cooperación. 


En cuanto al diálogo político, el Acuerdo se basa en principios democráticos y en el 
respeto a los derechos humanos. Institucionaliza el diálogo político entre las partes so- 
bre una serie de aspectos entre los que están los que afectan a la pobreza, terrorismo, 
derechos humanos, democracia, emigración, desarrollo económico y también recoge los 
de cooperación bilateral que ya se establecieron en el Acuerdo marco de 1991. 


Por lo que respecta a las relaciones comerciales, el Acuerdo tiene por finalidad esta- 
blecer de manera progresiva un área de libre cambio en bienes y servicios entre la UE y 
México. La liberalización de productos industriales de la UE frente a México es total a 
partir de 2003 y para México en 2007; y en cuanto a los productos agrarios y pesqueros, 
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también se contemplan reducciones arancelarias importantes entre ambas áreas. Por lo 
que respecta a los servicios, los operadores comunitarios gozarán de un acceso al merca- 
do mexicano similar al previsto para los de NAFTA. También prevé la liberalización de 
los movimientos de capital y pagos así como la adopción de disciplina en los campos de 
la competencia y los derechos de la propiedad intelectual. 


En cooperación, ésta se extiende a prácticamente a todas las áreas: medio ambiente 
y recueros naturales, economía (agricultura, energía, industria, etc.), tecnología, estadís- 
ticas, aspectos regionales, salud, turismo, cultura, etc. 


El segundo de los estados de AL con el que la CE ha firmado un acuerdo de asocia- 
ción ha sido con Chile. La razón es simple: Chile es un país de una dimensión económi- 
ca reducida pero muy consolidado política y económicamente y muy abierto al exterior. 
A finales de 1990, la Comunidad Europea firmó un Acuerdo Marco de Cooperación con 
dicho país que se tomó como símbolo de restauración de las libertades políticas. Unos 
años después, en junio de 1996, dicho Acuerdo fue sustituido por otro en el que ya se 
preveía un futuro Acuerdo de Asociación que comenzó a negociarse en abril de 2000 y 
que fue firmado el 18 de noviembre de 2002. El nuevo Acuerdo de Asociación Política 
y Económica firmado entre la CE y Chile tiene unas características similares al suscrito 
con México. Es también muy ambicioso en sus objetivos cubriendo la práctica totalidad 
de las áreas: políticas, comerciales, cooperación, etc. Lo mismo que el firmado con Mé- 
xico, prevé que aproximadamente el 95% de las exportaciones de bienes de Chile a la 
UE accedan libres de derechos. 


En resumen, el cambio que actualmente se está dando en las relaciones de la CE con 
AL —ya iniciado con los acuerdos con México y Chile— tiene una gran significación. 
Supone el paso de la cooperación a la asociación lo cual implica que los acuerdos de coo- 
peración —que son prácticamente de una sola vía en cuanto a las obligaciones contractua- 
les— pasan a ser acuerdos bilaterales con obligaciones recíprocas muy concretas y com- 
patibles con las normas de la OMC. Ello implica, por ejemplo, suprimir el SPG, programa 
éste que es ciertamente importante para los países más pobres como sucede con los cen- 
troamericanos, algunos andinos y los caribeños, incluidos entre estos últimos los ACP. 


12.3.6. Países asiáticos 


Asia es un continente muy diverso y lleno de contrastes políticos, económicos y socia- 
les. En dicho Continente vive más de la mitad de la población mundial y genera la cuar- 
ta parte del PIB. En él se localizan los dos países más poblados del mundo —China e 
India— , algunos de los más ricos, como Japón y Singapur, y también más de 800 millo- 
nes de asiáticos viven en la más completa miseria. Conviven regímenes democráticos y 
autoritarios —los más— y los conflictos regionales también son considerables, como 
sucede, por ejemplo, entre las dos Coreas o entre India y Pakistán. Desde el punto de 
vista económico, algunos de los países asiáticos —y señaladamente China— se encuen- 
tran actualmente entre los más dinámicos del mundo. 


Las relaciones económicas y la política de cooperación de la CE con Asia comenza- 
ron a desarrollarse de forma paralela en el tiempo y con contenidos similares a los de 
AL. A partir de los años noventa, este paralelismo dejó de existir ya que mientras las 
relaciones con AL se ha ido fortaleciendo, las realizadas con los países asiáticos se man- 
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tienen bastante estancadas. Los acuerdos existentes entre la CE y los países asiáticos 
son, por lo general, de cooperación —con observancia de la cláusula de la nación más 
favorecida del GATT— y sectoriales sin que se prevea que avancen hacia relaciones 
más estrechas. La duración de los acuerdos, suele ser de unos 5 años —renovándose de 
forma tácita— y son gestionados en cada caso por una Comisión Mixta. Desde el punto 
de vista de los acuerdos de cooperación comunitarios, el continente asiático puede divi- 
dirse en cuatro grandes áreas geográficas: ASEAN, China, India y Oriente Medio” 


Con los países que forman la ASEAN las relaciones se basan en un acuerdo de coo- 
peración que fue firmado en 1980 con Brunei, Indonesia, Malasia, Filipinas, Singapur, 
Tailandia y Vietnam. Un protocolo de extensión de dicho acuerdo fue firmado con Laos 
y Camboya en el año 2000%. 


En el caso de China, las relaciones bilaterales con la CE se sustentan en un acuerdo 
comercial y de cooperación que se remonta a 1978 y que ha sido renegociado en 1985. 
Cubre el comercio y la cooperación en varias áreas: ciencia y tecnología, turismo, uso 
pacífico de la energía nuclear, Sistema Galileo de navegación aérea, transporte maríti- 
mo, etc. Con un crecimiento muy alto e ininterrumpido a lo largo de los últimos 20 
años, China ha emergido como potencia económica de primer orden, que de seguir este 
ritmo va camino de convertirse en la primera económica del mundo en las próximas 
décadas. Hoy es el segundo socio comercial de la UE —a su vez, la UE es el primero de 
China—, tras Estados Unidos, y el país con el que mayor déficit presenta la balanza 
comercial comunitaria (más de 78 mil millones de euros en 2004). De ahí el interés y el 
apoyo que le ha prestado la UE para que China forme parte de la OMC —es miembro 
desde 2001— como fórmula más adecuada para su integración en el comercio mundial 
y la observancia de las reglas que lo rigen. 


Las relaciones bilaterales entre la CE e India se remontan a los primeros años seten- 
ta. El actual acuerdo de cooperación económica y comercial es de 1994 y se enmarca 
entre los denominados de tercera generación; es decir, contempla la cláusula evolutiva y 
de respeto a los derechos humanos. Como principales objetivos, el acuerdo persigue la 
promoción del comercio y de las inversiones entre ambas partes, sujeto a la aplicación 
de la cláusula de la nación más favorecida del GATT, asistencia técnica para el desarro- 
llo económico de la India; protección del medio ambiente y explotación sostenible de 
los recursos, etc. Los campos de cooperación que se contemplan son: el comercio 
—procurando su incremento y diversificación, así como el respeto a las reglas antidum- 
ping y antisubvención—, industria, energía, servicios, telecomunicaciones, turismo, 
propiedad intelectual, ciencia y tecnología, información y cultura, recursos humanos, 
drogas, medio ambiente e inversiones. 


Finalmente, otra región asiática de interés para la UE es Oriente Medio. La CE tiene 
un acuerdo de cooperación con todos los países que forman la Península Arábica: los 


% Al margen de esas cuatro áreas, la UE también ha firmado acuerdos de cooperación económica y 
comercial (acuerdos de tercera generación) con Bangladesh (1976), Paquistán (1985), Mongolia (1992) 
y Sri Lanka (1994). 

' La Asociación de Naciones de Asia del Sur y del Este (ANASE) más conocida por sus siglas 
inglesas ASEAN (Association of South East Asian Nations) fue creada en 1967 en Bangkok (Tailandia). 
Forma parte de ella Camboya, Filipinas, Indonesia, Malasia, República Democrática de Laos, Singapur, 
Sultanato de Brunei, Tailandia y Vietnam. 
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que forma el Consejo de Cooperación del Golfo (GCC ó Gulf Cooperation Council 
—GCC—)” y con Yemen. No obstante, existen dos importantes países de esta área con 
los que la CE no tiene ningún acuerdo marco: Irán e Irag*. 


En el caso de la GCC, el acuerdo de cooperación fue firmado en 1988; actualmente 
la Comisión está negociando otro de mayor amplitud que el anterior en el que, además 
del comercio de bienes, también incluye los servicios y la propiedad intelectual y que 
probablemente será firmado una vez la GCC haya puesto en funcionamiento su propia 
unión aduanera que está en proceso de negociación. Con Yemen la CE tiene un acuerdo 
de cooperación económica y comercial que se remonta a 1984 (inicialmente con Yemen 
del Sur) y tras su unificación, con extensión a todo el territorio. Dicho acuerdo ha sido 
renegociado y está en vigor desde 1998. 


12.4. LA COOPERACIÓN AL DESARROLLO. LA AYUDA 
OFICIAL AL DESARROLLO (AOD) 


La política comunitaria de cooperación al desarrollo es otra forma de contemplar las 
relaciones externas de la CE con los países menos desarrollados que hemos visto ante- 
riormente desde la perspectiva geopolítica. 


Como hemos visto, dicha política se contiene ya en el Tratado constitutivo de la 
CEE de 1957 al incorporar como asociados a los PTU y prosiguió posteriormente con 
los convenios de Yaundé de 1963 y 1969 y con los de Lomé (Países ACP). A partir de 
estas primeras experiencias, la cooperación comunitaria al desarrollo se amplió a los 
países mediterráneos y también a América Latina y Asia. Actualmente la UE y sus Esta- 
dos son el primer contribuidor mundial por el volumen de recursos empleados y por el 
número de países beneficiarios. La cooperación comunitaria al desarrollo se inserta en 
la política diseñada por el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE 


No obstante esta ya larga tradición de cooperación, la base jurídica específica para 
la misma procede del Tratado de Maastricht (artículos 177 a 181 del TCE). El Tratado 
de Niza añade un nuevo Título —el XXI— que denomina Cooperación económica, fi- 
nanciera y técnica con terceros países, cuyo artículo único (el 181-A) dice en su aparta- 
do 1 que la Comunidad llevará a cabo, en el marco de sus competencias, acciones de 


62 Dicho países son: Arabia Saudita, Bahrein, Emiratos Árabes Unidos, Omán, Kuwait y Qatar. 

63 Las relaciones bilaterales de la UE con Irán se limitan a un diálogo político sobre el proceso de 
paz en Oriente Medio, no-proliferación de armas nucleares, respeto a los derechos humanos y lucha con- 
tra el terrorismo. En el caso de Irak, ocurre otro tanto, aunque en este país devastado por la guerra tras su 
invasión por Estados Unidos y Reino Unido, la acción de la UE se centra, principalmente, en su recons- 
trucción. 

64 El CAD es un Comité especializado de la OCDE que se ocupa de la cooperación económica. Le 
corresponde establecer las principales directrices de la política de cooperación de sus miembros, si bien 
sus recomendaciones no son vinculantes. 

Los miembros del CAD son: Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Canadá, Comisión de las Comu- 
nidades Europeas, Dinamarca, España, Estados Unidos, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Italia, Japón, 
Luxemburgo, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Portugal, Reino Unido, Suecia y Suiza. El FMI 
(Fondo Monetario Internacional), el Banco Mundial y el PNUD (Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo) participan como observadores permanentes en el mismo. 
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cooperación económica, financiera y técnica con terceros países. Estas acciones serán 
complementarias de las que lleven a cabo los Estados miembros y coherentes con la 
política de desarrollo de la Comunidad. 


La política de la Comunidad en este ámbito contribuirá al objetivo general del de- 
sarrollo y la consolidación de la democracia y del Estado de Derecho, así como al obje- 
tivo del respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. 


El objetivo de la política de cooperación es el lograr un desarrollo política, económi- 
co y social que sea equitativo y participativo. Desde el plano político esto implica para 
sus preceptores el respeto a los derechos humanos, principios democráticos, Estado de 
derecho y buena gestión de los asuntos públicos. Y desde el económico, la reducción de 
la pobreza mediante el apoyo a un desarrollo económico, social y medioambiental sos- 
tenible, el fomento de la integración progresiva de los países en vías de desarrollo en la 
economía internacional, la vinculación entre el comercio y el desarrollo y la lucha con- 
tra las desigualdades”. 


Los instrumentos financieros de la CE para la ayuda al desarrollo, provienen de tres 
fuentes: del presupuesto común, del Fondo Europeo de Desarrollo (FED) y del Banco 
Europeo de Inversiones (BED. Los dos primeros conceden subvenciones y el tercero, 
créditos. 


De estas tres fuentes financieras, la más importante es el presupuesto comunitario; a 
éste le sigue el FED, aunque en este caso limitando su ámbito geográfico de actuación a 
los países ACP. Por su parte, el BEI también participa en la cooperación económica 
financiando proyectos en los países en desarrollo a través de préstamos reembolsables 
cuyos tipos de interés suelen estar subvencionados con cargo al presupuesto común. 


En los epígrafes precedentes hemos ido dando cuenta de los diferentes acuerdos 
regionales y bilaterales que tiene la CE con terceros países. La mayoría de ellos lo son 
con países menos desarrollados (de África, América Latina, Asia y de algunos euro- 
peos) y suelen estar acompañados de los correspondientes programas financieros como, 
por ejemplo, CARDS, FED, MEDA, TACIS, etc. 


Entre la CE y el país perceptor de la ayuda se establece un programa indicativo en 
el que se especifica los proyectos que se van a realizar y los recursos previstos para 
los mismos (financieros, asistencia técnica, contratos de obra, contratos de suminis- 
tros, etc.)%. La adjudicación de los proyectos los realiza el país perceptor de la ayuda 
——Con la supervisión de la Comisión—, por lo general a través de un concurso interna- 
cional —excepto los de asistencia técnica que están sujetos a licitación restringida— a 
los que pueden presentarse todas las empresas comunitarias que estén interesadas. 


Los programas de cooperación al desarrollo los llevan a cabo los organismos públi- 
cos de la Comunidad y de los Estados miembros, que son los principales actores. Pero 
también los realizan —y cada vez con mayor protagonismo y eficacia—, los denomina- 
dos agentes no estatales —lo que comúnmente se conoce como la sociedad civil— que 


% Declaración del Consejo y de la Comisión sobre la política de desarrollo de la Comunidad Euro- 
pea. 10 de noviembre de 2000. http: //www.aeci.es/4-Legislacion/normas_ue_2.htm. 
Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX) y Centro Superior de Cámaras de Comercio, In- 
dustria y Navegación de España: Comercio Exterior, 2.* edición, Madrid, 1996, p. 994. 
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ya canalizan en torno al 20% del total de la ayuda comunitaria al desarrollo y más del 
60% de la ayuda humanitaria. 


Bajo la categoría de agentes no estatales se agrupan un conjunto de agentes tales 
como organizaciones no gubernamentales (ONG), sindicatos, asociaciones patronales, 
asociaciones religiosas, asociaciones culturales, universidades, etc. Todos ellos compar- 
ten una serie de características entre las que son destacables las siguientes: la defensa de 
los intereses generales, nutrirse mayormente de ciudadanos que participan de manera 
voluntaria en los programas de cooperación (en la mayoría de los casos sin retribución, 
sin perjuicio de que cuenten con una estructura fija de personal), independencia de los 
Estados, fines no lucrativos —aunque no en los casos—, etc. 


Para acceder a la financiación comunitaria dichas organizaciones han de tener su 
sede en algún Estado de la Unión. Estas organizaciones no estatales pueden diseñar sus 
propios programas —al margen de los comunitarios— que también pueden recibir ayu- 
das de la UE. 


La participación de la sociedad civil en la cooperación al desarrollo es muy positiva 
puesto que normalmente trabajan sobre el terreno y suelen tener un gran conocimiento 
de la realidad sobre la que actúan ejerciendo una gran influencia para evitar conflictos. 
Por ello la Comisión impulsa su participación tanto en la elaboración de las estrategias 
de desarrollo de los países beneficiarios como en la ejecución de los programas de coo- 
peración. Así ocurre en el Acuerdo de Cotonú con los países APC; en el Acuerdo de 
comercio, desarrollo y cooperación con Sudáfrica; en el Programa MEDA, con los paí- 
ses de la cuenca mediterráneos no europea; en los acuerdos con América Latina; en el 
Acuerdo CARDS, con los Balcanes; con el Programa TACIS, con Rusia y otras repúbli- 
cas de la CEI, etc. 


Para que los agentes no estatales puedan participar en la cooperación comunitaria, 
han de cumplir ciertos requisitos. Entre ellos caben señalar los siguientes: compartir los 
objetivos del programa comunitario y la buena gobernanza; demostrar su competencia y 
capacidad para dar respuesta a las necesidades de los grupos sociales vulnerables; fo- 
mentar los aspectos medioambientales y los valores de la democracia y de los derechos 
humanos; disponer de una estructura organizativa en la que los principios de democra- 
cia, transparencia y responsabilidad, estén claros; ser independientes del Estado; y ga- 
rantizar un cierto equilibrio entre las dos formas de ayuda existentes: la destinada a las 
actividades que persiguen los programas estratégicos comunitarios por países beneficia- 
rios y la que se destine a financiar sus propias iniciativas, cuando existan. 


Según datos de la OCDE, los países menos desarrollados recibieron en el año 2004 
un total de 148.646 millones de dólares en concepto de cooperación económica. De este 
total, 94,454 millones (el 63,5%) procedieron de la CE y sus Estados miembros, 32.283 
de Estados Unidos (21,7%) y 11.351millones de Japón (7,7%). No obstante, debe acla- 
rarse que se incluyen tanto la ayuda oficial al desarrollo (AOD), como las inversiones 
(directas y en cartera) y los créditos a las exportaciones. Aunque toda forma de coope- 
ración contribuye a aliviar la pobreza, la más generosa es la AOD ya que en su práctica 
totalidad es subvención, mientras que las inversiones y créditos no lo son. Se estima que 
la AOD que reciben anualmente los países menos desarrollados asciende, aproximada- 
mente, a una cuarta parte de sus necesidades. 
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Si nos ceñimos sólo a la AOD, una síntesis sobre su evolución histórica y por países 
contribuyentes —los del CAD— se contiene en la Tabla 12.1. Dicha ayuda ascendió, en 
2004, a 79.512 millones de dólares, lo que supuso el 53,5% del total de los recursos del 
CAD dedicados a la cooperación económica. 


En general, todos los países miembros del CAD vienen reduciendo, en términos re- 
lativos, su contribución a la AOD situándose en promedio en el 0,26 del PIB, cuando el 
objetivo que se marcó la Cumbre Mundial de Desarrollo Social de 1995 fue que alcan- 
zase el 0,7 de dicha magnitud. Lejos de cumplir este objetivo, los países CAD se alejen 
de él mientras que el precio de las materias primas que exportan los países pobres no 
cesa de disminuir y la deuda externa les resulta agobiante. Una gran parte de esa ayuda 
es bilateral con lo cual su empleo final puede beneficiar poco a sus teóricos preceptores 
ya que a veces se liga a cuestiones bélicas. 


Tabla 12.1. Ayuda Oficial neta al Desarrollo de los países CAD a precios 
y tipo de cambio corriente. 


1988-1989 (media) | 989 1988-1989 (media) | 2004 

Millones Millones Millones % 

de dólares de dólares de dólares PIB 
Unión Europea 
Alemania 7.534 0,28 
Austria 678 0,23 
Bélgica 1.463 0,41 
Dinamarca 2.037 0,85 
España 2.437 0,24 
Finlandia 655 0,35 
Francia 8.473 0,41 
Grecia 465 0,23 
Holanda 4.204 OS 
Irlanda 607 0,39 
Italia 2.462 0,15 
Luxemburgo 236 0,83. 
Portugal 1.031 0,63. 
Reino Unido 7.883 0,36. 
Suecia 2120 0,78. 
Otros países 
Australia 1.460 Qe5 
Canadá 2.599 0,27 
Estados Unidos 19.705 0,17 
Japón 8.906 0,19. 
N. Zelanda aa 0.23. 
Noruega 2.199 0,87 
Suiza 1.545 0,41 
Total CAD 79.512 0,26 





Fuente: Banco Mundial. 
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Estados Unidos y Japón, los dos países más ricos del mundo, son los que menos 
esfuerzos dedican a la cooperación —en términos relativos— y quienes más la condi- 
cionan a sus propios fines. Aunque algunos de los países de la UE tampoco son un mo- 
delo de comportamiento, la UE, como bloque y en comparación con dos los anteriores, 
dedica mayor volumen de recursos financieros y beneficia a un número mayor de paí- 
ses. De igual forma, la UE selecciona los programas con mayor objetividad y la condi- 
cionada más al respeto de los derechos humanos y a la buena administración que a 
intereses estratégicos (ya sean de orden militar o económico). 





ME La avuoa HUMANITARIA En 


Un programa especial que está al margen de los acuerdos que se han expuesto en este 
capítulo, es el de la ayuda humanitaria. Dicha ayuda está adquiriendo cada vez mayor 
relieve en un mundo convulso como el actual en el que las catástrofes naturales y huma- 
nas no dejan de crecer. La ayuda humanitaria que presta directamente la Unión Europea 
a cargo del presupuesto común supera los mil millones de euros anuales. Se canaliza 
básicamente a través de los agentes no estatales que hemos visto en el epígrafe pre- 
cedente. 


Hasta el presente la ayuda humanitaria no ha sido regulada por ninguno de los trata- 
dos comunitarios, aunque sí lo está por la normativa derivada. El primer tratado que la 
contempla expresamente es el TCUE —actualmente en proceso de ratificación— cuyo 
art. 111.321, apartados 1 y 2, estipula lo siguiente: 


1. Las acciones de la Unión en el ámbito de la ayuda humanitaria se llevarán a 
cabo en el marco de los principios y objetivos de la acción exterior de la Unión. 
Dichas acciones tendrán por objeto, en casos concretos, prestar asistencia y 
socorro a las poblaciones de los terceros países víctimas de catástrofes natura- 
les o de origen humano, y protegerlas, para hacer frente a las necesidades hu- 
manitarias resultantes de esas diversas situaciones. Las acciones de la Unión y 
de los Estados miembros se complementarán y reforzarán mutuamente. 


2. Las acciones de ayuda humanitaria se llevarán a cabo conforme a los princi- 
pios del Derecho internacional y a los principios de imparcialidad, neutralidad 
y no discriminación». 


La ayuda humanitaria se rige por el Reglamento 1257/96 del Consejo, de 20 de ju- 
nio de 1996 y se ajusta al procedimiento de codecisión. Su objetivo es la asistencia a 
terceros países para hacer frente a catástrofes naturales (terremotos, inundaciones, se- 
quía, etc.), catástrofes humanas (guerras y otros conflictos) o de otro tipo de crisis no 
previstas. Por razones obvias, la ayuda humanitaria no tiene condiciones preestablecidas 
ni tampoco carácter de reembolsable. El papel que en su aplicación y distribución jue- 
gan los agentes no estatales, y más en concreto, las ONG, es determinante. 


La ayuda humanitaria, aunque de forma poco estructurada, ya la venía prestando 
la Comunidad desde finales de la década de los sesenta. En 1992 se creó la Oficina 
Europea de la Ayuda Humanitaria de Urgencia (más conocida por las siglas ECHO: 
European Commission's Humanitarian Aid) con el fin de centralizar las decisiones y de 
mejorar su gestión y coordinación. ECHO financia operaciones humanitarias en todo el 
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mundo a través de las agencias de las Naciones Unidas (ONU), de otras organizaciones 
especializadas de los Estados miembros y de los agentes no estatales. 


La ayuda humanitaria se clasifica en tres grandes categorías: ayuda de urgencia, 
ayuda alimentaria y ayuda a los refugiados. 


La ayuda de urgencia pretende hacer frente a los problemas provocados por catás- 
trofes naturales; y para ser eficaz, ha de ser muy rápida y flexible. Por lo común es una 
ayuda en efectivo que permita adquirir productos de primera necesidad (alimentos, 
combustibles, medicamentos, etc.) y/o realizar trabajos reconstrucción tras un desastre. 


Por su parte, la ayuda alimentaria, programa que inició la Comunidad en 1968 pre- 
tende contribuir al abastecimiento alimentario —proporcionando productos— de pobla- 
ciones desnutridas como consecuencia de crisis naturales, tales como sequías y otras 
calamidades. El suministro se efectúa bien directamente a los gobiernos a través del 
Programa de Ayuda Alimentaria de cuyo convenio la UE y sus Estados son signatarios, 
o bien a través de organizaciones privadas (caso de las ONG). 





Por último, la ayuda a los refugiados, tiene por finalidad socorrer a las poblaciones 
expulsadas de su propio país u obligadas a dejarlo por razones de guerra, persecuciones 
y otras situaciones difíciles (hambrunas). Su finalidad es la de prestar asistencia entre 
las fases de éxodo y de reasentamiento en otro país o de reintegración en el de origen. 
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Anexo 12.1. AYUDA OFICIAL NETA AL DESARROLLO (AOD) 
DE LOS PAÍSES CAD A PRECIOS Y TIPO DE CAMBIO 
CORRIENTE (MILLONES DE DÓLARES) 


OS 
o 


UNION EUROPEA 
Alemania 
Austria 

Bélgica 
Dinamarca 
España 
Finlandia 
Francia 

Grecia 
Holanda 
Irlanda 

Italia 
Luxemburgo 
Portugal 

Reino Unido 
Suecia 

OTROS PAISES 
Australia 
Canadá 
Estados Unidos 
Japón 

Nueva Zelanda 
Noruega 

Suiza 

TOTAL CAD 
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Anexo 12.2. AYUDA OFICIAL NETA AL DESARROLLO (AOD) 


UNION EUROPEA 


Alemania 

Austria 

Bélgica 

Dinamarca 

España 

Finlandia 

Francia 

Grecia 

Holanda 

Irlanda 

Italia 

Luxemburgo 

Portugal 

Reino Unido 

suecia 

OTROS PAISES 

Australia 

Canadá 

Estados Unidos 

Japón 

Nueva Zelanda 

Noruega 

Suiza 

TOTAL CAD 
Fuente: OCDE. 
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DE LOS PAÍSES CAD A PRECIOS Y TIPO DE CAMBIO 


CORRIENTE (% PIB) 


A : 
A A 


0,35 
0,28 
0,23 
0,41 
0,85 
0,24 
0,35 
0,41 
0,23 
0,73 
0,39 
0,15 
0,83 
0,63 
0,36 
0,78 


0,25 
0,27 
0,17 
0,19 
0,23 
0,87 
0,41 
0,26 
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